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§ 1

Constitución Española. [Inclusión parcial]

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978
Última modificación: 27 de septiembre de 2011

Referencia: BOE-A-1978-31229

[ . . . ]
TÍTULO I

De los derechos y deberes fundamentales

[ . . . ]
CAPÍTULO TERCERO

De los principios rectores de la política social y económica

[ . . . ]
Artículo 44.  

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos 
tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en 
beneficio del interés general.

[ . . . ]
Artículo 46.  

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del 
patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo 
integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los 
atentados contra este patrimonio.

[ . . . ]
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§ 2

Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, del libro y de las 
bibliotecas

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 150, de 23 de junio de 2007

Última modificación: 12 de octubre de 2021
Referencia: BOE-A-2007-12351

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Se inicia el siglo XXI con una nueva concepción y definición de la lectura y del libro. 

Durante siglos, el libro ha mantenido un formato singular y único, del mismo modo que se 
definía a la lectura como el ejercicio lector realizado por los individuos sobre los contenidos 
del mismo. En la actualidad, se concibe la lectura como una herramienta básica para el 
desarrollo de la personalidad y también como instrumento para la socialización; es decir, 
como elemento esencial para la capacitación y la convivencia democrática, para 
desarrollarse en la «sociedad de la información». La ciudadanía, a través de numerosos 
medios y recursos, recibe abundancia de información; mas, en este contexto, es preciso 
disponer de la habilidad necesaria para transformar la información en conocimientos, y esta 
capacidad se logra gracias al hábito lector. Sólo de esta manera los ciudadanos pueden 
aspirar a participar y disfrutar en igualdad de las posibilidades que ofrece la «sociedad del 
conocimiento»: leer es elegir perspectivas desde las que situar nuestra mirada invitando a 
reflexionar, a pensar y a crear.

La presente Ley de la lectura, del libro y de las bibliotecas nace, pues, dentro del marco 
que avala la Constitución a favor de los principios que promueven la convivencia. Surge 
como medida que atiende la pluralidad de matices que encierra el concepto de «lectura» y 
como reconocimiento de la diversidad de formatos que ofrece el concepto de «libro». Dado 
que es necesaria una adecuación a la nueva realidad, es preciso redefinir algunos conceptos 
esenciales, y ampliar el campo semántico de los mismos y que se imponen necesariamente 
a la nueva realidad, objeto de esta Ley.
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La lectura, como proceso de descodificación mediante el cual una persona comprende e 
interioriza el sentido de signos y logra obtener información y conocimiento, debe ser 
accesible a toda la sociedad; debe ser, por tanto, un derecho que permita acceder al 
conocimiento a toda la ciudadanía en condiciones de igualdad. La lectura enriquece y 
desarrolla la necesaria capacidad crítica de las personas; de ahí que tras el acto de la 
lectura, además de los valores cívicos que encierra, habite una adquisición de habilidades 
que dota a los individuos de recursos necesarios para su desarrollo como personas: la vida 
cotidiana debe estar condicionada por la capacidad lectora que contribuya al 
perfeccionamiento de los seres humanos.

Tanta densidad de riquezas exige aprendizaje y esfuerzo por parte de los individuos, de 
ahí que se pretenda que el disfrute de las mismas vaya tan lejos como la biografía completa 
de todo ciudadano.

La presente Ley aspira a recoger los valores insustituibles de la lectura y sus contextos, 
por lo tanto reconoce y promueve las acciones tendentes a propiciar su adquisición y a 
desarrollar hábitos lectores, desde todos los órdenes y administraciones, respetando las 
competencias de cada una de ellas, a fin de que se logre la mayor eficacia posible y la 
teleología deseable: una sociedad lectora.

Esta acción, pues, no posee fecha de caducidad, por lo tanto, -sea desde el sector 
público, tanto desde ámbitos culturales y educativos como desde políticas sociales, o sea 
desde el sector privado-, se trata de una tarea inexcusable que incumbe a todos. En los 
países de la Unión Europea se está prestando gran atención al fomento de la lectura, siendo 
nuestro modelo de referencia el de aquellos países que alcanzan los mejores índices entre la 
población potencialmente lectora. También en nuestro país la lectura, en los últimos años, ha 
adquirido un creciente protagonismo en cuanto a su función e importancia. La Administración 
General del Estado, las administraciones autonómicas y las entidades locales han 
impulsado, junto a la necesaria colaboración del sector del libro, numerosas iniciativas. Así, 
la inquietud por la lectura ha ido multiplicando su presencia en los medios de comunicación, 
foros y entidades de diferente signo y ha sido objeto de preocupación y debate en toda la 
sociedad, especialmente en el ámbito escolar. La lectura y su fomento se consideran una 
herramienta básica para el ejercicio del derecho a la educación y a la cultura en el marco de 
la sociedad de la información, de ahí que diversos planes tienden a su fomento y subrayan el 
interés de la misma en la vida cotidiana de la sociedad, así como el papel fundamental que 
los medios de comunicación, en especial los de titularidad pública, deben tener en la 
promoción y el fomento del hábito lector y el libro.

Uno de los hitos más importantes de ese debate en torno a la lectura fue el producido a 
raíz de los resultados de diversos informes de organismos internacionales, unos datos que 
cuestionaban la comprensión lectora entre los escolares adolescentes españoles. Pero esos 
datos tuvieron un efecto positivo, pues contribuyeron a señalar la importancia de la lectura 
como instrumento transversal y determinante para el rendimiento escolar. Los resultados de 
los estudios recientes sobre bibliotecas escolares han contribuido a una concienciación 
sobre la necesidad de reforzar los hábitos lectores en la escuela, para lo cual se requieren 
recursos materiales y humanos y un planteamiento adecuado de las funciones que en la 
enseñanza pueden y deben cumplir este tipo de bibliotecas. Desde el ámbito normativo se 
ha dado un paso de extraordinaria relevancia: por primera vez, la Ley Orgánica de 
Educación, en su artículo 113, recoge la obligación de que en todo centro escolar público 
exista una biblioteca escolar, recordando que ésta debe contribuir a fomentar la lectura y a 
que el alumnado acceda a la información en todas las áreas del aprendizaje como dinámica 
imprescindible para participar en la sociedad del conocimiento. El acceso de los alumnos a la 
información debe contar con la garantía de unos textos adecuados en el contenido y en la 
forma, pero también en el uso correcto del lenguaje. Sólo si los modelos son ejemplares en 
su ortografía, expresión y gramática, nuestros escolares podrán adquirir las habilidades 
requeridas en la sociedad de la información: comprender y expresarse con claridad. Un texto 
cuidado es el mejor recurso para los docentes y sus alumnos.

Por otra parte, el fomento de la lectura es uno de los mejores apoyos para el futuro del 
sector del libro español, tanto en su vertiente cultural como industrial. El libro y el sector del 
libro se encontraban regulados por la Ley del Libro 9/1975, de 12 marzo, pero gran parte de 
sus preceptos ya fueron superados por la nueva realidad constitucional, tanto por la 
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regulación de derechos y libertades como por el nuevo marco territorial constitucionalmente 
establecido. La Constitución Española de 1978, en su artículo 44, reconoce que los poderes 
públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho. Ese 
artículo debe interpretarse junto con el artículo 149.2 al señalar que, sin perjuicio de las 
competencias que podrán asumir las comunidades autónomas, el Estado considerará el 
servicio de la cultura como deber y atribución esencial, y facilitará la comunicación cultural 
entre las comunidades autónomas, de acuerdo con ellas y respetando el marco 
competencial establecido en la Constitución y en los Estatutos de Autonomía.

El apoyo de los poderes públicos al libro, como modelo de expresión cultural, se recoge 
explícitamente en esta Ley, pero también se reconoce la labor de sus diversos protagonistas. 
Por un lado, se valora la labor de los creadores, incluyendo entre éstos además de los 
escritores y autores, a los traductores, ilustradores y correctores en el ejercicio de su función, 
sin los cuales no existirían las obras que toman la forma de libro, y sin perjuicio de la 
protección que se regula en la legislación de propiedad intelectual; por otra parte, se recoge 
la promoción de la principal industria cultural de nuestro país, el sector del libro, con un 
especial reconocimiento a la labor de los libreros como agentes culturales. Asimismo, 
también se reconoce que ese apoyo de los poderes públicos al libro español debe tender 
hacia su expansión internacional, tradicionalmente orientada a Iberoamérica dados nuestros 
vínculos culturales y lingüísticos, aspirando a entrar en todos los mercados y áreas 
lingüísticas existentes. También se manifiesta la clara voluntad de proteger y promocionar la 
diversidad lingüística del Estado Español, atendiendo al reconocimiento de las diferentes 
lenguas oficiales.

La regulación sobre la comercialización del libro y publicaciones afines parte de la 
convicción de que se ofrece un producto que es más que una mera mercancía: se trata de 
un soporte físico que contiene la plasmación del pensamiento humano, la ciencia y la 
creación literaria, posibilitando ese acto trascendental y único para la especie humana, que 
es la lectura. La difusión de esas creaciones, su valor cultural y su pluralidad requieren una 
cierta garantía tanto en el control de calidad del texto como en su comercialización para que 
puedan ser accesibles al mayor número de potenciales lectores. Esos fines son los 
perseguidos por los sistemas de precio fijo o único de los libros, de este modo, se permite la 
coexistencia de ediciones de rápida rotación y otras de más larga rotación, ofreciendo las 
librerías no sólo lo novedoso sino un fondo bibliográfico que facilite el acceso igualitario y 
diverso a la cultura, tal y como exige el citado artículo 44 de nuestra Constitución.

Por todo ello, esta Ley apuesta por un sistema que en España se viene manteniendo 
históricamente, y que también es claramente mayoritario en la Unión Europea. En este 
ámbito europeo, las instituciones han reconocido de forma expresa la compatibilidad de las 
leyes nacionales del precio fijo con el Derecho comunitario, y el Parlamento Europeo aboga 
porque se dicte una propuesta legislativa comunitaria sobre el precio fijo. Asimismo, los 
países del espacio iberoamericano han reconocido y reforzado, por vía legislativa, los 
sistemas de precio fijo.

En esta Ley se ha pretendido reforzar ese principio general del precio fijo 
estableciéndose, con rango legal, las obligaciones específicas de los agentes del sector, e 
incluso la prohibición expresa del uso del libro como reclamo comercial para la venta de 
otros productos de naturaleza distinta. Sin embargo, el régimen de precios de los libros de 
texto que preveía el Real Decreto-Ley 6/2000, de 23 de junio, liberalizando el descuento 
para los libros de texto, se establece ahora como una exclusión del sistema de precio fijo. La 
experiencia adquirida aconseja el cambio de ese singular sistema de descuento libre hacia 
un sistema de precio libre, que es a la vez favorable para el ciudadano, al propiciar la 
capacidad de ahorro de las familias que se benefician de la liberalización de precios, y a la 
vez no perjudica al librero minorista puesto que, en última instancia, posibilita la protección 
de la red de librerías existente, salvaguardando el mantenimiento de una oferta cultural 
diversificada.

Por otra parte, la regulación legal aún vigente es ajena al rápido desarrollo tecnológico 
de las últimas décadas. El sector del libro y publicaciones afines en España actualmente 
presenta rasgos claros de madurez y salud, pero a la vez se enfrenta a los retos que le 
plantean las nuevas tecnologías y los cambios producidos por éstas y por otros factores, 
tanto en la dinámica propia del sector como en la del mercado. De ahí que una de las 
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primeras consecuencias de esos vertiginosos cambios tecnológicos haya sido la necesidad 
de proporcionar una definición actualizada del libro, una de las metas que esta Ley se ha 
marcado.

Asimismo, las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación han influido de 
manera decisiva en la forma de prestar un servicio público fundamental, como son las 
bibliotecas. El progresivo desarrollo de los sistemas bibliotecarios en España y la evolución 
tecnológica de las propias bibliotecas aconsejaban redefinir el papel de la Administración 
General del Estado en esta materia, favoreciendo, por un lado, los cauces de cooperación en 
el impulso del Sistema Español de Bibliotecas y, por otro, facilitando la coordinación de las 
bibliotecas de titularidad estatal. Corresponde a la Administración General del Estado en 
cooperación con los correspondientes órganos de las comunidades autónomas, la 
responsabilidad de obtener el diagnóstico del conjunto, de modo que se pueda disponer de 
una visión global de todos los sistemas, redes, consorcios y bibliotecas dependientes de 
cualesquiera administraciones públicas o entidades privadas, de manera que los poderes 
públicos puedan, en cada momento, detectar carencias y desigualdades y actuar con el 
objetivo de subsanarlas utilizando los medios que el ordenamiento jurídico pone a su 
disposición, exclusivamente en el marco de las competencias que corresponden al Estado.

De acuerdo con todo lo anterior, esta Ley de la lectura, del libro y de las bibliotecas 
constituye el régimen jurídico especial de las actividades relacionadas con el libro, en su 
doble dimensión de elemento cultural y de bien económico en el mercado, proporcionando 
también un marco común a las bibliotecas y al fomento de la lectura y atendiendo a todos los 
sectores, que se desarrollan desde la actividad creadora hasta el destinatario final, el lector, 
exclusivamente en el marco de las competencias que corresponden al Estado.

La Ley se divide en seis capítulos, el primero relativo a las disposiciones generales, el 
segundo a la promoción de la lectura, el tercero a la promoción de los autores y de la 
industria del libro, el cuarto al régimen jurídico del libro, el quinto consagrado a las 
bibliotecas, y el sexto al régimen sancionador.

II
El capítulo primero, denominado disposiciones generales, consta de dos artículos. El 

primero se refiere al objeto y ámbito de aplicación de esta norma: la promoción del libro, el 
fomento de la lectura y de las bibliotecas.

El artículo segundo establece, por seguridad jurídica, una serie de definiciones, como 
son las de libro, publicación seriada, editor, distribuidor, librero, consumidor final, biblioteca, 
biblioteca digital, impresor/productor y publicación periódica.

III
El capítulo segundo, promoción de la lectura, entiende la lectura como una herramienta 

básica para el aprendizaje continuo, y subraya el interés general de la lectura en la vida 
cotidiana de la sociedad, así como reconoce también aportaciones estéticas del libro en sus 
contenidos gráficos y plásticos, para que sean promocionadas como valores culturales. Para 
ello, prevé planes de fomento de la lectura y actividades de promoción de la misma, la 
potenciación de los servicios y las dotaciones bibliográficas, la cooperación de las 
administraciones públicas con empresas, asociaciones y fundaciones en iniciativas de 
fomento de la lectura, la utilización de instrumentos de análisis y la evaluación de todas 
estas actividades.

IV
En el capítulo tercero, promoción de los autores y de la industria del libro y publicaciones 

afines, se recogen por un lado las campañas de promoción de los autores españoles, la 
existencia de un sistema de premios nacionales para los ámbitos literarios, científicos y 
técnicos, y por otro, los programas de apoyo a la industria del libro, la colaboración con el 
sector en el fomento de las tecnologías aplicadas a la gestión, el intercambio de información 
y la formación, así como la participación institucional en las ferias nacionales e 
internacionales relacionadas con el libro y, en particular, el fomento de la venta de derechos 
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de autores de texto e ilustración, y el fomento de las empresas privadas en las mismas. 
Como órgano de apoyo la Ley prevé, en su disposición adicional segunda, la creación del 
Observatorio de la Lectura y del Libro.

V
El capítulo cuarto, régimen jurídico del libro, regula el precio fijo de los libros, recogiendo 

su régimen jurídico, sus exclusiones y excepciones. En cuanto a los libros de texto se 
excluyen del sistema de precio fijo, modificando el régimen establecido por el Real Decreto 
Ley 6/2000, de 23 de junio. También se incorporan las definiciones de la numeración 
internacional de libros y publicaciones seriadas.

VI
El capítulo quinto está dedicado a las bibliotecas. Incorpora los principios, valores y 

normas que gozan de mayor consenso entre los profesionales de las bibliotecas y las 
organizaciones internacionales relacionadas con las mismas. Igualmente, y debido al 
impacto de las tecnologías de la información y la comunicación en la actividad bibliotecaria, 
se prevé su utilización en los aspectos de dicha actividad en los que su uso se considera de 
especial importancia.

Por otro lado, se delimitan los intereses y fines que son propios de la Administración 
General del Estado en materia de bibliotecas. Asimismo, se mencionan los medios y se 
definen las estructuras fundamentales para la consecución de tales fines e intereses. 
Especial mención merece el Sistema Español de Bibliotecas, en el que priman las relaciones 
voluntarias de cooperación entre las distintas administraciones.

España posee un rico patrimonio que expresa tanto la variedad de sus manifestaciones 
culturales y lingüísticas como la confluencia de las mismas en la historia. Difundir en línea 
este patrimonio, a través de bibliotecas digitales, con el apoyo de las nuevas tecnologías, 
permitirá que los ciudadanos accedan con mayor facilidad al material cultural, contribuyendo 
de este modo a la sociedad del conocimiento. Por otro lado, este patrimonio digital podrá 
integrarse en la Biblioteca Digital Europea. Este proyecto se debe llevar a cabo a través de la 
cooperación entre las diferentes administraciones públicas y todo tipo de agentes y 
entidades privadas.

VII
El capítulo sexto, con objeto de dar garantía a lo contenido en esta Ley, regula las 

infracciones y sanciones en el ámbito del precio fijo y publicidad en la venta de libros, 
respetando las competencias autonómicas y enunciando básicamente los tipos de ilícitos 
que dan lugar a sanción.

En la elaboración y tramitación de esta Ley, han sido consultadas las comunidades 
autónomas y los sectores implicados, y se han recabado los dictámenes e informes 
preceptivos.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito.
1. La presente Ley tiene por objeto definir el marco jurídico del libro, en atención a su 

carácter de producto cultural, desde su creación hasta su comercialización, difusión y 
conservación como parte del patrimonio bibliográfico español; de las publicaciones seriadas, 
del fomento de la lectura, de las bibliotecas y, en especial, de la cooperación bibliotecaria.

2. Esta Ley es de aplicación al libro, en cuanto a su edición y comercialización en 
cualquier tipo de soporte susceptible de lectura y a las publicaciones seriadas. Es también 
de aplicación al fomento de la lectura y del hábito lector y a las bibliotecas, de acuerdo con el 
marco competencial establecido en la Constitución y en los respectivos estatutos de 
autonomía.
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3. En la presente Ley se entiende que toda referencia al libro y su comercialización, la 
lectura y las bibliotecas, tiene como objeto el libro en castellano o en cualquiera de las 
lenguas oficiales en las respectivas comunidades autónomas.

4. Se considera al libro, a todos los efectos, bien básico y de primera necesidad. Los 
poderes públicos organizarán y ejecutarán, de manera permanente, campañas de fomento 
de la lectura y fortalecimiento del sistema bibliotecario público.

5. Se considera a la cultura, a todos los efectos, bien básico y de primera necesidad.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de esta Ley se entiende por:
a) Libro: obra científica, artística, literaria o de cualquier otra índole que constituye una 

publicación unitaria en uno o varios volúmenes y que puede aparecer impresa o en cualquier 
otro soporte susceptible de lectura.

Se entienden incluidos en la definición de libro, a los efectos de esta Ley, los libros 
electrónicos y los libros que se publiquen o se difundan por Internet o en otro soporte que 
pueda aparecer en el futuro, los materiales complementarios de carácter impreso, visual, 
audiovisual o sonoro que sean editados conjuntamente con el libro y que participen del 
carácter unitario del mismo, así como cualquier otra manifestación editorial.

b) Publicación seriada: toda obra científica, literaria o de cualquier índole que aparece o 
se comunica de forma continuada, editada en una sucesión de fascículos o partes 
separadas, que lleva normalmente una numeración y que no tiene una duración 
predeterminada.

c) Editor: persona natural o jurídica que, por cuenta propia, elige o concibe obras 
literarias, científicas y en general de cualquier temática y realiza o encarga los procesos 
industriales para su transformación en libro, cualquiera que sea su soporte, con la finalidad 
de su publicación y difusión o comunicación.

d) Distribuidor: persona natural o jurídica que realiza servicios comerciales y que sirve de 
enlace entre editores y libreros, para situar y reponer libros en su punto de venta y facilitar su 
difusión.

e) Librero: persona natural o jurídica que se dedica, exclusiva o principalmente, a la 
venta de libros al cliente final desde establecimientos mercantiles de libre acceso al público o 
por cualquier procedimiento de venta a distancia.

f) Consumidor final: persona natural o jurídica que, sin asumir obligaciones subsiguientes 
de compra o determinados pagos de cuota, adquiere los libros para su propio uso o los 
transmite a persona distinta sin que medie operación comercial o cualquier otra operación a 
título oneroso.

g) Biblioteca: sin perjuicio de lo previsto en el artículo 59.2 de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, del Patrimonio Histórico Español y de la correspondiente legislación autonómica, se 
entiende por biblioteca la estructura organizativa que, mediante los procesos y servicios 
técnicamente apropiados, tiene como misión facilitar el acceso en igualdad de oportunidades 
de toda la ciudadanía a documentos publicados o difundidos en cualquier soporte.

h) Bibliotecas digitales: son colecciones organizadas de contenidos digitales que se 
ponen a disposición del público. Pueden contener materiales digitalizados, tales como 
ejemplares digitales de libros u otro material documental procedente de bibliotecas, archivos 
y museos, o basarse en información producida directamente en formato digital.

i) Impresor/productor de libro: persona natural o jurídica que contando con las 
instalaciones y medios técnicos necesarios, se dedica, exclusiva o principalmente, a la 
realización e impresión de libros en papel o en cualquier otro soporte susceptible de lectura, 
así como de los materiales complementarios de carácter impreso, virtual, audiovisual o 
sonoro que se editen conjuntamente con el libro y que participen del carácter unitario del 
mismo.

j) Publicación periódica: toda publicación que aparece o se comunica de forma 
continuada con una periodicidad establecida, de carácter cultural o científico.
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CAPÍTULO II
Promoción de la lectura

Artículo 3.  Promoción de la lectura.
1. El Gobierno aprobará y desarrollará planes de fomento de la lectura, que serán 

elaborados, evaluados y actualizados periódicamente por el Ministerio de Cultura y que irán 
acompañados de la dotación presupuestaria adecuada.

Estos planes garantizarán la continuidad en el tiempo de las políticas de promoción de la 
lectura para la consolidación de los hábitos lectores.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, el Gobierno garantizará la 
colaboración interministerial, singularmente entre las administraciones responsables de 
Cultura y Educación en las actividades de promoción de la lectura. Los planes propuestos 
por el Gobierno establecerán objetivos genéricos y serán consensuados con las 
comunidades autónomas. Asimismo promoverán la colaboración con las entidades locales y 
otras instituciones y entidades tanto públicas como privadas.

3. Las bibliotecas, muy especialmente las públicas, las escolares y las universitarias, 
desempeñan un papel insustituible en el desarrollo, mantenimiento y mejora de los hábitos 
de lectura, en la medida en que garantizan, en condiciones de igualdad de oportunidades, el 
acceso de todos los ciudadanos al pensamiento y la cultura. A tal efecto el Gobierno apoyará 
e incentivará la apertura de las bibliotecas escolares a la comunidad de ciudadanos de su 
entorno, y su incorporación a las nuevas tecnologías. Promoverá para ello acuerdos con las 
administraciones autonómicas y locales correspondientes.

Artículo 4.  Planes de fomento de la lectura.
1. Los planes de fomento de la lectura considerarán la lectura como una herramienta 

básica para el ejercicio del derecho a la educación y a la cultura, en el marco de la sociedad 
de la información y subrayarán el interés general de la lectura en la vida cotidiana de la 
sociedad, mediante el fomento del hábito lector. Los planes de fomento de la lectura tendrán 
especial consideración con la población infantil y juvenil y con los sectores más 
desfavorecidos socialmente, con especial atención a las personas con discapacidad, así 
como con el aprendizaje continuo de los ciudadanos de cualquier edad.

2. Los planes prestarán especial atención a la potenciación de los servicios y a las 
dotaciones bibliográficas de las bibliotecas con el objetivo de facilitar el acceso a la 
información y crear las condiciones favorables para la formación y el desarrollo de lectores.

3. Entre las acciones que los planes comprendan se incluirán, en cooperación con las 
demás administraciones públicas competentes, la creación y utilización de instrumentos de 
análisis para conocer la realidad de la lectura y la situación de las bibliotecas.

4. Los planes se nutrirán tanto de las aportaciones del Estado, como de las que resulten 
de acuerdos y convenios de cooperación con otras administraciones e instituciones públicas 
y privadas.

5. En el propio plan se incluirán las previsiones de medidas de evaluación y seguimiento 
que permitan valorar los logros alcanzados e introducir las mejoras oportunas.

6. El Gobierno promoverá el especial compromiso de los medios de comunicación, 
especialmente los medios públicos audiovisuales, con el fomento del hábito lector; 
promoverá este mismo compromiso con los medios de titularidad autonómica e incentivará la 
colaboración con los medios audiovisuales privados.

CAPÍTULO III
Promoción de los autores y de la industria del libro

Artículo 5.  Promoción de los autores.
1. El Ministerio de Cultura desarrollará, con la participación y colaboración de las 

comunidades autónomas, campañas de promoción de los autores que se expresen en 
castellano o en cualesquiera de las lenguas oficiales de las comunidades autónomas. 
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Asimismo, deberá colaborar con las comunidades autónomas en las políticas de promoción 
literaria.

2. La Administración General del Estado mantendrá un sistema de premios a favor de los 
autores de los principales ámbitos de la actividad literaria, cultural, científica y técnica. Los 
poderes públicos podrán establecer otras medidas de apoyo a los autores.

3. En las campañas de promoción de los autores se dará especial importancia al 
reconocimiento de su labor creadora, y la de todos aquéllos que, con sus traducciones, han 
permitido el acceso a obras escritas en otras lenguas, así como al respeto y protección de 
sus derechos de propiedad intelectual.

Artículo 6.  
El Ministerio de Cultura, en colaboración con instituciones culturales, promoverá la 

proyección internacional de las lenguas españolas, con especial atención al espacio 
iberoamericano del libro en español.

Desde el Ministerio de Cultura se prestará especial atención a las conmemoraciones de 
los autores españoles que se expresen en castellano o en cualquiera de las lenguas 
cooficiales de las comunidades autónomas.

Artículo 7.  Promoción de la industria editorial y del comercio del libro.
1. La Administración General del Estado y sus organismos públicos establecerán 

programas de apoyo a la industria y al comercio del libro para garantizar la pluralidad y 
diversidad cultural y facilitar el acceso a la lectura en consideración a los valores culturales 
que el libro representa y a su importancia industrial y económica. Estos programas tendrán 
en cuenta a las librerías no sólo como lugares de venta de libros, sino también en su calidad 
de agentes culturales.

2. La Administración General del Estado y sus organismos públicos colaborarán con las 
asociaciones de profesionales del sector del libro español en todas aquellas actividades 
relacionadas con el fomento del hábito lector y de la difusión del libro, en aquellas que 
propicien una mejor organización profesional y en el desarrollo de servicios que puedan 
repercutir en beneficio de los lectores o del comercio del libro, así como en el fomento de las 
tecnologías aplicadas a la gestión, los intercambios de información y la formación. Dicha 
actividad deberá realizarse en colaboración y cooperación con las comunidades autónomas 
cuando afecte a entidades o actividades que se realicen en su territorio.

Asimismo, las administraciones públicas en colaboración con la industria del libro 
promoverán la gestión sostenible de las producciones editoriales mediante promoción de 
sistemas de certificación que garanticen la procedencia forestal ambientalmente 
responsable.

3. La Administración General del Estado, de las comunidades autónomas y sus 
organismos públicos contribuirán a la expansión internacional de la industria del libro 
español. En particular podrán participar en las principales ferias nacionales e internacionales 
relacionadas con el libro y fomentarán la asistencia de las empresas españolas del sector del 
libro a las mismas en el exterior y la apertura de nuevos mercados.

4. Para lo dispuesto en los apartados anteriores las administraciones públicas podrán 
articular fórmulas de colaboración y cooperación.

CAPÍTULO IV
Régimen jurídico del libro

Artículo 8.  Número internacional de libros y publicaciones seriadas.
1. El International Standard Book Number, número ISBN, es el número creado 

internacionalmente para dotar a cada libro de un código numérico que lo identifique, y que 
permite coordinar y normalizar la identificación de cualquier libro para localizarlo y facilitar su 
circulación en el mercado, estimulando la cooperación de los proveedores y usuarios de la 
información bibliográfica que constituye su objeto fundamental.
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2. En aplicación de las recomendaciones y orientaciones internacionales aprobadas por 
la Agencia Internacional del ISBN, la Agencia Española del ISBN desarrolla el sistema del 
ISBN en nuestro país. La Agencia Española proporcionará al Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte los registros actualizados del ISBN, para garantizar la continuidad de la 
base de datos de libros editados en España y la de editoriales, gestionadas por dicho 
departamento.

3. El International Standard Serial Number, número ISSN, es el número internacional 
normalizado de publicaciones seriadas. En España su gestión corresponde a la Biblioteca 
Nacional sin perjuicio de las competencias que hayan asumido las comunidades autónomas.

4. Lo dispuesto en los apartados precedentes se entenderá, en todo caso, 
salvaguardando la competencia que en esta materia reserven a los gobiernos autonómicos 
sus respectivos Estatutos.

Artículo 9.  El precio fijo.
1. Toda persona que edita, importa o reimporta libros está obligada a establecer un 

precio fijo de venta al público o de transacción al consumidor final de los libros que se editen, 
importen o reimporten, todo ello con independencia del lugar en que se realice la venta o del 
procedimiento u operador económico a través del cual se efectúa la transacción.

Con el fin de garantizar una adecuada información el editor o importador quedará 
asimismo obligado a indicar en los libros por él editados o importados el precio fijo.

2. En el caso de importación, el precio será el fijado por el primer importador y deberá 
ser respetado por los posteriores, salvo en los supuestos previstos en el artículo siguiente.

3. El precio de venta al público podrá oscilar entre el 95 por 100 y el 100 por 100 del 
precio fijo.

4. Cuando el libro se ponga a disposición del público formando una unidad o 
conjuntamente con discos, bandas magnéticas, cassettes, películas, fotografías, 
diapositivas, microformas o cualquier otro elemento y constituya una oferta editorial el precio 
fijo se determinará para la totalidad de los elementos que integren dicha oferta.

5. El editor podrá establecer un precio fijo distinto para la venta de colecciones 
completas, inferior al resultante de la suma de cada uno de los títulos que componen dicha 
colección.

6. En los casos de venta a plazos o a crédito se podrán establecer precios diferentes de 
acuerdo con el respectivo sistema de venta.

7. El librero o cualquier otro operador económico, incluidos los mayoristas, cualquiera 
que sea su naturaleza jurídica, cuando realice transacciones al detalle está obligado a 
respetar el precio fijado por el editor.

8. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del 
comercio minorista, los establecimientos comerciales que se dediquen a la venta al por 
menor no podrán utilizar los libros como reclamo comercial para la venta de productos de 
naturaleza distinta.

Artículo 10.  Exclusiones al precio fijo.
1. No quedarán sometidos al régimen del precio fijo los siguientes supuestos:
a) los libros de bibliófilo, entendiendo por tales los editados en número limitado para un 

público restringido, numerados correlativamente y de alta calidad formal.
b) los libros artísticos, entendiendo por tales los editados total o parcialmente mediante 

métodos de artesanía para la reproducción de obras artísticas, los que incluyan ilustraciones 
ejecutadas en forma directa o manual o aquellos en los que se hayan utilizado 
encuadernaciones de artesanía.

c) los libros antiguos o de ediciones agotadas.
d) los libros usados.
e) las suscripciones en fase de prepublicación.
f) los ejemplares de las ediciones especiales destinadas a instituciones o entidades o a 

su distribución como elemento promocional, siempre que ostenten claramente dicha 
especificación. En el caso de su comercialización, tales ediciones sólo podrán ser objeto de 
venta a los miembros de las instituciones o entidades a las que van destinados y al precio 
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fijado por el editor de aquellas. Las instituciones o entidades culturales de base asociativa 
que actúen como editores podrán fijar libremente un precio especial para los ejemplares 
destinados a sus miembros o asociados, debiendo figurar claramente esta especificación en 
dichos ejemplares. El resto de la edición quedará sometido al régimen general de precio fijo 
de venta al público que establece la presente Ley.

g) los libros de texto y el material didáctico complementario editados principalmente para 
el desarrollo y aplicación de los currículos correspondientes a la Educación Primaria y a la 
Educación Secundaria Obligatoria. Entre los materiales didácticos a que se refiere este 
apartado quedan comprendidos tanto los materiales complementarios para uso del alumno 
como los de apoyo para el docente. Estos materiales podrán ser impresos o utilizar otro tipo 
de soporte. No tendrán el carácter de material didáctico complementario, a los efectos de lo 
dispuesto en el presente apartado, los que no desarrollen específicamente el currículo de 
una materia, aunque sirvan de complemento o ayuda didáctica, tales como diccionarios, 
atlas, libros de lecturas, medios audiovisuales o instrumental científico.

h) los libros descatalogados. Se entiende que un libro ha sido descatalogado por el editor 
cuando no aparezca en su último catálogo o lo comunique por escrito a sus canales de 
distribución y venta y a la Agencia Española del ISBN o las Agencias autonómicas de ISBN 
correspondientes. La oferta y exposición de estos libros deberá realizarse separada y 
suficientemente indicada de la de los libros sujetos a precio fijo.

i) el librero o detallista podrá aplicar precios inferiores al de venta al público a los libros 
editados o importados transcurridos dos años desde la última edición siempre que hayan 
sido ofertados por los mismos durante un período mínimo de seis meses. La oferta y 
exposición de estos libros deberá realizarse separada y suficientemente indicada de la de los 
libros sujetos a precio fijo.

2. A efectos de lo dispuesto en las letras h) e i) del apartado anterior, el editor deberá dar 
cumplimiento, en su caso, a lo establecido en el artículo 67 del Texto Refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

Artículo 11.  Excepciones al precio fijo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9 de esta Ley, podrán aplicarse precios 

inferiores al de venta al público en los siguientes casos:
a) En el Día del Libro y Ferias del Libro, Congresos o Exposiciones del Libro, siempre 

que así lo determinen sus entidades organizadoras, cuando éstas pertenezcan a los 
sectores de la edición y comercialización del libro, un descuento de hasta un máximo del 10 
por ciento del precio fijo.

b) Cuando el consumidor final sean Bibliotecas, Archivos, Museos, Centros Escolares, 
Universidades o Instituciones o Centros cuyo fin fundacional sea científico o de 
investigación, un descuento de hasta el 15 por ciento del precio fijo.

c) Mediante acuerdo entre editores, distribuidores y libreros, podrá establecerse una 
oferta anual de precios para fondos específicos, periodos concretos y delimitados en el 
tiempo.

2. Lo dispuesto en este artículo respecto a los descuentos de los libros debe entenderse 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista.

CAPÍTULO V
Las bibliotecas

Artículo 12.  Misión, principios y valores de las bibliotecas.
1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

garantizarán el acceso de los ciudadanos a las bibliotecas con la finalidad de promover la 
difusión del pensamiento y la cultura contribuyendo a la transformación de la información en 
conocimiento, y al desarrollo cultural y la investigación. Asimismo, las bibliotecas contribuirán 
a la promoción de las tecnologías de la información y las comunicaciones, procurarán de 
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forma activa su mejor conocimiento y manejo y fomentarán su uso por parte de todos los 
ciudadanos.

2. Los principios y valores de las bibliotecas son:
a) La libertad intelectual, el acceso a la información y el respeto a los derechos de la 

propiedad intelectual;
b) La igualdad para que todos los usuarios accedan a los materiales, instalaciones y 

servicios de la biblioteca, sin discriminación por razón de origen, etnia, religión, ideología, 
género u orientación sexual, edad, discapacidad, recursos económicos o cualquier otra 
circunstancia personal o social;

c) La pluralidad, en virtud de la cual se deberá adquirir, preservar y hacer accesible la 
mayor variedad posible de documentos que reflejen la diversidad de la sociedad y su riqueza 
lingüística e iconográfica;

d) El respeto del derecho de cada usuario a la privacidad y la confidencialidad de la 
información que busca o recibe, así como de los recursos que consulta, toma en préstamo, 
adquiere o transmite, protegiendo sus datos personales en los términos establecidos por las 
leyes.

3. Lo previsto en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto por 
las comunidades autónomas, en materia de bibliotecas y por lo dispuesto para las bibliotecas 
escolares por la legislación en materia educativa.

Artículo 13.  Bibliotecas públicas.
Sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas y de las entidades 

locales, la Administración General del Estado en relación con las bibliotecas de su titularidad 
y en sus relaciones en materia bibliotecaria con el resto de administraciones públicas, se 
regirá por los siguientes principios y criterios en todo lo relativo a las bibliotecas públicas:

1. Las bibliotecas públicas son el medio por el que los poderes públicos posibilitan el 
ejercicio efectivo del derecho de todos los ciudadanos para acceder a la información, la 
educación y la cultura en el contexto de la Sociedad de la Información y el Conocimiento.

2. Se considerarán bibliotecas públicas aquellas bibliotecas que, sostenidas por 
organismos públicos o privados, se ofrecen abiertas a todos los ciudadanos, sin 
discriminación por ninguna circunstancia personal o social, a través de una colección de 
documentos publicados o difundidos de carácter general. Las comunidades autónomas 
regularán la forma en que hayan de ser reconocidas como tales las bibliotecas públicas de 
titularidad privada.

3. El servicio de biblioteca pública deberá poder ser utilizado por cualquier ciudadano 
independientemente de su lugar de origen o residencia y será atendido por personal 
especializado y con horario de servicio adecuado a las necesidades de los ciudadanos de 
acuerdo a lo previsto en la legislación de régimen local. Las comunidades autónomas 
regularán la forma en que se proveerá, con el concurso de las administraciones locales, la 
prestación de servicios de biblioteca pública.

4. Se consideran servicios básicos de toda biblioteca pública los siguientes:
a) Consulta en sala de las publicaciones que integren su fondo.
b) Préstamo individual y colectivo.
c) Información y orientación para el uso de la biblioteca y la satisfacción de las 

necesidades informativas de los ciudadanos.
d) Acceso a la información digital a través de Internet o las redes análogas que se 

pueden desarrollar, así como la formación para su mejor manejo.
5. Los ciudadanos accederán a los servicios básicos de las bibliotecas públicas de forma 

libre y gratuita.

Artículo 14.  El Sistema Español de Bibliotecas.
1. El Sistema Español de Bibliotecas previsto en la Ley 16/1985, de 25 de junio, 

comprende el conjunto de órganos, centros y medios que, mediante relaciones de 
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cooperación y coordinación, actúan conjuntamente con la finalidad de desarrollar los 
servicios bibliotecarios.

2. Forman parte del Sistema Español de Bibliotecas:
a) El Ministerio de Cultura, la Biblioteca Nacional y el resto de las bibliotecas de 

titularidad estatal.
b) El Consejo de Cooperación Bibliotecaria.
c) Los sistemas bibliotecarios autonómicos, provinciales y locales, y de todo tipo de 

entidades privadas en función de las relaciones de cooperación basadas en el principio de 
voluntariedad que se establezca, y sin perjuicio de la aplicación de su respectiva normativa.

3. En el marco del Sistema Español de Bibliotecas, cada administración en el ámbito de 
sus competencias promoverá un desarrollo equilibrado, coherente, progresivo, innovador y 
constante del conjunto de bibliotecas, sistemas, redes y consorcios existentes en España y 
fomentará la igualdad en el acceso a un servicio público de biblioteca de calidad en el 
conjunto del Estado para que no se produzcan desigualdades entre los ciudadanos de sus 
distintas zonas o de los municipios con menor índice de población. Para la consecución de 
tales fines, el Ministerio de Cultura, en cooperación con las comunidades autónomas, 
desarrollará, entre otras, las siguientes funciones:

a) La creación, dotación y fomento de las bibliotecas, de acuerdo con la normativa 
vigente, previa consulta o, en su caso, previo acuerdo con la comunidad autónoma 
correspondiente.

b) La propuesta y el impulso de todo tipo de iniciativas y proyectos bibliotecarios.
c) La conservación y difusión del patrimonio bibliográfico siendo el responsable de la 

elaboración del Catálogo Colectivo del Patrimonio Bibliográfico.
d) La normalización y coordinación de la actuación de las bibliotecas y unidades 

relacionadas con ellas que sean de titularidad de la Administración General del Estado y sus 
Organismos Públicos. Reglamentariamente se establecerán los mecanismos de dicha 
normalización. Además, las bibliotecas públicas del Estado gestionadas por las comunidades 
autónomas mantendrán vínculos de relación con el resto de las bibliotecas públicas del 
Estado en régimen de mutua cooperación.

e) La promoción de la formación permanente del personal de las bibliotecas con medios 
adecuados y suficientes y fomentar el intercambio de bibliotecarios mediante el desarrollo de 
programas nacionales e internacionales con la cooperación de las comunidades autónomas.

f) El impulso de la investigación científica y el desarrollo e innovación tecnológica dentro 
del ámbito bibliotecario así como la realización de proyectos de investigación en cooperación 
con otras instituciones científicas y culturales, en cooperación con las comunidades 
autónomas. Las bibliotecas podrán ser centros promotores de proyectos de investigación y 
los bibliotecarios podrán presentarse como personal investigador a convocatorias nacionales 
e internacionales.

4. El Ministerio de Cultura, sin perjuicio de las competencias de las comunidades 
autónomas, y de acuerdo con las pautas y recomendaciones de la Unión Europea y de las 
organizaciones internacionales en la materia, promoverá la creación de bibliotecas digitales 
de acuerdo con los siguientes criterios:

a) La accesibilidad en línea, como condición previa para optimizar los beneficios que 
pueden extraer de la información los ciudadanos, los investigadores y las empresas,

b) La digitalización de colecciones analógicas para ampliar su uso en la sociedad de la 
información y

c) La preservación y almacenamiento para garantizar que las generaciones futuras 
puedan acceder al material digital y evitar la pérdida de contenidos preciosos.

5. La participación del Ministerio de Cultura en los sistemas bibliotecarios autonómicos 
vendrá delimitada por lo establecido en los respectivos convenios o acuerdos que, a tal fin, 
se suscriban con las comunidades autónomas.

6. Las bibliotecas integradas en el Sistema Español de Bibliotecas deberán ser 
necesariamente accesibles para las personas con discapacidad. Las de nueva creación, lo 
serán desde su puesta en funcionamiento; las que ya existan, y que no reúnan los requisitos 
de accesibilidad, deberán acondicionarse con arreglo a las disposiciones y plazos 
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establecidos en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

Artículo 15.  La cooperación bibliotecaria.
1. La cooperación bibliotecaria comprende los vínculos que, con carácter voluntario, se 

establecen entre las bibliotecas y sistemas bibliotecarios dependientes de las diferentes 
administraciones públicas y de todo tipo de entidades privadas para intercambiar 
información, ideas, servicios, conocimientos especializados y medios con la finalidad de 
optimizar los recursos y desarrollar los servicios bibliotecarios. La Administración General del 
Estado, en colaboración con el resto de las administraciones públicas y todo tipo de 
entidades privadas, promoverán e impulsarán la cooperación bibliotecaria mediante el 
establecimiento de planes específicos que se evaluarán y actualizarán periódicamente.

2. El Consejo de Cooperación Bibliotecaria es el órgano colegiado de composición 
interadministrativa que canalizará la cooperación bibliotecaria entre las administraciones 
públicas. Su composición, que se desarrollará reglamentariamente, en el plazo máximo de 
un año, se consensuará con las comunidades autónomas e incluirá, al menos, a 
representantes de la Administración General del Estado, de las comunidades autónomas, de 
las entidades locales y del Consejo de Universidades. Asimismo, habrá una representación 
de las sociedades profesionales de bibliotecarios, con derecho a voz pero sin voto.

3. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a las demás administraciones 
públicas, el Ministerio de Cultura promoverá y fomentará la cooperación internacional 
garantizando la presencia española en organismos internacionales y a través de la 
participación en proyectos con los organismos responsables de las bibliotecas en cada país 
y con las propias bibliotecas, especialmente en el área europea e iberoamericana.

4. Corresponderá al Consejo de Cooperación Bibliotecaria, al menos, la elaboración de 
planes específicos para favorecer y promover el desarrollo y la mejora de las condiciones de 
las bibliotecas y sus servicios, que se evaluarán y actualizarán periódicamente. Entre otros 
objetivos, estos planes promoverán la prestación de servicios básicos, la incorporación de la 
diversidad lingüística del Estado español, la adopción de estándares e indicadores que 
faciliten un servicio público de calidad e impulsarán programas de formación permanente del 
personal de bibliotecas.

CAPÍTULO VI
Régimen sancionador

Artículo 16.  La potestad sancionadora.
La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá, en todo lo no previsto en 

ella, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Su 
ejercicio corresponderá a los órganos competentes de las comunidades autónomas que la 
tengan atribuida por razón de la materia.

Cuando se inicie un expediente sancionador por infracción grave, el órgano que lo haya 
ordenado dará traslado a los órganos competentes que correspondan en materia de 
contratación de las administraciones públicas y en materia de subvenciones otorgadas por 
éstas, por si los hechos pudieran, en su caso, ser constitutivos de prohibición o limitación en 
la facultad de contratar o de recibir subvenciones, de acuerdo con la normativa que le sea de 
aplicación.

Artículo 17.  Infracciones y sanciones en el ámbito del precio fijo y publicidad en la venta de 
libros y por discriminación por razón de discapacidad.

1. Se considerarán infracciones leves, sin perjuicio de lo que dispongan las comunidades 
autónomas, al menos, las siguientes:

a) La falta de indicación del precio de venta en cada ejemplar de una edición, 
correspondiente a un libro, de conformidad con lo previsto en el artículo 9 de esta Ley.
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b) La oferta o la venta de un ejemplar de un libro al público a un precio distinto al fijado 
de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo IV de esta Ley.

c) La obstrucción de la función inspectora.
2. Se considerarán infracciones graves, sin perjuicio de lo que dispongan las 

comunidades autónomas, al menos, las siguientes:
a) La venta de más de un ejemplar de un libro al público a un precio distinto al fijado de 

acuerdo con lo dispuesto en el capítulo IV de esta Ley
b) La utilización del libro como reclamo comercial para la venta de productos de 

naturaleza distinta en una campaña publicitaria, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 9.8.

c) La obstrucción grave de la función inspectora.
d) La discriminación, por razón de discapacidad, que impida tanto a los usuarios como a 

los propios profesionales de las bibliotecas acceder a los materiales, instalaciones y 
servicios de la biblioteca en igualdad de condiciones con el resto de los ciudadanos.

3. Por la comisión de las infracciones leves recogidas en este artículo, se impondrán, al 
menos, las siguientes sanciones:

a) Multa de 1.000 a 10.000 euros.
b) Las infracciones leves, en función de sus circunstancias, podrán llevar aparejada una 

amonestación privada.
4. Por la comisión de las infracciones graves recogidas en este artículo se impondrán, al 

menos, las siguientes sanciones:
a) Multa de 10.001 a 100.000 euros.
b) Las infracciones graves, en función de sus circunstancias, podrán llevar aparejada 

amonestación pública, con publicación en el Diario Oficial de la comunidad autónoma 
correspondiente y en dos periódicos de difusión autonómica, una vez que la resolución 
sancionadora tenga carácter firme, a costa del sancionado.

5. Las responsabilidades administrativas por el incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en el presente capítulo se entenderán sin perjuicio de las acciones legales que 
puedan ejercitarse al amparo de la legislación específica de competencia desleal, para los 
supuestos de la obtención de las ventajas competitivas adquiridas mediante la infracción de 
una norma jurídica.

Disposición adicional primera.  Depósito legal.
El depósito legal tiene por misión fundamental la preservación de la cultura, haciendo 

posible que cualquier persona pueda acceder al patrimonio cultural, intelectual y 
bibliográfico, así como coadyuvar a la protección de los derechos de autor en el ámbito de la 
propiedad intelectual. La observancia de la obligación de constituir el depósito legal es una 
condición imprescindible para garantizar el derecho de acceso a la información de todos los 
ciudadanos, y deberá realizarse en los términos establecidos en la normativa que resulte de 
aplicación; por lo que el Gobierno, en el plazo máximo de un año, remitirá un proyecto de ley 
para adaptar la normativa vigente a la realidad del Estado de las Autonomías, a la aparición 
de nuevos soportes y a los cambios producidos en el sector editorial.

Disposición adicional segunda.  El Observatorio de la Lectura y del Libro.
El Observatorio de la Lectura y del Libro, dependiente del Ministerio de Cultura, con el 

carácter de órgano colegiado, tendrá como objetivo el análisis permanente de la situación del 
libro, la lectura y las bibliotecas. Le corresponderá también promover la colaboración 
institucional, en especial con observatorios u órganos de similares funciones que existan en 
las administraciones autonómicas y locales, el asesoramiento, la elaboración de informes, 
estudios y propuestas de actuación en materia de lectura, del libro y de las bibliotecas. Su 
composición, competencias y funcionamiento se regularán reglamentariamente, asegurando 
la presencia en este órgano de todos los sectores comprometidos y afectados por esta Ley.
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Disposición adicional tercera.  Del acceso a la lectura, al libro y a las bibliotecas de las 
personas con discapacidad.

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
promoverán el acceso de las personas con discapacidad a la lectura, al libro, y a las 
bibliotecas, velando por un uso regular, normalizado y sin discriminaciones de este tipo de 
servicios, bienes y productos culturales.

2. Los planes de fomento de la lectura y los programas de apoyo a la industria del libro 
tendrán en cuenta las necesidades particulares de las personas con discapacidad, 
especialmente en la promoción, difusión y normalización de formatos y métodos accesibles, 
como los soportes en alfabeto braille, los soportes sonoros, los soportes digitales o los 
sistemas de lectura fácil.

3. A los fines establecidos en los apartados anteriores, el Ministerio de Cultura y las 
demás administraciones públicas suscribirán convenios de colaboración con las entidades 
de iniciativa social, sin ánimo de lucro, del sector de la discapacidad.

Disposición adicional cuarta.  Publicaciones oficiales de la Administración General del 
Estado.

En el caso de los libros publicados por la Administración General del Estado y sus 
Organismos Públicos, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9 de esta Ley, será de 
aplicación lo dispuesto en el Real Decreto 118/2001, de 9 de febrero, de ordenación de 
publicaciones oficiales y su normativa de desarrollo.

Disposición transitoria única.  Vigencia temporal de determinadas normas.
Mantendrán su vigencia, en tanto no se adopte la correspondiente normativa de 

desarrollo:
a) En lo relativo al depósito legal, la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de 30 

de octubre de 1971 y la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de 20 de febrero de 
1973.

b) El Decreto 2984/1972, de 2 noviembre, por el que se establece la obligación de 
consignar en toda clase de libros y folletos el número ISBN.

c) La Orden de 25 marzo de 1987, por la que se regula la Agencia Española del ISBN 
(Sistema Internacional de Numeración de Libros).

d) El Real Decreto 582/1989, de 19 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de 
Bibliotecas Públicas del Estado y del Sistema Español de Bibliotecas.

e) Los artículos 6 y 7 del Real Decreto 484/1990, de 30 de marzo, de Precio de venta al 
público de libros.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o 

se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.
2. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones:
a) La Ley 9/1975, de 12 de marzo, del Libro, salvo las secciones tercera y cuarta de su 

capítulo III.
b) El artículo 38 del Real Decreto-Ley 6/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de 

intensificación de la competencia en mercados de bienes y servicios.
c) El Real Decreto 484/1990, de 30 de marzo, de Precio de venta al público de libros, 

con la excepción de los artículos 6 y 7 que mantendrán su vigencia en tanto no se adopte la 
correspondiente normativa de desarrollo.

Disposición final primera.  Modificaciones de la Ley de Propiedad Intelectual.
El texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 1/1996, de 12 de abril, se modifica en los siguientes términos:
Uno. El apartado 4 del artículo 19 queda redactado en los siguientes términos:
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«Artículo 19.  Distribución.
4. Se entiende por préstamo la puesta a disposición de originales y copias de una 

obra para su uso por tiempo limitado sin beneficio económico o comercial directo ni 
indirecto siempre que dicho préstamo se lleve a cabo a través de establecimientos 
accesibles al público.

Se entenderá que no existe beneficio económico o comercial directo ni indirecto 
cuando el préstamo efectuado por un establecimiento accesible al público dé lugar al 
pago de una cantidad que no exceda de lo necesario para cubrir los gastos de 
funcionamiento. Esta cantidad no podrá incluir total o parcialmente el importe del 
derecho de remuneración que deba satisfacerse a los titulares de derechos de 
propiedad intelectual conforme a lo dispuesto por el apartado segundo del artículo 
37.»

Dos. El apartado 2 del artículo 37 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 37.  Reproducción, préstamo y consulta de obras mediante terminales 
especializados en determinados establecimientos.

2. Asimismo, los museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas, fonotecas o 
filmotecas de titularidad pública o que pertenezcan a entidades de interés general de 
carácter cultural, científico o educativo sin ánimo de lucro, o a instituciones docentes 
integradas en el sistema educativo español, no precisarán autorización de los 
titulares de derechos por los préstamos que realicen.

Los titulares de estos establecimientos remunerarán a los autores por los 
préstamos que realicen de sus obras en la cuantía que se determine mediante Real 
Decreto. La remuneración se hará efectiva a través de las entidades de gestión de 
los derechos de propiedad intelectual.

Quedan eximidos de la obligación de remuneración los establecimientos de 
titularidad pública que presten servicio en municipios de menos de 5.000 habitantes, 
así como las bibliotecas de las instituciones docentes integradas en el sistema 
educativo español.

El Real Decreto por el que se establezca la cuantía contemplará asimismo los 
mecanismos de colaboración necesarios entre el Estado, las comunidades 
autónomas y las corporaciones locales para el cumplimiento de las obligaciones de 
remuneración que afecten a establecimientos de titularidad pública.»

Tres. El artículo 132 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 132.  Aplicación subsidiaria de las disposiciones del Libro I.
Las disposiciones contenidas en el artículo 6.1, en la sección 2.ª del capítulo III, 

del Título II y en el capítulo II del Título III, salvo lo establecido en el párrafo segundo 
del apartado segundo del artículo 37, ambos del Libro I de la presente Ley, se 
aplicarán, con carácter subsidiario y en lo pertinente, a los otros derechos de 
propiedad intelectual regulados en este Libro.»

Cuatro. Se añade una Disposición transitoria vigésima con la siguiente redacción:
«El Real Decreto a que se refiere el apartado segundo del artículo 37 del Texto 

Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual deberá ser promulgado en el plazo 
máximo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley.

Hasta que se apruebe el Real Decreto a que se refiere el apartado anterior, la 
cuantía de la remuneración será de 0,2 euros por cada ejemplar de obra adquirido 
con destino al préstamo en los establecimientos citados en dicho apartado.

Asimismo, en este período, el Estado, las comunidades autónomas y las 
corporaciones locales podrán acordar los mecanismos de colaboración necesarios 
para el cumplimiento de las obligaciones de remuneración que afectan a 
establecimientos de titularidad pública.»
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Disposición final segunda.  Habilitación competencial.
La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución 

Española, que dispone que, sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las 
comunidades autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y 
atribución esencial, y además por los siguientes títulos competenciales:

a) El artículo 8, que se dicta al amparo del artículo 149.1.10.ª,
b) Los artículos 9, 10, 11, 16 y 17, que se dictan al amparo del artículo 149.1.13.ª,
c) El artículo 13, que se dicta al amparo del artículo 149.1.28.ª, y
d) Las disposiciones adicional primera y final primera, que se dictan al amparo del 

artículo 149.1.9.ª de la Constitución Española.

Disposición final tercera.  Desarrollo y habilitación normativa.
1. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones resulten necesarias para la 

aplicación y desarrollo de la presente Ley.
2. Cuando razones técnicas o de oportunidad así lo aconsejen, mediante Real Decreto 

se podrán actualizar o modificar las excepciones al precio fijo previstas en el artículo 11.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial 

del Estado.
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§ 3

Ley 9/1975, de 12 de marzo, del Libro

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 63, de 14 de marzo de 1975
Última modificación: 23 de junio de 2007

Referencia: BOE-A-1975-5293

El acelerado proceso de crecimiento y cambio de la sociedad española tiene su asiento y 
exige como condición necesaria para su continuidad la cada vez más amplia difusión de la 
cultura. La adquisición de los bienes culturales y la participación de toda la sociedad en su 
creación constituye un objetivo fundamental de la acción del Estado, por ser el medio 
indispensable para que el hombre pueda adaptarse a la evolución constante de una 
sociedad esencialmente dinámica.

Instrumento idóneo e imprescindible para la consecución de dichos objetivos es 
indudablemente el libro, en cuya manifestación concreta se aúnan la riqueza de lo intelectual 
y lo creativo con la actividad de importantes sectores económicos de la vida nacional. Por 
otra parte, el libro tiene una proyección universal, al poder superar las barreras del espacio y 
del tiempo y servir de este modo a un mejor conocimiento de los países y a una más 
estrecha cooperación internacional.

La promoción del libro se configura así como fin prioritario de la política cultural del 
Estado. La Ley de Protección al Libro Español de 18 de diciembre de 1946 constituye una 
temprana muestra de esta preocupación. No obstante, el progreso experimentado en los 
últimos años en el desarrollo social y económico de los españoles obliga a un 
replanteamiento de la normativa anterior, debiendo tener presente, además, que todas las 
medidas de promoción del libro han de estar estrechamente ligadas entre sí por ser 
imposible alentar la actividad creadora del autor sin desarrollar coordinadamente la 
producción y la distribución del libro y, al mismo tiempo, crear y fomentar el hábito de la 
lectura.

Haciéndose eco de esta necesidad, la presente Ley trata de llenar el vacío que la 
anterior legislación ofrecía, al objeto de atender las realidades actuales, fruto de la profunda 
transformación alcanzada por la sociedad española, al mismo tiempo que pretende sentar 
las bases adecuadas para servir en el futuro ineludibles exigencias de nuestro desarrollo. A 
tales fines, y para favorecer su adecuación a dichas realidades, su estabilidad y su 
permanencia, en la elaboración de la misma se ha procedido en estrecha colaboración con 
los diferentes sectores interesados.

La presente Ley contiene ante todo unas disposiciones generales en las que, además de 
sentarse como base de la política del libro el principio de libertad de expresión proclamado 
en nuestras Leyes Fundamentales, se reflejan los objetivos y el ámbito de la misma, 
atribuyendo las competencias administrativas en la materia al Ministerio de Información y 
Turismo, sin perjuicio de las que puedan ser específicas de otros Departamentos 
Ministeriales.
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Se aborda a continuación el concepto de los diferentes sujetos que participan en la 
creación y difusión del libro. Se recoge así la figura del autor, cuya actividad creadora 
constituye la base sustancial del mismo y, en consecuencia, de la cultura; y en adecuado 
homenaje a la realidad se admite la figura del autor persona jurídica. Se regula también la 
figura del editor, respetándose acerca del mismo las prescripciones de la Ley de Prensa e 
Imprenta de dieciocho de marzo de mil novecientos sesenta y seis, la del distribuidor, la del 
librero y la del impresor. Por otra parte, se establece para los sujetos del régimen del libro 
distintos de los editores un procedimiento de autorización administrativa que se otorgará con 
carácter reglado, previa la comprobación del cumplimiento de los requisitos que esta Ley 
exige a cada uno de los mencionados sujetos, con lo que se pretende garantizar al máximo 
la estabilidad de los sectores afectados al hacer independiente su actuación de criterios 
discrecionales por parte de la Administración, así como facilitar el adecuado conocimiento de 
dichos sectores para un justo y armónico desarrollo de la actividad del Estado en materia de 
promoción cultural. Completa la regulación de los sujetos la ordenación del Instituto Nacional 
del Libro Español, confirmando su naturaleza de Organismo autónomo, aunque por su base 
corporativa y específica función no quede sujeto al régimen general aplicable a los mismos.

Se ocupa también la Ley de disciplinar los diversos contratos editoriales, exigiendo forma 
escrita y declarando imperativos los esenciales derechos y obligaciones de las partes, todo 
lo cual responde al deseo de asegurar en la medida de lo posible y a nivel de generalidad el 
adecuado equilibrio de los diferentes intereses en juego, manteniendo esencialmente el 
principio de libertad de contratación.

El contrato de edición es objeto, por vez primera en nuestro Derecho, de un tratamiento 
sistemático sobre la idea fundamental de que no transmite la titularidad del derecho de 
propiedad intelectual, sin tan sólo un derecho de explotación comercial de la obra, 
completándose su concepto con la exclusión de aquellas otras figuras que, aunque 
relacionadas, no deben confundirse con él. En el contenido del contrato de edición se 
definen los derechos y obligaciones del autor o propietario de la obra y del editor, las causas 
de extinción del contrato y la obligatoriedad –en garantía de los derechos de las partes– de 
hacer constar en un Registro el número de ejemplares y el precio pactado; se impone la 
creación reglamentaria de un sistema de control del número de ejemplares editados y se 
reconoce expresamente la posible aplicación de la doctrina del abuso de derecho. Se 
recogen también las modalidades más significativas del contrato y se prohíben aquellos 
pactos que puedan suponer una limitación de la actividad creadora del autor.

Se regulan asimismo diversos contratos entre editores de un modo deliberadamente 
general, con el objeto de establecer el marco legal básico dentro del cual han de moverse las 
relaciones entre aquéllos. Se recogen y definen también los restantes contratos editoriales y 
se establece como obligatorio el precio fijo de venta en librerías, con objeto de evitar 
actuaciones competitivas desleales.

Finalmente, tras determinar el régimen de responsabilidades, infracciones y sanciones, 
estableciendo los recursos procedentes en esta materia, concluye la Ley fijando el régimen 
económico-fiscal aplicable al libro, con el cual se pretende sentar las bases que permitan, a 
través de los estímulos que la Administración confiere y de las obligaciones que asume, abrir 
los cauces indispensables que hagan que el libro cumpla de un modo efectivo su papel de 
vehículo esencial en la promoción de la cultura.

En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por las Cortes Españolas, vengo en 
sancionar:

CAPÍTULO PRIMERO
Disposiciones generales

Artículos primero a cuarto.  
(Derogados)
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CAPÍTULO SEGUNDO
Los sujetos en el régimen del libro

Sección primera. Concepto respectivo

Artículo quinto.  Autores.
(Derogado)

Artículos sexto a noveno.  
(Derogados)

Sección segunda. Autorización administrativa

Artículo décimo.  Autorización administrativa.
(Derogado)

Sección tercera. Instituto Nacional del Libro Español

Artículos undécimo a decimoquinto.  
(Derogados)

CAPÍTULO TERCERO
Contratos editoriales

Sección primera. Reglas generales

Artículos decimosexto a decimoséptimo.  
(Derogados)

Sección segunda. El contrato de edición

Artículos decimoctavo a vigésimosexto.  
(Derogados)

Sección tercera. Los contratos entre editores

Artículo vigésimo séptimo.  Contratos de coedición.
Uno. Son contratos de coedición los que se conciertan entre varios editores, o entre 

editores españoles y extranjeros, para crear, editar, producir o vender una o varias obras.
Dos. Se consideran incluidos en el concepto anterior los contratos de coedición de obra 

terminada, de creación de obra y de coedición plena.

Artículo vigésimo octavo.  Contrato de coedición de obra terminada.
Es aquel por el cual uno o varios editores transmiten, mediante precio, una obra de su 

propia creación o producción a otro u otros editores del mismo o diferente país para su 
comercialización. En el contrato se determinará la lengua en que se imprimirá la obra objeto 
del mismo y se señalará cuál de las partes se responsabiliza de la traducción, en su caso.

Artículo vigésimo noveno.  Contrato de coedición de creación de obra.
El contrato de coedición de creación de obra es aquel por el cual varios editores se 

conciertan para crear conjuntamente una obra, asumiendo cada uno de ellos distintas 
facetas de la misma, con el fin de explotar posteriormente la obra objeto del contrato por 
todos o alguno de ellos.
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Artículo trigésimo.  Contrato de coedición plena.
El contrato de coedición plena es aquel por el que se conciertan varios editores para 

publicar simultáneamente, por lo general en diferentes países o lenguas, una obra realizada 
por uno o varios de ellos.

Sección cuarta. Otros contratos editoriales

Artículo trigésimo primero.  Contrato de distribución editorial.
Mediante el contrato de distribución editorial el distribuidor se encarga de la venta al por 

mayor y administración de una obra ya editada, abonando por ello el editor un precio de 
antemano convenido.

Artículo trigésimo segundo.  Contrato de impresión editorial.
Por el contrato de impresión editorial una empresa gráfica se compromete a componer, 

reproducir, imprimir o encuadernar una obra científica, literaria o artística susceptible de ello, 
a cambio de un precio que deberá abonar el editor.

Sección quinta. Precio de venta

Artículo trigésimo tercero.  Precio de venta.
(Derogado)

CAPÍTULO CUARTO
Responsabilidades y sanciones

Artículos trigésimo cuarto a trigésimo séptimo.  
(Derogados)

CAPÍTULO QUINTO
Régimen económico fiscal

Sección primera. Beneficios en el orden tributario

Artículos trigésimo octavo a cuadragésimo primero.  
(Derogados)

Sección segunda. Otros beneficios

Artículos cuadragésimo segundo a cuadragésimo sexto.  
(Derogados)
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§ 4

Ley 23/2011, de 29 de julio, de depósito legal

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 30 de julio de 2011
Última modificación: 5 de mayo de 2022

Referencia: BOE-A-2011-13114

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
El patrimonio bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual y digital de las culturas de España 

es uno de los más ricos y representativos del mundo y debe ser preservado en beneficio de 
las generaciones presentes y futuras. Para que éste pueda ser accesible a todos los 
ciudadanos y contribuya al desarrollo cultural, social y económico de España como sociedad 
libre y democrática, es preciso contar con la colaboración de editores, impresores, 
productores, así como del mundo bibliotecario, cuya actuación conjunta resulta 
imprescindible para conservar ese patrimonio, en unos casos, cediendo en depósito a las 
Administraciones Públicas ejemplares o copias de todos los recursos de información creados 
en cualquier soporte o medio que se distribuya públicamente, y en otros, gestionando la 
accesibilidad universal a esos recursos.

Inicialmente concebido sólo como una figura de control bibliográfico nacional, el depósito 
legal ha pasado a configurarse en los Estados democráticos como un servicio público 
gratuito al sector editorial para suministrar originales de obras en dominio público, y como 
una garantía de la libertad de expresión y del acceso a la información de los ciudadanos y, 
con el advenimiento de la sociedad del conocimiento, como una pieza del desarrollo 
económico y social de un país.

La figura del depósito legal fue introducida en España por primera vez en 1616 para las 
obras impresas en la Corona de Aragón y en 1619 para las obras impresas en la Corona de 
Aragón y el Reino de Castilla, cuando Felipe III, por Real Decreto de 12 de enero, concede a 
la Real Biblioteca de El Escorial el privilegio de recibir un ejemplar de cuantos libros se 
imprimiesen. Felipe V amplía este privilegio mediante Real Cédula de 26 de julio de 1716, a 
la recién fundada Librería Real, hoy Biblioteca Nacional de España.
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Desde aquella fecha ha sido una preocupación constante el cumplimiento de esta 
obligación, dando lugar a diversas y sucesivas disposiciones. El Decreto de 23 de diciembre 
de 1957 amplió la variedad de los materiales sujetos al depósito legal y previó la 
incorporación de otros recursos entonces inexistentes. Con el número de depósito legal y el 
sistema administrativo desarrollado para su control, se consiguió por primera vez un 
cumplimiento eficaz del depósito de los materiales.

En el ámbito internacional han sido varios los estudios auspiciados por la UNESCO, 
siempre en la línea de la profundización y universalización del depósito legal, así como la 
actividad llevada a cabo en el mismo sentido y sistemáticamente por la Federación 
Internacional de Asociaciones e Instituciones Bibliotecarias (IFLA).

Asimismo, las formas de expresión intelectual y artística han evolucionado, se han 
creado nuevos medios de publicación y hoy en día las publicaciones electrónicas forman 
parte habitual de muchos patrimonios nacionales de obras publicadas, haciendo 
imprescindible la revisión de las normativas sobre depósito legal.

Como novedad en el caso que nos ocupa cabe resaltar que la ley introduce un cambio 
de adaptación a la realidad del mundo de las publicaciones, que se basa en el nuevo papel 
que se atribuye al editor. La presencia del editor como sujeto depositante principal va a 
significar una gran mejora de las colecciones custodiadas por los centros depositarios, ya 
que permitirá que los documentos ingresen íntegros, que las publicaciones seriadas no 
queden faltas de fascículos y, finalmente, que se ingrese todo lo que se edita en España, 
aun cuando no haya sido producido en su territorio. Además, permitirá que las colecciones 
de las bibliotecas autonómicas respondan a su realidad editorial.

Por otra parte, conviene insistir en las ventajas que el depósito legal tiene para los 
obligados a constituirlo, dada su repercusión en el incremento de la visibilidad y publicidad 
de sus publicaciones, el mejor control bibliográfico que proporciona y la garantía a largo 
plazo de la disponibilidad de su material, lo que puede tener notable valor cuando el original 
se ha perdido o destruido.

Debe también destacarse que se ha buscado compatibilizar la prestación del servicio 
público de la institución jurídica del depósito legal con la reducción de las cargas 
administrativas al disminuir sustancialmente el número de ejemplares que el sector editorial 
debe aportar a la Administración.

Otro aspecto novedoso de esta ley es que contempla el depósito de los nuevos soportes 
de la edición y de los documentos en red. En el ámbito de la Unión Europea se ha propuesto 
y recomendado la adopción de iniciativas por los Estados miembros en el campo de la 
conservación digital del material cultural. Las instituciones de la Unión han advertido sobre 
los desafíos que plantea el depósito del patrimonio bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual y 
digital en un entorno digital y han propuesto soluciones cuyo objetivo es la exploración de 
nuevas técnicas de recogida de material en línea con fines de difusión y conservación.

En este contexto, la Estrategia Europa 2020 y sus iniciativas emblemáticas, entre otras, 
la Agenda Digital Europea y la Estrategia de Innovación, recogen el impulso que desde las 
principales instituciones europeas se pretende dar a la conservación de contenidos digitales 
con vistas a garantizar su acceso a las generaciones futuras. De este modo, en esta ley se 
contemplan los supuestos tanto de las publicaciones en forma de ejemplares digitales 
tangibles, como las publicaciones difundidas únicamente a través de redes electrónicas.

En España, a la necesidad de renovación de contenidos normativos se suma la de 
adecuar el ordenamiento jurídico del depósito legal al Estado de las Autonomías y a la 
distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Asimismo, la 
Ley 10/2007, de 22 de junio, de la Lectura, del Libro y de las Bibliotecas, puso de manifiesto 
la importancia de elaborar una ley sobre la materia que se adaptase a estas nuevas 
circunstancias. De este modo, en su disposición adicional primera, se dice que el Gobierno, 
en el plazo máximo de un año, remitirá un proyecto de ley para adaptar la normativa vigente 
a la realidad del Estado de las Autonomías, a la aparición de nuevos soportes y a los 
cambios producidos en el sector editorial.

II
El artículo 149.2 de la Constitución Española constituye título competencial para la 

actividad del Estado en materia de depósito legal por cuanto dispone que «sin perjuicio de 
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las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el 
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural 
entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas».

La regulación que se hace del depósito legal en la presente ley lo configura no sólo como 
una prestación patrimonial pública, sino que cifra su esencia y verdadera finalidad en la 
reunión, conservación y difusión de las publicaciones del patrimonio bibliográfico, sonoro, 
visual, audiovisual y digital de las culturas de España. A estos efectos, es cuestión pacífica 
en la doctrina jurídica que los bienes, que por su naturaleza constituyen ese patrimonio, 
forman parte del patrimonio cultural de un país y por tanto del genérico concepto 
constitucional de la «cultura», y es en base a ello como se articula esta renovación normativa 
y el cambio de sujeto obligado principal al depósito legal, trasladando ese protagonismo del 
impresor al editor.

La ley adopta también instrumentos para proveer al Estado de la información necesaria 
para nutrir sus estadísticas en materia de producción editorial, que se alimentan de los 
materiales efectivamente conservados por la Biblioteca Nacional de España y que cuenta 
con el amparo constitucional previsto en el artículo 149.1.31.ª de la Constitución Española.

En la Biblioteca Nacional de España se elabora igualmente, con distintos criterios pero 
sobre los mismos materiales, la Bibliografía española, registro exhaustivo de las 
publicaciones producidas y distribuidas en España. Este registro, de carácter informativo y 
nutrido de los materiales y datos proporcionados por las Comunidades Autónomas, presenta 
por su parte los rasgos definidos por la jurisprudencia constitucional para caracterizar los 
registros centrales de carácter informativo (STC 197/1996, de 3 de enero de 1997).

Por su parte, el artículo 149.1.28.ª de la Constitución Española fundamenta la 
competencia del Estado en materia de museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, 
sin perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas.

Asimismo, y como se especifica en la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la Lectura, del 
Libro y de las Bibliotecas, el artículo 149.1.9.ª de la Constitución Española aporta otro título 
competencial del Estado en la materia, en la medida en que el depósito legal tiene por 
misión fundamental la preservación de la cultura, haciendo posible que cualquier persona 
pueda acceder al patrimonio cultural, intelectual y bibliográfico, al tiempo que coadyuva a la 
protección de los derechos de autor en el ámbito de la propiedad intelectual.

La ley cuenta con 20 artículos agrupados en cinco capítulos, tres disposiciones 
adicionales, una disposición derogatoria, y cuatro disposiciones finales.

El Capítulo I establece las disposiciones relativas a la institución del depósito legal y sus 
objetivos, así como una serie de definiciones a los efectos de esta ley.

El Capítulo II se refiere a la obligación del depósito legal y señala cuáles son las 
publicaciones objeto del depósito legal, así como los sujetos obligados al mismo, 
conteniendo una especificación relativa a las publicaciones electrónicas en línea.

El Capítulo III se refiere a la administración del depósito legal y a las instituciones 
implicadas en la misma, como son los centros de conservación y las oficinas de depósito 
legal.

El Capítulo IV determina las disposiciones relativas a la constitución del depósito legal y 
al número de ese depósito, con una consideración específica sobre las publicaciones 
electrónicas.

El Capítulo V establece, en último lugar, el régimen de infracciones y sanciones.
La Disposición adicional primera regula los convenios de colaboración.
La Disposición adicional segunda prevé el establecimiento de un instrumento de 

participación de los sectores afectados en materia de depósito legal.
La Disposición adicional tercera contempla el supuesto en que existirá obligación de 

librar un ejemplar a las bibliotecas públicas que determinen las Comunidades Autónomas 
con lengua cooficial.

La Disposición derogatoria única deroga todas las normas de igual o inferior rango que 
contradigan o se opongan a lo dispuesto en ésta, así como las disposiciones reglamentarias 
actualmente vigentes que constituyen el derecho estatal en la materia.

La Disposición final primera establece cuáles son los títulos competenciales habilitantes 
para la aprobación de esta ley, mientras que la Disposición final segunda regula la 
habilitación normativa al Gobierno para que éste dicte cuantas disposiciones resulten 
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necesarias para la aplicación y desarrollo de la ley en el ámbito de sus competencias. La 
disposición final tercera prevé la regulación reglamentaria del procedimiento de constitución 
del depósito de publicaciones electrónicas.

Por último, la Disposición final cuarta regula la entrada en vigor del texto legal.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de esta ley.
La presente ley tiene por objeto regular el depósito legal, que se configura como la 

institución jurídica que permite a la Administración General del Estado y a las Comunidades 
Autónomas recoger ejemplares de las publicaciones de todo tipo reproducidas en cualquier 
clase de soporte y destinadas por cualquier procedimiento a su distribución o comunicación 
pública, sea ésta gratuita u onerosa, con la finalidad de cumplir con el deber de preservar el 
patrimonio bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual y digital de las culturas de España en 
cada momento histórico, y permitir el acceso al mismo con fines culturales, de investigación 
o información, y de reedición de obras, de conformidad con lo dispuesto en esta ley y en la 
legislación sobre propiedad intelectual.

Artículo 2.  Objetivos del depósito legal.
Son objetivos del depósito legal:
1. Recopilar, almacenar y conservar, en los centros de conservación de la Administración 

General del Estado y de las Comunidades Autónomas, las publicaciones que constituyen el 
patrimonio bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual y digital español, con objeto de 
preservarlo y legarlo a las generaciones futuras, velar por su difusión y permitir el acceso al 
mismo para garantizar el derecho de acceso a la cultura, a la información y a la 
investigación.

2. Recoger la información precisa para confeccionar las estadísticas oficiales sobre el 
patrimonio de referencia.

3. Describir el conjunto de la producción bibliográfica, sonora, visual, audiovisual y digital 
española, con el fin de difundirla, y posibilitar el intercambio de datos con otras agencias o 
instituciones bibliotecarias españolas y extranjeras.

4. Permitir el acceso y la consulta de las publicaciones almacenadas, bien en las 
instalaciones de los propios centros de conservación o bien a través de bases de datos en 
línea de acceso restringido, asegurando su correcta conservación y respetando en todo caso 
la legislación sobre propiedad intelectual; protección de datos; de la lectura, del libro y de las 
bibliotecas; accesibilidad; así como lo dispuesto en esta ley.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta Ley se entiende por:
Documento: Toda información o contenidos, cualquiera que sea su soporte o formato, así 

como su naturaleza o la forma de expresión utilizada (gráfica, sonora, visual, audiovisual, 
multimedia, etc.).

Documento electrónico: Información o contenido de cualquier naturaleza en soporte 
electrónico, archivado con un formato determinado y susceptible de identificación y 
tratamiento diferenciado.

Dominio de Internet: Espacio en Internet de una empresa, organización, o de una 
persona física, asociado a un nombre o una dirección, que permite que su información o 
contenido, productos o servicios, sean accesibles.

Edición: Todos los ejemplares de un recurso bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual y 
digital producidos sustancialmente desde el mismo original y editados por la misma agencia 
o grupos de agencias o por una persona.
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Edición paralela: Conjunto de ejemplares de un documento que con el mismo contenido 
se publican en soportes distintos, tales como revista en papel y microficha, bases de datos 
en CD y en línea.

Editor: Persona natural o jurídica que, por cuenta propia, elige o concibe obras literarias, 
científicas y en general de cualquier temática, y realiza o encarga los procesos industriales 
para su transformación en libro o en otro recurso, cualquiera que sea su soporte, con la 
finalidad de su publicación y difusión o comunicación.

Ejemplar: Cada unidad completa dentro de una edición.
Impresión bajo demanda: Ejemplar o ejemplares de una edición realizados para 

responder a pedidos concretos.
Impresor: Persona natural o jurídica que, contando con las instalaciones y medios 

técnicos necesarios, se dedica, exclusiva o principalmente, a la realización e impresión de 
libros en papel o en cualquier otro soporte susceptible de lectura.

Libro: Obra científica, artística, literaria o de cualquier otra índole que constituye una 
publicación unitaria en uno o varios volúmenes y que puede aparecer impresa o en cualquier 
soporte susceptible de lectura. Se entienden incluidos en la definición de libro, a los efectos 
de esta Ley, los libros electrónicos y los libros que se publiquen o se difundan por Internet o 
en otro soporte que pueda aparecer en el futuro, los materiales complementarios de carácter 
impreso, visual, audiovisual o sonoro que sean editados conjuntamente con el libro y que 
participen del carácter unitario del mismo, así como cualquier otra manifestación editorial.

Mancheta: Lugar que, en las publicaciones periódicas, proporciona los datos principales 
de identificación de la publicación.

Productor: Persona física o jurídica que asume la iniciativa, la coordinación y el riesgo 
económico de la producción de obras y contenidos sonoros, visuales, audiovisuales o 
digitales.

Publicación electrónica: Información o contenido de cualquier naturaleza, en un soporte 
electrónico, archivado con un formato determinado y susceptible de identificación y 
tratamiento diferenciado, que sea objeto de difusión.

Publicación en línea: Información o contenido de cualquier naturaleza difundido en un 
soporte electrónico no tangible, archivado en un formato determinado y susceptible de 
identificación y tratamiento diferenciado, que sea objeto de difusión. Los sitios web se 
consideran publicaciones en línea.

Publicación periódica: Toda publicación de cualquier naturaleza que aparece, se 
distribuye o comunica de forma continuada con una periodicidad establecida.

Publicación seriada: Toda obra científica, literaria o de cualquier índole que aparece o se 
comunica de forma continuada, editada en una sucesión de números o partes separadas, 
que lleva normalmente una numeración y que no tiene una duración predeterminada.

Recurso: Una entidad, tangible o intangible, que recoge el contenido intelectual, artístico 
o de cualquier índole y que está concebida, producida o editada como una unidad.

Recurso continuado: Publicación que se edita a lo largo del tiempo, sin duración 
predeterminada. Incluye las publicaciones seriadas y los recursos integrables 
ininterrumpidos.

Recurso integrable: Publicación que se completa o modifica por medio de 
actualizaciones, que no permanecen separadas, sino que se integran en un todo. Pueden 
ser finitos o continuados. Las hojas sueltas actualizables y los sitios web actualizables 
constituyen recursos integrables.

Recurso multimedia: Recurso constituido por dos o más medios distintos o por formas 
distintas de un mismo medio y que está concebido para usarse como una unidad.

Reedición: Edición que se distingue de las anteriores por algunas modificaciones 
introducidas en el contenido o en la presentación.

Sitio web: Punto de acceso electrónico formado por una o varias páginas electrónicas 
agrupadas en un dominio de Internet.

Soporte tangible: Soporte físico de una obra o contenido tales como papel, disco, 
etcétera.

Soporte no tangible: Soporte virtual de una obra o contenido difundidos a través de redes 
electrónicas.

Versión: Forma de un documento que ha sido modificado sin cambiar su identidad.
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CAPÍTULO II
De la obligación del depósito legal

Artículo 4.  Publicaciones objeto de depósito legal.
1. Son objeto del depósito legal todo tipo de publicaciones, producidas o editadas en 

España, por cualquier procedimiento de producción, edición o difusión, y distribuidas o 
comunicadas en cualquier soporte o por cualquier medio, tangible o intangible.

2. En todo caso, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, se considerarán 
objeto de depósito legal las ediciones, reediciones, versiones, ediciones paralelas y 
actualizaciones de las publicaciones de signos, señales, escritos, sonidos o mensajes de 
cualquier naturaleza, incluidas las producciones sonoras, audiovisuales, y los recursos 
multimedia y electrónicos.

3. El depósito legal comprenderá los siguientes tipos de publicaciones y recursos, o la 
combinación de varios de ellos formando una unidad:

a) Libros y folletos en papel, cualquiera que sea su forma de impresión y estén o no 
destinados a la venta.

b) Hojas impresas con fines de difusión que no constituyan propaganda esencialmente 
comercial.

c) Recursos continuados tales como publicaciones seriadas, revistas, anuarios, 
memorias, diarios y recursos integrables, como las hojas sueltas actualizables.

d) Las publicaciones de impresión bajo demanda.
e) Partituras.
f) Láminas, cromos, naipes, marcapáginas, postales y tarjetas de felicitación.
g) Catálogos comerciales de librerías, editoriales y subastas.
h) Carteles anunciadores y publicitarios, así como la propaganda electoral.
i) Mapas, planos, atlas, cartas marinas, aeronáuticas y celestes.
j) Libros de texto de Educación Infantil, Primaria, Secundaria obligatoria, Bachillerato y 

de los de enseñanza de Formación Profesional.
k) Documentos sonoros.
l) Obras y documentos audiovisuales.
m) Publicaciones electrónicas en cualquier soporte tangible, que el estado de la técnica 

permita en cada momento.
n) Videojuegos, que incluirán todos los contenidos digitales, excluyendo los objetos 

tridimensionales.
ñ) Todo tipo de publicaciones en línea, tanto de acceso libre como restringido, junto con 

los metadatos que incluyan, y las publicaciones en ellos contenidas.
o) Copia nueva de los documentos íntegros, en versión original, de toda película 

cinematográfica, u otra obra audiovisual, realizada por un productor con domicilio, residencia 
o establecimiento permanente en el territorio español y un ejemplar del material publicitario 
correspondiente.

Artículo 5.  Publicaciones excluidas del depósito legal.
No serán objeto de depósito legal las siguientes publicaciones en soporte tangible:
a) Documentos de las Administraciones Públicas de carácter interno o que resulten 

susceptibles de integración en expedientes administrativos.
b) Documentos de instituciones y organizaciones, incluidas las empresariales, que 

versen únicamente sobre asuntos internos y estén dirigidas al personal de las mismas, tales 
como circulares, instrucciones o manuales de procedimiento.

c) Publicaciones destinadas a concursos de promoción o traslado de los cuerpos o 
escalas de las distintas administraciones públicas.

d) Sellos de correo.
e) Impresos de carácter social como invitaciones de boda y bautizo, esquelas de 

defunción, tarjetas de visita, carnés de identidad, títulos o diplomas.
f) Impresos de oficinas, formularios, incluidos los oficiales, cuestionarios y encuestas no 

cumplimentadas, excepto que complementen una obra cuyo contenido sea técnico o 
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científico, por ejemplo, un volumen formado por una recopilación de formularios que 
acompaña a un libro sobre procedimiento administrativo.

g) Dosieres de prensa.
h) Publicaciones comerciales publicitarias.
i) Catálogos comerciales de todo tipo, con la excepción de los catálogos de editoriales, 

librerías y subastas.
j) Calendarios y agendas.
k) Objetos tridimensionales, aunque acompañen a un documento principal.
l) Manuales de instrucciones de objetos, electrodomésticos, maquinaria o análogos.
m) Todo producto de un sistema informático que contenga datos que afecten a la 

privacidad de personas físicas y jurídicas y cuantos estén incluidos en la normativa de 
protección de datos personales.

n) Programas audiovisuales emitidos por prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual, salvo que sean objeto de distribución.

ñ) Pasatiempos, crucigramas, sudokus, sopas de letras y similares.
o) Estampas originales realizadas con cualquier técnica.
p) Fotografías editadas.
q) Publicaciones de impresión bajo demanda destinadas a distribución en un ámbito 

familiar.

Artículo 6.  Sujetos obligados a constituir el depósito legal.
1. Están obligados a constituir el depósito legal los editores que tengan su domicilio, 

residencia o establecimiento permanente en territorio español, cualquiera que sea el lugar de 
impresión.

2. Cuando el editor no resida o tenga sucursal en España o en los casos en que por 
razón del tipo de recurso así proceda, el depósito deberá ser cumplimentado por el 
productor, impresor, estampador o grabador, que tenga domicilio, residencia o 
establecimiento permanente en España.

Artículo 7.  Sujetos obligados a solicitar el número de depósito legal.
Están obligados a solicitar el número de depósito legal los editores de una obra 

publicada en formato tangible, o el productor, en el caso de obras sonoras, visuales, 
audiovisuales y películas cinematográficas. En el primer caso, si el editor obligado no lo 
hubiera solicitado, deberá hacerlo, en su defecto, el productor, impresor, estampador o 
grabador, en este orden.

Artículo 8.  Sujetos obligados a constituir el depósito legal en el caso de publicaciones 
electrónicas y publicaciones en línea.

1. La responsabilidad del depósito legal de las publicaciones electrónicas a las que se 
refiere el artículo 4 recaerá en su editor o productor.

2. Sin perjuicio del apartado anterior, se exonera a los editores de publicaciones en línea 
de la gestión del depósito legal. En todo caso, estarán obligados a facilitar la recolección 
automática de dichas publicaciones cuando estén libremente accesibles en Internet o 
transferir las publicaciones de acceso restringido que les sean solicitadas por los centros de 
conservación, que serán quienes determinen qué publicaciones en línea y qué recursos se 
capturarán o depositarán.

En el caso de que los editores hubieran adoptado soluciones tecnológicas, para evitar 
accesos o utilizaciones no autorizadas de sus publicaciones, la entrega o transferencia de 
estas publicaciones se realizará de acuerdo a las condiciones adecuadas que permitan su 
conservación y acceso por parte de los centros de conservación, quienes garantizarán en 
todo caso la protección de los derechos de autor de acuerdo a los términos establecidos en 
la legislación vigente en materia de propiedad intelectual, así como la protección de datos de 
carácter personal.
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CAPÍTULO III
De la administración del depósito legal

Artículo 9.  Centros depositarios y de conservación.
1. Son centros depositarios las oficinas de depósito legal que determinen las 

Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias.
2. Son centros de conservación: La Biblioteca Nacional de España, la Filmoteca 

Española y los que determinen las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus 
competencias.

3. Una vez constituido el depósito legal, los interesados no podrán retirar las obras 
depositadas por el solo hecho de no desear su comunicación pública.

4. El archivo digital previo a la impresión de la publicación de todas las publicaciones 
descritas en el artículo 4.3, letras a) y c), será depositado por los editores en el servidor del 
centro de conservación de la Comunidad Autónoma que corresponda, así como en el 
servidor que la Biblioteca Nacional de España tenga dispuesto para tal efecto.

La Biblioteca Nacional de España podrá facilitar la consulta de las referidas 
publicaciones en soporte digital en los centros de conservación de las distintas Comunidades 
Autónomas utilizando medios seguros de acceso, respetando la legislación sobre protección 
de datos de carácter personal y propiedad intelectual.

Artículo 10.  Biblioteca Nacional de España.
1. La Biblioteca Nacional de España forma parte del Sistema Español de Bibliotecas de 

acuerdo con lo establecido en la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la Lectura, del Libro y de 
las Bibliotecas.

2. Corresponde a la Biblioteca Nacional de España la elaboración de la Bibliografía 
española, así como facilitar la información necesaria para elaborar la estadística de las 
publicaciones objeto de depósito legal.

3. La Biblioteca Nacional de España ejercerá un papel de coordinación y asesoramiento 
entre los centros conservadores, así como de seguimiento del cumplimiento de la normativa 
sobre el depósito legal.

4. La Biblioteca Nacional de España es centro de conservación de, al menos:
a) Dos ejemplares de las primeras ediciones, reediciones de libros, folletos y recursos 

multimedia en los que al menos uno de los soportes sea en papel. En el caso de los libros, el 
editor depositará igualmente el archivo digital previo a la impresión en el formato utilizado por 
el editor, siempre y cuando exista dicho archivo. En el caso de las publicaciones de 
impresión bajo demanda se podrá establecer reglamentariamente la entrega de un número 
menor de ejemplares.

b) Un ejemplar de cada una de las encuadernaciones, en caso de existir diversas 
encuadernaciones de una misma edición.

c) Dos ejemplares de partituras, así como de mapas, planos, atlas o similares.
d) Un ejemplar de la prensa y las revistas, las memorias y los anuarios en papel y otro en 

archivo digital que contenga la versión previa a la impresión de la publicación en el formato 
utilizado por el editor, siempre y cuando exista dicho archivo. En caso de no aportarse el 
archivo digital previo a la impresión se deberán remitir dos ejemplares en papel.

e) Un ejemplar de los libros de texto de Educación Infantil, Primaria, Secundaria 
Obligatoria, Bachillerato y de los de enseñanza de Formación Profesional.

f) Un ejemplar de los facsímiles y libros de bibliófilo, entendiendo por tales los editados 
en número limitado para un público restringido, numerados correlativamente y de alta calidad 
formal.

g) Un ejemplar de los libros artísticos, entendiendo por tales los editados total o 
parcialmente mediante métodos artesanos para la reproducción de obras artísticas, los que 
incluyan estampas originales (ilustraciones ejecutadas en forma directa o manual), o 
aquellos en los que se hayan utilizado encuadernaciones de artesanía.

h) Un ejemplar de las grabaciones sonoras.
i) Un ejemplar de los documentos audiovisuales.
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j) Un ejemplar de las publicaciones electrónicas. En el caso de los soportes de vídeo, si 
se realizara una edición para la venta y otra para el alquiler, se efectuará el depósito del 
ejemplar para la venta.

k) Un ejemplar de los videojuegos.
l) Un ejemplar de las postales de paisajes y ciudades.
m) Un ejemplar de carteles.
n) Un ejemplar de marcapáginas.
5. No se entregará ningún ejemplar de láminas, cromos, naipes, tarjetas de felicitación y 

tarjetas postales, salvo las de paisajes y ciudades; ni ejemplar alguno de las aplicaciones 
informáticas; ni de las publicaciones de guías sanitarias editadas por las propias sociedades 
con el objetivo de informar sobre los profesionales y servicios médicos que ofrecen; ni de los 
temarios de oposiciones editados por las propias academias que imparten la enseñanza.

Artículo 10 bis.  Filmoteca Española.
1. La Filmoteca Española es centro de conservación de los materiales cinematográficos 

necesarios para el cumplimiento de los fines de preservación a largo plazo, y su difusión, 
como parte integrante del patrimonio cinematográfico y audiovisual.

2. La Filmoteca Española y las Filmotecas de las Comunidades Autónomas, o los 
centros que estas determinen y en los términos que establezca la normativa de su 
Comunidad Autónoma, recibirán a efectos del cumplimiento de la obligación de depósito 
legal, al menos:

a) En películas cinematográficas, rodadas en fotoquímico, los materiales de preservación 
y una copia nueva, con sonido y el etalonaje en formato de 35 mm. En el caso de que se 
haya producido en otro formato analógico diferente de 35 mm (fotoquímico o magnético), la 
copia nueva será en el formato en el que se haya estrenado.

b) En películas cinematográficas, rodadas en digital, destinadas a salas de cine, dos 
copias: un DCP no encriptado de la versión original y un DCDM o equivalentes de alta 
resolución y de buena calidad u otros formatos de preservación que se incluyan en una 
norma de estandarización.

c) En otras películas y series de televisión se entregará una copia del material que 
garantice la preservación, a largo plazo, de la versión original, íntegra y emitida o copia en 
otros formatos de preservación que se incluyan en una norma de estandarización.

3. La entrega de los materiales previstos en el presente artículo supondrá también el 
cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 6.2 de la Ley 55/2007, de 28 de 
diciembre, del Cine, y su normativa de desarrollo.

Artículo 11.  Oficinas de depósito legal.
1. Las oficinas de depósito legal de las Comunidades Autónomas, ante las cuales se 

hará efectiva la obligación de depósito legal de los ejemplares descritos en el artículo 4 
serán las que faciliten dichos ejemplares a los centros de conservación mencionados en el 
artículo 9 de esta ley.

2. Los responsables de las oficinas de depósito legal de las Comunidades Autónomas 
ejercerán la función inspectora en su respectiva demarcación en los términos que establezca 
la normativa de su Comunidad Autónoma. La Biblioteca Nacional de España ejercerá el 
papel de coordinación, asesoramiento y seguimiento al que se refiere el apartado 3 del 
artículo 10 de la presente ley.

CAPÍTULO IV
De la constitución del depósito legal de las publicaciones en soporte tangible

Artículo 12.  Constitución del depósito de las publicaciones en soporte tangible.
1. Los obligados al depósito legal de las publicaciones en soporte tangible deberán 

proceder a la constitución del mismo ante la oficina de depósito legal que determine la 
Comunidad Autónoma en la que tenga su sede social el editor a través del sistema que 
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establece esta ley, y siempre antes de su distribución o venta. En caso de incumplimiento de 
la obligación de depósito legal, la obra no podrá ser distribuida.

2. Cada publicación solo podrá tener un número de depósito legal, sin perjuicio de lo 
previsto en los apartados 3 y 4 del artículo 14.

3. Las obras deberán ser depositadas en su integridad.
4. La prensa diaria y las publicaciones periódicas serán consideradas como 

suscripciones para garantizar la entrega inmediata de las mismas en las oficinas de depósito 
legal.

5. En caso de la presentación de algún ejemplar incompleto o defectuoso de una obra 
sometida a depósito, el obligado deberá depositar, previo requerimiento de la oficina de 
depósito legal competente y en el plazo que ésta le establezca, un nuevo ejemplar completo 
y sin defecto alguno.

Artículo 13.  Constitución del depósito de publicaciones electrónicas en soporte tangible.
1. Toda publicación electrónica en soporte tangible será depositada de modo que no sea 

necesaria la introducción de clave alguna para su lectura y con todos los manuales, así 
como, en su caso, el software que acompañe a la misma, a los solos efectos de 
investigación y conservación.

2. El sujeto depositante está obligado a facilitar la información necesaria para transferir 
los datos del soporte original al soporte de conservación.

3. Las publicaciones electrónicas en soporte tangible cuyo uso caduque en el tiempo 
deberán ser entregadas de modo que puedan ser consultadas sin límite de tiempo.

Artículo 14.  El número de depósito legal en las publicaciones en soporte tangible.
1. La persona obligada a realizar el depósito legal de una obra publicada en un soporte 

tangible solicitará el correspondiente número de depósito legal antes de que finalice la 
producción o impresión del documento.

2. El número de depósito legal estará compuesto de las siglas DL, o el que se determine 
como equivalente por las Comunidades Autónomas, la sigla que corresponda a cada Oficina, 
el número de constitución del depósito y el año de constitución del mismo, en cuatro cifras. 
Las diversas partes del número de depósito legal estarán separadas por un espacio, salvo el 
año que irá precedido de un guion. Al finalizar cada año se cerrará la numeración, que se 
iniciará de nuevo al comenzar el año.

3. Mantendrán siempre un único número de depósito legal:
a) Los recursos continuados, publicaciones periódicas, como diarios y revistas, 

publicaciones seriadas y recursos integrables. En caso de que la entidad editora o impresora 
cambie de domicilio, el número de depósito legal de las publicaciones recogidas en este 
punto deberá adecuarse a la nueva sede del editor. En cuanto a las ediciones locales de los 
diarios, cada una de ellas quedará identificada por un número de depósito legal propio.

b) Las obras en varios volúmenes.
Si una obra consta de más de un documento, cada uno de ellos, sea cual sea su 

soporte, deberá tener el mismo número de depósito legal.
4. Llevarán su propio número de depósito legal las ediciones paralelas en distintos 

soportes.
Si existe más de una edición de una misma obra, cada una de ellas llevará un número de 

depósito legal diferente, a excepción de las diferentes ediciones de los diarios, que se 
publicarán bajo el mismo número de depósito legal.

5. Toda publicación en formato tangible llevará el número de depósito legal en un lugar 
visible e identificable.

En el caso de las publicaciones en formato de libro, el número de depósito legal deberá 
figurar en la misma hoja de impresión que el ISBN, pudiendo consignarse en el reverso de la 
portada o la contraportada de la obra.

En el caso de las publicaciones seriadas con formato de periódico, el número de 
depósito deberá figurar en la mancheta.
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Artículo 15.  Ejecución subsidiaria del depósito legal de las publicaciones en soporte 
tangible.

En caso de incumplimiento de la obligación de constitución del depósito legal de las 
publicaciones en soporte tangible, la Oficina de Depósito Legal, de oficio o a instancia del 
órgano de la Comunidad Autónoma competente en materia de depósito legal, requerirá a la 
persona responsable para que proceda al mismo en el plazo máximo de un mes.

CAPÍTULO V
De las infracciones y sanciones

Artículo 16.  Potestad sancionadora.
1. La potestad sancionadora regulada en esta ley se ejercerá de conformidad con lo 

dispuesto en la presente ley y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. La potestad sancionadora corresponderá a los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas.

Artículo 17.  Responsables.
Serán responsables de infracciones administrativas en materia de depósito legal las 

personas que por acción u omisión incurran en los supuestos tipificados como infracciones 
en esta ley.

Artículo 18.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves:
a) La ausencia de constitución del depósito legal de una publicación objeto del mismo en 

los plazos y con el número de ejemplares que se requieren en esta ley.
b) La distribución de ejemplares de una publicación sujeta a depósito legal que carezca 

del número correspondiente o que no haya sido objeto de depósito.

Artículo 19.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves:
a) La manipulación fraudulenta o dolosa del número de depósito legal.
b) La reincidencia en la comisión de infracción leve.
c) La presentación de datos falsos por las personas obligadas a facilitarlos para la 

constitución del depósito legal.
d) La obstrucción a la función inspectora.
e) La negativa de los responsables de las publicaciones electrónicas en línea de acceso 

restringido o limitado a permitir el acceso a los centros depositarios o a quienes éstos 
designen, a los efectos de cumplir con su función de depósito legal.

Artículo 20.  Sanciones.
1. Por la comisión de una infracción leve se impondrá la sanción de multa de entre 1.000 

y 2.000 euros, de acuerdo con la normativa autonómica correspondiente.
2. Por la comisión de infracciones graves se impondrá la sanción de multa de entre 2.001 

a 30.000 euros, de acuerdo con la normativa autonómica correspondiente.
3. Las cuantías de estas infracciones podrán ser actualizadas por el Gobierno de 

conformidad con la evolución del Índice de Precios al Consumo publicado oficialmente.
4. La imposición de sanciones no exime de la obligación de constituir el depósito legal.

Disposición adicional primera.  Convenios de colaboración.
Con el objeto de recoger materiales no sujetos a la obligación de depósito legal, se 

promoverá la firma de convenios de colaboración con los editores, responsables del registro 
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de dominio, para su recogida con destino a los centros de depósito previstos en la presente 
ley.

Disposición adicional segunda.  Órgano de participación del sector.
Se creará un órgano consultivo en materia de depósito legal en el que estarán 

representados todos los sectores afectados, y cuya composición y funciones se 
determinarán reglamentariamente. Entre sus funciones se incluirá, entre otras, la de 
propuesta a las Comunidades Autónomas de actuaciones coordinadas y de integración para 
el efectivo cumplimiento de los objetivos del depósito legal de esta ley.

En todo caso, integrará ese órgano consultivo un representante de cada una de las 
Comunidades Autónomas y un representante de la Junta de Coordinación de Publicaciones 
Oficiales de la Administración General del Estado.

Disposición adicional tercera.  Ejemplares para bibliotecas públicas que determinen las 
Comunidades Autónomas con lengua cooficial.

Los editores y en su defecto o en su caso, el productor, impresor, estampador o grabador 
que produjeran materiales en cualquier lengua oficial distinta a la española, y aún cuando su 
producción se llevara a cabo en un territorio del Estado en donde la única lengua oficial fuera 
la del conjunto del Estado, deberán librar, asimismo, un ejemplar a la biblioteca pública o 
centro que determinen las Comunidades Autónomas con lengua cooficial.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango que contradigan o se 

opongan a lo dispuesto en esta ley, y de forma expresa, en lo relativo al depósito legal, la 
Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de 30 de octubre de 1971 y la Orden del 
Ministerio de Educación y Ciencia de 20 de febrero de 1973.

Disposición final primera.  Título competencial.
La presente ley se dicta al amparo del artículo 149.2 de la Constitución Española, así 

como del artículo 149.1.31.ª para los preceptos que regulan la información estadística 
estatal.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Corresponde al Gobierno y a las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación 
de la presente ley.

Cuando por motivos de preservación del patrimonio bibliográfico, sonoro, visual, 
audiovisual y digital español se revele como necesario un aumento del número de 
ejemplares que se deban depositar en la Biblioteca Nacional de España, o en la biblioteca 
pública o centro que determine la Comunidad Autónoma como centro de conservación, o 
cuando las circunstancias técnicas o culturales lo aconsejen, oídos los sectores implicados, 
podrá determinarse reglamentariamente un número diferente de ejemplares.

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.
En el plazo máximo de un año el Gobierno, a propuesta del titular del Ministerio de 

Cultura, regulará mediante Real Decreto y en el ámbito de sus competencias, oídas las 
Comunidades Autónomas y los sectores implicados, el procedimiento de constitución del 
depósito de las publicaciones electrónicas.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el Boletín Oficial 

del Estado, salvo lo dispuesto en los artículos 8 apartado primero y 13 que entrará en vigor a 
la entrada en vigor del Real Decreto mencionado en la disposición final tercera.
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§ 5

Real Decreto 582/1989, de 19 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de Bibliotecas Públicas del Estado y del Sistema 

Español de Bibliotecas

Ministerio de Cultura
«BOE» núm. 129, de 31 de mayo de 1989
Última modificación: 1 de enero de 2008

Referencia: BOE-A-1989-12304

La disposición transitoria 2.ª y final 1.ª de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, establecen que corresponde al Gobierno dictar las normas reglamentarias 
de organización y funcionamiento de las Bibliotecas de titularidad estatal, así como que la 
Administración del Estado promoverá la comunicación y cooperación entre las mismas.

Con dicha finalidad, el Reglamento que se aprueba se estructura en dos títulos que se 
refieren, respectivamente, a las Bibliotecas Públicas del Estado y al Sistema Español de 
Bibliotecas, Institución esta última ya prevista por la citada Ley.

En lo que respecta a las Bibliotecas Públicas del Estado, tras definir su naturaleza y 
funciones específicas, se establecen las normas fundamentales para el tratamiento 
administrativo y técnico de los fondos; las funciones de la dirección y de las áreas básicas de 
trabajo; las condiciones de acceso para el público, y, se definen los servicios mínimos que 
debe ofrecer a los usuarios, todo ello sin menoscabo de las facultades que para su 
desarrollo corresponden a la Administración competente encamada de su gestión.

En cuanto al Sistema Español de Bibliotecas, que se configura como instrumento 
esencial de cooperación bibliotecaria, se determinan las Bibliotecas de titularidad pública que 
por su propia naturaleza deben formar parte del Sistema desde su origen y se contempla la 
posibilidad de que otras Instituciones públicas o privadas se incorporen al mismo mediante el 
correspondiente Convenio con el Ministerio de Cultura.

Paralelamente, se crea el Consejo Coordinador de Bibliotecas, que se concibe como el 
órgano colegiado de participación del conjunto de las Bibliotecas integradas en el Sistema en 
las tareas de desarrollo del mismo.

En definitiva, la finalidad de la presente disposición es promover, en cumplimiento del 
mandato constitucional y en los términos previstos por el legislador, el acceso a la cultura en 
condiciones de igualdad para todos los ciudadanos a través de la lectura –función que se 
considera esencial entre las específicamente encomendadas a las Bibliotecas Públicas del 
Estado– así como mediante el conocimiento de los bienes de nuestro Patrimonio 
Bibliográfico en ellas custodiado.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Cultura, con la previa aprobación del Ministro 
para las Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 19 de mayo de 1989,
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D I S P O N G O :

Artículo único.  
Se aprueba el Reglamento de Bibliotecas Públicas del Estado y del Sistema Español de 

Bibliotecas, que se inserta como anexo al presente Real Decreto.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en este Real 

Decreto y, expresamente, las que se relacionan a continuación:
– Real Decreto de 18 de octubre de 1901 por el que se aprueba el Reglamento de las 

Bibliotecas Públicas del Estado.
– Orden de 29 de julio de 1939 por la que se implanta el sistema bibliográfico decimal en 

la clasificación de los fondos de las Bibliotecas Públicas del Estado.
– Orden de 23 de septiembre de 1964, disponiendo se designen Bibliotecas patrocinadas 

a las pertenecientes a asociaciones, órganos o Instituciones que se acojan a esta 
disposición.

– Orden de 12 de enero de 1981, por la que se regula la Junta Asesora de Bibliotecas.
2. Las disposiciones que seguidamente se señalan quedan asimismo derogadas en 

cuanto puedan afectar a las Bibliotecas Públicas del Estado:
– Decreto de 24 de julio de 1947, por el que se dan normas para la ordenación de 

Archivos y Bibliotecas.
– Orden de 29 de julio de 1939, prohibiendo exposiciones por tiempo superior a seis 

meses en Archivos, Bibliotecas y Museos.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Queda suprimida la Junta Superior de Bibliotecas.
El apartado c) del artículo 10 del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, queda 

redactado en los siguientes términos:
c) «El Consejo Coordinador de Bibliotecas».

Segunda.  
El Ministro de Cultura dictará las disposiciones necesarias para la aplicación y desarrollo 

del presente Real Decreto.

Tercera.  
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DE BIBLIOTECAS PUBLICAS DEL ESTADO Y DEL SISTEMA 
ESPAÑOL DE BIBLIOTECAS

TITULO I
De las Bibliotecas Públicas del Estado

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Definición de Biblioteca Pública del Estado.
1. Son Bibliotecas Públicas del Estado las Bibliotecas adscritas al Ministerio de Cultura a 

través de la Dirección General del Libro y Bibliotecas y destinadas esencialmente a la 
difusión y fomento de la lectura en salas públicas o mediante préstamos temporales, y 
también a la conservación de las colecciones bibliográficas de singular relevancia que 
forman parte del Patrimonio Histórico Español.

2. Las Instituciones culturales a que se refiere este artículo se identifican con la mención 
«Biblioteca Pública del Estado», sin perjuicio de añadir una designación específica La 
denominación oficial deberá figurar en el edificio, en los sellos identificadores y en los 
impresos de la misma.

Artículo 2.  Funciones.
Son funciones de las Bibliotecas Públicas del Estado:
a) Reunir, organizar y ofrecer al público una colección equilibrada de materiales 

bibliográficos, gráficos y audiovisuales que permitan a todos los ciudadanos mantener al día 
una información general y mejorar su formación cultural.

b) Promover y estimular el uso de sus fondos por parte de los ciudadanos, mediante los 
servicios necesarios y las actividades culturales complementarias.

c) Conservar y enriquecer el patrimonio bibliográfico cuya custodia les está 
encomendada.

d) Ser depositarias de al menos un ejemplar de las obras procedentes del Depósito 
Legal de la respectiva provincia, en el caso de Bibliotecas Públicas del Estado que radican 
en capital de provincia.

e) Cooperar con las demás Bibliotecas Públicas del Estado y con las de su respectiva 
Comunidad Autónoma, mediante el intercambio de información, la coordinación de 
adquisiciones y el préstamo interbibliotecario.

Artículo 3.  Régimen aplicable a las Bibliotecas Públicas del Estado.
1. El Ministro de Cultura puede crear, previa consulta con la Comunidad Autónoma 

correspondiente, cuantas Bibliotecas Públicas considere oportunas, cuando las necesidades 
culturales y sociales así lo requieran y sin perjuicio de la iniciativa de otros Organismos, 
Instituciones o particulares.

2. La creación de las Bibliotecas Públicas del Estado se hará mediante Orden del 
Ministro de Cultura, o por Real Decreto cuando tengan carácter nacional.

3. Las Bibliotecas Públicas del Estado se rigen por las disposiciones de la Ley 16/1985, 
de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, y normas de desarrollo que resulten de 
aplicación y por este Reglamento.

4. El Ministerio de Cultura puede establecer convenios con las Comunidades Autónomas 
para la gestión de las Bibliotecas Públicas del Estado, que no alterarán su adscripción 
ministerial.
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Artículo 4.  Régimen jurídico de los fondos de las Bibliotecas.
1. El fondo de las Bibliotecas Públicas del Estado se constituye con las colecciones y 

obras de titularidad estatal o de la Administración gestora de la Biblioteca en la que aquéllas 
se conservan.

2. Las Bibliotecas Públicas del Estado pueden admitir en depósito fondos, cualquiera que 
sea su titularidad. La entrega en depósito ha de acreditarse mediante el correspondiente 
acta e inscribirse el objeto del depósito en el registro conforme a lo dispuesto en el siguiente 
artículo.

3. Los manuscritos, los incunables y las obras de las que no conste la existencia de al 
menos tres ejemplares en Bibliotecas o servicios públicos, así como las que, por su 
relevancia, han sido declaradas Bienes de Interés Cultural, o están incluidas en el Inventario 
General de Bienes Muebles del Patrimonio Histórico Español, son objeto de especial 
protección, conforme a lo establecido en este Reglamento y normas de desarrollo. Estos 
fondos deberán ser incluidos en un inventario especial de la Biblioteca.

4. Toda salida fuera de las Bibliotecas Públicas del Estado de los fondos a que se refiere 
el párrafo anterior, deberá ser previamente autorizada mediante Orden del Ministro de 
Cultura. Cuando se trate de fondos en depósito, se respetará lo pactado al constituirse.

CAPITULO II
Tratamiento administrativo de los fondos de las Bibliotecas

Artículo 5.  Registros.
1. Las Bibliotecas Públicas del Estado deberán llevar dos registros:
a) Un registro para los fondos pertenecientes a la Administración del Estado y para los 

depositados, en su caso, por la Administración gestora de la Biblioteca.
b) Otro registro para los fondos depositados por terceros.
2. No se inscribirán en los registros anteriores los fondos que reciban las Bibliotecas 

Públicas de titularidad estatal, en virtud del préstamo interbibliotecario o para celebración de 
exposiciones temporales y actividades análogas, sin perjuicio del debido control 
administrativo de la recepción y la salida de los mismos.

Artículo 6.  Inscripción de fondos.
Todos los fondos que, por cualquier concepto, a excepción de lo dispuesto en el artículo 

5.°, 2, del presente Reglamento, ingresen en las Bibliotecas Públicas del Estado deberán:
a) Ser inscritos en el registro correspondiente conforme a lo dispuesto en el artículo 

anterior, por orden de ingreso, haciendo constar la titularidad de los mismos y las datos 
descriptivos que permitan su perfecta identificación en relación con el número de ingreso que 
se les haya asignado. En estos registros se anotarán las bajas que tengan lugar en la 
colección.

b) Ser marcados con su número de ingreso en dichos registros mediante la inscripción 
de aquél por el procedimiento más adecuado a la naturaleza de los fondos.

Artículo 7.  Recuentos.
Las Bibliotecas Públicas del Estado deberán realizar periódicamente un recuento de sus 

fondos, que será total, al menos una vez cada cinco años. En todo caso, el recuento será 
anual para los fondos a que se refiere el apartado 3 del artículo 4.° de este Reglamento.

Del resultado de estos recuentos se extenderá la correspondiente acta firmada por el 
empleado de mayor categoría de entre los que lo hayan realizado, y con el visto bueno del 
Director de la Biblioteca.

Artículo 8.  Expurgos.
Si, con motivo del recuento o por cualquier otra razón, resultara preciso, las Bibliotecas 

Públicas del Estado pueden iniciar expediente de expurgo. A tal efecto, la Dirección de la 
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Biblioteca hará las propuestas oportunas y razonadas a la Administración gestora, que 
resolverá lo que proceda.

No serán objeto de expurgo las obras a que se refiere el articulo 4.°, 3, de este 
Reglamento.

CAPITULO III
Tratamiento técnico de los fondos de las Bibliotecas

Artículo 9.  Catálogos.
1. Las Bibliotecas Públicas del Estado deben elaborar, para cada uno de los distintos 

tipos de materiales, al menos, los siguientes catálogos de consulta pública:
a) Catálogo alfabético de autores.
b) Catálogo alfabético de materias.
c) Catálogo alfabético de títulos.
d) Catálogo sistemático.
2. Asimismo deberá ser elaborado el catálogo topográfico para uso interno de las 

Bibliotecas.
3. Las Bibliotecas Públicas del Estado deberán colaborar en la elaboración del Catálogo 

Colectivo a que se refiere el artículo 51 de la Ley 16/1985, del Patrimonio Histórico Español.

Artículo 10.  Normalización técnica y sistematización de datos.
1. El Ministro de Cultura, previo informe del Consejo Coordinador de Bibliotecas, dictará 

las normas técnicas precisas para:
a) La elaboración de las distintas clases de catálogos enumerados en el artículo anterior.
b) La clasificación de las distintos tipos de materiales.
c) La elaboración de las estadísticas sobre prestación de servicios.
2. Dichas normas técnicas regularán el contenido, la recogida, tratamiento y remisión por 

las Bibliotecas Públicas del Estado de esta información para su integración en la Base de 
Datos del Sistema Español de Bibliotecas.

Artículo 11.  Restauraciones.
1. La restauración de los fondos bibliográficos a que se refiere el apartado 3 del artículo 

4.° de este Reglamento se efectuará conforme a las prescripciones contenidas en un plan 
anual elaborado por la correspondiente Biblioteca y aprobado por la Administración gestora.

Esta aprobación puede condicionarse al cumplimiento de determinadas indicaciones 
técnicas relativas al tipo de tratamiento, técnicas a emplear y servicios que lo efectúen.

2. La aprobación a que se refiere el párrafo anterior no exime de la necesidad de recabar 
el consentimiento del titular de los bienes a restaurar.

CAPITULO IV
Dirección y áreas básicas

Artículo 12.  Régimen general.
1. Las estructuras orgánicas de la Dirección y de las áreas básicas de las Bibliotecas 

Públicas del Estado responderán a las características y a las condiciones específicas de 
cada una de ellas y serán determinadas por la Administración gestora de la Biblioteca.

2. El régimen del personal al servicio de las Bibliotecas Públicas del Estado estará 
sometido a la normativa de la Administración Pública gestora de las mismas,

La relación de puestos de trabajo de estas Bibliotecas y su provisión se efectuará 
conforme a la normativa de la Función Pública de la Administración gestora de las mismas.
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Artículo 13.  Dirección.
Sin perjuicio de las facultades de los órganos rectores y asesores de carácter colegiado 

que puedan existir en cada Biblioteca, son funciones de la Dirección:
a) Organizar y gestionar la prestación de los servicios de la Biblioteca.
b) Dirigir y coordinar los trabajos derivados del tratamiento administrativo y técnico de los 

fondos.
c) Adoptar o proponer, en su caso, las medidas necesarias para la seguridad del 

Patrimonio Bibliográfico custodiado en la Biblioteca.
d) Promover la cooperación técnica con otras Bibliotecas y demás Entidades culturales 

afines.
e) Elaborar y proponer al Ministerio de Cultura o al órgano competente de la Comunidad 

Autónoma, cuando ésta gestione la Biblioteca en virtud del correspondiente convenio, el plan 
anual de actividades relativas a las áreas básicas que se regulan en este capítulo.

f) Cualquier otra que, por disposición legal o reglamentaria, se le encomiende.

Artículo 14.  Areas básicas.
Para el adecuado funcionamiento de las Bibliotecas Públicas del Estado, conforme a sus 

fines, las funciones y servicios fundamentales de las mismas se integran en las siguientes 
áreas básicas de trabajo dependientes de la Dirección de la Biblioteca:

a) Proceso técnico.
b) Referencia.
c) Administración.

Artículo 15.  Proceso técnico.
El área de proceso técnico abarcará las funciones de selección y adquisición de fondos, 

así como el registro, la catalogación y clasificación de los mismos.

Artículo 16.  Referencia.
El área de referencia abarcará las tareas de ordenación de los fondos, préstamo de los 

mismos en sus distintas formas, Información bibliográfica y servicio a los usuarios y, en 
general, cuantas tareas contribuyan a la mejor explotación y difusión de los fondos.

Artículo 17.  Administración.
El área de administración se encargará de la gestión administrativa y régimen interno.

CAPITULO V
Acceso y servicios de las Bibliotecas Públicas del Estado

Artículo 18.  Acceso para el público.
1. El acceso a las Bibliotecas Públicas del Estado será libre y gratuito. Para acceder al 

servicio de préstamo, las Bibliotecas Públicas facilitarán la correspondiente tarjeta de 
usuario.

Por razones de seguridad y conservación de los fondos a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 4º, la Dirección de las Bibliotecas Públicas del Estado podrá establecer restricciones 
de acceso a los mismos, sin perjuicio de facilitar a los investigadores su estudio.

2. En las instalaciones de las Bibliotecas Públicas del Estado se adoptarán las medidas 
adecuadas para facilitar el acceso de las personas con discapacidad,

3. Los responsables de las Bibliotecas Públicas adoptarán las medidas necesarias para 
asegurar el buen orden en las salas y podrán excluir de éstas a quienes, por cualquier 
motivo, lo alteren.

4. Las Bibliotecas Públicas del Estado estarán abiertas al público durante, al menos, 
treinta y cinco horas semanales, distribuidas en seis días por semana, con un horario que 
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establezca la Administración gestora de las mismas, atendiendo en lo posible la demanda 
social.

5. El horario figurará en la entrada de la Biblioteca en lugar visible que sea compatible, 
en su caso, con los valores artísticos del inmueble.

Artículo 19.  Servicios de las Bibliotecas Públicas del Estado.
Las Bibliotecas Públicas del Estado deben prestar, al menos, los siguientes servicios:
a) Lectura en sala, incluyendo sección infantil y sala de publicaciones periódicas.
b) Préstamo individual, colectivo e interbibliotecario.
c) Información bibliográfica.

Artículo 20.  Copias y reproducciones.
1. La Administración gestora de las Bibliotecas Públicas del Estado establecerá las 

condiciones para autorizar la reproducción de los fondos por cualquier procedimiento, 
basándose en los principios de facilitar la investigación y la difusión cultural, salvaguardar los 
derechos de propiedad Intelectual, preservar la debida conservación de la obra y no interferir 
en la actividad normal de la Biblioteca.

2. La reproducción total o parcial de los fondos a que se refiere el punto 3 del artículo 4.° 
exigirá la formalización de un convenio. Toda reproducción de dichos fondos deberá ser 
autorizada por el Ministerio de Cultura. Asimismo dicho Ministerio deberá comunicar 
previamente a la Administración gestora los convenios que suscriba para la reproducción de 
estos fondos.

3. Los acuerdos sobre reproducción de fondos con fines comerciales o publicidad 
deberán ser formalizados en convenios.

Artículo 21.  Otras actividades culturales.
Las Bibliotecas Públicas del Estado podrán realizar otras actividades de carácter 

estrictamente cultural, siempre que no perjudiquen el normal desarrollo de las funciones que 
les corresponden.

TITULO II
Del Sistema Español de Bibliotecas

Artículo 22.  Constitución.
Integran el Sistema Español de Bibliotecas:
a) La Biblioteca Nacional, que se configura como cabecera del Sistema.
b) Las Bibliotecas Públicas del Estado.
c) Las Bibliotecas dependientes de los Ministerios y Organismos autónomos de la 

Administración del Estado, excluidas las escolares.
d) Las Bibliotecas de las Universidades públicas.
e) Las Bibliotecas de las Reales Academias.
f) Las Redes o Sistemas de Bibliotecas de Instituciones públicas o privadas. o las 

Bibliotecas de excepcional interés que se incorporen mediante convenio con el Ministerio de 
Cultura.

Artículo 23.  Cooperación interbibliotecaria.
1. El Ministerio de Cultura promoverá la cooperación entre las Instituciones integrantes 

del Sistema Español de Bibliotecas para la catalogación y clasificación de los fondos, la 
información bibliográfica y el préstamo interbibliotecario, así como para las actividades de 
difusión cultural y el perfeccionamiento de su personal.

2. Los sistemas informáticos de las Bibliotecas integrantes del Sistema Español de 
Bibliotecas deberán posibilitar el intercambio de información y la conexión con el sistema 
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informático existentes en la Biblioteca Nacional, de acuerdo con la función que tiene 
asignada como cabecera del Sistema.

Artículo 24.  Del Consejo Coordinador de Bibliotecas.
(Derogado)

Artículo 25.  Comisión Permanente del Consejo Coordinador de Bibliotecas.
(Derogado)

Artículo 26.  Inversiones en los edificios de las Bibliotecas Públicas del Estado gestionadas 
por las Comunidades Autónomas.

Las inversiones que se realicen en los edificios de las Bibliotecas Públicas del Estado 
gestionadas por las Comunidades Autónomas, que no supongan la simple conservación de 
aquéllos, podrán financiarse con cargo a los Presupuestos Generales del Estado o de la 
respectiva Comunidad Autónoma.

En todo caso, estas inversiones serán programadas por el Ministerio de Cultura, por 
propia iniciativa o a propuesta de la Comunidad Autónoma, siempre que haya acuerdo de 
ambas Administraciones en el que la Administración gestora de la Biblioteca asuma los 
gastos de personal, conservación y mantenimiento derivados de la inversión que se proyecte 
realizar.

Artículo 27.  Régimen de la Biblioteca Nacional.
La Biblioteca Nacional se rige por su normativa especifica y, en lo no previsto por ésta, 

serán de aplicación las disposiciones del presente Reglamento.
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§ 6

Real Decreto 635/2015, de 10 de julio, por el que se regula el 
depósito legal de las publicaciones en línea

Ministerio de Educación, Cultura y Deporte
«BOE» núm. 177, de 25 de julio de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-8338

La Ley 23/2011, de 29 de julio, de Depósito Legal, establece en la disposición final 
tercera que en el plazo máximo de un año el Gobierno, a propuesta del titular del Ministerio 
de Cultura, hoy Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, regulará mediante real decreto y 
en el ámbito de sus competencias, oídas las comunidades autónomas y los sectores 
implicados, el procedimiento de gestión del depósito de las publicaciones electrónicas.

Las publicaciones electrónicas, tanto las que se editan en soporte tangible como las que 
se distribuyen en línea, han supuesto un cambio en el propio concepto de documento. 
Algunas publicaciones, como los libros electrónicos, mantienen unas características 
semejantes a las de los libros en papel; en cambio, en otros tipos de recursos, 
especialmente en los sonoros, la unidad documental ha evolucionado de un conjunto de 
piezas publicadas en un único soporte tangible a la presentación y oferta a través de las 
redes de datos de cada una de las piezas individuales. Por otra parte, han nacido también 
recursos nuevos, fruto de las posibilidades que abre el mundo de Internet.

El preámbulo de la Ley 23/2011, de 29 de julio, reconoce que las formas de expresión 
intelectual y artística han evolucionado, se han creado nuevos medios de publicación y hoy 
en día las publicaciones electrónicas forman parte del patrimonio bibliográfico y documental 
de los distintos países, haciendo imprescindible la revisión de las normativas sobre depósito 
legal. Por esta razón, la Ley 23/2011, de 29 de julio, incluye en el artículo 4.3, letras n) y ñ), 
las publicaciones electrónicas y los sitios web como publicaciones objeto de depósito legal.

Con respecto al cumplimiento de esta obligación de depósito, que el artículo 8 de la Ley 
23/2011, de 29 de julio, atribuye a su editor o productor, cabe señalar que los procedimientos 
de identificación y recogida de este patrimonio deben adecuarse a las características de los 
nuevos tipos de publicaciones y a las necesidades de conservación y difusión que plantean. 
Al mismo tiempo, se han de tener en cuenta los medios y recursos de que disponen los 
sujetos obligados, de forma que se facilite la constitución del depósito de las publicaciones 
en línea y se garantice la seguridad en la transferencia de los datos a lo largo de todo el 
proceso, respetando en todo caso la legislación en materia de propiedad intelectual. La Ley 
23/2011, de 29 de julio, utiliza la expresión publicaciones «sin soporte físico tangible» 
contraponiéndolas a aquellas «con soporte tangible». Este real decreto utiliza la expresión 
«en línea» para referirse a las publicaciones sin soporte físico tangible, empleando así el 
término más común en el mundo de las publicaciones electrónicas.

Todo el proceso de constitución y gestión del depósito legal de las publicaciones en línea 
se someterá a los principios establecidos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
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transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, en particular en lo que se 
refiere a publicidad activa en materia de información institucional, organizativa y de 
planificación.

El presente real decreto se estructura en tres capítulos que tratan respectivamente de las 
disposiciones generales, de la obligación del depósito legal y del procedimiento de gestión 
de las publicaciones en línea. Consta de once artículos, dos disposiciones adicionales y tres 
disposiciones finales.

El capítulo I establece que el objeto de este real decreto es el de regular el 
procedimiento de gestión del depósito de los sitios web y de los recursos en ellos contenidos 
y en el artículo 1.2 se especifica que el régimen jurídico del depósito de las publicaciones 
electrónicas en soporte físico tangible está ya regulado por la Ley 23/2011, de 29 de julio, sin 
perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas.

Así mismo, al margen de la potestad que tengan las comunidades autónomas, de 
gestionar el depósito legal de las publicaciones en línea, para garantizar la unidad del 
sistema, la cohesión territorial, el adecuado intercambio de información y el máximo 
aprovechamiento de los recursos disponibles, las actuaciones relativas al depósito legal de 
las publicaciones en línea serán coordinadas en el marco del Consejo de Cooperación 
Bibliotecaria al ser el órgano colegiado de composición interadministrativa que canaliza la 
cooperación bibliotecaria entre las administraciones públicas, tal y como establece el 
apartado 2 del artículo 15 de la Ley 20/2007, de 22 de junio, de la lectura, del libro y de las 
bibliotecas.

Las publicaciones electrónicas en soporte tangible tienen, desde el punto de vista del 
depósito legal, las mismas características que las publicaciones en soporte de papel y queda 
por ello ya establecido en la Ley 23/2011, de 29 de julio, quiénes son los sujetos obligados a 
solicitar el número de depósito legal y a constituir su depósito.

El capítulo II precisa qué recursos en línea son objeto de depósito legal y cuáles quedan 
exentos de esta obligación, al tiempo que fija quiénes son los sujetos obligados a constituir 
dicho depósito, respetando en todo caso la legislación sobre protección de datos.

El capítulo III recoge la regulación de la gestión y constitución del depósito legal de las 
publicaciones en línea. Las actuaciones que se realicen en aplicación de este capítulo no 
otorgan derecho alguno de propiedad intelectual ni tampoco legitiman dichas publicaciones.

Debido a la complejidad del tratamiento de los recursos difundidos en línea, el presente 
real decreto simplifica su procedimiento de gestión. Elimina casi por completo el papel de las 
oficinas de depósito legal en la gestión del depósito de estas publicaciones, incluida la 
asignación de número de depósito legal, con lo que se reduce la carga de gestión de los 
responsables de la constitución del depósito. En este ámbito, a las oficinas de depósito legal 
les corresponde únicamente la actuación en caso de incumplimiento de lo obligado por este 
real decreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de la Ley 23/2011, de 29 de 
julio, y de acuerdo con la normativa autonómica que sea de aplicación. Por otra parte, esta 
simplificación de la gestión significa que las obligaciones de los editores o productores de los 
sitios web en acceso abierto son nulas, y pocas y de fácil cumplimiento en el caso de los 
sitios web de los contenidos de acceso restringido.

Este real decreto se ha sometido a informe de las comunidades autónomas, del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, de la Agencia Española de Protección 
de Datos, de organizaciones y asociaciones cuyos fines guardan relación directa con el 
objeto de la norma y del Consejo de Cooperación Bibliotecaria.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Educación, Cultura y Deporte, con la 
aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 10 
de julio de 2015,
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DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Este real decreto tiene por objeto regular el procedimiento de gestión y constitución 

del depósito legal de las publicaciones en línea, con la finalidad de cumplir con el deber de 
preservar el patrimonio bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual y digital de las culturas de 
España en cada momento histórico y permitir el acceso al mismo con fines culturales, de 
investigación o información, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 23/2011, de 29 de 
julio, de depósito legal, así como en la legislación sobre protección de datos y propiedad 
intelectual.

Las publicaciones en línea forman parte del patrimonio documental y bibliográfico, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 48 y siguientes de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, del Patrimonio Histórico Español.

2. El depósito legal de las publicaciones electrónicas en soporte tangible, incluida la 
solicitud del número de depósito legal y la constitución del mismo, se regulará por lo 
establecido por la Ley 23/2011, de 29 de julio, sin perjuicio de las competencias de las 
comunidades autónomas.

3. El depósito de una misma publicación en soporte tangible no exime del depósito de la 
misma en línea.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de este real decreto, se entiende por:
a) Captura: Identificación y recolección de sitios web a partir del empleo de programas 

informáticos que llevan a cabo un proceso de seguimiento de enlaces con el fin de archivar 
los contenidos que conforman un recurso web determinado.

b) Depósito: Almacenamiento de los contenidos capturados por los centros de 
conservación o transferidos a estos, en un repositorio que garantice la preservación a largo 
plazo y el acceso por parte de los usuarios dentro de los límites establecidos por la 
legislación en materia de propiedad intelectual.

c) Editor o productor de un sitio web: Persona física o jurídica titular del dominio donde 
se aloja el sitio web o, en su caso, la persona física o jurídica a la que el titular del dominio 
haya cedido válidamente y con carácter total el derecho a la utilización, gestión y explotación 
del sitio web y, en particular, la decisión sobre los contenidos alojados o accesibles en el 
sitio.

d) Oficina de depósito legal: Centro depositario.
e) Publicación en línea: Información o contenido de cualquier naturaleza difundido en un 

soporte electrónico no tangible, archivado en un formato determinado y susceptible de 
identificación y tratamiento diferenciado, que sea objeto de difusión. Los sitios web se 
consideran publicaciones en línea.

f) Recurso: Entidad, tangible o intangible, que recoge el contenido intelectual, artístico o 
de cualquier otra índole y que está concebida, producida o editada como una unidad.

g) Red privada: Aquella que utiliza un espacio de direcciones sin conexión directa a ni 
desde Internet, por lo que no aparecen en la red pública. Sirve para conectar equipos de una 
organización (intranet) o de varias organizaciones (extranet).

h) Repositorio seguro: Plataforma digital de conservación que cumple los requisitos que 
establecen las normas técnicas internacionales para la auditoría y certificación de la 
fiabilidad de los repositorios.

i) Sitio web: Punto de acceso electrónico formado por una o varias páginas agrupadas en 
un dominio de Internet.

j) Sitio web libremente accesible: Aquel que tiene una URL pública y, por tanto, es visible 
para todos los usuarios de Internet.
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k) Soporte no tangible: Soporte virtual de una obra o contenido difundidos a través de 
redes electrónicas.

l) Soporte tangible: Soporte físico de una obra o contenido.

CAPÍTULO II
De la obligación del depósito legal de las publicaciones en línea

Artículo 3.  Publicaciones en línea objeto de depósito legal.
Serán objeto de depósito legal, junto con los metadatos que incluyan, todo tipo de sitios 

web y las publicaciones en ellos contenidas –tanto de acceso libre como restringido–; 
cualquiera que sea el procedimiento de producción, edición o difusión; cualquiera que sea el 
soporte o medio no tangible por el que sean distribuidas o comunicadas; cualquiera que sea 
la localización física del servidor o servidores a partir de los cuales se difunden a las redes 
electrónicas; y cualquiera que sea el dominio que albergue la publicación; siempre que 
contengan patrimonio bibliográfico, sonoro, visual, audiovisual o digital de las culturas de 
España; y siempre que cumplan alguna de las condiciones siguientes:

a) Que estén en cualquiera de las lenguas españolas oficiales;
b) Que estén producidas o editadas por cualquier persona física o jurídica que tenga su 

domicilio, residencia o establecimiento permanente en España;
c) Que estén producidas o editadas bajo un nombre de dominio vinculado al territorio 

español.
Asimismo, el depósito legal incluirá cualquier otra forma, presente o futura, de contenido 

electrónico difundido a través de redes de comunicación.

Artículo 4.  Publicaciones en línea excluidas del depósito legal.
Sin perjuicio de las exclusiones a que hace referencia el artículo 5 de la Ley 23/2011, de 

29 de julio, no serán objeto de depósito legal las siguientes publicaciones en línea:
a) Los correos y la correspondencia privada.
b) Los contenidos que estén albergados únicamente en una red privada.
c) Los ficheros de datos de carácter personal a los que solo tiene acceso un grupo 

restringido de personas.

Artículo 5.  Sujetos obligados a permitir el depósito legal de las publicaciones en línea.
El editor o productor del sitio web donde se encuentren alojadas las publicaciones en 

línea serán los obligados a facilitar el depósito legal de las mismas de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 7 y 8.

CAPÍTULO III
Procedimiento de gestión y constitución del depósito legal de las 

publicaciones en línea

Artículo 6.  Gestión del depósito legal de las publicaciones en línea.
1. Los gestores del depósito legal de las publicaciones en línea son los centros de 

conservación. De acuerdo con el artículo 9.2 de la Ley 23/2011, de 29 de julio, son centros 
de conservación la Biblioteca Nacional de España y los que determinen las Comunidades 
Autónomas en el ámbito de sus competencias.

2. Los centros de conservación, de conformidad con el objeto de este real decreto, 
establecido en el artículo 1, determinarán qué sitios web y qué recursos son los que se 
capturarán o depositarán para ser conservados y poder así facilitar su consulta, respetando 
la legislación sobre protección de datos de carácter personal y propiedad intelectual, y 
siguiendo el criterio de lograr la mejor representatividad del mundo de Internet y de 
conseguir una recolección lo más completa posible de publicaciones tales como libros y 
revistas electrónicos.
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3. Los centros de conservación comunicarán al centro depositario en el que tenga su 
domicilio, residencia o establecimiento permanente el editor o productor el incumplimiento de 
las obligaciones de depósito de publicaciones en línea por parte de los sujetos obligados, a 
los efectos de que dicho centro depositario emprenda las acciones de control y verificación 
del cumplimiento de las obligaciones en materia de depósito legal que procedan, y se ejerza, 
en su caso, la potestad sancionadora de acuerdo con lo establecido en el capítulo V de la 
Ley 23/2011, de 29 de julio, así como en la normativa autonómica que sea de aplicación.

Los titulares de los derechos reconocidos en este real decreto podrán ejercitarlos de 
conformidad con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como con el resto 
de normas aplicables.

4. No se asignará número de depósito legal a las publicaciones en línea. De acuerdo con 
el artículo 14.6 de la Ley 23/2011, de 29 de julio, los editores o productores de publicaciones 
en línea podrán solicitar número ISBN («International Standard Book Number») u otro 
identificador numérico estándar aceptado por los organismos internacionales competentes.

Artículo 7.  Depósito legal de las publicaciones en línea libremente accesibles.
1. Los centros de conservación podrán capturar las publicaciones en línea que hayan 

sido objeto de comunicación pública y los sitios web accesibles a través de redes de 
comunicaciones.

2. Con el objeto de facilitar la captura o depósito de los datos por parte de los centros de 
conservación, el editor o productor de sitios web y demás publicaciones en línea libremente 
accesibles permitirá que los centros de conservación procedan a su recolección en las 
condiciones indicadas en este artículo.

3. Sin perjuicio de lo establecido en la disposición adicional segunda, los procedimientos 
de selección y captura de las publicaciones en línea accesibles a través de redes de 
comunicaciones, así como la frecuencia con la que se realizarán dichas capturas, serán 
establecidos, dentro de sus respectivos ámbitos competenciales, por la Biblioteca Nacional 
de España, centro de conservación de ámbito estatal, y por los centros de conservación de 
las comunidades autónomas.

Artículo 8.  Depósito legal de las publicaciones en línea de acceso restringido.
1. El editor o productor de sitios web y demás publicaciones en línea de acceso 

restringido estará obligado a facilitar la recolección de los mismos, proporcionando en su 
caso a los centros de conservación las claves que permitan el acceso y reproducción de la 
totalidad de los contenidos o sitios web, o a proporcionar su transferencia a través de redes 
de comunicación o en otro soporte

2. El editor o productor deberá proporcionar los medios para que toda publicación en 
línea, detectada y capturada de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior, pueda 
ser consultada y reproducida en el futuro sin que sea necesaria la introducción de clave 
alguna para su consulta o conservación. Asimismo, el editor o productor de las publicaciones 
en línea, cuyo uso esté limitado en el tiempo, deberá facilitar a los centros de conservación 
los medios o claves necesarios para garantizar que dichas publicaciones puedan ser 
consultadas de forma permanente.

3. Cuando razones tecnológicas o de otra índole así lo aconsejen, los centros de 
conservación podrán requerir al editor o productor la entrega, a través de redes electrónicas, 
de los recursos objeto de depósito legal en los formatos en los que estén editados.

4. El cumplimiento de estas obligaciones no podrá perjudicar los legítimos intereses de 
los titulares de los derechos, ni entrar en conflicto con la explotación comercial que ellos 
hagan de dicho material.

En ningún caso el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo podrá suponer a los 
editores o productores una carga económica adicional a la directamente derivada de la mera 
puesta a disposición de los contenidos y sitios web que permita dar cumplimiento a la 
obligación legal de depósito de las publicaciones en línea.
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Artículo 9.  Conservación y acceso de las publicaciones en línea.
1. Los centros de conservación serán responsables de la preservación de las 

publicaciones en línea cuya custodia tienen encomendada.
2. La Biblioteca Nacional de España y los centros de conservación de las comunidades 

autónomas, en sus respectivos ámbitos competenciales, podrán acordar la constitución de 
los repositorios que consideren necesarios para conservar y difundir las publicaciones en 
línea capturadas o entregadas, con el objetivo de conseguir la mayor eficiencia en su 
gestión.

3. Cuando los repositorios a los que se refiere el apartado anterior incluyan recursos de 
acceso restringido, la consulta de los mismos por parte de los usuarios se llevará a cabo 
únicamente desde los terminales instalados en las sedes de la Biblioteca Nacional de 
España y de los centros de conservación de las comunidades autónomas, respetando la 
legislación sobre protección de datos de carácter personal y propiedad intelectual.

4. De acuerdo con el artículo 37.1 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, los centros de conservación 
podrán reproducir, reformatear, regenerar y transferir los recursos para garantizar su 
conservación, respetando la legislación sobre propiedad intelectual; los titulares de derechos 
sobre obras o prestaciones protegidas con medidas tecnológicas eficaces deberán facilitar a 
los centros de conservación la información y los medios adecuados para garantizar la 
realización de las reproducciones de dichos recursos.

Los sujetos obligados serán los responsables de facilitar la información que permita 
transferir los datos del soporte original al soporte de conservación.

5. La documentación generada en la gestión del depósito legal de las publicaciones en 
línea será tratada conforme a los principios establecidos en el Real Decreto 4/2010, de 8 de 
enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la 
Administración Electrónica y a las Normas Técnicas de Interoperabilidad que le sean de 
aplicación. Así mismo, todo el proceso de gestión del depósito legal de estas publicaciones 
se someterá a los principios establecidos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

Artículo 10.  Colaboración en la conservación de las publicaciones en línea.
1. La Biblioteca Nacional de España y los centros de conservación designados por las 

Comunidades Autónomas podrán establecer acuerdos de colaboración con aquellas 
entidades públicas o privadas que dispongan de plataformas de distribución en línea de las 
publicaciones y recursos digitales, que ellas mismas editen o produzcan, y que sean 
consideradas como «repositorios seguros», a efectos de conservación, siempre que estas 
plataformas cumplan los requisitos necesarios para desempeñar dicha función, de acuerdo 
con los criterios establecidos por los centros de conservación y bajo su supervisión.

2. Los acuerdos que se lleven a cabo entre los centros de conservación y las entidades 
públicas o privadas que mantengan las citadas plataformas incluirán entre otros aspectos los 
siguientes:

a) Las características del repositorio de la entidad colaboradora.
b) Los procedimientos para la conservación de las publicaciones o recursos de la entidad 

colaboradora.
c) El período de vigencia de la colaboración.
3. Cuando, en virtud de lo indicado en el apartado anterior, se establezca un acuerdo de 

colaboración con una entidad, el centro de conservación no capturará los recursos de dicha 
entidad, quedando ésta obligada a conservar las publicaciones y recursos, así como a 
mantener la plataforma activa en las condiciones estipuladas durante el período de vigencia 
del acuerdo. La entidad colaboradora facilitará el acceso a sus recursos en las mismas 
condiciones que las establecidas para los centros de conservación.

4. En caso de desaparición por cualquier causa de las entidades públicas o privadas a 
las que se refieren los apartados anteriores o de que éstas dejen de cumplir las condiciones 
que anteriormente hicieron posible el acuerdo de colaboración, los recursos en línea 
conservados en dichas entidades deberán ser entregados al centro de conservación 
estipulado en el acuerdo.
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5. Asimismo, a partir del momento en que se produzcan las circunstancias que 
imposibiliten el cumplimiento de los compromisos de conservación y consulta adquiridos por 
dichas entidades, estas deberán cumplir con la obligación del depósito legal, tal como se 
estipula en el artículo 7.

6. La Biblioteca Nacional de España y los centros de conservación de las Comunidades 
Autónomas mantendrán actualizada la relación de aquellas plataformas de distribución que 
acuerden cooperar como repositorios seguros del depósito legal, especificando cuáles son 
las características de su repositorio, qué recursos serán conservados por la entidad 
colaboradora, así como el periodo de vigencia de la colaboración.

Artículo 11.  Identificación de los dominios por parte de las entidades responsables de su 
gestión y de los agentes registradores.

Las entidades responsables de la gestión del registro de nombres de dominio de Internet 
establecidas en territorio español proporcionarán a la Biblioteca Nacional de España y a los 
centros de conservación de las Comunidades Autónomas los nombres de dominio 
registrados ante ellas, a requerimiento de dichos centros de conservación.

Así mismo, las personas físicas o jurídicas que actúen como agentes registradores de 
nombres de dominio proporcionarán la misma información respecto de los dominios 
vinculados al territorio nacional que no estén incluidos en alguno de los registros 
establecidos en España a los que se refiere el párrafo anterior.

Disposición adicional primera.  No incremento de gasto público.
Este real decreto no podrá suponer incremento neto de gasto público y su 

funcionamiento tendrá que realizarse con los medios materiales y personales disponibles 
actualmente en la Administración, sin incremento de dotaciones ni de retribuciones, ni de 
otros gastos de personal.

Disposición adicional segunda.  Colaboración entre los centros de conservación.
La Biblioteca Nacional de España y los centros de conservación designados por las 

Comunidades Autónomas establecerán los cauces de colaboración necesarios para:
a) Evitar, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 20/2013, de 19 de diciembre, de 

garantía de la unidad de mercado, la imposición de cargas administrativas innecesarias o 
duplicadas por parte de los obligados a permitir el depósito legal de las publicaciones en 
línea.

b) Garantizar que las cargas administrativas que se impongan no supongan costes para 
los editores y productores de publicaciones en línea.

c) Establecer políticas comunes para la captura de contenidos y el desarrollo de 
colecciones, a efectos de dar cumplimiento a las obligaciones de depósito legal de las 
publicaciones en línea previstas en este real decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
El presente real decreto se dicta al amparo del artículo 149.2 de la Constitución 

Española, que establece que, sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las 
Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y 
atribución esencial, y facilitará la comunicación cultural entre las comunidades autónomas, 
de acuerdo con ellas.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Corresponde al titular del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte dictar, dentro del 

ámbito de sus competencias, las disposiciones que pudieran ser necesarias para el 
desarrollo y aplicación del presente real decreto.
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Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 7

Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales 

vigentes sobre la materia

Ministerio de Cultura
«BOE» núm. 97, de 22 de abril de 1996

Última modificación: 30 de marzo de 2022
Referencia: BOE-A-1996-8930

La disposición final segunda de la Ley 27/1995, de 11 de octubre, de incorporación al 
Derecho español de la Directiva 93/98/CEE, del Consejo, de 29 de octubre, relativa a la 
armonización del plazo de protección del derecho de autor y de determinados derechos 
afines, autorizó al Gobierno para que, antes del 30 de junio de 1996, aprobara un texto que 
refundiese las disposiciones legales vigentes en materia de propiedad intelectual, 
regularizando, aclarando y armonizando los textos que hubieran de ser refundidos. El 
alcance temporal de esta habilitación legislativa es el relativo a las disposiciones legales que 
se encontrarán vigentes a 30 de junio de 1996.

En consecuencia, se ha elaborado un texto refundido que se incorpora como anexo a 
este Real Decreto Legislativo, y que tiene por objeto dar cumplimiento al mandato legal.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Cultura, de acuerdo con el Consejo de Estado 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 12 de abril de 1996,

D I S P O N G O :

Artículo único.  Objeto de la norma.
Se aprueba el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, regularizando, 

aclarando y armonizando las disposiciones legales vigentes sobre la materia, que figura 
como anexo al presente Real Decreto legislativo.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas las siguientes Leyes:
1. Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual.
2. Ley 20/1992, de 7 de julio, de modificación de la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de 

Propiedad Intelectual.
3. Ley 16/1993, de 23 de diciembre, de incorporación al Derecho español de la Directiva 

91/250/CEE, de 14 de mayo, sobre la protección jurídica de programas de ordenador.
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4. Ley 43/1994, de 30 de diciembre, de incorporación al Derecho español de la Directiva 
92/100/CEE, de 19 de noviembre, sobre derechos de alquiler y préstamo y otros derechos 
afines a los derechos de autor en el ámbito de la propiedad intelectual.

5. Ley 27/1995, de 11 de octubre, de incorporación al Derecho español de la Directiva 
93/98/CEE, del Consejo, de 29 de octubre, relativa a la armonización del plazo de protección 
del derecho de autor y de determinados derechos afines.

6. Ley 28/1995, de 11 de octubre, de incorporación al Derecho español de la Directiva 
93/83/CEE, del Consejo, de 27 de septiembre, sobre coordinación de determinadas 
disposiciones relativas a los derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en 
el ámbito de la radiodifusión vía satélite y de la distribución por cable.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
Este Real Decreto legislativo entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL

LIBRO PRIMERO
De los derechos de autor

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Hecho generador.
La propiedad intelectual de una obra literaria, artística o científica corresponde al autor 

por el solo hecho de su creación.

Artículo 2.  Contenido.
La propiedad intelectual está integrada por derechos de carácter personal y patrimonial, 

que atribuyen al autor la plena disposición y el derecho exclusivo a la explotación de la obra, 
sin más limitaciones que las establecidas en la Ley.

Artículo 3.  Características.
Los derechos de autor son independientes, compatibles y acumulables con:
1.º La propiedad y otros derechos que tengan por objeto la cosa material a la que está 

incorporada la creación intelectual.
2.º Los derechos de propiedad industrial que puedan existir sobre la obra.
3.º Los otros derechos de propiedad intelectual reconocidos en el Libro II de la presente 

Ley.

Artículo 4.  Divulgación y publicación.
A efectos de lo dispuesto en la presente Ley, se entiende por divulgación de una obra 

toda expresión de la misma que, con el consentimiento del autor, la haga accesible por 
primera vez al público en cualquier forma; y por publicación, la divulgación que se realice 
mediante la puesta a disposición del público de un número de ejemplares de la obra que 
satisfaga razonablemente sus necesidades estimadas de acuerdo con la naturaleza y 
finalidad de la misma.
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TÍTULO II
Sujeto, objeto y contenido

CAPÍTULO I
Sujetos

Artículo 5.  Autores y otros beneficiarios.
1. Se considera autor a la persona natural que crea alguna obra literaria, artística o 

científica.
2. No obstante, de la protección que esta Ley concede al autor se podrán beneficiar 

personas jurídicas en los casos expresamente previstos en ella.

Artículo 6.  Presunción de autoría, obras anónimas o seudónimas.
1. Se presumirá autor, salvo prueba en contrario, a quien aparezca como tal en la obra, 

mediante su nombre, firma o signo que lo identifique.
2. Cuando la obra se divulgue en forma anónima o bajo seudónimo o signo, el ejercicio 

de los derechos de propiedad intelectual corresponderá a la persona natural o jurídica que la 
saque a la luz con el consentimiento del autor, mientras éste no revele su identidad.

Artículo 7.  Obra en colaboración.
1. Los derechos sobre una obra que sea resultado unitario de la colaboración de varios 

autores corresponden a todos ellos.
2. Para divulgar y modificar la obra se requiere el consentimiento de todos los coautores. 

En defecto de acuerdo, el Juez resolverá.
Una vez divulgada la obra, ningún coautor puede rehusar injustificadamente su 

consentimiento para su explotación en la forma en que se divulgó.
3. A reserva de lo pactado entre los coautores de la obra en colaboración, éstos podrán 

explotar separadamente sus aportaciones, salvo que causen perjuicio a la explotación 
común.

4. Los derechos de propiedad intelectual sobre una obra en colaboración corresponden a 
todos los autores en la proporción que ellos determinen. En lo no previsto en esta Ley, se 
aplicarán a estas obras las reglas establecidas en el Código Civil para la comunidad de 
bienes.

Artículo 8.  Obra colectiva.
Se considera obra colectiva la creada por la iniciativa y bajo la coordinación de una 

persona natural o jurídica que la edita y divulga bajo su nombre y está constituida por la 
reunión de aportaciones de diferentes autores cuya contribución personal se funde en una 
creación única y autónoma, para la cual haya sido concebida sin que sea posible atribuir 
separadamente a cualquiera de ellos un derecho sobre el conjunto de la obra realizada.

Salvo pacto en contrario, los derechos sobre la obra colectiva corresponderán a la 
persona que la edite y divulgue bajo su nombre.

Artículo 9.  Obra compuesta e independiente.
1. Se considerará obra compuesta la obra nueva que incorpore una obra preexistente sin 

la colaboración del autor de esta última, sin perjuicio de los derechos que a éste 
correspondan y de su necesaria autorización.

2. La obra que constituya creación autónoma se considerará independiente, aunque se 
publique conjuntamente con otras.
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CAPÍTULO II
Objeto

Artículo 10.  Obras y títulos originales.
1. Son objeto de propiedad intelectual todas las creaciones originales literarias, artísticas 

o científicas expresadas por cualquier medio o soporte, tangible o intangible, actualmente 
conocido o que se invente en el futuro, comprendiéndose entre ellas:

a) Los libros, folletos, impresos, epistolarios, escritos, discursos y alocuciones, 
conferencias, informes forenses, explicaciones de cátedra y cualesquiera otras obras de la 
misma naturaleza.

b) Las composiciones musicales, con o sin letra.
c) Las obras dramáticas y dramático-musicales, las coreografías, las pantomimas y, en 

general, las obras teatrales.
d) Las obras cinematográficas y cualesquiera otras obras audiovisuales.
e) Las esculturas y las obras de pintura, dibujo, grabado, litografía y las historietas 

gráficas, tebeos o comics, así como sus ensayos o bocetos y las demás obras plásticas, 
sean o no aplicadas.

f) Los proyectos, planos, maquetas y diseños de obras arquitectónicas y de ingeniería.
g) Los gráficos, mapas y diseños relativos a la topografía, la geografía y, en general, a la 

ciencia.
h) Las obras fotográficas y las expresadas por procedimiento análogo a la fotografía.
i) Los programas de ordenador.
2. El título de una obra, cuando sea original, quedará protegido como parte de ella.

Artículo 11.  Obras derivadas.
Sin perjuicio de los derechos de autor sobre la obra original, también son objeto de 

propiedad intelectual:
1.º Las traducciones y adaptaciones.
2.º Las revisiones, actualizaciones y anotaciones.
3.º Los compendios, resúmenes y extractos.
4.º Los arreglos musicales.
5.º Cualesquiera transformaciones de una obra literaria, artística o científica.

Artículo 12.  Colecciones. Bases de datos.
1. También son objeto de propiedad intelectual, en los términos del Libro I de la presente 

Ley, las colecciones de obras ajenas, de datos o de otros elementos independientes como 
las antologías y las bases de datos que por la selección o disposición de sus contenidos 
constituyan creaciones intelectuales, sin perjuicio, en su caso, de los derechos que pudieran 
subsistir sobre dichos contenidos.

La protección reconocida en el presente artículo a estas colecciones se refiere 
únicamente a su estructura en cuanto forma de expresión de la selección o disposición de 
sus contenidos, no siendo extensiva a éstos.

2. A efectos de la presente Ley, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, se 
consideran bases de datos las colecciones de obras, de datos, o de otros elementos 
independientes dispuestos de manera sistemática o metódica y accesibles individualmente 
por medios electrónicos o de otra forma.

3. La protección reconocida a las bases de datos en virtud del presente artículo no se 
aplicará a los programas de ordenador utilizados en la fabricación o en el funcionamiento de 
bases de datos accesibles por medios electrónicos.

Artículo 13.  Exclusiones.
No son objeto de propiedad intelectual las disposiciones legales o reglamentarias y sus 

correspondientes proyectos, las resoluciones de los órganos jurisdiccionales y los actos, 
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acuerdos, deliberaciones y dictámenes de los organismos públicos, así como las 
traducciones oficiales de todos los textos anteriores.

CAPÍTULO III
Contenido

Sección 1.ª Derecho moral

Artículo 14.  Contenido y características del derecho moral.
Corresponden al autor los siguientes derechos irrenunciables e inalienables:
1.º Decidir si su obra ha de ser divulgada y en qué forma.
2.º Determinar si tal divulgación ha de hacerse con su nombre, bajo seudónimo o signo, 

o anónimamente.
3.º Exigir el reconocimiento de su condición de autor de la obra.
4.º Exigir el respeto a la integridad de la obra e impedir cualquier deformación, 

modificación, alteración o atentado contra ella que suponga perjuicio a sus legítimos 
intereses o menoscabo a su reputación.

5.º Modificar la obra respetando los derechos adquiridos por terceros y las exigencias de 
protección de bienes de interés cultural.

6.º Retirar la obra del comercio, por cambio de sus convicciones intelectuales o morales, 
previa indemnización de daños y perjuicios a los titulares de derechos de explotación.

Si, posteriormente, el autor decide reemprender la explotación de su obra deberá ofrecer 
preferentemente los correspondientes derechos al anterior titular de los mismos y en 
condiciones razonablemente similares a las originarias.

7.º Acceder al ejemplar único o raro de la obra, cuando se halle en poder de otro, a fin de 
ejercitar el derecho de divulgación o cualquier otro que le corresponda.

Este derecho no permitirá exigir el desplazamiento de la obra y el acceso a la misma se 
llevará a efecto en el lugar y forma que ocasionen menos incomodidades al poseedor, al que 
se indemnizará, en su caso, por los daños y perjuicios que se le irroguen.

Artículo 15.  Supuestos de legitimación «mortis causa».
1. Al fallecimiento del autor, el ejercicio de los derechos mencionados en los apartados 

3.º y 4.º del artículo anterior corresponde, sin límite de tiempo, a la persona natural o jurídica 
a la que el autor se lo haya confiado expresamente por disposición de última voluntad. En su 
defecto, el ejercicio de estos derechos corresponderá a los herederos.

2. Las mismas personas señaladas en el número anterior y en el mismo orden que en él 
se indica, podrán ejercer el derecho previsto en el apartado 1.º del artículo 14, en relación 
con la obra no divulgada en vida de su autor y durante un plazo de setenta años desde su 
muerte o declaración de fallecimiento, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 40.

Artículo 16.  Sustitución en la legitimación «mortis causa».
Siempre que no existan las personas mencionadas en el artículo anterior, o se ignore su 

paradero, el Estado, las Comunidades Autónomas, las Corporaciones locales y las 
instituciones públicas de carácter cultural estarán legitimados para ejercer los derechos 
previstos en el mismo.

Sección 2.ª Derechos de explotación

Artículo 17.  Derecho exclusivo de explotación y sus modalidades.
Corresponde al autor el ejercicio exclusivo de los derechos de explotación de su obra en 

cualquier forma y, en especial, los derechos de reproducción, distribución, comunicación 
pública y transformación, que no podrán ser realizadas sin su autorización, salvo en los 
casos previstos en la presente Ley.
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Artículo 18.  Reproducción.
Se entiende por reproducción la fijación directa o indirecta, provisional o permanente, por 

cualquier medio y en cualquier forma, de toda la obra o de parte de ella, que permita su 
comunicación o la obtención de copias.

Artículo 19.  Distribución.
1. Se entiende por distribución la puesta a disposición del público del original o de las 

copias de la obra, en un soporte tangible, mediante su venta, alquiler, préstamo o de 
cualquier otra forma.

2. Cuando la distribución se efectúe mediante venta u otro título de transmisión de la 
propiedad, en el ámbito de la Unión Europea, por el propio titular del derecho o con su 
consentimiento, este derecho se agotará con la primera, si bien sólo para las ventas y 
transmisiones de propiedad sucesivas que se realicen en dicho ámbito territorial.

3. Se entiende por alquiler la puesta a disposición de los originales y copias de una obra 
para su uso por tiempo limitado y con un beneficio económico o comercial directo o indirecto.

Quedan excluidas del concepto de alquiler la puesta a disposición con fines de 
exposición, de comunicación pública a partir de fonogramas o de grabaciones audiovisuales, 
incluso de fragmentos de unos y otras, y la que se realice para consulta in situ.

4. Se entiende por préstamo la puesta a disposición de originales y copias de una obra 
para su uso por tiempo limitado sin beneficio económico o comercial directo ni indirecto, 
siempre que dicho préstamo se lleve a cabo a través de establecimientos accesibles al 
público.

Se entenderá que no existe beneficio económico o comercial directo ni indirecto cuando 
el préstamo efectuado por un establecimiento accesible al público dé lugar al pago de una 
cantidad que no exceda de lo necesario para cubrir los gastos de funcionamiento. Esta 
cantidad no podrá incluir total o parcialmente el importe del derecho de remuneración que 
deba satisfacerse a los titulares de derechos de propiedad intelectual conforme a lo 
dispuesto en el artículo 37.2.

Quedan excluidas del concepto de préstamo las operaciones mencionadas en el párrafo 
segundo del apartado 3 y las que se efectúen entre establecimientos accesibles al público.

5. Lo dispuesto en este artículo en cuanto al alquiler y al préstamo no se aplicará a los 
edificios ni a las obras de artes aplicadas.

Artículo 20.  Comunicación pública.
1. Se entenderá por comunicación pública todo acto por el cual una pluralidad de 

personas pueda tener acceso a la obra sin previa distribución de ejemplares a cada una de 
ellas.

No se considerará pública la comunicación cuando se celebre dentro de un ámbito 
estrictamente doméstico que no esté integrado o conectado a una red de difusión de 
cualquier tipo.

2. Especialmente, son actos de comunicación pública:
a) Las representaciones escénicas, recitaciones, disertaciones y ejecuciones públicas de 

las obras dramáticas, dramático-musicales, literarias y musicales mediante cualquier medio o 
procedimiento.

b) La proyección o exhibición pública de las obras cinematográficas y de las demás 
audiovisuales.

c) La emisión de cualesquiera obras por radiodifusión o por cualquier otro medio que 
sirva para la difusión inalámbrica de signos, sonidos o imágenes. El concepto de emisión 
comprende la producción de señales portadoras de programas hacia un satélite, cuando la 
recepción de las mismas por el público no es posible sino a través de entidad distinta de la 
de origen.

d) La radiodifusión o comunicación al público vía satélite de cualesquiera obras, es decir, 
el acto de introducir, bajo el control y la responsabilidad de la entidad radiodifusora, las 
señales portadoras de programas, destinadas a la recepción por el público en una cadena 
ininterrumpida de comunicación que vaya al satélite y desde éste a la tierra. Los procesos 
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técnicos normales relativos a las señales portadoras de programas no se consideran 
interrupciones de la cadena de comunicación.

Cuando las señales portadoras de programas se emitan de manera codificada existirá 
comunicación al público vía satélite siempre que se pongan a disposición del público por la 
entidad radiodifusora, o con su consentimiento, medios de descodificación.

A efectos de lo dispuesto en los dos párrafos anteriores, se entenderá por satélite 
cualquiera que opere en bandas de frecuencia reservadas por la legislación de 
telecomunicaciones a la difusión de señales para la recepción por el público o para la 
comunicación individual no pública, siempre que, en este último caso, las circunstancias en 
las que se lleve a efecto la recepción individual de las señales sean comparables a las que 
se aplican en el primer caso.

e) La transmisión de cualesquiera obras al público por hilo, cable, fibra óptica u otro 
procedimiento análogo, sea o no mediante abono.

f) La retransmisión, por cualquiera de los medios citados en los apartados anteriores y 
por entidad distinta de la de origen, de la obra radiodifundida.

Se entiende por distribución por cable la retransmisión simultánea, inalterada e íntegra 
por cable o microondas, para su recepción por el público, de una transmisión inicial de otro 
Estado miembro, alámbrica o inalámbrica, incluida vía satélite, de programas de radio o 
televisión destinados a su recepción por el público, independientemente de la manera en que 
el operador de un servicio de retransmisión por cable obtenga del organismo de radiodifusión 
las señales portadoras de programas con fines de retransmisión.

g) La emisión o transmisión, en lugar accesible al público, mediante cualquier 
instrumento idóneo, de la obra radiodifundida.

h) La exposición pública de obras de arte o sus reproducciones.
i) La puesta a disposición del público de obras, por procedimientos alámbricos o 

inalámbricos, de tal forma que cualquier persona pueda acceder a ellas desde el lugar y en 
el momento que elija.

j) El acceso público en cualquier forma a las obras incorporadas a una base de datos, 
aunque dicha base de datos no esté protegida por las disposiciones del Libro I de la 
presente Ley.

k) La realización de cualquiera de los actos anteriores, respecto a una base de datos 
protegida por el Libro I de la presente Ley.

3. La comunicación al público vía satélite en el territorio de la Unión Europea se regirá 
por las siguientes disposiciones:

a) La comunicación al público vía satélite se producirá únicamente en el Estado miembro 
de la Unión Europea en que, bajo el control y responsabilidad de la entidad radiodifusora, las 
señales portadoras de programas se introduzcan en la cadena ininterrumpida de 
comunicación a la que se refiere el párrafo d) del apartado 2 de este artículo.

b) Cuando la comunicación al público vía satélite se produzca en el territorio de un 
Estado no perteneciente a la Unión Europea donde no exista el nivel de protección que para 
dicho sistema de comunicación al público establece este apartado 3, se tendrá en cuenta lo 
siguiente:

1.º Si la señal portadora del programa se envía al satélite desde una estación de señal 
ascendente situada en un Estado miembro se considerará que la comunicación al público vía 
satélite se ha producido en dicho Estado miembro. En tal caso, los derechos que se 
establecen relativos a la radiodifusión vía satélite podrán ejercitarse frente a la persona que 
opere la estación que emite la señal ascendente.

2.º Si no se utiliza una estación de señal ascendente situada en un Estado miembro pero 
una entidad de radiodifusión establecida en un Estado miembro ha encargado la emisión vía 
satélite, se considerará que dicho acto se ha producido en el Estado miembro en el que la 
entidad de radiodifusión tenga su establecimiento principal. En tal caso, los derechos que se 
establecen relativos a la radiodifusión vía satélite podrán ejercitarse frente a la entidad de 
radiodifusión.

4. La retransmisión por cable definida en el párrafo segundo del apartado 2.f) de este 
artículo, dentro del territorio de la Unión Europea, se regirá por las siguientes disposiciones:
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a) La retransmisión en territorio español de emisiones, radiodifusiones vía satélite o 
transmisiones iniciales de programas procedentes de otros Estados miembros de la Unión 
Europea se realizará, en lo relativo a los derechos de autor, de acuerdo con lo dispuesto en 
la presente Ley y con arreglo a lo establecido en los acuerdos contractuales, individuales o 
colectivos, firmados entre los titulares de derechos y las empresas de retransmisión por 
cable.

b) El derecho que asiste a los titulares de derechos de autor de autorizar la retransmisión 
por cable se ejercerá, exclusivamente, a través de una entidad de gestión de derechos de 
propiedad intelectual.

c) En el caso de titulares que no hubieran encomendado la gestión de sus derechos a 
una entidad de gestión de derechos de propiedad intelectual, los mismos se harán efectivos 
a través de la entidad que gestione derechos de la misma categoría.

Cuando existiere más de una entidad de gestión de los derechos de la referida categoría, 
sus titulares podrán encomendar la gestión de los mismos a cualquiera de las entidades.

Los titulares a que se refiere esta letra c) gozarán de los derechos y quedarán sujetos a 
las obligaciones derivadas del acuerdo celebrado entre la empresa de retransmisión por 
cable y la entidad en la que se considere hayan delegado la gestión de sus derechos, en 
igualdad de condiciones con los titulares de derechos que hayan encomendado la gestión de 
los mismos a tal entidad. Asimismo, podrán reclamar a la entidad de gestión a la que se 
refieren los párrafos anteriores de esta letra c), sus derechos en los términos del artículo 
177.

d) Cuando el titular de derechos autorice la emisión, radiodifusión vía satélite o 
transmisión inicial en territorio español de una obra protegida, se presumirá que consiente en 
no ejercitar, a título individual, sus derechos para, en su caso, la retransmisión por cable de 
la misma, sino a ejercitarlos con arreglo a lo dispuesto en este apartado 4.

e) Lo dispuesto en los párrafos b), c) y d) de este apartado 4 no se aplicará a los 
derechos ejercidos por las entidades de radiodifusión respecto de sus propias emisiones, 
radiodifusiones vía satélite o transmisiones, con independencia de que los referidos 
derechos sean suyos o les hayan sido transferidos por otros titulares de derechos de autor.

f) Cuando, por falta de acuerdo entre las partes, no se llegue a celebrar un contrato para 
la autorización de la retransmisión por cable, las partes podrán acceder, por vía de 
mediación, a la Comisión Mediadora y Arbitral de la Propiedad Intelectual.

Será aplicable a la mediación contemplada en el párrafo anterior lo previsto en el artículo 
193 y en el real decreto de desarrollo de dicha disposición.

g) Cuando alguna de las partes, en abuso de su posición negociadora, impida la 
iniciación o prosecución de buena fe de las negociaciones para la autorización de la 
retransmisión por cable, u obstaculice, sin justificación válida, las negociaciones o la 
mediación a que se refiere el párrafo anterior, se aplicará lo dispuesto en el Título I, capítulo 
I, de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

Artículo 21.  Transformación.
1. La transformación de una obra comprende su traducción, adaptación y cualquier otra 

modificación en su forma de la que se derive una obra diferente.
Cuando se trate de una base de datos a la que hace referencia el artículo 12 de la 

presente Ley se considerará también transformación, la reordenación de la misma.
2. Los derechos de propiedad intelectual de la obra resultado de la transformación 

corresponderán al autor de esta última, sin perjuicio del derecho del autor de la obra 
preexistente de autorizar, durante todo el plazo de protección de sus derechos sobre ésta, la 
explotación de esos resultados en cualquier forma y en especial mediante su reproducción, 
distribución, comunicación pública o nueva transformación.

Artículo 22.  Colecciones escogidas u obras completas.
La cesión de los derechos de explotación sobre sus obras no impedirá al autor 

publicarlas reunidas en colección escogida o completa.
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Artículo 23.  Independencia de derechos.
Los derechos de explotación regulados en esta sección son independientes entre sí.

Sección 3.ª Otros derechos

Artículo 24.  Derecho de participación.
1. Los autores de obras de arte gráficas o plásticas, tales como los cuadros, collages, 

pinturas, dibujos, grabados, estampas, litografías, esculturas, tapices, cerámicas, objetos de 
cristal, fotografías y piezas de vídeo arte, tendrán derecho a percibir del vendedor una 
participación en el precio de toda reventa que de las mismas se realice tras la primera cesión 
realizada por el autor. Los ejemplares de obras de arte objeto de este derecho que hayan 
sido realizados por el propio autor o bajo su autoridad se considerarán obras de arte 
originales. Dichos ejemplares estarán numerados, firmados o debidamente autorizados por 
el autor.

2. El derecho de participación se reconoce al autor de la obra y a sus derechohabientes 
tras la muerte o declaración de fallecimiento.

3. La protección del derecho de participación se reconoce a los autores españoles, a los 
autores nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea, así como a los 
nacionales de terceros países con residencia habitual en España. Para los autores que sean 
nacionales de terceros países y no tengan residencia habitual en España, el derecho de 
participación se reconocerá únicamente cuando la legislación del país de que el autor sea 
nacional reconozca a su vez el derecho de participación a los autores de los Estados 
miembros de la Unión Europea y a sus derechohabientes.

4. El derecho se aplicará a todas las reventas en las que participen, como vendedores, 
compradores o intermediarios, profesionales del mercado del arte tales como salas de venta, 
salas de subastas, galerías de arte, marchantes de obras de arte y, en general, cualquier 
persona física o jurídica que realice habitualmente actividades de intermediación en este 
mercado.

5. El derecho se aplicará igualmente cuando los profesionales del mercado del arte 
lleven a cabo las actividades descritas a través de prestadores de servicios de la sociedad 
de la información, de conformidad con lo establecido en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico.

6. Se exceptúan de los apartados 4 y 5 los actos de reventa de la obra que haya sido 
comprada por una galería de arte directamente al autor, siempre que el período transcurrido 
entre esta primera adquisición y la reventa no supere tres años y el precio de reventa no 
exceda de 10.000 euros excluidos impuestos.

7. El derecho de participación de los autores nacerá cuando el precio de la reventa sea 
igual o superior a 800 euros, excluidos los impuestos, por obra vendida o conjunto concebido 
con carácter unitario.

8. El importe de la participación que corresponderá a los autores estará en función de los 
siguientes porcentajes:

a) El 4 % de los primeros 50.000 euros del precio de la reventa.
b) El 3 % de la parte del precio de la reventa comprendida entre 50.000,01 y 200.000 

euros.
c) El 1 % de la parte del precio de la reventa comprendida entre 200.000,01 y 350.000 

euros.
d) El 0,5 % de la parte del precio de la reventa comprendida entre 350.000,01 y 500.000 

euros.
e) El 0,25 % de la parte del precio de la reventa que exceda de 500.000 euros.
En ningún caso el importe total del derecho podrá exceder de 12.500 euros.
Los precios de reventa contemplados en este apartado se calcularán sin inclusión del 

impuesto devengado por la reventa de la obra.
9. El derecho de participación es inalienable, irrenunciable, se transmitirá únicamente por 

sucesión mortis causa y se extinguirá transcurridos setenta años a contar desde el 1 de 
enero del año siguiente a aquel en que se produjo la muerte o la declaración de fallecimiento 
del autor.
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10. El derecho de participación reconocido en el apartado 1 se hará efectivo a través de 
las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual. Cuando concurran varias 
entidades que, conforme a sus estatutos, gestionen el derecho de participación, éstas 
deberán actuar frente a los deudores en todo lo relativo a la percepción de este derecho bajo 
una sola representación en los términos que convencionalmente acuerden. Estas entidades 
de gestión comunicarán al Ministerio de Cultura y Deporte el acuerdo que hayan adoptado.

11. Las entidades de gestión notificarán al titular del derecho que se ha hecho efectivo el 
pago a que se refiere el apartado 15 en el plazo máximo de un mes desde que éste haya 
tenido lugar.

12. Las entidades de gestión liquidarán el importe debido al titular, en concepto de 
derecho de participación, en el plazo establecido en el artículo 177.1, salvo que en dicho 
plazo el titular reclame la liquidación, en cuyo caso ésta se efectuará en el mes siguiente a la 
reclamación.

13. Cuando el derecho de participación se refiera a una obra creada por dos o más 
autores, su importe se repartirá por partes iguales entre los autores de dicha obra, salvo 
pacto en contrario.

14. Los profesionales del mercado del arte que hayan intervenido en una reventa sujeta 
al derecho de participación estarán obligados a:

a) Notificar al vendedor y a la entidad de gestión correspondiente la reventa efectuada. 
La notificación se hará por escrito o por otro medio que permita dejar constancia de la 
remisión y recepción de la notificación en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente al de la fecha de la reventa y deberá contener en todo caso:

i) El lugar y la fecha en la que se efectuó la reventa.
ii) El precio íntegro de la enajenación.
iii) La documentación acreditativa de la reventa necesaria para la verificación de los 

datos y la práctica de la correspondiente liquidación. Dicha documentación deberá incluir, al 
menos, el lugar y la fecha en la que se realizó la reventa, el precio de la misma y los datos 
identificativos de la obra revendida, así como de los sujetos contratantes, de los 
intermediarios, en su caso, y del autor de la obra.

b) Retener el importe del derecho de participación del autor en el precio de la obra 
revendida.

c) Mantener en depósito gratuito, y sin obligación de pago de intereses, la cantidad 
retenida hasta la entrega a la entidad de gestión correspondiente.

d) Cuando haya intervenido en la reventa de la obra más de un profesional del mercado 
del arte, el sujeto obligado a efectuar la operación, tanto en lo referido a la notificación, como 
la retención, el depósito y el pago del derecho, será el profesional del mercado del arte que 
haya actuado como vendedor y, en su defecto, el que haya actuado de intermediario.

15. Efectuada la notificación a que se refiere el apartado a) del apartado 14, los 
profesionales del mercado del arte harán efectivo el pago del derecho a la entidad de gestión 
correspondiente en un plazo máximo de dos meses.

16. Los profesionales del mercado del arte que intervengan en las reventas sujetas al 
derecho de participación conforme a los apartados 4 a 6, responderán solidariamente con el 
vendedor del pago del derecho.

17. Las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual podrán exigir a 
cualquier profesional del mercado del arte de los mencionados en el apartado 4, durante un 
plazo de tres años a partir de la fecha de la reventa, la información indicada en la letra a) del 
apartado 14 que resulte necesaria para calcular el importe del derecho de participación.

18. Las entidades de gestión deberán respetar los principios de confidencialidad o 
intimidad mercantil en relación con cualquier información que conozcan en el ejercicio de las 
facultades previstas en la presente ley.

19. La acción de las entidades de gestión para hacer efectivo el derecho ante los 
profesionales del mercado del arte prescribirá a los tres años de la notificación de la reventa.

20. La administración del Fondo de Ayuda a las Bellas Artes corresponde a una 
Comisión adscrita al Ministerio de Cultura y Deporte, sin perjuicio de su autonomía funcional. 
Dicha Comisión está presidida por el Ministro de Cultura y Deporte o la persona en quien él 
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delegue y estará integrada por representantes de las Comunidades Autónomas, de los 
sujetos obligados y de las entidades que gestionan el derecho de participación en la forma 
en que se determine por vía reglamentaria.

21. Las cantidades percibidas por las entidades de gestión en concepto de derecho de 
participación no repartidas a sus titulares en el plazo establecido en el apartado 12 por falta 
de identificación de éstos y sobre las que no pese reclamación alguna, deberán ser 
ingresadas en el Fondo de Ayuda a las Bellas Artes en el plazo máximo de un año.

22. Las entidades de gestión estarán obligadas a notificar a la Comisión Administradora 
del Fondo de Ayuda a las Bellas Artes, en el primer trimestre de cada año, la relación de 
cantidades percibidas por el derecho de participación y los repartos efectuados, así como los 
motivos que hayan hecho imposible el reparto de las cantidades ingresadas en el Fondo.

23. La Comisión Administradora del Fondo publicará, con carácter anual, un informe 
sobre la aplicación del derecho de participación.

24. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con su competencia exclusiva en la 
materia, gestionarán directa e íntegramente los recursos del Fondo de Ayuda a las Bellas 
Artes en sus respectivos territorios. Los criterios y mecanismos de reparto deberán, a su vez, 
acordarse con las Comunidades Autónomas.

Artículo 25.  Compensación equitativa por copia privada.
1. La reproducción de obras divulgadas en forma de libros o publicaciones que a estos 

efectos se asimilen mediante real decreto, así como de fonogramas, videogramas o de otros 
soportes sonoros, visuales o audiovisuales, realizada mediante aparatos o instrumentos 
técnicos no tipográficos, exclusivamente para uso privado, no profesional ni empresarial, sin 
fines directa ni indirectamente comerciales, de conformidad con el artículo 31, apartados 2 y 
3, originará una compensación equitativa y única para cada una de las tres modalidades de 
reproducción mencionadas dirigida a compensar adecuadamente el perjuicio causado a los 
sujetos acreedores como consecuencia de las reproducciones realizadas al amparo del 
límite legal de copia privada. Dicha compensación se determinará para cada modalidad en 
función de los equipos, aparatos y soportes materiales idóneos para realizar dicha 
reproducción, fabricados en territorio español o adquiridos fuera de este para su distribución 
comercial o utilización dentro de dicho territorio.

2. Serán sujetos acreedores de esta compensación equitativa y única los autores de las 
obras señaladas en el apartado anterior, explotadas públicamente en alguna de las formas 
mencionadas en dicho apartado, conjuntamente y, en los casos y modalidades de 
reproducción en que corresponda, con los editores, los productores de fonogramas y 
videogramas y los artistas intérpretes o ejecutantes cuyas actuaciones hayan sido fijadas en 
dichos fonogramas y videogramas. Este derecho será irrenunciable para los autores y los 
artistas intérpretes o ejecutantes.

3. Serán sujetos deudores del pago de la citada compensación los fabricantes en 
España, en tanto actúen como distribuidores comerciales, así como los adquirentes fuera del 
territorio español, para su distribución comercial o utilización dentro de este, de equipos, 
aparatos y soportes materiales previstos en el apartado 1.

Asimismo, serán responsables solidarios del pago de la compensación los distribuidores, 
mayoristas y minoristas, que sean sucesivos adquirentes de los mencionados equipos, 
aparatos y soportes materiales, con respecto de los deudores que se los hubieran 
suministrado, salvo que acrediten haber satisfecho efectivamente a estos la compensación.

Los distribuidores, mayoristas y minoristas que sean sucesivos adquirentes de los 
mencionados equipos, aparatos y soportes materiales podrán solicitar a las entidades de 
gestión, conforme al procedimiento para hacer efectiva la compensación equitativa que se 
desarrollará por real decreto, la devolución de aquella en lo que corresponda a las ventas de 
equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción a sujetos exceptuados según el 
apartado 7.

4. La determinación de los equipos, aparatos y soportes materiales sujetos al pago de la 
compensación equitativa, las cantidades que los deudores deberán abonar por este 
concepto a los acreedores y la distribución de dicha compensación entre las distintas 
modalidades de reproducción se fijarán por Orden del Ministerio de la Presidencia y para las 
Administraciones Territoriales, a propuesta de los Ministerios de Educación, Cultura y 
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Deporte y de Energía, Turismo y Agenda Digital, previo informe a la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.

Con carácter previo a su aprobación será consultado el Consejo de Consumidores y 
Usuarios y emitirá informe preceptivo la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 
Intelectual.

Durante el procedimiento de elaboración de dicha Orden se dará audiencia a las 
entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, a los interesados y a las 
asociaciones mayoritarias que representen a los sujetos deudores, de acuerdo con lo que 
determine el Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital, debiendo aportar, todos estos, 
una propuesta motivada respecto a su ámbito de interés, que irá acompañada de un informe 
justificativo.

Por parte del Centro directivo promotor de la Orden se prestará primordial atención a las 
alegaciones de cada parte interesada directamente relacionadas con sus respectivos 
derechos legítimos específicos.

La Orden podrá ser revisada en cualquier momento en función de la evolución 
tecnológica y de las condiciones del mercado. En cualquier caso, deberá ser revisada, al 
menos, con una periodicidad de tres años.

5. A los efectos previstos en el apartado anterior, se tendrá en cuenta lo siguiente:
a) La determinación de la cuantía de la compensación equitativa se calculará sobre la 

base del perjuicio causado a los sujetos acreedores como consecuencia de las 
reproducciones realizadas al amparo del límite al derecho de reproducción previsto en el 
artículo 31, apartados 2 y 3. Para ello se tendrán en cuenta, al menos, los siguientes criterios 
objetivos:

1.º La intensidad de uso de los equipos, aparatos y soportes materiales, para lo que se 
tendrá en cuenta la estimación del número de copias realizadas al amparo del límite legal de 
copia privada.

2.º La capacidad de almacenamiento de los equipos, aparatos y soportes materiales, así 
como la importancia de la función de reproducción respecto al resto de funciones de 
aquellos.

3.º El impacto del límite legal de copia privada sobre la venta de ejemplares de las obras, 
teniendo en cuenta el grado de sustitución real de estos por las copias privadas realizadas y 
el efecto que supone que el adquirente de un ejemplar o copia original tenga la posibilidad 
de realizar copias privadas.

4.º El precio de la unidad de cada modalidad reproducida.
5.º El carácter digital o analógico de las reproducciones efectuadas al amparo del límite 

legal de copia privada, o la calidad y el tiempo de conservación de las reproducciones.
6.º La disponibilidad, grado de aplicación y efectividad de las medidas tecnológicas a las 

que se refiere el artículo 160.3 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y su 
impacto en las reproducciones realizadas al amparo del límite legal de copia privada.

7.º Las cuantías de la compensación equitativa por copia privada que resulte de 
aplicación en otros Estados miembros de la Unión Europea siempre que existan bases 
homogéneas de comparación.

b) No darán origen a una obligación de compensación aquellas situaciones en las que el 
perjuicio causado al titular del derecho de reproducción haya sido mínimo, que se 
determinarán mediante real decreto.

c) No tendrán la consideración de reproducciones para uso privado las siguientes:
1.º Las efectuadas en establecimientos dedicados a la realización de reproducciones 

para el público, o que tengan a disposición del público los equipos, aparatos y materiales 
para su realización.

2.º Las realizadas mediante equipos, aparatos y soportes de reproducción digital que no 
se hayan puesto a disposición de derecho o de hecho usuarios privados y que estén 
manifiestamente reservados a usos distintos a la realización de copias privadas.

d) Los equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción concebidos 
manifiestamente para uso profesional y que no se hayan puesto de derecho o de hecho a 
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disposición de usuarios privados para la realización de copias privadas, no estarán sujetos al 
pago de la compensación equitativa por copia privada.

6. La obligación de pago de la compensación prevista en el apartado 1 de este artículo 
nacerá en los siguientes supuestos:

a) Para los fabricantes en tanto actúen como distribuidores y para los adquirentes de 
equipos, aparatos y soportes materiales fuera del territorio español con destino a su 
distribución comercial en este, en el momento en que se produzca por parte del deudor la 
transmisión de la propiedad o, en su caso, la cesión del uso o disfrute de cualquiera de 
aquellos.

b) Para los adquirentes de equipos, aparatos y soportes materiales fuera del territorio 
español con destino a su utilización dentro de dicho territorio, desde el momento de su 
adquisición.

7. Quedarán exceptuadas del pago de la compensación, las siguientes adquisiciones de 
equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción:

a) Las realizadas por las entidades que integran el sector público según se establezca en 
el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, así como por el Congreso de los Diputados, el 
Senado, el Consejo General del Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas, el Defensor del 
Pueblo, las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas y las instituciones 
autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo. Esta exceptuación 
se podrá acreditar a los deudores y, en su caso, a los responsables solidarios:

1.º Mediante una certificación emitida por el órgano competente de la Administración 
General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, de las 
Entidades que integran la Administración Local, de las entidades gestoras y los servicios 
comunes de la Seguridad Social, de las Universidades Públicas así como del Congreso de 
los Diputados, el Senado, el Consejo General del Poder Judicial, el Consejo de Estado, el 
Tribunal de Cuentas, el Defensor del Pueblo, las Asambleas legislativas de las Comunidades 
Autónomas y las instituciones autonómicas análogas al Consejo de Estado, Tribunal de 
Cuentas y al Defensor del Pueblo.

2.º Mediante una certificación emitida por el órgano de dirección y tutela respecto de las 
mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

3.º Mediante una certificación emitida por la administración territorial de la que dependan 
o a la que estén vinculados el resto de entes que conforman el sector público.

b) Las realizadas por personas jurídicas o físicas que actúen como consumidores finales, 
que justifiquen el destino exclusivamente profesional de los equipos, aparatos o soportes 
materiales adquiridos y siempre que estos no se hayan puesto, de derecho o de hecho, a 
disposición de usuarios privados y que estén manifiestamente reservados a usos distintos a 
la realización de copias privadas, lo que deberán acreditar a los deudores y, en su caso, a 
los responsables solidarios mediante una certificación emitida por la persona jurídica prevista 
en el apartado 10.

c) Las realizadas por quienes cuenten con la preceptiva autorización para llevar a efecto 
la correspondiente reproducción de obras, prestaciones artísticas, fonogramas o 
videogramas, según proceda, en el ejercicio de su actividad, lo que deberán acreditar a los 
deudores y, en su caso, a sus responsables solidarios, mediante una certificación emitida por 
la persona jurídica prevista en el apartado 10.

d) Las realizadas por personas físicas para uso privado fuera del territorio español en 
régimen de viajeros.

En defecto de certificación, los sujetos beneficiarios de la exceptuación podrán solicitar el 
reembolso de la compensación.

8. Aquellas personas jurídicas o físicas no exceptuadas del pago de la compensación 
podrán solicitar el reembolso de esta cuando:

a) Actúen como consumidores finales, justificando el destino exclusivamente profesional 
del equipo, aparato o soporte material de reproducción adquirido, y siempre que estos no se 
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hayan puesto, de derecho o de hecho, a disposición de usuarios privados y que estén 
manifiestamente reservados a usos distintos a la realización de copias privadas.

b) Los equipos, aparatos o soportes materiales de reproducción adquiridos se hayan 
destinado a la exportación o entrega intracomunitaria.

No se admitirán solicitudes de reembolso por importe inferior a veinticinco euros. No 
obstante, si la solicitud de reembolso acumula la compensación equitativa abonada por la 
adquisición de equipos, aparatos y soportes materiales realizada en un ejercicio anual, se 
admitirán aun cuando no alcancen los veinticinco euros.

El plazo para ejercer la acción de reembolso será de un año a computar desde la fecha 
consignada en la factura de la adquisición del equipo, aparato o soporte material que dio 
lugar al pago de compensación equitativa. En el caso de facturas anuales acumuladas por 
importe inferior a veinticinco euros, el plazo se computará a partir de la última factura.

9. La compensación equitativa se hará efectiva a través de las entidades de gestión de 
derechos de propiedad intelectual conforme al procedimiento que se determine a tal efecto 
por real decreto, debiendo las mismas garantizar a los deudores y a los responsables 
solidarios una comunicación unificada de la facturación que a estos les corresponda abonar.

10. Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual participarán en la 
constitución, conforme a la legalidad vigente, gestión y financiación de una persona jurídica 
que ejercerá, en representación de todas ellas, las siguientes funciones:

a) La gestión de las exceptuaciones del pago y de los reembolsos.
b) La recepción y posterior remisión a las entidades de gestión de las relaciones 

periódicas de equipos, aparatos y soportes de reproducción respecto de los que haya nacido 
la obligación de pago de la compensación, elaboradas por los sujetos deudores y, en su 
caso, por los responsables solidarios, en el marco del procedimiento para hacer efectiva la 
compensación que se determine mediante real decreto.

c) La comunicación unificada de la facturación.
11. Los deudores y sus responsables solidarios permitirán a la persona jurídica que las 

entidades de gestión constituyan conforme a lo previsto en el apartado anterior, el control de 
las adquisiciones y de las ventas sujetas al pago de la compensación equitativa así como de 
aquellas afectadas por las exceptuaciones establecidas en el apartado 7. Asimismo, los 
sujetos que hayan obtenido la certificación de exceptuación facilitarán, a petición de la 
referida persona jurídica, los datos necesarios para comprobar que se mantiene el efectivo 
cumplimiento de los requisitos para ser beneficiario de la exceptuación.

12. A los efectos de que el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, en el ejercicio de 
sus funciones de inspección, vigilancia y control sobre las entidades de gestión de derechos 
de propiedad intelectual, vele por el cumplimiento de las obligaciones de la referida persona 
jurídica, esta comunicará a la Secretaría de Estado de Cultura, el día 1 de abril de cada año, 
la siguiente información respecto del año anterior:

a) Un listado pormenorizado de las relaciones periódicas de equipos, aparatos y 
soportes de reproducción respecto de los que haya nacido la obligación de pago de la 
compensación, elaboradas por los sujetos deudores y por los responsables solidarios.

b) Un listado pormenorizado de las compensaciones pagadas por los sujetos deudores y 
por los responsables solidarios.

c) La relación de certificaciones de exceptuación y de reembolsos tramitadas.
d) Cuanta información adicional que el Ministerio de Educación Cultura y Deporte 

considere necesaria para ejercer sus funciones.
Dicha información se publicará en el sitio web del Ministerio de Educación, Cultura y 

Deporte.
Asimismo, el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte resolverá los conflictos que se le 

planteen respecto de las denegaciones, por la referida persona jurídica, de los certificados 
de exceptuación previstos en las letras b) y c) del apartado 7 y las solicitudes de reembolso 
del pago de la compensación equitativa por copia privada previstas en el apartado 8.
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TÍTULO III
Duración, límites y salvaguardia de otras disposiciones legales

CAPÍTULO I
Duración

Artículo 26.  Duración y cómputo.
Los derechos de explotación de la obra durarán toda la vida del autor y setenta años 

después de su muerte o declaración de fallecimiento.

Artículo 27.  Duración y cómputo en obras póstumas, seudónimas y anónimas.
1. Los derechos de explotación de las obras anónimas o seudónimas a las que se refiere 

el artículo 6 durarán setenta años desde su divulgación lícita.
Cuando antes de cumplirse este plazo fuera conocido el autor, bien porque el seudónimo 

que ha adoptado no deje dudas sobre su identidad, bien porque el mismo autor la revele, 
será de aplicación lo dispuesto en el artículo precedente.

2. Los derechos de explotación de las obras que no hayan sido divulgadas lícitamente 
durarán setenta años desde la creación de éstas, cuando el plazo de protección no sea 
computado a partir de la muerte o declaración de fallecimiento del autor o autores.

Artículo 28.  Duración y cómputo de las obras en colaboración y colectivas.
1. Los derechos de explotación de las obras en colaboración definidas en el artículo 7, 

comprendidas las obras cinematográficas y audiovisuales, durarán toda la vida de los 
coautores y setenta años desde la muerte o declaración de fallecimiento del último coautor 
superviviente.

En el caso de las composiciones musicales con letra, los derechos de explotación 
durarán toda la vida del autor de la letra y del autor de la composición musical y setenta años 
desde la muerte o declaración de fallecimiento del último superviviente, siempre que sus 
contribuciones fueran creadas específicamente para la respectiva composición musical con 
letra.

2. Los derechos de explotación sobre las obras colectivas definidas en el artículo 8 de 
esta Ley durarán setenta años desde la divulgación lícita de la obra protegida. No obstante, 
si las personas naturales que hayan creado la obra son identificadas como autores en las 
versiones de la misma que se hagan accesibles al público, se estará a lo dispuesto en los 
artículos 26 ó 28.1, según proceda.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de los derechos de los 
autores identificados cuyas aportaciones identificables estén contenidas en dichas obras, a 
las cuales se aplicarán el artículo 26 y el apartado 1 de este artículo, según proceda.

Artículo 29.  Obras publicadas por partes.
En el caso de obras divulgadas por partes, volúmenes, entregas o fascículos, que no 

sean independientes y cuyo plazo de protección comience a transcurrir cuando la obra haya 
sido divulgada de forma lícita, dicho plazo se computará por separado para cada elemento.

Artículo 30.  Cómputo de plazo de protección.
Los plazos de protección establecidos en esta Ley se computarán desde el día 1 de 

enero del año siguiente al de la muerte o declaración de fallecimiento del autor o al de la 
divulgación lícita de la obra, según proceda.
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CAPÍTULO II
Límites

Artículo 31.  Reproducciones provisionales y copia privada.
1. No requerirán autorización del autor los actos de reproducción provisional a los que se 

refiere el artículo 18 que, además de carecer por sí mismos de una significación económica 
independiente, sean transitorios o accesorios y formen parte integrante y esencial de un 
proceso tecnológico y cuya única finalidad consista en facilitar bien una transmisión en red 
entre terceras partes por un intermediario, bien una utilización lícita, entendiendo por tal la 
autorizada por el autor o por la ley.

2. Sin perjuicio de la compensación equitativa prevista en el artículo 25, no necesita 
autorización del autor la reproducción, en cualquier soporte, sin asistencia de terceros, de 
obras ya divulgadas, cuando concurran simultáneamente las siguientes circunstancias, 
constitutivas del límite legal de copia privada:

a) Que se lleve a cabo por una persona física exclusivamente para su uso privado, no 
profesional ni empresarial, y sin fines directa ni indirectamente comerciales.

b) Que la reproducción se realice a partir de una fuente lícita y que no se vulneren las 
condiciones de acceso a la obra o prestación.

c) Que la copia obtenida no sea objeto de una utilización colectiva ni lucrativa, ni de 
distribución mediante precio.

3. Quedan excluidas de lo dispuesto en el anterior apartado:
a) Las reproducciones de obras que se hayan puesto a disposición del público conforme 

al artículo 20.2.i), de tal forma que cualquier persona pueda acceder a ellas desde el lugar y 
momento que elija, autorizándose, con arreglo a lo convenido por contrato, y, en su caso, 
mediante pago de precio, la reproducción de la obra.

b) Las bases de datos electrónicas.
c) Los programas de ordenador, en aplicación de la letra a) del artículo 99.

Artículo 31 bis.  Seguridad y procedimientos oficiales.
No será necesaria autorización del autor cuando una obra se reproduzca, distribuya o 

comunique públicamente con fines de seguridad pública o para el correcto desarrollo de 
procedimientos administrativos, judiciales o parlamentarios.

Artículo 31 ter.  Accesibilidad para personas con discapacidad.
1. No necesitan autorización del titular de los derechos de propiedad intelectual los actos 

de reproducción, distribución y comunicación pública de obras ya divulgadas que se realicen 
en beneficio de personas con discapacidad, siempre que los mismos carezcan de finalidad 
lucrativa, guarden una relación directa con la discapacidad de que se trate, se lleven a cabo 
mediante un procedimiento o medio adaptado a la discapacidad y se limiten a lo que esta 
exige.

2. En aquellos supuestos especiales que no entren en conflicto con la explotación normal 
de la obra, y que no perjudiquen en exceso los intereses legítimos del titular del derecho, las 
entidades autorizadas establecidas en España que produzcan ejemplares en formato 
accesible de obras para uso exclusivo de personas ciegas, con discapacidad visual o con 
otras dificultades para acceder a textos impresos, podrán llevar a cabo los actos del 
apartado anterior, de la forma referida en el mismo, para uso exclusivo de dichos 
beneficiarios o de una entidad autorizada establecida en cualquier Estado miembro de la 
Unión Europea. Asimismo, los beneficiarios y las entidades autorizadas establecidas en 
España podrán conseguir o consultar un ejemplar en formato accesible facilitado por una 
entidad autorizada establecida en cualquier Estado miembro de la Unión Europea.

Se entiende por discapacidad visual y dificultad para acceder a obras impresas, incluido 
el formato audio y los formatos digitales, a los efectos de determinar los beneficiarios de este 
apartado, las que tienen las personas que:

a) sean ciegas;
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b) tengan una discapacidad visual que no pueda corregirse para darle una función visual 
sustancialmente equivalente a la de una persona sin ese tipo de discapacidad, y que, en 
consecuencia, no sean capaces de leer obras impresas en una medida sustancialmente 
equivalente a la de una persona sin ese tipo de discapacidad;

c) tengan una dificultad para percibir o leer que, en consecuencia, las incapacite para 
leer obras impresas en una medida sustancialmente equivalente a la de una persona sin esa 
dificultad, o

d) no puedan, debido a una discapacidad física, sostener o manipular un libro o centrar 
la vista o mover los ojos en la medida que normalmente sería aceptable para la lectura.

Serán entidades autorizadas, a los efectos de este artículo, aquellas entidades que 
proporcionen sin ánimo de lucro a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras 
dificultades para acceder a textos impresos, educación, formación pedagógica, lectura 
adaptada o acceso a la información, o que, siendo instituciones públicas u organizaciones 
sin ánimo de lucro, tengan estos servicios como una de sus actividades principales, como 
una de sus obligaciones institucionales o como parte de sus misiones de interés público.

3. Las entidades autorizadas a los efectos de este artículo, deberán:
a) Distribuir, comunicar o poner a disposición ejemplares en formato accesible de obras 

para uso exclusivo de los beneficiarios del apartado anterior o de otras entidades 
autorizadas.

b) Tomar las medidas necesarias para desincentivar la reproducción, distribución, 
comunicación al público o puesta a disposición del público, de forma no autorizada, de 
ejemplares en formato accesible.

c) Gestionar con la diligencia debida las obras, así como sus ejemplares, en formato 
accesible, y mantener un registro de dicha gestión.

d) Publicar información sobre las actuaciones realizadas en aplicación de las letras 
anteriores, siendo suficiente, a estos efectos, una actualización semestral en su portal de 
internet y una remisión de dicha información, actualizada semestralmente, al centro directivo 
del Ministerio de Cultura y Deporte competente en materia de propiedad intelectual y a la 
entidad o entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual que representen a los 
titulares de las obras adaptadas a formato accesible. El referido centro directivo del 
Ministerio de Cultura y Deporte creará y llevará un registro de las entidades autorizadas y 
podrá comprobar, en cualquier momento, las actuaciones informadas por estas.

e) Facilitar de forma accesible, previa solicitud, la lista de obras y formatos disponibles 
según lo previsto en la anterior letra d), y los datos de las entidades autorizadas con las que 
hayan intercambiado ejemplares en formato accesible, a los beneficiarios del apartado 
anterior, a otras entidades autorizadas o a los titulares de derechos.

El Ministerio de Cultura y Deporte remitirá a la Comisión Europea la información que 
haya recibido de las entidades autorizadas, incluyendo su nombre y datos de contacto.

Estas obligaciones deberán cumplirse respetando plenamente la normativa vigente en 
materia de tratamiento de datos personales.

4. Las entidades comunicarán al centro directivo del Ministerio de Cultura y Deporte 
competente en materia de propiedad intelectual, el cumplimiento de los requisitos contenidos 
en los anteriores apartados 2 y 3, exigibles a una entidad autorizada. En caso de 
incumplimiento de los mismos y de no ser atendido el oportuno requerimiento de 
subsanación, se requerirá a aquellas el cese de la actividad regulada en el presente artículo.

5. Lo previsto en los anteriores apartados 2, 3 y 4 lo es sin perjuicio de la aplicabilidad de 
la normativa de la Unión Europea en materia de intercambio transfronterizo entre esta y 
terceros países de ejemplares en formato accesible de determinadas obras y otras 
prestaciones protegidas por derechos de autor y derechos afines en favor de personas 
ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder a textos impresos.

Artículo 32.  Citas y reseñas e ilustración con fines educativos o de investigación científica.
1. Es lícita la inclusión en una obra propia de fragmentos de otras ajenas de naturaleza 

escrita, sonora o audiovisual, así como la de obras aisladas de carácter plástico o fotográfico 
figurativo, siempre que se trate de obras ya divulgadas y su inclusión se realice a título de 
cita o para su análisis, comentario o juicio crítico. Tal utilización solo podrá realizarse con 
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fines docentes o de investigación, en la medida justificada por el fin de esa incorporación e 
indicando la fuente y el nombre del autor de la obra utilizada.

Las recopilaciones periódicas efectuadas en forma de reseñas o revista de prensa 
tendrán la consideración de citas. No obstante, cuando se realicen recopilaciones de 
artículos periodísticos que consistan básicamente en su mera reproducción y dicha actividad 
se realice con fines comerciales, el autor que no se haya opuesto expresamente tendrá 
derecho a percibir una remuneración equitativa. En caso de oposición expresa del autor, 
dicha actividad no se entenderá amparada por este límite.

En todo caso, la reproducción, distribución o comunicación pública, total o parcial, de 
artículos periodísticos aislados en un dossier de prensa que tenga lugar dentro de cualquier 
organización requerirá la autorización de los titulares de derechos.

2. La puesta a disposición del público, por parte de prestadores de servicios electrónicos 
de agregación de contenidos, de textos o fragmentos de textos de publicaciones de prensa 
objeto de derechos de propiedad intelectual requerirá la concesión, por parte de los titulares 
de derechos en lo relativo a usos en línea, de la correspondiente autorización prevista en el 
artículo 129 bis.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, la puesta a disposición del público 
por parte de prestadores de servicios que faciliten instrumentos de búsqueda de palabras 
aisladas no estará sujeta a autorización ni remuneración siempre que tal puesta a 
disposición del público se produzca sin finalidad comercial propia y se realice estrictamente 
circunscrita a lo imprescindible para ofrecer resultados de búsqueda en respuesta a 
consultas previamente formuladas por un usuario al buscador y siempre que la puesta a 
disposición del público incluya un enlace a la página de origen de los contenidos.

3. El profesorado de la educación reglada impartida en centros integrados en el sistema 
educativo español y el personal de Universidades y Organismos Públicos de investigación en 
sus funciones de investigación científica, no necesitarán autorización del autor o editor para 
realizar actos de reproducción, distribución y comunicación pública de pequeños fragmentos 
de obras y de obras aisladas de carácter plástico o fotográfico figurativo, cuando, no 
concurriendo una finalidad comercial, se cumplan simultáneamente las siguientes 
condiciones:

a) Que tales actos se hagan únicamente para la ilustración de sus actividades 
educativas, tanto en la enseñanza presencial como en la enseñanza a distancia, o con fines 
de investigación científica, y en la medida justificada por la finalidad no comercial 
perseguida.

b) Que se trate de obras ya divulgadas.
c) Que las obras no tengan la condición de libro de texto, manual universitario o 

publicación asimilada, salvo que se trate de:
1.º Actos de reproducción para la comunicación pública, incluyendo el propio acto de 

comunicación pública, que no supongan la puesta a disposición ni permitan el acceso de los 
destinatarios a la obra o fragmento. En estos casos deberá incluirse expresamente una 
localización desde la que los alumnos puedan acceder legalmente a la obra protegida.

2.º Actos de distribución de copias exclusivamente entre el personal investigador 
colaborador de cada proyecto específico de investigación y en la medida necesaria para este 
proyecto.

A estos efectos, se entenderá por libro de texto, manual universitario o publicación 
asimilada, cualquier publicación, impresa o susceptible de serlo, editada con el fin de ser 
empleada como recurso o material del profesorado o el alumnado de la educación reglada 
para facilitar el proceso de la enseñanza o aprendizaje.

d) Que se incluyan el nombre del autor y la fuente, salvo en los casos en que resulte 
imposible.

A estos efectos, se entenderá por pequeño fragmento de una obra, un extracto o porción 
cuantitativamente poco relevante sobre el conjunto de la misma.

Los autores y editores no tendrán derecho a remuneración alguna por la realización de 
estos actos.
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4. Tampoco necesitarán la autorización del autor o editor los actos de reproducción 
parcial, de distribución y de comunicación pública de obras o publicaciones, impresas o 
susceptibles de serlo, cuando concurran simultáneamente las siguientes condiciones:

a) Que tales actos se lleven a cabo únicamente para la ilustración con fines educativos y 
de investigación científica.

b) Que los actos se limiten a un capítulo de un libro, artículo de una revista o extensión 
equivalente respecto de una publicación asimilada, o extensión asimilable al 10 por ciento 
del total de la obra, resultando indiferente a estos efectos que la copia se lleve a cabo a 
través de uno o varios actos de reproducción.

c) Que los actos se realicen en las universidades o centros públicos de investigación, por 
su personal y con sus medios e instrumentos propios.

d) Que concurra, al menos, una de las siguientes condiciones:
1.º Que la distribución de las copias parciales se efectúe exclusivamente entre los 

alumnos y personal docente o investigador del mismo centro en el que se efectúa la 
reproducción.

2.º Que sólo los alumnos y el personal docente o investigador del centro en el que se 
efectúe la reproducción parcial de la obra puedan tener acceso a la misma a través de los 
actos de comunicación pública autorizados en el presente apartado, llevándose a cabo la 
puesta a disposición a través de las redes internas y cerradas a las que únicamente puedan 
acceder esos beneficiarios o en el marco de un programa de educación a distancia ofertado 
por dicho centro docente.

En defecto de previo acuerdo específico al respecto entre el titular del derecho de 
propiedad intelectual y el centro universitario u organismo de investigación, y salvo que dicho 
centro u organismo sea titular de los correspondientes derechos de propiedad intelectual 
sobre las obras reproducidas, distribuidas y comunicadas públicamente de forma parcial 
según el apartado b), los autores y editores de éstas tendrán un derecho irrenunciable a 
percibir de los centros usuarios una remuneración equitativa, que se hará efectiva a través 
de las entidades de gestión.

5. No se entenderán comprendidas en los apartados 3 y 4 las partituras musicales, las 
obras de un solo uso ni las compilaciones o agrupaciones de fragmentos de obras, o de 
obras aisladas de carácter plástico o fotográfico figurativo.

Artículo 33.  Trabajos sobre temas de actualidad.
1. Los trabajos y artículos sobre temas de actualidad difundidos por los medios de 

comunicación social podrán ser reproducidos, distribuidos y comunicados públicamente por 
cualesquiera otros de la misma clase, citando la fuente y el autor si el trabajo apareció con 
firma y siempre que no se hubiese hecho constar en origen la reserva de derechos. Todo ello 
sin perjuicio del derecho del autor a percibir la remuneración acordada o, en defecto de 
acuerdo, la que se estime equitativa.

Cuando se trate de colaboraciones literarias será necesaria, en todo caso, la oportuna 
autorización del autor.

2. Igualmente, se podrán reproducir, distribuir y comunicar las conferencias, alocuciones, 
informes ante los Tribunales y otras obras del mismo carácter que se hayan pronunciado en 
público, siempre que esas utilizaciones se realicen con el exclusivo fin de informar sobre la 
actualidad. Esta última condición no será de aplicación a los discursos pronunciados en 
sesiones parlamentarias o de corporaciones públicas. En cualquier caso, queda reservado al 
autor el derecho a publicar en colección tales obras.

Artículo 34.  Utilización de bases de datos por el usuario legítimo y limitaciones a los 
derechos de explotación del titular de una base de datos.

1. El usuario legítimo de una base de datos protegida en virtud del artículo 12 de esta 
Ley o de copias de la misma, podrá efectuar, sin la autorización del autor de la base, todos 
los actos que sean necesarios para el acceso al contenido de la base de datos y a su normal 
utilización por el propio usuario, aunque estén afectados por cualquier derecho exclusivo de 
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ese autor. En la medida en que el usuario legítimo esté autorizado a utilizar sólo una parte de 
la base de datos, esta disposición será aplicable únicamente a dicha parte.

Cualquier pacto en contrario a lo establecido en esta disposición será nulo de pleno 
derecho.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artícu lo 31, no se necesitará la autorización del 
autor de una base de datos protegida en virtud del ar tículo 12 de esta Ley y que haya sido 
divulgada:

a) Cuando tratándose de una base de datos no electrónica se realice una reproducción 
con fines privados.

b) Cuando la utilización se realice con fines de ilustración de la enseñanza o de 
investigación científica siempre que se lleve a efecto en la medida justificada por el objetivo 
no comercial que se persiga e indicando en cualquier caso su fuente.

c) Cuando se trate de una utilización para fines de seguridad pública o a efectos de un 
procedimiento administrativo o judicial.

Artículo 35.  Utilización de las obras con ocasión de informaciones de actualidad y de las 
situadas en vías públicas.

1. Cualquier obra susceptible de ser vista u oída con ocasión de informaciones sobre 
acontecimientos de la actualidad puede ser reproducida, distribuida y comunicada 
públicamente, si bien sólo en la medida que lo justifique dicha finalidad informativa.

2. Las obras situadas permanentemente en parques, calles, plazas u otras vías públicas 
pueden ser reproducidas, distribuidas y comunicadas libremente por medio de pinturas, 
dibujos, fotografías y procedimientos audiovisuales.

Artículo 36.  Cable, satélite y grabaciones técnicas.
1. La autorización para emitir una obra comprende la transmisión por cable de la 

emisión, cuanto ésta se realice simultánea e íntegramente por la entidad de origen y sin 
exceder la zona geográfica prevista en dicha autorización.

2. Asimismo, la referida autorización comprende su incorporación a un programa dirigido 
hacia un satélite que permita la recepción de esta obra a través de entidad distinta de la de 
origen, cuando el autor o su derechohabiente haya autorizado a esta última entidad para 
comunicar la obra al público, en cuyo caso, además, la emisora de origen quedará exenta 
del pago de toda remuneración.

3. La cesión del derecho de comunicación pública de una obra, cuando ésta se realiza a 
través de la radiodifusión, facultará a la entidad radiodifusora para registrar la misma por sus 
propios medios y para sus propias emisiones inalámbricas, al objeto de realizar, por una sola 
vez, la comunicación pública autorizada. Para nuevas difusiones de la obra así registrada 
será necesaria la cesión del derecho de reproducción y de comunicación pública.

4. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo previsto en el artículo 20 
de la presente Ley.

Artículo 37.  Reproducción, préstamo y consulta de obras mediante terminales 
especializados en determinados establecimientos.

1. Los titulares de los derechos de autor no podrán oponerse a las reproducciones de las 
obras, cuando aquéllas se realicen sin finalidad lucrativa por los museos, bibliotecas, 
fonotecas, filmotecas, hemerotecas o archivos de titularidad pública o integradas en 
instituciones de carácter cultural o científico y la reproducción se realice exclusivamente para 
fines de investigación o conservación.

2. Asimismo, los museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas, fonotecas o filmotecas de 
titularidad pública o que pertenezcan a entidades de interés general de carácter cultural, 
científico o educativo sin ánimo de lucro, o a instituciones docentes integradas en el sistema 
educativo español, no precisarán autorización de los titulares de derechos por los préstamos 
que realicen.

Los titulares de estos establecimientos remunerarán a los autores por los préstamos que 
realicen de sus obras en la cuantía que se determine mediante Real Decreto. La 
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remuneración se hará efectiva a través de las entidades de gestión de los derechos de 
propiedad intelectual.

Cuando los titulares de los establecimientos sean los Municipios, la remuneración será 
satisfecha por las Diputaciones Provinciales. Allí donde no existen, la remuneración será 
satisfecha por la Administración que asume sus funciones.

Quedan eximidos de la obligación de remuneración los establecimientos de titularidad 
pública que presten servicio en municipios de menos de 5.000 habitantes, así como las 
bibliotecas de las instituciones docentes integradas en el sistema educativo español.

El Real Decreto por el que se establezca la cuantía contemplará asimismo los 
mecanismos de colaboración necesarios entre el Estado, las Comunidades Autónomas y las 
corporaciones locales para el cumplimiento de las obligaciones de remuneración que afecten 
a establecimientos de titularidad pública.

3. No necesitará autorización del autor la comunicación de obras o su puesta a 
disposición de personas concretas del público a efectos de investigación cuando se realice 
mediante red cerrada e interna a través de terminales especializados instalados a tal efecto 
en los locales de los establecimientos citados en el anterior apartado y siempre que tales 
obras figuren en las colecciones del propio establecimiento y no sean objeto de condiciones 
de adquisición o de licencia. Todo ello sin perjuicio del derecho del autor a percibir una 
remuneración equitativa.

Artículo 37 bis.  Obras huérfanas.
1. Se considerará obra huérfana a la obra cuyos titulares de derechos no están 

identificados o, de estarlo, no están localizados a pesar de haberse efectuado una previa 
búsqueda diligente de los mismos.

2. Si existen varios titulares de derechos sobre una misma obra y no todos ellos han sido 
identificados o, a pesar de haber sido identificados, no han sido localizados tras haber 
efectuado una búsqueda diligente, la obra se podrá utilizar conforme a la presente ley, sin 
perjuicio de los derechos de los titulares que hayan sido identificados y localizados y, en su 
caso, de la necesidad de la correspondiente autorización.

3. Toda utilización de una obra huérfana requerirá la mención de los nombres de los 
autores y titulares de derechos de propiedad intelectual identificados, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 14.2.º

4. Los centros educativos, museos, bibliotecas y hemerotecas accesibles al público, así 
como los organismos públicos de radiodifusión, archivos, fonotecas y filmotecas podrán 
reproducir, a efectos de digitalización, puesta a disposición del público, indexación, 
catalogación, conservación o restauración, y poner a disposición del público, en la forma 
establecida en el artículo 20.2.i), las siguientes obras huérfanas, siempre que tales actos se 
lleven a cabo sin ánimo de lucro y con el fin de alcanzar objetivos relacionados con su misión 
de interés público, en particular la conservación y restauración de las obras que figuren en 
su colección y la facilitación del acceso a la misma con fines culturales y educativos:

a) Obras cinematográficas o audiovisuales, fonogramas y obras publicadas en forma de 
libros, periódicos, revistas u otro material impreso que figuren en las colecciones de centros 
educativos, museos, bibliotecas y hemerotecas accesibles al público, así como de archivos, 
fonotecas y filmotecas.

b) Obras cinematográficas o audiovisuales y fonogramas producidos por organismos 
públicos de radiodifusión hasta el 31 de diciembre de 2002 inclusive, y que figuren en sus 
archivos.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará también a las obras y prestaciones protegidas 
que estén insertadas o incorporadas en las obras citadas en el presente apartado o formen 
parte integral de éstas.

5.Las obras huérfanas se podrán utilizar siempre que hayan sido publicadas por primera 
vez o, a falta de publicación, hayan sido radiodifundidas por primera vez en un Estado 
miembro de la Unión Europea. Dicha utilización podrá llevarse a cabo previa búsqueda 
diligente, en dicho Estado, de los titulares de los derechos de propiedad intelectual de la 
obra huérfana. En el caso de las obras cinematográficas o audiovisuales cuyo productor 
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tenga su sede o residencia habitual en un Estado miembro de la Unión Europea, la 
búsqueda de los titulares deberá realizarse en dicho Estado.

Asimismo, las entidades citadas en el apartado anterior que hubieran puesto a 
disposición del público, con el consentimiento de sus titulares de derechos, obras huérfanas 
no publicadas ni radiodifundidas, podrán utilizarlas, cuando sea razonable presumir que sus 
titulares no se opondrían a los usos previstos en este artículo. En este caso, la búsqueda a 
que se refiere el párrafo anterior deberá realizarse en España.

La búsqueda diligente se realizará de buena fe, mediante la consulta de, al menos, las 
fuentes de información que reglamentariamente se determinen, sin perjuicio de la obligación 
de consultar fuentes adicionales disponibles en otros países donde haya indicios de la 
existencia de información pertinente sobre los titulares de derechos.

6. Las entidades citadas en el apartado 4 registrarán el proceso de búsqueda de los 
titulares de derechos y remitirán la siguiente información al órgano competente a que se 
refiere el apartado siguiente:

a) Los resultados de las búsquedas diligentes que hayan efectuado y que hayan llevado 
a la conclusión de que una obra o un fonograma debe considerarse obra huérfana.

b) El uso que las entidades hacen de las obras huérfanas de conformidad con la 
presente ley.

c) Cualquier cambio, de conformidad con el apartado siguiente, en la condición de obra 
huérfana de las obras y los fonogramas que utilicen.

d) La información de contacto pertinente de la entidad en cuestión.
7. En cualquier momento, los titulares de derechos de propiedad intelectual de una obra 

podrán solicitar al órgano competente que reglamentariamente se determine el fin de su 
condición de obra huérfana en lo que se refiere a sus derechos y percibir una compensación 
equitativa por la utilización llevada a cabo conforme a lo dispuesto en este artículo.

Artículo 38.  Actos oficiales y ceremonias religiosas.
La ejecución de obras musicales en el curso de actos oficiales del Estado, de las 

Administraciones públicas y ceremonias religiosas no requerirá autorización de los titulares 
de los derechos, siempre que el público pueda asistir a ellas gratuitamente y los artistas que 
en las mismas intervengan no perciban remuneración específica por su interpretación o 
ejecución en dichos actos.

Artículo 39.  Parodia.
No será considerada transformación que exija consentimiento del autor la parodia de la 

obra divulgada, mientras no implique riesgo de confusión con la misma ni se infiera un daño 
a la obra original o a su autor.

Artículo 40.  Tutela del derecho de acceso a la cultura.
Si a la muerte o declaración de fallecimiento del autor, sus derechohabientes ejerciesen 

su derecho a la no divulgación de la obra, en condiciones que vulneren lo dispuesto en el 
artículo 44 de la Constitución, el Juez podrá ordenar las medidas adecuadas a petición del 
Estado, las Comunidades Autónomas, las Corporaciones locales, las instituciones públicas 
de carácter cultural o de cualquier otra persona que tenga un interés legítimo.

Artículo 40 bis.  Disposición común a todas las del presente capítulo.
Los artículos del presente capítulo no podrán interpretarse de manera tal que permitan 

su aplicación de forma que causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del 
autor o que vayan en detrimento de la explotación normal de las obras a que se refieran.

CAPÍTULO III
Salvaguardia de aplicación de otras disposiciones legales
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Artículo 40 ter.  Salvaguardia de aplicación de otras disposiciones legales.
Lo dispuesto en los artículos del presente Libro I, sobre la protección de las bases de 

datos, se entenderá sin perjuicio de cualesquiera otras disposiciones legales que afecten a la 
estructura o al contenido de cualesquiera de esas bases, tales como las relativas a otros 
derechos de propiedad intelectual, derecho "sui generis", sobre una base de datos, derecho 
de propiedad industrial, derecho de la competencia, derecho contractual, secretos, 
protección de los datos de carácter personal, protección de los tesoros nacionales o sobre el 
acceso a los documentos públicos.

TÍTULO IV
Dominio público

Artículo 41.  Condiciones para la utilización de las obras en dominio público.
La extinción de los derechos de explotación de las obras determinará su paso al dominio 

público.
Las obras de dominio público podrán ser utilizadas por cualquiera, siempre que se 

respete la autoría y la integridad de la obra, en los términos previstos en los apartados 3.º y 
4.º del artículo 14.

TÍTULO V
Transmisión de los derechos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 42.  Transmisión «mortis causa».
Los derechos de explotación de la obra se transmiten «mortis causa» por cualquiera de 

los medios admitidos en derecho.

Artículo 43.  Transmisión «inter vivos».
1. Los derechos de explotación de la obra pueden transmitirse por actos «inter vivos», 

quedando limitada la cesión al derecho o derechos cedidos, a las modalidades de 
explotación expresamente previstas y al tiempo y ámbito territorial que se determinen.

2. La falta de mención del tiempo limita la transmisión a cinco años y la del ámbito 
territorial al país en el que se realice la cesión. Si no se expresan específicamente y de modo 
concreto las modalidades de explotación de la obra, la cesión quedará limitada a aquella que 
se deduzca necesariamente del propio contrato y sea indispensable para cumplir la finalidad 
del mismo.

3. Será nula la cesión de derechos de explotación respecto del conjunto de las obras que 
pueda crear el autor en el futuro.

4. Serán nulas las estipulaciones por las que el autor se comprometa a no crear alguna 
obra en el futuro.

5. La transmisión de los derechos de explotación no alcanza a las modalidades de 
utilización o medios de difusión inexistentes o desconocidos al tiempo de la cesión.

Artículo 44.  Menores de vida independiente.
Los autores menores de dieciocho años y mayores de dieciséis, que vivan de forma 

independiente con consentimiento de sus padres o tutores o con autorización de la persona 
o institución que los tengan a su cargo, tienen plena capacidad para ceder derechos de 
explotación.
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Artículo 45.  Formalización escrita.
Toda cesión deberá formalizarse por escrito. Si, previo requerimiento fehaciente, el 

cesionario incumpliere esta exigencia, el autor podrá optar por la resolución del contrato.

Artículo 46.  Remuneración proporcional y a tanto alzado.
1. La cesión otorgada por el autor a título oneroso le confiere una participación 

proporcional en los ingresos de la explotación, en la cuantía convenida con el cesionario.
2. Podrá estipularse, no obstante, una remuneración a tanto alzado para el autor en los 

siguientes casos:
a) Cuando, atendida la modalidad de la explotación, exista dificultad grave en la 

determinación de los ingresos o su comprobación sea imposible o de un coste 
desproporcionado con la eventual retribución.

b) Cuando la utilización de la obra tenga carácter accesorio respecto de la actividad o del 
objeto material a los que se destinen.

c) Cuando la obra, utilizada con otras, no constituya un elemento esencial de la creación 
intelectual en la que se integre.

d) En el caso de la primera o única edición de las siguientes obras no divulgadas 
previamente:

1.º Diccionarios, antologías y enciclopedias.
2.º Prólogos, anotaciones, introducciones y presentaciones.
3.º Obras científicas.
4.º Trabajos de ilustración de una obra.
5.º Traducciones.
6.º Ediciones populares a precios reducidos.

Artículo 47.  Acción de revisión por remuneración no equitativa.
1. Si en la cesión se produjese una manifiesta desproporción entre la remuneración 

inicialmente pactada por el autor en comparación con la totalidad de los ingresos 
subsiguientes derivados de la explotación de las obras obtenidos por el cesionario o su 
derechohabiente, aquel podrá pedir la revisión del contrato y, en defecto de acuerdo, acudir 
al Juez para que fije una remuneración adecuada y equitativa, atendidas las circunstancias 
del caso.

2. Esta facultad podrá ejercitarse dentro de los diez años siguientes al de la cesión, 
siempre que no exista pacto expreso acordado al efecto, convenio colectivo o acuerdo 
sectorial entre los representantes de los autores y los cesionarios que prevean un 
procedimiento de revisión de la remuneración no equitativa por la cesión de derechos como 
el indicado en el apartado anterior.

3. Esta acción de revisión no será aplicable a los autores de los programas de ordenador 
en el sentido del artículo 97, ni a las autorizaciones exclusivas concedidas por las entidades 
de gestión y los operadores de gestión independiente regulados en el Título IV del Libro II.

Artículo 48.  Cesión en exclusiva.
La cesión en exclusiva deberá otorgarse expresamente con este carácter y atribuirá al 

cesionario, dentro del ámbito de aquélla, la facultad de explotar la obra con exclusión de otra 
persona, comprendido el propio cedente, y, salvo pacto en contrario, las de otorgar 
autorizaciones no exclusivas a terceros. Asimismo, le confiere legitimación, con 
independencia de la del titular cedente, para perseguir las violaciones que afecten a las 
facultades que se le hayan concedido.

Esta cesión constituye al cesionario en la obligación de poner todos los medios 
necesarios para la efectividad de la explotación concedida, según la naturaleza de la obra y 
los usos vigentes en la actividad profesional, industrial o comercial de que se trate.
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Artículo 48 bis.  Derecho de revocación.
1. Cuando un autor haya concedido una autorización o cedido sus derechos sobre una 

obra de forma exclusiva podrá resolver, en todo o en parte, la autorización o cesión si la obra 
no está siendo explotada.

El autor podrá optar, como alternativa a la resolución anterior, por poner fin a la 
exclusividad del contrato.

El presente apartado no será de aplicación si la ausencia de explotación se debe 
principalmente a circunstancias que se puede razonablemente esperar sean subsanadas por 
el autor o el artista intérprete o ejecutante.

2. Quedan excluidas de lo dispuesto en el apartado anterior las obras colectivas, las 
obras en colaboración y los programas de ordenador.

3. Este derecho podrá ejercerse, previa comunicación, una vez transcurridos cinco años 
desde la autorización o cesión de los derechos siempre que no exista pacto expreso 
acordado al efecto, convenio colectivo o acuerdo sectorial en el que se regule el ejercicio de 
este derecho. La comunicación del autor fijará un plazo no inferior a un año vencido el cual 
podrá decidir poner fin a la autorización, a la cesión o a la exclusividad del contrato.

4. El derecho regulado en este artículo será irrenunciable.

Artículo 49.  Transmisión del derecho del cesionario en exclusiva.
El cesionario en exclusiva podrá transmitir a otro su derecho con el consentimiento 

expreso del cedente.
En defecto de consentimiento, los cesionarios responderán solidariamente frente al 

primer cedente de las obligaciones de la cesión.
No será necesario el consentimiento cuando la transmisión se lleve a efecto como 

consecuencia de la disolución o del cambio de titularidad de la empresa cesionaria.

Artículo 50.  Cesión no exclusiva.
1. El cesionario no exclusivo quedará facultado para utilizar la obra de acuerdo con los 

términos de la cesión y en concurrencia tanto con otros cesionarios como con el propio 
cedente. Su derecho será intransmisible, salvo en los supuestos previstos en el párrafo 
tercero del artículo anterior.

2. Las autorizaciones no exclusivas concedidas por las entidades de gestión para 
utilización de sus repertorios serán, en todo caso, intransmisibles.

Artículo 51.  Transmisión de los derechos del autor asalariado.
1. La transmisión al empresario de los derechos de explotación de la obra creada en 

virtud de una relación laboral se regirá por lo pactado en el contrato, debiendo éste 
realizarse por escrito.

2. A falta de pacto escrito, se presumirá que los derechos de explotación han sido 
cedidos en exclusiva y con el alcance necesario para el ejercicio de la actividad habitual del 
empresario en el momento de la entrega de la obra realizada en virtud de dicha relación 
laboral.

3. En ningún caso podrá el empresario utilizar la obra o disponer de ella para un sentido 
o fines diferentes de los que se derivan de lo establecido en los dos apartados anteriores.

4. Las demás disposiciones de esta Ley serán, en lo pertinente, de aplicación a estas 
transmisiones, siempre que así se derive de la finalidad y objeto del contrato.

5. La titularidad de los derechos sobre un programa de ordenador creado por un 
trabajador asalariado en el ejercicio de sus funciones o siguiendo las instrucciones de su 
empresario se regirá por lo previsto en el apartado 4 del artículo 97 de esta Ley.

Artículo 52.  Transmisión de derechos para publicaciones periódicas.
Salvo estipulación en contrario, los autores de obras reproducidas en publicaciones 

periódicas conservan su derecho a explotarlas en cualquier forma que no perjudique la 
normal de la publicación en la que se hayan insertado.
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El autor podrá disponer libremente de su obra, si ésta no se reprodujese en el plazo de 
un mes desde su envío o aceptación en las publicaciones diarias o en el de seis meses en 
las restantes, salvo pacto en contrario.

La remuneración del autor de las referidas obras podrá consistir en un tanto alzado.

Artículo 53.  Hipoteca y embargo de los derechos de autor.
1. Los derechos de explotación de las obras protegidas en esta Ley podrán ser objeto de 

hipoteca con arreglo a la legislación vigente.
2. Los derechos de explotación correspondientes al autor no son embargables, pero sí lo 

son sus frutos o productos, que se considerarán como salarios, tanto en lo relativo al orden 
de prelación para el embargo, como a retenciones o parte inembargable.

Artículo 54.  Créditos por la cesión de derechos de explotación.
(Derogado)

Artículo 55.  Beneficios irrenunciables.
Salvo disposición de la propia Ley, los beneficios que se otorgan en el presente Título a 

los autores y a sus derechohabientes serán irrenunciables.

Artículo 56.  Transmisión de derechos a los propietarios de ciertos soportes materiales.
1. El adquirente de la propiedad del soporte a que se haya incorporado la obra no tendrá, 

por este solo título, ningún derecho de explotación sobre esta última.
2. No obstante, el propietario del original de una obra de artes plásticas o de una obra 

fotográfica tendrá el derecho de exposición pública de la obra, aunque ésta no haya sido 
divulgada, salvo que el autor hubiera excluido expresamente este derecho en el acto de 
enajenación del original. En todo caso, el autor podrá oponerse al ejercicio de este derecho, 
mediante la aplicación, en su caso, de las medidas cautelares previstas en esta Ley, cuando 
la exposición se realice en condiciones que perjudiquen su honor o reputación profesional.

Artículo 57.  Aplicación preferente de otras disposiciones.
La transmisión de derechos de autor para su explotación a través de las modalidades de 

edición, representación o ejecución, o de producción de obras audiovisuales se regirá, 
respectivamente y en todo caso, por lo establecido en las disposiciones específicas de este 
Libro I, y en lo no previsto en las mismas, por lo establecido en este capítulo.

Las cesiones de derechos para cada una de las distintas modalidades de explotación 
deberán formalizarse en documentos independientes.

CAPÍTULO II
Contrato de edición

Artículo 58.  Concepto.
1. Por el contrato de edición el autor o sus derechohabientes ceden al editor, mediante 

compensación económica, el derecho de reproducir su obra y el de distribuirla. El editor se 
obliga a realizar estas operaciones por su cuenta y riesgo en las condiciones pactadas y con 
sujeción a lo dispuesto en esta ley.

2. Esta cesión constituye fundamento jurídico suficiente para que el editor tenga derecho 
a una parte de la compensación equitativa prevista en el artículo 25.

Artículo 59.  Obras futuras, encargo de una obra y colaboraciones en publicaciones 
periódicas.

1. Las obras futuras no son objeto del contrato de edición regulado en esta Ley.
2. El encargo de una obra no es objeto del contrato de edición, pero la remuneración que 

pudiera convenirse será considerada como anticipo de los derechos que al autor le 
correspondiesen por la edición, si ésta se realizase.
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3. Las disposiciones de este capítulo tampoco serán de aplicación a las colaboraciones 
en publicaciones periódicas, salvo que así lo exijan, en su caso, la naturaleza y la finalidad 
del contrato.

Artículo 60.  Formalización y contenido mínimo.
El contrato de edición deberá formalizarse por escrito y expresar en todo caso:
1.º Si la cesión del autor al editor tiene carácter de exclusiva.
2.º Su ámbito territorial.
3.º El número máximo y mínimo de ejemplares que alcanzará la edición o cada una de 

las que se convengan.
4.º La forma de distribución de los ejemplares y los que se reserven al autor, a la crítica y 

a la promoción de la obra.
5.º La remuneración del autor, establecida conforme a lo dispuesto en el artículo 46 de 

esta Ley.
6.º El plazo para la puesta en circulación de los ejemplares de la única o primera edición, 

que no podrá exceder de dos años contados desde que el autor entregue al editor la obra en 
condiciones adecuadas para realizar la reproducción de la misma.

7.º El plazo en que el autor deberá entregar el original de su obra al editor.

Artículo 61.  Supuestos de nulidad y de subsanación de omisiones.
1. Será nulo el contrato no formalizado por escrito, así como el que no exprese los 

extremos exigidos en los apartados 3.º y 5.º del artículo anterior.
2. La omisión de los extremos mencionados en los apartados 6.º y 7.º del artículo 

anterior dará acción a los contratantes para compelerse recíprocamente a subsanar la falta. 
En defecto de acuerdo, lo hará el Juez atendiendo a las circunstancias del contrato, a los 
actos de las partes en su ejecución y a los usos.

Artículo 62.  Edición en forma de libro.
1. Cuando se trate de la edición de una obra en forma de libro, el contrato deberá 

expresar, además, los siguientes extremos:
a) La lengua o lenguas en que ha de publicarse la obra.
b) El anticipo a conceder, en su caso, por el editor al autor a cuenta de sus derechos.
c) La modalidad o modalidades de edición y, en su caso, la colección de la que formarán 

parte.
2. La falta de expresión de la lengua o lenguas en que haya de publicarse la obra sólo 

dará derecho al editor a publicarla en el idioma original de la misma.
3. Cuando el contrato establezca la edición de una obra en varias lenguas españolas 

oficiales, la publicación en una de ellas no exime al editor de la obligación de su publicación 
en las demás.

Si transcurridos cinco años desde que el autor entregue la obra, el editor no la hubiese 
publicado en todas las lenguas previstas en el contrato, el autor podrá resolverlo respecto de 
las lenguas en las que no se haya publicado.

4. Lo dispuesto en el apartado anterior se aplicará también para las traducciones de las 
obras extranjeras en España.

Artículo 63.  Excepciones al artículo 60.6.º.
La limitación del plazo prevista en el apartado 6.º del artículo 60 no será de aplicación a 

las ediciones de los siguientes tipos de obras:
1.º Antologías de obras ajenas, diccionarios, enciclopedias y colecciones análogas.
2.º Prólogos, epílogos, presentaciones, introducciones, anotaciones, comentarios e 

ilustraciones de obras ajenas.
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Artículo 64.  Obligaciones del editor.
Son obligaciones del editor:
1.º Reproducir la obra en la forma convenida, sin introducir ninguna modificación que el 

autor no haya consentido y haciendo constar en los ejemplares el nombre, firma o signo que 
lo identifique.

2.º Someter las pruebas de la tirada al autor, salvo pacto en contrario.
3.º Proceder a la distribución de la obra en el plazo y condiciones estipulados.
4.º Asegurar a la obra una explotación continua y una difusión comercial conforme a los 

usos habituales en el sector profesional de la edición.
5.º Satisfacer al autor la remuneración estipulada y, cuando ésta sea proporcional, al 

menos una vez cada año, la oportuna liquidación, de cuyo contenido le rendirá cuentas. 
Deberá, asimismo, poner anualmente a disposición de autor un certificado en el que se 
determinen los datos relativos a la fabricación, distribución y existencias de ejemplares. A 
estos efectos, si el autor lo solicita, el editor le presentará los correspondientes justificantes.

6.º Restituir al autor el original de la obra, objeto de la edición, una vez finalizadas las 
operaciones de impresión y tirada de la misma.

Artículo 65.  Obligaciones del autor.
Son obligaciones del autor:
1.º Entregar al editor en debida forma para su reproducción y dentro del plazo convenido 

la obra objeto de la edición.
2.º Responder ante el editor de la autoría y originalidad de la obra y del ejercicio pacífico 

de los derechos que le hubiese cedido.
3.º Corregir las pruebas de la tirada, salvo pacto en contrario.

Artículo 66.  Modificaciones en el contenido de la obra.
El autor, durante el período de corrección de pruebas, podrá introducir en la obra las 

modificaciones que estime imprescindibles, siempre que no alteren su carácter o finalidad, ni 
se eleve sustancialmente el coste de la edición. En cualquier caso, el contrato de edición 
podrá prever un porcentaje máximo de correcciones sobre la totalidad de la obra.

Artículo 67.  Derechos de autor en caso de venta en saldo y destrucción de la edición.
1. El editor no podrá, sin consentimiento del autor, vender como saldo la edición antes de 

dos años de la inicial puesta en circulación de los ejemplares.
2. Transcurrido dicho plazo, si el editor decide vender como saldo los que le resten, lo 

notificará fehacientemente al autor, quien podrá optar por adquirirlos ejerciendo tanteo sobre 
el precio de saldo o, en el caso de remuneración proporcional, percibir el 10 por 100 del 
facturado por el editor. La opción deberá ejercerla dentro de los treinta días siguientes al 
recibo de la notificación.

3. Si, tras el mismo plazo, el editor decide destruir el resto de los ejemplares de una 
edición, deberá asimismo notificarlo al autor, quien podrá exigir que se le entreguen 
gratuitamente todos o parte de los ejemplares, dentro del plazo de treinta días desde la 
notificación. El autor no podrá destinar dichos ejemplares a usos comerciales.

Artículo 68.  Resolución.
1. Sin perjuicio de las indemnizaciones a que tenga derecho, el autor podrá resolver el 

contrato de edición en los casos siguientes:
a) Si el editor no realiza la edición de la obra en el plazo y condiciones convenidos.
b) Si el editor incumple alguna de las obligaciones mencionadas en los apartados 2.º, 4.º 

y 5.º del artículo 64, no obstante el requerimiento expreso del autor exigiéndole su 
cumplimiento.

c) Si el editor procede a la venta como saldo o a la destrucción de los ejemplares que le 
resten de la edición, sin cumplir los requisitos establecidos en el artículo 67 de esta Ley.

d) Si el editor cede indebidamente sus derechos a un tercero.
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e) Cuando, previstas varias ediciones y agotada la última realizada, el editor no efectúe 
la siguiente edición en el plazo de un año desde que fuese requerido para ello por el autor. 
Una edición se considerará agotada a los efectos de este artículo cuando el número de 
ejemplares sin vender sea inferior al 5 por 100 del total de la edición y, en todo caso, inferior 
a 100.

f) En los supuestos de liquidación o cambio de titularidad de la empresa editorial, 
siempre que no se haya iniciado la reproducción de la obra, con devolución, en su caso, de 
las cantidades percibidas como anticipo.

2. Cuando por cese de la actividad del editor o a consecuencia de un procedimiento 
concursal se suspenda la explotación de la obra, la autoridad judicial, a instancia del autor, 
podrá fijar un plazo para que se reanude aquélla, quedando resuelto el contrato de edición si 
así no se hiciere.

Artículo 69.  Causas de extinción.
El contrato de edición se extingue, además de por las causas generales de extinción de 

los contratos, por las siguientes:
1.ª Por la terminación del plazo pactado.
2.ª Por la venta de la totalidad de los ejemplares, si ésta hubiera sido el destino de la 

edición.
3.ª Por el transcurso de diez años desde la cesión si la remuneración se hubiera pactado 

exclusivamente a tanto alzado de acuerdo con lo establecido en el artículo 46, apartado 2.d), 
de esta Ley.

4.ª En todo caso, a los quince años de haber puesto el autor al editor en condiciones de 
realizar la reproducción de la obra.

Artículo 70.  Efectos de la extinción.
Extinguido el contrato, y salvo estipulación en contrario, el editor, dentro de los tres años 

siguientes y cualquiera que sea la forma de distribución convenida, podrá enajenar los 
ejemplares que, en su caso, posea. El autor podrá adquirirlos por el 60 por 100 de su precio 
de venta al público o por el que se determine pericialmente, u optar por ejercer tanteo sobre 
el precio de venta.

Dicha enajenación quedará sujeta a las condiciones establecidas en el contrato 
extinguido.

Artículo 71.  Contrato de edición musical.
El contrato de edición de obras musicales o dramático-musicales por el que se conceden 

además al editor derechos de comunicación pública, se regirá por lo dispuesto en este 
capítulo, sin perjuicio de las siguientes normas:

1.ª Será válido el contrato aunque no se exprese el número de ejemplares. No obstante, 
el editor deberá confeccionar y distribuir ejemplares de la obra en cantidad suficiente para 
atender las necesidades normales de la explotación concedida, de acuerdo con el uso 
habitual en el sector profesional de la edición musical.

2.ª Para las obras sinfónicas y dramático-musicales el límite de tiempo previsto en el 
apartado 6.º del artículo 60 será de cinco años.

3.ª No será de aplicación a este contrato lo dispuesto en el apartado 1.c) del artículo 68, 
y en las cláusulas 2.ª, 3.ª y 4.ª del artículo 69.

Artículo 72.  Control de tirada.
El número de ejemplares de cada edición estará sujeto a control de tirada a través del 

procedimiento que reglamentariamente se establezca, oídos los sectores profesionales 
afectados.

El incumplimiento por el editor de los requisitos que a tal efecto se dispongan, facultará 
al autor o a sus causahabientes para resolver el contrato, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que hubiere podido incurrir el editor.
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Artículo 73.  Condiciones generales del contrato.
Los autores y editores, a través de las entidades de gestión de sus correspondientes 

derechos de propiedad intelectual o, en su defecto, a través de las asociaciones 
representativas de unos y otros, podrán acordar condiciones generales para el contrato de 
edición dentro del respeto a la ley.

CAPÍTULO III
Contrato de representación teatral y ejecución musical

Artículo 74.  Concepto.
Por el contrato regulado en este capítulo, el autor o sus derechohabientes ceden a una 

persona natural o jurídica el derecho de representar o ejecutar públicamente una obra 
literaria, dramática, musical, dramático-musical, pantomímica o coreográfica, mediante 
compensación económica. El cesionario se obliga a llevar a cabo la comunicación pública de 
la obra en las condiciones convenidas y con sujeción a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 75.  Modalidades y duración máxima del contrato.
1. Las partes podrán contratar la cesión por plazo cierto o por número determinado de 

comunicaciones al público.
En todo caso, la duración de la cesión en exclusiva no podrá exceder de cinco años.
2. En el contrato deberá estipularse el plazo dentro del cual debe llevarse a efecto la 

comunicación única o primera de la obra. Dicho plazo no podrá ser superior a dos años 
desde la fecha del contrato o, en su caso, desde que el autor puso al empresario en 
condiciones de realizar la comunicación.

Si el plazo no fuese fijado, se entenderá otorgado por un año. En el caso de que tuviera 
por objeto la representación escénica de la obra, el referido plazo será el de duración de la 
temporada correspondiente al momento de la conclusión del contrato.

Artículo 76.  Interpretación restrictiva del contrato.
Si en el contrato no se hubieran determinado las modalidades autorizadas, éstas 

quedarán limitadas a las de recitación y representación en teatros, salas o recintos cuya 
entrada requiera el pago de una cantidad de dinero.

Artículo 77.  Obligaciones del autor.
Son obligaciones del autor:
1.º Entregar al empresario el texto de la obra con la partitura, en su caso, completamente 

instrumentada, cuando no se hubiese publicado en forma impresa.
2.º Responder ante el cesionario de la autoría y originalidad de la obra y del ejercicio 

pacífico de los derechos que le hubiese cedido.

Artículo 78.  Obligaciones del cesionario.
El cesionario está obligado:
1.º A llevar a cabo la comunicación pública de la obra en el plazo convenido o 

determinado conforme al apartado 2 del artículo 75.
2.º A efectuar esa comunicación sin hacer en la obra variaciones, adiciones, cortes o 

supresiones no consentidas por el autor y en condiciones técnicas que no perjudiquen el 
derecho moral de éste.

3.º A garantizar al autor o a sus representantes la inspección de la representación 
pública de la obra y la asistencia a la misma gratuitamente.

4.º A satisfacer puntualmente al autor la remuneración convenida, que se determinará 
conforme a lo dispuesto en el artículo 46 de esta Ley.

5.º A presentar al autor o a sus representantes el programa exacto de los actos de 
comunicación, y cuando la remuneración fuese proporcional, una declaración de los 

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 7  Texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual

– 80 –



ingresos. Asimismo, el cesionario deberá facilitarles la comprobación de dichos programas y 
declaraciones.

Artículo 79.  Garantía del cobro de la remuneración.
Los empresarios de espectáculos públicos se considerarán depositarios de la 

remuneración correspondiente a los autores por la comunicación de sus obras cuando 
aquélla consista en una participación proporcional en los ingresos. Dicha remuneración 
deberán tenerla semanalmente a disposición de los autores o de sus representantes.

Artículo 80.  Ejecución del contrato.
Salvo que las partes hubieran convenido otra cosa, se sujetarán en la ejecución del 

contrato a las siguientes reglas:
1.ª Correrá a cargo del cesionario la obtención de las copias necesarias para la 

comunicación pública de la obra. Estas deberán ser visadas por el autor.
2.ª El autor y el cesionario elegirán de mutuo acuerdo los intérpretes principales y, 

tratándose de orquestas, coros, grupos de bailes y conjuntos artísticos análogos, el director.
3.ª El autor y el cesionario convendrán la redacción de la publicidad de los actos de 

comunicación.

Artículo 81.  Causas de resolución.
El contrato podrá ser resuelto por voluntad del autor en los siguientes casos:
1.º Si el empresario que hubiese adquirido derechos exclusivos, una vez iniciadas las 

representaciones públicas de la obra, las interrumpiere durante un año.
2.º Si el empresario incumpliere la obligación mencionada en el apartado 1.º del artículo 

78.
3.º Si el empresario incumpliere cualquiera de las obligaciones citadas en los apartados 

2.º, 3.º, 4.º y 5.º del mismo artículo 78, después de haber sido requerido por el autor para su 
cumplimiento.

Artículo 82.  Causas de extinción.
El contrato de representación se extingue, además de por las causas generales de 

extinción de los contratos, cuando, tratándose de una obra de estreno y siendo su 
representación escénica la única modalidad de comunicación contemplada en el contrato, 
aquélla hubiese sido rechazada claramente por el público y así se hubiese expresado en el 
contrato.

Artículo 83.  Ejecución pública de composiciones musicales.
El contrato de representación que tenga por objeto la ejecución pública de una 

composición musical se regirá por las disposiciones de este capítulo, siempre que lo permita 
la naturaleza de la obra y la modalidad de la comunicación autorizada.

Artículo 84.  Disposiciones especiales para la cesión de derecho de comunicación pública 
mediante radiodifusión.

1. La cesión del derecho de comunicación pública de las obras a las que se refiere este 
capítulo, a través de la radiodifusión, se regirá por las disposiciones del mismo, con 
excepción de lo dispuesto en el apartado 1.ºdel artículo 81.

2. Salvo pacto en contrario, se entenderá que dicha cesión queda limitada a la emisión 
de la obra por una sola vez, realizada por medios inalámbricos y centros emisores de la 
entidad de radiodifusión autorizada, dentro del ámbito territorial determinado en el contrato, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 y en los apartados 1 y 2 del artículo 36 de esta 
Ley.
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Artículo 85.  Aplicación de las disposiciones anteriores a las simples autorizaciones.
Las autorizaciones que el autor conceda a un empresario para que pueda proceder a 

una comunicación pública de su obra, sin obligarse a efectuarla, se regirán por las 
disposiciones de este capítulo en lo que les fuese aplicable.

TÍTULO VI
Obras cinematográficas y demás obras audiovisuales

Artículo 86.  Concepto.
1. Las disposiciones contenidas en el presente Título serán de aplicación a las obras 

cinematográficas y demás obras audiovisuales, entendiendo por tales las creaciones 
expresadas mediante una serie de imágenes asociadas, con o sin sonorización incorporada, 
que estén destinadas esencialmente a ser mostradas a través de aparatos de proyección o 
por cualquier otro medio de comunicación pública de la imagen y del sonido, con 
independencia de la naturaleza de los soportes materiales de dichas obras.

2. Todas las obras enunciadas en el presente artículo se denominarán en lo sucesivo 
obras audiovisuales.

Artículo 87.  Autores.
Son autores de la obra audiovisual en los términos previstos en el artículo 7 de esta Ley:
1. El director-realizador.
2. Los autores del argumento, la adaptación y los del guión o los diálogos.
3. Los autores de las composiciones musicales, con o sin letra, creadas especialmente 

para esta obra.

Artículo 88.  Presunción de cesión en exclusiva y límites.
1. Sin perjuicio de los derechos que corresponden a los autores, por el contrato de 

producción de la obra audiovisual se presumirán cedidos en exclusiva al productor, con las 
limitaciones establecidas en este Título, los derechos de reproducción, distribución y 
comunicación pública, así como los de doblaje o subtitulado de la obra.

No obstante, en las obras cinematográficas será siempre necesaria la autorización 
expresa de los autores para su explotación, mediante la puesta a disposición del público de 
copias en cualquier sistema o formato, para su utilización en el ámbito doméstico, o 
mediante su comunicación pública a través de la radiodifusión.

2. Salvo estipulación en contrario, los autores podrán disponer de su aportación en forma 
aislada, siempre que no se perjudique la normal explotación de la obra audiovisual.

Artículo 89.  Presunción de cesión en caso de transformación de obra preexistente.
1. Mediante el contrato de transformación de una obra preexistente que no esté en el 

dominio público, se presumirá que el autor de la misma cede al productor de la obra 
audiovisual los derechos de explotación sobre ella en los términos previstos en el artículo 88.

2. Salvo pacto en contrario, el autor de la obra preexistente conservará sus derechos a 
explotarla en forma de edición gráfica y de representación escénica y, en todo caso, podrá 
disponer de ella para otra obra audiovisual a los quince años de haber puesto su aportación 
a disposición del productor.

Artículo 90.  Remuneración de los autores.
1. La remuneración de los autores de la obra audiovisual por la cesión de los derechos 

mencionados en el artículo 88 y, en su caso, la correspondiente a los autores de las obras 
preexistentes, hayan sido transformadas o no, deberán determinarse para cada una de las 
modalidades de explotación concedidas.

2. Cuando los autores a los que se refiere el apartado anterior suscriban con un 
productor de grabaciones audiovisuales contratos relativos a la producción de las mismas, 
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se presumirá que, salvo pacto en contrario en el contrato y a salvo del derecho irrenunciable 
a una remuneración equitativa a que se refiere el párrafo siguiente, han transferido su 
derecho de alquiler.

El autor que haya transferido o cedido a un productor de fonogramas o de grabaciones 
audiovisuales su derecho de alquiler respecto de un fonograma o un original o una copia de 
una grabación audiovisual, conservará el derecho irrenunciable a obtener una remuneración 
equitativa por el alquiler de los mismos. Tales remuneraciones serán exigibles de quienes 
lleven a efecto las operaciones de alquiler al público de los fonogramas o grabaciones 
audiovisuales en su condición de derechohabientes de los titulares del correspondiente 
derecho de autorizar dicho alquiler y se harán efectivas a partir del 1 de enero de 1997.

3. En todo caso, y con independencia de lo pactado en el contrato, cuando la obra 
audiovisual sea proyectada en lugares públicos mediante el pago de un precio de entrada, 
los autores mencionados en el apartado 1 de este artículo tendrán derecho a percibir de 
quienes exhiban públicamente dicha obra un porcentaje de los ingresos procedentes de 
dicha exhibición pública. Las cantidades pagadas por este concepto podrán deducirlas los 
exhibidores de las que deban abonar a los cedentes de la obra audiovisual.

En el caso de exportación de la obra audiovisual, los autores podrán ceder el derecho 
mencionado por una cantidad alzada, cuando en el país de destino les sea imposible o 
gravemente dificultoso el ejercicio efectivo del derecho.

Los empresarios de salas públicas o de locales de exhibición deberán poner 
periódicamente a disposición de los autores las cantidades recaudadas en concepto de 
dicha remuneración. A estos efectos, el Gobierno podrá establecer reglamentariamente los 
oportunos procedimientos de control.

4. La proyección o exhibición sin exigir precio de entrada, la transmisión al público por 
cualquier medio o procedimiento, alámbrico o inalámbrico, incluido, entre otros, la puesta a 
disposición en la forma establecida en el artículo 20.2.i) de una obra audiovisual, dará 
derecho a los autores a recibir la remuneración que proceda, de acuerdo con las tarifas 
generales establecidas por la correspondiente entidad de gestión.

5. Con el objeto de facilitar al autor el ejercicio de los derechos que le correspondan por 
la explotación de la obra audiovisual, el productor, al menos una vez al año, deberá facilitar a 
instancia del autor la documentación necesaria.

6. Los derechos establecidos en los apartados 3 y 4 de este artículo serán irrenunciables 
e intransmisibles por actos «inter vivos» y no serán de aplicación a los autores de obras 
audiovisuales de carácter publicitario.

7. Los derechos contemplados en los apartados 2, 3 y 4 del presente artículo se harán 
efectivos a través de las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual.

Artículo 91.  Aportación insuficiente de un autor.
Cuando la aportación de un autor no se completase por negativa injustificada del mismo 

o por causa de fuerza mayor, el productor podrá utilizar la parte ya realizada, respetando los 
derechos de aquél sobre la misma, sin perjuicio, en su caso, de la indemnización que 
proceda.

Artículo 92.  Versión definitiva y sus modificaciones.
1. Se considerará terminada la obra audiovisual cuando haya sido establecida la versión 

definitiva, de acuerdo con lo pactado en el contrato entre el director-realizador y el productor.
2. Cualquier modificación de la versión definitiva de la obra audiovisual mediante 

añadido, supresión o cambio de cualquier elemento de la misma, necesitará la autorización 
previa de quienes hayan acordado dicha versión definitiva.

No obstante, en los contratos de producción de obras audiovisuales destinadas 
esencialmente a la comunicación pública a través de la radiodifusión, se presumirá 
concedida por los autores, salvo estipulación en contrario, la autorización para realizar en la 
forma de emisión de la obra las modificaciones estrictamente exigidas por el modo de 
programación del medio, sin perjuicio en todo caso del derecho reconocido en el apartado 
4.º del artículo 14.
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Artículo 93.  Derecho moral y destrucción de soporte original.
1. El derecho moral de los autores sólo podrá ser ejercido sobre la versión definitiva de la 

obra audiovisual.
2. Queda prohibida la destrucción del soporte original de la obra audiovisual en su 

versión definitiva.

Artículo 94.  Obras radiofónicas.
Las disposiciones contenidas en el presente Título serán de aplicación, en lo pertinente, 

a las obras radiofónicas.

TÍTULO VII
Programas de ordenador

Artículo 95.  Régimen jurídico.
El derecho de autor sobre los programas de ordenador se regirá por los preceptos del 

presente Título y, en lo que no esté específicamente previsto en el mismo, por las 
disposiciones que resulten aplicables de la presente Ley.

Artículo 96.  Objeto de la protección.
1. A los efectos de la presente Ley se entenderá por programa de ordenador toda 

secuencia de instrucciones o indicaciones destinadas a ser utilizadas, directa o 
indirectamente, en un sistema informático para realizar una función o una tarea o para 
obtener un resultado determinado, cualquiera que fuere su forma de expresión y fijación.

A los mismos efectos, la expresión programas de ordenador comprenderá también su 
documentación preparatoria. La documentación técnica y los manuales de uso de un 
programa gozarán de la misma protección que este Título dispensa a los programas de 
ordenador.

2. El programa de ordenador será protegido únicamente si fuese original, en el sentido 
de ser una creación intelectual propia de su autor.

3. La protección prevista en la presente Ley se aplicará a cualquier forma de expresión 
de un programa de ordenador. Asimismo, esta protección se extiende a cualesquiera 
versiones sucesivas del programa así como a los programas derivados, salvo aquellas 
creadas con el fin de ocasionar efectos nocivos a un sistema informático.

Cuando los programas de ordenador formen parte de una patente o un modelo de 
utilidad gozarán, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley, de la protección que 
pudiera corresponderles por aplicación del régimen jurídico de la propiedad industrial.

4. No estarán protegidos mediante los derechos de autor con arreglo a la presente Ley 
las ideas y principios en los que se basan cualquiera de los elementos de un programa de 
ordenador incluidos los que sirven de fundamento a sus interfaces.

Artículo 97.  Titularidad de los derechos.
1. Será considerado autor del programa de ordenador la persona o grupo de personas 

naturales que lo hayan creado, o la persona jurídica que sea contemplada como titular de los 
derechos de autor en los casos expresamente previstos por esta Ley.

2. Cuando se trate de una obra colectiva tendrá la consideración de autor, salvo pacto en 
contrario, la persona natural o jurídica que la edite y divulgue bajo su nombre.

3. Los derechos de autor sobre un programa de ordenador que sea resultado unitario de 
la colaboración entre varios autores serán propiedad común y corresponderán a todos éstos 
en la proporción que determinen.

4. Cuando un trabajador asalariado cree un programa de ordenador, en el ejercicio de las 
funciones que le han sido confiadas o siguiendo las instrucciones de su empresario, la 
titularidad de los derechos de explotación correspondientes al programa de ordenador así 
creado, tanto el programa fuente como el programa objeto, corresponderán, exclusivamente, 
al empresario, salvo pacto en contrario.
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5. La protección se concederá a todas las personas naturales y jurídicas que cumplan los 
requisitos establecidos en esta Ley para la protección de los derechos de autor.

Artículo 98.  Duración de la protección.
1. Cuando el autor sea una persona natural la duración de los derechos de explotación 

de un programa de ordenador será, según los distintos supuestos que pueden plantearse, la 
prevista en el capítulo I del Título III de este Libro.

2. Cuando el autor sea una persona jurídica la duración de los derechos a que se refiere 
el párrafo anterior será de setenta años, computados desde el día 1 de enero del año 
siguiente al de la divulgación lícita del programa o al de su creación si no se hubiera 
divulgado.

Artículo 99.  Contenido de los derechos de explotación.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 100 de esta Ley los derechos exclusivos de la 

explotación de un programa de ordenador por parte de quien sea su titular con arreglo al 
artículo 97, incluirán el derecho de realizar o de autorizar:

a) La reproducción total o parcial, incluso para uso personal, de un programa de 
ordenador, por cualquier medio y bajo cualquier forma, ya fuere permanente o transitoria. 
Cuando la carga, presentación, ejecución, transmisión o almacenamiento de un programa 
necesiten tal reproducción deberá disponerse de autorización para ello, que otorgará el 
titular del derecho.

b) La traducción, adaptación, arreglo o cualquier otra transformación de un programa de 
ordenador y la reproducción de los resultados de tales actos, sin perjuicio de los derechos de 
la persona que transforme el programa de ordenador.

c) Cualquier forma de distribución pública incluido el alquiler del programa de ordenador 
original o de sus copias.

A tales efectos, cuando se produzca cesión del derecho de uso de un programa de 
ordenador, se entenderá, salvo prueba en contrario, que dicha cesión tiene carácter no 
exclusivo e intransferible, presumiéndose, asimismo, que lo es para satisfacer únicamente 
las necesidades del usuario. La primera venta en la Unión Europea de una copia de un 
programa por el titular de los derechos o con su consentimiento, agotará el derecho de 
distribución de dicha copia, salvo el derecho de controlar el subsiguiente alquiler del 
programa o de una copia del mismo.

Artículo 100.  Límites a los derechos de explotación.
1. No necesitarán autorización del titular, salvo disposición contractual en contrario, la 

reproducción o transformación de un programa de ordenador incluida la corrección de 
errores, cuando dichos actos sean necesarios para la utilización del mismo por parte del 
usuario legítimo, con arreglo a su finalidad propuesta.

2. La realización de una copia de seguridad por parte de quien tiene derecho a utilizar el 
programa no podrá impedirse por contrato en cuanto resulte necesaria para dicha utilización.

3. El usuario legítimo de la copia de un programa estará facultado para observar, 
estudiar o verificar su funcionamiento, sin autorización previa del titular, con el fin de 
determinar las ideas y principios implícitos en cualquier elemento del programa, siempre que 
lo haga durante cualquiera de las operaciones de carga, visualización, ejecución, transmisión 
o almacenamiento del programa que tiene derecho a hacer.

4. El autor, salvo pacto en contrario, no podrá oponerse a que el cesionario titular de 
derechos de explotación realice o autorice la realización de versiones sucesivas de su 
programa ni de programas derivados del mismo.

5. No será necesaria la autorización del titular del derecho cuando la reproducción del 
código y la traducción de su forma en el sentido de los párrafos a) y b) del artículo 99 de la 
presente Ley, sea indispensable para obtener la información necesaria para la 
interoperabilidad de un programa creado de forma independiente con otros programas, 
siempre que se cumplan los siguientes requisitos:
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a) Que tales actos sean realizados por el usuario legítimo o por cualquier otra persona 
facultada para utilizar una copia del programa, o, en su nombre, por parte de una persona 
debidamente autorizada.

b) Que la información necesaria para conseguir la interoperabilidad no haya sido puesta 
previamente y de manera fácil y rápida, a disposición de las personas a que se refiere el 
párrafo anterior.

c) Que dichos actos se limiten a aquellas partes del programa original que resulten 
necesarias para conseguir la interoperabilidad.

6. La excepción contemplada en el apartado 5 de este artículo será aplicable siempre 
que la información así obtenida:

a) Se utilice únicamente para conseguir la interoperabilidad del programa creado de 
forma independiente.

b) Sólo se comunique a terceros cuando sea necesario para la interoperabilidad del 
programa creado de forma independiente.

c) No se utilice para el desarrollo, producción o comercialización de un programa 
sustancialmente similar en su expresión, o para cualquier otro acto que infrinja los derechos 
de autor.

7. Las disposiciones contenidas en los apartados 5 y 6 del presente artículo no podrán 
interpretarse de manera que permitan que su aplicación perjudique de forma injustificada los 
legítimos intereses del titular de los derechos o sea contraria a una explotación normal del 
programa informático.

Artículo 101.  Protección registral.
Los derechos sobre los programas de ordenador, así como sobre sus sucesivas 

versiones y los programas derivados, podrán ser objeto de inscripción en el Registro de la 
Propiedad Intelectual.

Reglamentariamente se determinarán aquellos elementos de los programas registrados 
que serán susceptibles de consulta pública.

Artículo 102.  Infracción de los derechos.
A efectos del presente Título y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 100 tendrán la 

consideración de infractores de los derechos de autor quienes, sin autorización del titular de 
los mismos, realicen los actos previstos en el artículo 99 y en particular:

a) Quienes pongan en circulación una o más copias de un programa de ordenador 
conociendo o pudiendo presumir su naturaleza ilegítima.

b) Quienes tengan con fines comerciales una o más copias de un programa de 
ordenador, conociendo o pudiendo presumir su naturaleza ilegítima.

c) Quienes pongan en circulación o tengan con fines comerciales cualquier instrumento 
cuyo único uso sea facilitar la supresión o neutralización no autorizadas de cualquier 
dispositivo técnico utilizado para proteger un programa de ordenador.

Artículo 103.  Medidas de protección.
El titular de los derechos reconocidos en el presente Título podrá instar las acciones y 

procedimientos que, con carácter general, se disponen en el Título I, Libro III de la presente 
Ley y las medidas cautelares procedentes, conforme a lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

Artículo 104.  Salvaguardia de aplicación de otras disposiciones legales.
Lo dispuesto en el presente Título se entenderá sin perjuicio de cualesquiera otras 

disposiciones legales tales como las relativas a los derechos de patente, marcas, 
competencia desleal, secretos comerciales, protección de productos semiconductores o 
derecho de obligaciones.
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LIBRO SEGUNDO
De los otros derechos de propiedad intelectual y de la protección «sui generis» 

de las bases de datos

TÍTULO I
Derechos de los artistas intérpretes o ejecutantes

Artículo 105.  Definición de artistas intérpretes o ejecutantes.
Se entiende por artista intérprete o ejecutante a la persona que represente, cante, lea, 

recite, interprete o ejecute en cualquier forma una obra. El director de escena y el director de 
orquesta tendrán los derechos reconocidos a los artistas en este Título.

Artículo 106.  Fijación.
1. Corresponde al artista intérprete o ejecutante el derecho exclusivo de autorizar la 

fijación de sus actuaciones.
2. Dicha autorización deberá otorgarse por escrito.

Artículo 107.  Reproducción.
1. Corresponde al artista intérprete o ejecutante el derecho exclusivo de autorizar la 

reproducción, según la definición establecida en el artículo 18, de las fijaciones de sus 
actuaciones.

2. Dicha autorización deberá otorgarse por escrito.
3. Este derecho podrá transferirse, cederse o ser objeto de la concesión de licencias 

contractuales.

Artículo 108.  Comunicación pública.
1. Corresponde al artista intérprete o ejecutante el derecho exclusivo de autorizar la 

comunicación pública:
a) De sus actuaciones, salvo cuando dicha actuación constituya en sí una actuación 

transmitida por radiodifusión o se realice a partir de una fijación previamente autorizada.
b) En cualquier caso, de las fijaciones de sus actuaciones, mediante la puesta a 

disposición del público, en la forma establecida en el artículo 20.2.i).
En ambos casos, la autorización deberá otorgarse por escrito.
Cuando la comunicación al público se realice vía satélite o por cable y en los términos 

previstos, respectivamente, en los apartados 3 y 4 del artículo 20 y concordantes de esta ley, 
será de aplicación lo dispuesto en tales preceptos.

2. Cuando el artista intérprete o ejecutante celebre individual o colectivamente con un 
productor de fonogramas o de grabaciones audiovisuales contratos relativos a la producción 
de éstos, se presumirá que, salvo pacto en contrario en el contrato y a salvo del derecho 
irrenunciable a la remuneración equitativa a que se refiere el apartado siguiente, ha 
transferido su derecho de puesta a disposición del público a que se refiere el apartado 1.b).

3. El artista intérprete o ejecutante que haya transferido o cedido a un productor de 
fonogramas o de grabaciones audiovisuales su derecho de puesta a disposición del público 
a que se refiere el apartado 1.b), respecto de un fonograma o de un original o una copia de 
una grabación audiovisual, conservará el derecho irrenunciable a obtener una remuneración 
equitativa de quien realice tal puesta a disposición.

4. Los usuarios de un fonograma publicado con fines comerciales, o de una reproducción 
de dicho fonograma que se utilice para cualquier forma de comunicación pública, tienen 
obligación de pagar una remuneración equitativa y única a los artistas intérpretes o 
ejecutantes y a los productores de fonogramas, entre los cuales se efectuará el reparto de 
aquélla. A falta de acuerdo entre ellos sobre dicho reparto, éste se realizará por partes 
iguales. Se excluye de dicha obligación de pago la puesta a disposición del público en la 
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forma establecida en el artículo 20.2.i), sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 de 
este artículo.

5. Los usuarios de las grabaciones audiovisuales que se utilicen para los actos de 
comunicación pública previstos en el artículo 20.2.f) y g) tienen obligación de pagar a los 
artistas intérpretes o ejecutantes y a los productores de grabaciones audiovisuales la 
remuneración que proceda, de acuerdo con las tarifas generales establecidas por la 
correspondiente entidad de gestión.

Los usuarios de grabaciones audiovisuales que se utilicen para cualquier acto de 
comunicación al público, distinto de los señalados en el párrafo anterior y de la puesta a 
disposición del público prevista en el apartado 1.b), tienen asimismo la obligación de pagar 
una remuneración equitativa a los artistas intérpretes o ejecutantes, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado 3.

6. El derecho a las remuneraciones a que se refieren los apartados 3, 4 y 5 se hará 
efectivo a través de las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual. La 
efectividad de los derechos a través de las respectivas entidades de gestión comprenderá la 
negociación con los usuarios, la determinación, la recaudación y la distribución de la 
remuneración correspondiente, así como cualquier otra actuación necesaria para asegurar la 
efectividad de aquéllos.

Artículo 109.  Distribución.
1. El artista intérprete o ejecutante tiene, respecto de la fijación de sus actuaciones, el 

derecho exclusivo de autorizar su distribución, según la definición establecida por el artículo 
19.1 de esta Ley. Este derecho podrá transferirse, cederse o ser objeto de concesión de 
licencias contractuales.

2. Cuando la distribución se efectúe mediante venta u otro título de transmisión de la 
propiedad, en el ámbito de la Unión Europea, por el propio titular del derecho o con su 
consentimiento, este derecho se agotará con la primera, si bien sólo para las ventas y 
transmisiones de propiedad sucesivas que se realicen en dicho ámbito territorial

3. A los efectos de este Título, se entiende por alquiler de fijaciones de las actuaciones la 
puesta a disposición de las mismas para su uso por tiempo limitado y con un beneficio 
económico o comercial directo o indirecto.

Quedan excluidas del concepto de alquiler la puesta a disposición con fines de 
exposición, de comunicación pública a partir de fonogramas o de grabaciones audiovisuales, 
incluso de fragmentos de unos y otras, y la que se realice para consulta «in situ»:

1.º Cuando el artista intérprete o ejecutante celebre individual o colectivamente con un 
productor de grabaciones audiovisuales contratos relativos a la producción de las mismas, 
se presumirá que, salvo pacto en contrario en el contrato y a salvo del derecho irrenunciable 
a la remuneración equitativa a que se refiere el apartado siguiente, ha transferido sus 
derechos de alquiler.

2.º El artista intérprete o ejecutante que haya transferido o cedido a un productor de 
fonogramas o de grabaciones audiovisuales su derecho de alquiler respecto de un 
fonograma, o un original, o una copia de una grabación audiovisual, conservará el derecho 
irrenunciable a obtener una remuneración equitativa por el alquiler de los mismos. Tales 
remuneraciones serán exigibles de quienes lleven a efecto las operaciones de alquiler al 
público de los fonogramas o grabaciones audiovisuales en su condición de 
derechohabientes de los titulares de los correspondientes derechos de autorizar dicho 
alquiler y se harán efectivas a partir del 1 de enero de 1997.

El derecho contemplado en el párrafo anterior se hará efectivo a través de las entidades 
de gestión de los derechos de propiedad intelectual.

4. A los efectos de este Título, se entiende por préstamo de las fijaciones de las 
actuaciones la puesta a disposición de las mismas para su uso por tiempo limitado sin 
beneficio económico o comercial directo o indirecto, siempre que dicho préstamo se lleve a 
cabo a través de establecimientos accesibles al público.

Se entenderá que no existe beneficio económico o comercial directo ni indirecto cuando 
el préstamo efectuado por un establecimiento accesible al público dé lugar al pago de una 
cantidad que no exceda de lo necesario para cubrir sus gastos de funcionamiento.
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Quedan excluidas del concepto de préstamo las operaciones mencionadas en el párrafo 
segundo del anterior apartado 3 y las que se efectúen entre establecimientos accesibles al 
público.

Artículo 110.  Contrato de trabajo y de arrendamiento de servicios.
1. Si la interpretación o ejecución se realiza en cumplimiento de un contrato de trabajo o 

de arrendamiento de servicios, se entenderá, salvo estipulación en contrario, que el 
empresario o el arrendatario adquieren sobre aquéllas los derechos exclusivos de autorizar 
la reproducción y la comunicación pública previstos en este título y que se deduzcan de la 
naturaleza y objeto del contrato.

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los derechos de 
remuneración reconocidos en los apartados 3, 4 y 5 del artículo 108.

3. A la remuneración pactada por el artista, intérprete o ejecutante con el empresario o 
arrendatario por la cesión de sus derechos, le será aplicable lo dispuesto en el artículo 47.

4. El derecho de revocación regulado en artículo 48 bis, y las obligaciones de 
información del cesionario o licenciatario de derechos de propiedad intelectual, establecidas 
en el artículo 75 del Real Decreto-ley 24/2021, de 2 de noviembre, de transposición de 
directivas de la Unión Europea en las materias de bonos garantizados, distribución 
transfronteriza de organismos de inversión colectiva, datos abiertos y reutilización de la 
información del sector público, ejercicio de derechos de autor y derechos afines aplicables a 
determinadas transmisiones en línea y a las retransmisiones de programas de radio y 
televisión, exenciones temporales a determinadas importaciones y suministros, de personas 
consumidoras y para la promoción de vehículos de transporte por carretera limpios y 
energéticamente eficientes, serán aplicables con respecto a los artistas, intérpretes o 
ejecutantes en los términos establecidos en el citado artículo 48 bis y en dicha legislación.

Artículo 110 bis.  Disposiciones relativas a la cesión de derechos al productor de 
fonogramas.

1. Si, una vez transcurridos cincuenta años desde la publicación lícita del fonograma o, 
en caso de no haberse producido esta última, cincuenta años desde su comunicación lícita al 
público, no se pone a la venta un número suficiente de copias que satisfaga razonablemente 
las necesidades estimadas del público de acuerdo con la naturaleza y finalidad del 
fonograma, o no se pone a disposición del público, en la forma establecida en el artículo 
20.2.i), el artista intérprete o ejecutante podrá poner fin al contrato en virtud del cual cede 
sus derechos con respecto a la grabación de su interpretación o ejecución al productor de 
fonogramas.

El derecho a resolver el contrato de cesión podrá ejercerse si, en el plazo de un año 
desde la notificación fehaciente del artista intérprete o ejecutante de su intención de resolver 
el contrato de cesión conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, el productor no lleva a 
cabo ambos actos de explotación mencionados en dicho párrafo. Esta posibilidad de 
resolución no podrá ser objeto de renuncia por parte del artista intérprete o ejecutante.

Cuando un fonograma contenga la grabación de las interpretaciones o ejecuciones de 
varios artistas intérpretes o ejecutantes, éstos sólo podrán resolver el contrato de cesión de 
conformidad con el artículo 111. Si se pone fin al contrato de cesión de conformidad con lo 
especificado en el presente apartado, expirarán los derechos del productor del fonograma 
sobre éste.

2. Cuando un contrato de cesión otorgue al artista intérprete o ejecutante el derecho a 
una remuneración única, tendrá derecho a percibir una remuneración anual adicional por 
cada año completo una vez transcurridos cincuenta años desde la publicación lícita del 
fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, cincuenta años desde su 
comunicación lícita al público. El derecho a obtener esa remuneración anual adicional, cuyo 
deudor será el productor del fonograma o, en su caso, su cesionario en exclusiva, no podrá 
ser objeto de renuncia por parte del artista intérprete o ejecutante, y se hará efectivo a través 
de las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual de los artistas 
intérpretes o ejecutantes.

El importe total de los fondos que el deudor deba destinar al pago de la remuneración 
adicional anual mencionada en el párrafo anterior será igual al 20 por ciento de los ingresos 
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brutos que haya obtenido, en el año precedente a aquél en el que se abone la remuneración, 
por la reproducción, distribución y puesta a disposición del público, en la forma establecida 
en el artículo 20.2.i), de los fonogramas en cuestión, una vez transcurridos cincuenta años 
desde la publicación lícita del fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, 
cincuenta años desde su comunicación lícita al público.

Quedan excluidas del cálculo de los ingresos a que se refiere el párrafo anterior las 
cantidades percibidas por el deudor en concepto de compensación equitativa por copia 
privada y alquiler de fonogramas.

Los deudores de la remuneración anual adicional a que se refiere este apartado estarán 
obligados a facilitar anualmente, previa solicitud, a la entidad de gestión correspondiente, 
toda la información que pueda resultar necesaria a fin de asegurar el pago de dicha 
remuneración.

3. Cuando un artista intérprete o ejecutante tenga derecho a pagos periódicos, no se 
deducirán de los importes abonados al artista intérprete o ejecutante ningún pago anticipado 
ni deducciones establecidas contractualmente al cumplirse cincuenta años desde la 
publicación lícita del fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, cincuenta 
años desde su comunicación lícita al público.

Artículo 111.  Representante de colectivo.
Los artistas intérpretes o ejecutantes que participen colectivamente en una misma 

actuación, tales como los componentes de un grupo musical, coro, orquesta, ballet o 
compañía de teatro, deberán designar de entre ellos un representante para el otorgamiento 
de las autorizaciones mencionadas en este Título. Para tal designación, que deberá 
formalizarse por escrito, valdrá el acuerdo mayoritario de los intérpretes. Esta obligación no 
alcanza a los solistas ni a los directores de orquesta o de escena.

Artículo 112.  Duración de los derechos de explotación.
Los derechos de explotación reconocidos a los artistas intérpretes o ejecutantes tendrán 

una duración de cincuenta años, computados desde el día 1 de enero del año siguiente al de 
la interpretación o ejecución.

No obstante, si, dentro de dicho período, se publica o se comunica lícitamente al público, 
por un medio distinto al fonograma, una grabación de la interpretación o ejecución, los 
mencionados derechos expirarán a los cincuenta años computados desde el día 1 de enero 
del año siguiente a la fecha de la primera publicación o la primera comunicación pública, si 
ésta es anterior. Si la publicación o comunicación pública de la grabación de la interpretación 
o ejecución se produjera en un fonograma, los mencionados derechos expirarán a los 
setenta años computados desde el día 1 de enero del año siguiente a la fecha de la primera 
publicación o la primera comunicación pública, si ésta es anterior.

Artículo 113.  Derechos morales.
1. El artista intérprete o ejecutante goza del derecho irrenunciable e inalienable al 

reconocimiento de su nombre sobre sus interpretaciones o ejecuciones, excepto cuando la 
omisión venga dictada por la manera de utilizarlas, y a oponerse a toda deformación, 
modificación, mutilación o cualquier atentado sobre su actuación que lesione su prestigio o 
reputación.

2. Será necesaria la autorización expresa del artista, durante toda su vida, para el 
doblaje de su actuación en su propia lengua.

3. Fallecido el artista, el ejercicio de los derechos mencionados en el apartado 1 
corresponderá sin límite de tiempo a la persona natural o jurídica a la que el artista se lo 
haya confiado expresamente por disposición de última voluntad o, en su defecto, a los 
herederos.

Siempre que no existan las personas a las que se refiere el párrafo anterior o se ignore 
su paradero, el Estado, las comunidades autónomas, las corporaciones locales y las 
instituciones públicas de carácter cultural estarán legitimadas para ejercer los derechos 
previstos en él.
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TÍTULO II
Derechos de los productores de fonogramas

Artículo 114.  Definiciones.
1. Se entiende por fonograma toda fijación exclusivamente sonora de la ejecución de una 

obra o de otros sonidos.
2. Es productor de un fonograma la persona natural o jurídica bajo cuya iniciativa y 

responsabilidad se realiza por primera vez la mencionada fijación. Si dicha operación se 
efectúa en el seno de una empresa, el titular de ésta será considerado productor del 
fonograma.

Artículo 115.  Reproducción.
Corresponde al productor de fonogramas el derecho exclusivo de autorizar su 

reproducción, según la definición establecida en el artículo 18.
 Este derecho podrá transferirse, cederse o ser objeto de concesión de licencias 

contractuales.

Artículo 116.  Comunicación pública.
1. Corresponde al productor de fonogramas el derecho exclusivo de autorizar la 

comunicación pública de sus fonogramas y de las reproducciones de éstos en la forma 
establecida en el artículo 20.2.i).

Cuando la comunicación al público se realice vía satélite o por cable y en los términos 
previstos, respectivamente, en los apartados 3 y 4 del artículo 20, será de aplicación lo 
dispuesto en tales preceptos.

2. Los usuarios de un fonograma publicado con fines comerciales, o de una reproducción 
de dicho fonograma que se utilice para cualquier forma de comunicación pública, tienen 
obligación de pagar una remuneración equitativa y única a los productores de fonogramas y 
a los artistas intérpretes o ejecutantes, entre los cuales se efectuará el reparto de aquélla. A 
falta de acuerdo entre ellos sobre dicho reparto, éste se realizará por partes iguales. Se 
excluye de dicha obligación de pago la puesta a disposición del público en la forma 
establecida en el artículo 20.2.i), sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 del artículo 
108.

3. El derecho a la remuneración equitativa y única a que se refiere el apartado anterior 
se hará efectivo a través de las entidades de gestión de los derechos de propiedad 
intelectual. La efectividad de este derecho a través de las respectivas entidades de gestión 
comprenderá la negociación con los usuarios, la determinación, recaudación y distribución 
de la remuneración correspondiente, así como cualquier otra actuación necesaria para 
asegurar la efectividad de aquél.

Artículo 117.  Distribución.
1. Corresponde al productor de fonogramas el derecho exclusivo de autorizar la 

distribución, según la definición establecida en el artículo 19.1 de esta Ley, de los 
fonogramas y la de sus copias. Este derecho podrá transferirse, cederse o ser objeto de la 
concesión de licencias contractuales.

2. Cuando la distribución se efectúe mediante venta u otro título de transmisión de la 
propiedad, en el ámbito de la Unión Europea, por el propio titular del derecho o con su 
consentimiento, este derecho se agotará con la primera, si bien sólo para las ventas y 
transmisiones de propiedad sucesivas que se realicen en dicho ámbito territorial.

3. Se considera comprendida en el derecho de distribución la facultad de autorizar la 
importación y exportación de copias del fonograma con fines de comercialización.

4. A los efectos de este Título, se entiende por alquiler de fonogramas la puesta a 
disposición de los mismos para su uso por tiempo limitado y con un beneficio económico o 
comercial directo o indirecto.
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Quedan excluidas del concepto de alquiler la puesta a disposición con fines de 
exposición, de comunicación pública a partir de fonogramas o de fragmentos de éstos, y la 
que se realice para consulta «in situ».

5. A los efectos de este Título se entiende por préstamo de fonogramas la puesta a 
disposición para su uso, por tiempo limitado, sin beneficio económico o comercial, directo ni 
indirecto, siempre que dicho préstamo se lleve a cabo a través de establecimientos 
accesibles al público.

Se entenderá que no existe beneficio económico o comercial, directo ni indirecto, cuando 
el préstamo efectuado por un establecimiento accesible al público dé lugar al pago de una 
cantidad que no exceda de lo necesario para cubrir sus gastos de funcionamiento.

Quedan excluidas del concepto de préstamo las operaciones mencionadas en el párrafo 
segundo del anterior apartado 4 y las que se efectúen entre establecimientos accesibles al 
público.

Artículo 118.  Legitimación activa.
En los casos de infracción de los derechos reconocidos en los artículos 115 y 117 

corresponderá el ejercicio de las acciones procedentes tanto al productor fonográfico como 
al cesionario de los mismos.

Artículo 119.  Duración de los derechos.
Los derechos de los productores de fonogramas expirarán cincuenta años después de 

que se haya hecho la grabación. No obstante, si el fonograma se publica lícitamente durante 
dicho período, los derechos expirarán setenta años después de la fecha de la primera 
publicación lícita. Si durante el citado período no se efectúa publicación lícita alguna pero el 
fonograma se comunica lícitamente al público, los derechos expirarán setenta años después 
de la fecha de la primera comunicación lícita al público.

Todos los plazos se computarán desde el 1 de enero del año siguiente al momento de la 
grabación, publicación o comunicación al público.

TÍTULO III
Derechos de los productores de las grabaciones audiovisuales

Artículo 120.  Definiciones.
1. Se entiende por grabaciones audiovisuales las fijaciones de un plano o secuencia de 

imágenes, con o sin sonido, sean o no creaciones susceptibles de ser calificadas como 
obras audiovisuales en el sentido del artículo 86 de esta Ley.

2. Se entiende por productor de una grabación audiovisual, la persona natural o jurídica 
que tenga la iniciativa y asuma la responsabilidad de dicha grabación audiovisual.

Artículo 121.  Reproducción.
Corresponde al productor de la primera fijación de una grabación audiovisual el derecho 

exclusivo de autorizar la reproducción del original y sus copias, según la definición 
establecida en el artículo 18.

Este derecho podrá transferirse, cederse o ser objeto de concesión de licencias 
contractuales.

Artículo 122.  Comunicación pública.
1. Corresponde al productor de grabaciones audiovisuales el derecho de autorizar la 

comunicación pública de éstas.
Cuando la comunicación al público se realice por cable y en los términos previstos en el 

apartado 4 del artículo 20 de esta Ley, será de aplicación lo dispuesto en dicho precepto.
2. Los usuarios de las grabaciones audiovisuales que se utilicen para los actos de 

comunicación pública previstos en el artículo 20.2.f) y g) tienen obligación de pagar a los 
artistas intérpretes o ejecutantes y a los productores de grabaciones audiovisuales la 
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remuneración que proceda, de acuerdo con las tarifas generales establecidas por la 
correspondiente entidad de gestión.

3. El derecho a la remuneración equitativa y única a que se refiere el apartado anterior 
se hará efectivo a través de las entidades de gestión de los derechos de propiedad 
intelectual. La efectividad de este derecho a través de las respectivas entidades de gestión 
comprenderá la negociación con los usuarios, la determinación, recaudación y distribución 
de la remuneración correspondiente, así como cualquier otra actuación necesaria para 
asegurar la efectividad de aquél.

Artículo 123.  Distribución.
1. Corresponde al productor de la primera fijación de una grabación audiovisual el 

derecho exclusivo de autorizar la distribución, según la definición establecida en el artículo 
19.1 de esta Ley, del original y de las copias de la misma. Este derecho podrá transferirse, 
cederse o ser objeto de concesión de licencias contractuales.

2. Cuando la distribución se efectúe mediante venta u otro título de transmisión de la 
propiedad, en el ámbito de la Unión Europea, por el propio titular del derecho o con su 
consentimiento, este derecho se agotará con la primera, si bien sólo para las ventas y 
transmisiones de propiedad sucesivas que se realicen en dicho ámbito territorial.

3. A los efectos de este Título, se entiende por alquiler de grabaciones audiovisuales la 
puesta a disposición para su uso por tiempo limitado y con un beneficio económico o 
comercial directo o indirecto.

Quedan excluidas del concepto de alquiler la puesta a disposición con fines de 
exposición, la comunicación pública a partir de la primera fijación de una grabación 
audiovisual y sus copias, incluso de fragmentos de una y otras, y la que se realice para 
consulta «in situ».

4. A los efectos de este Título, se entiende por préstamo de las grabaciones 
audiovisuales la puesta a disposición para su uso por tiempo limitado sin beneficio 
económico o comercial, directo ni indirecto, siempre que dicho préstamo se lleve a cabo a 
través de establecimientos accesibles al público.

Se entenderá que no existe beneficio económico o comercial directo ni indirecto cuando 
el préstamo efectuado por un establecimiento accesible al público dé lugar al pago de una 
cantidad que no exceda de lo necesario para cubrir sus gastos de funcionamiento.

Quedan excluidas del concepto de préstamo las operaciones mencionadas en el párrafo 
segundo del anterior apartado 3 y las que se efectúen entre establecimientos accesibles al 
público.

Artículo 124.  Otros derechos de explotación.
Le corresponden, asimismo, al productor los derechos de explotación de las fotografías 

que fueren realizadas en el proceso de producción de la grabación audiovisual.

Artículo 125.  Duración de los derechos de explotación.
La duración de los derechos de explotación reconocidos a los productores de la primera 

fijación de una grabación audiovisual será de cincuenta años, computados desde el día 1 de 
enero del año siguiente al de su realización.

No obstante, si, dentro de dicho período, la grabación se divulga lícitamente, los citados 
derechos expirarán a los cincuenta años desde la divulgación, computados desde el día 1 de 
enero del año siguiente a la fecha en que ésta se produzca.

TÍTULO IV
Derechos de las entidades de radiodifusión

Artículo 126.  Derechos exclusivos.
1. Las entidades de radiodifusión gozan del derecho exclusivo de autorizar:
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a) La fijación de sus emisiones o transmisiones en cualquier soporte sonoro o visual. A 
los efectos de este apartado, se entiende incluida la fijación de alguna imagen aislada 
difundida en la emisión o transmisión.

No gozarán de este derecho las empresas de distribución por cable cuando retransmitan 
emisiones o transmisiones de entidades de radiodifusión.

b) La reproducción de las fijaciones de sus emisiones o transmisiones.
Este derecho podrá transferirse, cederse o ser objeto de concesión de licencias 

contractuales.
c) La puesta a disposición del público, por procedimientos alámbricos o inalámbricos, de 

las fijaciones de sus emisiones o transmisiones, de tal forma que cualquier persona pueda 
acceder a ellas desde el lugar y en el momento que elija.

d) La retransmisión por cualquier procedimiento técnico de sus emisiones o 
transmisiones.

e) La comunicación pública de sus emisiones o transmisiones de radiodifusión, cuando 
tal comunicación se efectúe en lugares a los que el público pueda acceder mediante el pago 
de una cantidad en concepto de derecho de admisión o de entrada.

Cuando la comunicación al público se realice vía satélite o por cable y en los términos 
previstos en los apartados 3 y 4 del artículo 20 de esta Ley, será de aplicación lo dispuesto 
en tales preceptos.

f) La distribución de las fijaciones de sus emisiones o transmisiones.
Cuando la distribución se efectúe mediante venta u otro título de transmisión de la 

propiedad, en el ámbito de la Unión Europea, por el propio titular del derecho o con su 
consentimiento, este derecho se agotará con la primera, si bien sólo para las ventas y 
transmisiones de propiedad sucesivas que se realicen en dicho ámbito territorial.

Este derecho podrá transferirse, cederse o ser objeto de concesión de licencias 
contractuales.

2. Los conceptos de emisión y transmisión incluyen, respectivamente, las operaciones 
mencionadas en los párrafos c) y e) del apartado 2 del artículo 20 de la presente Ley, y el de 
retransmisión, la difusión al público por una entidad que emita o difunda emisiones de otra, 
recibidas a través de uno cualquiera de los mencionados satélites.

Artículo 127.  Duración de los derechos de explotación.
Los derechos de explotación reconocidos a las entidades de radiodifusión durarán 

cincuenta años, computados desde el día 1 de enero del año siguiente al de la realización 
por vez primera de una emisión o transmisión.

TÍTULO V
La protección de las meras fotografías

Artículo 128.  De las meras fotografías.
Quien realice una fotografía u otra reproducción obtenida por procedimiento análogo a 

aquélla, cuando ni una ni otra tengan el carácter de obras protegidas en el Libro I, goza del 
derecho exclusivo de autorizar su reproducción, distribución y comunicación pública, en los 
mismos términos reconocidos en la presente Ley a los autores de obras fotográficas.

Este derecho tendrá una duración de veinticinco años computados desde el día 1 de 
enero del año siguiente a la fecha de realización de la fotografía o reproducción.
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TÍTULO VI
La protección de determinadas producciones editoriales

Artículo 129.  Obras inéditas en dominio público y obras no protegidas.
1. Toda persona que divulgue lícitamente una obra inédita que esté en dominio público 

tendrá sobre ella los mismos derechos de explotación que hubieran correspondido a su 
autor.

2. Del mismo modo, los editores de obras no protegidas por las disposiciones del Libro I 
de la presente Ley, gozarán del derecho exclusivo de autorizar la reproducción, distribución y 
comunicación pública de dichas ediciones siempre que puedan ser individualizadas por su 
composición tipográfica, presentación y demás características editoriales.

Artículo 129 bis.  Derechos de las editoriales de publicaciones de prensa y agencias de 
noticias respecto a los usos en línea de sus publicaciones de prensa.

1. Las editoriales de publicaciones de prensa y agencias de noticias establecidas en el 
territorio español, cuando publican publicaciones de prensa en el sentido de este artículo, 
tendrán el derecho exclusivo de reproducción directa o indirecta, provisional o permanente, 
por cualquier medio y en cualquier forma, de la totalidad o parte de una publicación de 
prensa así como el derecho exclusivo de puesta a disposición del público, por 
procedimientos alámbricos o inalámbricos para el uso en línea de sus publicaciones de 
prensa por parte de prestadores de servicios de la sociedad de la información.

Estos derechos no podrán ser invocados frente a los autores y otros titulares de 
derechos y, en particular, por sí mismos no privarán a éstos del derecho a explotar sus obras 
y otras prestaciones con independencia de la publicación de prensa a la que se incorporen.

2. La reproducción o puesta a disposición del público por terceros usuarios de cualquier 
texto, imagen, obra fotográfica o mera fotografía que sean objeto de este derecho estará 
sujeta a autorización y no excluirá la responsabilidad civil o penal del tercero usuario que 
eventualmente se pudiera derivar de la utilización no autorizada del contenido publicado.

3. Las editoriales de publicaciones de prensa y agencias de noticias podrán autorizar el 
ejercicio de los derechos reconocidos en el apartado 1 del presente artículo a los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información. La negociación de dichas 
autorizaciones se realizará de acuerdo con los principios de buena fe contractual, diligencia 
debida, transparencia y respeto a las reglas de la libre competencia, excluyendo el abuso de 
posición de dominio en la negociación.

Dicha autorización se recogerá en un acuerdo celebrado al efecto con el prestador de 
servicios de la sociedad de la información, que deberá reunir los siguientes requisitos:

a) Se deberá respetar la independencia editorial de las editoriales de publicaciones de 
prensa y agencias de noticias.

b) El prestador de servicios de la sociedad de la información, en el marco de la relación 
contractual que establezca con la editorial de publicaciones de prensa o agencia de noticias, 
deberá informar de forma detallada y suficiente sobre los parámetros principales que rigen la 
clasificación de los contenidos y la importancia relativa de dichos parámetros principales, 
atendiendo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre el fomento de la equidad y la transparencia para los 
usuarios profesionales de servicios de intermediación en línea. Esta información deberá 
mantenerse actualizada.

c) No cabrá establecer otros contratos o prestaciones vinculados a este acuerdo que no 
se refieran a las explotaciones de las publicaciones de prensa.

d) Será competente para conocer de las cuestiones litigiosas sobre el acuerdo la Sección 
Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual, contra cuyas resoluciones cabrá recurso 
ante los órganos jurisdiccionales españoles que resulten competentes.

4. No obstante lo establecido en el apartado anterior, las editoriales de publicaciones de 
prensa y agencias de noticias podrán otorgar las autorizaciones para el ejercicio de los 
derechos reconocidos en el apartado 1 a través de los mecanismos de gestión colectiva, 
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según lo establecido en la presente ley. En estos casos, deberán también respetarse los 
requisitos del apartado anterior.

5. A los efectos de este artículo, se entenderá por publicación de prensa una recopilación 
compuesta principalmente por obras literarias de carácter periodístico que también incluye 
otro tipo de obras, en particular fotografías y videos, u otras prestaciones, y que:

a) Constituye un cuerpo unitario publicado de forma periódica o actualizado regularmente 
bajo un único título, como un periódico o una revista de interés general o especial;

b) Tiene por finalidad proporcionar al público en general información sobre noticias u 
otros temas, y

c) Se publica en cualquier medio de comunicación por iniciativa y bajo responsabilidad 
de la editorial y el control de un prestador de servicios.

6. Los derechos reconocidos en el apartado 1 no serán aplicables a:
a) El uso privado o no comercial de las publicaciones de prensa por parte de usuarios 

individuales.
b) Los actos de hiperenlace.
c) Al uso de palabras sueltas o extractos muy breves o poco significativos, tanto desde el 

punto de vista cuantitativo como cualitativo, de publicaciones de prensa por los prestadores 
de servicios de la sociedad de la información cuando dicho uso en línea no perjudique a las 
inversiones realizadas por las editoriales de publicaciones de prensa y agencias de noticias 
para la publicación de los contenidos y no afecte a la efectividad de los derechos 
reconocidos en el presente artículo.

d) Los contenidos literarios que no tengan la condición de publicación de prensa, que se 
regirán por lo establecido al efecto en el presente texto refundido.

e) Las publicaciones periódicas con fines científicos o académicos, como las revistas 
científicas.

f) Los sitios web, como blogs, que proporcionan información como parte de una actividad 
que no se lleva a cabo por iniciativa ni con la responsabilidad y control editorial de un 
prestador de servicios como los que caracterizan a una editorial de noticias.

g) Los contenidos cuyo uso esté amparado por una excepción o un límite a los derechos 
de autor o los derechos afines.

7. No podrán invocarse los derechos reconocidos en este artículo:
a) Para prohibir su utilización por otros usuarios autorizados, cuando una obra u otra 

prestación sea incorporada a una publicación de prensa sobre la base de una autorización 
no exclusiva.

b) Para prohibir la utilización de obras cuya protección haya expirado.
8. Los autores de las obras incorporadas a una publicación de prensa recibirán una parte 

adecuada de los ingresos que las editoriales de publicaciones de prensa o agencias de 
noticias perciban por el uso de sus publicaciones de prensa por parte de prestadores de 
servicios de la sociedad de la información. Para el ejercicio de este derecho, los autores 
podrán también acudir, de forma potestativa, a los mecanismos de gestión colectiva 
establecidos en la presente ley.

Artículo 130.  Duración de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en el artículo 129.1 durarán veinticinco años, computados 

desde el día 1 de enero del año siguiente al de la divulgación lícita de la obra.
2. Los derechos reconocidos en el artículo 129.2 durarán veinticinco años, computados 

desde el día 1 de enero del año siguiente al de la publicación.
3. Los derechos reconocidos en el artículo 129 bis durarán dos años contados desde el 1 

de enero del año siguiente al de la fecha de la publicación de prensa.

TÍTULO VII
Disposiciones comunes a los otros derechos de propiedad intelectual
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Artículo 131.  Cláusula de salvaguardia de los derechos de autor.
Los otros derechos de propiedad intelectual reconocidos en este Libro II se entenderán 

sin perjuicio de los que correspondan a los autores.

Artículo 132.  Aplicación subsidiaria de las disposiciones del Libro I.
Las disposiciones contenidas en el artículo 6.1, en la sección 2.ª del capítulo III, del 

Título II y en el capítulo II del Título III, salvo lo establecido en el párrafo segundo del 
apartado segundo del artículo 37, ambos del Libro I de la presente Ley, se aplicarán, con 
carácter subsidiario y en lo pertinente, a los otros derechos de propiedad intelectual 
regulados en este Libro.

TÍTULO VIII
Derecho "sui generis" sobre las bases de datos

Artículo 133.  Objeto de protección.
1. El derecho «sui generis» sobre una base de datos protege la inversión sustancial, 

evaluada cualitativa o cuantitativamente, que realiza su fabricante ya sea de medios 
financieros, empleo de tiempo, esfuerzo, energía u otros de similar naturaleza, para la 
obtención, verificación o presentación de su contenido.

Mediante el derecho al que se refiere el párrafo anterior, el fabricante de una base de 
datos, definida en el artículo 12.2 del presente texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, puede prohibir la extracción y/o reutilización de la totalidad o de una parte 
sustancial del contenido de ésta, evaluada cualitativa o cuantitativamente, siempre que la 
obtención, la verificación o la presentación de dicho contenido representen una inversión 
sustancial desde el punto de vista cuantitativo o cualitativo. Este derecho podrá transferirse, 
cederse o darse en licencia contractual.

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado anterior, no estarán 
autorizadas la extracción y/o reutilización repetidas o sistemáticas de partes no sustanciales 
del contenido de una base de datos que supongan actos contrarios a una explotación normal 
de dicha base o que causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del fabricante 
de la base.

3. A los efectos del presente Título se entenderá por:
a) Fabricante de la base de datos, la persona natural o jurídica que toma la iniciativa y 

asume el riesgo de efectuar las inversiones sustanciales orientadas a la obtención, 
verificación o presentación de su contenido.

b) Extracción, la transferencia permanente o temporal de la totalidad o de una parte 
sustancial del contenido de una base de datos a otro soporte cualquiera que sea el medio 
utilizado o la forma en que se realice.

c) Reutilización, toda forma de puesta a disposición del público de la totalidad o de una 
parte sustancial del contenido de la base mediante la distribución de copias en forma de 
venta u otra transferencia de su propiedad o por alquiler, o mediante transmisión en línea o 
en otras formas. A la distribución de copias en forma de venta en el ámbito de la Unión 
Europea le será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 19 de la presente 
Ley.

4. El derecho contemplado en el párrafo segundo del anterior apartado 1 se aplicará con 
independencia de la posibilidad de que dicha base de datos o su contenido esté protegida 
por el derecho de autor o por otros derechos. La protección de las bases de datos por el 
derecho contemplado en el párrafo segundo del anterior apartado 1 se entenderá sin 
perjuicio de los derechos existentes sobre su contenido.
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Artículo 134.  Derechos y obligaciones del usuario legítimo.
1. El fabricante de una base de datos, sea cual fuere la forma en que haya sido puesta a 

disposición del público, no podrá impedir al usuario legítimo de dicha base extraer y/o 
reutilizar partes no sustanciales de su contenido, evaluadas de forma cualitativa o 
cuantitativa, con independencia del fin a que se destine.

En los supuestos en que el usuario legítimo esté autorizado a extraer y/o reutilizar sólo 
parte de la base de datos, lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará únicamente a dicha 
parte.

2. El usuario legítimo de una base de datos, sea cual fuere la forma en que haya sido 
puesta a disposición del público, no podrá efectuar los siguientes actos:

a) Los que sean contrarios a una explotación normal de dicha base o lesionen 
injustificadamente los intereses legítimos del fabricante de la base.

b) Los que perjudiquen al titular de un derecho de autor o de uno cualquiera de los 
derechos reconocidos en los Títulos I a VI del Libro II de la presente Ley que afecten a obras 
o prestaciones contenidas en dicha base.

3. Cualquier pacto en contrario a lo establecido en esta disposición será nulo de pleno 
derecho.

Artículo 135.  Excepciones al derecho «sui generis».
1. El usuario legítimo de una base de datos, sea cual fuere la forma en que ésta haya 

sido puesta a disposición del público, podrá, sin autorización del fabricante de la base, 
extraer y/o reutilizar una parte sustancial del contenido de la misma, en los siguientes casos:

a) Cuando se trate de una extracción para fines privados del contenido de una base de 
datos no electrónica.

b) Cuando se trate de una extracción con fines ilustrativos de enseñanza o de 
investigación científica en la medida justificada por el objetivo no comercial que se persiga y 
siempre que se indique la fuente.

c) Cuando se trate de una extracción y/o reutilización para fines de seguridad pública o a 
efectos de un procedimiento administrativo o judicial.

2. Las disposiciones del apartado anterior no podrán interpretarse de manera tal que 
permita su aplicación de forma que cause un perjuicio injustificado a los intereses legítimos 
del titular del derecho o que vaya en detrimento de la explotación normal del objeto 
protegido.

Artículo 136.  Plazo de protección.
1. El derecho contemplado en el artículo 133 nacerá en el mismo momento en que se dé 

por finalizado el proceso de fabricación de la base de datos, y expirará quince años después 
del 1 de enero del año siguiente a la fecha en que haya terminado dicho proceso.

2. En los casos de bases de datos puestas a disposición del público antes de la 
expiración del período previsto en el apartado anterior, el plazo de protección expirará a los 
quince años, contados desde el 1 de enero siguiente a la fecha en que la base de datos 
hubiese sido puesta a disposición del público por primera vez.

3. Cualquier modificación sustancial, evaluada de forma cuantitativa o cualitativa del 
contenido de una base de datos y, en particular, cualquier modificación sustancial que resulte 
de la acumulación de adiciones, supresiones o cambios sucesivos que conduzcan a 
considerar que se trata de una nueva inversión sustancial, evaluada desde un punto de vista 
cuantitativo o cualitativo, permitirá atribuir a la base resultante de dicha inversión un plazo de 
protección propio.

Artículo 137.  Salvaguardia de aplicación de otras disposiciones.
Lo dispuesto en el presente Título se entenderá sin perjuicio de cualesquiera otras 

disposiciones legales que afecten a la estructura o al contenido de una base de datos tales 
como las relativas al derecho de autor u otros derechos de propiedad intelectual, al derecho 
de propiedad industrial, derecho de la competencia, derecho contractual, secretos, 
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protección de los datos de carácter personal, protección de los tesoros nacionales o sobre el 
acceso a los documentos públicos.

LIBRO III
De la protección de los derechos reconocidos en esta Ley

TÍTULO I
Acciones y procedimientos

Artículo 138.  Acciones y medidas cautelares urgentes.
El titular de los derechos reconocidos en esta ley, sin perjuicio de otras acciones que le 

correspondan, podrá instar el cese de la actividad ilícita del infractor y exigir la indemnización 
de los daños materiales y morales causados, en los términos previstos en los artículos 139 y 
140. También podrá instar la publicación o difusión, total o parcial, de la resolución judicial o 
arbitral en medios de comunicación a costa del infractor.

Tendrá también la consideración de responsable de la infracción quien induzca a 
sabiendas la conducta infractora; quien coopere con la misma, conociendo la conducta 
infractora o contando con indicios razonables para conocerla; y quien, teniendo un interés 
económico directo en los resultados de la conducta infractora, cuente con una capacidad de 
control sobre la conducta del infractor. Lo anterior no afecta a las limitaciones de 
responsabilidad específicas establecidas en los artículos 14 a 17 de la Ley 34/2002, de 11 de 
julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, en la medida 
en que se cumplan los requisitos legales establecidos en dicha ley para su aplicación.

Asimismo, podrá solicitar con carácter previo la adopción de las medidas cautelares de 
protección urgente reguladas en el artículo 141.

Tanto las medidas de cesación específicas contempladas en el artículo 139.1.h) como 
las medidas cautelares previstas en el artículo 141.6 podrán también solicitarse, cuando 
sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir 
derechos de propiedad intelectual reconocidos en esta ley, aunque los actos de dichos 
intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

Artículo 139.  Cese de la actividad ilícita.
1. El cese de la actividad ilícita podrá comprender:
a) La suspensión de la explotación o actividad infractora, incluyendo todos aquellos actos 

o actividades a los que se refieren los artículos 196 y 198.
b) La prohibición al infractor de reanudar la explotación o actividad infractora.
c) La retirada del comercio de los ejemplares ilícitos y su destrucción, incluyendo 

aquellos en los que haya sido suprimida o alterada sin autorización la información para la 
gestión electrónica de derechos o cuya protección tecnológica haya sido eludida. Esta 
medida se ejecutará a expensas del infractor, salvo que se aleguen razones fundadas para 
que no sea así.

d) La retirada de los circuitos comerciales, la inutilización, y, en caso necesario, la 
destrucción de los moldes, planchas, matrices, negativos y demás elementos materiales, 
equipos o instrumentos destinados principalmente a la reproducción, a la creación o 
fabricación de ejemplares ilícitos. Esta medida se ejecutará a expensas del infractor, salvo 
que se aleguen razones fundadas para que no sea así.

e) La remoción o el precinto de los aparatos utilizados en la comunicación pública no 
autorizada de obras o prestaciones, así como de aquellas en las que se haya suprimido o 
alterado sin autorización la información para la gestión electrónica de derechos, en los 
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términos previstos en el artículo 198, o a las que se haya accedido eludiendo su protección 
tecnológica, en los términos previstos en el artículo 196.

f) El comiso, la inutilización y, en caso necesario, la destrucción de los instrumentos, con 
cargo al infractor, cuyo único uso sea facilitar la supresión o neutralización no autorizadas de 
cualquier dispositivo técnico utilizado para proteger un programa de ordenador. Las mismas 
medidas podrán adoptarse en relación con los dispositivos, productos o componentes para la 
elusión de medidas tecnológicas a los que se refiere el artículo 196 y para suprimir o alterar 
la información para la gestión electrónica de derechos a que se refiere el artículo 198.

g) La remoción o el precinto de los instrumentos utilizados para facilitar la supresión o la 
neutralización no autorizadas de cualquier dispositivo técnico utilizado para proteger obras o 
prestaciones aunque aquélla no fuera su único uso.

h) La suspensión de los servicios prestados por intermediarios a terceros que se valgan 
de ellos para infringir derechos de propiedad intelectual, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico.

2. El infractor podrá solicitar que la destrucción o inutilización de los mencionados 
ejemplares y material, cuando éstos sean susceptibles de otras utilizaciones, se efectúe en 
la medida necesaria para impedir la explotación ilícita.

3. El titular del derecho infringido podrá pedir la entrega de los referidos ejemplares y 
material a precio de coste y a cuenta de su correspondiente indemnización de daños y 
perjuicios.

4. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los ejemplares adquiridos de buena fe 
para uso personal.

Artículo 140.  Indemnización.
1. La indemnización por daños y perjuicios debida al titular del derecho infringido 

comprenderá no sólo el valor de la pérdida que haya sufrido, sino también el de la ganancia 
que haya dejado de obtener a causa de la violación de su derecho. La cuantía 
indemnizatoria podrá incluir, en su caso, los gastos de investigación en los que se haya 
incurrido para obtener pruebas razonables de la comisión de la infracción objeto del 
procedimiento judicial.

2. La indemnización por daños y perjuicios se fijará, a elección del perjudicado, conforme 
a alguno de los criterios siguientes:

a) Las consecuencias económicas negativas, entre ellas la pérdida de beneficios que 
haya sufrido la parte perjudicada y los beneficios que el infractor haya obtenido por la 
utilización ilícita.

En el caso de daño moral procederá su indemnización, aun no probada la existencia de 
perjuicio económico. Para su valoración se atenderá a las circunstancias de la infracción, 
gravedad de la lesión y grado de difusión ilícita de la obra.

b) La cantidad que como remuneración hubiera percibido el perjudicado, si el infractor 
hubiera pedido autorización para utilizar el derecho de propiedad intelectual en cuestión.

3. La acción para reclamar los daños y perjuicios a que se refiere este artículo prescribirá 
a los cinco años desde que el legitimado pudo ejercitarla.

Artículo 141.  Medidas cautelares.
En caso de infracción o cuando exista temor racional y fundado de que ésta va a 

producirse de modo inminente, la autoridad judicial podrá decretar, a instancia de los titulares 
de los derechos reconocidos en esta Ley, las medidas cautelares que, según las 
circunstancias, fuesen necesarias para la protección urgente de tales derechos, y en 
especial:

1. La intervención y el depósito de los ingresos obtenidos por la actividad ilícita de que se 
trate o, en su caso, la consignación o depósito de las cantidades debidas en concepto de 
remuneración.
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2. La suspensión de la actividad de reproducción, distribución y comunicación pública, 
según proceda, o de cualquier otra actividad que constituya una infracción a los efectos de 
esta Ley, así como la prohibición de estas actividades si todavía no se han puesto en 
práctica.

3. El secuestro de los ejemplares producidos o utilizados y el del material empleado 
principalmente para la reproducción o comunicación pública.

4. El secuestro de los instrumentos, dispositivos, productos y componentes referidos en 
los artículos 102.c) y 196.2 y de los utilizados para la supresión o alteración de la 
información para la gestión electrónica de los derechos referidos en el artículo 198.2.

5. El embargo de los equipos, aparatos y soportes materiales a los que se refiere el 
artículo 25, que quedarán afectos al pago de la compensación reclamada y a la oportuna 
indemnización de daños y perjuicios.

6. La suspensión de los servicios prestados por intermediarios a terceros que se valgan 
de ellos para infringir derechos de propiedad intelectual, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y del comercio 
electrónico.

La adopción de las medidas cautelares quedará sin efecto si no se presentara la 
correspondiente demanda en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil.

Artículo 142.  Procedimiento.
(Derogado)

Artículo 143.  Causas criminales.
En las causas criminales que se sigan por infracción de los derechos reconocidos en 

esta Ley, podrán adoptarse las medidas cautelares procedentes en procesos civiles, 
conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Estas medidas no impedirán la 
adopción de cualesquiera otras establecidas en la legislación procesal penal.

TÍTULO II
El Registro de la Propiedad Intelectual

Artículo 144.  Organización y funcionamiento.
1. El Registro General de la Propiedad Intelectual tendrá carácter único en todo el 

territorio nacional. Reglamentariamente se regulará su ordenación, que incluirá, en todo 
caso, la organización y funciones del Registro Central dependiente del Ministerio de Cultura 
y las normas comunes sobre procedimiento de inscripción y medidas de coordinación e 
información entre todas las Administraciones públicas competentes.

2. Las Comunidades Autónomas determinarán la estructura y funcionamiento del 
Registro en sus respectivos territorios, y asumirán su llevanza, cumpliendo en todo caso las 
normas comunes a que se refiere el apartado anterior.

Artículo 145.  Régimen de las inscripciones.
1. Podrán ser objeto de inscripción en el Registro los derechos de propiedad intelectual 

relativos a las obras y demás producciones protegidas por la presente Ley.
2. El Registrador calificará las solicitudes presentadas y la legalidad de los actos y 

contratos relativos a los derechos inscribibles, pudiendo denegar o suspender la práctica de 
los asientos correspondientes. Contra el acuerdo del Registrador podrán ejercitarse 
directamente ante la jurisdicción civil las acciones correspondientes.

3. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que los derechos inscritos existen y 
pertenecen a su titular en la forma determinada en el asiento respectivo.

4. El Registro será público, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecerse al 
amparo de lo previsto en el artículo 101 de esta Ley.
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TÍTULO III
Símbolos o indicaciones de la reserva de derechos

Artículo 146.  Símbolos o indicaciones.
El titular o cesionario en exclusiva de un derecho de explotación sobre una obra o 

producción protegidas por esta Ley podrá anteponer a su nombre el símbolo © con precisión 
del lugar y año de la divulgación de aquéllas.

Asimismo, en las copias de los fonogramas o en sus envolturas se podrá anteponer al 
nombre del productor o de su cesionario, el símbolo (p), indicando el año de la publicación.

Los símbolos y referencias mencionados deberán hacerse constar en modo y colocación 
tales que muestren claramente que los derechos de explotación están reservados.

TÍTULO IV
Gestión colectiva de los derechos reconocidos en la ley

CAPÍTULO I
Requisitos para la gestión colectiva

Artículo 147.  Requisitos de las entidades de gestión.
Las entidades legalmente constituidas que tengan establecimiento en territorio español y 

pretendan dedicarse, en nombre propio o ajeno, a la gestión de derechos de explotación u 
otros de carácter patrimonial, por cuenta y en interés de varios autores u otros titulares de 
derechos de propiedad intelectual, deberán obtener la oportuna autorización del Ministerio 
de Cultura y Deporte, con objeto de garantizar una adecuada protección de la propiedad 
intelectual. Esta autorización habrá de publicarse en el «Boletín Oficial del Estado».

Las entidades de gestión colectiva son propiedad de sus socios y estarán sometidas al 
control de los mismos, no podrán tener ánimo de lucro y, en virtud de la autorización, podrán 
ejercer los derechos de propiedad intelectual confiados a su gestión por sus titulares 
mediante contrato de gestión y tendrán los derechos y obligaciones que en este título se 
establecen y, en particular, hacer efectivos los derechos a una remuneración y 
compensación equitativas en los distintos supuestos previstos en esta ley y a ejercitar el 
derecho de autorizar la distribución por cable.

Artículo 148.  Condiciones de la autorización.
1. La autorización prevista en el artículo anterior solo se concederá si, formulada la 

oportuna solicitud, esta se acompaña de la documentación que permita verificar la 
concurrencia de las siguientes condiciones:

a) Que los estatutos de la entidad solicitante cumplan los requisitos establecidos en este 
título.

b) Que de los datos aportados y de la información practicada se desprenda que la 
entidad solicitante reúne las condiciones necesarias para asegurar la eficaz administración 
de los derechos, cuya gestión le va a ser encomendada, en todo el territorio español.

c) Que la autorización favorezca los intereses generales de la protección de la propiedad 
intelectual.

2. Para valorar la concurrencia de las condiciones establecidas en los letras b) y c) del 
apartado anterior, se tendrán particularmente en cuenta como criterios de valoración, la 
capacidad de una gestión viable de los derechos encomendados, la idoneidad de sus 
estatutos y sus medios materiales para el cumplimiento de sus fines, y la posible efectividad 
de su gestión en el extranjero, atendiéndose, especialmente, a las razones imperiosas de 
interés general que constituyen la protección de la propiedad intelectual.

3. La autorización se entenderá concedida, si no se notifica resolución en contrario, en el 
plazo de tres meses desde la presentación de la solicitud.
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Artículo 149.  Revocación de la autorización.
La autorización podrá ser revocada por el Ministerio de Cultura y Deporte si sobreviniera 

o se pusiera de manifiesto algún hecho que pudiera haber originado la denegación de la 
autorización, o si la entidad de gestión incumpliera gravemente las obligaciones establecidas 
en este título. En los tres supuestos deberá mediar un previo apercibimiento del Ministerio de 
Cultura y Deporte, que fijará un plazo no inferior a tres meses para la subsanación o 
corrección de los hechos señalados.

La revocación producirá sus efectos a los tres meses de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Artículo 150.  Legitimación.
Las entidades de gestión, una vez autorizadas conforme a lo previsto en este título, 

estarán legitimadas en los términos que resulten de sus propios estatutos, para ejercer los 
derechos confiados a su gestión y hacerlos valer en toda clase de procedimientos 
administrativos o judiciales.

Para acreditar dicha legitimación, la entidad de gestión únicamente deberá aportar al 
inicio del proceso copia de sus estatutos y certificación acreditativa de su autorización 
administrativa. El demandado solo podrá fundar su oposición en la falta de representación de 
la actora, la autorización del titular del derecho exclusivo o el pago de la remuneración 
correspondiente.

Artículo 151.  Requisitos de las entidades de gestión sin establecimiento en España.
1. Las entidades de gestión legalmente constituidas que no tengan establecimiento en 

territorio español pero pretendan prestar servicios en España conforme a lo determinado en 
esta ley, deberán comunicar al Ministerio de Cultura y Deporte el inicio de sus actividades en 
España.

La comunicación deberá contener, al menos, sus datos de contacto, incluyendo sus 
datos de identificación fiscal, las características de los servicios que vayan a prestar, los 
documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos establecidos en su país de 
establecimiento para operar como entidad de gestión y una versión en castellano de sus 
estatutos en vigor. Asimismo, deberán comunicar cualquier variación respecto de los datos 
contenidos en la comunicación dentro del mes siguiente al que tengan lugar.

2. Las entidades de gestión referidas en el apartado 1 que tengan establecimiento en 
otro Estado de la Unión Europea deberán cumplir, en relación con los servicios que presten 
en España y en los mismos términos que las entidades de gestión autorizadas por el 
Ministerio de Cultura y Deporte, con las obligaciones previstas en los artículos 163 a 166; 
176.2; 177; apartados 1, excepto el cuarto párrafo, 2 a 5; 185 y 186 letras c) a f).

3. Las entidades de gestión referidas en el apartado 1 que tengan establecimiento fuera 
de la Unión Europea deberán cumplir, en relación con los servicios que presten en España y 
en los mismos términos que las entidades de gestión autorizadas por el Ministerio de Cultura 
y Deporte, con las obligaciones previstas en los artículos 163 a 166; 170 a 174; 177, 
apartados 1, excepto el cuarto párrafo; 2 a 5; 179 a 184; 185, excepto la obligación de 
publicar el informe anual de transparencia; y 186, letras c) a f).

4. Las entidades de gestión referidas en este artículo podrán ejercer los derechos de 
propiedad intelectual conferidos a su gestión por sus titulares mediante contrato de gestión y 
por cuenta y en beneficio colectivo de todos ellos. Para poder hacer efectivos los derechos a 
una remuneración y compensación equitativas en los distintos supuestos previstos en esta 
ley y a ejercitar el derecho de autorizar la distribución por cable deberán solicitar la 
autorización prevista en el artículo 147.

5. Las entidades de gestión referidas en este artículo estarán sujetas a las facultades de 
supervisión de las Administraciones competentes y al cumplimiento de las obligaciones 
previstas en el artículo 154.

Artículo 152.  Requisitos de las entidades dependientes de una entidad de gestión.
1. Cuando una entidad dependiente de una entidad de gestión desarrolle en España una 

actividad regulada en este título que sea propia de la entidad de gestión de la que dependa, 
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estará sujeta al cumplimiento de esa regulación en los mismos términos que lo estaría la 
propia entidad de gestión.

Se entenderá por entidad dependiente de una entidad de gestión a la entidad legalmente 
constituida que, directa o indirectamente, en su totalidad o en parte, sea propiedad de una 
entidad de gestión o esté bajo su control.

2. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados 4 y 5 del artículo 178 y lo regulado al 
respecto del control de los estatutos de la persona jurídica prevista en el artículo 25.10 y la 
que gestione la ventanilla única de facturación y pago del artículo 168, las entidades de 
gestión comunicarán al Ministerio de Cultura y Deporte la constitución de una entidad 
dependiente o la integración en una entidad ya existente.

Artículo 153.  Requisitos de los operadores de gestión independientes.
1. Los operadores de gestión independientes que pretendan prestar servicios en España 

conforme a lo determinado en esta ley, deberán comunicar al Ministerio de Cultura y Deporte 
el inicio de sus actividades en España. La comunicación deberá contener, al menos, sus 
datos de contacto, incluyendo sus datos de identificación fiscal, las características de los 
servicios que vayan a prestar y la documentación necesaria para verificar el cumplimiento de 
los requisitos previstos en las letras a) y b) del apartado 2. Asimismo, deberán comunicar 
cualquier variación respecto de los datos contenidos en la comunicación de inicio dentro del 
mes siguiente al que tengan lugar.

Estos operadores solo podrán ejercer los derechos de propiedad intelectual conferidos a 
su gestión por sus titulares mediante contrato de gestión y en beneficio colectivo de todos 
ellos.

2. Se entenderá por operador de gestión independiente a cualquier entidad legalmente 
constituida y autorizada por un contrato de gestión para gestionar derechos de explotación u 
otros de carácter patrimonial en nombre y beneficio colectivo de varios titulares de derechos, 
como único o principal objeto, y siempre que:

a) No sea propiedad ni esté sometida al control, directa o indirectamente, en su totalidad 
o en parte, de titulares de derechos. A tal efecto, los títulos acreditativos de la propiedad del 
operador de gestión independiente deberán ser nominativos. Idénticos requisitos se exigirán 
a las entidades que ostenten la propiedad o el control directo o indirecto, total o parcial, del 
operador de gestión independiente, y a las entidades en las que el operador de gestión 
independiente ostente la propiedad o el control directo o indirecto, total o parcial.

b) Tenga ánimo de lucro.
En ningún caso podrán ser considerados como operador de gestión independiente los 

productores de grabaciones audiovisuales, los productores de fonogramas, las entidades de 
radiodifusión, los editores, los gestores de autores o de artistas intérpretes o ejecutantes, ni 
los agentes que representan a los titulares de derechos en sus relaciones con las entidades 
de gestión.

3. Los operadores de gestión independiente deberán cumplir, en los mismos términos 
que las entidades de gestión autorizadas por el Ministerio de Cultura y Deporte, con las 
obligaciones previstas en los artículos 163.1, 165, 166, 181, 183, apartado 1, letras a) y b), y 
186, letras c) y e). Asimismo, deberán hacer constar en su denominación la referencia 
«Operador de Gestión Independiente» o, en su defecto, la abreviatura «OGI».

4. Los operadores de gestión independientes deberán publicar en su página web de 
forma fácilmente accesible y mantener actualizada la siguiente información:

a) Sus estatutos.
b) Las condiciones para que un titular de derechos de propiedad intelectual pueda 

celebrar con ellos un contrato de gestión.
c) El repertorio que gestiona y todas sus actualizaciones.
d) Sus tarifas por el uso de los derechos conferidos a su gestión, descuentos incluidos.
e) Los contratos generales que tengan suscritos con asociaciones de usuarios y los 

modelos de contrato que habitualmente se utilicen para cada modalidad de uso de su 
repertorio.

f) Las reglas de reparto de los importes que deben abonarse a los titulares de derechos.
g) Sus descuentos de gestión y otras deducciones aplicadas a los derechos recaudados.
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Artículo 154.  Facultades de supervisión de las Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones que sean competentes conforme al artículo 155 velarán por el 

cumplimiento de las obligaciones que incumben a las entidades de gestión, a las entidades 
dependientes de las mismas y a los operadores de gestión independientes que presten, 
todos ellos, sus servicios en España.

Con este fin, las Administraciones competentes podrán realizar las actividades de 
inspección y control que consideren convenientes, recabando, cuando resulte necesario, la 
colaboración de otras entidades públicas o privadas.

Asimismo, las Administraciones competentes podrán formular a la autoridad competente 
de otro Estado miembro de la Unión Europea solicitudes de información debidamente 
razonadas en relación con la aplicación de su normativa reguladora de la gestión colectiva 
de derechos de propiedad intelectual, en particular, respecto de las actividades de las 
entidades de gestión o los operadores de gestión independiente con establecimiento en ese 
Estado miembro que presten servicios en España.

2. Las entidades de gestión, las entidades dependientes de las mismas y los operadores 
de gestión independientes estarán obligados a colaborar con las Administraciones 
competentes y atender diligentemente a sus requerimientos de información y 
documentación.

Artículo 155.   Competencias de las Administraciones Públicas.
1. Corresponderán, en todo caso, al Ministerio de Cultura y Deporte, las siguientes 

funciones:
a) La comprobación del cumplimiento de los requisitos legales al inicio de la actividad y 

la inhabilitación legal para operar de las entidades de gestión y de los operadores de gestión 
independientes, conforme a lo previsto en esta ley.

b) La aprobación de las modificaciones estatutarias presentadas por las entidades de 
gestión que dispongan de la autorización prevista en el artículo 147, una vez que lo hayan 
sido por la respectiva asamblea general y sin perjuicio de lo dispuesto por otras normas de 
aplicación. Las entidades de gestión deberán cursar esta solicitud de aprobación por el 
Ministerio de Cultura y Deporte dentro del mes siguiente a la aprobación de la modificación 
estatutaria por la asamblea general correspondiente. La aprobación administrativa se 
entenderá concedida si no se notifica resolución en contrario en el plazo de tres meses 
desde la presentación de la solicitud.

c) La recepción de las comunicaciones de inicio de actividad remitidas por las entidades 
de gestión con establecimiento fuera de España y por los operadores de gestión 
independientes que presten, todos ellos, servicios en territorio español; y de las 
comunicaciones de variación de los datos contenidos en las mismas. El Ministerio de Cultura 
y Deporte mantendrá en su portal de internet un listado actualizado de las entidades de 
gestión con establecimiento fuera de España y de los operadores de gestión independientes 
que hayan comunicado el inicio de sus actividades en España.

2. Las funciones de inspección, vigilancia y control de las entidades de gestión de 
derechos de propiedad intelectual y de los operadores de gestión independiente, incluido el 
ejercicio de la potestad sancionadora, corresponderán a la Comunidad Autónoma en cuyo 
territorio desarrolle principalmente su actividad ordinaria.

Se considerará que una entidad de gestión de derechos de propiedad intelectual o un 
operador de gestión independiente actúa principalmente en una Comunidad Autónoma 
cuando su domicilio social y el domicilio fiscal de al menos el 50 por ciento de sus miembros 
o de sus mandantes, en el caso de un operador de gestión independiente, se encuentren en 
el territorio de dicha Comunidad Autónoma, y el principal ámbito de recaudación de la 
remuneración de los derechos confiados a su gestión se circunscriba a dicho territorio. Se 
entenderá por principal ámbito de recaudación aquel de donde proceda más del 60 por 
ciento de esta, siendo revisable bienalmente el cumplimiento de esta condición.

El Gobierno, a propuesta del Ministro de Cultura y Deporte, establecerá 
reglamentariamente los mecanismos y obligaciones de información necesarios para 
garantizar el ejercicio coordinado y eficaz de estas funciones.
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3. Corresponderán al Ministerio de Cultura y Deporte las funciones de inspección, 
vigilancia y control, incluido el ejercicio de la potestad sancionadora, sobre las entidades de 
gestión de derechos de propiedad intelectual, las entidades que de ellas dependan y los 
operadores de gestión independiente, cuando de acuerdo con lo previsto en el apartado 
anterior no corresponda el ejercicio de estas funciones a una Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO II
Titulares de derechos

Artículo 156.  Principios generales de representación de los titulares de derechos.
1. Se considerará titular de derechos, a los efectos de este título, a toda persona o 

entidad, distinta de una entidad de gestión, que sea titular de derechos de autor u otros 
derechos de propiedad intelectual o que, en virtud de un acuerdo de explotación de derechos 
o por ley, esté legitimada para percibir una parte de las cuantías generados por tales 
derechos.

2. Las entidades de gestión están obligadas a aceptar la administración de los derechos 
que les sean encomendados contractual o legalmente de acuerdo con su objeto o fines y 
conforme a los criterios de admisión previstos en sus estatutos, siempre que su gestión esté 
comprendida dentro de su ámbito de actividad y salvo que existan motivos objetivamente 
justificados para su rechazo que deberán ser motivados adecuadamente. Dicho encargo lo 
desempeñarán con sujeción a sus estatutos y demás normas aplicables al efecto.

3. La gestión de los derechos será encomendada por sus titulares a la entidad de gestión 
mediante la suscripción de un contrato de gestión sin perjuicio de los derechos 
contemplados en la presente ley cuya gestión deba ejercerse exclusivamente a través de las 
entidades de gestión.

El titular de derechos no podrá conceder, ni directa ni indirectamente, ninguna 
participación en sus derechos recaudados a usuarios que hayan celebrado contratos de 
autorización no exclusiva con la entidad o con otras entidades de gestión, cuando dichos 
usuarios, al usar el repertorio de la entidad de gestión, favorezcan injustificadamente la 
explotación preferencial de una o más obras del propio titular de derechos.

4. Las entidades de gestión no podrán imponer obligaciones a los titulares de derechos 
que no sean objetivamente necesarias para la protección de sus derechos e intereses o para 
la gestión eficaz de sus derechos.

5. Las entidades de gestión no discriminarán a los titulares cuyos derechos gestionen en 
virtud de un acuerdo de representación, en particular, con respecto a las tarifas aplicables, 
los descuentos de gestión y las condiciones de recaudación de los derechos y del reparto y 
pago de sus importes.

6. Las entidades de gestión reconocerán a los titulares de derechos que, sin ser 
miembros, posean una relación jurídica con ellas en virtud de la ley o por contrato, el 
derecho a comunicarse electrónicamente con ellas; los derechos de información previstos en 
los artículos 172.2 y 183.1, letras a) y b); y el derecho a plantear una reclamación o una 
queja conforme al procedimiento previsto en sus estatutos.

7. Las entidades de gestión conservarán un registro de sus miembros y lo actualizarán 
periódicamente.

Artículo 157.  Contrato de gestión.
1. En el contrato de gestión, el titular de derechos deberá dar consentimiento explícito, 

por escrito, para cada derecho, categoría de derechos o tipo de obra o prestación cuya 
gestión encomienda a la entidad y respecto de los territorios de su elección, con 
independencia de su nacionalidad o lugar de residencia o de establecimiento de la entidad 
de gestión. Dicho contrato no podrá imponer como obligatoria la gestión de todas las 
modalidades de uso ni la de la totalidad de la obra o producción futura.

2. La entidad de gestión informará al titular de los derechos, con anterioridad a la 
suscripción del contrato de gestión, de todos los derechos que se le reconocen en el 
presente título; de las condiciones inherentes al derecho reconocido en el artículo 169; y de 
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los descuentos de gestión y otras deducciones que apliquen a los derechos que recaude y a 
los rendimientos derivados de la eventual inversión de los mismos.

Artículo 158.  Revocación total o parcial del contrato de gestión.
1. La duración del contrato de gestión no podrá ser superior a tres años renovable por 

periodos de un año.
2. El titular tendrá derecho, con un preaviso razonable no superior a seis meses que se 

concretará en los estatutos de la entidad de gestión, a revocar total o parcialmente su 
contrato de gestión, con una retirada de los derechos, categorías de derechos o tipos de 
obras o prestaciones de su elección en los territorios de su elección.

3. La entidad de gestión podrá determinar que la revocación despliegue efectos a partir 
del final del ejercicio en que se cumpla el periodo de preaviso y no podrá condicionarla a que 
los derechos del titular se encomienden a otra entidad de gestión excepto en lo relativo a los 
derechos contemplados en la presente ley cuya gestión deba realizarse obligatoriamente a 
través de las entidades de gestión.

4. En caso de que se adeuden importes al titular por derechos recaudados en el 
momento de desplegar efectos la revocación, total o parcial, el titular conservará el derecho 
a recibir información sobre:

a) Los descuentos de gestión y otras deducciones que la entidad de gestión vaya a 
aplicar a esos derechos pendientes de pago.

b) Los derechos relacionados con el reparto y pago de derechos previstos en los 
artículos 177 y 180.

c) Los derechos de información previstos en los artículos 181 y 183, letras a) y b).
d) El derecho a plantear una reclamación o una queja conforme al procedimiento previsto 

en los estatutos de la entidad de gestión.
5. En caso de que el titular adeude importes a la entidad de gestión en virtud de anticipos 

a cuenta de futuros repartos de derechos, previstos en el artículo 177, apartado 9, la entidad 
de gestión no conservará la gestión de los derechos, categorías de derechos, tipos de obras 
o prestaciones y territorios objeto de la revocación total o parcial aunque la deuda no haya 
quedado cancelada. Los efectos de la revocación se producirán de acuerdo a lo 
contemplado en el apartado 2.

Las partes acordarán los términos de la amortización total o parcial de los saldos 
pendientes de los anticipos que estén documentalmente acreditados.

En caso de no alcanzarse un acuerdo, los frutos de la explotación de los derechos objeto 
de la revocación total o parcial tendrán la consideración de garantía del pago de los saldos 
pendientes de anticipos documentalmente acreditados.

6. Las entidades de gestión que no concedan ni se ofrezcan a conceder autorizaciones 
multiterritoriales no exclusivas de derechos en línea sobre obras musicales o no permitan 
que otra entidad de gestión represente esos derechos con tal fin, deberán permitir a sus 
miembros la revocación parcial de su contrato de gestión en lo que se refiere a tales 
derechos con el fin de poder conceder tales autorizaciones. Tal revocación no afectará al 
resto de derechos en línea para fines de concesión de autorizaciones no exclusivas y no 
multiterritoriales.

CAPÍTULO III
Organización de las entidades de gestión

Artículo 159.  Estatutos.
Sin perjuicio de lo que dispongan otras normas que les sean de aplicación, en los 

estatutos de las entidades de gestión se hará constar:
a) La denominación, que no podrá ser idéntica a la de otras entidades, ni tan semejante 

que pueda inducir a confusiones. En caso de no integrar la denominación la referencia 
«Entidad de Gestión de Derechos de Propiedad Intelectual», se deberá hacer constar esta, o 
su abreviatura «EGDPI», a continuación de la denominación correspondiente.
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b) El objeto y fines, que será la gestión de los derechos o categorías de derechos de 
propiedad intelectual especificándose aquellos que vayan a administrar.

Asimismo, podrán realizar actividades distintas a la gestión de los derechos de propiedad 
intelectual siempre que las mismas estén vinculadas al ámbito cultural de la entidad y se 
cumpla el requisito de ausencia de ánimo de lucro establecido en el artículo 147.

c) Las clases de titulares de derechos comprendidos en la gestión y, en su caso, las 
distintas categorías de aquellos a efectos de su participación en la administración y control 
interno de la entidad.

d) Los criterios para la adquisición y pérdida de la cualidad de miembro de la entidad de 
gestión que deberán ser objetivos, transparentes y no discriminatorios. En todo caso, los 
miembros, que podrán ser titulares de derechos o entidades que los representen, incluidas 
entidades de gestión y asociaciones de titulares de derechos, deberán ser titulares de 
derechos de los que haya de gestionar la entidad y el número de ellos no podrá ser inferior a 
diez.

e) Los derechos de los miembros y, en particular:
1.º Las condiciones para el ejercicio del derecho del miembro a conceder autorizaciones 

no exclusivas para el ejercicio no comercial de los derechos encomendados a la entidad de 
gestión, previsto en el artículo 169.

2.º El derecho a comunicarse por vía electrónica con la entidad, incluso a efectos de 
ejercer sus derechos.

3.º Las condiciones para el ejercicio del derecho de revocación total o parcial del contrato 
de gestión, previsto en el artículo 158, que deberán mantener un equilibrio entre este 
derecho del miembro y la capacidad de la entidad de gestión para gestionar eficazmente los 
derechos que le han sido encomendados.

f) El derecho de todos los miembros a ser convocados en tiempo y forma a las reuniones 
de la asamblea general, así como a asistir y participar en las mismas disponiendo en todo 
caso, al menos de un voto. Así como el régimen de voto de los miembros en la asamblea 
general, que podrá establecerse teniendo en cuenta criterios de ponderación que limiten 
razonablemente el voto plural, garantizando, en todo caso, una representación equitativa y 
proporcionada del conjunto de los miembros. Dichos criterios de ponderación podrán 
basarse únicamente en la duración de la condición de miembro en la entidad de gestión, en 
las cantidades recibidas en virtud de dicha condición o en ambos. En materia relativa a 
sanciones de exclusión de miembro, el régimen de voto será igualitario. No obstante, la 
determinación del régimen de ponderación en el voto no permitirá que se produzcan 
concentraciones mayoritarias de votos en poder de un número reducido de miembros que 
constriñan la democracia interna o alteren, de alguna forma, la libertad de actuación de la 
asamblea general.

g) Los deberes de los miembros y su régimen disciplinario.
h) Las normas que rijan la convocatoria de la asamblea general de la entidad de gestión.
i) Los órganos de gobierno y representación de la entidad de gestión, el órgano de 

control interno y las respectivas competencias de todos ellos, así como las normas relativas 
a la convocatoria, constitución y funcionamiento de los de carácter colegiado, con prohibición 
expresa de adoptar acuerdos respecto de los asuntos que no figuren en el orden del día.

j) El procedimiento de elección y cese por la asamblea general de los miembros que 
formen parte de los órganos de gobierno y representación y del órgano de control interno de 
la entidad de gestión. Estas disposiciones deberán velar por que la composición de dichos 
órganos elegidos por la asamblea general y del órgano de control interno de la entidad de 
gestión se atenga al principio de representación equilibrada de mujeres y hombres en el 
nombramiento de los titulares de dichos órganos.

k) El patrimonio inicial y los recursos económicos previstos.
l) Los principios generales conforme a los que los órganos de gobierno y representación 

de la entidad de gestión elaborarán el reglamento de reparto de los derechos recaudados 
que, posteriormente, deberá ser ratificado por la asamblea general. En cualquier caso, como 
parte de dichos principios generales deberá excluirse la arbitrariedad en el reparto y 
garantizarse que la participación de los titulares en el reparto sea proporcional a la utilización 
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de sus obras y prestaciones protegidas y, en consecuencia, a la recaudación que 
contribuyan a generar para la entidad de gestión.

Las entidades de gestión adoptarán las medidas necesarias, incluyendo la fijación de 
topes de reparto cuando sea procedente, para evitar que obras o prestaciones reciban 
cantidades desproporcionadas en relación a los rendimientos comerciales o de audiencia 
que se producen durante su explotación. En particular, en aquellos supuestos de 
radiodifusión en los que el valor comercial por el uso de las obras y prestaciones protegidas 
sea testimonial por ausencia de audiencia significativa, será de aplicación una cantidad a 
tanto alzado que en ningún caso superará el veinte por ciento del total recaudado de cada 
usuario por un uso intensivo o cuantitativo máximo de las obras, prorrateándose dicho 
porcentaje proporcionalmente al uso intensivo que se produzca en cada momento.

m) El régimen de control de la gestión económica y financiera de la entidad.
n) El destino del patrimonio o activo neto resultante en los supuestos de liquidación de la 

entidad que, en ningún caso, podrá ser objeto de reparto entre los miembros.
ñ) Las disposiciones adecuadas para asegurar una gestión libre de influencias de los 

usuarios de su repertorio. Estas disposiciones deberán velar por que aquellos titulares de 
derechos que pertenezcan a empresas usuarias no ocupen más del cincuenta por ciento de 
los puestos en los órganos de gobierno y no participen en las tomas de decisión en que 
pudiera existir un conflicto de interés. En todo caso, la entidad de gestión adoptará medidas 
para evitar una injusta utilización preferencial de las obras y prestaciones protegidas, en 
particular por aquellos titulares de derechos, pudiendo incluso establecer restricciones al 
reparto.

o) El procedimiento de tratamiento y resolución de las reclamaciones y quejas 
planteadas por los miembros y por entidades de gestión por cuya cuenta se gestionen 
derechos en virtud de un acuerdo de representación, en relación con el ámbito de actividad 
de la entidad de gestión y, en particular, las condiciones de adquisición y pérdida de la 
condición de miembro; cualquier aspecto relativo al contrato de gestión; y la recaudación y 
reparto de derechos. Las respuestas a las reclamaciones se efectuarán por escrito y, cuando 
se rechacen, deberán estar suficientemente motivadas.

Artículo 160.  Asamblea general.
1. La asamblea general de los miembros de la entidad de gestión, que se convocará al 

menos una vez al año, tendrá como mínimo las siguientes competencias:
a) Aprobar las modificaciones de los estatutos de la entidad.
b) Ratificar el reglamento de reparto de los derechos recaudados elaborado por los 

órganos de gobierno y representación conforme a los principios generales regulados en los 
estatutos de la entidad de gestión.

c) Respecto de las personas que conforman los órganos de gobierno y representación 
de la entidad y del órgano de control interno, aprobar sus nombramientos y ceses, examinar 
su rendimiento y aprobar sus remuneraciones y otras prestaciones como ganancias 
monetarias y no monetarias, pensiones y subsidios, derechos a otras primas y el derecho a 
una indemnización por despido.

d) Aprobar la política general de utilización de los importes que no puedan ser objeto de 
reparto en los términos previstos en el artículo 177.6.

e) Aprobar la política general de inversión de los derechos recaudados y de cualquier 
otro rendimiento derivado de la inversión de los mismos, que deberá observar en todo caso 
los principios y recomendaciones establecidos en los códigos de conducta regulados según 
la disposición adicional quinta del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores y su 
normativa de desarrollo, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre.

f) Aprobar la política general de deducciones practicadas sobre los derechos recaudados 
y sobre cualquier otro rendimiento derivado de la inversión de los mismos.

g) Aprobar la política de gestión de riesgos.
h) Aprobar cualquier adquisición, venta o hipoteca de bienes inmuebles.
i) Aprobar las fusiones y alianzas, la creación de filiales, y la adquisición de otras 

entidades, participaciones o derechos en otras entidades de conformidad con lo previsto en 
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el ordenamiento jurídico, salvo en los casos que tales operaciones vengan directamente 
impuestas por dicho ordenamiento jurídico.

j) Aprobar las propuestas de operaciones de empréstito y de préstamo o de constitución 
de avales o garantías de préstamos, de conformidad con el artículo 177.8, salvo en los casos 
especialmente previstos en dicho apartado y en el artículo 177.9.

k) Adoptar las decisiones en materia de contabilidad y auditoría de la entidad previstas 
en el artículo 187.

l) Aprobar el informe anual de transparencia previsto en el artículo 189.
m) Controlar las actividades de la entidad y la gestión de la misma por sus órganos de 

gobierno y representación.
2. La asamblea general no podrá delegar el ejercicio de sus competencias en otro 

órgano de la entidad excepto en el caso de las contempladas en las letras g) a j) del 
apartado anterior cuyo ejercicio podrá ser delegado, en su caso, en el órgano de control 
interno de la entidad. Dicha delegación se realizará mediante la aprobación de una 
resolución de la asamblea general o mediante la inclusión de una disposición en los 
estatutos.

3. Los miembros de las entidades de gestión podrán delegar su derecho a participar y 
votar en la asamblea general en cualquier otro miembro de la entidad siempre que dicho 
nombramiento no dé lugar a un conflicto de intereses. En todo caso, se considerará que se 
produce un conflicto de intereses cuando la persona representada y el representante 
pertenezcan a categorías diferentes de titulares de derechos dentro de la entidad de gestión.

El poder de representación necesario para tal delegación solamente será válido para una 
única asamblea general. El representante disfrutará de los mismos derechos en la asamblea 
general y emitirá sus votos con arreglo a las instrucciones del miembro de la entidad al que 
representa.

Artículo 161.  Administración.
1. Los órganos de gobierno y representación de las entidades de gestión se regirán 

conforme a lo previsto en esta ley, en la normativa reguladora de la forma jurídica de la 
entidad y en sus estatutos.

2. Las entidades de gestión determinarán y aplicarán procedimientos para evitar 
conflictos de intereses y, cuando dichos conflictos no puedan evitarse, procedimientos 
destinados a detectar, gestionar, controlar y declarar conflictos de intereses reales o 
potenciales.

3. Antes de asumir sus cargos y, posteriormente, con carácter anual, las personas 
integrantes de los órganos de gobierno y representación efectuarán una declaración sobre 
conflictos de intereses a la asamblea general, para su examen y consideración, con la 
siguiente información:

a) Cualesquiera intereses en la entidad de gestión.
b) Toda remuneración percibida durante el ejercicio anterior de la entidad de gestión, 

incluso en forma de planes de pensiones, retribuciones en especie y otros tipos de 
prestaciones.

c) Toda cantidad percibida durante el ejercicio anterior de la entidad de gestión como 
titular de derechos.

d) Cualquier conflicto real o potencial entre los intereses personales y los de la entidad 
de gestión o entre las obligaciones respecto de la entidad de gestión y cualquier obligación 
respecto de cualquier otra persona física o jurídica.

Cuando el miembro del órgano de gobierno y representación sea una persona física 
actuando en representación de una persona jurídica, la declaración sobre los conflictos de 
intereses incluirá los suyos propios y los de la persona jurídica representada.

Tras la celebración de la asamblea, la entidad de gestión remitirá copia de dichas 
declaraciones individuales anuales a la Administración competente para el ejercicio de las 
facultades de supervisión sobre la entidad, conforme a lo establecido en el artículo 186.b).

La entidad de gestión y sus miembros deberán respetar el carácter confidencial de la 
información a la que accedan mediante estas declaraciones cuyo tratamiento, en todo caso, 
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estará sujeto al cumplimiento de la normativa de defensa de la competencia y de protección 
de datos.

4. Cuando los órganos de representación de entidades de gestión con recaudaciones 
superiores a cien millones de euros sean elegidos por los socios por secciones o colegios, 
estas agrupaciones deberán incorporar representantes de cada una de las líneas de 
recaudación de la entidad de la que sean beneficiarios.

Artículo 162.  Órgano de control interno.
1. Un órgano de la entidad de gestión asumirá, conforme a lo previsto en sus estatutos, 

la función de control interno de la gestión encomendada a los órganos de gobierno y 
representación de la entidad. Dicho órgano no podrá ejercer por sí mismo el poder de 
gestión o representación de la entidad sin perjuicio de lo previsto en este artículo y en el 
artículo 160.2.

2. Los estatutos de la entidad de gestión determinarán la composición del órgano de 
control interno y la forma de elección de sus integrantes por la asamblea general respetando, 
en todo caso, los siguientes criterios:

a) El órgano deberá estar compuesto por tres o más miembros de la entidad de gestión 
garantizando que las diferentes categorías de miembros están representadas de forma 
equitativa y equilibrada. Ninguno de sus integrantes podrá tener relación de hecho o de 
derecho, directa o indirecta, con las personas físicas o jurídicas que formen parte o estén 
representadas en los órganos de gobierno y representación de la entidad de gestión.

b) Podrán nombrarse como integrantes de este órgano a terceros independientes, no 
miembros de la entidad de gestión, que deberán disponer de los conocimientos técnicos 
pertinentes para el desarrollo de sus funciones. Ninguno de estos terceros no miembros de 
la entidad de gestión podrá tener relación de hecho o de derecho, directa o indirecta, ni con 
la entidad de gestión ni con ninguno de sus miembros. En el caso de entidades de gestión 
que recauden anualmente una cifra igual o superior a cien millones de euros en el ejercicio 
anual anterior, será obligatorio nombrar como miembros del órgano de control interno a un 
número de terceros independientes igual al número de miembros de la entidad de gestión 
que integren dicho órgano.

A los efectos de las letras a) y b) anteriores, se entenderá como relación de hecho o de 
derecho, directa o indirecta, en todo caso, una relación personal de parentesco por 
consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive, o una relación laboral o 
mercantil que se mantenga o se haya mantenido en los últimos cinco años anteriores a la 
designación.

3. Los miembros del órgano de control interno serán nombrados por la asamblea general 
por un periodo de cuatro años renovable una vez por idéntico periodo.

4. Antes de asumir sus cargos y, posteriormente, con carácter anual, las personas 
integrantes del órgano de control interno efectuarán una declaración a la asamblea general 
sobre conflictos de intereses, para su examen y consideración, en los mismos términos 
previstos en el apartado 3 del artículo anterior.

La entidad de gestión remitirá copia de dichas declaraciones a la Administración 
competente para el ejercicio de las facultades de supervisión sobre la entidad, conforme a lo 
establecido en el artículo 186.b).

5. El órgano de control interno tendrá, al menos, las siguientes competencias:
a) Supervisar, con carácter general, las actividades y el desempeño de sus funciones por 

parte de los órganos de gobierno y representación de la entidad.
b) Supervisar la ejecución de las decisiones y de las políticas de carácter general 

aprobadas por la asamblea general y, en particular, las adoptadas en virtud de las letras d) a 
f) del artículo 160.1.

c) Ejercer las funciones que, en su caso, le delegue la asamblea general conforme al 
artículo 160.2.

d) Ejecutar los mandatos que, en su caso, acuerde encomendarle la asamblea general.
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6. El órgano de control interno podrá convocar a los miembros de los órganos de 
gobierno y representación de la entidad de gestión y al personal directivo y técnico de la 
entidad para que asistan a sus reuniones con voz pero sin voto.

7. Los órganos de gobierno y representación de la entidad de gestión deberán remitir, 
como mínimo con carácter trimestral, al órgano de control interno toda la información sobre 
la gestión de la entidad que sea necesaria para el ejercicio de sus competencias de control. 
Asimismo, remitirán cualquier otra información sobre hechos que puedan tener incidencia 
significativa en la situación de la entidad de gestión. Cada miembro del órgano de control 
tendrá acceso a toda la información comunicada a dicho órgano.

8. Sin perjuicio de la obligación regulada en el apartado anterior, el órgano de control 
interno podrá requerir a los órganos de gobierno y representación de la entidad de gestión y 
al personal directivo y técnico de la entidad cualquier información que sea necesaria para el 
ejercicio de sus competencias. Asimismo, podrá realizar o requerir que se realicen las 
comprobaciones necesarias para el ejercicio de sus competencias.

9. El órgano de control interno dará cuenta anualmente a la asamblea general del 
ejercicio de sus competencias en un informe que presentará ante la misma.

La entidad de gestión remitirá copia de dicho informe a la Administración competente 
para el ejercicio de las facultades de supervisión sobre la entidad, conforme a lo establecido 
en el artículo 186.i).

10. El órgano de control interno podrá convocar a la asamblea general de forma 
extraordinaria conforme a lo previsto estatutariamente cuando lo estime conveniente para el 
interés de la entidad de gestión.

11. En el caso de las entidades de gestión que recauden anualmente una cifra igual o 
superior a 100 millones de euros en el ejercicio anual anterior, el órgano de control interno, 
además de ejercer las competencias previstas en el apartado 5, deberá supervisar las 
siguientes actuaciones de los órganos de gobierno y representación de la entidad:

a) La aplicación de los reglamentos de reparto de los derechos recaudados.
b) La tramitación y resolución de los procedimientos disciplinarios contra miembros de la 

entidad.
c) La tramitación y resolución de las reclamaciones y quejas.
d) La ejecución del presupuesto anual de recaudación y reparto de derechos 

gestionados y de ingresos y gastos de la entidad.
12. En el caso de las entidades de gestión que recauden anualmente una cifra igual o 

superior a 100 millones de euros en el ejercicio anual anterior, al órgano de control interno le 
resultarán de aplicación las siguientes reglas de funcionamiento:

a) Se reunirá, como mínimo, semestralmente.
b) De cada sesión que celebre se levantará acta que especificará necesariamente los 

siguientes aspectos:
1.º Los asistentes.
2.º El orden del día de la reunión.
3.º Las circunstancias del lugar y tiempo en que se ha celebrado.
4.º Los puntos principales de las deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos 

adoptados y los votos particulares.
El acta de cada sesión podrá aprobarse en la misma reunión o en la inmediata siguiente 

y una copia de la misma se deberá poner a disposición de todos los miembros de la entidad 
de gestión electrónicamente en el plazo de un mes desde su aprobación.

c) Para el desarrollo de sus funciones, y sin perjuicio de lo previsto en los apartados 7 y 
8, el órgano de control interno contará con la asistencia de un auditor. Este auditor, que será 
distinto del que audite las cuentas anuales de la entidad, se nombrará por la asamblea 
general, no obstante, conforme al procedimiento previsto en el artículo 187.2.

CAPÍTULO IV
Autorizaciones no exclusivas para el uso del repertorio de las entidades de 

gestión y tarifas generales
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Sección 1.ª Régimen jurídico general

Artículo 163.  Concesión de autorizaciones no exclusivas.
1. Las entidades de gestión están obligadas a negociar y contratar bajo remuneración 

con los usuarios que lo soliciten, salvo motivo justificado, la concesión de autorizaciones no 
exclusivas de los derechos gestionados, actuando ambas partes bajo los principios de buena 
fe y transparencia, para lo cual intercambiarán toda la información que sea necesaria.

Se considerará usuario, a los efectos de este título, a toda persona o entidad que lleve a 
cabo actos sujetos a la autorización de los titulares de derechos o a la obligación de 
remuneración o de pago de una compensación a los titulares de derechos.

2. La concesión de las autorizaciones no exclusivas se basará en condiciones equitativas 
y no discriminatorias. Para tal fin, las entidades de gestión deberán informar a los usuarios 
sobre las condiciones comerciales otorgadas a otros usuarios que lleven a cabo actividades 
económicas similares. No obstante, para la concesión de autorizaciones a servicios en línea, 
las entidades de gestión no estarán obligadas a basarse en las condiciones ofrecidas 
previamente a otro usuario que preste un servicio en línea que lleve a disposición del público 
en la Unión Europea menos de tres años.

3. Las entidades de gestión responderán sin retrasos injustificados a las solicitudes de 
los usuarios indicando, entre otros extremos, la información necesaria para ofrecer una 
autorización no exclusiva.

Una vez recibida toda la información pertinente, la entidad de gestión, sin retrasos 
injustificados, ofrecerá una autorización no exclusiva o emitirá una denegación motivada 
para cada servicio concreto que no se autorice.

4. Mientras las partes no lleguen a un acuerdo, la autorización correspondiente se 
entenderá concedida si el solicitante hace efectiva bajo reserva o consigna judicialmente la 
cantidad exigida por la entidad de gestión de acuerdo con sus tarifas generales.

5. Las entidades de gestión permitirán a los usuarios comunicarse con ellas por medios 
electrónicos para informar sobre la utilización de la autorización no exclusiva.

Artículo 164.  Tarifas generales.
1. Las entidades de gestión están obligadas a establecer tarifas generales, simples y 

claras que determinen la remuneración exigida por la utilización de su repertorio. Dichas 
tarifas generales se acompañarán de una memoria económica, cuyo contenido se 
determinará reglamentariamente, que proporcionará una explicación pormenorizada por 
modalidad tarifaria para cada categoría de usuario.

2. Las tarifas generales deberán prever reducciones para las entidades culturales que 
carezcan de finalidad lucrativa.

3. El importe de las tarifas generales se establecerá en condiciones razonables, 
atendiendo al valor económico de la utilización de los derechos sobre la obra o prestación 
protegida en la actividad del usuario, y buscando el justo equilibrio entre ambas partes, para 
lo cual se tendrán en cuenta al menos los siguientes criterios:

a) El grado de uso efectivo del repertorio en el conjunto de la actividad del usuario.
b) La intensidad y relevancia del uso del repertorio en el conjunto de la actividad del 

usuario.
c) La amplitud del repertorio de la entidad de gestión. A estos efectos, se entenderá por 

repertorio las obras y prestaciones cuyos derechos gestiona una entidad de gestión.
d) Los ingresos económicos obtenidos por el usuario por la explotación comercial del 

repertorio.
e) El valor económico del servicio prestado por la entidad de gestión para hacer efectiva 

la aplicación de tarifas.
f) Las tarifas establecidas por la entidad de gestión con otros usuarios para la misma 

modalidad de uso.
g) Las tarifas establecidas por entidades de gestión homólogas en otros Estados 

miembros de la Unión Europea para la misma modalidad de uso, siempre que existan bases 
homogéneas de comparación.
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4. La metodología para la determinación de las tarifas generales se aprobará mediante 
orden del Ministerio de Cultura y Deporte, previo informe de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia y previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos.

5. Si un usuario de derechos de propiedad intelectual, que por dicho uso deba pagar la 
tarifa general determinada para derechos exclusivos y/o de remuneración por la entidad de 
gestión correspondiente, la cuestionara de cualquier forma o en cualquier vía, incluida la 
mera negativa a pagarla, deberá, al menos y en todo caso, pagar a cuenta el 100 por 100 de 
la última tarifa acordada, o, a falta de un acuerdo anterior, el 50 por 100 de la tarifa general 
vigente. Hasta que se resuelva el conflicto, se entenderá, provisionalmente, que la obligación 
de pago ha sido cumplida y, en lo que se refiera al derecho exclusivo que pudiera concurrir 
con el derecho de remuneración, concedida la autorización para el uso de ese derecho 
exclusivo.

6. Si la tarifa en cuestión a la que se refiere el apartado anterior fuese nula de pleno 
derecho, o surgiese cualquier circunstancia que la hiciese inaplicable a los efectos del pago 
a cuenta, se procederá por parte del usuario de derechos de propiedad intelectual al pago a 
cuenta del 100 por 100 de la última tarifa acordada, o, a falta de un acuerdo anterior, el 50 
por 100 de la última tarifa general vigente.

7. Si la tarifa general fuera cuestionada por una asociación de usuarios, el pago a cuenta 
deberá efectuarse por cada uno de los miembros que la conformen.

8. El pago a cuenta señalado en los dos apartados anteriores constituirá un requisito 
previo necesario para que el usuario o la asociación de usuarios pueda instar el 
procedimiento de determinación de las tarifas previsto en el artículo 194.3 de la presente ley.

Las asociaciones de usuarios de menos de mil miembros podrán instar el procedimiento 
cuando, al menos, estén al corriente del pago a cuenta con la entidad en relación con la que 
se proponen instar el procedimiento de determinación de tarifas miembros que representen, 
como mínimo, el 85 por 100 de los ingresos del conjunto de los miembros de la asociación.

Artículo 165.  Acuerdos sectoriales.
Las entidades de gestión están obligadas a negociar y celebrar contratos generales con 

asociaciones de usuarios de su repertorio, siempre que aquellas lo soliciten y sean 
representativas del sector correspondiente.

Artículo 166.  Excepciones.
Lo dispuesto en los artículos anteriores sobre concesión de autorizaciones no exclusivas, 

tarifas generales y acuerdos sectoriales no resultará de aplicación a la gestión de derechos 
relativos a las obras literarias, dramáticas, dramático-musicales, coreográficas o de 
pantomima, ni respecto de la utilización singular de una o varias obras de cualquier clase 
que requiera la autorización individualizada de su titular.

Artículo 167.  Obligaciones de los usuarios.
1. Salvo acuerdo contrario entre las partes, los usuarios deberán proporcionar a la 

entidad de gestión, dentro de los noventa días siguientes a la utilización del derecho y en un 
formato acordado o establecido previamente, la información pormenorizada y pertinente que 
esté a su disposición sobre la utilización de los derechos representados por la entidad de 
gestión y que resulte necesaria para la recaudación de los derechos y el reparto y pago de 
sus importes debidos a los titulares de derechos.

2. El plazo que, en defecto del previsto en el apartado anterior, acuerden las partes 
deberá permitir a la entidad de gestión, en todo caso, cumplir con el plazo establecido en el 
artículo 177.1.

3. El plazo y formato de la información acordados podrán determinarse para todo un 
sector de usuarios mediante acuerdo entre la entidad de gestión y las asociaciones de 
usuarios representativas a nivel nacional del sector correspondiente.

4. Para la determinación del formato para comunicar la información, las entidades de 
gestión colectiva y los usuarios o las asociaciones representantes de los mismos tendrán en 
cuenta, en la medida de lo posible, las normas sectoriales voluntarias.
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5. Cuando el usuario no disponga de la información necesaria para cumplir con la 
obligación prevista en el apartado 1, podrá solicitarla a la entidad de gestión de conformidad 
con lo previsto en el artículo 183.1. En este caso, el plazo para que el usuario remita la 
información a la entidad de gestión se suspenderá hasta que la entidad de gestión dé 
adecuada respuesta al usuario.

6. El contrato que regule la concesión de la autorización no exclusiva deberá incluir una 
cláusula de penalización que aplicará en el caso de que el usuario no cumpla con la 
obligación de remisión de información en plazo y forma.

Artículo 168.  Ventanilla única de facturación y pago.
Las entidades de gestión autorizadas por el Ministerio de Cultura y Deporte están 

obligadas a participar en la gestión, financiación y mantenimiento de la ventanilla única de 
facturación y pago, accesible a través de internet, en los plazos y condiciones determinados 
en la normativa en vigor, y en la cual los usuarios del repertorio gestionado por ellos puedan 
conocer de forma actualizada el coste individual y total a satisfacer al conjunto de dichas 
entidades y operadores, como resultado de la aplicación de las tarifas a su actividad, y 
realizar el pago correspondiente.

Artículo 169.  Concesión de autorizaciones para ejercicio no comercial de derechos.
La gestión de derechos encomendada a una entidad de gestión no impedirá a su titular 

conceder autorizaciones no exclusivas para el ejercicio no comercial de los mismos en los 
términos previstos en los estatutos de la entidad.

Sección 2.ª Régimen jurídico de las autorizaciones multiterritoriales no 
exclusivas de derechos en línea sobre obras musicales

Artículo 170.  Disposiciones generales.
1. Constituye una autorización multiterritorial no exclusiva de derechos en línea sobre 

obras musicales aquella que sea necesaria para atribuir al prestador de un servicio de 
música en línea la facultad de explotar un derecho de reproducción y de comunicación 
pública, incluyendo la puesta a disposición, de una obra musical en el territorio de varios 
Estados miembros de la Unión Europea.

2. Las disposiciones contenidas en esta sección y en la sección 2.ª del capítulo V de este 
título no se aplicarán a las entidades de gestión cuando, basándose en la agregación 
voluntaria de los derechos requeridos, concedan una autorización multiterritorial no exclusiva 
para:

a) Los derechos en línea sobre obras musicales exigidos por un organismo de 
radiodifusión para comunicar al público o poner a su disposición sus programas de radio o 
televisión en el momento de su primera emisión o ulteriormente.

b) Cualquier material en línea, incluidas las previsualizaciones, producido por o para el 
organismo de radiodifusión que complemente la difusión inicial de su programa de radio o 
televisión.

La aplicación de estas excepciones deberá limitarse a lo necesario para permitir el 
acceso a programas de radio o televisión en línea y al material que tenga una relación clara 
y subordinada con la emisión original y haya sido producido con el fin de completar, 
previsualizar o volver a ver el programa de radio o televisión de que se trate.

Artículo 171.  Capacidad para tramitar autorizaciones multiterritoriales no exclusivas de 
derechos en línea sobre obras musicales.

1. Las entidades de gestión que concedan autorizaciones multiterritoriales no exclusivas 
de derechos en línea sobre obras musicales dispondrán de capacidad suficiente para 
procesar por vía electrónica, de manera eficiente y transparente, los datos necesarios para la 
administración de tales autorizaciones, en particular a los efectos de identificar el repertorio y 
controlar su utilización, proceder a la facturación a los usuarios, recaudar los derechos y 
repartir y pagar sus importes correspondientes a los titulares de los derechos.
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2. A efectos del apartado 1, las entidades de gestión deberán cumplir, como mínimo, las 
condiciones siguientes:

a) Poder determinar con precisión las obras musicales, en su totalidad o en parte, que 
están autorizadas a representar.

b) Poder determinar con precisión, en su totalidad o en parte, en cada territorio de que se 
trate, los derechos y sus correspondientes titulares, respecto de cada obra musical o parte 
de esta que están autorizadas a representar.

c) Utilizar identificadores únicos para identificar a los titulares de derechos y las obras 
musicales, teniendo en cuenta, en la medida de lo posible, las normas y las prácticas 
sectoriales voluntarias desarrolladas a nivel internacional o de la Unión Europea.

d) Utilizar medios adecuados para detectar y resolver, de forma rápida y eficaz, 
incoherencias en los datos en poder de otras entidades de gestión que concedan 
autorizaciones multiterritoriales no exclusivas de derechos en línea sobre obras musicales.

Artículo 172.  Acuerdos de representación con otra entidad de gestión.
1. Cualquier acuerdo de representación en virtud del cual una entidad de gestión 

encomiende a otra la concesión de autorizaciones multiterritoriales no exclusivas de 
derechos en línea sobre obras musicales será de naturaleza no exclusiva. La entidad de 
gestión mandataria gestionará los derechos encomendados en condiciones no 
discriminatorias.

2. La entidad mandante informará a sus miembros de las principales condiciones del 
acuerdo, incluida su duración, y de los costes de los servicios prestados por la entidad de 
gestión mandataria.

3. La entidad de gestión mandataria informará a la entidad mandante de las principales 
condiciones con arreglo a las cuales se concederán autorizaciones, incluida la naturaleza de 
la explotación, todas las disposiciones que se refieran o afecten a los pagos por autorización, 
la duración de la misma, los ejercicios contables y los territorios que abarquen.

Artículo 173.  Obligación de representación.
1. Las entidades de gestión que concedan u ofrezcan la concesión de autorizaciones 

multiterritoriales no exclusivas de derechos en línea sobre obras musicales del repertorio de 
otra u otras entidades de gestión estarán obligadas a suscribir los acuerdos de 
representación sobre estos derechos que, en su caso, puedan plantearle otras entidades de 
gestión que no concedan ni ofrezcan la concesión de tales autorizaciones sobre las obras 
musicales de su propio repertorio.

2. La entidad mandataria responderá a la entidad mandante por escrito y sin retrasos 
injustificados.

3. La entidad mandataria gestionará el repertorio representado de la entidad mandante 
con arreglo a las mismas condiciones que aplique a la gestión de su propio repertorio e 
incluyéndolo en todas las ofertas que dirija a los proveedores de servicios en línea.

4. Los descuentos de gestión por el servicio prestado por la entidad mandataria a la 
entidad mandante no excederán de los costes en que haya incurrido razonablemente la 
entidad mandataria.

5. La entidad mandante pondrá a disposición de la entidad mandataria la información 
sobre su propio repertorio que sea necesaria para la concesión de la autorización. Cuando 
esta información sea insuficiente o se facilite de una forma que no permita a la entidad 
mandataria cumplir los requisitos del presente título, esta tendrá derecho a facturar los 
gastos en que haya incurrido razonablemente para satisfacer tales requisitos o a excluir las 
obras respecto de las cuales la información sea insuficiente o inutilizable.

Artículo 174.  Tarifas.
1. Los artículos 163.4, 164 y 165 no resultarán de aplicación a la concesión de 

autorizaciones multiterritoriales no exclusivas de derechos en línea.
2. Las entidades de gestión que concedan autorizaciones multiterritoriales no exclusivas 

de derechos en línea están obligadas a negociar y acordar con los proveedores de servicios 
de música en línea tarifas que determinen la remuneración exigida por la utilización de su 
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repertorio. Estas tarifas, negociadas bajo los principios de buena fe y transparencia, serán 
razonables y equitativas en relación con, entre otros factores, el valor económico de la 
utilización de los derechos negociados, teniendo en cuenta la naturaleza y el ámbito de uso 
de las obras y el valor económico del servicio prestado por la entidad de gestión. La entidad 
de gestión informará al usuario de los criterios utilizados para la fijación de estas tarifas.

CAPÍTULO V
Gestión de los derechos recaudados por las entidades de gestión

Sección 1.ª Régimen jurídico general

Artículo 175.  Recaudación y utilización de los derechos recaudados.
1. Las entidades de gestión actuarán con diligencia en la recaudación y la gestión de los 

derechos recaudados.
Se entenderán por derechos recaudados los importes recaudados por una entidad de 

gestión por cuenta de los titulares de derechos y derivados de un derecho exclusivo, de un 
derecho de remuneración o de un derecho de compensación.

2. Las entidades de gestión que administren derechos de autor sobre obras de diferentes 
categorías deberán garantizar la trazabilidad del proceso de recaudación y reparto de los 
derechos, de tal forma que sea posible identificar todas sus etapas, desde el origen de la 
recaudación hasta el reparto a los titulares de derechos sobre las obras cuya utilización 
genere los derechos.

3. Las entidades de gestión, siempre que el usuario haya cumplido con la obligación de 
información prevista en el artículo 167.1, mantendrán separados en sus cuentas:

a) Los derechos recaudados y cualquier rendimiento derivado de la inversión de los 
mismos. A tal efecto, las entidades de gestión que administren derechos de autor sobre 
obras de diferentes categorías deberán mantener la debida separación entre los derechos 
recaudados por razón del origen o procedencia de la recaudación.

b) Todos los activos propios que puedan tener y las rentas derivadas de esos activos, de 
sus descuentos de gestión, de otras deducciones o de otras actividades.

4. Las entidades de gestión no estarán autorizadas a utilizar los derechos recaudados ni 
cualquier rendimiento derivado de la inversión de los mismos para fines distintos del reparto 
a los titulares de los derechos, salvo para deducir o compensar sus descuentos de gestión y 
el importe destinado a financiar las actividades y servicios previstos en el artículo 178 de 
conformidad con las decisiones adoptadas en su asamblea general.

5. Cuando una entidad de gestión invierta derechos recaudados o cualquier rendimiento 
derivado de esa inversión, deberá hacerlo en el mejor interés de los titulares cuyos derechos 
representa de conformidad con las políticas generales de inversión y de gestión de riesgos 
aprobadas por la asamblea general, y teniendo en cuenta las siguientes normas:

a) Cuando exista un posible riesgo de conflicto de intereses, la entidad de gestión velará 
por que la inversión se realice buscando únicamente el interés de los de dichos titulares de 
derechos.

b) Los activos se invertirán atendiendo a las exigencias de seguridad, calidad, liquidez y 
rentabilidad del conjunto de la cartera.

c) Los activos estarán debidamente diversificados, a fin de evitar una dependencia 
excesiva de un activo concreto y la acumulación de riesgos en el conjunto de la cartera.

6. Los órganos de gobierno y representación de las entidades de gestión deberán 
comportarse con transparencia informativa respecto del seguimiento de la política general de 
inversión aprobada por la asamblea general y, a tal efecto, presentarán a la asamblea 
general, para su examen y consideración, un informe anual acerca del grado de su 
cumplimiento, con especial mención a las operaciones en que se hayan separado de ella, 
explicando las razones que les sirvan de fundamento. Dicho informe anual se pondrá a 
disposición de los miembros de la entidad electrónicamente.
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Artículo 176.  Descuentos.
1. Los descuentos de gestión y otras deducciones sobre los derechos recaudados serán 

razonables en relación con los servicios prestados por la entidad de gestión a los titulares de 
derechos y se establecerán de acuerdo con criterios objetivos.

2. Los descuentos de gestión no superarán los costes justificados y documentados en 
los que haya incurrido la entidad de gestión en la gestión de los derechos de explotación y 
otros de carácter patrimonial. A estos efectos la entidad de gestión deberá llevar una 
contabilidad analítica que cumpla los siguientes fines:

a) Conocer el coste real de los servicios prestados.
b) Comprobar la adecuada gestión del servicio prestado.
3. Las entidades de gestión no aplicarán deducciones, aparte de los descuentos de 

gestión y el destinado a financiar las actividades y servicios previstos en el artículo 178 de 
conformidad con las decisiones adoptadas en su asamblea general, sobre los ingresos 
derivados de los derechos que gestionan en virtud de un acuerdo de representación, o a 
cualquier rendimiento derivado de la inversión de esos ingresos, salvo que la otra entidad de 
gestión que sea parte del acuerdo de representación, autorice expresamente dichas 
deducciones.

Artículo 177.  Reparto, pago y prescripción de derechos.
1. El reparto de los derechos recaudados se efectuará equitativamente por las entidades 

de gestión a los titulares de las obras o prestaciones utilizadas y a otras entidades de gestión 
con las que hayan firmado acuerdos de representación, conforme a lo previsto en su 
reglamento de reparto. En todo caso deberá existir trazabilidad entre los derechos 
recaudados y los repartidos y pagados.

Para las entidades de gestión que administren derechos sobre obras o prestaciones 
protegidas de diferentes categorías, el reparto deberá realizarse de manera separada, por 
cada tipo de obra o prestación protegida, no pudiéndose asignar cantidades para reparto por 
derechos a obras diferentes a aquellas de las que procedan los derechos a repartir, y en 
concordancia con lo previsto por el artículo 175.3 de esta ley.

El reparto y pago de derechos se efectuará de forma periódica, con diligencia y 
exactitud, lo antes posible y, en cualquier caso, en un plazo máximo de nueve meses desde 
el 1 de enero del año siguiente al de su recaudación. No obstante, dicho plazo podrá 
incumplirse cuando existan razones objetivas que lo justifiquen y relacionadas, en particular, 
con los siguientes extremos:

a) La comunicación de información por los usuarios.
b) La identificación de los derechos o de los titulares de derechos.
c) El cotejo de la información sobre obras y otras prestaciones con los titulares de 

derechos.
Las liquidaciones necesarias para efectuar el pago deberán contener al menos los 

siguientes datos:
a) Derecho y modalidad a la que se refiere.
b) Periodo de devengo.
c) Origen o procedencia de la recaudación.
d) Deducciones aplicadas.
Lo previsto en este apartado también resultará de aplicación a los titulares de derechos 

no miembros de la entidad de gestión que administre la misma categoría de derechos que 
pertenezcan al titular en lo relativo a los derechos de gestión colectiva obligatoria.

2. El reparto y pago de derechos recaudados por otra entidad de gestión mandataria en 
el marco de un acuerdo de representación se efectuará por la entidad de gestión mandante a 
los titulares de las obras o prestaciones utilizadas en el plazo máximo de seis meses desde 
su recepción. No obstante, dicho plazo podrá incumplirse cuando existan razones objetivas 
que lo justifiquen y relacionadas, en particular, con los mismos extremos previstos en el 
apartado anterior.
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3. La asamblea general de la entidad de gestión podrá adoptar ciertas reglas en materia 
de reparto que tengan en cuenta las obras y prestaciones protegidas culturalmente 
relevantes, su naturaleza, su primicia o cualquier otro aspecto objetivamente razonable, así 
como los acuerdos internacionalmente alcanzados.

4. La acción para reclamar a las entidades de gestión el pago de cantidades asignadas 
en el reparto a un titular, prescribe a los cinco años contados desde el 1 de enero del año 
siguiente al de la puesta a disposición del titular de las cantidades que le correspondan.

5. La acción para reclamar a las entidades de gestión el pago de cantidades recaudadas 
que estén pendientes de asignación cuando, tras el procedimiento de reparto, no hayan sido 
identificados el titular o la obra o prestación protegida, prescribe a los cinco años contados 
desde el 1 de enero del año siguiente al de su recaudación.

Las cantidades referidas en el párrafo anterior se mantendrán separadas en las cuentas 
de la entidad de gestión.

En el procedimiento de reparto, las entidades de gestión ejecutarán las medidas 
necesarias para identificar y localizar a los titulares de derechos. En particular, estas 
medidas incluirán:

a) La verificación de datos de registro actualizados de los miembros de la entidad, así 
como de registros normalizados de obras y prestaciones protegidas, y de otros registros 
fácilmente disponibles.

b) En el plazo máximo de tres meses tras el vencimiento del plazo previsto en el 
apartado 1, la puesta a disposición tanto de los miembros de la entidad como de otras 
entidades de gestión con las que haya celebrado acuerdos de representación de un listado 
de obras y prestaciones cuyos titulares de derechos no hayan sido identificados o 
localizados, conjuntamente con cualquier otra información pertinente disponible que pueda 
contribuir a identificar o localizar al titular del derecho.

6. Las cantidades recaudadas y no reclamadas por su titular en el plazo previsto en los 
apartados 4 y 5 de este artículo serán destinadas íntegramente por las entidades de gestión 
a las siguientes finalidades:

a) A la realización de actividades asistenciales a favor de los miembros de la entidad y/o 
actividades de formación y promoción de autores y artistas intérpretes y ejecutantes.

b) A la promoción de la oferta digital legal de las obras y prestaciones protegidas cuyos 
derechos gestionan, en los términos previstos en el artículo 178.1.c) 1.º y 3.º

c) A acrecer proporcionalmente el reparto a favor del resto de obras y prestaciones 
protegidas que sí fueron debidamente identificadas en el proceso de reparto de donde 
provienen dichas cantidades.

d) A la financiación de la ventanilla única de facturación y pago contemplada en el 
artículo 168.

e) A la financiación de la persona jurídica contemplada en el artículo 25.10.
La asamblea general de cada entidad de gestión deberá acordar anualmente los 

porcentajes mínimos de las cantidades recaudadas y no reclamadas que se destinarán a 
cada una de las finalidades anteriormente señaladas y que, en ningún caso, salvo en los 
supuestos de las anteriores letras d) y e), podrán ser inferiores a un quince por ciento por 
cada una de estas.

En el caso de que las entidades de gestión presenten excedentes negativos en sus 
cuentas anuales o no acrediten estar al corriente de sus obligaciones fiscales y de seguridad 
social, o ambos, deberán destinar las cantidades señaladas en el primer párrafo del presente 
apartado, y hasta el importe que resulte necesario, a compensar los excedentes negativos 
que presenten sus cuentas anuales o a cumplir con las obligaciones anteriormente citadas, o 
ambos.

En ningún caso se entenderá que la prescripción de las cantidades afectas y destinadas 
a las finalidades previstas en las anteriores letras a), b) y c) opera a favor de las entidades 
de gestión, ni se considerarán ingreso propio de las mismas a ningún efecto.
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Téngase en cuenta que no serán de aplicación los porcentajes mínimos previstos en el 
apartado 6 durante un plazo de cuatro años a partir del 7 de mayo de 2020, actuando durante 
ese periodo de tiempo en la forma establecida por la disposición adicional 7 del Real Decreto-
ley 17/2020, de 5 de mayo, Ref. BOE-A-2020-4832, en la redacción dada por la disposición final 
27 del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4972

7. Transcurridos tres años desde el 1 de enero del año siguiente al de la puesta a 
disposición del titular de las cantidades que le correspondan o de la recaudación, las 
entidades de gestión podrán disponer, anualmente y de forma anticipada, de hasta la mitad 
de las cantidades pendientes de prescripción, para los mismos fines previstos en el apartado 
anterior, sin perjuicio de las reclamaciones de los titulares sobre dichas cantidades no 
prescritas. A estos efectos, las entidades de gestión constituirán un depósito de garantía con 
el diez por ciento de las cantidades dispuestas.

8. Las entidades de gestión no podrán conceder créditos o préstamos, directa o 
indirectamente, ni afianzar, avalar o garantizar de cualquier modo obligaciones de terceros, 
salvo autorización expresa y singular de la Administración competente conforme al artículo 
155 y siempre y cuando estén directamente relacionadas con actividades asistenciales y/o 
promocionales que redunden en beneficio de los titulares de derechos representados.

9. Las entidades de gestión solo podrán conceder anticipos a los miembros de la 
entidad, a cuenta de los futuros repartos de derechos recaudados, cuando su concesión se 
base en normas no discriminatorias y no comprometan el resultado final de los repartos de 
derechos.

Artículo 178.  Función social y desarrollo de la oferta digital legal.
1. Las entidades de gestión, directamente o por medio de otras entidades, fomentarán:
a) La promoción de actividades o servicios de carácter asistencial en beneficio de sus 

miembros,
b) la realización de actividades de formación y promoción de autores y artistas, 

intérpretes y ejecutantes, y
c) la oferta digital legal de las obras y prestaciones protegidas cuyos derechos gestionan, 

dentro de lo cual se entenderán comprendidas:
1.º Las campañas de formación, educación o sensibilización sobre oferta y consumo 

legal de contenidos protegidos, así como campañas de lucha contra la vulneración de los 
derechos de propiedad intelectual.

2.º La promoción directa de las obras y prestaciones protegidas cuyos derechos gestiona 
a través de plataformas tecnológicas propias o compartidas con terceros.

3.º Las actividades para fomentar la integración de autores y artistas con discapacidad 
en su respectivo ámbito creativo o artístico, o ambos, así como a la promoción de la oferta 
digital de sus obras, creaciones y prestaciones, y el acceso de las personas discapacitadas a 
las mismas en el ámbito digital.

Las actividades o servicios mencionados en las letras a) y b) se prestarán sobre la base 
de criterios justos, en particular con respecto al acceso y alcance de los mismos.

2. Las entidades de gestión deberán dedicar a las actividades y servicios a que se 
refieren las letras a) y b) del apartado anterior, por partes iguales, el porcentaje de la 
compensación prevista en el artículo 25, que reglamentariamente se determine.

En ningún caso se entenderá que las cantidades que, de conformidad con lo previsto en 
el párrafo anterior, las entidades de gestión deban dedicar a las actividades y servicios a que 
se refieren las letras a) y b) del apartado anterior, constituyen ingreso propio de las entidades 
de gestión a ningún efecto, sino que dichas cantidades se entenderán automática y 
obligatoriamente asignadas y afectas, sin que la entidad de gestión ostente titularidad 
jurídica material sobre las mismas, a la realización de tales actividades y servicios.
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3. A requerimiento de la Administración competente, las entidades de gestión deberán 
acreditar el carácter asistencial, formativo, promocional y de oferta digital legal, de las 
actividades y servicios referidos en este artículo.

4. A fin de llevar a cabo las actividades del apartado 1, las entidades de gestión podrán 
constituir personas jurídicas sin ánimo de lucro según lo establecido en la legislación vigente, 
previa comunicación a la Administración competente. En caso de disolución de la persona 
jurídica así constituida, la entidad de gestión deberá comunicar dicha disolución y los 
términos de la misma al órgano al que en su momento comunicó su constitución.

5. Con carácter excepcional y de manera justificada, a fin de llevar a cabo las actividades 
contempladas en las letras a) y b) del apartado 1, u otras de interés manifiesto, las entidades 
de gestión podrán, mediante autorización expresa y singular de la Administración 
competente, constituir o formar parte de personas jurídicas con ánimo de lucro. En caso de 
disolución de dichas personas jurídicas, la entidad de gestión deberá comunicar de forma 
inmediata dicha disolución y los términos de la misma al órgano al que en su momento 
autorizó su constitución o asociación.

Sección 2.ª Régimen jurídico de la gestión de los derechos recaudados por 
autorizaciones multiterritoriales no exclusivas de derechos en línea sobre 

obras musicales

Artículo 179.  Recaudación y facturación.
1. Las entidades de gestión que concedan autorizaciones multiterritoriales no exclusivas 

de derechos en línea sobre obras musicales deberán controlar la utilización de tales 
derechos por los proveedores de servicios de música en línea a los que hayan concedido 
dichas autorizaciones.

2. Las entidades de gestión deberán ofrecer a los proveedores de servicios en línea que 
dispongan de una autorización multiterritorial no exclusiva de derechos en línea sobre obras 
musicales la posibilidad de declarar por vía electrónica la utilización efectiva de los derechos 
autorizados, estando estos obligados a informar con precisión sobre los usos efectivos de 
dichas obras.

Las entidades de gestión ofrecerán, al menos, un método de información que tenga en 
cuenta normas o prácticas sectoriales voluntarias desarrolladas a nivel internacional o de la 
Unión para el intercambio electrónico de esos datos. En este caso, las entidades de gestión 
podrán negarse a aceptar las declaraciones de los proveedores de servicios en línea 
presentadas en un formato propio.

Las entidades de gestión podrán supervisar la utilización efectiva de los derechos 
autorizados por los proveedores de servicios de música en línea que dispongan de una 
autorización multiterritorial no exclusiva de derechos en línea sobre obras musicales.

Las entidades de gestión deberán respetar el carácter confidencial de la información a la 
que accedan mediante esta supervisión cuyo tratamiento, en todo caso, estará sujeto al 
cumplimiento de la normativa de defensa de la competencia y de protección de datos.

3. Las entidades de gestión enviarán sus facturas a los proveedores de servicios en línea 
por medios electrónicos. Dicha factura indicará las obras y derechos objeto de autorización 
sobre la base de los datos contemplados en la lista de condiciones en virtud del artículo 
171.2 en la medida en que sea posible sobre la base de la información proporcionada por 
dicho proveedor conforme al apartado anterior.

Las entidades de gestión ofrecerán, al menos, un formato de facturación electrónica que 
tenga en cuenta normas o prácticas sectoriales voluntarias desarrolladas a nivel 
internacional o de la Unión para el intercambio electrónico de esos datos. En este caso, el 
proveedor de servicios en línea no podrá negarse a aceptar la factura a causa de su formato.

4. Las entidades de gestión facturarán al proveedor de servicios en línea con exactitud y 
sin demora tras la notificación de la utilización efectiva de los derechos en línea sobre esa 
obra musical, excepto cuando no sea posible por razones atribuibles al proveedor.

5. Las entidades de gestión dispondrán de procedimientos adecuados que permitan al 
proveedor de servicios en línea impugnar la exactitud de la factura, en particular en los casos 
en que este proveedor reciba facturas de una o varias entidades de gestión por los mismos 
derechos en línea sobre la misma obra musical.
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Artículo 180.  Reparto y pago.
1. Las entidades de gestión que concedan autorizaciones multiterritoriales no exclusivas 

de derechos en línea sobre obras musicales deberán repartir con exactitud y sin demora los 
derechos que recauden en virtud de dichas autorizaciones, tras la notificación de la 
utilización efectiva de las obras, excepto cuando esto no sea posible por razones atribuibles 
al proveedor de servicios en línea.

2. Las entidades de gestión facilitarán, como mínimo, la siguiente información a los 
titulares de derechos junto con cada pago que realicen conforme al apartado 1:

a) El período durante el cual ha tenido lugar la utilización por la que se adeuden importes 
a los titulares de derechos y los territorios en que ha tenido lugar tal utilización.

b) Los derechos recaudados, las deducciones realizadas y los importes repartidos por la 
entidad de gestión en relación con cada derecho en línea sobre las obras musicales que los 
titulares de derechos han autorizado a la entidad de gestión a representar, en su totalidad o 
en parte.

c) Los derechos recaudados en nombre de los titulares de derechos, las deducciones 
efectuadas y los importes repartidos por la entidad de gestión en relación con cada 
proveedor de servicios en línea.

3. Lo previsto en este artículo resultará de aplicación cuando la entidad de gestión 
conceda estas autorizaciones en virtud de la encomienda efectuada por otra entidad de 
gestión. La entidad de gestión mandante será responsable del ulterior reparto de esos 
importes y de la comunicación de esa información a los titulares de derechos, salvo que las 
entidades de gestión lleguen a otro acuerdo.

CAPÍTULO VI
Obligaciones de información, transparencia y contabilidad de las entidades de 

gestión

Artículo 181.  Información facilitada a los titulares de derechos sobre la gestión de sus 
derechos.

1. Las entidades de gestión pondrán anualmente a disposición de cada titular de 
derechos al que hayan atribuido derechos recaudados o realizado pagos, incluidos aquellos 
titulares de derechos no miembros cuyos derechos gestionen las entidades por ser derechos 
de gestión colectiva obligatoria según lo previsto en esta ley, en el período al que se refiere, 
como mínimo, la siguiente información:

a) Todo dato de contacto que el titular de derechos haya autorizado a la entidad de 
gestión a utilizar a fin de identificarlo y localizarlo.

b) Los derechos recaudados atribuidos al titular de derechos.
c) Los importes pagados por la entidad de gestión al titular de derechos, por categoría de 

derechos gestionados y por tipo de utilización.
d) El período durante el cual ha tenido lugar la utilización por la que se atribuyen y 

abonan importes al titular de los derechos, excepto cuando razones objetivas relacionadas 
con las declaraciones de los usuarios impidan a la entidad de gestión facilitar esta 
información.

e) Las deducciones aplicadas en concepto de descuentos de gestión o por cualquier otro 
concepto.

f) Los derechos recaudados atribuidos al titular de derechos que estén pendientes de 
pago por cualquier período.

2. Cuando una entidad de gestión atribuya derechos recaudados y entre sus miembros 
figuren entidades que sean responsables del reparto de derechos recaudados a titulares de 
derechos, la entidad de gestión facilitará la información indicada en el apartado 1 a esas 
entidades siempre que estas no dispongan de esa información. Estas entidades deberán 
poner dicha información, como mínimo una vez al año, a disposición de todo titular de 
derechos al que hayan atribuido derechos recaudados o realizado pagos en el período al 
que se refiere la información.
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Artículo 182.  Información facilitada a otras entidades de gestión sobre la gestión de 
derechos en virtud de acuerdos de representación.

Las entidades de gestión, anualmente y por medios electrónicos, pondrán a disposición 
de las entidades de gestión en cuyo nombre gestionen derechos en virtud de un acuerdo de 
representación durante el período al que se refiere la siguiente información:

a) Los derechos recaudados, los importes abonados por la entidad de gestión por 
categoría de derechos gestionados y por tipo de utilización de los derechos que gestionan en 
virtud del acuerdo de representación, y todos los derechos recaudados que estén pendientes 
de pago por cualquier período.

b) Las deducciones aplicadas en concepto de descuentos de gestión o para cualquier 
otro fin.

c) Información sobre las autorizaciones no exclusivas concedidas o denegadas en 
relación con las obras y otras prestaciones a que se refiere el acuerdo de representación.

d) Las resoluciones adoptadas por su asamblea general en la medida en que estas 
resoluciones sean pertinentes para la gestión de los derechos incluidos en el acuerdo de 
representación.

Artículo 183.  Información facilitada previa solicitud.
1. Sin perjuicio de la obligación prevista en el artículo 185, las entidades de gestión 

deberán facilitar, en respuesta a una solicitud por escrito debidamente razonada, como 
mínimo, la siguiente información a toda entidad de gestión en cuyo nombre gestionen 
derechos en virtud de un acuerdo de representación, a todo titular de derechos o a todo 
usuario:

a) Las obras u otras prestaciones que representan, los derechos que gestionan 
directamente o en virtud de acuerdos de representación, y los territorios que abarcan.

b) Cuando las obras u otras prestaciones de la letra a) no se puedan determinar debido 
al ámbito de la actividad de la entidad de gestión, las categorías de obras o de otras 
prestaciones que representan, los derechos que gestionan y los territorios que abarcan.

2. Las entidades de gestión deberán informar, previa solicitud por escrito, respecto de los 
siguientes extremos a sus miembros y a los titulares de derechos que no sean miembros 
pero respecto de los cuales administre la misma categoría de derechos en lo relativo a los 
derechos de gestión colectiva obligatoria:

a) Las personas que forman parte de la alta dirección y de los órganos de gobierno y 
representación de la entidad, así como de las comisiones y grupos de trabajo en las que 
aquellas participen.

b) Las retribuciones y demás percepciones que se atribuyan a las personas indicadas en 
la letra anterior por su condición de miembros de los órganos de gobierno y representación e 
integrantes de las comisiones y grupos de trabajo. Estas informaciones se podrán dar de 
forma global por concepto retributivo, recogiendo separadamente los correspondientes al 
personal de alta dirección del resto de miembros o integrantes de los órganos y comisiones 
anteriormente señalados que no tengan dicha condición.

c) Las condiciones de los contratos suscritos por la entidad con usuarios de su 
repertorio, con sus asociaciones y con otras entidades de gestión, cuando acrediten tener 
interés legítimo y directo.

d) Las actas de las reuniones de la asamblea general, que deberán hacer constar, como 
mínimo, el número de miembros concurrentes, entre presentes y representados, y el número 
de votos que le correspondan a cada uno, así como un resumen de los asuntos tratados, los 
acuerdos adoptados y los resultados de las votaciones.

3. La información solicitada en virtud de los apartados 1 y 2 se facilitará de forma 
gratuita, por medios electrónicos y sin retrasos injustificados.

4. Las entidades de gestión que concedan autorizaciones multiterritoriales no exclusivas 
de derechos en línea sobre obras musicales facilitarán, por medios electrónicos, a los 
proveedores de servicios de música en línea, a los titulares cuyos derechos representan y a 
otras entidades de gestión, en respuesta a una solicitud por escrito debidamente razonada, 
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la siguiente información actualizada que permita la identificación del repertorio de música en 
línea que representan:

a) Las obras musicales representadas.
b) Los derechos representados, en su totalidad o en parte.
c) Los territorios cubiertos.
Las entidades de gestión podrán adoptar medidas razonables para proteger, cuando sea 

necesario, la exactitud e integridad de los datos, controlar su reutilización y proteger la 
información delicada desde el punto de vista comercial.

Artículo 184.  Exactitud de la información sobre los repertorios multiterritoriales.
1. Las entidades de gestión que concedan autorizaciones multiterritoriales no exclusivas 

de derechos en línea sobre obras musicales dispondrán de procedimientos internos que 
permitan a los titulares de derechos, a otras entidades de gestión y a los proveedores de 
servicios en línea solicitar una corrección de los datos contemplados en el artículo 171.2 y la 
información facilitada conforme al artículo 183.4.

2. Cuando la solicitud esté justificada, la entidad de gestión deberá corregir los datos o la 
información sin retrasos injustificados.

3. Las entidades de gestión deberán proporcionar a los titulares de derechos los medios 
para que estos les presenten en formato electrónico información sobre sus obras musicales, 
sus derechos sobre dichas obras y los territorios respecto de los que los titulares de 
derechos autorizan a la entidad. Al hacerlo, las entidades de gestión y los titulares de 
derechos tendrán en cuenta, en la medida de lo posible, las normas o prácticas sectoriales 
voluntarias relativas al intercambio de datos desarrolladas a nivel internacional o de la Unión 
Europea.

4. El apartado anterior resultará de aplicación a aquellos titulares cuyos derechos 
gestione la entidad de gestión en virtud de un acuerdo de representación de los previstos en 
los artículos 172 y 173 salvo que ambas entidades de gestión lleguen a otro acuerdo.

Artículo 185.  Información que debe hacerse pública.
Las entidades de gestión deberán publicar en su página web de forma fácilmente 

accesible y mantener actualizada la siguiente información:
a) Los estatutos de la entidad.
b) Las cuentas anuales y el informe de gestión, con el correspondiente informe de 

auditoría, y el informe anual de transparencia. Este último estará disponible en la página web 
durante cinco años.

c) Los integrantes de los órganos de gobierno y representación de la entidad.
d) Los contratos generales que tengan suscritos con asociaciones de usuarios y los 

modelos de contrato que habitualmente se utilicen para cada modalidad de uso de su 
repertorio.

e) Las tarifas generales vigentes, junto con la memoria económica justificativa, para cada 
una de las modalidades de uso de su repertorio, incluidos los descuentos y las 
circunstancias en que deben aplicarse. Todo ello deberá publicarse en el plazo de diez días 
desde su establecimiento o última modificación.

f) Un listado de las entidades de gestión con las que se haya suscrito acuerdos de 
representación. Para cada acuerdo deberá indicarse su duración y el ámbito subjetivo y 
objetivo del mismo para cada una de las partes contratantes.

g) El repertorio que gestiona la entidad, debiendo incluir en el mismo aquellas obras y 
prestaciones protegidas que gestionan en virtud de los acuerdos de representación vigentes 
suscritos con organizaciones de gestión extranjeras.

h) El reglamento de reparto de los derechos recaudados y el importe o porcentaje de los 
descuentos de gestión y de otra naturaleza que sean aplicados a cada derecho y modalidad 
de uso administrados y a los ingresos procedentes de las inversiones de estos últimos.

i) El listado de obras y prestaciones protegidas que administran cuyos titulares, tras el 
procedimiento de reparto y pago de derechos, están parcial o totalmente no identificados o 
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localizados. Este listado deberá publicarse en el plazo máximo de un año computado a partir 
del vencimiento del plazo de tres meses previsto en el artículo 177.5.b).

j) La política general sobre el uso de los importes que no puedan ser objeto de reparto.
k) El procedimiento de tratamiento y resolución de las reclamaciones y quejas 

planteadas por los miembros de la entidad y por entidades de gestión por cuya cuenta se 
gestionen derechos en virtud de un acuerdo de representación, sin perjuicio de su inclusión 
obligatoria en los estatutos de la entidad.

Artículo 186.  Obligación de notificación a la Administración competente.
Las entidades de gestión están obligadas a notificar de forma diligente a la 

Administración competente conforme al artículo 155:
a) Los documentos que contengan la información completa sobre los nombramientos y 

ceses de sus administradores, apoderados y de las personas que integran el órgano de 
control interno de la entidad.

b) Las declaraciones anuales sobre conflictos de interés a la asamblea general de las 
personas integrantes de los órganos de gobierno y representación y de control interno de la 
entidad.

c) Los modelos de contratos de gestión y sus modificaciones.
d) Las tarifas generales y sus modificaciones, junto con la memoria económica 

justificativa prevista en la normativa reglamentaria de desarrollo.
e) Los contratos generales celebrados con asociaciones de usuarios.
f) Los contratos concertados con organizaciones nacionales y extranjeras de gestión 

colectiva.
g) Los documentos sobre contabilidad y auditoría mencionados en el artículo 187 y el 

informe anual de transparencia.
h) El informe anual de cumplimiento de la política general de inversión.
i) El informe anual elaborado por el órgano de control interno para dar cuenta del 

ejercicio de sus competencias a la asamblea general.

Artículo 187.  Contabilidad y auditoría.
1. Las entidades de gestión deberán presentar sus cuentas anuales elaboradas de 

conformidad con el Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos y las formularán 
exclusivamente según los modelos normales previstos en él. Asimismo, deberán presentar el 
informe de gestión que acompañe a dichas cuentas anuales con el contenido establecido en 
el artículo 262 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

Las entidades de gestión que participen en sociedades mercantiles y se encuentren en 
cualquiera de los supuestos previstos para la sociedad dominante en los artículos 42 y 43 
del Código de Comercio, deberán formular cuentas anuales y el informe de gestión 
consolidados en los términos previstos en dicho Código y en el Real Decreto 1159/2010, de 
17 de septiembre, por el que se aprueban las Normas para la Formulación de Cuentas 
Anuales Consolidadas y se modifica el Plan General de Contabilidad aprobado por Real 
Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, y el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y 
Medianas Empresas aprobado por Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre.

2. Todas las entidades de gestión someterán a auditoría sus cuentas anuales. La 
auditoría se contratará y realizará de acuerdo con lo previsto en la Ley 22/2015, de 20 de 
julio, de Auditoría de Cuentas disponiendo los auditores de un plazo mínimo de un mes, a 
partir del momento en que les fueran entregadas las cuentas anuales formuladas, para 
realizar el informe de auditoría.

El cumplimiento de las obligaciones establecidas en los apartados 3 y 5 del artículo 175 
y en el segundo párrafo del artículo 177.5 se revisará anualmente, por los auditores 
mencionados en el párrafo anterior, con el fin de verificar que se cumple con lo legalmente 
exigido. Los auditores deberán emitir un informe, que acompañará a su informe de auditoría 
de las cuentas anuales, en el que se ponga de manifiesto el resultado de su revisión y, en su 
caso, las incorrecciones detectadas.
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Los auditores serán nombrados por la asamblea general de la entidad celebrada antes 
de que finalice el ejercicio a auditar. La asamblea general no podrá revocar a los auditores 
antes de que finalice el período para el que fueron nombrados, a no ser que medie justa 
causa.

Cuando la asamblea general no hubiera nombrado al auditor antes de finalizar el 
ejercicio a auditar o la persona nombrada no acepte el encargo o no pueda cumplir sus 
funciones, el máximo órgano ejecutivo de la entidad deberá solicitar del registrador mercantil 
del domicilio social la designación de la persona o personas que deban realizar la auditoría, 
de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento del Registro Mercantil para las sociedades 
mercantiles. En estos casos, dicha solicitud al Registrador Mercantil también podrá ser 
realizada por cualquier miembro de la entidad.

3. El máximo órgano ejecutivo de la entidad de gestión formulará las cuentas anuales y 
el informe de gestión dentro de los tres primeros meses siguientes al cierre de cada ejercicio.

Las cuentas anuales y el informe de gestión, el informe anual de transparencia y los 
distintos informes que deben realizar los auditores, conforme a lo previsto en el apartado 2 y 
en el artículo 189.2, se pondrán a disposición de los miembros de la entidad 
electrónicamente o en su domicilio social y en el de las delegaciones territoriales, de forma 
gratuita en ambos casos, con una antelación mínima de quince días al de la celebración de 
la asamblea general en la que hayan de ser aprobadas. En la convocatoria de la asamblea 
general, que también se anunciará en la página web de la entidad, se hará mención de este 
derecho.

Las cuentas anuales deberán ser aprobadas por la asamblea general en el plazo de seis 
meses desde el cierre de cada ejercicio.

4. Dentro del mes siguiente a la aprobación de las cuentas anuales, o, en su caso, de las 
cuentas consolidadas, se presentará para su depósito en el Registro Mercantil del domicilio 
social certificación de los acuerdos de la asamblea general de aprobación de las cuentas 
anuales, a la que se adjuntará un ejemplar de cada una de dichas cuentas, normales o 
consolidadas, del informe de gestión y del informe de los auditores. También se adjuntará un 
ejemplar del informe anual de transparencia.

A esta obligación de depósito le serán de aplicación, en cuanto sea procedente, las 
normas establecidas en el Texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital y en el 
Reglamento del Registro Mercantil.

Artículo 188.  Presupuesto anual de recaudación y reparto.
Las entidades de gestión deberán elaborar un presupuesto anual de recaudación y 

reparto de derechos gestionados y de ingresos y gastos de la entidad, que se aprobará con 
carácter previo al inicio del ejercicio al que vaya referido. La correspondiente propuesta se 
pondrá a disposición de los miembros electrónicamente y en el domicilio social y en el de las 
delegaciones territoriales de la entidad, de forma gratuita en ambos casos, con una 
antelación mínima de quince días al de la celebración de la sesión del órgano que tenga 
atribuida la competencia para su aprobación. En la convocatoria de dicho órgano, que se 
anunciará en la página web de la entidad, se hará mención a este derecho.

Artículo 189.  Informe anual de transparencia.
1. Los órganos de gobierno y representación de las entidades de gestión deberán 

elaborar un informe anual de transparencia dentro de los tres meses siguientes al cierre del 
ejercicio anterior.

El informe anual de transparencia tendrá, como mínimo, el contenido especificado en el 
anexo. Asimismo, incluirá un informe especial dando cuenta de la utilización de los importes 
deducidos para los servicios asistenciales en beneficio de los miembros de la entidad, las 
actividades de formación y promoción de autores, artistas, intérpretes y ejecutantes y el 
fomento de la oferta digital legal de las obras y prestaciones protegidas cuyos derechos 
gestiona la entidad.

2. El informe anual de transparencia elaborado por los órganos de gobierno y 
representación se revisará por los auditores nombrados de conformidad con el artículo 187.2 
para auditar las cuentas anuales, a fin de verificar que la información contable en él 
contenida se corresponde con la contabilidad de la entidad de gestión. Los auditores 
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deberán emitir un informe en el que se ponga de manifiesto el resultado de su revisión y, en 
su caso, las incorrecciones detectadas. Dicho informe de revisión se reproducirá 
íntegramente en el informe anual de transparencia.

3. La asamblea general deberá aprobar el informe anual de transparencia dentro de los 
seis meses siguientes al cierre del ejercicio anterior.

CAPÍTULO VII
Régimen sancionador

Artículo 190.  Responsabilidad administrativa, órganos competentes sancionadores y 
procedimiento sancionador.

1. Las entidades de gestión, las entidades que de ellas dependan y los operadores de 
gestión independiente incurrirán en responsabilidad administrativa por las infracciones que 
cometan en el ejercicio de sus funciones con arreglo a lo dispuesto en la presente ley.

2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a la Administración competente 
de conformidad con el artículo 155. La inhabilitación legal para operar corresponde, en todo 
caso, al Ministerio de Cultura y Deporte.

3. Cuando el ejercicio de la potestad sancionadora corresponda al Ministerio de Cultura y 
Deporte, la imposición de las sanciones previstas en este capítulo corresponderá, en el caso 
de infracciones muy graves, al Ministro de Cultura y Deporte y, en el caso de infracciones 
graves y leves, al Subsecretario de Cultura y Deporte. La instrucción de los correspondientes 
procedimientos sancionadores corresponderá, en todos los casos, al Subdirector General de 
Propiedad Intelectual.

4. El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por el procedimiento establecido en 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas y conforme a los principios previstos en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. No obstante, el plazo máximo en el que 
debe notificarse la resolución expresa en los procedimientos incoados por infracciones muy 
graves será de dieciocho meses y en los procedimientos incoados por infracciones graves 
de doce meses.

5. Cuando una entidad de gestión o un operador de gestión independiente que tenga 
establecimiento en otro Estado de la Unión Europea infrinja en territorio español la normativa 
de su Estado de establecimiento reguladora de la gestión colectiva de derechos de 
propiedad intelectual, la Administración competente conforme al artículo 155 podrá remitir 
toda la información pertinente a la autoridad competente de aquel Estado. Asimismo, podrá 
solicitar que esa autoridad adopte las medidas adecuadas en el marco de sus competencias.

6. Las entidades de gestión y los operadores de gestión independientes que tengan 
establecimiento fuera de la Unión Europea pero presten servicios en España conforme a lo 
previsto en este título incurrirán en responsabilidad administrativa por las infracciones que 
cometan por el incumplimiento de sus obligaciones previstas en esta ley en los mismos 
términos que las entidades de gestión y los operadores de gestión independientes con 
establecimiento en España.

Artículo 191.  Clasificación de las infracciones.
1. Las infracciones cometidas por las entidades de gestión colectiva de derechos de 

propiedad intelectual, por las entidades que de ellas dependan y por los operadores de 
gestión independiente se clasificarán en muy graves, graves y leves.

2. Constituyen infracciones muy graves los siguientes actos:
a) La ineficacia manifiesta y notoria en la administración de los derechos que la entidad 

de gestión, una entidad de la que ella dependa o el operador de gestión independiente tenga 
encomendados, circunstancia que habrá de apreciarse respecto del conjunto de los usuarios 
y de los titulares de dichos derechos y no de forma aislada o individual.

b) El incumplimiento grave y reiterado del objeto y fines señalados en los estatutos de la 
entidad de gestión, cuando se realicen, de manera directa o indirecta, actividades que no 
sean de protección o gestión de los derechos de propiedad intelectual que tengan 
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encomendados, sin perjuicio de la función social y del desarrollo de la oferta digital legal que 
deben cumplir y de las actividades vinculadas al ámbito cultural de la entidad y sin ánimo de 
lucro referidas en el artículo 159 letra b) de esta ley, siempre que estén previstas en sus 
estatutos.

c) El incumplimiento grave y reiterado de la obligación establecida en el artículo 156.2 de 
administrar los derechos de propiedad intelectual que tenga conferidos la entidad de gestión.

d) La prestación de servicios de gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual 
sin haber obtenido previamente la autorización prevista en el artículo 147 cuando esta sea 
necesaria.

e) La puesta de manifiesto de algún hecho que suponga el incumplimiento muy grave de 
las obligaciones del título IV.

3. Constituyen infracciones graves los siguientes actos:
a) El incumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 157 respecto del 

contrato de gestión.
b) La aplicación de sistemas, normas y procedimientos de reparto de las cantidades 

recaudadas de manera arbitraria y no equitativa.
c) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 163, apartados 1 y 

2; 165; 168; 173; 175, apartados 2 y 3; 177 y 178; 180; 183; y 186 a 187; 189 y de la hacer 
efectivos los derechos a una remuneración y compensación equitativas en los distintos 
supuestos previstos en esta ley y a ejercitar el derecho de autorizar la distribución por cable.

d) La resistencia, excusa o negativa, por las entidades de gestión colectiva de derechos 
de propiedad intelectual, las entidades que de ellas dependan o los operadores de gestión 
independiente a la actuación inspectora de las Administraciones competentes según lo 
previsto en esta ley.

e) La inobservancia significativa del procedimiento de tratamiento y resolución de 
reclamaciones y quejas previsto estatutariamente de conformidad con el artículo 159 letra o).

f) El incumplimiento de la obligación de comunicar el inicio de actividades establecida en 
los artículos 151.1 y 153.1.

4. Constituyen infracciones leves los siguientes actos:
a) La falta de atención a los requerimientos de las Administraciones Públicas realizados 

al amparo de lo dispuesto en el artículo 154. Se entiende que se produce falta de atención 
del requerimiento cuando la entidad de gestión, una entidad que de ella dependa o el 
operador de gestión independiente no responda en el plazo fijado por la Administración 
Pública en su requerimiento, no suministre la información requerida o suministre información 
incompleta o incorrecta.

b) El incumplimiento por las entidades de gestión, las entidades que de ellas dependan y 
los operadores de gestión independientes de preceptos de obligada observancia 
comprendidos en este título y en cualquier otra normativa reguladora de la gestión colectiva 
de derechos de propiedad intelectual, que no constituya infracción grave o muy grave 
conforme a lo dispuesto en los dos apartados anteriores.

Artículo 192.  Sanciones.
1. Por la comisión de infracciones muy graves, se impondrá a las entidades de gestión o 

a los operadores de gestión independiente alguna de las siguientes sanciones:
a) Inhabilitación para operar como entidad de gestión o como operador de gestión 

independiente. Dicha inhabilitación producirá sus efectos a los tres meses de la publicación 
prevista en el apartado 2 y tendrá una duración, como máximo, de cinco años.

b) Multa de entre un 1 y un 2 por ciento de la recaudación total obtenida por el sujeto 
infractor en el año anterior a la fecha de imposición de la multa. En defecto de recaudación 
en el año anterior a la fecha de imposición de la multa, se impondrá una multa no superior a 
800.000 ni inferior a 400.001 euros.

2. Las resoluciones sancionadoras por infracciones muy graves deberán ser publicadas 
en el «Boletín Oficial del Estado» y, en su caso, en el de la Comunidad Autónoma 
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correspondiente, una vez que sean firmes en vía administrativa, y previa disociación de los 
datos personales que contenga.

3. Por la comisión de infracciones graves se impondrá al sujeto infractor una multa no 
superior al 1 por ciento de su recaudación total correspondiente al año anterior a la fecha de 
imposición de la multa. En defecto de recaudación en el año anterior a la fecha de 
imposición de la multa, se impondrá una multa no superior a 400.000 ni inferior a 200.001 
euros.

4. Las resoluciones sancionadoras por infracciones graves podrán ser publicadas en el 
«Boletín Oficial del Estado» y, en su caso, en el de la Comunidad Autónoma 
correspondiente, una vez que sean firmes en vía administrativa, y previa disociación de los 
datos personales que contengan.

5. Por la comisión de infracciones leves se impondrá al sujeto infractor multa por importe 
no superior a 200.000 euros ni a un 0,5 por ciento de su recaudación total correspondiente al 
año anterior a la fecha de imposición de la multa.

6. Cuando el sujeto infractor fuese una entidad dependiente de una entidad de gestión, 
se tendrán en consideración, a efectos de determinar la multa, la recaudación de la entidad 
de gestión de la que dependa.

7. Para la graduación de las sanciones se atenderá a los criterios establecidos en el 
artículo 29 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

8. Cuando las sanciones pecuniarias hayan sido impuestas por el Ministerio de Cultura y 
Deporte, los órganos y procedimientos para la recaudación serán los establecidos en el 
Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, y 
demás normas de aplicación. En los demás casos, los órganos serán los establecidos en la 
legislación aplicable por las Administraciones Públicas que las hayan impuesto. Será de 
aplicación lo previsto en el artículo 85 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, respecto de 
aquellas sanciones en las que el infractor reconozca su responsabilidad.

9. Una vez iniciado el procedimiento sancionador por la comisión de una infracción muy 
grave o se aperciba a una entidad de gestión conforme al artículo 149 y siempre que, en 
ambos casos, concurran razones de urgencia justificadas en dificultad o impedimento 
objetivo de reinstaurar el cumplimiento de la legalidad, la autoridad competente podrá 
acordar motivadamente, previa autorización del juez correspondiente al domicilio social de la 
entidad, la remoción de los órganos de representación de la entidad y su intervención 
temporal, mediante la designación de un gestor interino que asumirá las funciones legales y 
estatutarias de los órganos de representación de la entidad, en las siguientes condiciones:

a) La intervención se realizará por un plazo de seis meses, prorrogable por igual período.
b) Los gastos derivados de la intervención temporal correrán a cargo de la entidad 

intervenida.
c) La finalidad de la intervención será regularizar el funcionamiento institucional de la 

entidad, clarificar su gestión y adoptar e implantar cuantas medidas resulten necesarias para 
el cumplimiento de las obligaciones legales en esta materia.

TÍTULO V
Comisión de Propiedad Intelectual

Artículo 193.  Comisión de Propiedad Intelectual: composición y funciones.
1. Se crea adscrita al Ministerio de Cultura y Deporte la Comisión de Propiedad 

Intelectual, como órgano colegiado de ámbito nacional, para el ejercicio de las funciones de 
mediación, arbitraje, determinación de tarifas y control en los supuestos previstos en el 
presente título, y de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual que le atribuye la 
presente ley. Asimismo ejercerá funciones de asesoramiento sobre cuantos asuntos de su 
competencia le sean consultados por el Ministerio de Cultura y Deporte.

2. La Comisión actuará por medio de dos Secciones:
a) La Sección Primera ejercerá las funciones de mediación, arbitraje, determinación de 

tarifas y control en los términos previstos en el presente título.
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b) La Sección Segunda velará, en el ámbito de las competencias del Ministerio de 
Cultura y Deporte, por la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su 
vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de información en los términos 
previstos en los artículos 8 y concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico.

3. La Sección Primera estará compuesta por cinco vocales titulares, que podrán delegar 
sus funciones en sus respectivos suplentes, todos ellos elegidos entre expertos de 
reconocida competencia en materia de propiedad intelectual y en materia de defensa de la 
competencia, entre los que el Ministerio de Cultura y Deporte designará al presidente de la 
Sección, cargo que debe recaer en uno de los vocales designados por este Ministerio. Los 
vocales de la Sección serán nombrados por el Gobierno, mediante real decreto, a propuesta 
de los titulares de los Ministerios de Cultura y Deporte, que designará dos vocales; del 
Ministerio de Economía y Empresa, que designará dos vocales, uno del ámbito Avance 
Digital y otro del ámbito Economía y Apoyo a la Empresa; y del Ministerio de Justicia, que 
designará un vocal, por un periodo de cinco años renovable por una sola vez.

La composición, funcionamiento y actuación de la Sección Primera se regirá por lo 
dispuesto en esta ley y las normas reglamentarias que la desarrollen y supletoriamente por 
las previsiones de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, 
de Arbitraje, y de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. 
El Gobierno podrá modificar reglamentariamente la composición de la Sección Primera.

4. La Sección Segunda, bajo la presidencia del Ministro de Cultura y Deporte o, por 
delegación de éste, de la persona titular de la Dirección General de Industrias Culturales, 
Propiedad Intelectual y Cooperación, se compondrá de cuatro vocales del Ministerio de 
Cultura y Deporte, de los cuales dos procederán del ámbito Propiedad Intelectual, uno del 
ámbito Tecnologías de la Información y uno del ámbito de la Secretaría General Técnica, 
designados por los Centros directivos del Departamento que desempeñen dichas 
competencias en éste, entre el personal de los mismos, perteneciente a grupos o categorías 
para los que se exija titulación superior, y que reúnan conocimientos específicos acreditados 
en materia de propiedad intelectual, tecnologías de la información y comunicaciones, 
Derecho administrativo, Derecho procesal, Derecho de las comunicaciones electrónicas o 
jurisdicción contencioso-administrativa. Los Centros directivos citados designarán, en el 
mismo acto, según los requisitos señalados, un suplente para cada uno de los vocales, a los 
efectos legalmente previstos en los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad y, en 
general, cuando concurra alguna causa justificada.

Reglamentariamente se determinará el funcionamiento de la Sección Segunda y el 
procedimiento para el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas.

Artículo 194.  Funciones de mediación, arbitraje, determinación de tarifas y control.
1. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su función de 

mediación en los siguientes términos:
a) Colaborando en las negociaciones, previo sometimiento voluntario de las partes por 

falta de acuerdo, respecto de aquellas materias directamente relacionadas con la gestión 
colectiva de derechos de propiedad intelectual y para la autorización de la distribución por 
cable de una emisión de radiodifusión entre los titulares de los derechos de propiedad 
intelectual y las empresas de distribución por cable.

b) Presentando, en su caso, propuestas a las partes.
Se considerará que todas las partes aceptan la propuesta a que se refiere el párrafo 

anterior, si ninguna de ellas expresa su oposición en un plazo de tres meses. En este 
supuesto, la resolución de la Comisión surtirá los efectos previstos en la Ley 60/2003, de 23 
de diciembre, de Arbitraje, y será revisable ante el orden jurisdiccional civil. La propuesta y 
cualquier oposición a la misma se notificarán a las partes, de conformidad con lo dispuesto 
en el capítulo II del título III de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual actuará en su función de 
arbitraje:

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 7  Texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual

– 130 –



a) Dando solución, previo sometimiento voluntario de las partes, a los conflictos sobre 
materias directamente relacionadas con la gestión colectiva de derechos de propiedad 
intelectual.

b) Fijando, a solicitud de la propia entidad de gestión afectada, de una asociación de 
usuarios, de una entidad de radiodifusión o de un usuario afectado especialmente 
significativo, a juicio de la Comisión, y previa aceptación de la otra parte, cantidades 
sustitutorias de las tarifas generales, a los efectos señalados en el apartado 4 del artículo 
163, para lo que deberá tener en cuenta al menos los criterios mínimos de determinación de 
estas, previstos en el artículo 164.3.

Lo determinado en este apartado se entenderá sin perjuicio de las acciones que puedan 
ejercitarse ante la jurisdicción competente. No obstante, el planteamiento de la controversia 
sometida a decisión arbitral ante la Sección impedirá a los Jueces y Tribunales conocer de la 
misma, hasta que haya sido dictada la resolución y siempre que la parte interesada lo 
invoque mediante excepción.

3. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su función de 
determinación de las tarifas para la explotación de los derechos de gestión colectiva 
obligatoria, y para los derechos de gestión colectiva voluntaria que, respecto de la misma 
categoría de titulares, concurran con un derecho de remuneración sobre la misma obra o 
prestación.

La Sección establecerá el importe de la remuneración exigida por la utilización de obras 
y demás prestaciones del repertorio de las entidades de gestión, la forma de pago y demás 
condiciones necesarias para hacer efectivos los derechos indicados en el párrafo anterior, a 
solicitud de la propia entidad de gestión afectada, de una asociación de usuarios, de una 
entidad de radiodifusión o de un usuario especialmente significativo, a juicio de la Sección, 
cuando no haya acuerdo entre ambas, en el plazo de seis meses desde el inicio formal de la 
negociación. En el ejercicio de esta función, la Sección Primera podrá solicitar informe previo 
de aquellos organismos públicos que ejerzan sus funciones en relación con los mercados o 
sectores económicos a los que afecten las tarifas a determinar, así como de las asociaciones 
o representantes de los usuarios correspondientes.

En la determinación de estas tarifas, la Sección Primera observará, al menos, los 
criterios establecidos en el artículo 164.3. Asimismo, dichas decisiones se publicarán en el 
«Boletín Oficial del Estado», serán aplicables a partir del día siguiente al de la publicación, 
con alcance general para todos los titulares y obligados, respecto de la misma modalidad de 
uso de obras y prestaciones e idéntico sector de usuarios, y podrán ser recurridas ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

Asimismo, la Sección Primera podrá dictar resoluciones actualizando o desarrollando la 
metodología para la determinación de las tarifas generales referida en el artículo 164.4, 
previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

4. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su función de 
control velando por que las tarifas generales establecidas por las entidades de gestión en 
cumplimiento de sus obligaciones, sean equitativas y no discriminatorias, para lo que deberá 
valorar, entre otros aspectos, la aplicación de los criterios mínimos previstos en el artículo 
164.3 en su determinación. En caso de apreciarse un incumplimiento de estas obligaciones, 
se comunicará esta circunstancia a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, 
a los efectos oportunos.

5. El ámbito material de actuación de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 
Intelectual en el ejercicio de sus funciones de mediación y/o arbitraje señaladas en los 
apartados 1 y 2 del presente artículo podrá comprender, asimismo, los siguientes aspectos:

a) Mediación para prestar asistencia, ayudar a alcanzar acuerdos y presentar propuestas 
en aquellos casos en que las partes encuentren dificultades relacionadas con alcanzar un 
acuerdo con la concesión de autorizaciones para poner a disposición obras audiovisuales en 
servicios de vídeo a la carta.

b) Mediación o arbitraje en los conflictos relacionados con la obligación de transparencia 
en favor de los autores, artistas, intérpretes o ejecutantes regulada en el artículo 110, 
conforme a lo previsto legalmente sobre la transparencia respecto a la remuneración 
equitativa de los autores y artistas intérpretes o ejecutantes en los contratos de explotación, 

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 7  Texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual

– 131 –



y con la acción de revisión prevista para autores, artistas, intérpretes o ejecutantes en los 
artículos 47 y 110.

c) Mediación o arbitraje en los litigios relacionados con el acceso y retirada de obras por 
aplicación de la regulación legal del uso de contenidos protegidos por parte de prestadores 
de servicios para compartir contenidos en línea.

d) Mediación en los conflictos que se generen entre una entidad de gestión colectiva y el 
operador de un servicio de retransmisión o entre el operador de un servicio de retransmisión 
y el organismo de radiodifusión en relación con la autorización para la retransmisión de 
emisiones.

6. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para el ejercicio de las 
funciones que la Sección Primera desarrollará de conformidad con lo dispuesto en los 
apartados anteriores.

Artículo 195.  Función de salvaguarda de los derechos en el entorno digital.
1. La Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá las funciones 

de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su vulneración por los 
responsables de servicios de la sociedad de información a través de un procedimiento cuyo 
objeto será el restablecimiento de la legalidad.

2. El procedimiento de restablecimiento de la legalidad se dirigirá contra:
a) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que vulneren derechos 

de propiedad intelectual, atendiendo la Sección Segunda para acordar o no el inicio del 
procedimiento a su nivel de audiencia en España, y al número de obras y prestaciones 
protegidas indiciariamente no autorizadas a las que es posible acceder a través del servicio 
o a su modelo de negocio.

b) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que vulneren derechos 
de propiedad intelectual de la forma referida en el párrafo anterior, facilitando la descripción o 
la localización de obras y prestaciones que indiciariamente se ofrezcan sin autorización, 
desarrollando a tal efecto una labor activa y no neutral, y que no se limiten a actividades de 
mera intermediación técnica. En particular, se incluirá a quienes ofrezcan listados ordenados 
y clasificados de enlaces a las obras y prestaciones referidas anteriormente, con 
independencia de que dichos enlaces puedan ser proporcionados inicialmente por los 
destinatarios del servicio.

c) Los prestadores de los servicios de la sociedad de la información de difusión de 
televisión por protocolo de Internet (IPTV) que vulneren derechos de propiedad intelectual, 
así como aquellos prestadores de servicios que faciliten el acceso a la difusión realizada por 
los anteriores, realizando una labor de intermediación activa y no neutral. En particular, se 
incluirá a los prestadores de servicios de la sociedad de la información que, como actividad 
principal, comercialicen electrónicamente cualquier dispositivo, producto, componente o 
presten algún servicio que permita acceder a la difusión emitida o facilitada por los 
anteriores.

d) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que realicen alguna de 
las actividades comerciales en línea previstas en el apartado 2 del artículo 196 de la 
presente ley.

3. El procedimiento se iniciará de oficio, previa denuncia del titular de los derechos de 
propiedad intelectual que se consideren vulnerados o de la persona que tuviera 
encomendado su ejercicio, debiendo éste aportar junto a la misma una prueba razonable del 
previo intento de requerimiento de retirada infructuoso al servicio de la sociedad de la 
información presuntamente infractor solicitando la retirada de los contenidos específicos 
ofrecidos sin autorización, siendo suficiente dirigir dicho requerimiento a la dirección 
electrónica que el prestador facilite al público a efectos de comunicarse con el mismo. Este 
requerimiento previo podrá considerarse cuando proceda, a efectos de la generación del 
conocimiento efectivo en los términos establecidos en los artículos 16 y 17 de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, siempre y cuando identifique exactamente la obra o prestación, al 
titular de los derechos correspondientes y, al menos, una ubicación donde la obra o 
prestación es ofrecida en el servicio de la sociedad de la información. En caso de que el 
prestador de servicios no facilite una dirección electrónica válida para la comunicación con el 
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mismo no será exigible el intento de requerimiento previsto en este párrafo. El intento de 
requerimiento se considerará infructuoso si el prestador requerido no contesta o, incluso 
contestando, no retira o inhabilita el acceso a los contenidos correspondientes en un plazo 
de tres días desde la remisión del correspondiente requerimiento.

Las entidades de gestión estarán legitimadas para instar este procedimiento en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 150.

Este procedimiento, que se desarrollará reglamentariamente, estará basado en los 
principios de celeridad y proporcionalidad y en el mismo serán de aplicación los derechos de 
defensa previstos en el artículo 53.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

La falta de resolución en el plazo reglamentariamente establecido producirá la caducidad 
del procedimiento.

A efectos de concretar la previsión del artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, para el ámbito 
específico del procedimiento regulado en el presente artículo, tendrán la consideración de 
interesados, exclusivamente, el denunciante mencionado en el primer párrafo del presente 
apartado y el prestador de servicio de la sociedad de la información contra el que se ha 
dirigido la denuncia y el requerimiento previstos en el presente apartado. Sin perjuicio de lo 
anterior, la Sección Segunda podrá comunicar la existencia del procedimiento a los 
prestadores de servicios de intermediación, de los servicios de pagos electrónicos y de 
publicidad a los que hacen referencia los apartados siguientes. Dicha comunicación tendrá 
naturaleza informativa, sin que la misma otorgue a los prestadores de servicios la condición 
de interesados en el procedimiento.

Las resoluciones dictadas por la Sección Segunda en este procedimiento ponen fin a la 
vía administrativa.

4. La Sección Segunda podrá adoptar las medidas para que se interrumpa la prestación 
de un servicio de la sociedad de la información que vulnere derechos de propiedad 
intelectual o para retirar los contenidos que vulneren los citados derechos siempre que el 
prestador haya causado o sea susceptible de causar un daño patrimonial. Dichas medidas 
podrán comprender medidas técnicas y deberes de diligencia específicos exigibles al 
prestador infractor que tengan por objeto asegurar la cesación de la vulneración y evitar la 
reanudación de la misma.

La Sección Segunda podrá extender las medidas de retirada o interrupción a otras obras 
o prestaciones protegidas suficientemente identificadas cuyos derechos representen las 
personas que participen como interesadas en el procedimiento, que correspondan a un 
mismo titular de derechos o que formen parte de un mismo tipo de obras o prestaciones, 
siempre que concurran hechos o circunstancias que revelen que las citadas obras o 
prestaciones son igualmente ofrecidas ilícitamente.

Antes de proceder a la adopción de estas medidas, el prestador de servicios de la 
sociedad de la información deberá ser requerido a fin de que en un plazo no superior a las 
48 horas pueda proceder a la retirada voluntaria de los contenidos declarados infractores o, 
en su caso, realice las alegaciones y proponga las pruebas que estime oportunas sobre la 
autorización de uso o la aplicabilidad de un límite al derecho de propiedad intelectual. 
Transcurrido el plazo anterior, en su caso, se practicará prueba en dos días y se dará 
traslado a los interesados para conclusiones en plazo máximo de cinco días. La Sección 
dictará resolución en el plazo máximo de tres días.

La interrupción de la prestación del servicio o la retirada voluntaria de las obras y 
prestaciones no autorizadas tendrán valor de reconocimiento implícito de la referida 
vulneración de derechos de propiedad intelectual y pondrá fin al procedimiento.

5. Las medidas previstas en el apartado anterior también se podrán adoptar, dentro de 
un procedimiento especial, cuando el titular del servicio de la sociedad de la información 
presuntamente infractor no cumpla con la obligación de informar sobre su nombre o 
denominación social establecida en el artículo 10.1.a) de la Ley 34/2002, de 11 julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico.

En este caso, el procedimiento seguirá los trámites establecidos en el desarrollo 
reglamentario del apartado anterior, con las siguientes especialidades:

a) La solicitud de iniciación no necesitará incluir datos relativos a la identificación del 
titular del servicio de la sociedad de la información presuntamente infractor.
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b) Previa verificación del incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 
10.1.a) de la Ley 34/2002, de 11 julio, se dictará acuerdo de inicio, donde se dejará 
constancia de dicha comprobación así como del desconocimiento de los datos de 
identificación de los responsables de los servicios de la sociedad de la información contra los 
que el procedimiento se dirige, por haber incumplido éstos su obligación de información.

c) En caso de no procederse por el presunto infractor a la retirada voluntaria de los 
contenidos señalados en el acuerdo de inicio, y en caso de que el presunto infractor no 
efectúe alegaciones sobre el contenido del acuerdo de inicio en el plazo previsto, éste podrá 
ser considerado propuesta de resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso 
acerca de la conducta infractora.

d) Si mediante el acuerdo de inicio, considerado propuesta de resolución, se adoptasen 
las medidas previstas en el apartado anterior, su ejecución se realizará conforme a lo 
previsto en el apartado siguiente.

6. En caso de falta de retirada voluntaria y a efectos de garantizar la efectividad de la 
resolución dictada, la Sección Segunda podrá requerir la colaboración necesaria de los 
prestadores de servicios de intermediación, de los servicios de pagos electrónicos y de 
publicidad, requiriéndoles para que suspendan el correspondiente servicio que faciliten al 
prestador infractor.

En la adopción de las medidas de colaboración la Sección Segunda valorará la posible 
efectividad de aquellas dirigidas a bloquear la financiación del prestador de servicios de la 
sociedad de la información declarado infractor.

El bloqueo del servicio de la sociedad de la información por parte de los proveedores de 
acceso de Internet deberá motivarse adecuadamente en consideración a su 
proporcionalidad, teniendo en cuenta la posible eficacia de las demás medidas al alcance.

En el caso de prestarse el servicio utilizando un nombre de dominio bajo el código de 
país correspondiente a España (.es) u otro dominio de primer nivel cuyo registro esté 
establecido en España, la Sección Segunda notificará los hechos a la autoridad de registro a 
efectos de que cancele el nombre de dominio, que no podrá ser asignado nuevamente en un 
periodo de, al menos, seis meses.

La falta de colaboración por los prestadores de servicios de intermediación, los servicios 
de pagos electrónicos o de publicidad se considerará como infracción de lo dispuesto en el 
artículo 11 de la Ley 34/2002, de 11 de julio.

En todo caso, la ejecución de la medida de colaboración dirigida al prestador de servicios 
de intermediación correspondiente, ante el incumplimiento del requerimiento de retirada o 
interrupción, emitido conforme al apartado anterior, por parte del prestador de servicios de la 
sociedad de la información responsable de la vulneración, exigirá la previa autorización 
judicial, de acuerdo con el procedimiento regulado en el apartado segundo del artículo 122 
bis de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

7. El incumplimiento de requerimientos de retirada de contenidos declarados infractores, 
que resulten de resoluciones finales adoptadas conforme a lo previsto en el apartado 4 
anterior, por parte de un mismo prestador de servicios de la sociedad de la información de 
los descritos en el apartado 2 anterior, constituirá, desde la segunda vez que dicho 
incumplimiento tenga lugar, inclusive, una infracción administrativa muy grave sancionada 
con multa de entre 150.001 hasta 600.000 euros. La reanudación de actividades ilícitas por 
parte de un mismo prestador de servicios de la sociedad de la información también se 
considerará incumplimiento reiterado a los efectos de este apartado. Se entenderá por 
reanudación de la actividad ilícita el hecho de que el mismo responsable contra el que se 
inició el procedimiento explote de nuevo obras o prestaciones del mismo titular, aunque no 
se trate exactamente de las que empleara en la primera ocasión, previa a la retirada 
voluntaria de los contenidos. Incurrirán en estas infracciones los prestadores que, aun 
utilizando personas físicas o jurídicas interpuestas, reanuden la actividad infractora.

Cuando así lo justifique la gravedad y repercusión social de la conducta infractora, la 
comisión de la infracción podrá llevar aparejada las siguientes consecuencias:

a) La publicación de la resolución sancionadora, a costa del sancionado, en el 'Boletín 
Oficial del Estado', en dos periódicos nacionales o en la página de inicio del sitio de Internet 
del prestador durante un periodo de un año desde la notificación de la sanción, una vez que 
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aquella tenga carácter firme, atendiendo a la repercusión social de la infracción cometida y la 
gravedad del ilícito.

b) El cese de las actividades declaradas infractoras del prestador de servicios durante un 
período máximo de un año. Para garantizar la efectividad de esta medida, el órgano 
competente podrá requerir la colaboración necesaria de los prestadores de servicios de 
intermediación, de los servicios de pagos electrónicos y de publicidad, ordenándoles que 
suspendan el correspondiente servicio que faciliten al prestador infractor. En la adopción de 
las medidas de colaboración se valorará la posible efectividad de aquellas dirigidas a 
bloquear la financiación del prestador de servicios de la sociedad de la información 
declarado infractor. El bloqueo del servicio de la sociedad de la información por parte de los 
proveedores de acceso de Internet deberá motivarse específicamente, en consideración a su 
proporcionalidad y su efectividad estimada, teniendo en cuenta la posible eficacia de las 
demás medidas al alcance. La falta de colaboración se considerará como infracción de lo 
dispuesto en el artículo 11 de la Ley 34/2002, de 11 de julio. La ejecución de la medida de 
colaboración dirigida al prestador de servicios, con independencia de cuál sea su naturaleza, 
no requerirá la autorización judicial prevista en el artículo 122 bis de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Cuando las infracciones hubieran sido cometidas por prestadores de servicios 
establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo pero cuyos servicios se dirijan específicamente al territorio español, el 
órgano que hubiera impuesto la correspondiente sanción podrá ordenar a los prestadores de 
servicios de intermediación que tomen las medidas necesarias para impedir el acceso desde 
España a los servicios ofrecidos por aquellos por un período máximo de un año.

El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por el procedimiento establecido en el 
título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en la ley 40/2015, de 1 de octubre y en su 
normativa de desarrollo.

La imposición de las sanciones corresponderá al Ministro de Cultura y Deporte, órgano 
competente a efectos de lo dispuesto en los artículos 35, 36 y concordantes de la Ley 
34/2002, de 11 de julio.

El instructor del procedimiento sancionador podrá incorporar al expediente las 
actuaciones que formasen parte de los procedimientos relacionados tramitados por la 
Sección Segunda en ejercicio de sus funciones de salvaguarda de los derechos de 
propiedad intelectual establecidas en el apartado anterior.

8. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de las acciones civiles, penales 
y contencioso-administrativas que, en su caso, sean procedentes.

9. Podrán desarrollarse códigos de conducta voluntarios en lo referido a las medidas de 
colaboración de los servicios de intermediación, los servicios de pagos electrónicos o de 
publicidad previstas en este artículo. La Administración podrá promover la elaboración de 
dichos códigos.

10. El tratamiento llevado a cabo por la Sección Segunda de los datos relacionados con 
los detalles e informaciones derivados de las actuaciones realizadas en el ámbito de sus 
funciones, se efectuará de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y, en particular, en su artículo 7.5 
si estuvieran referidos a la comisión de infracciones penales o administrativas.

TÍTULO VI
Protección de las medidas tecnológicas y de la información para la gestión de 

derechos

Artículo 196.  Medidas tecnológicas: actos de elusión y actos preparatorios.
1. Los titulares de derechos de propiedad intelectual reconocidos en esta ley podrán 

ejercitar las acciones previstas en el título I de su libro tercero contra quienes, a sabiendas o 
teniendo motivos razonables para saberlo, eludan cualquier medida tecnológica eficaz.

2. Las mismas acciones podrán ejercitarse contra quienes fabriquen, importen, 
distribuyan, vendan, alquilen, publiciten para la venta o el alquiler o posean con fines 
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comerciales cualquier dispositivo, producto o componente, así como contra quienes presten 
algún servicio que, respecto de cualquier medida tecnológica eficaz:

a) Sea objeto de promoción, publicidad o comercialización con la finalidad de eludir la 
protección, o

b) Solo tenga una finalidad o uso comercial limitado al margen de la elusión de la 
protección, o

c) Esté principalmente concebido, producido, adaptado o realizado con la finalidad de 
permitir o facilitar la elusión de la protección.

3. Se entiende por medida tecnológica toda técnica, dispositivo o componente que, en su 
funcionamiento normal, esté destinado a impedir o restringir actos, referidos a obras o 
prestaciones protegidas, que no cuenten con la autorización de los titulares de los 
correspondientes derechos de propiedad intelectual.

Las medidas tecnológicas se consideran eficaces cuando el uso de la obra o de la 
prestación protegida esté controlado por los titulares de los derechos mediante la aplicación 
de un control de acceso o un procedimiento de protección como por ejemplo, codificación, 
aleatorización u otra transformación de la obra o prestación o un mecanismo de control de 
copiado que logre este objetivo de protección.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores no es de aplicación a las medidas 
tecnológicas utilizadas para la protección de programas de ordenador, que quedarán sujetas 
a su propia normativa.

Artículo 197.  Límites a la propiedad intelectual y medidas tecnológicas.
1. Los titulares de derechos sobre obras o prestaciones protegidas con medidas 

tecnológicas eficaces deberán facilitar a los beneficiarios de los límites que se citan a 
continuación los medios adecuados para disfrutar de ellos, conforme a su finalidad, siempre 
y cuando tales beneficiarios tengan legalmente acceso a la obra o prestación de que se 
trate. Tales límites son los siguientes:

a) Límite de copia privada en los términos previstos en el artículo 31.2.
b) Límite relativo a fines de seguridad pública, procedimientos oficiales o en beneficio de 

personas con discapacidad en los términos previstos en los artículos 31 bis y 31 ter.
c) Límite relativo a la cita e ilustración con fines educativos o de investigación científica 

en los términos previstos en el artículo 32.2, 3 y 4.
d) Límite relativo a la ilustración de la enseñanza o de investigación científica o para 

fines de seguridad pública o a efectos de un procedimiento administrativo o judicial, todo ello 
en relación con las bases de datos y en los términos previstos en el artículo 34.2.b) y c).

e) Límite relativo al registro de obras por entidades radiodifusoras en los términos 
previstos en el artículo 36.3.

f) Límite relativo a las reproducciones de obras con fines de investigación o conservación 
realizadas por determinadas instituciones en los términos previstos en el artículo 37.1.

g) Límite relativo a la extracción con fines ilustrativos de enseñanza o de investigación 
científica de una parte sustancial del contenido de una base de datos y de una extracción o 
una reutilización para fines de seguridad pública o a los efectos de un procedimiento 
administrativo o judicial del contenido de una base de datos protegida por el derecho «sui 
géneris» en los términos previstos en el artículo 135.1.b) y c).

2. Cuando los titulares de derechos de propiedad intelectual no hayan adoptado medidas 
voluntarias, incluidos los acuerdos con otros interesados, para el cumplimiento del deber 
previsto en el apartado anterior, los beneficiarios de dichos límites podrán acudir ante la 
jurisdicción civil.

Cuando los beneficiarios de dichos límites sean consumidores o usuarios, en los 
términos definidos en el artículo 3 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, en su defensa podrán actuar las entidades 
legitimadas en el artículo 11.2 y 3 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

3. Disfrutarán de la protección jurídica prevista en el artículo 196.1 tanto las medidas 
tecnológicas adoptadas voluntariamente por los titulares de los derechos de propiedad 
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intelectual, incluidas las derivadas de acuerdos con otros interesados, como, en su caso, las 
incluidas en la correspondiente resolución judicial.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores no impedirá que los titulares de derechos 
sobre obras o prestaciones adopten las soluciones que estimen adecuadas, incluyendo, 
entre otras, medidas tecnológicas, respecto del número de reproducciones en concepto de 
copia privada. En estos supuestos, los beneficiarios de lo previsto en el artículo 31.2 no 
podrán exigir el levantamiento de las medidas tecnológicas que, en su caso, hayan adoptado 
los titulares de derechos en virtud de este apartado.

5. Lo establecido en los apartados anteriores de este artículo no será de aplicación a 
obras o prestaciones que se hayan puesto a disposición del público con arreglo a lo 
convenido por contrato, de tal forma que cualquier persona pueda acceder a ellas desde el 
lugar y momento que elija.

Artículo 198.  Protección de la información para la gestión de derechos.
1. Los titulares de derechos de propiedad intelectual podrán ejercitar las acciones 

previstas en el título I del libro tercero contra quienes, a sabiendas y sin autorización, lleven 
a cabo cualquiera de los actos que seguidamente se detallan, y que sepan o tengan motivos 
razonables para saber que, al hacerlo, inducen, permiten, facilitan o encubren la infracción 
de alguno de aquellos derechos:

a) Supresión o alteración de toda información para la gestión electrónica de derechos.
b) Distribución, importación para distribución, emisión por radiodifusión, comunicación o 

puesta a disposición del público de obras o prestaciones protegidas en las que se haya 
suprimido o alterado sin autorización la información para la gestión electrónica de derechos.

2. A los efectos del apartado anterior, se entenderá por información para la gestión de 
derechos toda información facilitada por los titulares que identifique la obra o prestación 
protegida, al autor o cualquier otro derechohabiente, o que indique las condiciones de 
utilización de la obra o prestación protegida, así como cualesquiera números o códigos que 
representen dicha información, siempre y cuando estos elementos de información vayan 
asociados a un ejemplar de una obra o prestación protegida o aparezcan en conexión con su 
comunicación al público.

LIBRO IV
Del ámbito de aplicación de la ley

Artículo 199.  Autores.
1. Se protegerán, con arreglo a esta ley, los derechos de propiedad intelectual de los 

autores españoles, así como de los autores nacionales de otros Estados miembros de la 
Unión Europea.

Gozarán, asimismo, de estos derechos:
a) Los nacionales de terceros países con residencia habitual en España.
b) Los nacionales de terceros países que no tengan su residencia habitual en España, 

respecto de sus obras publicadas por primera vez en territorio español o dentro de los treinta 
días siguientes a que lo hayan sido en otro país. No obstante, el Gobierno podrá restringir el 
alcance de este principio en el caso de extranjeros que sean nacionales de Estados que no 
protejan suficientemente las obras de autores españoles en supuestos análogos.

2. Todos los autores de obras audiovisuales, cualquiera que sea su nacionalidad, tienen 
derecho a percibir una remuneración proporcional por la proyección de sus obras en los 
términos del artículo 90, apartados 3 y 4. No obstante, cuando se trate de nacionales de 
Estados que no garanticen un derecho equivalente a los autores españoles, el Gobierno 
podrá determinar que las cantidades satisfechas por los exhibidores a las entidades de 
gestión por este concepto sean destinadas a los fines de interés cultural que se establezcan 
reglamentariamente.
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3. En todo caso, los nacionales de terceros países gozarán de la protección que les 
corresponda en virtud de los Convenios y Tratados internacionales en los que España sea 
parte y, en su defecto, estarán equiparados a los autores españoles cuando estos, a su vez, 
lo estén a los nacionales en el país respectivo.

4. Para las obras cuyo país de origen sea con arreglo al Convenio de Berna un país 
tercero y cuyo autor no sea nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, el plazo de 
protección será el mismo que el otorgado en el país de origen de la obra sin que en ningún 
caso pueda exceder del previsto en esta ley para las obras de los autores.

5. Se reconoce el derecho moral del autor, cualquiera que sea su nacionalidad.

Artículo 200.  Artistas intérpretes o ejecutantes.
1. Se protegerán los derechos reconocidos en esta ley a los artistas intérpretes o 

ejecutantes españoles cualquiera que sea el lugar de su interpretación o ejecución, así como 
los correspondientes a los artistas intérpretes o ejecutantes nacionales de otros Estados 
miembros de la Unión Europea.

2. Los artistas intérpretes o ejecutantes nacionales de terceros países gozarán de los 
mismos derechos reconocidos en esta ley en cualquiera de los siguientes casos:

a) Cuando tengan su residencia habitual en España.
b) Cuando la interpretación o ejecución se efectúe en territorio español.
c) Cuando la interpretación o ejecución sea grabada en un fonograma o en un soporte 

audiovisual protegidos conforme a lo dispuesto en esta ley.
d) Cuando la interpretación o ejecución, aunque no haya sido grabada, se incorpore a 

una emisión de radiodifusión protegida conforme a lo dispuesto en esta ley.
3. En todo caso, los artistas intérpretes o ejecutantes nacionales de terceros países 

gozarán de la protección que corresponda en virtud de los Convenios y Tratados 
internacionales en los que España sea parte y, en su defecto, estarán equiparados a los 
artistas intérpretes o ejecutantes españoles cuando estos, a su vez, lo estén a los nacionales 
en el país respectivo.

4. Los plazos de protección previstos en el artículo 112 serán igualmente aplicables a los 
mencionados titulares que no sean nacionales de la Unión Europea siempre que tengan 
garantizada su protección en España mediante algún Convenio internacional. No obstante, 
sin perjuicio de las obligaciones internacionales que correspondan, el plazo de protección 
expirará en la fecha prevista en el país del que sea nacional el titular sin que, en ningún 
caso, la duración pueda exceder de la establecida en el artículo anteriormente mencionado.

Artículo 201.  Productores, realizadores de meras fotografías y editores.
1. Los productores de fonogramas y los de obras o grabaciones audiovisuales, los 

realizadores de meras fotografías y los editores de las obras mencionadas en el artículo 129 
serán protegidos con arreglo a esta ley en los siguientes casos:

a) Cuando sean ciudadanos españoles o empresas domiciliadas en España, así como 
cuando sean ciudadanos de otro Estado miembro de la Unión Europea o empresas 
domiciliadas en otro Estado miembro de la Unión Europea.

b) Cuando sean nacionales de terceros países y publiquen en España por primera vez o, 
dentro de los treinta días siguientes a que lo hayan sido en otro país, las obras 
mencionadas. No obstante, el Gobierno podrá restringir el alcance de este principio, en el 
caso de nacionales de Estados que no protejan suficientemente las obras o publicaciones de 
españoles en supuestos análogos.

2. En todo caso, los titulares a que se refiere el párrafo b) del apartado anterior gozarán 
de la protección que les corresponde en virtud de los Convenios y Tratados internacionales 
en los que España sea parte y, en su defecto, estarán equiparados a los productores de 
fonogramas y a los de obras o grabaciones audiovisuales, a los realizadores de meras 
fotografías y a los editores de las obras mencionadas en el artículo 129, cuando estos, a su 
vez, lo estén a los nacionales en el país respectivo.

3. Los plazos de protección previstos en los artículos 119 y 125 serán igualmente 
aplicables a los mencionados titulares que no sean nacionales de la Unión Europea siempre 
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que tengan garantizada su protección en España mediante algún Convenio internacional. No 
obstante, sin perjuicio de las obligaciones internacionales que correspondan, el plazo de 
protección expirará en la fecha prevista en el país del que sea nacional el titular sin que, en 
ningún caso, la duración pueda exceder de la establecida en los artículos anteriormente 
mencionados.

Artículo 202.  Entidades de radiodifusión.
1. Las entidades de radiodifusión domiciliadas en España, o en otro Estado miembro de 

la Unión Europea, disfrutarán respecto de sus emisiones y transmisiones de la protección 
establecida en esta ley.

2. En todo caso, las entidades de radiodifusión domiciliadas en terceros países gozarán 
de la protección que les corresponda en virtud de los Convenios y Tratados internacionales 
en los que España sea parte.

3. Los plazos de protección previstos en el artículo 127 serán igualmente aplicables a los 
mencionados titulares que no sean nacionales de la Unión Europea siempre que tengan 
garantizada su protección en España mediante algún Convenio internacional. No obstante, 
sin perjuicio de las obligaciones internacionales que correspondan, el plazo de protección 
expirará en la fecha prevista en el país del que sea nacional el titular sin que, en ningún 
caso, la duración pueda exceder de la establecida en el artículo anteriormente mencionado.

Artículo 203.  Beneficiarios de la protección del derecho “sui generis”.
1. El derecho contemplado en el artículo 133 se aplicará a las bases de datos cuyos 

fabricantes o derechohabientes sean nacionales de un Estado miembro o tengan su 
residencia habitual en el territorio de la Unión Europea.

2. El apartado 1 del presente artículo se aplicará también a las sociedades y empresas 
constituidas con arreglo a la legislación de un Estado miembro y que tengan su sede oficial, 
administración central o centro principal de actividades en la Unión Europea; no obstante, si 
la sociedad o empresa tiene en el mencionado territorio únicamente su domicilio social, sus 
operaciones deberán estar vinculadas de forma efectiva y continua con la economía de un 
Estado miembro.

Disposición adicional primera.  Depósito legal.
El depósito legal de las obras de creación tradicionalmente reconocido en España se 

regirá por las normas reglamentarias vigentes o que se dicten en el futuro por el Gobierno, 
sin perjuicio de las facultades que, en su caso, correspondan a las Comunidades 
Autónomas.

Disposición adicional segunda.  Intercambio de información entre autoridades 
competentes europeas.

1. La Administración competente conforme al artículo 155 responderá, sin retrasos 
injustificados, a las solicitudes de información debidamente razonadas que le efectúe una 
autoridad competente de otro Estado miembro en relación con la aplicación de la presente 
ley, en particular con las actividades de las entidades de gestión o de los operadores de 
gestión independientes que tengan establecimiento en España.

2. La Administración competente conforme al artículo 155 dará respuesta motivada en el 
plazo de tres meses a las solicitudes efectuadas por autoridades competentes de otros 
Estados miembros de la Unión Europea para adoptar, en el marco de sus competencias, 
medidas adecuadas contra una entidad de gestión que tenga establecimiento en España por 
las infracciones de la presente ley que hubiera cometido en el desarrollo de sus actividades 
en el Estado miembro solicitante.

Disposición adicional tercera.  Revisión de las cantidades del artículo 25.5.
(Derogada)
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Disposición adicional cuarta.  Periodicidad de la remuneración del artículo 90.3 y 
deslegalización.

La puesta a disposición de los autores de las cantidades recaudadas en concepto de 
remuneración proporcional a los ingresos, que se establece en el artículo 90.3, se efectuará 
semanalmente.

El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Cultura, podrá modificar dicho plazo.

Disposición adicional quinta.  Notificaciones en el procedimiento de salvaguarda de los 
derechos de propiedad intelectual.

1. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, en el ámbito de sus competencias, 
velará por la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su vulneración 
por los responsables de servicios de la sociedad de información en los términos previstos en 
los artículos 8 y concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad 
de la información y de comercio electrónico.

2. En los procedimientos de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente 
a su vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de la información, cuya 
competencia esté atribuida al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, cuando concurran 
los supuestos previstos en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o el 
domicilio conocido del interesado o lugar indicado a efectos de notificaciones se encuentre 
fuera del territorio de la Unión Europea, la práctica de la notificación se hará exclusivamente 
mediante un anuncio publicado en el "Boletín Oficial del Estado", en los términos 
establecidos en dicho artículo.

3. No obstante, en los supuestos previstos en el apartado 6 del artículo 59 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, la notificación del acto podrá sustituirse por su publicación en 
el "Boletín Oficial del Estado", en particular, cuando tenga por destinatarios a prestadores de 
servicios de intermediación de la sociedad de la información que deban colaborar para el 
eficaz cumplimiento de las resoluciones que se adopten.

4. En los supuestos contemplados en los dos apartados precedentes, la publicación en 
"Boletín Oficial del Estado" irá acompañada de un mensaje que advierta de esta 
circunstancia dirigido a la dirección de correo electrónico que el prestador de servicios de la 
sociedad de la información facilite a efectos de la comunicación con el mismo, de acuerdo 
con lo dispuesto en la letra a) del apartado 1 del artículo 10 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico o de norma 
extranjera aplicable, siempre que dicha dirección de correo electrónico se facilite por medios 
electrónicos de manera permanente, fácil, directa y gratuita. En caso de no facilitarse tal 
dirección de correo electrónico en las condiciones descritas no será exigible lo dispuesto en 
este párrafo.

Transcurridos diez días naturales desde la publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 
se entenderá que la notificación ha sido practicada, dándose por cumplido dicho trámite y 
continuándose con el procedimiento.

5. Cuando un prestador de servicios de la sociedad de la información, al que sea de 
aplicación la Ley 34/2002, de 11 de julio, de acuerdo con lo dispuesto en sus artículos 2 a 4, 
que deba ser considerado interesado en un procedimiento tramitado al amparo del artículo 
195, no se identificara en los términos establecidos en el artículo 10 de la Ley 34/2002, de 11 
de julio, y, una vez realizadas las actuaciones de identificación razonables al alcance de la 
Sección Segunda, estas no hubieran tenido como resultado una identificación suficiente, el 
procedimiento podrá iniciarse considerándose interesado, hasta tanto no se identifique y 
persone en el procedimiento, el servicio de la sociedad de la información facilitado por el 
prestador no identificado. Esta circunstancia se hará constar así en el expediente, siendo de 
aplicación las previsiones de publicación en el “Boletín Oficial del Estado” establecidas en 
esta disposición y, en su caso, las medidas de colaboración y sancionadoras previstas en el 
artículo 195 en caso de ausencia de retirada voluntaria al citado servicio de la sociedad de la 
información.
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Disposición adicional sexta.  Obras consideradas huérfanas conforme a la legislación de 
otro Estado miembro de la Unión Europea.

Las obras consideradas huérfanas conforme a la legislación de otro Estado miembro de 
la Unión Europea, dictada en transposición de lo dispuesto en la Directiva 2012/28/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre ciertos usos 
autorizados de las obras huérfanas, tendrán asimismo reconocida dicha naturaleza en 
España a los efectos de lo dispuesto en el artículo 37 bis.

Disposición transitoria primera.  Derechos adquiridos.
Las modificaciones introducidas por esta Ley, que perjudiquen derechos adquiridos 

según la legislación anterior, no tendrán efecto retroactivo, salvo lo que se establece en las 
disposiciones siguientes.

Disposición transitoria segunda.  Derechos de personas jurídicas protegidos por la Ley de 
10 de enero de 1879 sobre Propiedad Intelectual.

Las personas jurídicas que en virtud de la Ley de 10 de enero de 1879 sobre Propiedad 
Intelectual hayan adquirido a título originario la propiedad intelectual de una obra, ejercerán 
los derechos de explotación por el plazo de ochenta años desde su publicación.

Disposición transitoria tercera.  Actos y contratos celebrados según la Ley de 10 de enero 
de 1879 sobre Propiedad Intelectual.

Los actos y contratos celebrados bajo el régimen de la Ley de 10 de enero de 1879 
sobre Propiedad Intelectual surtirán todos sus efectos de conformidad con la misma, pero 
serán nulas las cláusulas de aquéllos por las que se acuerde la cesión de derechos de 
explotación respecto del conjunto de las obras que el autor pudiere crear en el futuro, así 
como por las que el autor se comprometa a no crear alguna obra en el futuro.

Disposición transitoria cuarta.  Autores fallecidos antes del 7 de diciembre de 1987.
Los derechos de explotación de las obras creadas por autores fallecidos antes del 7 de 

diciembre de 1987 tendrán la duración prevista en la Ley de 10 de enero de 1879 sobre 
Propiedad Intelectual.

Disposición transitoria quinta.  Aplicación de los artículos 38 y 39 de la Ley de 10 de 
enero de 1879 sobre Propiedad Intelectual.

Sin perjuicio de lo previsto en la disposición anterior a los autores cuyas obras estuvieren 
en dominio público, provisional o definitivamente, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 38 y 39 de la Ley de 10 de enero de 1879 sobre Propiedad Intelectual les será de 
aplicación lo dispuesto en la presente Ley, sin perjuicio de los derechos adquiridos por otras 
personas al amparo de la legislación anterior.

Disposición transitoria sexta.  Aplicabilidad de los artículos 14 a 16 para autores de obras 
anteriores a la Ley de 11 de noviembre de 1987, de Propiedad Intelectual.

Lo dispuesto en los artículos 14 a 16 de esta Ley será de aplicación a los autores de las 
obras creadas antes de la entrada en vigor de la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de 
Propiedad Intelectual.

Disposición transitoria séptima.  Reglamento de 3 de septiembre de 1880 para la 
ejecución de la Ley de 10 de enero de 1879 sobre Propiedad Intelectual.

El Reglamento de 3 de septiembre de 1880 para la ejecución de la Ley de 10 de enero 
de 1879 sobre Propiedad Intelectual y demás normas reglamentarias en materia de 
propiedad intelectual continuará en vigor, siempre que no se oponga a lo establecido en la 
presente Ley.
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Disposición transitoria octava.  Regulación de situaciones especiales en cuanto a 
programas de ordenador.

Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a los programas de ordenador 
creados con anterioridad al 25 de diciembre de 1993, sin perjuicio de los actos ya realizados 
y de los derechos ya adquiridos antes de tal fecha.

Disposición transitoria novena.  Aplicación de la remuneración equitativa por alquiler a los 
contratos celebrados antes del 1 de julio de 1994.

Respecto de los contratos celebrados antes del 1 de julio de 1994, el derecho a una 
remuneración equitativa por alquiler, sólo se aplicará si los autores o los artistas intérpretes o 
ejecutantes o los representantes de los mismos han cursado una solicitud a tal fin, de 
acuerdo con lo previsto en la presente Ley, con anterioridad al 1 de enero de 1997.

Disposición transitoria décima.  Derechos adquiridos en relación con determinados 
derechos de explotación.

Lo dispuesto en la presente Ley acerca de los derechos de distribución, fijación, 
reproducción y comunicación al público se entenderá sin perjuicio de los actos de 
explotación realizados y contratos celebrados antes del 1 de enero de 1995, así como sin 
perjuicio de lo establecido en el párrafo c) del artículo 99.

Disposición transitoria undécima.  Regulación de situaciones especiales en relación con 
la aplicación temporal de las disposiciones relativas a la comunicación al público vía satélite.

1. En los contratos de coproducción internacional celebrados antes del 1 de enero de 
1995 entre un coproductor de un Estado miembro y uno o varios coproductores de otros 
Estados miembros o de países terceros, el coproductor, o su cesionario, que desee otorgar 
autorización de comunicación al público vía satélite deberá obtener el consentimiento previo 
del titular del derecho de exclusividad, con independencia de que este último sea un 
coproductor o un cesionario, si se dan conjuntamente las siguientes circunstancias:

a) Que el contrato establezca expresamente un sistema de división de los derechos de 
explotación entre los coproductores por zonas geográficas para todos los medios de difusión 
al público sin establecer distinción entre el régimen aplicable a la comunicación vía satélite y 
a los demás medios de comunicación.

b) Que la comunicación al público vía satélite de la coproducción implique un perjuicio 
para la exclusividad, en particular para la exclusividad lingüística, de uno de los 
coproductores o de sus cesionarios en un territorio determinado.

2. La aplicación de lo previsto en los artículos 106 a 108, 115 y 116, 122, y 126 de esta 
Ley se entenderá sin perjuicio de los pactos de explotación realizados y contratos celebrados 
antes del 14 de octubre de 1995.

3. Las disposiciones relativas a la comunicación al público vía satélite serán de 
aplicación a todos los fonogramas, actuaciones, emisiones y primeras fijaciones de 
grabaciones audiovisuales que el 1 de julio de 1994 estuviesen aún protegidas por la 
legislación de los Estados miembros sobre derechos de propiedad intelectual o que en dicha 
fecha cumplan los criterios necesarios para la protección en virtud de las referidas 
disposiciones.

Disposición transitoria duodécima.  Aplicación temporal de las disposiciones relativas a 
radiodifusión vía satélite.

1. Los derechos a que se refieren los artículos 106 a 108, 115 y 116, 122, y 126 de esta 
Ley se regirán, en lo que resulte aplicable, por la disposición transitoria décima y por la 
disposición transitoria novena.

2. A los contratos de explotación vigentes el 1 de enero de 1995 les será plenamente 
aplicable lo establecido en esta Ley en relación con el derecho de comunicación al público 
vía satélite a partir del 1 de enero del 2000.
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3. Las disposiciones a las que se refiere el apartado 3 de la disposición transitoria 
undécima no serán de aplicación a los contratos vigentes el 14 de octubre de 1995 cuya 
extinción vaya a producirse antes del 1 de enero del año 2000. En dicha fecha las partes 
podrán renegociar las condiciones del contrato con arreglo a lo dispuesto en tales 
disposiciones.

Disposición transitoria decimotercera.  Regulación de situaciones especiales en cuanto al 
plazo de protección.

1. La presente Ley no afectará a ningún acto de explotación realizado antes del 1 de julio 
de 1995. Los derechos de propiedad intelectual que se establezcan en aplicación de esta 
Ley no generarán pagos por parte de quienes hubiesen emprendido de buena fe la 
explotación de las obras y prestaciones correspondientes en el momento en que dichas 
obras eran de dominio público.

2. Los plazos de protección contemplados en esta Ley se aplicarán a todas las obras y 
prestaciones que estén protegidas en España o al menos en un Estado miembro de la Unión 
Europea el 1 de julio de 1995 en virtud de las correspondientes disposiciones nacionales en 
materia de derechos de propiedad intelectual, o que cumplan los criterios para acogerse a la 
protección de conformidad con las disposiciones que regulan en esta Ley el derecho de 
distribución, en cuanto se refiere a obras y prestaciones, así como los derechos de fijación, 
reproducción y comunicación al público, en cuanto se refieren a prestaciones.

Disposición transitoria decimocuarta.  Aplicación de las transitorias del Código Civil.
En lo no previsto en las presentes disposiciones serán de aplicación las transitorias del 

Código Civil.

Disposición transitoria decimoquinta.  Aplicación de la protección prevista en el Libro I, a 
las bases de datos finalizadas antes del 1 de enero de 1998.

La protección prevista en la presente Ley, en lo que concierne al derecho de autor, se 
aplicará también a las bases de datos finalizadas antes del 1 de enero de 1998, siempre que 
cumplan en la mencionada fecha los requisitos exigidos por esta Ley, respecto de la 
protección de bases de datos por el derecho de autor.

Disposición transitoria decimosexta.  Aplicación de la protección prevista en el Libro II, en 
lo relativo al derecho "sui generis" a las bases de datos finalizadas dentro de los quince años 
anteriores al 1 de enero de 1998.

1. La protección prevista en el artículo 133 de la presente Ley, en lo que concierne al 
derecho «sui generis», se aplicará igualmente a las bases de datos cuya fabricación se haya 
terminado durante los quince años precedentes al 1 de enero de 1998 siempre que cumplan 
en dicha fecha los requisitos exigidos en el artículo 133 de la presente Ley.

2. El plazo de los quince años de protección sobre las bases de datos a las que se 
refiere el apartado anterior se contará a partir del 1 de enero de 1998.

Disposición transitoria decimoséptima.  Actos concluidos y derechos adquiridos antes del 
1 de enero de 1998 en relación con la protección de las bases de datos.

La protección prevista en las disposiciones transitorias decimoquinta y decimosexta se 
entenderá sin perjuicio de los actos concluidos y de los derechos adquiridos antes del 1 de 
enero de 1998.

Disposición transitoria decimoctava.  Aplicación a las bases de datos finalizadas entre el 
1 de enero y el 1 de abril de 1998 de la protección prevista en el Libro I y en el Libro II, 
respecto al derecho «sui generis».

La protección prevista en la presente Ley en lo que concierne al derecho de autor, así 
como la establecida en el artículo 133 de la misma, respecto al derecho «sui generis» se 
aplicará asimismo a las bases de datos finalizadas durante el período comprendido entre el 1 
de enero y el 1 de abril de 1998.
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Disposición transitoria decimonovena.  Duración de los derechos de los productores de 
fonogramas.

Los derechos de explotación de los productores de fonogramas que estuvieran vigentes 
el 22 de diciembre de 2002 conforme a la legislación aplicable en ese momento tendrán la 
duración prevista en el artículo 119.

Disposición transitoria vigésima.  
El Real Decreto a que se refiere el apartado segundo del artículo 37 del Texto Refundido 

de la Ley de Propiedad Intelectual deberá ser promulgado en el plazo máximo de un año 
desde la entrada en vigor de esta Ley.

Hasta que se apruebe el Real Decreto a que se refiere el apartado anterior, la cuantía de 
la remuneración será de 0,2 euros por cada ejemplar de obra adquirido con destino al 
préstamo en los establecimientos citados en dicho apartado.

Asimismo, en este período, el Estado, las comunidades autónomas y las corporaciones 
locales podrán acordar los mecanismos de colaboración necesarios para el cumplimiento de 
las obligaciones de remuneración que afectan a establecimientos de titularidad pública.

Disposición transitoria vigésima primera.  Aplicación temporal de las disposiciones 
relativas a las composiciones musicales con letra, a las obras huérfanas y a la cesión de 
derechos del artista intérprete o ejecutante al productor de fonogramas.

1. El párrafo segundo del artículo 28.1 se aplicará sólo a las composiciones musicales 
con letra de las que al menos la composición musical o la letra estén protegidas en España o 
al menos en un Estado miembro de la Unión Europea el 1 de noviembre de 2013 y a las 
composiciones musicales con letra que se creen después de esta fecha.

La protección prevista en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de los actos 
concluidos y de los derechos adquiridos antes del 1 de noviembre de 2013.

2. El artículo 37 bis se aplicará con respecto a todas las obras y fonogramas que estén 
protegidos por la legislación de los Estados miembros de la Unión Europea en materia de 
derechos de autor a 29 de octubre de 2014 o en fecha posterior, sin perjuicio de los actos 
celebrados y de los derechos adquiridos antes de dicha fecha.

3. Los artículos 110 bis, 112 y 119 se aplicarán a la grabación de interpretaciones o 
ejecuciones y a los fonogramas con respecto a los cuales el artista intérprete o ejecutante y 
el productor de los fonogramas gocen de protección, a fecha 1 de noviembre de 2013, 
conforme a la legislación aplicable antes de esa fecha, y a la grabación de interpretaciones o 
ejecuciones y a los fonogramas posteriores a esa fecha.

4. Salvo pacto en contrario, los contratos de cesión celebrados antes del 1 de noviembre 
de 2013 seguirán surtiendo efecto transcurrida la fecha en que, en virtud del artículo 112 
aplicable en ese momento, el artista intérprete o ejecutante dejaría de estar protegido.

Disposición transitoria vigésima segunda.  Publicaciones de prensa.
Los derechos reconocidos a las editoriales de prensa y agencias de noticias para el uso 

en línea de sus publicaciones por parte de prestadores de servicios de la sociedad de la 
información no se aplicarán a las publicaciones de prensa que se hayan publicado por vez 
primera antes del 6 de junio de 2019.

Disposición derogatoria única.  Alcance de la derogación normativa.
1. Quedan derogadas las disposiciones que se opongan a lo establecido en la presente 

Ley y, en particular, las siguientes:
a) Real Decreto de 3 de septiembre de 1880, por el que se aprueba el Reglamento para 

la ejecución de la Ley de 10 de enero de 1879 sobre Propiedad Intelectual: capítulos V y VI 
del Título I.

b) Real Decreto 1434/1992, de 27 de noviembre, de desarrollo de los artículos 24, 25 y 
140 de la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual: artículos 9.1, 11, 12, 
14, 16, 17, 18, 19 y 37.1, así como los capítulos II y III del Título II.
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2. Quedan vigentes las siguientes disposiciones:
a) Ley 9/1975, de 12 de marzo, del Libro, en lo no derogado por la Ley 22/1987, de 11 de 

noviembre, de Propiedad Intelectual, y por el Real Decreto 875/1986, de 21 de marzo.
b) Real Decreto de 3 de septiembre de 1880, por el que se aprueba el Reglamento para 

la ejecución de la Ley de 10 de enero de 1879 sobre Propiedad Intelectual: capítulos I, II, III, 
IV, VII, VIII, IX, X y disposición transitoria del Título I; capítulos I, II y III del Título II.

c) Decreto 3837/1970, de 31 de diciembre, por el que se regula la hipoteca mobiliaria de 
películas cinematográficas.

d) Decreto 2984/1972, de 2 de noviembre, por el que se establece la obligación de 
consignar en toda clase de libros y folletos el número ISBN.

e) Real Decreto 2332/1983, de 1 de septiembre, por el que se regula la venta, 
distribución y la exhibición pública de material audiovisual.

f) Real Decreto 448/1988, de 22 de abril, por el que se regula la difusión de películas 
cinematográficas y otras obras audiovisuales recogidas en soporte videográfico.

g) Real Decreto 479/1989, de 5 de mayo, por el que se regula la composición y el 
procedimiento de actuación de la Comisión Arbitral de la Propiedad Intelectual, en lo no 
modificado por el Real Decreto 1248/1995, de 14 de julio.

h) Real Decreto 484/1990, de 30 de marzo, sobre precio de venta al público de libros.
i) Real Decreto 1584/1991, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento del 

Registro General de la Propiedad Intelectual, en lo declarado vigente en el apartado 3 de la 
disposición transitoria única del Real Decreto 733/1993, de 14 de mayo.

j) Real Decreto 1434/1992, de 27 de noviembre, de desarrollo de los artículos 24, 25 y 
140 de la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual, en la versión dada a 
los mismos por la Ley 20/1992, de 7 de julio, en lo no modificado por el Real Decreto 
325/1994, de 25 de febrero, y en lo no derogado por la presente disposición derogatoria.

k) Real Decreto 733/1993, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro General de la Propiedad Intelectual.

l) Real Decreto 325/1994, de 25 de febrero, por el que se modifica el artículo 15.2 del 
Real Decreto 1434/1992, de 27 de noviembre, de desarrollo de los artículos 24, 25 y 140 de 
la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual, en la versión dada a los 
mismos por la Ley 20/1992, de 7 de julio.

m) Real Decreto 1694/1994, de 22 de julio, de adecuación a la Ley 30/1992, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, del 
Real Decreto 1584/1991, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro General de la Propiedad Intelectual.

n) Real Decreto 1778/1994, de 5 de agosto, por el que se adecuan a la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, las normas reguladoras de los procedimientos de otorgamiento, 
modificación y extinción de autorizaciones.

ñ) Real Decreto 1248/1995, de 14 de julio, por el que se modifica parcialmente el Real 
Decreto 479/1989, de 5 de mayo, regulador de la composición y el procedimiento de 
actuación de la Comisión Arbitral de la Propiedad Intelectual.

o) Real Decreto 1802/1995, de 3 de noviembre, por el que se establece el sistema para 
la determinación de la remuneración compensatoria por copia privada en las ciudades de 
Ceuta y Melilla.

p) Orden de 23 de junio de 1966 por la que se establecen las normas básicas a las que 
deben ajustarse los contratos publicitarios del medio cine.

q) Orden de 30 de octubre de 1971 por la que se aprueba el Reglamento del Instituto 
Bibliográfico Hispánico.

r) Orden de 25 de marzo de 1987 por la que se regula la Agencia Española del ISBN.
s) Orden de 3 de abril de 1991, de desarrollo de lo dispuesto en el Real Decreto 

2332/1983, de 1 de septiembre, por el que se regula la venta, distribución y la exhibición 
pública de material audiovisual.
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Disposición final primera.  Título competencial.
El presente Real Decreto Legislativo se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 

149.1.9.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre 
legislación sobre propiedad intelectual.

El artículo 31 ter se dicta, además, en virtud de la competencia que atribuye al Estado el 
artículo 149.1.1.ª sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad 
de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.

Disposición final segunda.  Aplicación en las Comunidades Autónomas con competencia 
en la materia.

La aplicación de lo dispuesto en el Título IV del Libro tercero, en relación con la 
inspección, vigilancia y control de las entidades de gestión de derechos de propiedad 
intelectual y de los operadores de gestión independiente, incluido el ejercicio de la potestad 
sancionadora, se llevará a cabo, en su caso, en las Comunidades Autónomas con 
competencias de ejecución en materia de propiedad intelectual, por los órganos que estas 
determinen.

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Gobierno a dictar las normas para el desarrollo reglamentario de la 

presente Ley.

ANEXO
Contenido del informe anual de transparencia

1. El informe anual de transparencia previsto en el artículo 189 deberá contener, como 
mínimo, la siguiente información:

a) Estados financieros, que incluirán el balance, la cuenta de resultados del ejercicio y la 
memoria.

b) Un informe sobre las actividades del ejercicio.
c) Información sobre las negativas a conceder una autorización no exclusiva de los 

derechos gestionados por la entidad.
d) Una descripción de la estructura jurídica y administrativa de la entidad de gestión.
e) Información sobre toda entidad que sea propiedad o esté controlada directa o 

indirectamente, en su totalidad o en parte, por la entidad de gestión.
f) Información sobre el importe total de las remuneraciones pagadas el ejercicio anterior 

a las personas contempladas en los artículos 161 y 162, así como sobre otros beneficios que 
se les hayan concedido.

g) La información financiera contemplada en el apartado 2 del presente anexo.
h) Un informe especial sobre la utilización de los importes deducidos para servicios 

sociales, culturales y educativos, que incluya la información a que se refiere el apartado 3 del 
presente anexo.

Las cifras de la información de las letras f), g) y h) anteriores, deberá referirse al ejercicio 
cerrado y al ejercicio inmediatamente anterior. A estos efectos, cuando unas y otras no sean 
comparables, bien por haberse producido una modificación en la estructura del origen de las 
cifras, bien por realizarse un cambio de criterio contable o subsanación de error, se deberá 
proceder a adaptar la información del ejercicio precedente, a efectos de su presentación en 
el ejercicio al que se refiere, informando de ello detalladamente.

2. La siguiente información financiera deberá figurar en el informe anual de 
transparencia:

a) Información financiera sobre los derechos recaudados, desglosados por categoría de 
derechos gestionados y por tipo de utilización, incluida la información sobre los rendimientos 
derivados de la inversión de derechos recaudados, y el uso de estos (si han sido repartidos a 
los titulares de derechos, a otras entidades de gestión o destinados a otros usos).
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b) Información financiera sobre el coste de la gestión de derechos y otros servicios 
prestados por la entidad de gestión a los titulares de derechos, con una descripción 
pormenorizada de, como mínimo, los elementos siguientes:

1.º Todos los costes de explotación y costes financieros, desglosados por categoría de 
derechos gestionados y, cuando los costes sean indirectos y no puedan atribuirse a una o 
varias categorías de derechos, con una explicación del método utilizado para la asignación 
de dichos costes indirectos.

2.º Costes de explotación y costes financieros, desglosados por categoría de derechos 
gestionados y, cuando los costes sean indirectos y no puedan atribuirse a una o varias 
categorías de derechos, con una explicación del método utilizado para la asignación de 
dichos costes indirectos, únicamente en relación con la gestión de derechos, incluidos los 
descuentos de gestión deducidos de derechos recaudados o compensados con estos, o 
cualquier rendimiento derivado de la inversión de derechos recaudados.

3.º Costes de explotación y costes financieros en relación con servicios distintos de los 
servicios de gestión de derechos, pero incluidos los servicios sociales, culturales y 
educativos.

4.º Recursos empleados para cubrir los costes.
5.º Deducciones aplicadas a los derechos recaudados, desglosadas por categoría de 

derechos gestionados y por tipo de utilización, así como la finalidad de la deducción, por 
ejemplo costes relacionados con la gestión de derechos o con servicios sociales, culturales o 
educativos.

6.º Porcentaje que representa el coste de los servicios de gestión de derechos y otros 
servicios prestados por la entidad de gestión a los titulares de derechos en relación con los 
derechos recaudados en el ejercicio pertinente, por categoría de derechos gestionados, y, 
cuando los costes sean indirectos y no puedan atribuirse a una o varias categorías de 
derechos, una explicación del método utilizado para la asignación de dichos costes 
indirectos.

c) Información financiera sobre los importes que deben abonarse a los titulares de 
derechos, con una descripción pormenorizada de, como mínimo, los elementos siguientes:

1.º El importe total atribuido a los titulares de derechos, desglosado por categoría de 
derechos gestionados y por tipo de utilización.

2.º El importe total pagado a los titulares de derechos, desglosado por categoría de 
derechos gestionados y por tipo de utilización.

3.º La frecuencia de los pagos, con un desglose por categoría de derechos gestionados y 
por tipo de utilización.

4.º El importe total recaudado pero aún no atribuido a los titulares de derechos, 
desglosado por categoría de derechos gestionados y por tipo de utilización, indicando el 
ejercicio en que se recaudaron dichos importes.

5.º El importe total atribuido pero aún no pagado a los titulares de derechos, desglosado 
por categoría de derechos gestionados y por tipo de utilización, indicando el ejercicio en que 
se recaudaron dichos importes.

6.º En caso de que la entidad de gestión no haya procedido al reparto y al pago en el 
plazo establecido en el párrafo segundo del artículo 177.1, los motivos del retraso.

7.º El total de los importes que no puedan ser objeto de reparto junto con la explicación 
del uso que se haya dado a dichos importes.

d) Información sobre relaciones con otras entidades de gestión, con una descripción de, 
como mínimo, los siguientes elementos:

1.º Importes percibidos de otras entidades de gestión e importes pagados a otras 
entidades de gestión, desglosados por categoría de derechos, por tipo de uso y por entidad.

2.º Descuentos de gestión y otras deducciones de los derechos recaudados que deben 
abonarse a otras entidades de gestión, desglosados por categoría de derechos, por tipo de 
uso y por entidad.

3.º Descuentos de gestión y otras deducciones de los ingresos pagados por otras 
entidades de gestión, desglosados por categoría de derechos y por entidad.
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4.º Importes repartidos directamente a los titulares de derechos procedentes de otras 
entidades de gestión, desglosados por categoría de derechos y por entidad.

3. La siguiente información deberá figurar en el informe especial dando cuenta de la 
utilización de los importes deducidos para los servicios asistenciales en beneficio de los 
miembros de la entidad, las actividades de formación y promoción de autores, artistas, 
intérpretes y ejecutantes y el fomento de la oferta digital legal de las obras y prestaciones 
protegidas cuyos derechos gestionan:

a) Importe obtenido por la entidad en el ejercicio para destinar a estas actividades, tanto 
en cuantía global, como desglosado en función de su procedencia conforme a lo establecido 
en los artículos 175.3, 177.6 y 178.2 de este texto legal, y con indicación, en su caso, de los 
remanentes resultantes una vez realizadas las actividades.

b) Importes deducidos para los referidos servicios y actividades, desglosados por tipo de 
finalidad y, respecto de cada tipo de finalidad, desglosados por categoría de derechos 
gestionados y por tipo de uso.

c) Una explicación de la utilización de dichos importes, con un desglose por tipo de 
finalidad, incluido el coste de la gestión de los importes deducidos para los referidos 
servicios y actividades y los importes separados utilizados para los mismos.
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§ 8

Real Decreto de 3 de septiembre de 1880 por el que se aprueba el 
Reglamento para la ejecución de la Ley de 10 de enero de 1879 

sobre propiedad intelectual. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«Gaceta de Madrid» núm. 250, de 6 de septiembre de 1880

Última modificación: 22 de abril de 1996
Referencia: BOE-A-1880-6366

Téngase en cuenta que este Reglamento continúa en vigor siempre que no se oponga a lo establecido en el 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de 
abril, según establece la disposición transitoria 7 de la citada Ley. Ref. BOE-A-1996-8930.

[ . . . ]
REGLAMENTO PARA LA EJECUCIÓN DE LA LEY DE 10 DE ENERO DE 1879 DE 

PROPIEDAD INTELECTUAL

TÍTULO I
De las obras

CAPÍTULO I
De los autores y propietarios

[ . . . ]
Artículo 2.  

Se considerará autor, para los efectos de la Ley de Propiedad Intelectual, al que concibe 
y realiza alguna obra científica ó literaria, ó crea y ejecuta alguna artística, siempre que 
cumpla las prescripciones legales.

Artículo 3.  
La firma y presentación de una obra como autor deja a salvo la prueba en contrario, y 

toda cuestión de falsificación o usurpación deberá resolverse exclusivamente por los 
Tribunales. Cuando pendiente la inscripción de una obra se suscitase por un tercero cuestión 
sobre su pertenencia o propiedad, y se formalizase oposición, no se suspenderá aquélla, 
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pero se hará constar en el registro y certificaciones que se expidan que «hay reclamación 
presentada».

Artículo 4.  
Será considerado traductor, refundidor, copista, extractador o compendiador, salvo 

prueba en contrario, el que así lo consigne en las obras científicas o literarias que publique, 
no existiendo en los Convenios internacionales estipulaciones que lo contradigan.

Artículo 5.  
Para refundir, copiar, extractar, compendiar o reproducir obras originales españolas se 

necesitará acreditar que se obtuvo por escrito el permiso de los autores o propietarios, cuyo 
derecho de propiedad no haya prescrito con arreglo a la ley; y faltando aquel requisito no 
gozarán sus autores de los beneficios legales ni producirá efecto su inscripción en el 
registro.

Artículo 6.  
Se considerará editor de obras inéditas a todo el que publique las que estén manuscritas 

y no han visto la luz pública, ya vayan acompañadas de discursos, preliminares, notas, 
apéndices, vocabularios, glosarios y otras ilustraciones o ya se publique sólo el texto 
manuscrito.

Artículo 7.  
La propiedad que se reconoce a los editores en el artículo 26 de la ley subsistirá 

mientras no se pruebe en forma legal quién es el autor o traductor ignorado, omitido o 
encubierto. Cuando se acredite dicha circunstancia, el autor o traductor o sus derecho-
habientes sustituirán en todos sus derechos a los editores de obras anónimas o seudónimas, 
ateniéndose en este caso a los términos de los contratos que tengan celebrados.

Si no existiesen contratos, la cuestión de indemnización y cuantas reclamaciones hagan 
los interesados serán sometidas al dictamen de peritos nombrados por ambas partes, y de 
un tercero por el Juez en caso de discordia.

Artículo 8.  
Para que puedan aplicarse los beneficios del artículo 3 de la ley, es necesario:
1. Que los autores de mapas, planos o diseños científicos declaren que son producto de 

su inteligencia, y los firmen, identificando sus personas con su correspondiente cédula 
personal.

2. Que los compositores de música cumplan iguales formalidades, presentando tres 
ejemplares si se ha impreso la obra, y si se ha representado, pero no impreso, bastará 
cumplir lo preceptuado en el artículo 36 de la ley, remitiendo el ejemplar al Registro General 
del Ministerio de Fomento.

Artículo 9.  
Toda transmisión de la propiedad intelectual, cualquiera que sea su importancia, deberá 

hacerse constar en documento público, que se inscribirá en el correspondiente Registro, sin 
cuyo requisito el adquirente no gozará los beneficios de la ley.

Artículo 10.  
La prueba pericial a que se refiere el artículo 27 de la Ley se ajustará a las reglas 

prescritas por la de Enjuiciamiento civil, a cuyo resultado deberán atenerse los Tribunales.

Artículo 11.  
Todo lo referente a las obras dramáticas y musicales se regirá además por el título II de 

este Reglamento.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 8  Reglamento para la ejecución de la Ley sobre propiedad intelectual [parcial]

– 150 –



CAPÍTULO II
De los documentos oficiales

Artículo 12.  
Cuando alguna de las partes litigantes, o sus letrados, quisiera utilizar el derecho que 

conceden los artículos 16, 17 y 18 de la Ley, acudirán al Tribunal sentenciador, que 
concederá o negará la licencia, atendiendo al interés público o de las familias o a lo 
prevenido en el artículo 947 de la Compilación general de las disposiciones vigentes sobre el 
Enjuiciamiento criminal.

En los pleitos o causas en que sea o haya sido parte el Ministerio público, será 
indispensable, para conceder o negar el permiso de que se trata, oír al Ministerio fiscal y a 
las partes interesadas.

Artículo 13.  
Para reconocer y sacar copias de documentos y papeles que se custodian en los 

Archivos del Estado se necesitará siempre una orden del Ministerio de que éstos dependan, 
o del Jefe del establecimiento si estuviere autorizado para el caso.

Artículo 14.  
La autorización para publicar las Leyes, Decretos, Reales órdenes, Reglamentos y 

demás disposiciones que emanen de los poderes públicos a que se refiere el artículo 28 de 
la Ley, se concederá por el Ministerio, Centro directivo o Autoridad que las haya dictado, 
apreciando si las notas críticas, comentarios o anotaciones merecen este título y haciéndose 
constar en todo caso la fecha y origen de la autorización concedida.

CAPÍTULO III
De los periódicos

Artículo 15.  
Se entenderá por publicaciones periódicas los Diarios, Semanarios, Revistas y toda serie 

de impresos que salgan a la luz una o más veces al día o por intervalos de tiempo regulares 
o irregulares, con título constante, bien sean científicas, políticas, literarias o de cualquier 
clase.

Artículo 16.  
El propietario de periódicos que pretenda asegurar la propiedad deberá manifestar al 

hacer la declaración en el registro el concepto en que la solicita, sin perjuicio de los derechos 
que correspondan a los autores de los artículos u obras insertas en estas publicaciones, si 
no hubieran enajenado más que el derecho de inserción.

El registro hecho por los propietarios de las publicaciones periódicas garantizará no sólo 
la propiedad de las obras que como dueños hayan adquirido los que solicitan la inscripción, 
sino también la propiedad de los autores o de sus derechohabientes que no hayan 
renunciado a ella por no haber autorizado más que el derecho de inserción.

Artículo 17.  
Los autores que se encuentren en el caso del artículo anterior no necesitarán inscribir de 

nuevo sus obras literarias, y podrán pedir y obtener del encargado del registro, cuando 
necesiten justificar sus derechos, un resguardo que acredite haber adquirido legalmente la 
propiedad por medio de la inscripción del periódico o publicación correspondiente.

Al finalizar la petición a que se refiere el párrafo anterior, deberá el interesado determinar 
el número del periódico en que se haya insertado el trabajo cuya propiedad le convenga 
acreditar, y el encargado del Registro General librará una certificación especial de dicho 
trabajo, identificándolo de manera que no pueda confundirse con ningún otro.
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Artículo 18.  
Todo cuanto se inserte en publicaciones periódicas podrá ser reproducido sin previo 

permiso por las demás publicaciones, si no se expresa en general o al pie de cada trabajo la 
circunstancia de quedar reservados los derechos; pero en todo caso la publicación periódica 
que reproduzca algo de otra estará obligada a citar la original de donde copia.

Artículo 19.  
De la regla establecida en el artículo anterior se exceptúan los dibujos, grabados, 

litografías, música y demás trabajos artísticos que contengan las publicaciones periódicas; y 
las novelas y obras científicas, artísticas y literarias, aunque se publiquen por trozos o 
capítulos y sin necesidad de hacer constar la reserva de derechos.

Para la reproducción o copia de los trabajos enumerados en el párrafo anterior se 
necesitará siempre el permiso del autor o traductor correspondiente, o del propietario si 
hubieren enajenado sus obras.

CAPÍTULO IV
Del derecho de colección

Artículo 20.  
El derecho que establece el artículo 32 de la Ley se entiende, salvo pacto en contrario o 

cuando no se haya vendido expresamente a otra persona el derecho de colección.

Artículo 21.  
Cuando por no haber enajenado expresamente el derecho de colección, pero sí la 

propiedad de las obras, pueda un autor o sus herederos hacer la colección escogida o 
completa a que le autoriza la Ley, no podrá, sin embargo, vender separadamente las obras 
de la colección, de las cuales sus editores propietarios tengan ejemplares a la venta. En este 
caso el autor o sus herederos sólo podrán vender o admitir suscripciones a la colección 
entera que publiquen, ya sea completa o escogida.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

De los efectos legales

Artículo 41.  
El heredero necesario, que con arreglo al artículo 6.º de la Ley tiene derecho a adquirir 

las obras que su causante enajenó, terminados veinticinco años después de la muerte del 
autor, podrá pedir y le será otorgada la inscripción de su derecho en el Registro de la 
Propiedad intelectual, previa presentación de los documentos que acrediten su carácter.

Artículo 42.  
Todas las obras que hubiesen comenzado a publicarse el 12 de enero de 1879 podrán 

disfrutar los beneficios de la Propiedad intelectual, siempre que sus autores o propietarios 
llenen los requisitos establecidos en la Ley y Reglamento.

Artículo 43.  
Las obras que el día 12 de enero de 1879 no habían entrado en el dominio público, con 

arreglo a sus prescripciones, podrán también ser inscritas por el tiempo que les reste para 
completar los nuevos plazos y beneficios que la ley ha concedido, siempre que se haga la 
inscripción legalmente y se compruebe por medio de documentos fehacientes el tiempo 
transcurrido para poder fijar el que resta aún, con arreglo a las disposiciones de la Ley.
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Artículo 44.  
Igual justificación deberán producir los que se hallan en el caso del número 3.º del 

artículo 52 de la Ley, si desean recobrar como autores, traductores o herederos las obras 
que habían entrado en el dominio público. Exhibiéndola en el Registro se les anotará su 
derecho por el tiempo que aún reste, computado el transcurrido desde la muerte del autor 
hasta el que concede la nueva Ley, pero cumpliendo todas las formalidades ordenadas para 
la inscripción.

Artículo 45.  
Se entenderá que renuncian su derecho los autores o sus derecho-habientes que, 

habiendo de recobrar la propiedad intelectual, no la inscriban en el término de un año.

CAPÍTULO VIII
Del Consejo de Familia

Artículo 46.  
Mientras las leyes civiles no organicen el Consejo de Familia a que se refiere el artículo 

44 de la Ley, aquél se compondrá del Alcalde del domicilio del heredero y de los cuatro 
parientes varones más allegados de éste, dos de la línea paterna y dos de la materna, que 
estén avecindados en el mismo pueblo o en otro que no diste más de seis leguas.

Artículo 47.  
En igualdad de grados, será preferido el pariente de más edad al más joven.

Artículo 48.  
Cuando los parientes más cercanos del heredero estén avecindados en un pueblo que 

diste más de seis leguas del domicilio de aquél, los convocará el Alcalde, pero no les podrá 
compeler contra su voluntad a la aceptación del cargo de Vocal del Consejo de Familia.

Artículo 49.  
Si no hubiese suficiente número de parientes, o éstos no se prestasen a aceptar este 

cargo, se completará el Consejo con vecinos honrados, que elegirá el Alcalde entre los que 
hayan sido amigos de los padres del heredero.

Artículo 50.  
La reunión del Consejo de Familia se celebrará en la Casa Consistorial, y para deliberar 

y acordar bastará la mayoría de los concurrentes.

Artículo 51.  
El Alcalde presidirá siempre el Consejo de Familia; tendrá en él voto consultivo y, en 

caso de empate, decisivo, y podrá delegar sus facultades en uno de los Tenientes de 
Alcalde.

CAPÍTULO IX
De la penalidad

Artículo 52.  
Los propietarios que declaren al frente de sus obras haber hecho el depósito legal y no lo 

realicen dentro del plazo fijado incurrirán en la penalidad establecida en el artículo 552 y 
correlativos del Código Penal.
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Artículo 53.  
Para poder exigir la responsabilidad a que se refiere el artículo 45 de la Ley, todos los 

comerciantes y expendedores de libros nuevos deberán llevar un registro, donde se haga 
constar el editor e impresor de las obras que se pongan a la venta; y el que omitiese esta 
formalidad será responsable con arreglo a las leyes.

CAPÍTULO X
Del tránsito del antiguo al nuevo sistema

Artículo 54.  
Las obras que a la publicación de este Reglamento no hayan entrado en el dominio 

público, y tengan asegurada su propiedad con arreglo a la legislación anterior, no 
necesitarán llenar las nuevas prescripciones legales. Pero los autores o propietarios que lo 
crean conveniente podrán convertir las antiguas en nuevas inscripciones con arreglo a las 
prescripciones de este reglamento, siempre que hagan constar bajo su responsabilidad, y 
con toda exactitud, las fechas de la publicación y de presentación de la obra en los antiguos 
Registros, y, por tanto, el tiempo que las obras gozan de los derechos de la ley.

Artículo 55.  
La indemnización a que se refiere el artículo 55 de la Ley la fijarán los peritos que 

nombren las partes y un tercero por el Juez, en caso de discordia, según las reglas 
establecidas por la Ley de Enjuiciamiento Civil; pero dicha indemnización sólo tendrá lugar 
respecto de las existencias que se presenten debidamente documentadas.

Artículo 56.  
Los derecho-habientes de los autores, a quienes según el artículo 28 de la Ley de 10 de 

junio de 1847 haya vuelto o hubiere de volver la propiedad, podrán inscribir los derechos en 
el Registro, toda vez que el artículo 52 de la Ley deja a salvo y reconoce los derechos 
adquiridos bajo la acción de las leyes anteriores.

Artículo 57.  
Los que por haber enajenado la propiedad de una obra antes del 10 de junio de 1847 

hayan de recobrar la propiedad con arreglo al artículo 28 de la Ley de Propiedad Literaria de 
aquella fecha acreditarán al inscribir su derecho el día de la muerte del autor para que de 
este modo conste en el Registro la fecha en que recobran dicha propiedad.

Artículo 58.  
Los compradores de propiedad literaria anteriores a la ley de 10 de junio de 1847 o sus 

derecho-habientes que en el término de un año, contado en la forma que previene este 
Reglamento, no inscriban su derecho por el tiempo que les otorgó el artículo 28 de aquella 
ley, le perderán, y volverá la propiedad, desde luego, a quien corresponda.

Artículo 59.  
El plazo de un año que, para verificar la inscripción, concede el artículo 35 de la Ley, 

principiará a contarse desde el día en que se anuncie en la Gaceta de Madrid que quedan 
organizados los registros, bajo este Reglamento.

Artículo 60.  
La Dirección de Instrucción Pública dictará en el más breve plazo posible las 

disposiciones oportunas para la organización de los Registros de la Propiedad Intelectual.
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TÍTULO II
De los teatros

CAPÍTULO I
De las obras dramáticas y musicales

Artículo 61.  
Las obras dramáticas y musicales que se ejecuten en público estarán sujetas a todas las 

prescripciones de la Ley de Propiedad Intelectual y a las especiales que se determinan en el 
presente Reglamento.

Artículo 62.  
No podrá ser representada, cantada ni leída en público obra alguna, manuscrita o 

impresa, aunque ya lo haya sido en otro teatro o sala de espectáculos, sin previo permiso del 
propietario.

Artículo 63.  
Los Gobernadores, y donde éstos no residan los Alcaldes, mandarán suspender 

inmediatamente la representación o lectura que se haya anunciado de toda obra literaria o 
musical, siempre que el propietario de ella o su representante acudan a su Autoridad en 
queja de no haber obtenido las empresas el correspondiente permiso, y aun sin necesidad 
de reclamación alguna si les constare que semejante permiso no existe.

Artículo 64.  
El plan y argumento de una obra dramática o musical, así como el título, constituyen 

propiedad para el que los ha concebido o para el que haya adquirido la obra.
En su consecuencia, se castigará como defraudación el hecho de tomar en todo o en 

parte de una obra literaria o musical, manuscrita o impresa, el título, el argumento o el texto 
para aplicarlos a otra obra dramática.

Tampoco será lícita la edición con fines mercantiles de los planes y argumentos de las 
obras teatrales sin permiso de sus autores o sus derechohabientes.

Artículo 65.  
En las parodias no podrá introducirse en todo ni en parte, sin consentimiento del 

propietario, ningún trozo literal ni melodía alguna de la obra parodiada.

Artículo 66.  
Todo autor conserva el derecho de corregir y refundir sus obras, aunque las haya 

enajenado. La simple corrección no altera las condiciones del contrato de venta que hubiese 
celebrado; pero la refundición, si introdujese variaciones especiales, le autoriza a percibir 
una tercera parte de los derechos que la representación de su arreglo devengue.

Fuera de este caso, la refundición de una obra dramática que no haya pasado al dominio 
público constituye defraudación. Si la obra hubiese pasado al dominio público, el refundidor o 
su representante percibirá los derechos correspondientes.

Artículo 67.  
Nadie puede arreglar una obra dramática de otro autor, ni aun cambiando el título, los 

nombres de los personajes y el lugar de la acción para adaptarla a una composición musical, 
sin consentimiento de su autor o de su propietario si la hubiese enajenado. Si este arreglo se 
hubiese hecho en el extranjero, el autor de la obra original, sin perjuicio de lo que 
establezcan los tratados internacionales, percibirá los derechos de representación en 
España, aunque la obra se ejecute en idioma distinto de aquel en que primeramente se 
escribió.
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Artículo 68.  
También será necesario el permiso del autor y del propietario para tomar el argumento 

de una novela o de otra obra literaria no teatral y adaptarlo a una obra dramática.

Artículo 69.  
El autor que enajena una obra dramática conserva el derecho de velar por su 

reproducción o representación exactas, sin perjuicio de que el propietario haga uso también 
de este derecho.

Artículo 70.  
En ningún sitio público donde los concurrentes paguen estipendio o asistan 

gratuitamente podrá ejecutarse en todo ni en parte obra alguna literaria o musical en otra 
forma que la publicada por su autor o propietario.

Artículo 71.  
La música puramente instrumental y la de baile que se ejecute en teatros o sitios 

públicos donde se entre mediante pago, sea cualquiera la forma en que éste se exija, 
disfrutarán de todos los beneficios de la Ley y Reglamento de Propiedad Intelectual, como 
incluida en el artículo 19 de dicha ley.

Artículo 72.  
Los coautores de una obra dramática o musical que desistan de la colaboración común 

antes de terminarla o acuerden no publicarla o representarla después de terminada, sólo 
podrán disponer de la parte que cada uno de ellos haya colaborado en la misma obra, salvo 
pacto en contrario.

CAPÍTULO II
De la admisión y representación de las obras dramáticas y musicales

Artículo 73.  
La empresa que admita para su lectura una obra nueva dramática o musical que no haya 

sido representada en ningún teatro de España, entregará un recibo de la misma al que la 
presente.

Artículo 74.  
Presentada que sea una obra nueva dramática o musical a la empresa de un teatro o 

sala destinada a espectáculos públicos, manifestará al autor o propietario, o a su 
representante, en el término de veinte días, si la acepta o no para su representación.

En el caso de que no conviniera a sus intereses la admisión de la obra presentada, la 
devolverá sin más explicaciones en el término prescrito en el párrafo anterior, recogiendo el 
recibo correspondiente.

Artículo 75.  
Los autores o propietarios o sus representantes tienen siempre derecho a reclamar la 

devolución de sus obras literarias o musicales antes de su admisión definitiva por la 
empresa.

Artículo 76.  
Admitida una obra nueva por la empresa, ésta y el propietario fijarán de común acuerdo 

y por escrito la época de la representación o ejecución, que podrá ser en plazo fijo o por 
turno riguroso, el cual se entenderá vigente mientras continúe en el mismo teatro la empresa 
que admitió la obra.
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Si la empresa aceptara una obra nueva con la condición de que el autor ha de hacer en 
ella correcciones, no se considerará que la admisión es definitiva mientras aquéllas no estén 
aceptadas por la empresa.

Artículo 77.  
El turno sólo se observará entre las obras nuevas que se hubiesen sujetado a esta 

condición. Las de repertorio no le alterarán, y las empresas conservan siempre el derecho de 
hacerlas representar cuando lo creyeran conveniente a sus intereses.

Artículo 78.  
Las empresas llevarán un registro, en el cual harán constar la fecha de la admisión de 

cada obra nueva y las condiciones que hayan estipulado con los respectivos autores o 
propietarios.

Artículo 79.  
La empresa que acepta una obra nueva debe hacer a su costa las copias manuscritas 

necesarias para el estudio y representación de ella, devolviendo el original al autor antes de 
empezar los ensayos. El autor o propietario, por su parte, revisará y rubricará una de las 
copias completa y foliada para resguardo de la empresa. Esta copia hará fe en juicio.

Fuera de este caso, nadie puede hacer reproducciones ni copias de una obra dramática 
o musical, ni venderlas ni alquilarlas sin permiso del propietario, aunque las obras no 
hubiesen sido impresas ni ejecutadas en público, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 
2, 7 y 21 de la Ley de Propiedad Intelectual.

Artículo 80.  
El compositor o propietario de una obra nueva musical debe facilitar a la empresa del 

teatro una partitura completamente instrumentada, que le será devuelta al terminar la 
temporada teatral, salvo pacto en contrario.

Artículo 81.  
El autor o propietario de la obra nueva admitida contrae la obligación de dejarla 

representar en el teatro que la ha aceptado, a no ser que haya terminado la temporada 
teatral sin haberse puesto en escena, o se falte por la empresa a alguna de las condiciones 
convenidas. En ambos casos queda facultado para retirar la obra sin que la empresa pueda 
hacer reclamación alguna, y sin perjuicio de la indemnización que le corresponda.

Artículo 82.  
Cuando una obra nueva ha sido admitida en un teatro, el autor o propietario no puede 

hacerla representar en otro teatro de la misma población dentro de la temporada, salvo pacto 
en contrario o mientras no cesen los compromisos que haya contraído con la primera 
empresa.

Artículo 83.  
A la empresa del teatro corresponde fijar el orden del día, el día y las horas de los 

ensayos.

Artículo 84.  
El autor tiene siempre derecho a hacer el reparto de los papeles de su obra, y a dirigir los 

ensayos, de acuerdo con el director de escena. Tiene asimismo el derecho de permanecer 
entre bastidores siempre que se representen sus obras.

Artículo 85.  
En los carteles y programas impresos o manuscritos de las funciones se anunciarán 

precisamente las obras con sus títulos verdaderos sin adiciones ni supresiones, y con los 
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nombres de sus autores o traductores, salvo la facultad que el artículo 86 de este 
Reglamento reserva a los autores, castigándose con multa, que podrán imponer los 
Gobernadores o los Alcaldes donde aquellas autoridades no residiesen, la omisión de 
cualquiera de estos requisitos, los cuales se observarán aun para las obras que hubiesen 
pasado al dominio público, sin que tampoco puedan en ningún caso anunciarse con sólo los 
títulos genéricos de tragedia, drama, comedia, zarzuela, sainete, fin de fiesta y otros.

Artículo 86.  
La redacción del cartel, en lo que concierne a una obra nueva, corresponde al autor o 

autores, quienes pueden impedir o exigir que se publique su nombre antes del estreno.

Artículo 87.  
Las empresas no podrán hacer valoraciones, adiciones ni atajos en el texto de las obras 

sin permiso de los autores.

Artículo 88.  
La empresa no está obligada, a menos que otra cosa se estipule, a emplear más que los 

trajes y las decoraciones que el teatro posea, siempre que unos y otras no sean contrarios al 
carácter distintivo e histórico de la obra.

Artículo 89.  
Las empresas tienen obligación de dar por lo menos tres representaciones consecutivas 

de una obra nueva, cuando ésta no haya sido completamente rechazada por el público en la 
primera representación.

Artículo 90.  
Las empresas pagarán a los propietarios de obras dramáticas o lírico-dramáticas, o a 

sus representantes, una indemnización si se negasen a poner en escena la obra nueva 
admitida, o si no lo hiciesen en el tiempo convenido, salvo el caso de que habiendo entrado 
en turno riguroso no haya alcanzado el tiempo dentro de la temporada teatral para su 
representación. Esta indemnización será de 250 pesetas para las obras en un acto, 500 para 
las de dos y 750 para las de tres o más actos.

Artículo 91.  
Los propietarios que retiren una obra nueva después de admitida dentro de la temporada 

teatral, faltando a las condiciones estipuladas, quedarán sujetos a igual indemnización en 
favor de la empresa, y a abonar el importe de los gastos que la misma hubiese hecho 
expresamente para ponerla en escena, previa la correspondiente justificación.

Las empresas de teatro y los propietarios de obras dramáticas o musicales quedan 
además sujetos recíprocamente a todas las responsabilidades que resulten de la falta de 
cumplimiento de sus respectivos contratos.

Artículo 92.  
El propietario de una obra dramática o musical, o su representante, podrá retirarla del 

teatro donde se ejecute cuando la empresa deje de abonar un solo día los derechos 
correspondientes. Si la obra pertenece a dos o más propietarios, cada uno de ellos estará 
facultado para adoptar esta determinación, sujetándose a lo que dispone el artículo 49 de la 
Ley de Propiedad Intelectual.

Artículo 93.  
El autor de una obra literaria que haya sido representada en público, y prohíba por 

completo y en absoluto su ejecución por creer que se ofende su conciencia moral o política, 
indemnizará previamente al propietario de ella si la hubiese enajenado, y a los coautores o 
propietarios si los hubiese.
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Si la obra fuese musical, el autor de la música tiene, además, facultad de aplicar su 
música a otra obra.

Artículo 94.  
Las disposiciones de interés que se susciten entre los copropietarios de una obra 

dramática o musical, respecto a las condiciones de su admisión y representación o ejecución 
de cada teatro o local destinado a espectáculos públicos, se resolverán por mayoría de votos 
si los propietarios de la obra fuesen más de dos; y si no excediesen de este número, se 
nombrará por ambos propietarios un Jurado, compuesto de cuatro literatos o compositores 
de música, y otro por la autoridad gubernativa, que tendrá carácter de Presidente, los cuales 
resolverán amigablemente el asunto. Cuando no se conforme alguno de los propietarios con 
la opinión de la mayoría en el primer caso, o con la decisión del Jurado en el segundo, 
resolverán la cuestión los Tribunales de justicia.

Artículo 95.  
Los casos fortuitos en que una empresa puede suspender sus contratos con acuerdo de 

la autoridad son: 1.º Peste; 2.º Terremoto; 3.º Luto nacional; 4.º Perturbaciones del orden 
público que obliguen a suspender las representaciones; 5.º La prohibición de una obra por 
orden de la autoridad, ya sea por causa de orden público o por resolución de los Tribunales 
en lo que se refiere a la misma obra.

El incendio o ruina del edificio se considerará como caso de fuerza mayor para la 
rescisión de los contratos.

CAPÍTULO III
De los derechos de representación de las obras dramáticas y musicales

Artículo 96.  
Los derechos de representación de las obras dramáticas y musicales se considerarán 

como un depósito en poder de las empresas de teatros y espectáculos públicos, las cuales 
deben tenerlos diariamente a disposición de sus propietarios o representantes.

Cuando éstos no los hayan fijado al conceder el permiso para la representación de las 
obras, se observará la siguiente:

TARIFA
Obras dramáticas originales en un acto, el 3 por ciento.
Obras dramáticas originales en dos actos, el 7 por ciento.
Obras dramáticas originales en tres o más actos, el 10 por ciento.
En las tres primeras representaciones del estreno, el doble de estos derechos.
Las refundiciones del teatro antiguo, los arreglos, imitaciones y traducciones devengarán 

la mitad de los mismos.

Artículo 97.  
Los derechos de las obras lírico-dramáticas son iguales a los de las dramáticas 

originales, mitad para el libreto y mitad para la música, pero no habrá diferencia entre 
originales y traducciones.

Artículo 98.  
Las composiciones literarias de cierta extensión, en prosa o en verso, cuya lectura se 

anuncie en los carteles como parte integrante del espectáculo y no se refieran a la 
celebración del aniversario y beneficios, devengan los mismos derechos fijados a las obras 
dramáticas originales en un acto.
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Artículo 99.  
Las óperas, los oratorios y las obras análogas de poesía y música, originales de autores 

españoles o de extranjeros domiciliados en España, devengarán los mismos derechos que 
las obras dramáticas originales, aunque el libreto sea traducido o arreglado, distribuyéndose 
en la forma siguiente: dos terceras partes para el autor o propietario de la música, y una 
tercera parte para el del libreto.

Artículo 100.  
Las obras de música puramente instrumental que no sean del dominio público 

devengarán los derechos siguientes: por la ejecución de una gran sinfonía o fantasía en tres 
o más tiempos, el 3 por ciento; por una obertura original, en un acto, del género español o 
extranjero, el 1 por ciento; por un divertimento de baile, original, en un acto, del género 
español o extranjero, el 1 por ciento. Las demás clases de música instrumental o de canto 
que se ejecuten en conciertos, circos o bailes públicos, así como los preludios, 
acompañamientos de melodramas y canciones sueltas, se considerarán para el pago de los 
derechos de propiedad, si no se ha convenido un tanto alzado, según su importancia 
artística y dimensiones con relación a la anterior tarifa.

Artículo 101.  
La ejecución de las obras musicales en funciones religiosas, en actos militares, en 

serenatas y solemnidades civiles a que el público pueda asistir gratuitamente, estará libre del 
pago del derecho de propiedad; pero no podrán ejecutarse sino con permiso del propietario y 
en la forma que éste las haya publicado, quedando sujetos los contraventores a las penas 
establecidas en el Código Penal, según lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley de Propiedad 
Intelectual, y a la indemnización correspondiente.

Los organismos y corporaciones del Estado y del Movimiento y los centros y 
organizaciones de la Iglesia Católica quedan exentos, en los actos y representaciones que 
organicen de carácter artístico o literario y de finalidad educativa y social, del pago de los 
derechos de autor que correspondan al Estado en las obras que, conforme a la legislación 
vigente, hayan pasado al dominio público.

Artículo 102.  
El tanto por 100 que han de percibir los propietarios de obras dramáticas o musicales se 

exigirá sobre el total producto de cada representación, incluso el abono y el aumento de 
precio en la contaduría o en el despacho, cualquiera que sea su forma, sin tomar en cuenta 
ningún arreglo o Convenio particular que las empresas puedan hacer vendiendo billetes a 
precios menores que los anunciados al público en general.

Se exceptúa la rebaja que las empresas conceden a los abonados.

Artículo 103.  
Los propietarios de obras dramáticas o musicales podrán fijar, en vez del tanto por 

ciento, una cantidad alzada por derecho de cada representación en los teatros que lo 
estimen conveniente.

Artículo 104.  
Los Gobernadores de provincia, y los Alcaldes donde aquéllos residiesen, además de lo 

que dispone el artículo 49 de la Ley, y como natural consecuencia del mismo, decretarán, a 
instancia del interesado, el depósito del producto de las entradas para el pago de los atrasos 
que adeude una empresa por derechos de propiedad de obras, después de satisfechos los 
correspondientes a los propietarios de las obras que en cada noche se ejecuten.

Artículo 105.  
El autor de una obra dramática o musical tiene derecho a exigir gratis dos asientos de 

primer orden cada vez que la obra se represente, pero no podrá reclamar más localidades, 
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aunque la obra esté escrita en colaboración por dos o más autores. El día del estreno de su 
obra disfrutará además un palco de primera clase con seis entradas o seis asientos de 
primer orden.

Artículo 106.  
Todas las empresas llevarán un libro foliado y marcado en cada una de sus hojas con el 

sello del Gobierno civil, o el de la Alcaldía donde no resida el Gobernador, que se titulará 
Libro de entradas, y en él harán constar el importe del abono y de lo que se recaude en cada 
noche de representación. Este libro podrá ser examinado por el propietario o su 
representante, siempre que lo estimen conveniente, cuando se ejecuten obras de su 
propiedad en los teatros en que se pague un tanto por ciento sobre el producto de entrada.

Artículo 107.  
Cualquier inexactitud que se advierta en el libro de entradas que deben llevar las 

empresas, según el artículo anterior, en virtud de la cual se perjudique al propietario de las 
obras literarias o musicales en el percibo de los derechos de representación de las mismas, 
se considerará como una circunstancia agravante de defraudación.

Artículo 108.  
Será obligación de la empresa entregar todas las noches al propietario de una obra 

teatral o a su representante nota autorizada por el contador del teatro, en la que conste el 
total de las entradas que se haya recaudado, incluso el abono, quedando exceptuados de 
esta obligación aquellos teatros que pagan un tanto alzado por representación.

Artículo 109.  
Los propietarios de obras dramáticas o musicales o sus representantes podrán también 

intervenir diariamente las cuentas de billetes vendidos en la contaduría y en el despacho por 
medio de cuadernos talonarios, exceptuándose de esta obligación los teatros que paguen 
por el tanto alzado de representación.

Cuando los autores o propietarios lo crean necesario, podrán marcar los billetes con un 
sello especial para garantía de sus intereses.

Artículo 110.  
En los teatros en que el derecho de representación consista en un tanto por ciento del 

producto de las entradas podrán las empresas regalar billetes que consideren sobrantes, 
poniéndolo en conocimiento de los propietarios de las obras.

En tal caso no se contará el valor nominal de ellos para el efecto del pago de derechos.

Artículo 111.  
Los derechos de los coautores son iguales, cualquiera que sea la parte que hayan 

tomado en el pensamiento fundamental y en el desarrollo y redacción de la obra, salvo 
acuerdo en contrario.

Los mismos derechos corresponden a los coautores de la música respecto a su 
composición.

Artículo 112.  
A partir de la fecha de este Decreto, los autores o propietarios del libreto de una obra 

lírico-dramática o los de un libreto o composición cualquiera puesta en música y ejecutada 
en público, tendrán derecho, salvo pacto en contrario, a la mitad de los beneficios o 
productos que obtuviesen los autores o propietarios de la parte musical de dicha obra, por 
las ediciones, impresiones y reproducciones, incluso aquéllas que se realicen por medio de 
cualquier clase de aparatos mecánicos.

Será condición indispensable para aplicar este precepto, que a la edición, impresión o 
reproducción vaya aneja la letra correspondiente.
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Los contratos realizados con terceras personas por los autores o propietarios de la 
música, no podrán perjudicar en ningún caso el derecho de los autores o propietarios de la 
letra que no fueran parte en el pacto, pudiendo éstos reclamar contra cualquiera de los 
otorgantes, la mitad de los rendimientos que se obtengan o la mitad del precio del contrato. 
Igual derecho se otorga a los autores o propietarios de la música respecto a los convenios 
que celebren en casos análogos los autores o propietarios de la letra.

La renuncia del autor o propietario de la letra o del de la música al percibo de sus 
derechos, deberá constar expresamente en las hojas de inscripción de las obras en el 
Registro General de la Propiedad Intelectual del Ministerio de Instrucción Pública, autorizada 
con la firma de renunciante.

Los propietarios de la letra o de la música podrán ejercitar separadamente la acción para 
reclamar sus derechos.

Artículo 113.  
En las obras dramáticas o musicales que se ejecuten en público, la decoración y demás 

accesorios del material escénico no dan derecho a sus autores a ser considerados como 
colaboradores.

Artículo 114.  
Los cafés y cafés-teatros, además de lo que previene la Ley de Propiedad Intelectual, 

están sujetos a las reglas de policía que se dicten para esta clase de establecimientos.

Artículo 115.  
Están asimismo sujetos al pago de los derechos que los propietarios de las obras 

dramáticas o musicales o sus representantes fijen al concederles el permiso especial que 
solicitarán previamente.

Artículo 116.  
No podrán eximirse del pago de los derechos de representación de las obras, aunque el 

precio de entrada esté comprendido en el consumo de los géneros que se expendan en el 
establecimiento.

Artículo 117.  
Los liceos, casinos y sociedades de aficionados constituidos en cualquier forma en que 

medie contribución pecuniaria, o sea, el pago de una cantidad que periódicamente o de una 
vez entreguen para el sostenimiento de los mismos, quedan sujetos a las prescripciones 
anteriores.

Cuando las funciones de dichas sociedades se verifiquen en los teatros públicos, 
pagarán iguales derechos a los fijados para dichos teatros, y se atendrán a todas las demás 
prescripciones que rigen para los mismos.

Artículo 118.  
Los editores o administradores de obras dramáticas y musicales o sus representantes 

son verdaderos apoderados de los propietarios de las obras acerca de las empresas 
teatrales y de las autoridades locales, bastándoles para acreditar su personalidad el 
nombramiento o declaración de los propietarios o administradores a quienes representen.

Estos editores o administradores, como representantes de los propietarios, darán o 
negarán a las empresas el consentimiento para la representación de las obras. Harán 
conocer la tarifa de los derechos de representación de las mismas en cada teatro. Podrán 
pedir a la autoridad competente la suspensión o la garantía de que habla el artículo 49 de la 
Ley.

Corresponde a los mismos cuidar de que en los carteles se fije exactamente el título de 
las obras y los nombres de los autores; intervenir las entradas de todo género y los libros de 
contabilidad; percibir los derechos que corresponden a los propietarios de las obras 
dramáticas o líricas, no sólo en los teatros públicos, sino también en los cafés-teatros, liceos, 
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casinos y sociedades de aficionados, constituidos en cualquier forma en que medie 
contribución pecuniaria.

Gozarán en los teatros o salas destinadas a espectáculos públicos de las mismas 
preeminencias, ventajas y derechos de los autores y propietarios donde éstos no residiesen, 
pero sólo tendrán derecho en cada teatro a un asiento de primer orden gratis, aunque se 
representen en una misma noche dos o más obras del repertorio que administran.

Exigirán, por último, el exacto cumplimiento de la Ley de Propiedad Intelectual y de los 
Reglamentos de teatros.

Artículo 119.  
Los Gobernadores civiles, y donde éstos no residieren los Alcaldes, decidirán sobre 

todas las cuestiones que se susciten sobre la aplicación de este Reglamento entre las 
empresas de espectáculos públicos y los autores, actores, artistas y dependientes de los 
mismos, cuyos acuerdos serán ejecutados sin perjuicio de las reclamaciones ulteriores.

[ . . . ]

Información relacionada 

• Véase la Real Orden de 20 de mayo de 1913. Ref. BOE-A-1913-4427., sobre interpretación 
del art. 14.

• Véase la Orden de 14 de marzo de 1939. Ref. BOE-A-1939-5986., sobre interpretación del 
art. 102.

• Véase la Orden de 14 de febrero de 1986. Ref. BOE-A-1986-5620., sobre interpretación del 
art. 28.
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§ 9

Real Decreto 624/2014, de 18 de julio, por el que se desarrolla el 
derecho de remuneración a los autores por los préstamos de sus 
obras realizados en determinados establecimientos accesibles al 

público

Ministerio de Educación, Cultura y Deporte
«BOE» núm. 186, de 1 de agosto de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-8275

El artículo 1.1 de la Directiva 2006/115/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre de 2006, sobre derechos de alquiler y préstamo y otros derechos afines a los 
derechos de autor en el ámbito de la propiedad intelectual impone a los Estados miembros 
de la Unión Europea la obligación de reconocer a los autores el derecho de autorizar o 
prohibir el préstamo de originales y copias de obras protegidas por el derecho de autor. Esta 
obligación se matiza en el artículo 6.1 de la citada Directiva, que permite establecer 
excepciones a la obligación en lo referente a los préstamos públicos, y siempre que los 
autores obtengan al menos una remuneración por esos préstamos, que se podrá determinar 
libremente por los Estados miembros teniendo en cuenta sus objetivos de promoción 
cultural.

La transposición de la Directiva se instrumentó a través de la disposición final primera de 
la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, del libro y de las bibliotecas, cuyo apartado dos 
modificó el artículo 37.2 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril. En él se relacionan los establecimientos 
que no precisarán autorización de los titulares de derechos de autor por los préstamos que 
realicen, y se fijan las bases para la remuneración a los autores por dichos préstamos. 
Cuanto se refiere a la cuantía de la remuneración y los mecanismos de colaboración 
necesarios para el cumplimiento de las obligaciones de remuneración entre las distintas 
administraciones públicas se remite al posterior desarrollo reglamentario. Del mismo modo, 
la disposición final única del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual habilita al 
Gobierno para el desarrollo reglamentario de esa ley. Hasta la aprobación de la norma 
reglamentaria por medio de este real decreto, el régimen aplicable, ha sido el previsto en la 
disposición transitoria vigésima del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, tras 
la modificación operada también por la disposición final primera de Ley 10/2007, de 22 de 
junio.

El presente real decreto tiene por objeto el desarrollo reglamentario del derecho de 
remuneración a los autores por los préstamos de sus obras en determinados 
establecimientos abiertos al público, en cumplimiento de lo previsto en el citado artículo 37 y 
en la disposición transitoria vigésima del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
siendo su finalidad garantizar el cumplimiento efectivo de la obligación de pago, en 
desarrollo y ejecución de la normativa comunitaria.
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La norma consta de ocho artículos, una disposición transitoria, una disposición adicional, 
y tres disposiciones finales. Los artículos uno y dos se dedican al objeto y ámbito de 
aplicación, delimitando los establecimientos accesibles al público en los que el préstamo de 
obras sometidas a derechos de autor dará lugar a remuneración, sean estos 
establecimientos de titularidad pública o bien pertenezcan a entidades sin ánimo de lucro 
que persigan fines de interés general de carácter cultural, científico o educativo, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

Asimismo, se determinan cuáles de estos establecimientos quedan excluidos de la 
obligación de remuneración. En este sentido, de acuerdo con el Texto Refundido de la Ley 
de Propiedad Intelectual y en línea con lo que viene siendo habitual en nuestro país y en los 
países de nuestro entorno, quedan exentas de esta obligación las bibliotecas de las 
instituciones docentes integradas en el sistema educativo español, cualquiera que sea su 
titularidad y naturaleza, debido a su contribución a garantizar la plena efectividad del derecho 
a la educación.

El artículo tres, por su parte, regula el hecho generador de la obligación de remuneración 
compensatoria, entendiendo como tal el préstamo de obras sometidas a derecho de autor, 
en los términos previstos en el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. En 
coherencia con lo anterior, el apartado dos del precepto excluye determinados supuestos, 
que no generan el derecho de remuneración por préstamo.

Los artículos cuatro y cinco se dedican, respectivamente, a los sujetos beneficiarios de la 
remuneración por préstamo, y a los sujetos obligados al pago de la remuneración: los 
titulares de los establecimientos accesibles al público, siguiendo el criterio fijado por el 
artículo 37.2 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

El artículo cinco se ocupa de la forma en que ha de llevarse a cabo el pago de la 
remuneración. De acuerdo con ello y con el fin de facilitar a los sujetos obligados el 
cumplimiento de su obligación, se dispone que dicho pago se haga efectivo a través de las 
entidades de gestión de los derechos de autor que podrán designar un representante único 
para actuar en representación de todas ellas. En el caso de establecimientos de titularidad 
pública se dispone que dicho pago se efectúe con sujeción al procedimiento que resulte 
procedente de acuerdo con la legislación aplicable en cada administración pública titular de 
la obligación. Para el caso específico de las administraciones locales, se prevé que las 
asociaciones de entidades locales podrán actuar en su representación siempre que aquellas 
acuerden otorgarles tal representación.

Sin perjuicio de lo anterior, el apartado 4 flexibiliza la previsión de designar un 
representante único al disponerse la posibilidad de que las entidades no concurran de 
manera exclusiva a través de dicha vía, articulándose en definitiva tres posibilidades: a) 
representante único; b) acuerdo entre entidades sobre el porcentaje respecto a una 
modalidad de obra o laudo que sustituya dicho acuerdo, y c) consignación de la 
remuneración a falta de acuerdo sobre alguna de las dos opciones anteriores.

El artículo seis, de acuerdo con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 37.2 del 
Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, prevé los mecanismos de colaboración 
entre la Administración General del Estado, las comunidades autónomas y las corporaciones 
locales para promover el cumplimiento efectivo de las obligaciones de remuneración que 
afecten a establecimientos de titularidad pública. A este fin, dispone que el Consejo de 
Cooperación Bibliotecaria, en tanto que órgano colegiado de composición interadministrativa 
que canaliza la colaboración entre las administraciones públicas en materia de bibliotecas, 
asumirá la misión de reunir y difundir cuanta información le suministren sus miembros en 
relación con la remuneración por préstamo.

El cálculo de la cuantía de la remuneración a los autores por el préstamo de sus obras 
se regula en el artículo siete. Siendo el préstamo la actividad que genera el derecho a la 
remuneración, los dos criterios utilizados para determinar el cálculo se relacionan 
directamente con los elementos intervinientes en esa actividad: por un lado, los ejemplares 
de las obras sujetas a derechos de autor y, por otro, las personas que hacen uso efectivo del 
servicio de préstamo. El primero de ellos se sustancia a través del cálculo del número de 
obras protegidas que pone a disposición el establecimiento mediante préstamo, mientras 
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que el segundo se concreta en la determinación del número de ciudadanos que hacen uso 
efectivo del servicio de préstamo en el establecimiento en cuestión.

Este método de cálculo se adecua a lo establecido en el último inciso del artículo 6.1 de 
la Directiva 2006/115/CE, según el cual los Estados miembros podrán determinar libremente 
esta remuneración teniendo en cuenta sus objetivos de promoción cultural, y se ajusta a la 
interpretación jurisprudencial realizada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su 
sentencia de 30 de junio de 2011 (asunto C-271/10) en lo que se refiere particularmente a la 
necesidad de considerar también en dicho cálculo un segundo criterio, el del número de 
prestatarios inscritos en el establecimiento que realiza el préstamo. En efecto, dado que la 
remuneración constituye la contrapartida al perjuicio causado a los autores derivada de la 
utilización de sus obras en establecimientos accesibles al público sin necesidad de 
autorización y, teniendo en cuenta la citada jurisprudencia, la fijación del importe de esta 
remuneración debe vincularse a todos los elementos constitutivos de este perjuicio, teniendo 
en cuenta no solo la amplitud de la puesta a disposición, a través del número de obras que 
son objeto de préstamo por parte de los establecimientos, sino también el número de 
usuarios efectivos del servicio de préstamo.

El articulado del real decreto se cierra con el artículo ocho, en el que se regula la 
distribución de la remuneración entre los autores, que se realizará a través de las entidades 
de gestión, y con arreglo a criterios de proporcionalidad, objetividad y publicidad.

La parte final de la norma se compone de una disposición transitoria, una disposición 
adicional y tres disposiciones finales. En ellas se recoge el inicio temporal de la aplicación 
del método de cálculo de la cuantía de la remuneración previsto en el artículo, la previsión 
para la actualización de las cuantías a que se refiere el artículo 7, el título competencial en el 
que se ampara la norma, la habilitación para el desarrollo reglamentario y la entrada en 
vigor.

En la elaboración de esta norma han sido consultadas las comunidades autónomas a 
través de la Conferencia Sectorial de Cultura y la administración local a través de la 
Federación Española de Municipios y Provincias, el Consejo de Cooperación Bibliotecaria y 
las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Educación, Cultura y Deporte, con el informe 
del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 18 de julio de 2014,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
El objeto de este real decreto es regular el procedimiento de pago y los criterios objetivos 

para el cálculo de la cuantía de la remuneración por el préstamo de obras protegidas por 
derechos de autor que se realicen en los establecimientos accesibles al público a los que se 
refiere el artículo 2.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. A los efectos de este real decreto, la obligación de remuneración se aplica, a los 

préstamos de obras protegidas por derechos de autor realizados en museos, archivos, 
bibliotecas, hemerotecas, fonotecas o filmotecas de titularidad pública o que pertenezcan a 
entidades de interés general de carácter cultural, científico o educativo sin ánimo de lucro, o 
a instituciones docentes integradas en el sistema educativo español.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, quedan eximidos de la obligación de 
remuneración:

a) Los establecimientos de titularidad pública que presten servicio en municipios de 
menos de 5.000 habitantes, incluyendo los servicios móviles cuando realicen el préstamo en 
dichos municipios.

b) Las bibliotecas de las instituciones docentes integradas en el sistema educativo 
español.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 9  Derecho de remuneración a los autores por préstamos de sus obras en establecimientos

– 166 –



Artículo 3.  Hecho generador.
1. El derecho de los autores a percibir una remuneración se genera por el préstamo de 

sus obras no incluidas en el dominio público, tal y como se define en el artículo 19.4 del 
Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1996, de 12 de abril, realizado a través de los establecimientos enumerados en el artículo 
2, y ya se trate de originales o de copias de obras sometidas a derechos de autor.

2. No generan el derecho de remuneración por préstamo:
a) La consulta in situ de cualquier tipo de obra en los locales de los establecimientos 

citados en el artículo 2.
b) Los préstamos de obras que se efectúen entre los establecimientos a los que se 

refiere el artículo 2.
c) El préstamo en beneficio de personas con discapacidad, en los términos previstos en 

el artículo 31 bis 2 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

Artículo 4.  Sujetos beneficiarios.
Son beneficiarios de esta remuneración los autores en los términos previstos en el Texto 

Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

Artículo 5.  Sujetos obligados al pago de la remuneración y procedimiento de pago.
1. Los titulares de los establecimientos enumerados en el artículo 2 quedan obligados al 

pago de una cuantía global en concepto de remuneración por préstamo.
2. Los sujetos obligados efectuarán el pago de la remuneración a través de las entidades 

de gestión de los derechos de autor. Estas entidades, en su relación con los sujetos 
obligados, podrán designar un representante único que actuará en representación de todas 
ellas, previa acreditación de su condición como tal.

3. En caso de que las entidades de gestión no actuaran mediante representante único, 
deberán establecer y aportar a los sujetos obligados al pago un acuerdo sobre los 
porcentajes o sistema de reparto acordados por todas las entidades de gestión concurrentes 
en la gestión de derechos de un mismo tipo de obra. Si no alcanzaran dicho acuerdo, la 
determinación de los porcentajes o sistema de reparto por cada tipo de obra podrá fijarse o 
establecerse mediante laudo de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual 
o de otro órgano arbitral, previa suscripción del convenio arbitral por todas las entidades 
afectadas. Dicho laudo establecerá los porcentajes, o sistema de reparto de la cantidad de la 
compensación asignada a cada tipo de obra, permitiendo reconocer las obligaciones y el 
pago a las entidades de gestión de conformidad con sus términos. Si las entidades 
concurrentes no alcanzaran dicho acuerdo, las cantidades debidas podrán ser consignadas 
por los sujetos obligados, de acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurídico, a fin de 
evitar el devengo de intereses.

4. El pago de la remuneración que afecte a establecimientos de titularidad pública se 
efectuará mediante el procedimiento que proceda conforme a la legislación aplicable en cada 
administración pública titular de la obligación. Las asociaciones de entidades locales podrán 
actuar en representación de las administraciones locales que acuerden otorgarles su 
representación.

Artículo 6.  Colaboración entre Administraciones Públicas.
A los efectos de promover el cumplimiento de las obligaciones que afectan a 

establecimientos de titularidad pública, el Consejo de Cooperación Bibliotecaria reunirá y 
difundirá cuanta información le suministren sus miembros en relación con los elementos que 
intervienen en el cálculo de la remuneración por préstamo incluidos en el artículo 7.

Artículo 7.  Cálculo de la cuantía de la remuneración.
1. La cuantía global en concepto de remuneración por préstamo en los establecimientos 

incluidos el artículo 2 se determinará por la administración o entidad titular del 
establecimiento en los términos previstos en los apartados siguientes, en función de la suma 
de una cantidad calculada en relación con el número de obras sujetas a derechos de autor 
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puestas a disposición con destino al préstamo, y de una cantidad derivada del número de 
usuarios efectivos del servicio de préstamo.

2. La cuantía global en concepto de remuneración por préstamo se calculará 
anualmente, y se hará efectiva a lo largo del primer semestre del año siguiente. Los datos a 
utilizar para estos cálculos serán los correspondientes al ejercicio anual precedente.

3. La parte de la cuantía que toma como base el número de obras sujetas a derechos de 
autor puestas a disposición con destino a préstamo, se obtendrá multiplicando por 0,004 
euros el número de obras que han sido objeto de préstamo en cada establecimiento en el 
año correspondiente.

4. La parte de la cuantía relativa al número de usuarios efectivos del servicio de 
préstamo se obtendrá multiplicando por 0,05 euros el número de usuarios inscritos 
anualmente en cada establecimiento que hayan hecho uso efectivo del servicio de préstamo 
en el año correspondiente.

Artículo 8.  Distribución de la remuneración.
1. La remuneración a los autores con las cantidades obtenidas conforme a lo previsto en 

el artículo 7 se hará efectiva a través de las entidades de gestión de los derechos de autor.
2. Las entidades de gestión de los derechos de autor estarán obligadas a satisfacer 

anualmente a los autores la remuneración individual que les corresponda por el préstamo de 
sus obras, en función de las cantidades obtenidas en aplicación de lo previsto en el artículo 
7. El criterio utilizado para efectuar dicho reparto deberá ser, en todo caso, objetivo, 
proporcional y de público conocimiento.

Disposición transitoria.  Aplicación del cálculo de la cuantía de la remuneración.
1. El cálculo de la cuantía que toma como base el número de obras sujetas a derechos 

de autor puestas a disposición con destino a préstamo, conforme al artículo 7.3, se aplicará 
a partir del 1 de enero de 2016. Hasta esa fecha el cómputo se obtendrá multiplicando por 
0,16 euros el número de obras adquiridas anualmente a tal efecto en cada establecimiento.

2. El cálculo de la cuantía relativa al número de usuarios efectivos del servicio de 
préstamo, conforme al artículo 7.4, se aplicará desde la entrada en vigor de este real 
decreto.

Disposición adicional única.  Actualización de cuantías.
Mediante Orden Ministerial del departamento competente en la materia, las cuantías 

previstas en el artículo 7 de este real decreto podrán actualizarse de acuerdo a la normativa 
vigente en materia de actualización de valores monetarios.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se habilita a la persona titular del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte para dictar 

cuantas disposiciones y actos sean necesarios para el desarrollo de este real decreto.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 10

Real Decreto 224/2016, de 27 de mayo, por el que se desarrolla el 
régimen jurídico de las obras huérfanas

Ministerio de Educación, Cultura y Deporte
«BOE» núm. 141, de 11 de junio de 2016
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2016-5717

La Estrategia Europa 2020, de 3 de marzo de 2010, estableció, en línea con el objetivo 
de crear un mercado único de la propiedad intelectual y como una de sus iniciativas más 
relevantes, el desarrollo de una Agenda Digital para Europa. Dicho documento tenía como 
una de sus medidas claves el establecimiento de un marco jurídico que facilitase la 
digitalización y divulgación de aquellas obras y otras prestaciones protegidas por derechos 
de autor o derechos afines, y cuyos titulares de derechos no hayan sido identificados o, si lo 
han sido, no estén localizados. A estas obras se las denomina obras huérfanas.

Conscientes de la importancia de esta cuestión, las instituciones y los Estados miembros 
de la Unión Europea han desarrollado en estos años una importante labor con la finalidad de 
impulsar la digitalización de las obras huérfanas y, con ello, su conservación.

Como consecuencia de los trabajos desarrollados por la propia Comisión Europea, el 
Consejo de la Unión Europea y otros actores, entre ellos el Grupo de expertos de Alto Nivel 
sobre Bibliotecas Digitales, se aprobó la Directiva 2012/28/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las obras huérfanas, 
que aborda el problema específico de la determinación jurídica de la condición de obra 
huérfana y sus consecuencias en términos de posibles usos autorizados de las mismas.

La transposición de la Directiva se ha instrumentado en España a través de la Ley 
21/2014, de 4 de noviembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, y la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. A través de esta modificación se añadió, dentro de la 
regulación de los límites a los derechos de propiedad intelectual, el artículo 37 bis al texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. Este artículo establece un marco legislativo que 
garantice la seguridad jurídica en la utilización de obras huérfanas por parte de las 
instituciones culturales y los organismos públicos de radiodifusión.

Los aspectos principales de la Directiva 2012/28/UE, es decir, la propia definición de 
obra huérfana, su objeto y ámbito de aplicación, el reconocimiento mutuo de la condición de 
obra huérfana, así como la posibilidad del fin de dicha condición, han sido ya establecidos en 
el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. No obstante, ciertos aspectos como la 
búsqueda diligente o los usos autorizados de las obras huérfanas precisan de un desarrollo 
reglamentario.

El presente real decreto tiene por objeto el desarrollo de la regulación para determinar la 
orfandad de una obra, el establecimiento del procedimiento de búsqueda diligente previo a 
dicha consideración, y la fijación de las condiciones para poner fin a la condición de obra 
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huérfana y, en su caso, abonar la oportuna compensación equitativa al titular legítimo de los 
derechos sobre la obra.

Este desarrollo debe ser compatible con todas aquellas medidas que favorezcan los 
procesos de digitalización a gran escala de colecciones de bibliotecas, centros de 
enseñanza, archivos, museos, organismos de conservación del patrimonio cinematográfico o 
sonoro y organismos públicos de radiodifusión, respetando siempre los derechos de 
propiedad intelectual y, en la medida de lo posible, promoviendo la colaboración público-
privada.

En la elaboración de esta norma ha tenido lugar un trámite de información pública 
durante el que las organizaciones y asociaciones representantes de los intereses de las 
entidades beneficiarias y las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, han 
podido realizar las aportaciones, comentarios y propuestas que han estimado oportunas. 
Igualmente, han sido consultadas las comunidades autónomas.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Educación, Cultura y Deporte, con la 
aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 
de mayo de 2016,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Este real decreto tiene por objeto el desarrollo del artículo 37 bis del texto refundido de 

la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de 
abril. A tal fin, se procede a la regulación de los procedimientos de declaración de obra 
huérfana que permita su digitalización y puesta a disposición en línea, de búsqueda diligente 
para la determinación de la condición de obra huérfana, de determinación del fin de dicha 
condición y de la compensación equitativa correspondiente para los titulares de derechos de 
propiedad intelectual. Se regulan también los usos autorizados de dichas obras que 
supongan límites al derecho de reproducción y la puesta a disposición del público, en la 
forma establecida en el artículo 20.2.i) del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

2. La obra huérfana no podrá ser utilizada en supuestos diferentes a los establecidos por 
el artículo 37 bis del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, salvo que dichos usos estén amparados por 
alguno de los límites establecidos en el capítulo II del título III del libro I de dicha ley.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos del presente real decreto, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 37 

bis del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, se entiende por:
1. Obra huérfana: obra cuyos titulares de derechos de propiedad intelectual no están 

identificados o, de estarlo, no están localizados a pesar de haberse efectuado una previa 
búsqueda diligente de los mismos. El ámbito de aplicación del presente real decreto se 
circunscribe a:

a) Obras cinematográficas o audiovisuales, fonogramas y obras publicadas en forma de 
libros, periódicos, revistas u otro material impreso que figuren en las colecciones de centros 
educativos, museos, bibliotecas y hemerotecas accesibles al público, así como de archivos, 
fonotecas y filmotecas.

b) Obras cinematográficas o audiovisuales y fonogramas producidos por organismos 
públicos de radiodifusión hasta el 31 de diciembre de 2002 inclusive, y que figuren en sus 
archivos.

Asimismo, se considerarán obras huérfanas a los efectos de este real decreto las obras y 
prestaciones protegidas que estén insertadas o incorporadas en las obras citadas en el 
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presente apartado o formen parte integral de éstas, salvo que los titulares de sus derechos 
estén identificados o localizados, en cuyo caso será necesaria su autorización para su 
reproducción y puesta a disposición del público.

La obra en cuestión adquirirá la condición de obra huérfana en el momento en que la 
entidad beneficiaria correspondiente concluya la búsqueda diligente en los términos 
establecidos en este real decreto sin que el titular o titulares de la misma hayan sido 
identificados o, de estarlo, haya sido imposible su localización.

2. Entidades beneficiarias: los centros educativos, museos, bibliotecas, hemerotecas, 
archivos, fonotecas y filmotecas accesibles al público, ya sean de naturaleza pública o 
privada, así como los organismos públicos de radiodifusión. A efectos de este real decreto, 
sus actos deben llevarse a cabo sin ánimo de lucro y con el fin de alcanzar objetivos 
relacionados con su misión de interés público.

3. Autoridad nacional competente: la Subdirección General de Propiedad Intelectual del 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.

Artículo 3.  Usos autorizados de las obras huérfanas.
1. Las obras huérfanas se podrán utilizar siempre que hayan sido publicadas por primera 

vez o, a falta de publicación, hayan sido radiodifundidas por primera vez en un Estado 
miembro de la Unión Europea.

2. Las entidades beneficiarias podrán reproducir obras huérfanas, a efectos de 
digitalización, puesta a disposición del público, indexación, catalogación, conservación o 
restauración, así como poner a disposición del público las mismas en la forma establecida en 
el artículo 20.2.i) del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, siempre que tales 
actos se lleven a cabo sin ánimo de lucro, para los fines y con las condiciones que se 
establecen en el apartado 4 del artículo 37 bis de dicho texto refundido.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, se podrán obtener ingresos en el 
transcurso de dichos usos, a los efectos exclusivos de cubrir los costes derivados de las 
actividades conducentes a la digitalización y puesta a disposición del público de las obras 
huérfanas por parte de las entidades beneficiarias, siempre que dichos costes no sean 
cubiertos en su totalidad por otra institución, en virtud del contrato a que se refiere el 
siguiente apartado 4.

Asimismo, la reproducción u obtención de copias de obras huérfanas podrá sujetarse al 
pago de la contraprestación que en cada caso se determine.

4. El desarrollo de los mencionados usos autorizados será compatible con la libertad 
contractual de las entidades beneficiarias en el ejercicio de su función de interés público, en 
particular si se trata de acuerdos de asociación público-privada, sin que en ningún caso se 
derive de estos acuerdos la concesión, al socio comercial, del derecho a utilizar o controlar el 
uso de la obra huérfana.

CAPÍTULO II
La búsqueda diligente de los titulares de derechos

Artículo 4.  El procedimiento de búsqueda diligente.
1. El procedimiento de búsqueda diligente tendrá por objeto la identificación y 

localización del titular o titulares de los derechos de autor sobre la obra huérfana. Dicho 
procedimiento, de obligado cumplimiento previo al uso de la obra, debe ser llevado a cabo 
de buena fe por las entidades beneficiarias conforme a lo dispuesto en el presente artículo.

2. El procedimiento de búsqueda diligente se efectuará en el territorio del Estado 
miembro de la Unión Europea de primera publicación o, a falta de publicación, de primera 
radiodifusión, excepto en el caso de obras cinematográficas o audiovisuales cuyo productor 
tenga su sede o residencia habitual en un Estado miembro, en cuyo caso la búsqueda 
diligente deberá llevarse a cabo en el Estado miembro de su sede o residencia habitual. En 
el caso de que dichas obras cinematográficas o audiovisuales hayan sido coproducidas por 
productores establecidos en distintos Estados miembros, la búsqueda diligente debe 
efectuarse en cada uno de esos Estados miembros.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 10  Real Decreto por el que se desarrolla el régimen jurídico de las obras huérfanas

– 171 –



En el caso de tratarse de obras insertadas o incorporadas, la búsqueda diligente se 
efectuará en el territorio del Estado miembro en el que se efectúe la búsqueda de las obras 
en la que aquéllas están insertadas o incorporadas.

3. Con carácter previo a la realización de la búsqueda diligente, se procederá en todo 
caso a consultar la base de datos de obras huérfanas creada y administrada por la Oficina 
de Propiedad Intelectual de la Unión Europea, antes Oficina de Armonización del Mercado 
Interior de la Unión Europea, de conformidad con el Reglamento (UE) n.º 386/2012, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de abril de 2012.

4. En el caso de que la consulta de la base de datos mencionada en el apartado anterior 
no permitiera localizar en la misma la obra en cuestión, la búsqueda diligente se realizará 
consultando en todos los casos, como mínimo, las fuentes de información que se indican en 
el anexo del presente real decreto, sin perjuicio de la obligación de consultar fuentes 
adicionales disponibles en otros países donde haya pruebas que sugieran la existencia de 
información pertinente sobre los titulares de derechos.

5. En el caso de que las entidades beneficiarias no contasen con los medios personales 
o materiales para llevar a cabo la búsqueda diligente, se permitirá a otras entidades efectuar 
dicha búsqueda, pudiendo exigir estas últimas, en su caso, una retribución por dicho servicio 
de búsqueda diligente. En todo caso, la entidad beneficiaria que haya encomendado el 
procedimiento de búsqueda diligente será responsable del mismo.

6. El procedimiento de búsqueda diligente concluirá en el momento en que la entidad 
beneficiaria correspondiente registre la última de las respuestas a las consultas formuladas a 
las fuentes previstas en el anexo de este real decreto. En el caso de no obtener respuesta 
de alguna de las fuentes, se entenderá efectuada la misma transcurridos tres meses desde 
que se realizó dicha consulta.

7. Las entidades beneficiarias, una vez realizada la correspondiente búsqueda diligente, 
deberán remitir a la Autoridad nacional la siguiente información:

a) Denominación de la obra.
b) Fechas de la búsqueda y denominación de las fuentes de información consultadas.
c) La información prevista para estos casos en el texto refundido de la Ley de Propiedad 

Intelectual, y que abarca:
1.º Los resultados de las búsquedas diligentes que hayan efectuado y que hayan llevado 

a la conclusión de que una obra o un fonograma debe considerarse obra huérfana.
2.º El uso que la entidad beneficiaria hace de las obras huérfanas de conformidad con lo 

señalado en el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.
3.º Cualquier cambio en la condición de obra huérfana de las obras y los fonogramas que 

utilicen.
4.º La información de contacto pertinente de la entidad beneficiaria en cuestión.
8. Asimismo, las entidades beneficiarias deberán registrar la información referida en el 

apartado anterior en la base de datos de obras huérfanas, creada y gestionada por la Oficina 
de Propiedad Intelectual de la Unión Europea, antes Oficina de Armonización del Mercado 
Interior de la Unión Europea.

9. La Autoridad nacional remitirá sin demora la información recibida de las entidades 
beneficiarias, prevista en el anterior apartado 7, a la Oficina de Propiedad Intelectual de la 
Unión Europea, antes Oficina de Armonización del Mercado Interior de la Unión Europea. 
Será suficiente, a los efectos de considerar realizada esta remisión, la validación por parte 
de la Autoridad nacional, del registro efectuado por las entidades beneficiarias en la base de 
datos de obras huérfanas de dicha Oficina de la Unión Europea.

10. La entidad beneficiaria que haya efectuado la correspondiente búsqueda diligente 
será en todo caso responsable de la misma.

Artículo 5.  Registros de la búsqueda diligente.
Las entidades beneficiarias deberán mantener y conservar un registro de sus búsquedas 

diligentes. El deber de almacenamiento de la información sobre dicha búsqueda se 
extenderá, como mínimo, a las fechas de búsqueda y denominación de las fuentes 
consultadas y a los certificados expedidos por los titulares de las fuentes de información 
consultadas que acrediten las consultas realizadas.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 10  Real Decreto por el que se desarrolla el régimen jurídico de las obras huérfanas

– 172 –



CAPÍTULO III
Fin de la condición de obra huérfana

Artículo 6.  Fin de la condición de obra huérfana.
1. Los titulares de derechos de propiedad intelectual de una obra que tenga la 

consideración de obra huérfana podrán solicitar en todo momento ante la Autoridad nacional 
o ante la entidad beneficiaria el fin de esa condición, en lo que se refiere a sus derechos, 
presentando prueba suficiente de que ostentan dicha titularidad. En caso de que la solicitud 
se hubiese dirigido ante la Autoridad nacional, ésta deberá comunicar inmediatamente a la 
entidad beneficiaria el fin de la condición de obra huérfana.

2. La entidad beneficiaria deberá abstenerse en todo caso, desde el momento de 
notificación de la solicitud de los titulares de derechos o de la comunicación de la Autoridad 
nacional, de cualquier acto de explotación de la obra.

3. La entidad beneficiaria procederá inmediatamente a comunicar en la base de datos de 
obras huérfanas, creada y gestionada por la Oficina de Propiedad Intelectual de la Unión 
Europea, antes Oficina de Armonización del Mercado Interior de la Unión Europea, un 
cambio de estatuto de la obra, con la finalidad de prevenir cualquier uso de la obra desde 
ese momento. La Autoridad nacional procederá a validar dicho cambio en la referida base de 
datos.

4. La determinación de la titularidad de los derechos de propiedad intelectual sobre la 
obra se llevará a cabo, en su caso, conforme a lo establecido en el texto refundido de la Ley 
de Propiedad Intelectual.

Artículo 7.  Compensación equitativa a los titulares de derechos.
1. Cuando se den las circunstancias expresadas en el artículo anterior, los titulares de 

derechos sobre las obras podrán solicitar a la entidad beneficiaria correspondiente una 
compensación equitativa por el uso que ésta haya realizado de la obra huérfana desde el 
momento en que adquiere la condición de huérfana hasta la presentación de la solicitud del 
fin de la condición de obra huérfana.

2. Para la fijación de dicha compensación se tendrá en cuenta:
a) el uso efectivamente realizado de la obra huérfana;
b) la naturaleza no comercial de la utilización realizada por las entidades beneficiarias 

con el fin de alcanzar los objetivos relacionados con su misión de interés público, como el 
fomento del estudio o la difusión de la cultura;

c) así como el posible perjuicio causado a los titulares de derechos.
3. La cuantía concreta de la compensación equitativa se determinará mediante acuerdo 

entre el titular de derechos y la entidad beneficiaria. En caso de no alcanzarse dicho 
acuerdo, y acreditado este extremo, la Autoridad nacional competente, a solicitud de parte, 
elevará consulta a la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual, y 
determinará, sobre el informe emitido por ésta, la cuantía de dicha compensación equitativa.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la 

Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en legislación sobre propiedad 
intelectual e industrial.

Disposición final segunda.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante este real decreto se incorporan al Derecho español los aspectos de la Directiva 

2012/28/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre ciertos 
usos autorizados de las obras huérfanas, que no habían sido transpuestos por la Ley 
21/2014, de 4 de noviembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, y la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y relativos a la determinación de la orfandad de una 
obra, el establecimiento del procedimiento de búsqueda diligente previo a dicha 

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 10  Real Decreto por el que se desarrolla el régimen jurídico de las obras huérfanas

– 173 –



consideración, los usos autorizados de las obras huérfanas, la fijación de las condiciones 
para poner fin a la condición de obra huérfana y, en su caso, el abono de la oportuna 
compensación equitativa al titular legítimo de los derechos sobre la obra.

Disposición final tercera.  Facultad de desarrollo.
El titular del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte dictará las órdenes ministeriales 

de desarrollo precisas para el cumplimiento y aplicación del presente real decreto. Asimismo, 
podrá realizar las modificaciones necesarias en el anexo de éste.

Disposición final cuarta.  No incremento del gasto público.
Las medidas contempladas en este real decreto serán atendidas con las dotaciones 

presupuestarias ordinarias y no podrán suponer incremento de dotaciones, de retribuciones 
o de otros gastos de personal.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO
Fuentes a consultar en el procedimiento de búsqueda diligente

Las fuentes a las que se refiere el artículo 4.4 de este real decreto incluyen las 
siguientes:

1. En el caso de libros publicados:
a) el depósito legal, los catálogos de bibliotecas y los ficheros de autoridades mantenidos 

por bibliotecas y otras instituciones;
b) las asociaciones de autores y editores del respectivo país;
c) las bases de datos y los registros existentes, WATCH (denominación de «Writers, 

Artists and their Copyright Holders», base de datos en materia de derechos de autor para 
escritores, artistas y figuras prominentes en otros campos creativos), ISBN (Número 
Internacional Normalizado del Libro o «International Standard Book Number» según su 
denominación original en inglés) y las bases de datos de libros impresos;

d) las bases de datos de las pertinentes entidades de gestión colectiva, en particular las 
entidades que gestionan los derechos de reproducción y de comunicación pública;

e) las fuentes que integren múltiples bases de datos y registros, incluidos FAVI/VIAF 
(Fichero de Autoridades Virtual Internacional o «Virtual International Authority File» según su 
denominación en inglés) y ARROW (proyecto de registros accesibles e información de 
derechos sobre obras huérfanas o «Accessible Registries of Rights Information and Orphan 
Works» según su denominación en inglés);

f) el Registro General de la Propiedad Intelectual.
2. En el caso de periódicos, revistas, revistas especializadas y publicaciones periódicas:
a) el ISSN (Número Internacional Normalizado de Publicaciones Seriadas o 

«International Standard Serial Number» según su denominación en inglés) para 
publicaciones periódicas;

b) los índices y catálogos de los fondos y las colecciones de bibliotecas;
c) el depósito legal;
d) las asociaciones de editores y las asociaciones de autores y periodistas del respectivo 

país;
e) las bases de datos de las pertinentes entidades de gestión colectiva, incluidas las 

entidades que gestionan los derechos de reproducción y de comunicación pública;
f) el Registro General de la Propiedad Intelectual.
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3. En el caso de las obras plásticas, tales como obras de pintura y escultura, fotografía, 
ilustración, diseño, arquitectura, bocetos de arquitectura y otras obras similares contenidas 
en libros, revistas especializadas, periódicos y revistas u otras obras:

a) las fuentes mencionadas en los puntos 1 y 2;
b) las bases de datos de las pertinentes entidades de gestión colectiva, en particular las 

relacionadas con obras de artes plásticas, incluidas las entidades que gestionan los 
derechos de reproducción y de comunicación pública;

c) las bases de datos de agencias fotográficas, cuando proceda;
d) el Registro General de la Propiedad Intelectual.
4. En el caso de las obras audiovisuales y los fonogramas:
a) el depósito legal;
b) las asociaciones de productores del respectivo país;
c) las bases de datos de los organismos de conservación del patrimonio cinematográfico 

o sonoro y las bibliotecas nacionales;
d) las bases de datos de normas y códigos tales como el ISAN (Número Internacional 

Normalizado para Obras Audiovisuales o «International Standard Audiovisual Number» 
según su denominación en inglés) para el material audiovisual, el ISWC (Código 
Internacional Normalizado para Obras Musicales o «International Standard Musical Work 
Code» según su denominación en inglés) para las obras musicales y el ISRC (Código 
Internacional Normalizado para Grabaciones o «International Standard Recording Code» 
según su denominación en inglés) para los fonogramas;

e) las bases de datos de las pertinentes entidades de gestión colectiva, en particular las 
relacionadas con autores, artistas intérpretes y ejecutantes, productores de fonogramas y 
productores de obras audiovisuales;

f) los títulos de crédito y demás información que figure en el embalaje de la obra;
g) las bases de datos de otras asociaciones pertinentes que representen a una categoría 

específica de titulares de derechos;
h) el Registro General de la Propiedad Intelectual.
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§ 11

Real Decreto 1398/2018, de 23 de noviembre, por el que se 
desarrolla el artículo 25 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 
de abril, en cuanto al sistema de compensación equitativa por copia 

privada

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad
«BOE» núm. 298, de 11 de diciembre de 2018

Última modificación: 29 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-2018-16903

La Directiva 2001/29/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo, relativa 
a la armonización de determinados aspectos de los derechos de autor y derechos afines a 
los derechos de autor en la sociedad de la información, permite a los Estados miembros de 
la Unión Europea limitar o exceptuar el derecho exclusivo de reproducción en el caso de 
copias efectuadas por una persona física para uso privado y siempre que los titulares del 
citado derecho reciban a cambio una compensación equitativa. En el ordenamiento jurídico 
español, este límite de copia privada se reconoce en el artículo 31, apartados 2 y 3, del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1996, de 12 de abril, y la correspondiente compensación equitativa por la vigencia del 
límite se regula en el artículo 25 del mismo texto refundido.

El Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, por el que se modifica el texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de 
abril, en cuanto al sistema de compensación equitativa por copia privada, modificó el artículo 
25 del citado texto refundido. En términos generales, sustituyó el anterior modelo de 
compensación equitativa financiada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado por 
un modelo basado en el pago de un importe a satisfacer por los fabricantes, importadores y 
distribuidores de equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción.

La disposición final primera del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, habilita al 
Gobierno para que, en el plazo de un año desde su entrada en vigor, desarrolle 
reglamentariamente las modificaciones introducidas en el texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual. Asimismo, también le habilita para que determine por primera vez, con 
carácter no transitorio, los equipos, aparatos y soportes materiales sujetos al pago de la 
compensación equitativa, las cantidades que los sujetos deudores del pago de esta 
compensación deberán abonar por este concepto a los sujetos acreedores de la misma y la 
distribución de la compensación entre las distintas modalidades de reproducción.

En su cumplimiento, este real decreto afronta la primera parte del referido mandato, esto 
es, el desarrollo reglamentario de las modificaciones introducidas por el Real Decreto-ley 
12/2017, de 3 de julio, en el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.
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El capítulo I se refiere a disposiciones generales, y recoge lo relativo al objeto, la 
determinación de las publicaciones asimiladas a libros, definiciones aplicables y la 
distribución de esta compensación dentro de cada modalidad de reproducción, según la 
categoría del sujeto acreedor (autores –y conjuntamente con ellos, en determinados casos, 
los editores–, productores y artistas intérpretes o ejecutantes).

El capítulo II regula el procedimiento para hacer efectiva la compensación equitativa por 
copia privada. Éste se basa en un sistema de presentación de relaciones trimestrales por 
parte de los sujetos deudores y por los distribuidores que culmina con la emisión de las 
correspondientes facturas de abono o de devolución de la compensación equitativa. 
Asimismo, regula el procedimiento para hacer efectivo el derecho a la obtención del 
certificado de exceptuación y del reembolso del pago de la compensación equitativa, 
previstos, respectivamente, en las letras b) y c) del apartado 7 y en el apartado 8 del artículo 
25 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

El capítulo III regula el procedimiento para resolver los conflictos que pudieran surgir 
entre la persona jurídica constituida por las entidades de gestión de derechos de propiedad 
intelectual para ejercer las funciones establecidas en el artículo 25.10 del texto refundido de 
la Ley de Propiedad Intelectual, y los solicitantes de certificados de exceptuación y de 
reembolsos del pago de la compensación equitativa por copia privada. Se prevé que el 
ejercicio de la competencia para resolver este procedimiento, atribuida al Ministerio de 
Cultura y Deporte por el artículo 25.12 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
corresponde a la Dirección General de Industrias Culturales y Cooperación.

El capítulo IV determina el porcentaje de la compensación equitativa por copia privada 
que las entidades de gestión deberán dedicar a determinadas actividades y servicios de 
carácter asistencial hacia sus socios y de formación y promoción de autores y artistas 
intérpretes o ejecutantes, en cumplimiento de la obligación prevista en el artículo 178.2 del 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. Concretamente, dicho porcentaje se fija 
en un veinte por ciento.

Este real decreto forma parte del Plan Anual Normativo 2018 aprobado por el Consejo de 
Ministros el 7 de diciembre de 2017. Asimismo, cumple con los principios de buena 
regulación a los que se refiere el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Así, cumple con los 
principios de necesidad y eficiencia puesto que con su aprobación se adoptan las medidas 
normativas necesarias para completar, en parte, el obligado desarrollo reglamentario de la 
nueva regulación de la compensación por copia privada introducida por el Real Decreto-ley 
12/2017, de 3 de julio. Las modificaciones que se introducen son las imprescindibles para 
realizar el necesario desarrollo reglamentario, de tal modo que se respeta el principio de 
proporcionalidad. Por último, se respetan los principios de seguridad jurídica, transparencia y 
eficiencia puesto que las reformas introducidas son coherentes con el resto del 
ordenamiento jurídico; las partes interesadas han participado, en primer lugar, durante la 
consulta pública previa y, en segundo lugar, en el trámite posterior de información pública; y 
se introducen las cargas administrativas estrictamente necesarias para hacer efectiva la 
compensación equitativa por copia privada. Asimismo, y de conformidad con lo previsto en la 
disposición adicional trigésima novena de la Ley 6/2018, de 27 de junio, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2018, las medidas incluidas en este real decreto no suponen un 
aumento neto de los gastos de personal.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
legislación sobre propiedad intelectual e industrial, y según la habilitación reglamentaria 
prevista en la disposición final primera del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio.

En la tramitación del procedimiento de elaboración de este real decreto se realizó la 
consulta previa, de acuerdo con el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno y se llevó a cabo un trámite de información pública. Además, emitió dictamen la 
Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual; fue informado por el Consejo de 
Consumidores y Usuarios, así como por las Secretarías Generales Técnicas de los 
departamentos ministeriales competentes; y, finalmente, emitió dictamen preceptivo el 
Consejo de Estado, de conformidad con el artículo 22 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de 
abril, del Consejo de Estado.
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La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos fue informada de este 
real decreto en su reunión del día 24 de mayo de 2018.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Cultura y Deporte y de la Ministra de Economía 
y Empresa, con la aprobación previa prevista en el artículo 26.5, quinto párrafo, de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación 
del Consejo de Ministros, en su reunión del día 23 de noviembre de 2018,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto tiene como objeto desarrollar reglamentariamente el artículo 25 

del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril y, en concreto, regular, además de las disposiciones 
generales del presente capítulo:

a) El procedimiento para hacer efectiva la compensación equitativa por copia privada, 
que incluirá el procedimiento para la obtención de los certificados de exceptuación y del 
reembolso del pago de dicha compensación por los sujetos a los que se le reconoce tal 
beneficio regulados, respectivamente, en las letras b) y c) del apartado 7 y en el apartado 8 
del artículo 25 del referido texto refundido.

b) El procedimiento para resolver los conflictos que surjan entre la persona jurídica 
constituida según lo previsto en el artículo 25.10 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual y los solicitantes de certificados de exceptuación y de reembolso del pago de la 
compensación equitativa por copia privada.

c) El porcentaje de la compensación equitativa por copia privada que las entidades de 
gestión de derechos de propiedad intelectual deberán destinar a las actividades y servicios a 
que se refiere el artículo 178.1, letras a) y b), del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual.

Artículo 2.  Publicaciones asimiladas a libro.
A los efectos del artículo 25.1 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y de 

este real decreto, se entenderán asimiladas a los libros las partituras y las publicaciones de 
prensa, incluyendo periódicos y revistas, de contenido informativo, cultural, científico, 
técnico, de creación de opinión pública o de entretenimiento, tanto en soporte papel como en 
formato digital, siempre y cuando:

a) Se publiquen bajo la responsabilidad y control de una editorial y estén editadas en 
serie continua con un mismo título a intervalos regulares o irregulares, de forma que los 
ejemplares de la serie lleven una numeración consecutiva o estén fechados, con 
periodicidad mínima diaria y máxima semestral.

b) Tengan al menos 24 páginas por ejemplar en soporte papel, o extensión similar en 
formato digital.

Artículo 3.  Otras definiciones.
A los efectos de este real decreto se entenderá por:
a) Certificado de exceptuación: cada uno de los certificados mencionados en el artículo 

25.7, letras a) a c), del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, que podrán ser de 
titularidad de los siguientes sujetos:

1.º Entidades que integran el sector público según se establece en la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, así como el Congreso de los Diputados, el Senado, 
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el Consejo General del Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas, el Defensor del Pueblo, las 
Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas y las instituciones autonómicas 
análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo.

2.º Personas jurídicas o físicas que actúen como consumidores finales, que justifiquen el 
destino exclusivamente profesional de los equipos, aparatos o soportes materiales que 
adquieran y siempre que estos no se pongan, de derecho o de hecho, a disposición de 
usuarios privados y que estén manifiestamente reservados a usos distintos a la realización 
de copias privadas.

3.º Sujetos que cuenten con la preceptiva autorización para llevar a efecto la 
correspondiente reproducción de obras, prestaciones artísticas, fonogramas o videogramas, 
según proceda, en el ejercicio de su actividad.

b) Compensación: la reconocida en el artículo 25 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual por la vigencia del límite al derecho de reproducción por copia privada 
reconocido en el artículo 31, apartados 2 y 3, del citado texto refundido.

c) Distribuidores: los distribuidores, mayoristas y minoristas, sucesivos adquirentes de los 
equipos, aparatos y soportes materiales.

d) Entidades de gestión: las entidades legalmente constituidas que tienen 
establecimiento en territorio español y que poseen la autorización del Ministerio de Cultura y 
Deporte, prevista en el artículo 147 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
para gestionar, en nombre propio o ajeno, derechos de explotación u otros de carácter 
patrimonial, por cuenta y en interés de varios autores u otros titulares de derechos de 
propiedad intelectual.

e) Equipos, aparatos y soportes materiales: según el artículo 25.1 del texto refundido de 
la Ley de Propiedad Intelectual, los objetos idóneos para realizar las reproducciones 
amparadas por la vigencia del límite al derecho de reproducción por copia privada y que 
estarán sujetos al pago de la compensación.

Los equipos, aparatos y soportes sujetos al pago de la compensación, las cantidades 
que los deudores deberán abonar por este concepto a los acreedores y la distribución de 
dicha compensación entre las distintas modalidades de reproducción se determinarán 
mediante la Orden del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad 
prevista en el artículo 25.4 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

f) Modalidades de reproducción: cada una de las tres modalidades de reproducción de 
obras divulgadas que se mencionan en el artículo 25.1 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual:

1.º Reproducción de libros o publicaciones asimiladas a libros.
2.º Reproducción de fonogramas o de otros soportes sonoros.
3.º Reproducción de videogramas o de otros soportes visuales o audiovisuales.
g) Persona jurídica: la persona jurídica constituida por las entidades de gestión de 

conformidad con el artículo 25.10 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y la 
disposición adicional única del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, por el que se modifica 
el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en cuanto al sistema de compensación equitativa por 
copia privada.

h) Responsables solidarios: según el artículo 25.3, segundo párrafo, del texto refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual, los distribuidores que no acrediten haber satisfecho la 
compensación a un sujeto deudor.

i) Sujetos acreedores: según el artículo 25.2 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual:

1.º Los autores de obras divulgadas en alguno de los formatos descritos en la letra f), 
conjuntamente y, en los casos y modalidades de reproducción en que corresponda, con los 
editores.

2.º Los productores de fonogramas y videogramas.
3.º Los artistas intérpretes o ejecutantes cuyas actuaciones hayan sido fijadas en dichos 

fonogramas y videogramas.
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j) Sujetos deudores: según el artículo 25.3 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, los fabricantes en España, en tanto actúen como distribuidores comerciales, así 
como los adquirentes fuera del territorio español, para su distribución comercial o utilización 
dentro de éste, de equipos, aparatos y soportes materiales.

Artículo 4.  Distribución de la compensación en cada modalidad de reproducción según la 
categoría del acreedor.

1. La distribución de la compensación en cada modalidad de reproducción según la 
categoría del sujeto acreedor se realizará de la siguiente manera:

a) En la modalidad de fonogramas y demás soportes sonoros, el 45 por ciento para los 
autores, el 27,5 por ciento para los artistas intérpretes o ejecutantes y el 27,5 por ciento para 
los productores.

b) En la modalidad de videogramas y demás soportes visuales o audiovisuales, un tercio 
para los autores, un tercio para los artistas intérpretes o ejecutantes y un tercio para los 
productores.

c) En la modalidad de libros y publicaciones asimiladas, el 55 por ciento para los autores 
y el 45 por ciento para los editores.

2. Conforme a los porcentajes de distribución previstos en el apartado anterior, las 
entidades de gestión concurrentes en la gestión de derechos de una misma categoría de 
acreedores de una misma modalidad de reproducción, determinarán de mutuo acuerdo los 
porcentajes o sistema de reparto correspondientes a cada una de ellas.

3. En caso de que las entidades de gestión concurrentes en la gestión de derechos de 
una categoría de acreedores de una misma modalidad de reproducción no alcancen el 
acuerdo indicado en el apartado anterior, la determinación de los porcentajes o sistema de 
reparto por cada modalidad podrá establecerse por la Sección Primera de la Comisión 
de Propiedad Intelectual, de conformidad con lo previsto en el artículo 194.2 del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual o mediante laudo de otro órgano arbitral, de 
conformidad con la normativa vigente en materia de arbitraje. El laudo establecerá, al 
menos, los porcentajes o sistema de reparto de la cantidad de la compensación asignada a 
cada modalidad, permitiendo reconocer las obligaciones y el pago a las entidades de gestión 
de conformidad con sus términos.

CAPÍTULO II
Procedimiento para hacer efectiva la compensación

Artículo 5.  Obligaciones de facturación e información.
1. Los sujetos deudores y los distribuidores deberán incluir el importe de la 

compensación de forma separada en la factura que, conforme a la normativa vigente en 
materia de facturación, entreguen a su cliente, salvo que éste disponga de un certificado 
vigente de exceptuación.

El importe de la compensación derivada del suministro o la importación de equipos, 
aparatos y soportes materiales quedará sujeto al Impuesto sobre el Valor Añadido, al 
Impuesto General Indirecto Canario, o al Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la 
Importación, según proceda.

2. Cuando el cliente sea consumidor final que no disponga de un certificado vigente de 
exceptuación, los sujetos deudores y los distribuidores deberán poner a su disposición un 
documento con la siguiente información:

a) El derecho a solicitar un certificado de exceptuación, conforme a lo previsto en el 
artículo 25.7 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y en el presente real 
decreto.

b) El derecho a obtener, si no se dispone de certificado de exceptuación, el reembolso 
del pago de la compensación, conforme a lo previsto en el artículo 25.8 del texto refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual y en el presente real decreto.
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3. La persona jurídica difundirá en su portal de internet un modelo del documento 
conforme a lo previsto en el apartado anterior.

4. En ningún caso los distribuidores aceptarán de sus respectivos proveedores el 
suministro de equipos, aparatos y soportes materiales sometidos al pago de la 
compensación si no vienen facturados conforme a lo previsto en el apartado 1.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el importe de la compensación 
no aparezca de forma separada en la factura, se presumirá, salvo prueba en contrario, que 
la compensación derivada de los equipos, aparatos y soportes materiales que comprenda no 
ha sido satisfecha.

Artículo 6.  Comunicación de la relación de equipos, aparatos y soportes materiales 
respecto de los que haya nacido la obligación de pago de la compensación.

1. Los sujetos deudores presentarán a la persona jurídica, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la finalización de cada trimestre natural, una relación de las unidades 
de equipos, aparatos y soportes materiales, incluyendo sus características técnicas y 
capacidad, en la medida que sea relevante para la determinación de la cuantía de la 
compensación aplicable, respecto de los cuales haya nacido la obligación de pago de 
la compensación durante dicho trimestre.

Con el mismo detalle, deducirán las cantidades correspondientes a las unidades:
a) Destinadas fuera del territorio español. Respecto de estas unidades, deberá aportarse 

copia de la factura, albaranes o cualquier otra documentación que acredite que se ha 
perfeccionado la exportación.

b) Vendidas o que se haya cedido su uso y disfrute a sujetos que sean titulares de un 
certificado vigente de exceptuación. Respecto de estas unidades, deberán detallar la 
siguiente información:

1.º La fecha y número de la factura.
2.º Número de identificación fiscal y nombre y apellidos o razón o denominación social 

del titular del certificado de exceptuación.
Los sujetos deudores referidos en el artículo 25.6.b) del texto refundido de la Ley de 

Propiedad Intelectual harán una declaración a la persona jurídica de las unidades de 
equipos, aparatos y soportes materiales adquiridos dentro de los treinta días naturales 
siguientes al nacimiento de la obligación.

2. Los distribuidores presentarán a la persona jurídica, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la finalización de cada trimestre natural, una relación de las unidades 
de equipos, aparatos y soportes materiales respecto de las que haya nacido la obligación de 
pago de la compensación durante dicho trimestre, de la siguiente manera:

a) Respecto de las unidades adquiridas por ellos en territorio español, de deudores que 
no les hayan repercutido y hecho constar en la factura la correspondiente compensación, 
deberán presentar la relación conforme a lo previsto en el apartado 1.

b) Respecto de las unidades adquiridas por ellos en territorio español, de deudores que 
sí les hayan repercutido y hecho constar en la factura la correspondiente compensación, 
deberán detallar aquellas unidades destinadas fuera del territorio español y aquéllas que 
hayan vendido o cedido su uso y disfrute a sujetos que dispusieran de un certificado vigente 
de exceptuación, de acuerdo con lo previsto en el segundo párrafo del apartado 1 y, además, 
deberán acreditar haber satisfecho previamente la compensación.

3. Una vez recibidas las relaciones trimestrales de unidades previstas en los apartados 1 
y 2, la persona jurídica las remitirá a las entidades de gestión al objeto de que hagan las 
comprobaciones necesarias.

4. En los casos en los que, en un mismo periodo trimestral concurran en una misma 
persona física o jurídica las condiciones de sujeto deudor y de distribuidor, la mencionada 
persona deberá realizar y presentar a la persona jurídica las respectivas relaciones 
trimestrales de unidades de equipos, aparatos y soportes materiales previsto en los 
apartados 1 y 2, que serán independientes y no podrán ser objeto de compensación o neteo 
entre sí y que, por tanto, darán lugar a las respectivas obligaciones de pago o devolución y a 
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la emisión de las respectivas facturas que procedan conforme a lo establecido en los 
artículos 7 y 8.

Artículo 7.  Pago de la compensación.
1. Cuando, tras realizar las comprobaciones necesarias de las relaciones trimestrales de 

unidades recibidas, las entidades de gestión constaten la existencia de una obligación de 
pago de la compensación a su favor, emitirán una factura a nombre del deudor o del 
responsable solidario con el importe a pagar por éste.

2. Las entidades de gestión realizarán una comunicación unificada de la facturación al 
sujeto deudor o al responsable solidario a través de la persona jurídica.

3. El pago se efectuará por el sujeto deudor o por el responsable solidario en el plazo de 
un mes desde la recepción de la comunicación unificada de la facturación, salvo que se 
aprecie error en alguna de las facturas comunicadas En este último caso, el cómputo del 
plazo para el pago de esa factura comenzará desde la recepción de la misma una vez 
corregida.

4. Los sujetos deudores y los responsables solidarios se considerarán depositarios de la 
compensación devengada hasta el efectivo pago de ésta.

Artículo 8.  Devolución de la compensación.
1. Cuando tras realizar las comprobaciones necesarias de las relaciones trimestrales de 

unidades recibidas, las entidades de gestión constaten la existencia de una obligación de 
devolución del importe de la compensación previamente percibido de manera efectiva, 
deberán solicitar la emisión de la correspondiente factura al sujeto deudor o al distribuidor.

2. El pago de la devolución se efectuará por las entidades de gestión en el plazo de un 
mes desde la recepción de la factura del sujeto deudor o del distribuidor, salvo que no se 
haya acreditado el haber satisfecho previamente la compensación o se aprecie error en la 
factura. En este último caso, el cómputo del plazo comenzará desde la recepción de la 
factura corregida.

3. Las entidades de gestión se considerarán depositarias del importe de la devolución 
hasta el efectivo pago de ésta.

Artículo 9.  Declaración y facturación complementaria o rectificativa.
1. La persona jurídica comunicará a las entidades de gestión, tras el ejercicio de las 

funciones de control que le atribuye el artículo 25.11 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, las unidades no declaradas o exceptuadas erróneamente por los 
sujetos deudores o los distribuidores, o las unidades facturadas en exceso o indebidamente 
por las entidades de gestión a un sujeto deudor o a un responsable solidario.

2. La persona jurídica remitirá a las entidades de gestión la documentación de soporte 
que justifique esas diferencias de comprobación para que se emitan las correspondientes 
facturas complementarias o rectificativas según el caso.

Artículo 10.  Procedimiento de obtención y utilización del certificado de exceptuación.
1. Para obtener el certificado de exceptuación previsto en el artículo 3.a)2.º, el sujeto 

interesado deberá remitir a la persona jurídica una solicitud que, preferentemente, deberá 
firmarse electrónicamente, y que deberá incluir la siguiente información:

a) Número de identificación fiscal y nombre y apellidos o razón o denominación social.
b) Indicación del objeto social o una declaración de actividad del solicitante.
c) Declaración, bajo la responsabilidad del solicitante, sobre los siguientes aspectos:
1.º El régimen de utilización de los equipos, aparatos y soportes materiales que vaya a 

adquirir, que deberán ser destinados a usos exclusivamente profesionales y manifiestamente 
distintos a la realización de copias privadas.

2.º Que no pondrá dichos equipos, aparatos y soportes materiales, ni de hecho ni de 
derecho, a disposición de usuarios privados.

3.º Que se someterá a las facultades de control reconocidas a la persona jurídica por el 
artículo 25.11 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.
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d) En el caso de que el solicitante emplee trabajadores por cuenta ajena a cuya 
disposición vaya a poner los equipos, aparatos o soportes materiales que vaya a adquirir, 
declaración de que, bajo su responsabilidad, esos trabajadores tienen conocimiento de la 
siguiente información:

1.º Que los equipos, aparatos o soportes materiales que su empleador les facilita para el 
desarrollo de sus funciones profesionales deberán utilizarse exclusivamente para tal 
finalidad.

2.º Que no está permitido el uso para fines privados de los citados equipos, aparatos o 
soportes materiales.

2. La persona jurídica difundirá en su portal de Internet un modelo normalizado de 
solicitud de certificado de exceptuación que cumpla con los requisitos previstos en el 
apartado anterior.

3. Para obtener el certificado de exceptuación previsto en el artículo 3.a)3.º, el solicitante 
deberá remitir a la persona jurídica una solicitud a la que deberá acompañar una copia de la 
autorización para llevar a efecto la correspondiente reproducción de obras, prestaciones 
artísticas, fonogramas o videogramas en el ejercicio de su actividad.

4. Una vez recibida la solicitud de emisión de un certificado de exceptuación, la persona 
jurídica dispondrá de quince días hábiles para conceder o denegar el certificado y comunicar 
su decisión al solicitante.

5. La persona jurídica solamente podrá denegar la concesión del certificado en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando la solicitud no incluya toda la información exigida en el presente artículo.
b) Cuando las declaraciones responsables no reflejen lo exigido en el presente artículo.
c) Cuando el solicitante hubiera sido objeto previamente de una revocación del 

certificado de exceptuación, salvo que las causas que la motivaron hubieran desaparecido.
En los supuestos previstos en las letras a) y b) anteriores, la persona jurídica deberá 

otorgar previamente al solicitante un plazo de siete días hábiles para que subsane su 
solicitud.

La denegación se comunicará al solicitante junto con una justificación adecuada de los 
motivos de tal decisión y, asimismo, le informará del derecho a plantear, en el plazo de un 
mes a contar desde la comunicación de la denegación, un conflicto ante el Ministerio de 
Cultura y Deporte, en virtud del artículo 25.12 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual.

6. El certificado expedido por la persona jurídica tendrá la siguiente duración:
a) El certificado previsto en el artículo 3.a) 2.º tendrá una duración indefinida siempre que 

su titular no modifique su actividad profesional de manera que no destine a un uso 
exclusivamente profesional los equipos aparatos o soportes materiales que adquiera. En 
este último caso, deberá comunicar a la persona jurídica dicha modificación en el plazo de 
siete días hábiles.

b) El certificado previsto en el artículo 3.a) 3.º tendrá la misma duración que la 
autorización de reproducción de la que derive.

No obstante, si la persona jurídica, en el ejercicio de sus facultades de control, detectara 
que el titular de un certificado vigente de exceptuación no cumple con los requisitos 
necesarios para poseerlo, podrá revocarlo siempre que, con carácter previo, haya permitido 
al titular hacer las alegaciones y aportar los documentos que estime oportunos para su 
defensa. La revocación, una vez sea definitiva, deberá hacerse constar de forma inmediata 
en el listado previsto en el apartado 8.

7. El certificado de exceptuación solamente podrá hacerse valer en las operaciones 
comerciales que se realicen tras la fecha de su emisión. Deberá presentarse y estar vigente 
en el momento de la firma del contrato de compraventa o de cesión de uso y disfrute y, en 
todo caso, con carácter previo a la emisión de la factura. La vigencia del certificado se 
verificará mediante consulta del listado a que se refiere el apartado siguiente.

8. La persona jurídica mantendrá en su portal de internet un listado actualizado de los 
sujetos que dispongan de un certificado vigente de exceptuación, con indicación de su 
número de identificación fiscal. Asimismo, deberá garantizar de forma fehaciente la fecha de 
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actualización de dicho listado e informar de las actualizaciones del mismo, en el momento 
que se produzcan, a los sujetos deudores y a los distribuidores.

9. La factura que se emita con razón de la transacción en la que se haga valer el 
certificado de exceptuación deberá hacerse a nombre del titular del mismo.

10. En defecto de certificado, los sujetos beneficiarios de la exceptuación podrán utilizar 
el procedimiento de reembolso.

Artículo 11.  Procedimiento de reembolso del pago de la compensación.
1. La solicitud de reembolso del pago de la compensación se remitirá a la persona 

jurídica. Dicha solicitud, que deberá firmarse, preferentemente, de forma electrónica, deberá 
acompañarse de la siguiente información:

a) Número de identificación fiscal y nombre y apellidos o razón o denominación social.
b) Indicación del objeto social o una declaración de actividad del solicitante.
c) Copia de la factura de adquisición de los equipos, aparatos o soportes materiales.
d) Declaración, bajo responsabilidad del solicitante, sobre los siguientes aspectos:
1.º Que el destino dado a los equipos, aparatos o soportes materiales adquiridos es 

exclusivamente profesional y manifiestamente distinto a la realización de copias privadas.
2.º Que no ha puesto dichos equipos, aparatos y soportes materiales, ni de hecho ni de 

derecho, a disposición de usuarios privados.
3.º Que se someterá a las facultades de control reconocidas a la persona jurídica por el 

artículo 25.11 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.
e) En el caso de que el solicitante emplee trabajadores por cuenta ajena a cuya 

disposición haya puesto los equipos, aparatos o soportes materiales que haya adquirido, 
declaración de que, bajo su responsabilidad, estos trabajadores tienen conocimiento de los 
siguientes aspectos:

1.º Que los equipos, aparatos o soportes materiales que su empleador les facilita para el 
desarrollo de sus funciones profesionales deben utilizarse exclusivamente para tal finalidad.

2.º Que no está permitido el uso para fines privados de los citados equipos, aparatos o 
soportes materiales.

2. La persona jurídica difundirá en su portal de Internet un modelo normalizado de 
solicitud de reembolso que cumpla con los requisitos previstos en el apartado anterior.

3. La persona jurídica dispondrá de un plazo de un mes desde la recepción de la 
solicitud para realizar las comprobaciones necesarias para acreditar la existencia o 
inexistencia del derecho al reembolso y comunicar su decisión al solicitante.

4. Si se acredita la existencia del derecho al reembolso, que solo será procedente 
cuando la compensación haya sido previamente percibida de manera efectiva por la entidad 
de gestión correspondiente, la persona jurídica, cuando lo comunique al solicitante, le 
requerirá la emisión de la correspondiente factura para proceder a su pago.

5. La persona jurídica sólo podrá denegar el reembolso de la compensación en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando la solicitud de reembolso no incluya toda la información exigida en el presente 
artículo.

b) Cuando las declaraciones responsables no reflejen lo exigido en el presente artículo.
c) Cuando el importe de la solicitud de reembolso sea inferior al previsto en el penúltimo 

párrafo del artículo 25.8 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual con la 
salvedad prevista en dicho artículo.

d) Cuando, una vez analizada la solicitud, no se acredite la existencia del derecho al 
reembolso.

En los supuestos previstos en las letras a) y b) anteriores, se otorgará al solicitante un 
plazo de siete días hábiles para que subsane su solicitud.

La denegación se comunicará al solicitante junto con una justificación adecuada de los 
motivos de la misma y, asimismo, le informará del derecho a plantear, en el plazo de un mes 
a contar desde la comunicación de la denegación, un conflicto ante el Ministerio de Cultura y 
Deporte en virtud del artículo 25.12 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.
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Artículo 12.  Obligación de confidencialidad.
1. Las entidades de gestión y la persona jurídica respetarán el carácter confidencial de 

cualquier información que conozcan en el ejercicio de sus funciones, y su tratamiento, en 
todo caso, estará sujeto al cumplimiento de la normativa de defensa de la competencia y de 
protección de datos.

2. Los deudores, los distribuidores y los titulares de certificados de exceptuación no 
podrán hacer valer el secreto de contabilidad empresarial contemplado en el artículo 32, 
apartado 1, del Código de Comercio, cuando la persona jurídica ejerza las facultades de 
control que se le reconocen en el artículo 25.11 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual.

Artículo 13.  Convenios de colaboración sobre la compensación.
1. La persona jurídica promoverá la celebración de convenios de colaboración con los 

siguientes sujetos, entre otros:
a) Sujetos deudores y distribuidores o asociaciones representativas de los mismos.
b) Colegios Profesionales, Cámaras de Comercio o corporaciones equivalentes; 

asociaciones de profesionales; o cualquier otra asociación representativa de usuarios de 
equipos, aparatos y soportes materiales.

2. Los convenios de colaboración tendrán por objeto, entre otros aspectos, los 
siguientes:

a) Aportar eficiencia a la gestión para hacer efectiva la compensación y, en particular, la 
devolución de la misma. Como medida en este sentido, podrán regularse mecanismos que 
permitan a los sujetos deudores y a los distribuidores exceptuar del pago de la 
compensación las sucesivas transacciones relativas a los equipos, aparatos y soportes 
materiales respecto de los que pueda acreditarse de antemano que, en última instancia, van 
a ser destinados fuera del territorio español o a sujetos que sean titulares de un certificado 
vigente de exceptuación.

b) Informar y facilitar la obtención de certificados de exceptuación y prestar servicios 
para agrupar el reembolso del pago de la compensación.

c) Desarrollar acciones formativas.

CAPÍTULO III
Procedimiento para la resolución de conflictos relacionados con la concesión 

de certificados de exceptuación y reembolsos del pago de la compensación

Artículo 14.  Iniciación y finalización del procedimiento.
1. La Dirección General de Industrias Culturales y Cooperación será el órgano 

competente para resolver los conflictos que surjan entre la persona jurídica y los solicitantes 
de certificados de exceptuación y de reembolsos del pago de la compensación.

2. El procedimiento administrativo para resolver el conflicto se tramitará de conformidad 
con lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas y de acuerdo con las especialidades procedimentales 
reguladas en este artículo.

3. La solicitud de resolución de conflicto deberá presentarse ante la Dirección General de 
Industrias Culturales y Cooperación en el plazo de un mes desde la notificación de la 
denegación del certificado de exceptuación o del reembolso. La solicitud deberá adjuntar, al 
menos, los siguientes documentos:

a) Copia de la solicitud de certificado de exceptuación o de reembolso cursada a la 
persona jurídica con todos los documentos que la acompañaron.

b) Copia del documento emitido por la persona jurídica denegando la solicitud cursada.
4. El plazo máximo para que la Dirección General de Industrias Culturales y Cooperación 

emita y notifique la decisión resolviendo el conflicto será de seis meses a computar desde la 
recepción completa de la solicitud.
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5. La resolución de la Dirección General de Industrias Culturales y Cooperación, que 
vinculará a todas las partes y pondrá fin a la vía administrativa, podrá declarar la existencia o 
inexistencia del derecho a obtener el certificado de exceptuación o el reembolso del pago de 
la compensación. En el caso de declarar la existencia del derecho a obtener el reembolso, 
conminará a la persona jurídica al pago de la cuantía que en Derecho corresponda al 
solicitante del mismo.

CAPÍTULO IV
Porcentaje de la compensación equitativa que las entidades de gestión 

deben dedicar a determinadas actividades y servicios

Artículo 15.  Realización de actividades de asistencia y fomento por parte de las entidades 
de gestión.

1. Las entidades de gestión, directamente o por medio de otras entidades deberán, 
según lo establecido en el artículo 178 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual:

a) Promover actividades o servicios de carácter asistencial en beneficio de sus 
miembros.

b) Atender actividades de formación y promoción de autores y artistas intérpretes o 
ejecutantes.

2. Las entidades de gestión deberán dedicar a las dos modalidades de actividades a que 
se refiere el apartado anterior, por partes iguales, el veinte por ciento del importe de la 
compensación.

3. En el primer trimestre de cada año, las entidades de gestión remitirán a la Dirección 
General de Industrias Culturales y Cooperación la información referida al ejercicio anterior 
que a continuación se relaciona:

a) Memoria pormenorizada de las actividades o servicios a que se refieren los apartados 
a) y b) del apartado 1.

b) Cantidades desglosadas que se hayan afectado a dichas actividades o servicios de 
acuerdo con lo previsto en el apartado 2, y

c) Relación pormenorizada de titulares beneficiarios.
4. Asimismo deberán remitir a la Dirección General de Industrias Culturales y 

Cooperación cualquier otra información que ésta requiera en relación con la realización de 
actividades de asistencia y fomento a la que están obligadas las entidades de gestión.

Disposición adicional primera.  Realización de actividades de asistencia y fomento por 
parte de las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual.

La obligación regulada en el artículo 15.2 de este real decreto resultará de aplicación a la 
compensación equitativa que las entidades de gestión hayan recaudado desde la entrada en 
vigor de la disposición transitoria segunda del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, por el 
que se modifica el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en cuanto al sistema de compensación equitativa 
por copia privada.

Disposición adicional segunda.  Función de la Sección Primera de la Comisión de 
Propiedad Intelectual en materia de compensación equitativa por copia privada.

Las reuniones de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual cuyo 
objeto sea la emisión del informe preceptivo previsto en el artículo 25.4 del texto refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual tendrán como tales el mismo tratamiento que las 
reuniones de dicho órgano colegiado que tengan como objeto el ejercicio de su función de 
determinación de tarifas.
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Disposición adicional tercera.  No incremento del gasto público.
Las medidas incluidas en este real decreto no podrán suponer un aumento neto de los 

gastos de personal.

Disposición transitoria única.  Plazo máximo para resolver las solicitudes de reembolso.
Durante el plazo de seis meses a computar desde la fecha de entrada en vigor del 

presente real decreto, el plazo máximo para resolver las solicitudes de reembolso, cursadas 
conforme al procedimiento regulado en el artículo 11 de este real decreto, será de dos 
meses.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan al 

presente real decreto y, en particular, los preceptos vigentes del Real Decreto 1434/1992, de 
27 de noviembre, de desarrollo de los artículos 24, 25 y 140 de la Ley 22/1987, de 11 de 
noviembre, de Propiedad Intelectual, en la versión dada a los mismos por la Ley 20/1992, de 
7 de julio; y el Real Decreto 1802/1995, de 3 de noviembre, por el que se establece el 
sistema para la determinación de la remuneración compensatoria por copia privada en las 
ciudades de Ceuta y Melilla.

Disposición final primera.  Reparto de la compensación entre modalidades de 
reproducción.

1. El acuerdo que, en su caso, exista entre las entidades de gestión autorizadas por el 
Ministerio de Cultura y Deporte para determinar el reparto de la compensación equitativa 
regulada en el apartado 1 de la disposición transitoria segunda del Real Decreto-ley 12/2017, 
de 3 de julio, entre las distintas modalidades de reproducción, deberá remitirse al Ministerio 
de Cultura y Deporte, a la Secretaría de Estado para el Avance Digital y a las principales 
asociaciones representativas de sujetos deudores y distribuidores en el plazo de cinco días 
tras la entrada en vigor de este real decreto.

2. Una vez resueltas todas las solicitudes de reembolso correspondientes a la 
compensación equitativa regulada en el apartado 1 de la disposición transitoria segunda del 
Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, que hubiera sido recaudada hasta la entrada en 
vigor del presente real decreto, las entidades de gestión liberarán el saldo remanente de la 
provisión dotada en cumplimiento del apartado 5 de dicha disposición transitoria que no haya 
sido consumido en la atención de reembolsos.

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el 2 de enero de 2019.
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§ 12

Real Decreto 209/2023, de 28 de marzo, por el que se establecen la 
relación de equipos, aparatos y soportes materiales sujetos al pago 
de la compensación equitativa por copia privada, las cantidades 
aplicables a cada uno de ellos y la distribución entre las distintas 
modalidades de reproducción, previstas en el artículo 25 del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real 

Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 75, de 29 de marzo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-7941

La Directiva 2001/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001, 
relativa a la armonización de determinados aspectos de los derechos de autor y derechos 
afines a los derechos de autor en la sociedad de la información, permite a los Estados 
miembros de la Unión Europea limitar o exceptuar el derecho exclusivo de reproducción en 
el caso de copias efectuadas por una persona física para uso privado y siempre que los 
titulares del citado derecho reciban a cambio una compensación equitativa. En el 
ordenamiento jurídico español, este límite de copia privada se reconoce en el artículo 31.2 
del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1996, de 12 de abril, mientras que la correspondiente compensación equitativa por la 
vigencia del límite se regula en el artículo 25 del mismo texto refundido.

El Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, por el que se modifica el texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, 
en cuanto al sistema de compensación equitativa por copia privada, modificó el artículo 25 
del citado texto refundido. En términos generales, sustituyó el anterior modelo de 
compensación equitativa financiada con cargo a los presupuestos generales del Estado por 
un modelo basado en el pago de una cantidad a satisfacer por los fabricantes, importadores 
y distribuidores de equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción sujetos al pago 
de la compensación.

La disposición final primera del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, habilita al 
Gobierno para que, aplicando el procedimiento y los criterios contenidos, respectivamente, 
en los apartados 4 y 5 del artículo 25 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
determine por primera vez, con carácter no transitorio, los equipos, aparatos y soportes 
materiales sujetos al pago de la compensación equitativa por copia privada; las cantidades 
que los sujetos deudores y responsables solidarios deberán abonar por este concepto a los 
sujetos acreedores; y la distribución de la compensación equitativa entre las distintas 
modalidades de reproducción (libros o publicaciones asimiladas, fonogramas u otros 
soportes sonoros y videogramas u otros soportes visuales o audiovisuales).
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Una primera parte de dicho mandato al Gobierno se efectuó con la aprobación del Real 
Decreto 1398/2018, de 23 de noviembre, por el que se desarrolla el artículo 25 del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, en cuanto al sistema de compensación 
equitativa por copia privada. Concretamente, se reguló el procedimiento para hacer efectiva 
la compensación equitativa por copia privada, que incluyó el procedimiento para la obtención 
de los certificados de exceptuación y del reembolso del pago de dicha compensación por los 
sujetos a los que se le reconoce tal beneficio; el procedimiento para resolver los conflictos 
que surjan en relación con la solicitud de certificados de exceptuación y de reembolso del 
pago de la compensación equitativa por copia privada; y el porcentaje de la compensación 
equitativa por copia privada que las entidades de gestión de derechos de propiedad 
intelectual deberán destinar a las actividades y servicios a los que se refieren los apartados 
a) y b) del artículo 178.1 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

El presente real decreto viene a culminar, así, el cumplimiento del mandato contenido en 
la disposición final primera del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, terminando, a su vez, 
con el régimen provisional establecido por la disposición transitoria segunda del mencionado 
Real Decreto-ley cuyos efectos se desplegarían «hasta la entrada en vigor del real decreto 
previsto en la disposición final primera».

Por lo que se refiere a su contenido, en el artículo 1 se contienen las definiciones de los 
principales conceptos utilizados en el real decreto. El artículo 2 determina la relación de 
equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción sujetos al pago de la compensación 
equitativa y las cantidades aplicables a los mismos, que serán en ambos casos los que se 
indican en el anexo. El artículo 3 se refiere a la determinación de la compensación equitativa 
que deberá satisfacer cada sujeto deudor o responsable solidario. El artículo 4 determina la 
posterior distribución de las cantidades aplicadas a cada equipo, aparato y soporte material 
de reproducción entre las distintas modalidades de reproducción (libros o publicaciones 
asimiladas, fonogramas u otros soportes sonoros y videogramas u otros soportes visuales o 
audiovisuales). Y, finalmente, el artículo 5 se refiere a la revisión del anexo.

Además, el real decreto cuenta con tres disposiciones finales. La primera lleva a cabo 
una serie de modificaciones necesarias en el Real Decreto 1398/2018, de 23 de noviembre, 
con el objetivo de: modificar el artículo 2 para incluir entre los sujetos acreedores de la 
compensación equitativa a los autores y editores de publicaciones de prensa, revistas y 
partituras; precisar en el artículo 4.1 la distribución de la compensación en la modalidad de 
fonogramas según la categoría del sujeto acreedor; y, finalmente, llevar a cabo ciertas 
mejoras técnicas en los artículos 6, 8 y 11. La segunda, se refiere al título competencial y, la 
tercera y última, a la entrada en vigor.

Este real decreto cumple con los principios de buena regulación conforme a los cuales 
deben actuar las administraciones públicas en el ejercicio de la iniciativa legislativa y la 
potestad reglamentaria, a los que se refiere el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

El cumplimiento del principio de necesidad se justifica por el objeto de la norma, ya que 
con su aprobación se completa el obligado desarrollo reglamentario de la nueva regulación 
de la compensación equitativa por copia privada previsto en la disposición final primera del 
Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio.

Por su parte, en virtud del principio de eficacia, el contenido del presente real decreto va 
específicamente dirigido a la determinación, por primera vez, con carácter no transitorio, de 
los equipos, aparatos y soportes materiales sujetos al pago de la compensación equitativa y 
las cantidades que los deudores y responsables solidarios deberán abonar por el concepto, 
así como la distribución de dicha compensación entre las distintas modalidades de 
distribución.

De acuerdo con los principios de proporcionalidad y eficiencia, las previsiones que se 
contienen en este real decreto son las imprescindibles para realizar el mencionado desarrollo 
reglamentario sin que se introduzcan nuevas cargas administrativas.

Además, con el fin de garantizar la seguridad jurídica, este real decreto resulta coherente 
con el resto del ordenamiento jurídico nacional y de la Unión Europea y va dirigido a 
establecer un marco claro, simple, seguro y estable que garantice el cumplimiento de lo 
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establecido en el artículo 25 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

Por último, en cuanto al principio de transparencia, las partes interesadas han 
participado en la elaboración del presente real decreto, en primer lugar, durante la consulta 
pública previa y, en segundo lugar, en el trámite posterior de información pública, conforme a 
lo establecido en el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 
Igualmente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 25.4 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, se ha dado audiencia a las entidades de gestión de derechos de 
propiedad intelectual, a los interesados y a las asociaciones mayoritarias que representan a 
los sujetos deudores, de acuerdo con lo determinado por el Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, habiendo aportado, todos estos, una propuesta 
motivada respecto a su ámbito de interés, acompañada del correspondiente informe 
justificativo.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
legislación sobre propiedad intelectual e industrial, y según la habilitación reglamentaria 
prevista en la disposición final primera del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio.

En la tramitación del procedimiento de elaboración de este real decreto ha sido 
consultado el Consejo de Consumidores y Usuarios y han emitido informe la Sección 
Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual; así como las Secretarías Generales 
Técnicas del Ministerio de Cultura y Deporte y del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital; igualmente, el asunto fue informado a la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Cultura y Deporte y de la Ministra de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 28 de marzo de 2023,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto establecer con carácter no transitorio la relación de 

equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción sujetos al pago de la compensación 
equitativa por copia privada, las cantidades aplicables a cada uno de ellos y la distribución 
entre las distintas modalidades de reproducción prevista en el artículo 25 del texto refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de 
abril.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de este real decreto se entenderá por:
a) Compensación equitativa por copia privada: la reconocida en el artículo 25 del texto 

refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, por la vigencia del límite al derecho de 
reproducción por copia privada reconocido en el artículo 31, apartados 2 y 3, del citado texto 
refundido.

b) Modalidades de reproducción: cada una de las tres modalidades de reproducción de 
obras divulgadas, realizada mediante aparatos o instrumentos técnicos no tipográficos, 
exclusivamente para uso privado, no profesional ni empresarial, sin fines directa ni 
indirectamente comerciales, de conformidad con el artículo 31, apartados 2 y 3 del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, que se mencionan en el artículo 25.1 de dicho 
texto refundido:

1.º Reproducción de libros o publicaciones asimiladas a libros.
2.º Reproducción de fonogramas o de otros soportes sonoros.
3.º Reproducción de videogramas o de otros soportes visuales o audiovisuales.
c) Sujetos acreedores: de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25.2 del texto refundido 

de la Ley de Propiedad Intelectual:
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1.º Los autores de obras divulgadas en alguno de los formatos descritos en la letra b) 
anterior, conjuntamente y, en los casos y modalidades de reproducción en que corresponda, 
con los editores.

2.º Los productores de fonogramas y videogramas.
3.º Los artistas intérpretes o ejecutantes cuyas actuaciones hayan sido fijadas en dichos 

fonogramas y videogramas.
d) Sujetos deudores: de acuerdo con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 25.3 

del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, los fabricantes en España, en tanto 
actúen como distribuidores comerciales, así como los adquirentes fuera del territorio 
español, para su distribución comercial o utilización dentro de este, de equipos, aparatos y 
soportes materiales.

e) Responsables solidarios: de acuerdo con el segundo párrafo del artículo 25.3, del 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, los distribuidores, mayoristas y minoristas, 
que sean sucesivos adquirentes de equipos, aparatos y soportes materiales, con respecto de 
los deudores que se los hubieran suministrado, salvo que acrediten haber satisfecho 
efectivamente a estos la compensación.

Artículo 3.  Relación de equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción sujetos al 
pago de la compensación y cantidades aplicables.

La relación de equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción sujetos al pago 
de la compensación y las cantidades aplicables a cada uno de ellos serán los que se indican 
en el anexo, de acuerdo con las definiciones incluidas en este.

Artículo 4.  Determinación de la compensación equitativa por copia privada.
1. La compensación que deberá satisfacer cada sujeto deudor o responsable solidario 

será la resultante de aplicar a cada equipo, aparato y soporte material de reproducción 
incluido en el anexo la cantidad correspondiente que en el mismo se indica.

2. No podrá aplicarse más de una cantidad de las previstas en dicho Anexo a los 
ordenadores, portátiles o de sobremesa, tabletas, relojes inteligentes, lectores de libro 
electrónico y teléfonos móviles, inteligentes o no. A los anteriores equipos, aparatos y 
soportes materiales de reproducción les será de aplicación, de entre las varias cantidades 
concurrentes, únicamente la de mayor cuantía.

Artículo 5.  Distribución de las cantidades entre las distintas modalidades de reproducción.
1. La distribución de las cantidades de la compensación entre las distintas modalidades 

de reproducción respecto de cada equipo, aparato y soporte material de reproducción será la 
que se indica en la correspondiente columna del anexo.

2. Sin perjuicio de la periodicidad mínima para la revisión del anexo establecida en 
artículo 6, en caso de que las entidades de gestión autorizadas por el Ministerio de Cultura y 
Deporte alcanzaran antes de dicha revisión un acuerdo para actualizar la distribución de las 
cantidades de la compensación entre las distintas modalidades de reproducción, respecto de 
cada equipo, aparato y soporte material recogida en el anexo, deberán remitirlo al Ministerio 
de Cultura y Deporte y al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.

Esta actualización del anexo surtirá efectos desde el día siguiente al de la publicación de 
la Resolución de la Dirección General de Industrias Culturales, Propiedad Intelectual y 
Cooperación en el «Boletín Oficial del Estado» recogiendo el acuerdo alcanzado.

Artículo 6.  Revisión del anexo.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.4 del texto refundido de la Ley de 

Propiedad Intelectual, y siguiendo el procedimiento establecido en el mismo, el anexo podrá 
ser revisado por orden ministerial en cualquier momento en función de la evolución 
tecnológica, de las condiciones del mercado y del perjuicio causado por el límite de copia 
privada. En cualquier caso, deberá ser revisado, al menos, con una periodicidad de 3 años.

2. Por lo que se refiere a la revisión de la distribución de las cantidades entre las distintas 
modalidades de reproducción que figura en el Anexo, esta se realizará a la vez que la del 
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resto de su contenido, teniendo en cuenta los posibles acuerdos a los que se refiere el 
artículo 5.

Disposición transitoria única.  Equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción 
adquiridos con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto.

1. A los equipos, aparatos y soportes materiales de reproducción adquiridos con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor de este real decreto y que sean comercializados 
con posterioridad a dicha fecha, les resultará de aplicación el importe previsto en la 
disposición transitoria segunda apartado 1 del Real Decreto-ley 12/2017, de 3 de julio, 
siempre que esta circunstancia sea acreditable de manera individualizada mediante los 
correspondientes documentos y facturas de adquisición, venta y entrega. Quedan excluidos 
de esta regla los fabricantes en tanto actúen como distribuidores y los adquirentes de 
equipos, aparatos y soportes materiales fuera del territorio español con destino a su 
distribución comercial en este, quienes se sujetarán al artículo 25, apartado 6, letra a), del 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

2. Lo previsto en el apartado anterior será aplicable únicamente durante los treinta días 
naturales siguientes a la entrada en vigor del presente real decreto.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 1398/2018, de 23 de noviembre, 
por el que se desarrolla el artículo 25 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en cuanto al sistema de 
compensación equitativa por copia privada.

El Real Decreto 1398/2018, de 23 de noviembre, por el que se desarrolla el artículo 25 
del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en cuanto al sistema de compensación equitativa por 
copia privada, queda modificado como sigue:

Uno. El artículo 2 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 2.  Publicaciones asimiladas a libro.
A los efectos del artículo 25.1 del texto refundido de la Ley de Propiedad 

Intelectual y de este real decreto, se entenderán asimiladas a los libros las partituras y 
las publicaciones de prensa, incluyendo periódicos y revistas, de contenido 
informativo, cultural, científico, técnico, de creación de opinión pública o de 
entretenimiento, tanto en soporte papel como en formato digital, siempre y cuando:

a) Se publiquen bajo la responsabilidad y control de una editorial y estén editadas 
en serie continua con un mismo título a intervalos regulares o irregulares, de forma 
que los ejemplares de la serie lleven una numeración consecutiva o estén fechados, 
con periodicidad mínima diaria y máxima semestral.

b) Tengan al menos 24 páginas por ejemplar en soporte papel, o extensión similar 
en formato digital.»

Dos. Se modifica el apartado j) del artículo 3, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«j) Sujetos deudores: según el artículo 25.3 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, los fabricantes en España, en tanto actúen como distribuidores 
comerciales, así como los adquirentes fuera del territorio español, para su distribución 
comercial o utilización dentro de éste, de equipos, aparatos y soportes materiales.»

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 4, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«1. La distribución de la compensación en cada modalidad de reproducción según 
la categoría del sujeto acreedor se realizará de la siguiente manera:

a) En la modalidad de fonogramas y demás soportes sonoros, el 45 por ciento 
para los autores, el 27,5 por ciento para los artistas intérpretes o ejecutantes y el 27,5 
por ciento para los productores.
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b) En la modalidad de videogramas y demás soportes visuales o audiovisuales, un 
tercio para los autores, un tercio para los artistas intérpretes o ejecutantes y un tercio 
para los productores.

c) En la modalidad de libros y publicaciones asimiladas, el 55 por ciento para los 
autores y el 45 por ciento para los editores.»

Cuatro. Se introduce un nuevo apartado, con el número 4, en el artículo 6, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«4. En los casos en los que, en un mismo periodo trimestral concurran en una 
misma persona física o jurídica las condiciones de sujeto deudor y de distribuidor, la 
mencionada persona deberá realizar y presentar a la persona jurídica las respectivas 
relaciones trimestrales de unidades de equipos, aparatos y soportes materiales 
previsto en los apartados 1 y 2, que serán independientes y no podrán ser objeto de 
compensación o neteo entre sí y que, por tanto, darán lugar a las respectivas 
obligaciones de pago o devolución y a la emisión de las respectivas facturas que 
procedan conforme a lo establecido en los artículos 7 y 8.»

Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 8, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«1. Cuando tras realizar las comprobaciones necesarias de las relaciones 
trimestrales de unidades recibidas, las entidades de gestión constaten la existencia de 
una obligación de devolución del importe de la compensación previamente percibido 
de manera efectiva, deberán solicitar la emisión de la correspondiente factura al sujeto 
deudor o al distribuidor.»

Seis. Se modifica el apartado 4 del artículo 11, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«4. Si se acredita la existencia del derecho al reembolso, que solo será 
procedente cuando la compensación haya sido previamente percibida de manera 
efectiva por la entidad de gestión correspondiente, la persona jurídica, cuando lo 
comunique al solicitante, le requerirá la emisión de la correspondiente factura para 
proceder a su pago.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este real decreto se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre legislación sobre 
propiedad intelectual e industrial.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día 1 de julio de 2023.

ANEXO
Relación de equipos, aparatos y soportes materiales sujetos al pago de la 
compensación equitativa por copia privada, cantidades aplicables a cada uno 

de ellos y distribución entre las distintas modalidades de reproducción
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§ 13

Real Decreto 611/2023, de 11 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro de la Propiedad Intelectual

Ministerio de Cultura y Deporte
«BOE» núm. 166, de 13 de julio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-16215

Actualmente, el Registro de la Propiedad Intelectual se rige por el Reglamento del 
Registro General de la Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto 281/2003, de 7 de 
marzo, dictado en virtud de lo dispuesto en el artículo 144 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

De acuerdo con lo dispuesto en el precitado artículo 144, en dicho real decreto se 
establece una estructura descentralizada constituida por el registro central, dependiente del 
Ministerio de Cultura y Deporte, y por los registros territoriales, cuya estructura y 
funcionamiento han de ser regulados por las comunidades autónomas.

El objeto del presente real decreto es la aprobación de un nuevo Reglamento del 
Registro de la Propiedad Intelectual que, respetando lo previsto en los artículos 144 y 145 
del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, se ajuste a lo dispuesto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Así, en 
cumplimiento de esta normativa, en este reglamento se regulan la organización y funciones 
del registro central, dependiente del Ministerio de Cultura y Deporte, las normas comunes 
sobre el procedimiento de inscripción, las funciones, la estructura y las medidas de 
coordinación e información entre todas las Administraciones públicas competentes.

La aprobación de esta norma figura entre los compromisos adquiridos ante la Unión 
Europea en el marco del Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia como una 
«Reforma» a llevar a cabo dentro del proyecto de «Refuerzo de los derechos de autor y 
derechos conexos» del Componente 24, relativo a la «Revalorización de la Industria 
Cultural» (C24.R2). Concretamente, se trata del hito 353 del CID, de 16 de junio de 2021, 
que comprende la adopción del real decreto para la aprobación de un nuevo Reglamento del 
Registro de la Propiedad Intelectual, antes del 31 de diciembre de 2023.

Durante el tiempo transcurrido desde la aprobación del Real Decreto 281/2003, de 7 de 
marzo, se ha producido una transformación radical de la actividad de las Administraciones 
públicas y de la forma de comunicarse y de prestar sus servicios a la ciudadanía, cambio 
que, en el caso del Registro de la Propiedad Intelectual, tiene además su fundamento legal 
en las leyes precitadas.

La Ley 39/2015, de 1 de octubre, y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, han supuesto un 
punto de inflexión que ha propiciado el paso desde una administración pública basada en el 
papel y en la presencia de la ciudadanía en las oficinas administrativas, a una administración 
digital, en la que los procedimientos se pueden tramitar por medios electrónicos.
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Estamos, por tanto, ante un proceso de transformación digital de las Administraciones 
públicas similar a la que se está produciendo en todos los sectores de la sociedad actual y 
que nos lleva a tener que afrontar varios retos en un futuro inmediato. Entre ellos destacan el 
aumento de la oferta de servicios digitales fácilmente utilizables por la ciudadanía, por un 
lado, y la mejora de la eficiencia administrativa, por otro.

En relación con el primero de estos retos, se puede afirmar que la transformación digital 
de las Administraciones públicas representa un cambio radical de enfoque, ya que se ha 
pasado de una administración centrada en su actividad interna a poner el foco en la 
ciudadanía, aprovechando los medios que ponen a su alcance las tecnologías de la 
información, para convertirse en una organización más eficiente, transparente y plenamente 
accesible.

La importancia de la administración digital se ha puesto especialmente de manifiesto 
durante el período de pandemia por la COVID-19, dado que, gracias a la transformación 
digital, ha sido posible el teletrabajo del personal al servicio del Sector público y la 
tramitación de los procedimientos administrativos sin requerir presencia física de la 
ciudadanía.

En este contexto, el Registro de la Propiedad Intelectual viene llevando a cabo, desde 
2017, un esfuerzo inversor para la reforma y modernización de este órgano que data de 
1847, en una apuesta decidida por la utilización de las tecnologías de la información para la 
gestión interna de su actividad y, sobre todo, para ofrecer un servicio plenamente digitalizado 
en el que la presentación de solicitudes y la relación con las personas interesadas se lleve a 
cabo por medios electrónicos, facilitando el acceso de la ciudadanía a los servicios públicos 
y a los procedimientos que los habilitan.

En este mismo sentido, en la actualidad resulta necesario adecuar la normativa que 
regula el Registro de la Propiedad Intelectual a las prescripciones de la legislación vigente en 
materia de administración y acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, y 
a las normas de carácter reglamentario que regulan la actuación y funcionamiento del sector 
público por medios electrónicos.

En relación con el segundo de los retos mencionados, el de mejorar la eficiencia 
administrativa, hay que señalar que el Registro de la Propiedad Intelectual ha hecho una 
apuesta decidida por la administración electrónica, entendida como forma de racionalizar los 
recursos disponibles y optimizar los procesos, con el fin de garantizar servicios fácilmente 
utilizables en una sociedad que tiende a relacionarse con las administraciones públicas por 
medios electrónicos.

La reforma del Reglamento del Registro de la Propiedad Intelectual se plantea sobre la 
base de un servicio plenamente digitalizado y accesible a través de medios electrónicos, 
contribuyendo, de un lado, al ahorro energético al evitar los desplazamientos que generan 
los procedimientos presenciales, y de otro, a potenciar la creatividad, el emprendimiento y la 
innovación en nuestra sociedad, al poner a su disposición una herramienta legal de fácil uso 
para proteger sus activos. Asimismo, la regulación de la tramitación por medios electrónicos 
responde a criterios de responsabilidad social, en tanto que facilita el acceso a los servicios 
públicos a las personas con movilidad reducida o a los ciudadanos que no cuentan con una 
ventanilla única u oficina de registro cercana a su domicilio, como sucede en el entorno rural.

En conclusión, el reglamento que se aprueba por este real decreto establece las bases 
para lograr los dos objetivos mencionados: Ofrecer servicios digitales fácilmente accesibles, 
encuadrables en el contexto del aumento de actividad por medios electrónicos que se está 
produciendo en todas las áreas de actividad de la sociedad, y mejorar la eficiencia 
administrativa por medio de la transformación digital del Registro de la Propiedad Intelectual.

El real decreto consta de un artículo que aprueba el reglamento del Registro de la 
Propiedad Intelectual, una disposición adicional, dos disposiciones transitorias, una 
disposición derogatoria y tres disposiciones finales.

Por su parte, el capítulo I del Reglamento establece el concepto, objeto, principios 
rectores, estructura y funciones del Registro de la Propiedad Intelectual, siendo la principal 
novedad la introducción de una definición del Registro de la Propiedad Intelectual, en la que 
se destaca el carácter público y oficial de este Registro, como forma de diferenciar los 
servicios y las garantías legales que ofrece, frente a los ofertados por entidades privadas.
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Igualmente, en dicho capítulo se amplían los principios rectores de acuerdo con los que 
actúan y se relacionan el registro central y los registros territoriales, para incorporar los 
establecidos en el artículo 140.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, relativo a los 
«Principios de las relaciones interadministrativas».

El capítulo II regula la presentación de las solicitudes ante el Registro de la Propiedad 
Intelectual por medios electrónicos, permitiendo alternativamente la presentación presencial 
en los registros territoriales o en las oficinas delegadas, y da preferencia a los formatos 
digitales en lo que se refiere a los ejemplares identificativos de las obras en aquellos casos 
en los se opta por la presentación presencial de las solicitudes, especialmente en el artículo 
12 del Reglamento, que regula los requisitos comunes de las solicitudes de inscripción, y en 
el artículo 14, que establece los requisitos específicos de las solicitudes para los distintos 
tipos de obras, actuaciones o producciones objeto de protección.

En otro orden de cosas, se suprime la opción de registrar obras bajo seudónimo con 
anonimato, ya que se considera que en el asiento registral deben constar el nombre 
completo y los restantes datos identificativos del autor o titular de los derechos de propiedad 
intelectual de la obra, actuación o producción. En caso contrario, el anonimato del autor o 
titular limitaría el ejercicio de las funciones del Registro, que es público y que tiene como una 
de sus principales finalidades dar publicidad fiable de los derechos registrados. Esta 
limitación no impedirá que se haga constar el seudónimo en el asiento registral, junto con el 
nombre y apellidos del autor.

El capítulo III adapta el procedimiento de actuación del Registro a lo establecido en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, especialmente en lo que hace referencia a la subsanación de 
defectos por parte del solicitante.

El capítulo IV contiene las reglas sobre la resolución de solicitudes y sus vías de 
impugnación, introduciendo como novedad la suspensión de plazos cuando deba requerirse 
a la persona interesada para la subsanación de defectos o la aportación de documentos y 
otros elementos de juicio necesarios.

El capítulo V se refiere a las inscripciones, estableciendo el documento electrónico como 
única forma válida para la inscripción registral e incorporando los requisitos de firma 
electrónica de dichos documentos por las personas titulares de los registros.

El capítulo VI regula la publicidad de los asientos registrales y de los expedientes, 
introduciendo la posibilidad del acceso a través de internet al contenido de los asientos.

Finalmente, se regula la publicidad de los expedientes y el acceso a los ejemplares 
identificativos de las obras que se presentan como parte de las solicitudes de inscripción de 
derechos en el Registro. Como novedad, se plantea la posibilidad de consulta con fines de 
investigación de los ejemplares identificativos de las obras que han pasado a dominio 
público.

La norma proyectada se adecúa a los principios de buena regulación conforme a los 
cuales deben actuar las Administraciones públicas en el ejercicio de la iniciativa legislativa y 
la potestad reglamentaria, según establece el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre.

En particular, en lo que se refiere al principio de necesidad, la norma se justifica por la 
importancia de adaptar la regulación del Registro a Ley 39/2015, de 1 de octubre, y la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, y, en definitiva, a la realidad digital imperante.

Por su parte, la aprobación del presente reglamento cumple con el principio de eficacia, 
ya que la norma identifica claramente los fines que persigue y es el instrumento idóneo para 
lograrlos.

Además, cumple con el principio de proporcionalidad, al recoger la regulación mínima 
imprescindible para atender las necesidades que se busca cubrir.

Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, pues resulta plenamente 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico y aporta certidumbre, adaptando la 
regulación del Registro a la normativa actual en materia de administración electrónica.

En cuanto al principio de transparencia, a pesar de que se trata de una norma puramente 
organizativa, en su tramitación se han llevado a cabo los trámites de consulta pública previa 
y audiencia e información pública, con el objetivo de reforzar y garantizar el mencionado 
principio.
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Finalmente, el proyecto se ajusta al principio de eficiencia por lo anteriormente expuesto, 
y porque la aprobación de la norma no genera nuevas cargas administrativas ni supone un 
incremento del gasto para la Administración General del Estado o para el resto de las 
administraciones territoriales, toda vez que se emplearán los recursos existentes.

En el procedimiento de elaboración de este real decreto se ha consultado a los órganos 
territoriales de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla 
competentes en materia de registro de la propiedad intelectual, y, asimismo, han emitido 
informe el Ministerio de Política Territorial y la Agencia Española de Protección de Datos.

El presente real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.9.ª de la Constitución 
Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de «legislación sobre 
propiedad intelectual».

En su virtud, a propuesta del Ministro de Cultura y Deporte, con la aprobación previa de 
la Ministra de Hacienda y Función Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 11 de julio de 2023,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento del Registro de la Propiedad Intelectual.
Se aprueba el Reglamento del Registro de la Propiedad Intelectual, según lo previsto en 

los artículos 144 y 145 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, cuyo texto se inserta a continuación.

Disposición adicional única.  Protección de datos de carácter personal.
1. Los tratamientos de datos personales regulados en el presente real decreto se 

llevarán a cabo conforme a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

Los derechos de acceso, rectificación y supresión se ejercitarán conforme a la normativa 
referida en el párrafo anterior.

2. Finalidad del tratamiento: El tratamiento de los datos personales relativos a las 
solicitudes dirigidas al Registro de la Propiedad Intelectual tendrá por finalidad la inscripción 
o anotación de los derechos relativos a las obras, actuaciones o producciones protegidas por 
el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1996, de 12 de abril.

3. Responsable y base jurídica del tratamiento: Son responsables del tratamiento: el 
centro directivo competente en materia de propiedad intelectual del Ministerio de Cultura y 
Deporte y las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla competentes en la 
materia, al objeto de poder desarrollar sus funciones.

La base jurídica del tratamiento es el artículo 6.1.e) del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.

4. Minimización de datos: Los datos recogidos se limitarán al nombre, apellidos, 
NIF/NIE/n.º de documento que acredite la identidad si se trata de personas extranjeras, 
nacionalidad, domicilio, correo electrónico y, en el caso de que voluntariamente se facilite, el 
teléfono del titular o titulares de los derechos de propiedad intelectual que se pretendan 
inscribir, así como la identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que 
desea que se practique la notificación.

5. Fuentes y exactitud de los datos: Los datos personales serán recabados de las 
solicitudes formuladas ante el Registro de la Propiedad Intelectual.

6. Transparencia: En virtud de la referida procedencia de los datos obtenidos, deberá 
darse cumplimiento al deber de información previa a los afectados conforme a lo dispuesto 
en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
27 de abril de 2016.

7. Conservación y seguridad de los datos: En virtud de la finalidad del tratamiento, la 
conservación de los datos será indefinida, aun cuando se cancele el asiento registral, en los 
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términos previstos en el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y en la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español

El responsable del tratamiento garantizará la aplicación de las medidas de seguridad 
correspondientes en cumplimiento del Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se 
regula el Esquema Nacional de Seguridad, y la Orden CUD/1313/2019, de 27 de diciembre, 
por la que se aprueba la Política de Seguridad de la Información en el ámbito de la 
administración electrónica del Ministerio de Cultura y Deporte.

La publicidad del registro se llevará a cabo en los términos previstos en la normativa 
sobre propiedad intelectual. Fuera de dichos supuestos, estos datos sólo serán comunicados 
a otras Administraciones públicas y a la Administración de Justicia en el ejercicio de sus 
competencias, cuando sea necesario para la tramitación y resolución de sus procedimientos, 
y se limitarán a la gestión de las inscripciones de derechos de propiedad intelectual en el 
Registro de la Propiedad Intelectual.

Disposición transitoria primera.  Competencias registrales del registro central.
Hasta que se haya hecho efectiva por parte de las comunidades autónomas y las 

ciudades de Ceuta y Melilla la puesta en marcha de los registros territoriales aún no creados 
en el momento de entrada en vigor de este real decreto corresponderá al registro central la 
tramitación y resolución de las solicitudes de inscripción y anotación presentadas en esas 
comunidades autónomas y en las referidas ciudades, así como, en su caso, la cancelación y 
práctica de las que procedan.

Disposición transitoria segunda.  Composición de la Comisión de Coordinación de los 
Registros.

En relación con la composición de la Comisión de Coordinación de los Registros descrita 
en el artículo 6 del reglamento que se aprueba, las comunidades autónomas y las ciudades 
de Ceuta y Melilla que no hayan creado su registro territorial podrán designar un 
representante con voz, pero sin voto.

Dicho representante actuará asimismo como interlocutor de la comunidad o ciudad 
autónoma con el registro central.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 281/2003, de 7 de marzo, por el que se aprueba el 

Reglamento del Registro General de la Propiedad Intelectual.
Igualmente quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que 

contradigan o se opongan a lo dispuesto en el reglamento que se aprueba.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto de dicta al amparo del artículo 149.1.9.ª de la Constitución Española, 

que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de «legislación sobre propiedad 
intelectual».

Disposición final segunda.  Facultad para el desarrollo normativo.
Se faculta a la persona titular del Ministerio de Cultura y Deporte para dictar las 

disposiciones que exija el desarrollo del reglamento que se aprueba.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DEL REGISTRO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL

CAPÍTULO I
Objeto, funciones y estructura del Registro de la Propiedad Intelectual

Artículo 1.  Definición y objeto del Registro.
1. El Registro de la Propiedad Intelectual es el registro público y oficial que tiene por 

objeto la inscripción o anotación de los derechos relativos a las obras, actuaciones o 
producciones protegidas por el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, y por las restantes disposiciones 
legales y tratados internacionales ratificados por España relativos a la protección de la 
propiedad intelectual.

2. Asimismo, tiene por objeto la inscripción o anotación de los actos y contratos de 
constitución, transmisión, modificación o extinción de derechos reales y de cualesquiera 
otros hechos, actos y títulos, tanto voluntarios como necesarios, que afecten a derechos de 
propiedad intelectual.

Artículo 2.  Organización del Registro.
1. El Registro de la Propiedad Intelectual es único en todo el territorio nacional y está 

integrado por los registros territoriales y el registro central.
Asimismo, existirá una Comisión de Coordinación de los Registros como órgano 

colegiado de colaboración entre éstos.
2. Los registros territoriales son creados y gestionados por las comunidades autónomas 

y por las ciudades de Ceuta y Melilla.
Dichos registros podrán establecer oficinas delegadas a efectos de la recepción de 

solicitudes, información y comprobación de la documentación exigida, liquidación de tasas y 
remisión de expedientes al registro territorial del que dependan.

3. El registro central depende del Ministerio de Cultura y Deporte. En el ejercicio de sus 
funciones actuará de conformidad con lo establecido en este reglamento.

4. Las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla determinarán la 
estructura y funcionamiento del registro territorial en sus respectivos territorios y asumirán su 
llevanza, de acuerdo con lo establecido en este reglamento, en lo que se refiere a las 
normas comunes sobre procedimiento de inscripción y a las medidas de coordinación e 
información entre los diferentes registros.

Artículo 3.  Principios rectores.
1. Tanto el registro central como los registros territoriales actúan y se relacionan de 

acuerdo con los principios que establece el artículo 140.1 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

2. La Comisión de Coordinación de los Registros será el órgano encargado de velar por 
el respeto a estos principios.

3. El registro central y los registros territoriales deberán facilitarse información sobre su 
actividad, así como prestar la cooperación y asistencia que se les pudiera solicitar para el 
eficaz ejercicio de las funciones del Registro de la Propiedad Intelectual.

Artículo 4.  Funciones de los registros territoriales.
Corresponden a los registros territoriales las siguientes funciones:
a) La tramitación y resolución de las solicitudes de inscripción y anotación, así como, en 

su caso, la cancelación y la práctica de las que procedan.
b) La certificación y demás formas de publicidad de los derechos, actos y contratos 

inscritos en el registro territorial respectivo.
c) Elevar consultas a la Comisión de Coordinación de los Registros, así como solicitar la 

inclusión de asuntos en el orden del día de sus sesiones.
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d) La emisión de informes de carácter técnico cuando sean requeridos para ello por 
juzgados, tribunales y otros organismos públicos, o sean solicitados por la Comisión de 
Coordinación de los Registros, dentro del ámbito de sus competencias.

e) El archivo y la custodia, hasta la extinción de los derechos de propiedad intelectual, 
recogidos en el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, de los documentos y materiales depositados en 
las solicitudes tramitadas por los registros territoriales.

Artículo 5.  Funciones del registro central.
Corresponden al registro central las siguientes funciones:
a) Prestar apoyo administrativo y técnico a la Comisión de Coordinación de los 

Registros.
b) Elevar consultas a la Comisión de Coordinación de los Registros, así como incluir 

asuntos en el orden del día de sus sesiones.
c) Redactar la memoria anual del registro de la propiedad intelectual a partir de los datos 

facilitados por el registro central y los registros territoriales.
d) Emitir informes de carácter técnico cuando sea requerido para ello por juzgados, 

tribunales y otros organismos públicos, o sean solicitados por la Comisión de Coordinación 
de los Registros, dentro del ámbito de sus competencias.

e) La certificación y demás formas de publicidad de los derechos, actos y contratos no 
tramitados por los registros territoriales.

f) El archivo y la custodia hasta la extinción de los derechos de propiedad intelectual 
recogidos en el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, de los documentos y materiales depositados en 
las solicitudes correspondientes a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y 
Melilla en las que no existen registros territoriales.

g) El desarrollo y mantenimiento de la base de datos de inscripciones común a todos los 
registros, facilitando el acceso a la misma.

Artículo 6.  Composición y funciones de la Comisión de Coordinación de los Registros.
1. La Comisión de Coordinación de los Registros se constituye como un órgano 

colegiado de los previstos en el artículo 15.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y en 
consecuencia, tal y como prevé la precitada norma, podrá establecer o completar sus 
propias normas de funcionamiento.

2. Son miembros de la Comisión:
a) La persona titular del registro central, que ostenta la Presidencia de la Comisión.
b) Las personas titulares de los registros territoriales.
Cada miembro de la Comisión podrá ser asistido en las reuniones por asesores.
3. La persona que ejerza la Secretaría de la Comisión será un funcionario o funcionaria 

del registro central con nivel administrativo mínimo 26, designada para el desempeño de sus 
funciones por la persona titular del registro central. Dicha persona no será considerada 
miembro de la Comisión y asistirá a sus reuniones con voz, pero sin voto.

4. Son funciones de la Comisión de Coordinación de los Registros:
a) Velar por el mantenimiento de la unidad del registro, en aplicación de lo que dispone el 

artículo 144 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

b) Adoptar acuerdos tendentes a la homogeneización de criterios entre los distintos 
registros y, en su caso, proponer al Ministerio de Cultura y Deporte la adopción de las 
medidas que sean necesarias para lograr un funcionamiento homogéneo y una mayor 
coordinación de los registros.

c) Requerir a los registros el cumplimiento de los acuerdos o medidas adoptados en la 
Comisión de Coordinación de los Registros dirigidos al mejor desempeño de sus funciones, 
así como las medidas a las que se refiere el apartado anterior.

d) Proponer los criterios generales de funcionamiento del sistema informático que 
soporta la base de datos de derechos inscritos por los distintos registros, de modo que sea 
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compatible y común a todos ellos, a fin de permitir la consulta inmediata de los asientos 
registrales cualquiera que fuese el registro en que se hubiesen practicado las inscripciones.

e) Informar con carácter no vinculante, a propuesta del Ministerio de Cultura y Deporte, 
sobre las disposiciones de desarrollo de este reglamento, así como sobre aquellos otros 
asuntos que aquél le someta a su consideración.

f) Evacuar las consultas que puedan plantear los distintos registros.
g) Mediar, a petición de las partes, en los conflictos que pudieran suscitarse entre 

registros territoriales, formulando, a estos efectos, propuesta de resolución.
h) Aprobar la memoria anual del Registro de la Propiedad Intelectual y evaluar el 

funcionamiento del registro a través de la emisión de informes.
i) Establecer fórmulas de comunicación y consulta entre los registros.
j) Cualquier otra función que le asignen las leyes o los reglamentos.
5. La Comisión de Coordinación de los Registros se reunirá una vez al año en sesión 

ordinaria, y en sesión extraordinaria se podrá reunir cuando así sea convocada por la 
persona titular de la Presidencia, a iniciativa propia o a propuesta, al menos, de cinco de sus 
miembros.

6. La Comisión de Coordinación de los Registros se rige por la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y por la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, así como por lo establecido en este reglamento y por sus 
normas de funcionamiento interno.

Artículo 7.  De la persona titular del registro central.
La persona titular del registro central de la propiedad intelectual será nombrada entre 

personal funcionario de la Administración General del Estado perteneciente a cuerpos o 
escalas del subgrupo A1, con Licenciatura o Grado en Derecho.

Artículo 8.  Del soporte y la conservación de los asientos registrales.
1. De acuerdo con el artículo 26 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, los asientos se 

practicarán en documentos administrativos emitidos por escrito, a través de medios 
electrónicos, para recoger y expresar de modo indubitado, con adecuada garantía jurídica, 
seguridad de conservación y facilidad de acceso y comprensión, todos los datos que deban 
constar en el registro.

2. El registro competente para tramitar y resolver la solicitud y crear, si procede, el 
asiento registral conservará la documentación y materiales presentados junto con dicha 
solicitud.

3. En virtud de lo establecido en el artículo 16.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, el 
registro al que se refiere el apartado anterior conservará los documentos presentados de 
manera presencial, en especial los ejemplares identificativos de las obras, en aquellos casos 
en los que por las características específicas de los soportes los registros consideren que no 
son susceptibles de digitalización.

CAPÍTULO II
Solicitudes

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 9.  Requisitos, forma y lugar de presentación de las solicitudes.
1. Las solicitudes que se formulen ante el registro deberán reunir los requisitos previstos 

específicamente en este capítulo, así como los generales regulados en el artículo 66 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. Las solicitudes se presentarán por medios electrónicos a través de los procedimientos 
disponibles en la sede electrónica de las comunidades autónomas o de las ciudades de 
Ceuta y Melilla, así como, en su caso, del Ministerio de Cultura y Deporte.

Alternativamente podrán presentarse de manera presencial en los registros territoriales o 
en cualquiera de sus oficinas delegadas, si las hubiera, así como en las oficinas delegadas 
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de las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla que no dispongan de 
registro territorial.

Asimismo, podrán presentarse ante los registros y oficinas establecidos en el artículo 
16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

3. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con 
las administraciones públicas para la realización de cualquier trámite relacionado con las 
solicitudes dirigidas al Registro de la Propiedad Intelectual los sujetos a los que hace 
referencia el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

4. La inscripción de las obras, actuaciones o producciones tendrá lugar mediante la 
solicitud de cualquiera de los titulares de los derechos reconocidos en el texto refundido de 
la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de 
abril, o de sus representantes, de acuerdo con lo establecido en este reglamento.

Artículo 10.  Formalización de determinados actos y contratos.
1. Las solicitudes de inscripción de transmisión inter vivos de la titularidad de los 

derechos de explotación deberán acompañarse de alguno de los siguientes documentos:
a) Escritura pública de los documentos acreditativos de la transmisión o transmisiones.
b) Documento acreditativo de la transmisión o transmisiones, firmado tanto por el 

cedente como por el cesionario. En el caso de que dicho documento acreditativo fuese 
electrónico, deberá estar firmado con firmas electrónicas cualificadas. Si el documento 
estuviera redactado en soporte papel, las firmas deberán ser autenticadas por notario o 
notaria o por personal funcionario del Registro de la Propiedad Intelectual.

2. Si el cambio de titularidad se produjera por una fusión, escisión, disolución, resolución 
administrativa o decisión judicial, deberá acompañarse testimonio emanado por la autoridad 
que emita el documento o copia del documento que pruebe el cambio, autenticada o 
legitimada por notario o notaria o por personal funcionario del Registro de la Propiedad 
Intelectual.

De la misma manera se solicitará la inscripción o anotación de embargos y demás 
medidas judiciales.

3. La declaración para hacer constar que una obra determinada ha sido creada en virtud 
de relación laboral, de conformidad con lo establecido en los artículos 51.2 y 97.4 del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, 
de 12 de abril, deberá hacerla el propio autor asalariado. En el caso de que la declaración se 
recoja en un documento electrónico, la firma electrónica del autor asalariado deberá ser 
cualificada. Si el documento estuviera redactado en soporte papel, la firma deberá ser 
autenticada por notario o notaria o por funcionario o funcionaria del Registro de la Propiedad 
Intelectual.

4. En los supuestos de transmisiones mortis causa será necesario aportar la escritura 
pública de adjudicación y aceptación de la herencia o, en su defecto, el testamento del 
causante o la declaración de herederos, así como acreditar el pago del impuesto 
correspondiente, su presentación para la liquidación o su exención.

Sección 2.ª Solicitudes de inscripción

Artículo 11.  Legitimación para solicitar las inscripciones.
1. Están legitimados para solicitar las inscripciones:
a) Los autores y demás titulares originarios con respecto a los derechos de propiedad 

intelectual de la propia obra, actuación o producción de los que sean titulares.
b) Los sucesivos titulares de derechos de propiedad intelectual.
2. Las solicitudes podrán efectuarse directamente o mediante representante, en la forma 

prevista en el artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
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Artículo 12.  Requisitos comunes de las solicitudes de inscripción.
1. Las solicitudes de inscripción de los derechos, actos y contratos a que se refiere el 

artículo 1 se presentarán en la forma y lugares que establece el artículo 9.
2. Las solicitudes deberán contener la siguiente información, así como acompañarse de 

los documentos que se indican:
a) El nombre, los apellidos, la nacionalidad y el domicilio del titular o de los titulares de 

los derechos de propiedad intelectual que se pretenden inscribir, así como la identificación 
del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico, en que desea que se practique la 
notificación.

En caso de que la solicitud se presente de manera presencial y el titular o los titulares de 
los derechos de propiedad intelectual se opongan a que el registro consulte y verifique su 
identidad por medios electrónicos, deberán aportar copia de su documento nacional de 
identidad, o del documento equivalente acreditativo de dicha identidad, si se tratase de 
extranjeros.

Si el titular o los titulares de los derechos de propiedad intelectual fueran personas 
jurídicas, habrán de aportarse, además de los datos identificativos indicados, en cuanto 
procedan, el título que acredite su personalidad jurídica y el número de identificación fiscal.

Cuando la solicitud se efectúe por medio de representante este deberá presentar, 
además, el correspondiente documento acreditativo de su identidad y el documento que 
acredite la representación.

b) El objeto de propiedad intelectual.
c) La clase de obra, actuación o producción.
d) El título de la obra, actuación o producción.
e) En caso de que la obra, actuación o producción hubiera sido divulgada, su fecha de 

divulgación.
f) En el supuesto de que la obra, actuación o producción se divulgue bajo seudónimo, se 

hará constar este.
g) Una copia de la obra, actuación o producción en los casos previstos en el artículo 14.
h) La fecha de presentación de la solicitud.
i) La firma del solicitante o de su representante legal.
j) La acreditación, en su caso, del abono de la tasa correspondiente.
3. Los ejemplares identificativos de las obras, actuaciones o producciones se 

presentarán en formato digital. No obstante, en el caso de las solicitudes presenciales, si el 
tipo de obra lo permite, podrán presentarse, alternativamente, en soporte papel. En ambos 
casos los ejemplares estarán debidamente paginados e incluirán el título y nombre y 
apellidos de cada uno de los autores o titulares originarios. Si la obra se presenta en soporte 
papel, deberá estar debidamente encuadernada.

Artículo 13.  Requisitos de las solicitudes en supuestos especiales.
En los siguientes supuestos especiales, además de los requisitos establecidos en el 

artículo anterior, se hará constar en la solicitud y se aportarán los siguientes documentos:
a) En el caso de obra colectiva, la solicitud deberá contener la manifestación por la que 

se declara que la obra tiene carácter de colectiva, así como el nombre y apellidos o 
denominación de la persona natural o jurídica bajo cuya iniciativa y coordinación ha sido 
creada, y que, asimismo, la ha editado y divulgado, acompañándose el correspondiente 
ejemplar identificativo de la obra editada tal y como ha sido puesta a disposición del público.

Si la obra colectiva fuera un programa de ordenador, se entenderá divulgada o editada 
cuando haya sido comercializada o puesta a disposición del público o del cliente.

b) En el caso de obras compuestas o derivadas, se hará constar en el ejemplar 
identificativo de la obra el nombre y apellidos del autor o coautores de la obra preexistente, y 
se incluirá su autorización con firma electrónica cualificada

c) Si se tratase de obra escrita en caracteres no latinos, en la solicitud deberá hacerse 
constar el título original y la traducción de éste al castellano o, en su caso, a la lengua 
cooficial de la comunidad autónoma en que radique el registro territorial competente para 
practicar la inscripción.
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Se acompañará, además, para mejor identificación de la obra, un breve resumen del 
contenido de ésta, y el índice si lo hubiese, traducidos a la lengua que corresponda según lo 
indicado en el párrafo anterior.

Artículo 14.  Requisitos específicos de la solicitud para la identificación y descripción de las 
obras, actuaciones o producciones objeto de propiedad intelectual.

Sin perjuicio de lo establecido en los dos artículos precedentes, y a efectos de 
identificación y descripción de las obras, actuaciones o producciones objeto de propiedad 
intelectual, así como de la clase de obra, actuación o producción, se hará constar en la 
solicitud y se aportará, según la tipología de obra:

a) Para las obras literarias, científicas y dramáticas:
1.º Número de páginas y de volúmenes.
2.º Para las dramáticas, además, la duración aproximada.
3.º Un ejemplar o copia de la obra, en formato digital o en papel, en el caso de las 

solicitudes presenciales en las que se opte por este formato.
b) Para las composiciones musicales, con o sin letra:
1.º El género musical.
2.º Número de compases de la partitura y la duración aproximada.
3.º La plantilla instrumental y vocal, en su caso, de la obra.
4.º Un ejemplar de su partitura, en formato digital o en papel, en el caso de las 

solicitudes presenciales en las que se opte por este formato.
c) Para las coreografías y pantomimas:
1.º Una descripción por escrito del movimiento escénico.
2.º Una grabación de la obra en formato digital cuyo contenido pueda ser examinado por 

el registro.
d) Para las obras cinematográficas y demás obras audiovisuales:
1.º El nombre y apellidos del autor o autores, siendo estos los previstos en el artículo 87 

del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1996, de 12 de abril.

2.º El nombre y apellidos o denominación social del productor.
3.º Si el productor fuese el único autor se acompañará la declaración del productor en la 

que así se haga constar.
4.º El minutaje y, en su caso, idioma original de la versión definitiva, y los intérpretes 

principales.
5.º Una descripción por escrito de la obra.
6.º Una grabación de la obra en formato digital cuyo contenido pueda ser examinado por 

el registro.
e) Para las obras artísticas en general:
1.º El material y técnica empleados.
2.º Las dimensiones.
3.º Una copia o fotografía que permita su completa identificación, debiendo hacer constar 

en ella el título de la obra y el nombre y apellidos del autor, en formato digital o en papel, en 
el caso de las solicitudes presenciales en las que se opte por este formato.

En el supuesto de obras tridimensionales, tres fotografías en formato digital o en papel, 
en el caso de las solicitudes presenciales en las que se opte por este formato, como 
plasmación tridimensional de la obra, haciendo constar el título de la obra y el nombre y 
apellidos del autor.

4.º Para las obras fotográficas, memoria que detalle el objeto de propiedad intelectual de 
la creación original, en relación con su valor artístico.

f) Para los tebeos y cómics:
1.º El número de páginas y de volúmenes.
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2.º Un ejemplar o copia de la obra, en formato digital o en papel, en el caso de las 
solicitudes presenciales en las que se opte por este formato.

g) Para las demás obras plásticas:
1.º El material empleado.
2.º Las dimensiones.
3.º Tres fotografías en formato digital o en papel, en el caso de las solicitudes 

presenciales en las que se opte por este formato, como plasmación tridimensional de 
aquellas, haciendo constar en ellas el título de la obra y el nombre y apellidos del autor.

4.º Una memoria por escrito que detalle el objeto de propiedad intelectual de la creación 
original que incluya una descripción que facilite y mejore la identificación de la obra, así 
como los gráficos necesarios con la escala gráfica de referencia.

5.º Asimismo, si la naturaleza de la obra lo requiere, se acompañará una grabación en 
formato digital cuyo contenido pueda ser examinado por el registro.

h) Para los proyectos, planos, maquetas y diseños de obras de arquitectura e ingeniería:
1.º Un extracto o descripción por escrito que permita su identificación, incluyéndose los 

planos y gráficos necesarios, con la escala gráfica de referencia.
2.º Si el proyecto hubiese sido visado por el colegio oficial de ingenieros o arquitectos 

correspondiente, podrán indicarse el número y la fecha de dicho visado.
3.º Se acompañará una copia del proyecto, en formato digital o en papel, en el caso de 

las solicitudes presenciales en las que se opte por este formato, cuyo contenido pueda ser 
examinado por el registro.

4.º En el caso de las maquetas, se indicará la escala y se presentarán tres fotografías en 
formato digital o en papel, en el caso de las solicitudes presenciales en las que se opte por 
este formato, como plasmación tridimensional de lo proyectado, haciéndose constar el título 
de la obra y el nombre y apellidos del autor.

i) Para los gráficos, mapas y diseños relativos a la topografía, la geografía y, en general, 
a la ciencia:

1.º Las dimensiones o escala.
2.º Una copia que permita su completa identificación, en formato digital o en papel, en el 

caso de las solicitudes presenciales en las que se opte por este formato.
j) Para los programas de ordenador:
1.º La totalidad del código fuente en formato digital cuyo contenido pueda ser examinado 

por el registro.
2.º El ejecutable del programa. Si no se presentase este, deberá justificarse esta 

circunstancia en la memoria a la que se refiere el apartado siguiente.
3.º Una memoria que contenga una breve descripción del programa, el lenguaje de 

programación, el entorno operativo, un diagrama de flujo y el listado de ficheros.
k) Para las bases de datos:
1.º Una memoria descriptiva de la base de datos, haciendo referencia a su contenido, 

estructura, criterios sistemáticos y metódicos de ordenación y forma de consulta de los 
datos.

2.º Podrá también acompañarse una grabación de la base de datos en formato digital 
cuyo contenido pueda ser examinado por el registro.

l) Para páginas web y obras multimedia:
1.º Una descripción por escrito que relacione de forma individualizada cada creación 

para la que se solicita el registro, identificada con el nombre del fichero informático que la 
contiene, título y nombre y apellidos de su autor.

2.º Los requisitos específicos, de conformidad con lo establecido en este artículo, para la 
identificación y descripción de las obras, actuaciones o producciones contenidas en la 
página web u obra multimedia.

3.º Una copia de la página web u obra multimedia en formato digital, cuyo contenido 
pueda ser examinado por el registro.
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m) Para las actuaciones de artistas intérpretes o ejecutantes:
1.º Una descripción por escrito de la interpretación, actuación o ejecución.
2.º El lugar y fecha de la interpretación, actuación o ejecución y, en su caso, fecha de la 

divulgación de la grabación de ésta.
3.º El título y autor de la obra interpretada.
4.º Una grabación en formato digital cuyo contenido pueda ser examinado por el registro.
n) Para las producciones fonográficas:
1.º El título y, en su caso, el autor de la obra fijada en el fonograma.
2.º El nombre de los principales artistas intérpretes o ejecutantes.
3.º Declaración del productor acreditando que dispone de las autorizaciones de los 

artistas intérpretes o ejecutantes.
4.º Sistema de grabación.
5.º Fecha de la grabación y de la divulgación.
6.º Una copia del fonograma en formato digital.
ñ) Para las producciones de grabaciones audiovisuales:
1.º El nombre y apellidos del autor o autores de la obra audiovisual.
2.º La fecha de realización y de la divulgación de la grabación.
3.º Una descripción por escrito de la producción.
4.º La grabación en formato digital cuyo contenido pueda ser examinado por el registro.
o) Para las meras fotografías:
1.º Una copia de la mera fotografía, en formato digital o en papel, en el caso de las 

solicitudes presenciales en las que se opte por este formato.
2.º La fecha de realización de la mera fotografía o de su reproducción.
p) Para las producciones editoriales previstas en el artículo 129 del texto refundido de la 

Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril:
1.º El nombre y apellidos del autor, si fuera conocido.
2.º El año de entrada de la obra en el dominio público.
3.º El número de páginas, volúmenes y formato.
4.º La fecha de la divulgación o publicación, según el caso.
5.º Un ejemplar o copia de la producción editorial, en formato digital o en papel, en el 

caso de las solicitudes presenciales en las que se opte por este formato.
q) Para cualesquiera otras obras o producciones protegidas no incluidas en los 

apartados anteriores, se exigirán aquellos datos o documentos que, en cada caso, se 
estimen necesarios para la mejor identificación y determinación del objeto de inscripción de 
la obra, en formato digital o en papel, en el caso de las solicitudes presenciales en las que 
sea posible optar por este formato.

r) En todo caso, el registro podrá solicitar toda aquella documentación complementaria, 
adecuada al supuesto que se trate, que le sirva para aclarar y facilitar la calificación de los 
derechos inscribibles.

Artículo 15.  Registro competente para practicar la inscripción.
1. Para la primera inscripción de los derechos de propiedad intelectual que los autores y 

demás titulares insten, será competente el registro territorial de la comunidad o ciudad 
autónoma en la que se presente la solicitud.

2. La competencia para efectuar las inscripciones sucesivas referentes a los derechos de 
propiedad intelectual sobre una misma obra, actuación o producción corresponderá al 
registro en el que se hubiese efectuado la primera inscripción.

Sección 3.ª Solicitudes de anotación preventiva

Artículo 16.  Legitimación para solicitar anotaciones preventivas.
1. Podrán pedir la anotación preventiva de su derecho:
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a) El que obtenga a su favor mandamiento judicial ordenando la anotación preventiva de 
demanda sobre la titularidad de derechos inscribibles.

b) El que obtuviera a su favor un mandamiento de embargo que se haya hecho efectivo 
en derechos de propiedad intelectual del deudor sin perjuicio de lo establecido en la 
legislación vigente sobre hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento de posesión.

c) El que obtuviera sentencia ejecutoria que pueda hacerse efectiva sobre derechos de 
propiedad intelectual.

d) El que, demandando en juicio ordinario el cumplimiento de cualquier obligación, 
obtuviera resolución judicial ordenando el secuestro o prohibiendo la transmisión del derecho 
controvertido.

e) El que acredite la presentación de la demanda con objeto de impugnar la denegación 
registral de la inscripción de un derecho de propiedad intelectual.

f) Los herederos respecto de su derecho sucesorio cuando no se haga especial 
adjudicación entre ellos de bienes concretos, cuotas o partes indivisas de éstos.

g) El que en cualquier otro caso tuviese derecho a exigirla conforme a lo dispuesto en las 
leyes.

2. Si el derecho sobre el que recae la anotación preventiva no estuviera inscrito, el juez 
que, en su caso, dicte la medida aseguratoria podrá instar la inscripción del derecho.

3. Para practicar dichas anotaciones preventivas la competencia registral se regirá por lo 
dispuesto en el artículo 15.

4. Las anotaciones preventivas se extinguen por su cancelación, por caducidad o por su 
conversión en inscripción. La extinción de las anotaciones preventivas podrá ser total o 
parcial.

Artículo 17.  Procedimiento y plazos de caducidad.
El procedimiento para practicar la anotación preventiva y para su cancelación, así como 

los plazos de caducidad de las anotaciones preventivas se regirán por lo establecido en la 
legislación hipotecaria en cuanto sea compatible.

CAPÍTULO III
Procedimiento de actuación del registro

Artículo 18.  Admisión de la solicitud.
1. Una vez presentada cualquier solicitud, el registro competente que la reciba la admitirá 

haciendo constar en ella la fecha, hora y minuto de la presentación.
2. Al solicitante se le expedirá justificante de la presentación.

Artículo 19.  Subsanación de defectos.
1. Si la solicitud presentada no cumpliera alguno de los requisitos necesarios, o si, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 del Reglamento de actuación y funcionamiento 
del sector público por medios electrónicos, aprobado por Real Decreto 203/2021, de 30 de 
marzo, existiera la obligación del interesado de relacionarse con la Administración a través 
de medios electrónicos, y aquel no los hubiese utilizado, el registro requerirá al solicitante 
para que subsane la falta en la forma y el plazo establecidos en el artículo 68 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre.

2. En el escrito de requerimiento se pondrá de manifiesto al interesado que, de no 
cumplimentarlo en sus propios términos, se le tendrá por desistido de su petición, previa 
resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre.

Artículo 20.  Solicitudes incompatibles.
1. Si se advirtiese que han sido presentadas dos o más solicitudes incompatibles 

referidas a derechos sobre una misma obra, actuación o producción, se comunicará tal 
circunstancia a los interesados, para que en el plazo de quince días hábiles manifiesten lo 
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que convenga a su derecho y aporten las pruebas y documentos que estimen oportunos. A 
la vista de las alegaciones presentadas y de la legalidad de los actos y contratos relativos a 
los derechos inscribibles, la persona titular del registro competente resolverá lo que mejor 
proceda en derecho.

2. Cuando la incompatibilidad se advierta entre una inscripción ya practicada y una 
solicitud de inscripción, ésta será denegada de conformidad con lo establecido en el artículo 
26, excepto cuando proceda una rectificación de los asientos, en cuyo caso se estará a lo 
que disponga la resolución judicial correspondiente.

Artículo 21.  Calificación.
1. La persona titular del registro competente calificará las solicitudes presentadas y la 

legalidad de los actos y contratos relativos a los derechos inscribibles, y resolverá acordando 
practicar, suspender o denegar la inscripción.

2. La calificación y la resolución habrán de adoptarse en función de lo que resulte del 
contenido de los actos y contratos, así como de los asientos del registro.

3. Para la calificación de las solicitudes presentadas el registro podrá requerir en 
cualquier momento al interesado cuantas aclaraciones estime necesarias, con el fin de 
posibilitar la inscripción solicitada.

Artículo 22.  Tracto sucesivo.
1. Las inscripciones recogerán la titularidad de los derechos de propiedad intelectual, 

desde la primera inscripción hasta su paso al dominio público.
2. Los actos y contratos por los que se transmitan o modifiquen derechos de propiedad 

intelectual sólo podrán ser inscritos o anotados en el registro, previa solicitud, acompañando 
a la instancia el documento acreditativo de la transmisión si el cedente fuese el autor o titular 
originario, o los acreditativos de las transmisiones sucesivas de las que trae causa el 
derecho cuya inscripción se solicita.

A estos efectos, el solicitante justificará documentalmente el acto o contrato de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 10.

3. La acreditación del tracto sucesivo también podrá verificarse mediante expediente 
judicial de dominio.

CAPÍTULO IV
Resolución de las solicitudes y vías de impugnación

Artículo 23.  Resolución: Plazo y notificación.
1. En el plazo máximo de seis meses, contados desde la fecha en que la solicitud haya 

tenido entrada en el registro electrónico de la administración u organismo competente para 
su tramitación, la persona titular del registro territorial las resolverá de forma expresa 
acordando practicar o denegar la inscripción y las notificará a los interesados, en aplicación 
del artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver y notificar la resolución se podrá 
suspender en los supuestos y con los efectos previstos en el artículo 22 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre.

3. Las resoluciones del titular del registro serán notificadas a los interesados en la forma 
establecida en los artículos 42 y 43 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

4. De acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en 
los procedimientos iniciados a solicitud del interesado el vencimiento del plazo máximo sin 
haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla 
estimada por silencio administrativo.

Artículo 24.  Vías de impugnación.
1. Contra las resoluciones de la persona titular del registro competente acordando la 

inscripción, la suspensión o la denegación y fundadas en la validez o invalidez de los títulos, 
en la capacidad de las partes o en la existencia, inexistencia o incompatibilidad de los 
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derechos inscribibles, así como en cualquier otra cuestión jurídica, se podrán ejercitar ante la 
jurisdicción civil las acciones procedentes de conformidad con lo establecido en el artículo 
145.2 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

2. Contra las resoluciones y los actos de trámite que tengan su fundamento en la 
aplicación de normas de procedimiento administrativo, los interesados podrán interponer los 
recursos que correspondan en vía administrativa, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 112 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

3. Si la inscripción, denegación o suspensión acordada por el titular del registro se basa 
simultáneamente en causas previstas en los apartados 1 y 2, la vía de impugnación 
procedente será la civil.

CAPÍTULO V
Inscripciones

Artículo 25.  Forma y contenido de la inscripción registral.
1. Las inscripciones se practicarán en todo caso en formato electrónico y se ajustarán en 

su forma al modelo que apruebe la Comisión de Coordinación de los Registros.
2. La inscripción expresará:
a) El número del asiento registral.
b) El título de la obra, actuación o producción.
c) El objeto de propiedad intelectual.
d) La clase de obra, actuación o producción.
e) Los datos identificativos del autor o del titular originario.
f) Los derechos que se inscriben, su extensión y condiciones si las hubiera.
g) El titular o titulares de los derechos patrimoniales con expresión de sus datos 

identificativos.
h) Si existiera, el título que contiene el derecho que se inscribe, su fecha y el tribunal, 

juzgado o notario que, en su caso, lo autorice.
i) Fecha hora y minuto de presentación de la solicitud de inscripción.
j) El número de entrada que se le hubiese asignado.
k) La fecha a partir de la cual la inscripción comienza a surtir efectos.
3. Se asignarán números diferentes y correlativos a cada obra, actuación o producción 

que se presente para inscripción, dentro de cada año natural.
4. Las sucesivas inscripciones de derechos sobre una obra, actuación o producción 

estarán diferenciadas con ordinales correlativos a partir de la primera.
5. Los asientos registrales en soporte electrónico serán firmados con firma electrónica 

cualificada y con sello de tiempo.

Artículo 26.  Eficacia de la inscripción.
1. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que los derechos inscritos existen y 

pertenecen a su titular en la forma determinada en los asientos respectivos.
2. La inscripción surtirá efecto desde la fecha de presentación de la solicitud, salvo en el 

caso de subsanación de defectos que afecten a la validez de los actos y contratos 
inscribibles, en el que dicho efecto se producirá desde la fecha de presentación del 
documento de subsanación.

3. Inscrito o anotado en el registro cualquier derecho, acto o contrato objeto de aquél, no 
podrá inscribirse o anotarse ningún otro de igual, anterior o posterior fecha, que se le oponga 
o sea incompatible, salvo resolución judicial en contrario.

Artículo 27.  Extinción de la inscripción.
1. Las inscripciones se extinguirán, en todo o en parte, por su cancelación.
2. La cancelación tendrá lugar:
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a) A petición del autor o titular del derecho inscrito, en relación con la inscripción en la 
que figure como titular registral, a condición de que no se vean perjudicados derechos de 
terceros.

A tal efecto, el autor o titular del derecho inscrito presentará, junto con la solicitud de 
cancelación de inscripción registral, una declaración en que conste:

1.º Que es el único autor o titular de los derechos de propiedad intelectual sobre la obra 
para la que solicita la cancelación de la inscripción registral de los derechos, indicando el 
título de la obra y el número de registro correspondiente.

2.º Que no ha realizado ninguna transmisión de los derechos de propiedad intelectual a 
terceras personas sobre la indicada obra.

3.º Que no tiene conocimiento de haber producido perjuicios a terceros por la inscripción 
que en su día se practicó, ni que se vayan a producir por la cancelación que se solicita.

En el caso de coautoría, la declaración será firmada por todos los coautores. En el caso 
de que la declaración se recoja en un documento electrónico, las firmas electrónicas deberán 
ser cualificadas.

b) Por la declaración de nulidad del acto o contrato en virtud del cual se ostente el 
derecho inscrito.

c) Por resolución judicial firme.
3. En lo relativo al procedimiento para la cancelación, se estará a lo establecido en la 

legislación hipotecaria, en cuanto sea compatible.
4. Los ejemplares de las obras, actuaciones o producciones presentadas de acuerdo con 

el artículo 14 se conservarán en poder del registro correspondiente y no podrán ser 
devueltos a los autores o titulares en caso de extinción de la inscripción.

Artículo 28.  Modificación del asiento registral.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 109.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

la persona titular del registro competente podrá rectificar en cualquier momento, de oficio o a 
instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus 
actos.

2. Asimismo, la persona titular del registro competente podrá, a instancia de los 
interesados, o deberá por mandamiento judicial, modificar, los datos identificativos del autor 
o titular originario contenidos en el asiento registral, sin modificar en ningún caso los 
restantes datos que recoge el artículo 25.2 de este reglamento ni el ejemplar identificativo de 
la obra.

CAPÍTULO VI
Publicidad registral

Artículo 29.  Publicidad de los asientos registrales.
1. El contenido de los asientos registrales será público. Dicha publicidad tendrá lugar 

mediante certificación, con eficacia probatoria, del contenido de los asientos. También podrá 
darse publicidad, con valor simplemente informativo, mediante nota simple.

2. El Registro facilitará el acceso por medios electrónicos con valor informativo, al 
contenido de los asientos registrales.

Artículo 30.  Publicidad de los expedientes.
1. El expediente estará conformado por todos los documentos relativos a la solicitud de 

inscripción, así como por el ejemplar identificativo de la obra que se acompaña.
2. La consulta directa de los expedientes archivados en los registros, a excepción del 

ejemplar identificativo de la obra o creación, que no podrá ser objeto de consulta directa, 
solamente podrá efectuarse, además de por el titular o los titulares del derecho de propiedad 
intelectual, por terceros que acrediten un interés legítimo, en los términos previstos en el 
artículo 13 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
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3. La expedición de certificaciones y consulta de documentos contenidos en los 
expedientes, o del nombre del autor o coautores de las obras divulgadas mediante 
seudónimo, signo o anónimamente, quedará limitada a aquellas personas que acrediten un 
interés directo.

4. A los efectos de lo señalado en el artículo 101 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, los 
únicos elementos de los expedientes relativos a los programas de ordenador susceptibles de 
consulta pública serán los que consten en el asiento registral correspondiente.

Artículo 31.  Acceso a los ejemplares identificativos de las obras.
1. No se permitirá el acceso al ejemplar identificativo de las obras, salvo en los casos 

establecidos en los siguientes apartados.
2. El Registro permitirá a los autores y titulares de los derechos de propiedad intelectual 

de una obra el acceso al ejemplar identificativo de la misma, mediante la solicitud de 
expedición de copia certificada.

En el caso de los programas de ordenador, solo se permitirá el acceso al ejemplar 
identificativo de la obra al titular o titulares de los derechos de explotación de la obra, 
mediante la solicitud de expedición de copia certificada.

3. Cuando existan varios autores o titulares de una obra, cualquiera de los coautores o 
cotitulares tendrá acceso a la parte de la obra de la que son autores o titulares mediante la 
solicitud de expedición de copia certificada de dicha parte.

Si la participación en la autoría o titularidad de la obra se expresa mediante un 
porcentaje de los derechos de propiedad intelectual sobre la misma, cualquiera de los 
autores o titulares podrá solicitar el acceso al ejemplar identificativo de la obra mediante la 
expedición de copia certificada.

El acceso al ejemplar identificativo de los programas de ordenador requerirá que la 
expedición de copia certificada sea solicitada de forma conjunta por todos los titulares de los 
derechos de explotación de la obra.

La obtención de la copia certificada por parte de uno de los coautores o cotitulares de 
una obra no implicará modificación alguna de la titularidad de los derechos de propiedad 
intelectual de la referida obra, que pertenecerán a los distintos autores o titulares en el 
porcentaje que conste en el asiento registral.

4. A los efectos de lo establecido en el presente artículo, se considerará que forman 
parte del ejemplar identificativo de las obras las memorias y descripciones explicativas o 
justificativas que se requieren para determinados tipos de obras, interpretaciones o 
producciones, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.

5. Se permitirá el acceso a los ejemplares identificativos de las obras en dominio público 
con fines de investigación mediante la expedición de copias certificadas.

En el caso de que las obras sean inéditas, el solicitante de la copia certificada del 
ejemplar identificativo deberá presentar expresa renuncia a los derechos que atribuye al 
divulgador el artículo 129.1 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.
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§ 14

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995

Última modificación: 28 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-1995-25444

[ . . . ]
Artículo 143 bis.  

La distribución o difusión pública a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra 
tecnología de la información o de la comunicación de contenidos específicamente destinados 
a promover, fomentar o incitar al suicidio de personas menores de edad o personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección será castigada con la pena de prisión de 
uno a cuatro años.

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la 
retirada de los contenidos a los que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los 
servicios que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para el bloqueo de unos y 
otros cuando radiquen en el extranjero.

[ . . . ]
Artículo 156 quater.  

A las personas condenadas por la comisión de uno o más delitos comprendidos en este 
Título, cuando la víctima fuere alguna de las personas a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 173, se les podrá imponer además una medida de libertad vigilada.

Artículo 156 quinquies.  
A las personas condenadas por la comisión de alguno de los delitos previstos en los 

artículos 147.1, 148, 149, 150 y 153 en los que la víctima sea una persona menor de edad 
se les podrá imponer, además de las penas que procedan, la pena de inhabilitación especial 
para cualquier profesión, oficio u otras actividades, sean o no retribuidos, que conlleve 
contacto regular y directo con personas menores de edad, por un tiempo superior entre tres 
y cinco años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en la sentencia o 
por un tiempo de dos a cinco años cuando no se hubiere impuesto una pena de prisión, en 
ambos casos se atenderá proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los 
delitos cometidos y a las circunstancias que concurran en la persona condenada.
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[ . . . ]
TÍTULO XIII

Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico

[ . . . ]
CAPÍTULO XI

De los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a 
los consumidores

Sección 1.ª De los delitos relativos a la propiedad intelectual

Artículo 270.  
1. Será castigado con la pena de prisión de seis meses a cuatro años y multa de doce a 

veinticuatro meses el que, con ánimo de obtener un beneficio económico directo o indirecto y 
en perjuicio de tercero, reproduzca, plagie, distribuya, comunique públicamente o de 
cualquier otro modo explote económicamente, en todo o en parte, una obra o prestación 
literaria, artística o científica, o su transformación, interpretación o ejecución artística fijada 
en cualquier tipo de soporte o comunicada a través de cualquier medio, sin la autorización de 
los titulares de los correspondientes derechos de propiedad intelectual o de sus cesionarios.

2. La misma pena se impondrá a quien, en la prestación de servicios de la sociedad de la 
información, con ánimo de obtener un beneficio económico directo o indirecto, y en perjuicio 
de tercero, facilite de modo activo y no neutral y sin limitarse a un tratamiento meramente 
técnico, el acceso o la localización en internet de obras o prestaciones objeto de propiedad 
intelectual sin la autorización de los titulares de los correspondientes derechos o de sus 
cesionarios, en particular ofreciendo listados ordenados y clasificados de enlaces a las obras 
y contenidos referidos anteriormente, aunque dichos enlaces hubieran sido facilitados 
inicialmente por los destinatarios de sus servicios.

3. En estos casos, el juez o tribunal ordenará la retirada de las obras o prestaciones 
objeto de la infracción. Cuando a través de un portal de acceso a internet o servicio de la 
sociedad de la información, se difundan exclusiva o preponderantemente los contenidos 
objeto de la propiedad intelectual a que se refieren los apartados anteriores, se ordenará la 
interrupción de la prestación del mismo, y el juez podrá acordar cualquier medida cautelar 
que tenga por objeto la protección de los derechos de propiedad intelectual.

Excepcionalmente, cuando exista reiteración de las conductas y cuando resulte una 
medida proporcionada, eficiente y eficaz, se podrá ordenar el bloqueo del acceso 
correspondiente.

4. En los supuestos a que se refiere el apartado 1, la distribución o comercialización 
ambulante o meramente ocasional se castigará con una pena de prisión de seis meses a dos 
años.

No obstante, atendidas las características del culpable y la reducida cuantía del beneficio 
económico obtenido o que se hubiera podido obtener, siempre que no concurra ninguna de 
las circunstancias del artículo 271, el Juez podrá imponer la pena de multa de uno a seis 
meses o trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a sesenta días.

5. Serán castigados con las penas previstas en los apartados anteriores, en sus 
respectivos casos, quienes:

a) Exporten o almacenen intencionadamente ejemplares de las obras, producciones o 
ejecuciones a que se refieren los dos primeros apartados de este artículo, incluyendo copias 
digitales de las mismas, sin la referida autorización, cuando estuvieran destinadas a ser 
reproducidas, distribuidas o comunicadas públicamente.

b) Importen intencionadamente estos productos sin dicha autorización, cuando 
estuvieran destinados a ser reproducidos, distribuidos o comunicados públicamente, tanto si 
éstos tienen un origen lícito como ilícito en su país de procedencia; no obstante, la 
importación de los referidos productos de un Estado perteneciente a la Unión Europea no 

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 14  Ley Orgánica del Código Penal [parcial]

– 214 –



será punible cuando aquellos se hayan adquirido directamente del titular de los derechos en 
dicho Estado, o con su consentimiento.

c) Favorezcan o faciliten la realización de las conductas a que se refieren los apartados 1 
y 2 de este artículo eliminando o modificando, sin autorización de los titulares de los 
derechos de propiedad intelectual o de sus cesionarios, las medidas tecnológicas eficaces 
incorporadas por éstos con la finalidad de impedir o restringir su realización.

d) Con ánimo de obtener un beneficio económico directo o indirecto, con la finalidad de 
facilitar a terceros el acceso a un ejemplar de una obra literaria, artística o científica, o a su 
transformación, interpretación o ejecución artística, fijada en cualquier tipo de soporte o 
comunicado a través de cualquier medio, y sin autorización de los titulares de los derechos 
de propiedad intelectual o de sus cesionarios, eluda o facilite la elusión de las medidas 
tecnológicas eficaces dispuestas para evitarlo.

6. Será castigado también con una pena de prisión de seis meses a tres años quien 
fabrique, importe, ponga en circulación o posea con una finalidad comercial cualquier medio 
principalmente concebido, producido, adaptado o realizado para facilitar la supresión no 
autorizada o la neutralización de cualquier dispositivo técnico que se haya utilizado para 
proteger programas de ordenador o cualquiera de las otras obras, interpretaciones o 
ejecuciones en los términos previstos en los dos primeros apartados de este artículo.

Artículo 271.  
Se impondrá la pena de prisión de dos a seis años, multa de dieciocho a treinta y seis 

meses e inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión relacionada con el delito 
cometido, por un período de dos a cinco años, cuando se cometa el delito del artículo 
anterior concurriendo alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que el beneficio obtenido o que se hubiera podido obtener posea especial 
trascendencia económica.

b) Que los hechos revistan especial gravedad, atendiendo el valor de los objetos 
producidos ilícitamente, el número de obras, o de la transformación, ejecución o 
interpretación de las mismas, ilícitamente reproducidas, distribuidas, comunicadas al público 
o puestas a su disposición, o a la especial importancia de los perjuicios ocasionados.

c) Que el culpable perteneciere a una organización o asociación, incluso de carácter 
transitorio, que tuviese como finalidad la realización de actividades infractoras de derechos 
de propiedad intelectual.

d) Que se utilice a menores de 18 años para cometer estos delitos.

Artículo 272.  
1. La extensión de la responsabilidad civil derivada de los delitos tipificados en los dos 

artículos anteriores se regirá por las disposiciones de la Ley de Propiedad Intelectual 
relativas al cese de la actividad ilícita y a la indemnización de daños y perjuicios.

2. En el supuesto de sentencia condenatoria, el Juez o Tribunal podrá decretar la 
publicación de ésta, a costa del infractor, en un periódico oficial.

[ . . . ]
Sección 5.ª Disposiciones comunes a las secciones anteriores

 

Artículo 287.  
1. Para proceder por los delitos previstos en la Sección 3ª de este Capítulo, excepto los 

previstos en los artículos 284 y 285, será necesaria denuncia de la persona agraviada o de 
sus representantes legales. Cuando aquella sea menor de edad, persona con discapacidad 
necesitada de especial protección o una persona desvalida, también podrá denunciar el 
Ministerio Fiscal.

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior cuando la comisión del 
delito afecte a los intereses generales o a una pluralidad de personas.
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Artículo 288.  
En los supuestos previstos en los artículos anteriores se dispondrá la publicación de la 

sentencia en los periódicos oficiales y, si lo solicitara el perjudicado, el juez o tribunal podrá 
ordenar su reproducción total o parcial en cualquier otro medio informativo, a costa del 
condenado.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 
responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

1.º En el caso de los delitos previstos en los artículos 270, 271, 273, 274, 275, 276, 283 y 
286:

a) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, o que se hubiera podido obtener, 
si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos 
años.

b) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, favorecido o que se hubiera podido 
obtener, en el resto de los casos.

2.º En el caso de los delitos previstos en los artículos 277, 278, 279, 280, 281, 282, 282 
bis, 284, 285, 285 bis, 285 quater y 286 bis al 286 quater:

a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido o que se 
hubiere podido obtener si la cantidad resultante fuese más elevada, cuando el delito 
cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de 
libertad.

b) Multa de seis meses a dos años, o del tanto al duplo del beneficio obtenido o que se 
hubiere podido obtener si la cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

3.º Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

[ . . . ]
TÍTULO XVI BIS

De los delitos contra los animales

Artículo 340 bis.  
1. Será castigado con la pena de prisión de tres a dieciocho meses o multa de seis a 

doce meses y con la pena de inhabilitación especial de uno a tres años para el ejercicio de 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales el que fuera de las actividades legalmente reguladas y por cualquier medio o 
procedimiento, incluyendo los actos de carácter sexual, cause a un animal doméstico, 
amansado, domesticado o que viva temporal o permanentemente bajo el control humano 
lesión que requiera tratamiento veterinario para el restablecimiento de su salud.

Si las lesiones del apartado anterior se causaren a un animal vertebrado no incluido en el 
apartado anterior, se impondrá la pena de prisión de tres a doce meses o multa de tres a 
seis meses, además de la pena de inhabilitación especial de uno a tres años para el ejercicio 
de la profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Si el delito se hubiera cometido utilizando armas de fuego, el juez o tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena de privación del derecho a tenencia y porte de armas por un 
tiempo de uno a cuatro años.

2. Las penas previstas en el apartado anterior se impondrán en su mitad superior cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias agravantes:

a) Utilizar armas, instrumentos, objetos, medios, métodos o formas que pudieran resultar 
peligrosas para la vida o salud del animal.

b) Ejecutar el hecho con ensañamiento.
c) Causar al animal la pérdida o la inutilidad de un sentido, órgano o miembro principal.
d) Realizar el hecho por su propietario o quien tenga confiado el cuidado del animal.
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e) Ejecutar el hecho en presencia de un menor de edad o de una persona especialmente 
vulnerable.

f) Ejecutar el hecho con ánimo de lucro.
g) Cometer el hecho para coaccionar, intimidar, acosar o producir menoscabo psíquico a 

quien sea o haya sido cónyuge o a persona que esté o haya estado ligada al autor por una 
análoga relación de afectividad, aun sin convivencia.

h) Ejecutar el hecho en un evento público o difundirlo a través de tecnologías de la 
información o la comunicación.

i) Utilizar veneno, medios explosivos u otros instrumentos o artes de similar eficacia 
destructiva o no selectiva.

3. Cuando, con ocasión de los hechos previstos en el apartado primero de este artículo, 
se cause la muerte de un animal doméstico, amansado, domesticado o que viva temporal o 
permanentemente bajo el control humano, se impondrá la pena de prisión de doce a 
veinticuatro meses, además de la pena de inhabilitación especial de dos a cuatro años para 
el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la 
tenencia de animales.

Cuando, con ocasión de los hechos previstos en el apartado primero de este artículo, se 
cause muerte de un animal vertebrado no incluido en el apartado anterior, se impondrá la 
pena de prisión de seis a dieciocho meses o multa de dieciocho a veinticuatro meses, 
además de la pena de inhabilitación especial de dos a cuatro años para el ejercicio de la 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Si el delito se hubiera cometido utilizando armas de fuego, el juez o tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena de privación del derecho a tenencia y porte de armas por un 
tiempo de dos a cinco años.

Cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado anterior, el juez o 
tribunal impondrá las penas en su mitad superior.

4. Si las lesiones producidas no requiriesen tratamiento veterinario o se hubiere 
maltratado gravemente al animal sin causarle lesiones, se impondrá una pena de multa de 
uno a dos meses o trabajos en beneficio de la comunidad de uno a treinta días. Asimismo, 
se impondrá la pena de inhabilitación especial de tres meses a un año para el ejercicio de 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Artículo 340 ter.  
Quien abandone a un animal vertebrado que se encuentre bajo su responsabilidad en 

condiciones en que pueda peligrar su vida o integridad será castigado con una pena de 
multa de uno a seis meses o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a 
noventa días. Asimismo, se impondrá la pena de inhabilitación especial de uno a tres años 
para el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la 
tenencia de animales.

Artículo 340 quater.  
1. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este título, se le impondrán las siguientes penas:
a) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista en la 

ley una pena de prisión superior a dos años.
b) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.
2. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, en los supuestos de 

responsabilidad de personas jurídicas los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las 
penas recogidas en el artículo 33.7, párrafos b) a g).
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Artículo 340 quinquies.  
Los jueces o tribunales podrán adoptar motivadamente cualquier medida cautelar 

necesaria para la protección de los bienes tutelados en este Título, incluyendo cambios 
provisionales sobre la titularidad y cuidado del animal.

Cuando la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio o comercio 
que tenga relación con los animales y para la tenencia de animales recaiga sobre la persona 
que tuviera a asignada la titularidad o cuidado del animal maltratado, el juez o tribunal, de 
oficio o a instancia de parte, adoptará las medidas pertinentes respecto a la titularidad y el 
cuidado del animal.

[ . . . ]
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§ 15

Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 307, de 24 de diciembre de 2002
Última modificación: 20 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2002-25039

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La importancia alcanzada en los últimos años por el denominado «tercer sector», así 

como la experiencia acumulada desde la aprobación de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, 
de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés 
General, hace necesaria una nueva regulación de los incentivos fiscales que se contenían en 
el Título II de la citada norma legal.

Cuando en 1994 se promulgó la citada Ley 30/1994, el legislador ya era consciente de 
las dimensiones alcanzadas por el fenómeno de la participación privada en actividades de 
interés general, en sus diversas formas jurídicas, si bien no pudo prever entonces que dicho 
fenómeno, lejos de atenuar su crecimiento, tendría en España un gran desarrollo en menos 
de una década.

La consecuencia lógica de este desarrollo ha sido que el marco normativo fiscal 
diseñado en el Título II de la Ley 30/1994 ha quedado desfasado, siendo necesario un nuevo 
régimen fiscal para las entidades sin fines lucrativos que, adaptado a la presente realidad, 
flexibilice los requisitos para acogerse a los incentivos que prevé esta Ley y dote de 
seguridad jurídica suficiente a tales entidades en el desarrollo de las actividades que realicen 
en cumplimiento de los fines de interés general que persiguen.

La finalidad que persigue la Ley es más ambiciosa que la mera regulación de un régimen 
fiscal propio de las entidades sin fines lucrativos, ya que, como su propio título indica, esta 
norma viene a establecer también el conjunto de incentivos que son aplicables a la actividad 
de mecenazgo realizada por particulares. En efecto, si bien la Ley 30/1994 contenía ya una 
serie de preceptos destinados a estimular la participación del sector privado en las 
actividades de interés general, la realidad permite constatar que su eficacia ha sido limitada.
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Se hace necesaria, por tanto, una Ley como la presente, que ayude a encauzar los 
esfuerzos privados en actividades de interés general de un modo más eficaz, manteniendo y 
ampliando algunos de los incentivos previstos en la normativa anterior y estableciendo otros 
nuevos, más acordes con las nuevas formas de participación de la sociedad en la 
protección, el desarrollo y el estímulo del interés general.

En consecuencia, esta Ley, dictada al amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución y 
sin perjuicio de los regímenes tributarios forales, tiene una finalidad eminentemente 
incentivadora de la colaboración particular en la consecución de fines de interés general, en 
atención y reconocimiento a la cada vez mayor presencia del sector privado en la tarea de 
proteger y promover actuaciones caracterizadas por la ausencia de ánimo de lucro, cuya 
única finalidad es de naturaleza general y pública.

II
La Ley está estructurada en tres Títulos, veintisiete artículos y las correspondientes 

disposiciones adicionales, transitorias, derogatoria y finales.
El Título I define el objeto de la Ley y su ámbito de aplicación, introduciendo, como 

novedad, una mención expresa a los regímenes forales en vigor en la Comunidad Autónoma 
del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra, así como a los convenios y tratados 
internacionales que han pasado a formar parte del ordenamiento interno español.

En el Título II se regula el régimen fiscal especial aplicable a las entidades sin fines 
lucrativos, el cual se apoya sobre tres pilares básicos: el concepto de entidad sin fines 
lucrativos a los efectos de la Ley, la tributación de dichas entidades por el Impuesto sobre 
Sociedades y la fiscalidad en materia de tributos locales.

Así, se fijan unas normas generales en virtud de las cuales se establece el concepto de 
entidad sin fines lucrativos a efectos de esta Ley.

El régimen fiscal especial es voluntario, de tal manera que podrán aplicarlo las entidades 
que, cumpliendo determinados requisitos, opten por él y comuniquen la opción al Ministerio 
de Hacienda.

La justificación de estos requisitos obedece a la intención de asegurar que el régimen 
fiscal especial que se establece para las entidades sin fines lucrativos se traduce en el 
destino de las rentas que obtengan a fines y actividades de interés general.

En relación con tales requisitos, merece destacar los siguientes:
Se mantiene el requisito, previsto en la legislación anterior, de destinar a la realización de 

los fines de interés general al menos el 70 por 100 del resultado de las explotaciones 
económicas que realicen y de los ingresos que obtengan por cualquier otro concepto 
minorados en los gastos realizados para su obtención. Se establece el requisito de que el 
importe restante, el que no ha sido aplicado a los fines de interés general, se destine a 
incrementar la dotación patrimonial o las reservas de las entidades sin fines lucrativos.

Se aclara que los gastos realizados para la obtención de tales ingresos podrán estar 
integrados, en su caso, por la parte proporcional de los gastos por servicios exteriores, de 
los gastos de personal, de otros gastos de gestión, de los gastos financieros y de los 
tributos, en cuanto que contribuyan a la obtención de los ingresos y excluyendo de este 
cálculo los gastos realizados para el cumplimiento de los fines estatutarios o del objeto de la 
entidad sin fines lucrativos.

A efectos del requisito a que se refiere el primer párrafo, se excluye del cómputo de los 
ingresos, junto con lo recibido en concepto de dotación patrimonial, el importe de los 
ingresos obtenidos en la enajenación de bienes inmuebles en los que la entidad desarrolle 
su actividad propia, siempre que el importe total de la transmisión se reinvierta en bienes 
inmuebles en que concurra también tal circunstancia.

El plazo general para destinar las rentas obtenidas por la entidad sin fines lucrativos a 
fines de interés general será el comprendido entre el inicio del ejercicio en que se hayan 
obtenido los respectivos resultados e ingresos y los cuatro años siguientes al cierre de dicho 
ejercicio.

Las entidades sin fines lucrativos podrán adquirir libremente participaciones en 
sociedades mercantiles.
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Se establece como nuevo requisito que el importe neto de la cifra de negocios del 
ejercicio correspondiente al conjunto de las actividades económicas no exentas del Impuesto 
sobre Sociedades no supere el 40 por 100 de los ingresos totales de la entidad, y el 
desarrollo de estas actividades no vulnere las normas reguladoras de defensa de la 
competencia.

Para acogerse al régimen fiscal especial, los órganos rectores deben ser gratuitos, 
aunque puedan ser retribuidos por el desempeño de servicios distintos de los propios del 
cargo.

Dicha gratuidad también se extiende a los administradores de entidades mercantiles que 
representen a las entidades sin fines lucrativos que participen en su capital, estableciéndose 
que, en estos casos, la retribución percibida por el administrador estará exenta del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, y no existirá obligación de practicar retención a 
cuenta de este impuesto.

Esta Ley regula de forma mucho más minuciosa el requisito relativo al destino del 
patrimonio de estas entidades en caso de disolución, que habrá de ser, en cualquier caso, 
otra entidad beneficiaria del mecenazgo de las definidas en la Ley, o una entidad pública, de 
naturaleza no fundacional, que persiga también el interés general. Esta regulación se 
complementa con la previsión expresa de la pérdida del régimen fiscal especial para las 
entidades cuyo régimen jurídico permita la reversión del patrimonio de la entidad, salvo que, 
como es lógico, la reversión está prevista en favor de alguna entidad beneficiaria del 
mecenazgo.

La rendición de cuentas, en ausencia de legislación específica, antes de transcurridos 
seis meses desde el cierre de su ejercicio, ante el organismo público encargado del registro 
en que deban estar inscritas.

La elaboración de una memoria económica anual que especifique, por categorías y por 
proyectos, los ingresos y gastos del ejercicio y que incluya el porcentaje de participación que 
mantengan en entidades mercantiles.

Como es lógico, la aplicación del régimen fiscal especial está condicionada al 
cumplimiento de los requisitos y supuestos de hecho relativos al mismo, de manera que el 
incumplimiento de cualquiera de ellos conlleva la pérdida del régimen fiscal especial y la 
obligación de ingresar las cuotas de los tributos devengados durante el ejercicio fiscal en que 
se produzca el incumplimiento, junto con los intereses de demora que procedan.

Por lo que se refiere a la tributación de las entidades sin fines lucrativos por el impuesto 
sobre Sociedades, la Ley introduce novedades significativas.

Así, se declara la exención de las siguientes rentas: las derivadas de los ingresos 
obtenidos sin contraprestación; las procedentes del patrimonio mobiliario e inmobiliario de la 
entidad, como los dividendos, intereses, cánones y alquileres; las derivadas de adquisiciones 
o de transmisiones, por cualquier título, de bienes o derechos; las obtenidas en el ejercicio 
de las explotaciones económicas exentas; y, finalmente, las que de acuerdo con la normativa 
tributaria deban ser atribuidas o imputadas a las entidades sin fines lucrativos.

En relación con las rentas derivadas del ejercicio de explotaciones económicas, la Ley 
sustituye el anterior sistema de exención rogada por una lista cerrada de explotaciones 
económicas, de tal manera que las rentas derivadas de las explotaciones económicas 
incluidas en la lista estarán exentas «ex lege». La exención se extiende a las rentas 
obtenidas de las explotaciones complementarias y auxiliares de las dirigidas a cumplir los 
fines que persiguen estas entidades, siempre que respeten los límites establecidos en la 
propia norma, así como a las derivadas de las explotaciones económicas consideradas de 
escasa relevancia.

En cuanto a la base imponible del Impuesto sobre Sociedades de estas entidades, se 
establece que en su determinación únicamente serán computables los ingresos y los gastos 
correspondientes a las explotaciones económicas no exentas. Adicionalmente, se regulan 
los efectos de la transmisión del patrimonio resultante de la disolución de entidades sin fines 
lucrativos a otras entidades, disponiéndose la conservación de los valores y la antigüedad 
que tenían en la entidad transmitente los bienes y derechos transmitidos.

La base imponible del Impuesto sobre Sociedades será gravada a un tipo único del 10 
por 100. La determinación de las rentas exentas que quedan sujetas a retención e ingreso a 
cuenta se remite a un ulterior desarrollo reglamentario.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 15  Ley de régimen fiscal de entidades sin fines lucrativos e incentivos al mecenazgo

– 221 –



Por lo que respecta a la fiscalidad de las entidades sin fines lucrativos en materia de 
tributos locales, el legislador ha decidido mantener las exenciones previstas en la Ley 
30/1994, ampliando su ámbito. De este modo, estarán exentos del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles todos aquellos bienes sujetos a este impuesto de los que sean titulares las 
entidades sin fines lucrativos, con la excepción de los afectados a explotaciones económicas 
no exentas del Impuesto sobre Sociedades.

Asimismo, estarán exentas del Impuesto sobre Actividades Económicas las 
explotaciones económicas que desarrollen estas entidades cuando hayan sido calificadas 
como exentas por la propia Ley.

Como novedad, y en consonancia con la finalidad de favorecer la actividad que 
desarrollan estas entidades en beneficio del interés general, se introduce la exención en el 
Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana cuando la 
obligación legal de satisfacer el impuesto recaiga sobre una entidad sin fines lucrativos, así 
como en las donaciones realizadas en favor de las entidades beneficiarias del mecenazgo.

En cuanto a la aplicación del régimen fiscal especial merece destacarse la sustitución del 
régimen de discrecionalidad administrativa por el de opción por el régimen por la propia 
entidad y comunicación a la Administración tributaria, afectando esta opción también al 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

III
El Título III, dedicado a la regulación de los incentivos fiscales al mecenazgo, comienza 

estableciendo, mediante una enumeración cerrada, las entidades que pueden ser 
beneficiarias de esta colaboración.

A continuación se concretan los incentivos fiscales aplicables a donativos, donaciones y 
aportaciones realizadas en favor de las entidades beneficiarias. A este respecto, interesa 
destacar la novedad que supone la concesión de incentivos fiscales a la donación de 
derechos y a la constitución, sin contraprestación, de derechos reales de usufructo sobre 
bienes, derechos y valores. En cualquier caso, y como es lógico teniendo en cuenta la 
finalidad de estos incentivos, las ganancias patrimoniales y rentas positivas que se pongan 
de manifiesto con ocasión de estas donaciones o aportaciones estarán exentas en el 
impuesto personal del donante.

De este modo, los donativos, donaciones o aportaciones realizadas en favor de las 
entidades beneficiarias de la actividad de mecenazgo darán derecho a practicar una 
deducción en la cuota del impuesto personal sobre la renta del donante o aportante. Esta 
deducción será del 25 por 100 del importe de los donativos, donaciones y aportaciones 
realizadas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y en el Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes para los contribuyentes sin establecimiento permanente en España, 
y del 35 por 100 en el Impuesto sobre Sociedades y en el Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes para los contribuyentes con establecimiento permanente en España. Para 
garantizar la aplicación de este incentivo fiscal por las personas jurídicas y entidades no 
residentes que operen en España mediante establecimiento permanente, se permite que las 
deducciones no practicadas puedan aplicarse en los períodos impositivos que finalicen en 
los 10 años inmediatos y sucesivos. Los porcentajes de deducción y los límites pueden 
incrementarse en un máximo de cinco puntos porcentuales si la actividad de mecenazgo 
desarrollada por las entidades beneficiarias se encuentra comprendida en la relación de 
actividades prioritarias de mecenazgo que establezca la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado.

El Título III, por último, regula los beneficios fiscales aplicables a otras actuaciones de 
mecenazgo distintas de la realización de donativos, donaciones y aportaciones. A este 
respecto interesa destacar las siguientes novedades:

Los gastos derivados de convenios de colaboración empresarial en actividades de 
interés general celebrados con las entidades calificadas como beneficiarias del mecenazgo 
por esta Ley tendrán la consideración de gasto deducible a efectos de la determinación de la 
base imponible de los Impuestos sobre Sociedades y sobre la Renta de no Residentes, y del 
rendimiento neto de las actividades económicas en régimen de estimación directa del 
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Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, suprimiendo en esta materia los límites 
que fijaba la Ley 30/1994.

La supresión de los límites para la deducibilidad de los gastos en actividades de interés 
general en que incurran las empresas.

La creación del marco jurídico al que deberán ajustarse los programas de apoyo a 
acontecimientos de excepcional interés público que pueda establecer por Ley, fijando su 
contenido máximo, duración y reglas básicas.

IV
Las disposiciones adicionales complementan la Ley recogiendo diversas previsiones 

entre las que se encuentra, en primer lugar, una nueva regla especial de imputación de 
rentas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas aplicable a las ayudas públicas 
destinadas a la conservación y rehabilitación de bienes de interés cultural; una novedosa 
regulación de las deducciones por gastos e inversiones en bienes del Patrimonio Histórico 
Español contenidas en la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y en la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, extendiéndose el derecho a practicar la deducción a las 
cantidades invertidas en entornos protegidos de ciudades españolas o en conjuntos 
declarados Patrimonio Mundial por la Unesco, que se relacionan en un anexo de la propia 
Ley.

A continuación, se recogen las modificaciones que se introducen en el régimen de las 
entidades parcialmente exentas del Impuesto sobre Sociedades, con la finalidad de 
establecer la necesaria coherencia entre las previsiones en él contenidas y los preceptos de 
esta Ley, y en el régimen de exenciones previsto en el texto refundido del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, al objeto de hacer introducir 
también en este impuesto el automatismo en la aplicación de las exenciones que puedan 
corresponder a las entidades sin fines lucrativos por el ejercicio de la opción por el régimen 
fiscal especial y su comunicación a la Administración tributaria. De igual modo, se regula el 
régimen fiscal de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de las Comunidades 
Autónomas, así como el aplicable a la Cruz Roja Española, a la Organización Nacional de 
Ciegos Españoles, a la Obra Pía de los Santos Lugares, al Consorcio de la Casa de 
América, a las fundaciones de entidades religiosas, a la Iglesia Católica y a las demás 
iglesias, confesiones o comunidades religiosas que tengan suscritos acuerdos de 
cooperación con el Estado español, y al Instituto de España y a las Reales Academias 
integradas en el mismo, así como a las instituciones de las Comunidades Autónomas con 
lengua oficial propia que tengan fines análogos a los de la Real Academia Española.

Asimismo, la Ley recoge la posibilidad de que las entidades sin fines lucrativos puedan 
destinar su patrimonio en caso de disolución a la obra social de las cajas de ahorro, no 
siendo de aplicación en este supuesto el número 6.º del artículo 3.

Del mismo modo, la Ley establece una excepción al requisito previsto en el número 3.º 
de su artículo 3 en relación con los ingresos obtenidos en espectáculos deportivos por las 
federaciones deportivas, el Comité Olímpico Español y el Comité Paralímpico Español.

Por otro lado, la Ley regula el régimen tributario de las entidades benéficas de 
construcción constituidas al amparo del artículo 5 de la Ley de 15 de julio de 1954, de 
manera que estas entidades podrán optar por el régimen fiscal especial previsto en la 
presente Ley, siempre que cumplan los requisitos establecidos en su propia normativa 
reguladora, se encuentren debidamente inscritas en el registro correspondiente de la 
Administración central o autonómica, y cumplan el requisito establecido en el número 5.º del 
artículo 3 de esta Ley.

Por último, se regula, en aras de satisfacer las exigencias derivadas del principio de 
seguridad jurídica, el derecho, durante los primeros seis meses siguientes a su entrada en 
vigor, a formular consultas a la Administración tributaria sobre su aplicación cuya 
contestación tendrá carácter vinculante.

En relación con la exención de tributos locales, y al igual que la Ley 30/1994, se dispone 
la no aplicación de lo previsto en el apartado 2 del artículo 9 de la Ley reguladora de las 
Haciendas Locales y aclara que las remisiones normativas que en cualquier texto se hagan 
al Título II de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales 
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a la Participación Privada en Actividades de Interés General, se entenderán hechas a esta 
Ley.

Las disposiciones transitorias de la Ley establecen la vigencia, durante los dos años 
siguientes a la entrada en vigor de esta Ley, de las exenciones en el Impuesto sobre 
Sociedades concedidas al amparo de la Ley 30/1994, así como la concesión de un plazo de 
un año para que las entidades ya existentes puedan cumplir los requisitos en relación con la 
retribución de los administradores en entidades mercantiles que hayan nombrado, y de dos 
años para que adapten sus estatutos al requisito relativo a la disolución.

La disposición derogatoria única de la Ley prevé la derogación, desde su entrada en 
vigor, de todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en ella.

Las disposiciones finales establecen una habilitación a la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para modificar el tipo de gravamen y las deducciones contenidos en 
esta Ley, a la vez que habilitan al Gobierno para dictar el oportuno desarrollo reglamentario y 
regulan su entrada en vigor.

TÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta Ley tiene por objeto regular el régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos 

definidas en la misma, en consideración a su función social, actividades y características.
De igual modo, tiene por objeto regular los incentivos fiscales al mecenazgo. A efectos 

de esta Ley, se entiende por mecenazgo la participación privada en la realización de 
actividades de interés general.

2. En lo no previsto en esta Ley se aplicarán las normas tributarias generales.
3. Lo establecido en esta Ley se entenderá sin perjuicio de los regímenes tributarios 

forales de Concierto y Convenio Económico en vigor, respectivamente, en los Territorios 
Históricos del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra y sin perjuicio de lo dispuesto 
en los tratados y convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del 
ordenamiento interno, de conformidad con el artículo 96 de la Constitución Española.

TÍTULO II
Régimen fiscal especial de las entidades sin fines lucrativos

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 2.  Entidades sin fines lucrativos.
Se consideran entidades sin fines lucrativos a efectos de esta ley, siempre que cumplan 

los requisitos establecidos en el artículo siguiente:
a) Las fundaciones.
b) Las asociaciones declaradas de utilidad pública.
c) Las organizaciones no gubernamentales de desarrollo a que se refiere la Ley 23/1998, 

de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo, siempre que tengan alguna de 
las formas jurídicas a que se refieren los párrafos anteriores.

d) Las federaciones deportivas españolas, las federaciones deportivas territoriales de 
ámbito autonómico integradas en aquellas, el Comité Olímpico Español y el Comité 
Paralímpico Español.

e) Las federaciones y asociaciones de las entidades sin fines lucrativos a que se refieren 
las letras anteriores.
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f) Las entidades no residentes en territorio español que operen en el mismo con 
establecimiento permanente y sean análogas a algunas de las previstas en las letras 
anteriores.

Quedarán excluidas aquellas entidades residentes en una jurisdicción no cooperativa, 
excepto que se trate de un Estado miembro de la Unión Europea y se acredite que su 
constitución y operativa responden a motivos económicos válidos.

g) Las entidades residentes en un Estado miembro de la Unión Europea o de otros 
Estados integrantes del Espacio Económico Europeo con los que exista normativa sobre 
asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria en los términos 
previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que sea de aplicación, 
sin establecimiento permanente en territorio español, que sean análogas a alguna de las 
previstas en las letras anteriores.

Quedarán excluidas aquellas entidades residentes en una jurisdicción no cooperativa, 
excepto que se acredite que su constitución y operativa responde a motivos económicos 
válidos.

Artículo 3.  Requisitos de las entidades sin fines lucrativos.
Las entidades a que se refiere el artículo anterior, que cumplan los siguientes requisitos, 

serán consideradas, a efectos de esta Ley, como entidades sin fines lucrativos:
1.° Que persigan fines de interés general, como pueden ser, entre otros, los de defensa 

de los derechos humanos, de las víctimas del terrorismo y actos violentos, los de asistencia 
social e inclusión social, cívicos, educativos, culturales, científicos, deportivos, sanitarios, 
laborales, de fortalecimiento institucional, de cooperación para el desarrollo, de promoción 
del voluntariado, de promoción de la acción social, de defensa del medio ambiente, de 
defensa de los animales, de promoción y atención a las personas en riesgo de exclusión por 
razones físicas, económicas o culturales, de promoción de los valores constitucionales y 
defensa de los principios democráticos, de fomento de la tolerancia, de fomento de la 
economía social, de desarrollo de la sociedad de la información, de investigación científica, 
desarrollo o innovación tecnológica y de transferencia de la misma hacia el tejido productivo 
como elemento impulsor de la productividad y competitividad empresarial.

2.° Que destinen, directa o indirectamente, a la realización de dichos fines al menos el 70 
por ciento de las siguientes rentas e ingresos:

a) Las rentas de las explotaciones económicas que desarrollen.
b) Las rentas derivadas de la transmisión de bienes o derechos de su titularidad. En el 

cálculo de estas rentas no se incluirán las obtenidas en la transmisión onerosa de bienes 
inmuebles en los que la entidad desarrolle la actividad propia de su objeto o finalidad 
específica, siempre que el importe de la citada transmisión se reinvierta en bienes y 
derechos en los que concurra dicha circunstancia.

c) Los ingresos que obtengan por cualquier otro concepto, deducidos los gastos 
realizados para la obtención de tales ingresos. Los gastos realizados para la obtención de 
tales ingresos podrán estar integrados, en su caso, por la parte proporcional de los gastos 
por servicios exteriores, de los gastos de personal, de otros gastos de gestión, de los gastos 
financieros y de los tributos, en cuanto que contribuyan a la obtención de los ingresos, 
excluyendo de este cálculo los gastos realizados para el cumplimiento de los fines 
estatutarios o del objeto de la entidad sin fines lucrativos. En el cálculo de los ingresos no se 
incluirán las aportaciones o donaciones recibidas en concepto de dotación patrimonial en el 
momento de su constitución o en un momento posterior.

Las entidades sin fines lucrativos deberán destinar el resto de las rentas e ingresos a 
incrementar la dotación patrimonial o las reservas.

El plazo para el cumplimiento de este requisito será el comprendido entre el inicio del 
ejercicio en que se hayan obtenido las respectivas rentas e ingresos y los cuatro años 
siguientes al cierre de dicho ejercicio.

3.° Que la actividad realizada no consista en el desarrollo de explotaciones económicas 
ajenas a su objeto o finalidad estatutaria. Se entenderá cumplido este requisito si el importe 
neto de la cifra de negocios del ejercicio correspondiente al conjunto de las explotaciones 
económicas no exentas ajenas a su objeto o finalidad estatutaria no excede del 40 % de los 
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ingresos totales de la entidad, siempre que el desarrollo de estas explotaciones económicas 
no exentas no vulnere las normas reguladoras de defensa de la competencia en relación con 
empresas que realicen la misma actividad.

A efectos de esta Ley, se considera que las entidades sin fines lucrativos desarrollan una 
explotación económica cuando realicen la ordenación por cuenta propia de medios de 
producción y de recursos humanos, o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la 
producción o distribución de bienes o servicios. El arrendamiento u otras formas de cesión 
de uso del patrimonio inmobiliario de la entidad no constituye, a estos efectos, explotación 
económica.

4.° Que los fundadores, asociados, patronos, representantes estatutarios, miembros de 
los órganos de gobierno y los cónyuges o parientes hasta el cuarto grado inclusive de 
cualquiera de ellos no sean los destinatarios principales de las actividades que se realicen 
por las entidades, ni se beneficien de condiciones especiales para utilizar sus servicios.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplicará a las actividades de investigación 
científica y desarrollo tecnológico, ni a las actividades de asistencia social o deportivas a que 
se refiere el artículo 20, apartado uno, en sus números 8.° y 13.°, respectivamente, de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, ni a las fundaciones cuya 
finalidad sea la conservación y restauración de bienes del Patrimonio Histórico Español que 
cumplan las exigencias de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, 
o de la Ley de la respectiva Comunidad Autónoma que le sea de aplicación, en particular 
respecto de los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes.

Lo dispuesto en el primer párrafo de este número no resultará de aplicación a las 
entidades a que se refiere la letra e) del artículo anterior.

5.° Que los cargos de patrono, representante estatutario y miembro del órgano de 
gobierno sean gratuitos, sin perjuicio del derecho a ser reembolsados de los gastos 
debidamente justificados que el desempeño de su función les ocasione, sin que las 
cantidades percibidas por este concepto puedan exceder de los límites previstos en la 
normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas para ser consideradas dietas 
exceptuadas de gravamen.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no resultará de aplicación a las entidades a que se 
refiere la letra e) del artículo anterior y respetará el régimen específico establecido para 
aquellas asociaciones que, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del Derecho de Asociación, hayan sido declaradas de utilidad pública.

No tendrán la consideración de remuneración de los cargos, los seguros de 
responsabilidad civil contratados por la entidad sin fines lucrativos en beneficio de los 
patronos, representantes estatutarios y miembros del órgano del gobierno, siempre que solo 
cubran riesgos derivados del desempeño de tales cargos en la entidad.

Los patronos, representantes estatutarios y miembros del órgano de gobierno podrán 
percibir de la entidad retribuciones por la prestación de servicios, incluidos los prestados en 
el marco de una relación de carácter laboral, distintos de los que implica el desempeño de 
las funciones que les corresponden como miembros del Patronato u órgano de 
representación, siempre que se cumplan las condiciones previstas en las normas por las que 
se rige la entidad. Tales personas no podrán participar en los resultados económicos de la 
entidad, ni por sí mismas, ni a través de persona o entidad interpuesta.

Lo dispuesto en este número será de aplicación igualmente a los administradores que 
representen a la entidad en las sociedades mercantiles en que participe, salvo que las 
retribuciones percibidas por la condición de administrador se reintegren a la entidad que 
representen.

En este caso, la retribución percibida por el administrador estará exenta del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, y no existirá obligación de practicar retención a 
cuenta de este impuesto.

6.° Que, en caso de disolución, su patrimonio se destine en su totalidad a alguna de las 
entidades consideradas como entidades beneficiarias del mecenazgo a los efectos previstos 
en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley, o a entidades públicas de naturaleza 
no fundacional que persigan fines de interés general, y esta circunstancia esté expresamente 
contemplada en el negocio fundacional o en los estatutos de la entidad disuelta, siendo 
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aplicable a dichas entidades sin fines lucrativos lo dispuesto en la letra c) del apartado 1 del 
artículo 97 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

En ningún caso tendrán la condición de entidades sin fines lucrativos, a efectos de esta 
Ley, aquellas entidades cuyo régimen jurídico permita, en los supuestos de extinción, la 
reversión de su patrimonio al aportante del mismo o a sus herederos o legatarios, salvo que 
la reversión esté prevista en favor de alguna entidad beneficiaria del mecenazgo a los 
efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

7.° Que estén inscritas en el registro correspondiente.
8.° Que cumplan las obligaciones contables previstas en las normas por las que se rigen 

o, en su defecto, en el Código de Comercio y disposiciones complementarias.
9.° Que cumplan las obligaciones de rendición de cuentas que establezca su legislación 

específica. En ausencia de previsión legal específica, deberán rendir cuentas antes de 
transcurridos seis meses desde el cierre de su ejercicio ante el organismo público encargado 
del registro correspondiente.

10.° Que elaboren anualmente una memoria económica en la que se especifiquen los 
ingresos y gastos del ejercicio, de manera que puedan identificarse por categorías y por 
proyectos, así como el porcentaje de participación que mantengan en entidades mercantiles.

Las entidades que estén obligadas en virtud de la normativa contable que les sea de 
aplicación a la elaboración anual de una memoria deberán incluir en dicha memoria la 
información a que se refiere este número.

Reglamentariamente, se establecerán el contenido de esta memoria económica, su 
plazo de presentación y el órgano ante el que debe presentarse.

Artículo 4.  Domicilio fiscal.
El domicilio fiscal de las entidades sin fines lucrativos será el del lugar de su domicilio 

estatutario, siempre que en él esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y 
dirección de la entidad. En otro caso, dicho domicilio será el lugar en que se realice dicha 
gestión y dirección.

Si no pudiera establecerse el lugar del domicilio fiscal de acuerdo con los criterios 
anteriores, se considerará como tal el lugar donde radique el mayor valor del inmovilizado.

CAPÍTULO II
Impuesto sobre Sociedades e Impuesto sobre la Renta de no Residentes

Artículo 5.  Normativa aplicable.
En lo no previsto en este capítulo, serán de aplicación a las entidades sin fines lucrativos 

las normas del Impuesto sobre Sociedades.
No obstante, en el caso de entidades a que se refieren las letras f) y g) del artículo 2 de 

esta ley, se aplicará lo dispuesto en este capítulo y en el capítulo siguiente, entendiéndose 
hechas las referencias del Impuesto sobre Sociedades al Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes. En lo no previsto en este capítulo, serán de aplicación las normas del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes.

Artículo 6.  Rentas exentas.
Están exentas del Impuesto sobre Sociedades las siguientes rentas obtenidas por 

entidades sin fines lucrativos:
1.º Las derivadas de los siguientes ingresos:
a) Los donativos y donaciones recibidos para colaborar en los fines de la entidad, 

incluidas las aportaciones o donaciones en concepto de dotación patrimonial, en el momento 
de su constitución o en un momento posterior, y las ayudas económicas recibidas en virtud 
de los convenios de colaboración empresarial regulados en el artículo 25 de esta Ley y en 
virtud de los contratos de patrocinio publicitario a que se refiere la Ley 34/1988, de 11 de 
noviembre, General de Publicidad.
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b) Las cuotas satisfechas por los asociados, colaboradores o benefactores, siempre que 
no se correspondan con el derecho a percibir una prestación derivada de una explotación 
económica no exenta.

c) Las subvenciones, salvo las destinadas a financiar la realización de explotaciones 
económicas no exentas.

2.º Las procedentes del patrimonio mobiliario e inmobiliario de la entidad, como son los 
dividendos y participaciones en beneficios de sociedades, intereses, cánones y alquileres.

3.º Las derivadas de adquisiciones o de transmisiones, por cualquier título, de bienes o 
derechos, incluidas las obtenidas con ocasión de la disolución y liquidación de la entidad.

4.º Las obtenidas en el ejercicio de las explotaciones económicas exentas a que se 
refiere el artículo siguiente.

5.º Las que, de acuerdo con la normativa tributaria, deban ser atribuidas o imputadas a 
las entidades sin fines lucrativos y que procedan de rentas exentas incluidas en alguno de 
los apartados anteriores de este artículo.

Artículo 7.  Explotaciones económicas exentas.
Están exentas del Impuesto sobre Sociedades las rentas obtenidas por entidades sin 

fines lucrativos que procedan de las siguientes explotaciones económicas, siempre y cuando 
sean desarrolladas en cumplimiento de su objeto o finalidad específica:

1.° Las explotaciones económicas de prestación de servicios de promoción y gestión de 
la acción social, así como los de asistencia social e inclusión social que se indican a 
continuación, incluyendo las actividades auxiliares o complementarias de aquellos, como son 
los servicios accesorios de alimentación, alojamiento o transporte:

a) Protección de la infancia y de la juventud.
b) Asistencia a la tercera edad.
c) Asistencia a personas en riesgo de exclusión o dificultad social o víctimas de malos 

tratos.
d) Asistencia a personas con discapacidad, incluida la formación ocupacional, la 

inserción laboral y la explotación de granjas, talleres y centros especiales en los que 
desarrollen su trabajo.

e) Asistencia a minorías étnicas.
f) Asistencia a refugiados y asilados.
g) Asistencia a emigrantes, inmigrantes y transeúntes.
h) Asistencia a personas con cargas familiares no compartidas.
i) Acción social comunitaria y familiar.
j) Asistencia a exreclusos.
k) Reinserción social y prevención de la delincuencia.
l) Asistencia a alcohólicos y toxicómanos.
m) Cooperación para el desarrollo.
n) Inclusión social de las personas a que se refieren los párrafos anteriores.
ñ) Acciones de inserción sociolaboral de personas en riesgo de exclusión social.
2.° Las explotaciones económicas de prestación de servicios de hospitalización o 

asistencia sanitaria, incluyendo las actividades auxiliares o complementarias de los mismos, 
como son la entrega de medicamentos o los servicios accesorios de alimentación, 
alojamiento y transporte.

3.° Las explotaciones económicas de investigación, desarrollo e innovación, siempre y 
cuando se trate de actividades definidas con arreglo a lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

4.° Las explotaciones económicas de los bienes declarados de interés cultural conforme 
a la normativa del Patrimonio Histórico del Estado y de las Comunidades Autónomas, así 
como de museos, bibliotecas, archivos y centros de documentación, siempre y cuando se 
cumplan las exigencias establecidas en dicha normativa, en particular respecto de los 
deberes de visita y exposición pública de dichos bienes.

5.° Las explotaciones económicas consistentes en la organización de representaciones 
musicales, coreográficas, teatrales, cinematográficas o circenses.
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6.° Las explotaciones económicas de parques y otros espacios naturales protegidos de 
características similares.

7.° Las explotaciones económicas de enseñanza y de formación profesional, en todos los 
niveles y grados del sistema educativo, así como las de educación de altas capacidades, las 
de educación infantil hasta los tres años, incluida la guarda y custodia de niños hasta esa 
edad, las de educación especial, las de educación compensatoria y las de educación 
permanente y de adultos, cuando estén exentas del Impuesto sobre el Valor Añadido, así 
como las explotaciones económicas de alimentación, alojamiento o transporte realizadas por 
centros docentes y colegios mayores pertenecientes a entidades sin fines lucrativos.

8.° Las explotaciones económicas consistentes en la organización de exposiciones, 
conferencias, coloquios, cursos o seminarios.

9.° Las explotaciones económicas de elaboración, edición, publicación y venta de libros, 
revistas, folletos, material audiovisual y material multimedia.

10.° Las explotaciones económicas de prestación de servicios de carácter deportivo a 
personas físicas que practiquen el deporte o la educación física, siempre que tales servicios 
estén directamente relacionados con dichas prácticas y con excepción de los servicios 
relacionados con espectáculos deportivos y de los prestados a deportistas profesionales.

11.° Las explotaciones económicas que tengan un carácter meramente auxiliar o 
complementario de las explotaciones económicas exentas o de las actividades encaminadas 
a cumplir los fines estatutarios o el objeto de la entidad sin fines lucrativos.

No se considerará que las explotaciones económicas tienen un carácter meramente 
auxiliar o complementario cuando el importe neto de la cifra de negocios del ejercicio 
correspondiente al conjunto de ellas exceda del 20 % de los ingresos totales de la entidad.

12.° Las explotaciones económicas de escasa relevancia. Se consideran como tales 
aquellas cuyo importe neto de la cifra de negocios del ejercicio no supere en conjunto 20.000 
euros.

Artículo 8.  Determinación de la base imponible.
1. En la base imponible del Impuesto sobre Sociedades de las entidades sin fines 

lucrativos sólo se incluirán las rentas derivadas de las explotaciones económicas no exentas.
2. No tendrán la consideración de gastos deducibles, además de los establecidos por la 

normativa general del Impuesto sobre Sociedades, los siguientes:
a) Los gastos imputables exclusivamente a las rentas exentas.
Los gastos parcialmente imputables a las rentas no exentas serán deducibles en el 

porcentaje que representen los ingresos obtenidos en el ejercicio de explotaciones 
económicas no exentas respecto de los ingresos totales de la entidad.

b) Las cantidades destinadas a la amortización de elementos patrimoniales no afectos a 
las explotaciones económicas sometidas a gravamen.

En el caso de elementos patrimoniales afectos parcialmente a la realización de 
actividades exentas, no resultarán deducibles las cantidades destinadas a la amortización en 
el porcentaje en que el elemento patrimonial se encuentre afecto a la realización de dicha 
actividad.

c) Las cantidades que constituyan aplicación de resultados y, en particular, de los 
excedentes de explotaciones económicas no exentas.

Artículo 9.  Normas de valoración.
Los bienes y derechos integrantes del patrimonio resultante de la disolución de una 

entidad sin fines lucrativos que se transmitan a otra entidad sin fines lucrativos, en aplicación 
de lo previsto en el número 6.º del artículo 3 de esta Ley, se valorarán en la adquirente, a 
efectos fiscales, por los mismos valores que tenían en la entidad disuelta antes de realizarse 
la transmisión, manteniéndose igualmente la fecha de adquisición por parte de la entidad 
disuelta.

Artículo 10.  Tipo de gravamen.
La base imponible positiva que corresponda a las rentas derivadas de explotaciones 

económicas no exentas será gravada al tipo del 10 por 100.
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Artículo 11.  Obligaciones contables.
Las entidades sin fines lucrativos que obtengan rentas de explotaciones económicas no 

exentas del Impuesto sobre Sociedades tendrán las obligaciones contables previstas en las 
normas reguladoras de dicho impuesto. La contabilidad de estas entidades se llevará de tal 
forma que permita identificar los ingresos y gastos correspondientes a las explotaciones 
económicas no exentas.

Artículo 12.  Rentas no sujetas a retención.
Las rentas exentas en virtud de esta Ley no estarán sometidas a retención ni ingreso a 

cuenta.
Reglamentariamente, se determinará el procedimiento de acreditación de las entidades 

sin fines lucrativos a efectos de la exclusión de la obligación de retener.

Artículo 13.  Obligación de declarar.
Las entidades que opten por el régimen fiscal establecido en este Título estarán 

obligadas a declarar por el Impuesto sobre Sociedades la totalidad de sus rentas, exentas y 
no exentas.

Artículo 14.  Aplicación del régimen fiscal especial.
1. Las entidades sin fines lucrativos podrán acogerse al régimen fiscal especial 

establecido en este Título en el plazo y en la forma que reglamentariamente se establezca.
Ejercitada la opción, la entidad quedará vinculada a este régimen de forma indefinida 

durante los períodos impositivos siguientes, en tanto se cumplan los requisitos del artículo 3 
de esta Ley y mientras no se renuncie a su aplicación en la forma que reglamentariamente 
se establezca.

2. La aplicación del régimen fiscal especial estará condicionada al cumplimiento de los 
requisitos y supuestos de hecho relativos al mismo, que deberán ser probados por la 
entidad.

3. El incumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 3 de esta Ley 
determinará para la entidad la obligación de ingresar la totalidad de las cuotas 
correspondientes al ejercicio en que se produzca el incumplimiento por el Impuesto sobre 
Sociedades, los tributos locales y el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, de acuerdo con la normativa reguladora de estos tributos, junto 
con los intereses de demora que procedan.

La obligación establecida en este apartado se referirá a las cuotas correspondientes al 
ejercicio en que se obtuvieron los resultados e ingresos no aplicados correctamente, cuando 
se trate del requisito establecido en el número 2.º del artículo 3 de esta Ley, y a las cuotas 
correspondientes al ejercicio en que se produzca el incumplimiento y a los cuatro anteriores, 
cuando se trate del establecido en el número 6.º del mismo artículo, sin perjuicio de las 
sanciones que, en su caso, procedan.

CAPÍTULO III
Tributos locales

Artículo 15.  Tributos locales.
1. Estarán exentos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles los bienes de los que sean 

titulares, en los términos previstos en la normativa reguladora de las Haciendas Locales, las 
entidades sin fines lucrativos, excepto los afectos a explotaciones económicas no exentas 
del Impuesto sobre Sociedades.

2. Las entidades sin fines lucrativos estarán exentas del Impuesto sobre Actividades 
Económicas por las explotaciones económicas a que se refiere el artículo 7 de esta Ley. No 
obstante, dichas entidades deberán presentar declaración de alta en la matrícula de este 
impuesto y declaración de baja en caso de cese en la actividad.
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3. Estarán exentos del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana los incrementos correspondientes cuando la obligación legal de satisfacer 
dicho impuesto recaiga sobre una entidad sin fines lucrativos.

En el supuesto de transmisiones de terrenos o de constitución o transmisión de derechos 
reales de goce limitativos del dominio sobre los mismos, efectuadas a título oneroso por una 
entidad sin fines lucrativos, la exención en el referido impuesto estará condicionada a que 
tales terrenos cumplan, en el momento del devengo del impuesto y con independencia del 
destino al que los adscriba el adquirente, los requisitos establecidos para aplicar la exención 
en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

4. La aplicación de las exenciones previstas en este artículo estará condicionada a que 
las entidades sin fines lucrativos comuniquen al ayuntamiento correspondiente el ejercicio de 
la opción regulada en el apartado 1 del artículo anterior y al cumplimiento de los requisitos y 
supuestos relativos al régimen fiscal especial regulado en este Título.

5. Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de las exenciones previstas en 
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

TÍTULO III
Incentivos fiscales al mecenazgo

CAPÍTULO I
Entidades beneficiarias

Artículo 16.  Entidades beneficiarias del mecenazgo.
Los incentivos fiscales previstos en este Título serán aplicables a los donativos, 

donaciones y aportaciones que, cumpliendo los requisitos establecidos en este Título, se 
hagan en favor de las siguientes entidades:

a) Las entidades sin fines lucrativos a las que sea de aplicación el régimen fiscal 
establecido en el Título II de esta Ley.

b) El Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, así como los 
Organismos autónomos del Estado y las entidades autónomas de carácter análogo de las 
Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales.

c) Las universidades públicas y los colegios mayores adscritos a las mismas.
d) El Instituto Cervantes, el Institut Ramon Llull y las demás instituciones con fines 

análogos de las Comunidades Autónomas con lengua oficial propia.
e) Los Organismos Públicos de Investigación dependientes de la Administración General 

del Estado.

CAPÍTULO II
Régimen fiscal de las donaciones y aportaciones

Artículo 17.  Donativos, donaciones y aportaciones deducibles.
1. Darán derecho a practicar las deducciones previstas en este Título los siguientes 

donativos, donaciones y aportaciones irrevocables, puros y simples, realizados en favor de 
las entidades a las que se refiere el artículo anterior:

a) Donativos y donaciones dinerarias, de bienes o de derechos.
b) Cuotas de afiliación a asociaciones que no se correspondan con el derecho a percibir 

una prestación presente o futura.
c) La constitución de un derecho real de usufructo sobre bienes, derechos o valores, 

realizada sin contraprestación.
d) Donativos o donaciones de bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Español, 

que estén inscritos en el Registro general de bienes de interés cultural o incluidos en el 
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Inventario general a que se refiere la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español.

e) Donativos o donaciones de bienes culturales de calidad garantizada en favor de 
entidades que persigan entre sus fines la realización de actividades museísticas y el fomento 
y difusión del patrimonio histórico artístico.

f) La cesión de uso de un bien mueble o inmueble, por un tiempo determinado, realizada 
sin contraprestación.

2. También darán derecho a deducción los donativos, donaciones y aportaciones aun 
cuando el donante o aportante pudiera recibir bienes o servicios, entregados o prestados por 
el donatario o beneficiario, de carácter simbólico, siempre y cuando el valor de los bienes o 
servicios recibidos no represente más del 15 % del valor del donativo, donación o aportación 
y, en todo caso, no supere el importe de 25.000 euros.

3. En el caso de revocación de la donación por alguno de los supuestos contemplados 
en el Código Civil, el donante ingresará, en el período impositivo en el que dicha revocación 
se produzca, las cuotas correspondientes a las deducciones aplicadas, sin perjuicio de los 
intereses de demora que procedan.

Lo establecido en el párrafo anterior se aplicará en los supuestos a los que se refiere el 
apartado 2 del artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 
Derecho de Asociación.

Artículo 18.  Base de las deducciones por donativos, donaciones y aportaciones.
1. La base de las deducciones por donativos, donaciones y aportaciones realizados en 

favor de las entidades a las que se refiere el artículo 16 será:
a) En los donativos dinerarios, su importe.
b) En los donativos o donaciones de bienes o derechos, el valor contable que tuviesen 

en el momento de la transmisión y, en su defecto, el valor determinado conforme a las 
normas del Impuesto sobre el Patrimonio.

c) En la constitución de un derecho real de usufructo sobre bienes inmuebles, el importe 
anual que resulte de aplicar, en cada uno de los períodos impositivos de duración del 
usufructo, el 2 % al valor catastral, determinándose proporcionalmente al número de días 
que corresponda en cada período impositivo.

d) En la constitución de un derecho real de usufructo sobre valores, el importe anual de 
los dividendos o intereses percibidos por el usufructuario en cada uno de los períodos 
impositivos de duración del usufructo.

e) En la constitución de un derecho real de usufructo sobre otros bienes y derechos, el 
importe anual resultante de aplicar el interés legal del dinero de cada ejercicio al valor del 
usufructo determinado en el momento de su constitución conforme a las normas del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

f) En los donativos o donaciones de obras de arte de calidad garantizada y de los bienes 
que formen parte del Patrimonio Histórico Español a que se refieren las letras c) y d) del 
apartado 1 del artículo 17 de esta Ley, la valoración efectuada por la Junta de Calificación, 
Valoración y Exportación. En el caso de los bienes culturales que no formen parte del 
Patrimonio Histórico Español, la Junta valorará, asimismo, la suficiencia de la calidad de la 
obra.

g) En la cesión de uso de un bien mueble o inmueble a que se refiere la letra f) del 
apartado 1 del artículo 17, el importe de los gastos soportados por el cedente en relación con 
tales bienes durante el periodo de cesión, siempre que tuvieran la consideración de gastos 
fiscalmente deducibles de haberse cedido de forma onerosa y sean distintos de tributos y de 
los intereses de los capitales ajenos y demás gastos de financiación, y estén debidamente 
contabilizados cuando el cedente esté obligado a llevar contabilidad de acuerdo con el 
Código de Comercio o legislación equivalente.

2. El valor determinado de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior tendrá como 
límite máximo el valor normal en el mercado del bien o derecho transmitido en el momento 
de su transmisión.
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Artículo 19.  Deducción de la cuota del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas tendrán 

derecho a deducir de la cuota íntegra el resultado de aplicar a la base de la deducción 
correspondiente al conjunto de donativos, donaciones y aportaciones con derecho a 
deducción, determinada según lo dispuesto en el artículo 18 de esta Ley, la siguiente escala:

Base de deducción Importe hasta Porcentaje de deducción
250 euros. 80
Resto base de deducción. 40

Si en los dos períodos impositivos inmediatos anteriores se hubieran realizado donativos, 
donaciones o aportaciones con derecho a deducción en favor de una misma entidad, siendo 
el importe del donativo, donación o aportación de este ejercicio y el del período impositivo 
anterior, igual o superior, en cada uno de ellos, al del ejercicio inmediato anterior, el 
porcentaje de deducción aplicable a la base de la deducción en favor de esa misma entidad 
que exceda de 250 euros, será el 45 por ciento.

2. La base de esta deducción se computará a efectos del límite previsto en el apartado 1 
del artículo 69 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Artículo 20.  Deducción de la cuota del Impuesto sobre Sociedades.
1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades tendrán derecho a deducir de la 

cuota íntegra, minorada en las deducciones y bonificaciones previstas en los Capítulos II, III 
y IV del Título VI de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, el 
40 % de la base de la deducción determinada según lo dispuesto en el artículo 18. Las 
cantidades correspondientes al período impositivo no deducidas podrán aplicarse en las 
liquidaciones de los períodos impositivos que concluyan en los 10 años inmediatos y 
sucesivos.

Si en los dos períodos impositivos inmediatos anteriores se hubieran realizado donativos, 
donaciones o aportaciones con derecho a deducción en favor de una misma entidad, siendo 
el importe del donativo, donación o aportación de este período impositivo y el del período 
impositivo anterior, por importe igual o superior, en cada uno de ellos, al del período 
impositivo inmediato anterior, el porcentaje de deducción aplicable a la base de la deducción 
en favor de esa misma entidad será el 50 %.

2. La base de esta deducción no podrá exceder del 15 % de la base imponible del 
período impositivo. Las cantidades que excedan de este límite se podrán aplicar en los 
períodos impositivos que concluyan en los diez años inmediatos y sucesivos.

Artículo 21.  Deducción de la cuota del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.
1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes que operen en 

territorio español sin establecimiento permanente podrán aplicar la deducción establecida en 
el apartado 1 del artículo 19 de esta Ley en las declaraciones que por dicho impuesto 
presenten por hechos imponibles acaecidos en el plazo de un año desde la fecha del 
donativo, donación o aportación. La base de esta deducción no podrá exceder del 15 % de la 
base imponible del conjunto de las declaraciones presentadas en ese plazo.

2. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes que operen en 
territorio español mediante establecimiento permanente podrán aplicar la deducción 
establecida en el artículo anterior.

Artículo 22.  Actividades prioritarias de mecenazgo.
La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá establecer una relación de 

actividades prioritarias de mecenazgo en el ámbito de los fines de interés general citados en 
el número 1.º del artículo 3 de esta Ley, así como las entidades beneficiarias, de acuerdo 
con su artículo 16.
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En relación con dichas actividades y entidades, la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado podrá elevar en cinco puntos porcentuales, como máximo, los porcentajes y límites 
de las deducciones establecidas en los artículos 19, 20 y 21 de esta Ley.

Artículo 23.  Exención de las rentas derivadas de donativos, donaciones y aportaciones.
1. Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del Impuesto 

sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes que grave la renta del 
donante o aportante las ganancias patrimoniales y las rentas positivas que se pongan de 
manifiesto con ocasión de los donativos, donaciones y aportaciones a que se refiere el 
artículo 17 de esta Ley.

2. Estarán exentos del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana los incrementos que se pongan de manifiesto en las transmisiones de 
terrenos, o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del 
dominio, realizadas con ocasión de los donativos, donaciones y aportaciones a que se 
refiere el artículo 17 de esta Ley.

Artículo 24.  Justificación de los donativos, donaciones y aportaciones deducibles.
1. La efectividad de los donativos, donaciones y aportaciones deducibles se justificará 

mediante certificación expedida por la entidad beneficiaria, con los requisitos que se 
establezcan reglamentariamente.

2. La entidad beneficiaria deberá remitir a la Administración tributaria, en la forma y en 
los plazos que se establezcan reglamentariamente, la información sobre las certificaciones 
expedidas.

3. La certificación a la que se hace referencia en los apartados anteriores deberá 
contener, al menos, los siguientes extremos:

a) El número de identificación fiscal y los datos de identificación personal del donante y 
de la entidad donataria.

b) Mención expresa de que la entidad donataria se encuentra incluida en las reguladas 
en el artículo 16 de esta Ley.

c) Fecha e importe del donativo cuando éste sea dinerario.
d) Documento público u otro documento auténtico que acredite la entrega del bien 

donado cuando no se trate de donativos en dinero.
e) Destino que la entidad donataria dará al objeto donado en el cumplimiento de su 

finalidad específica.
f) Mención expresa del carácter irrevocable de la donación, sin perjuicio de lo establecido 

en las normas imperativas civiles que regulan la revocación de donaciones.

CAPÍTULO III
Régimen fiscal de otras formas de mecenazgo

Artículo 25.  Convenios de colaboración empresarial en actividades de interés general.
1. Se entenderá por convenio de colaboración empresarial en actividades de interés 

general, a los efectos previstos en esta Ley, aquel por el cual las entidades a que se refiere 
el artículo 16, a cambio de una ayuda económica para la realización de las actividades que 
efectúen en cumplimiento del objeto o finalidad específica de la entidad, ya sea dineraria, en 
especie o consista en una prestación de servicios realizada en el ejercicio de la actividad 
económica propia del colaborador, se comprometen por escrito a difundir, por cualquier 
medio, la participación del colaborador en dichas actividades. Esta difusión podrá ser 
realizada, asimismo, por el colaborador.

La difusión a que se refiere el párrafo anterior, en el marco de los convenios de 
colaboración definidos en este artículo no constituye una prestación de servicios.

2. Las cantidades satisfechas o los gastos realizados tendrán la consideración de gastos 
deducibles para determinar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades de la entidad 
colaboradora o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes de los contribuyentes que 
operen en territorio español mediante establecimiento permanente o el rendimiento neto de 
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la actividad económica de los contribuyentes acogidos al régimen de estimación directa del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Las rentas positivas que, en su caso, pudieran ponerse de manifiesto con ocasión de las 
ayudas económicas a que se refiere el apartado 1 de este artículo estarán exentas de los 
impuestos que graven la renta del colaborador.

3. El régimen fiscal aplicable a las ayudas económicas en cumplimiento de estos 
convenios de colaboración será incompatible con los demás incentivos fiscales previstos en 
esta Ley.

Artículo 26.  Gastos en actividades de interés general.
1. Para la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, del 

Impuesto sobre la Renta de no Residentes de los contribuyentes que operen en territorio 
español mediante establecimiento permanente o del rendimiento neto de la actividad 
económica de los contribuyentes acogidos al régimen de estimación directa del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, tendrán la consideración de deducibles los gastos 
realizados para los fines de interés general a que se refiere el número 1.º del artículo 3 de 
esta Ley.

2. La deducción de los gastos en actividades de interés general a que se refiere el 
apartado anterior será incompatible con los demás incentivos fiscales previstos en esta Ley.

Artículo 27.  Programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés público.
1. Son programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés público el conjunto 

de incentivos fiscales específicos aplicables a las actuaciones que se realicen para asegurar 
el adecuado desarrollo de los acontecimientos que, en su caso, se determinen por Ley.

2. La Ley que apruebe cada uno de estos programas regulará, al menos, los siguientes 
extremos:

a) La duración del programa, que podrá ser de hasta tres años.
b) La creación de un consorcio o la designación de un órgano administrativo que se 

encargue de la ejecución del programa y que certifique la adecuación de los gastos e 
inversiones realizadas a los objetivos y planes del mismo.

En dicho consorcio u órgano estarán representadas, necesariamente, las 
Administraciones públicas interesadas en el acontecimiento y, en todo caso, el Ministerio de 
Hacienda.

Para la emisión de la certificación será necesario el voto favorable de la representación 
del Ministerio de Hacienda.

c) Las líneas básicas de las actuaciones que se vayan a organizar en apoyo del 
acontecimiento, sin perjuicio de su desarrollo posterior por el consorcio o por el órgano 
administrativo correspondiente en planes y programas de actividades específicas.

d) Los beneficios fiscales aplicables a las actuaciones a que se refiere el párrafo anterior, 
dentro de los límites del apartado siguiente.

3. Los beneficios fiscales establecidos en cada programa serán, como máximo, los 
siguientes:

Primero.-Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, los contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que realicen actividades económicas en 
régimen de estimación directa y los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes que operen en territorio español mediante establecimiento permanente podrán 
deducir de la cuota íntegra del impuesto el 15 por 100 de los gastos que, en cumplimiento de 
los planes y programas de actividades establecidos por el consorcio o por el órgano 
administrativo correspondiente, realicen en la propaganda y publicidad de proyección 
plurianual que sirvan directamente para la promoción del respectivo acontecimiento.

El importe de esta deducción no puede exceder del 90 por 100 de las donaciones 
efectuadas al consorcio, entidades de titularidad pública o entidades a que se refiere el 
artículo 2 de esta Ley, encargadas de la realización de programas y actividades relacionadas 
con el acontecimiento. De aplicarse esta deducción, dichas donaciones no podrán acogerse 
a cualquiera de los incentivos fiscales previstos en esta Ley.
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Cuando el contenido del soporte publicitario se refiera de modo esencial a la divulgación 
del acontecimiento, la base de la deducción será el importe total del gasto realizado. En caso 
contrario, la base de la deducción será el 25 por 100 de dicho gasto.

Esta deducción se computará conjuntamente con las reguladas en el Capítulo IV del 
Título VI del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, a los efectos establecidos en el artículo 44 del 
mismo.

Segundo. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, los 
sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y los contribuyentes del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes que operen en territorio español mediante establecimiento 
permanente tendrán derecho a las deducciones previstas, respectivamente, en los artículos 
19, 20 y 21 de esta Ley, por las donaciones y aportaciones que realicen a favor del consorcio 
que, en su caso, se cree con arreglo a lo establecido en el apartado anterior.

El régimen de mecenazgo prioritario previsto en el artículo 22 de esta Ley será de 
aplicación a los programas y actividades relacionados con el acontecimiento, siempre que 
sean aprobados por el consorcio u órgano administrativo encargado de su ejecución y se 
realicen por las entidades a que se refiere el artículo 2 de esta Ley o por el citado consorcio, 
elevándose en cinco puntos porcentuales los porcentajes y límites de las deducciones 
establecidas en los artículos 19, 20 y 21 de esta Ley.

Tercero. Las transmisiones sujetas al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados tendrán una bonificación del 95 por 100 de la cuota cuando 
los bienes y derechos adquiridos se destinen, directa y exclusivamente, por el sujeto pasivo 
a la realización de inversiones con derecho a deducción a que se refiere el punto primero de 
este apartado.

Cuarto. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Actividades Económicas tendrán una 
bonificación del 95 por 100 en las cuotas y recargos correspondientes a las actividades de 
carácter artístico, cultural, científico o deportivo que hayan de tener lugar durante la 
celebración del respectivo acontecimiento y que se enmarquen en los planes y programas de 
actividades elaborados por el consorcio o por el órgano administrativo correspondiente.

Quinto. Las empresas o entidades que desarrollen los objetivos del respectivo programa 
tendrán una bonificación del 95 por 100 en todos los impuestos y tasas locales que puedan 
recaer sobre las operaciones relacionadas exclusivamente con el desarrollo de dicho 
programa.

Sexto. A los efectos previstos en los números anteriores no será de aplicación lo 
dispuesto en el primer párrafo del apartado 2 del artículo 9 de la Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

4. La Administración tributaria comprobará la concurrencia de las circunstancias o 
requisitos necesarios para la aplicación de los beneficios fiscales, practicando, en su caso, la 
regularización que resulte procedente.

5. Reglamentariamente, se establecerá el procedimiento para la aplicación de los 
beneficios fiscales previstos en los programas de apoyo a acontecimientos de excepcional 
interés público.

Disposición adicional primera.  Modificación de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias.

1. Se añade un nuevo párrafo j) al apartado 2 del artículo 14 de la Ley 40/1998, de 9 de 
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias, 
que queda redactado en los siguientes términos:

«j) Las ayudas públicas otorgadas por las Administraciones competentes a los 
titulares de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español inscritos en el 
Registro general de bienes de interés cultural a que se refiere la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español, y destinadas exclusivamente a su 
conservación o rehabilitación, podrán imputarse por cuartas partes en el período 
impositivo en que se obtengan y en los tres siguientes, siempre que se cumplan las 
exigencias establecidas en dicha Ley, en particular respecto de los deberes de visita 
y exposición pública de dichos bienes.»

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 15  Ley de régimen fiscal de entidades sin fines lucrativos e incentivos al mecenazgo

– 236 –



2. Se modifica el apartado 3 del artículo 55 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«3. Deducciones por donativos.
Los contribuyentes podrán aplicar, en este concepto:
a) Las deducciones previstas en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 

fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
b) El 10 por 100 de las cantidades donadas a las fundaciones legalmente 

reconocidas que rindan cuentas al órgano del protectorado correspondiente, así 
como a las asociaciones declaradas de utilidad pública, no comprendidas en el 
párrafo anterior.»

3. Se modifica el apartado 5 del artículo 55 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«5. Deducción por actuaciones para la protección y difusión del Patrimonio 
Histórico Español y de las ciudades, conjuntos y bienes declarados Patrimonio 
Mundial.

Los contribuyentes tendrán derecho a una deducción en la cuota del 15 por 100 
del importe de las inversiones o gastos que realicen para:

a) La adquisición de bienes del Patrimonio Histórico Español, realizada fuera del 
territorio español para su introducción dentro de dicho territorio, siempre que los 
bienes permanezcan en él y dentro del patrimonio del titular durante al menos tres 
años.

La base de esta deducción será la valoración efectuada por la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación.

b) La conservación, reparación, restauración, difusión y exposición de los bienes 
de su propiedad que estén declarados de interés cultural conforme a la normativa del 
Patrimonio Histórico del Estado y de las Comunidades Autónomas, siempre y cuando 
se cumplan las exigencias establecidas en dicha normativa, en particular respecto de 
los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes.

c) La rehabilitación de edificios, el mantenimiento y reparación de sus tejados y 
fachadas, así como la mejora de infraestructuras de su propiedad situados en el 
entorno que sea objeto de protección de las ciudades españolas o de los conjuntos 
arquitectónicos, arqueológicos, naturales o paisajísticos y de los bienes declarados 
Patrimonio Mundial por la Unesco situados en España.»

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades.

1. Se modifica el apartado 2 del artículo 9 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, que quedará redactado en los siguientes términos:

«2. Estarán parcialmente exentas del impuesto, en los términos previstos en el 
Título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin 
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, las entidades e 
instituciones sin ánimo de lucro a las que sea de aplicación dicho Título.»

2. Se modifica el apartado 2 del artículo 26 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, que quedará redactado en los siguientes términos:

«2. Tributarán al tipo del 25 por 100:
a) Las mutuas de seguros generales, las mutualidades de previsión social y las 

mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad 
Social que cumplan los requisitos establecidos por su normativa reguladora.

b) Las sociedades de garantía recíproca y las sociedades de reafianzamiento 
reguladas en la Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre el Régimen Jurídico de las 
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Sociedades de Garantía Recíproca, inscritas en el registro especial del Banco de 
España.

c) Las sociedades cooperativas de crédito y cajas rurales, excepto por lo que se 
refiere a los resultados extracooperativos, que tributarán al tipo general.

d) Los colegios profesionales, las asociaciones empresariales, las cámaras 
oficiales, los sindicatos de trabajadores y los partidos políticos.

e) Las entidades sin fines lucrativos a las que no sea de aplicación el régimen 
fiscal establecido en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

f) Los fondos de promoción de empleo constituidos al amparo del artículo 22 de 
la Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre Reconversión y Reindustrialización.

g) Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas.»
3. Se modifica el apartado 4 del artículo 26 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 

Impuesto sobre Sociedades, que quedará redactado en los siguientes términos:
«4. Tributarán al 10 por 100 las entidades a las que sea de aplicación el régimen 

fiscal establecido en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.»

4. Se modifican la rúbrica del artículo 35 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, y el apartado 1 de dicho artículo, que quedan redactados en los 
siguientes términos:

«Artículo 35.  Deducción por actuaciones para la protección y difusión del 
Patrimonio Histórico Español y de las ciudades, conjuntos y bienes declarados 
Patrimonio Mundial, así como por inversiones en producciones cinematográficas y en 
edición de libros.

1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades tendrán derecho a una 
deducción en la cuota íntegra del 15 por 100 del importe de las inversiones o gastos 
que realicen para:

a) La adquisición de bienes del Patrimonio Histórico Español, realizada fuera del 
territorio español para su introducción dentro de dicho territorio, siempre que los 
bienes permanezcan en él y dentro del patrimonio del titular durante al menos tres 
años.

La base de esta deducción será la valoración efectuada por la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación.

b) La conservación, reparación, restauración, difusión y exposición de los bienes 
de su propiedad que estén declarados de interés cultural conforme a la normativa del 
Patrimonio Histórico del Estado y de las Comunidades Autónomas, siempre y cuando 
se cumplan las exigencias establecidas en dicha normativa, en particular respecto de 
los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes.

c) La rehabilitación de edificios, el mantenimiento y reparación de sus tejados y 
fachadas, así como la mejora de infraestructuras de su propiedad situados en el 
entorno que sea objeto de protección de las ciudades españolas o de los conjuntos 
arquitectónicos, arqueológicos, naturales o paisajísticos y de los bienes declarados 
Patrimonio Mundial por la Unesco situados en España.»

5. Se modifica el artículo 134 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 134.  Rentas exentas.
1. Estarán exentas las siguientes rentas obtenidas por las entidades que se citan 

en el artículo anterior:
a) Las que procedan de la realización de actividades que constituyan su objeto 

social o finalidad específica.
A efectos de la aplicación de este régimen a la Entidad de Derecho Público 

Puertos del Estado y a las Autoridades Portuarias se considerará que no proceden 
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de la realización de explotaciones económicas los ingresos de naturaleza tributaria y 
los procedentes del ejercicio de la potestad sancionadora y de la actividad 
administrativa realizadas por las Autoridades Portuarias, así como los procedentes 
de la actividad de coordinación y control de eficiencia del sistema portuario realizada 
por el Ente Público Puertos del Estado.

b) Las derivadas de adquisiciones y de transmisiones a título lucrativo, siempre 
que unas y otras se obtengan o realicen en cumplimiento de su objeto o finalidad 
específica.

c) Las que se pongan de manifiesto en la transmisión onerosa de bienes afectos 
a la realización del objeto o finalidad específica cuando el total producto obtenido se 
destine a nuevas inversiones relacionadas con dicho objeto o finalidad específica.

Las nuevas inversiones deberán realizarse dentro del plazo comprendido entre el 
año anterior a la fecha de la entrega o puesta a disposición del elemento patrimonial 
y los tres años posteriores y mantenerse en el patrimonio de la entidad durante siete 
años, excepto que su vida útil conforme al método de amortización, de los admitidos 
en el artículo 11.1 de esta Ley, que se aplique fuere inferior.

En caso de no realizarse la inversión dentro del plazo señalado, la parte de cuota 
íntegra correspondiente a la renta obtenida se ingresará, además de los intereses de 
demora, conjuntamente con la cuota correspondiente al período impositivo en que 
venció aquél.

La transmisión de dichos elementos antes del término del mencionado plazo 
determinará la integración en la base imponible de la parte de renta no gravada, 
salvo que el importe obtenido sea objeto de una nueva reinversión.

2. La exención a que se refiere el apartado anterior no alcanzará a los 
rendimientos de explotaciones económicas, ni a las rentas derivadas del patrimonio, 
ni a las rentas obtenidas en transmisiones, distintas de las señaladas en él.

3. Se considerarán rendimientos de una explotación económica todos aquellos 
que procediendo del trabajo personal y del capital conjuntamente, o de uno solo de 
estos factores, supongan por parte del sujeto pasivo la ordenación por cuenta propia 
de los medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos con la 
finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios.»

6. Se modifica el artículo 135 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 135.  Determinación de la base imponible.
1. La base imponible se determinará aplicando las normas previstas en el Título 

IV de esta Ley.
2. No tendrán la consideración de gastos fiscalmente deducibles, además de los 

establecidos en el artículo 14 de esta Ley, los siguientes:
a) Los gastos imputables exclusivamente a las rentas exentas. Los gastos 

parcialmente imputables a las rentas no exentas serán deducibles en el porcentaje 
que representen los ingresos obtenidos en el ejercicio de explotaciones económicas 
no exentas respecto de los ingresos totales de la entidad.

b) Las cantidades que constituyan aplicación de resultados y, en particular, de los 
que se destinen al sostenimiento de las actividades exentas a que se refiere el 
párrafo a) del apartado 1 del artículo anterior.»

7. Se añade un nuevo párrafo al apartado 1 del artículo 139 de la Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, que queda redactado en los siguientes términos:

«1. Los sujetos pasivos de este impuesto deberán llevar su contabilidad de 
acuerdo con lo previsto en el Código de Comercio o con lo establecido en las normas 
por las que se rigen.

En todo caso, los sujetos pasivos a que se refiere el Título VIII, capítulo XV, de 
esta Ley llevarán su contabilidad de tal forma que permita identificar los ingresos y 
gastos correspondientes a las rentas y explotaciones económicas no exentas.»
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Disposición adicional tercera.  Modificación del Real Decreto legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Se modifica la letra A) del artículo 45.I del texto refundido del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto 
legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, que quedará redactado en los siguientes términos:

«I. A) Estarán exentos del impuesto:
a) El Estado y las Administraciones públicas territoriales e institucionales y sus 

establecimientos de beneficencia, cultura, Seguridad Social, docentes o de fines 
científicos.

Esta exención será igualmente aplicable a aquellas entidades cuyo régimen fiscal 
haya sido equiparado por una Ley al del Estado o al de las Administraciones públicas 
citadas.

b) Las entidades sin fines lucrativos a que se refiere el artículo 2 de la Ley 
49/2002, de..., de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo, que se acojan al régimen fiscal especial en la 
forma prevista en el artículo 14 de dicha Ley.

A la autoliquidación en que se aplique la exención se acompañará la 
documentación que acredite el derecho a la exención.

c) Las cajas de ahorro, por las adquisiciones directamente destinadas a su obra 
social.

d) La Iglesia Católica y las iglesias, confesiones y comunidades religiosas que 
tengan suscritos acuerdos de cooperación con el Estado español.

e) El Instituto de España y las Reales Academias integradas en el mismo, así 
como las instituciones de las Comunidades Autónomas que tengan fines análogos a 
los de la Real Academia Española.

f) La Cruz Roja Española y la Organización Nacional de Ciegos Españoles.
g) La Obra Pía de los Santos Lugares.»

Disposición adicional cuarta.  Régimen fiscal de los bienes integrantes del Patrimonio 
Histórico de las Comunidades Autónomas.

El régimen establecido en esta Ley referente a los bienes integrantes del Patrimonio 
Histórico Español, inscritos en el Registro general de bienes de interés cultural o incluidos en 
el Inventario general a que se refiere la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español, se aplicará a los bienes culturales declarados o inscritos por las Comunidades 
Autónomas, de acuerdo con lo establecido en sus normas reguladoras.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 18 de esta Ley y en el artículo 73 de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, la valoración de tales bienes por 
las Comunidades Autónomas se realizará por sus órganos competentes según las 
respectivas normas reguladoras. Asimismo, la valoración se realizará por los mismos 
órganos cuando la donataria sea una Comunidad Autónoma.

Disposición adicional quinta.  Régimen tributario de la Cruz Roja Española y de la 
Organización Nacional de Ciegos Españoles.

El régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos inclusive, de esta Ley será de 
aplicación a la Cruz Roja Española y a la Organización Nacional de Ciegos Españoles, 
siempre que cumplan el requisito establecido en el penúltimo párrafo del número 5.º del 
artículo 3 de esta Ley, conservando su vigencia las exenciones concedidas con anterioridad 
a su entrada en vigor.

Estas entidades serán consideradas como entidades beneficiarias del mecenazgo a los 
efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Tendrá la consideración de explotación económica exenta, a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 7 de esta Ley, la comercialización por la Organización Nacional de Ciegos 
Españoles de cualquier tipo de juego autorizado por el Gobierno de la Nación, de 
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conformidad con el régimen jurídico previsto en la disposición adicional cuarta de la Ley 
55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social.

Disposición adicional sexta.  Régimen tributario de la Obra Pía de los Santos Lugares.
El régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos inclusive, de esta Ley será de 

aplicación a la Obra Pía de los Santos Lugares, siempre que cumpla el requisito establecido 
en el número 5.º del artículo 3 de esta Ley.

La Obra Pía será considerada como entidad beneficiaria del mecenazgo a los efectos 
previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional séptima.  Régimen tributario de los consorcios Casa de América, 
Casa de Asia, "Institut Europeu de la Mediterrània" y el Museo Nacional de Arte de Cataluña.

Los consorcios Casa de América, Casa de Asia, "Institut Europeu de la Casa de la 
Mediterrània" y el Museo Nacional de Arte de Cataluña serán considerados entidades 
beneficiarias del mecenazgo a los efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos 
inclusive, de esta ley.

Disposición adicional octava.  Fundaciones de entidades religiosas.
Lo dispuesto en esta Ley se entiende sin perjuicio de lo establecido en los acuerdos con 

la Iglesia Católica y en los acuerdos y convenios de cooperación suscritos por el Estado con 
las iglesias, confesiones y comunidades religiosas, así como en las normas dictadas para su 
aplicación, para las fundaciones propias de estas entidades, que podrán optar por el régimen 
fiscal establecido en los artículos 5 a 25 de esta Ley, siempre que en este último caso 
presenten la certificación de su inscripción en el Registro de Entidades Religiosas, y cumplan 
el requisito establecido en el número 5.º del artículo 3 de esta Ley.

Disposición adicional novena.  Régimen tributario de la Iglesia Católica y de otras iglesias, 
confesiones y comunidades religiosas.

1. El régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos inclusive, de esta Ley será de 
aplicación a la Iglesia Católica y a las iglesias, confesiones y comunidades religiosas que 
tengan suscritos acuerdos de cooperación con el Estado español, sin perjuicio de lo 
establecido en los acuerdos a que se refiere la disposición adicional anterior.

2. El régimen previsto en esta Ley será también de aplicación a las asociaciones y 
entidades religiosas comprendidas en el artículo V del Acuerdo sobre Asuntos Económicos 
suscrito entre el Estado español y la Santa Sede, así como a las entidades contempladas en 
el apartado 5 del artículo 11 de la Ley 24/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el 
Acuerdo de Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas 
de España; en el apartado 5 del artículo 11 de la Ley 25/1992, de 10 de noviembre, por la 
que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado con la Federación de Comunidades 
Israelitas de España, y en el apartado 4 del artículo 11 de la Ley 26/1992, de 10 de 
noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado con la Comisión 
Islámica de España, siempre que estas entidades cumplan los requisitos exigidos por esta 
Ley a las entidades sin fines lucrativos para la aplicación de dicho régimen.

3. Las entidades de la Iglesia Católica contempladas en los artículos IV y V del Acuerdo 
sobre Asuntos Económicos entre el Estado español y la Santa Sede, y las igualmente 
existentes en los acuerdos de cooperación del Estado español con otras iglesias, 
confesiones y comunidades religiosas, serán consideradas entidades beneficiarias del 
mecenazgo a los efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional décima.  Régimen tributario del Instituto de España y las Reales 
Academias integradas en el mismo, así como de las instituciones de las Comunidades 
Autónomas que tengan fines análogos a los de la Real Academia Española.

Las exenciones establecidas en el artículo 15 de esta Ley serán de aplicación al Instituto 
de España y a las Reales Academias integradas en el mismo, así como a las instituciones de 
las Comunidades Autónomas con lengua oficial propia que tengan fines análogos a los de la 
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Real Academia Española. Estas entidades serán consideradas entidades beneficiarias del 
mecenazgo a los efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional decimoprimera.  Obra social de las cajas de ahorro.
Las entidades sin fines lucrativos podrán destinar el patrimonio resultante de su 

disolución a la obra social de las cajas de ahorro, siempre que así esté expresamente 
contemplado en el negocio fundacional o en los estatutos de la entidad disuelta, no siendo 
de aplicación en este supuesto el número 6.º del artículo 3.

Disposición adicional decimosegunda.  Federaciones deportivas, Comité Olímpico 
Español y Comité Paralímpico Español.

1. Los ingresos de los espectáculos deportivos obtenidos por las entidades relacionadas 
en el párrafo e) del artículo 2 de esta Ley no se incluirán en el cómputo del 40 por 100 de los 
ingresos de explotaciones económicas no exentas a que se refiere el requisito del número 
3.º de su artículo 3.

2. Están exentas del Impuesto sobre Sociedades las rentas obtenidas por las entidades 
relacionadas en el párrafo e) del artículo 2 de esta Ley que procedan de la celebración, 
retransmisión o difusión por cualquier medio de las competiciones amistosas u oficiales en 
las que participen las selecciones nacionales o autonómicas, siempre que la organización de 
dichas competiciones sea de su exclusiva competencia.

Disposición adicional decimotercera.  Régimen tributario de las entidades benéficas de 
construcción.

Las entidades benéficas de construcción constituidas al amparo del artículo 5 de la Ley 
de 15 de julio de 1954 podrán optar por el régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos 
inclusive, de esta Ley, siempre que cumplan los requisitos establecidos en la normativa 
propia reguladora de estas entidades, se encuentren debidamente inscritas en el registro 
correspondiente de la Administración central o autonómica, y cumplan el requisito 
establecido en el número 5.º del artículo 3 de esta Ley. No se aplicará a estas entidades lo 
previsto en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.

Disposición adicional decimocuarta.  Consultas vinculantes.
Durante los primeros seis meses siguientes a la entrada en vigor de esta Ley podrán 

formularse a la Administración tributaria consultas sobre la aplicación de la Ley, cuya 
contestación tendrá carácter vinculante, en los términos siguientes:

Primero. Las consultas podrán plantearse exclusivamente por las federaciones y 
asociaciones de las entidades a que se refiere el párrafo f) del artículo 2 de esta Ley, por las 
Federaciones deportivas españolas y por las Conferencias, Comisiones y Secretarías que 
representen, respectivamente, a las entidades a que se refiere la disposición adicional 
novena de esta Ley, referidas a cuestiones que afecten a sus miembros o asociados.

Segundo. Las contestaciones de la Administración tributaria a las consultas que se 
formulen en los términos anteriores se comunicarán a la entidad consultante y se publicarán 
en el «Boletín Oficial del Ministerio de Hacienda».

Tercero. La presentación, tramitación y contestación de estas consultas, así como los 
efectos de su contestación, se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto 404/1997, de 21 
de marzo, por el que se establece el régimen aplicable a las consultas cuya contestación 
deba tener carácter vinculante para la Administración tributaria.

Disposición adicional decimoquinta.  Ciudades, conjuntos y bienes declarados Patrimonio 
Mundial por la Unesco situados en España.

A los efectos de las deducciones previstas en las disposiciones adicionales primera y 
segunda de esta Ley, se relacionan en el anexo de la presente Ley las ciudades españolas y 
los conjuntos arquitectónicos, arqueológicos, naturales o paisajísticos y los bienes 
declarados Patrimonio Mundial por la Unesco situados en España.
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Disposición adicional decimosexta.  Haciendas locales.
A efectos de lo establecido en esta Ley, no será de aplicación lo dispuesto en el primer 

párrafo del apartado 2 del artículo 9 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de 
las Haciendas Locales.

Disposición adicional decimoséptima.  Remisiones normativas.
Las remisiones normativas realizadas al Título II de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, 

de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés 
General, se entenderán hechas a los preceptos de esta Ley.

Disposición adicional decimoctava.  Régimen tributario del Museo Nacional del Prado.
El Museo Nacional del Prado será considerado entidad beneficiaria del mecenazgo a los 

efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta ley.

Disposición adicional decimonovena.  Régimen tributario del Museo Nacional Centro de 
Arte Reina Sofía.

El Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía será considerado entidad beneficiaria del 
mecenazgo a los efectos previstos en los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta ley.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de las exenciones concedidas al 
amparo de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a 
la Participación Privada en Actividades de Interés General.

Las exenciones concedidas a las entidades a las que se refiere el artículo 2 de esta Ley, 
al amparo de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales 
a la Participación Privada en Actividades de Interés General, mantendrán su vigencia 
durante un período de dos años a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de los administradores de 
sociedades mercantiles nombrados por entidades sin fines lucrativos.

Las entidades sin fines lucrativos constituidas antes de la entrada en vigor de esta Ley 
que opten por aplicar el régimen fiscal especial previsto en su Título II dispondrán del plazo 
de un año desde dicha entrada en vigor para dar cumplimiento al requisito establecido en el 
último párrafo del número 5.º de su artículo 3, en relación con los administradores que estas 
entidades hayan nombrado en las sociedades mercantiles en que participen.

Disposición transitoria tercera.  Adaptación de los estatutos.
Las entidades sin fines lucrativos constituidas antes de la entrada en vigor de esta Ley 

que opten por aplicar el régimen fiscal especial previsto en su Título II dispondrán de un 
plazo de dos años desde dicha entrada en vigor para adaptar sus estatutos a lo establecido 
en el número 6.º de su artículo 3.

Disposición transitoria cuarta.  Porcentajes de deducción en la cuota del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre Sociedades.

Durante el período impositivo 2015 el porcentaje de deducción para bases de deducción 
de hasta 150 euros a que se refiere el apartado 1 del artículo 19 de esta Ley, será del 50 por 
ciento, y el aplicable al resto de la base de la deducción, el 27,5 por ciento. Cuando resulte 
de aplicación lo dispuesto en el último párrafo de dicho apartado, el porcentaje de deducción 
a aplicar será el 32,5 por ciento.

En los períodos impositivos que se inicien en el año 2015, el porcentaje de deducción a 
que se refiere el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 20 de esta Ley, será del 37,5 
por ciento.
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Disposición derogatoria única.  
A la entrada en vigor de esta Ley quedarán derogadas todas las disposiciones que se 

opongan a lo establecido en la misma y, en particular, el Título II y las disposiciones 
adicionales cuarta a séptima, novena a duodécima y decimoquinta y decimosexta de la Ley 
30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación 
Privada en Actividades de Interés General.

Disposición final primera.  Habilitación a la Ley de Presupuestos Generales del Estado.
La Ley de Presupuestos Generales del Estado, de conformidad con lo previsto en el 

artículo 134.7 de la Constitución Española, podrá:
a) Modificar el tipo de gravamen de las entidades sin fines lucrativos.
b) Modificar los porcentajes de deducción y los límites cuantitativos para su aplicación 

previstos en esta Ley.
c) Determinar los acontecimientos de excepcional interés público y regular los extremos 

a que se refiere el apartado 2 del artículo 27 de esta Ley.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Se autoriza al Gobierno a dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y 

ejecución de esta Ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
Las disposiciones relativas al Impuesto sobre Sociedades, al Impuesto sobre Bienes 

Inmuebles y al Impuesto sobre Actividades Económicas surtirán efectos sólo para los 
períodos impositivos que se inicien a partir de la entrada en vigor de la Ley.

ANEXO
Ciudades y conjuntos arquitectónicos, arqueológicos, naturales o paisajísticos y bienes 

declarados Patrimonio Mundial por la Unesco situados en España:
Parque y Palacio Güell y Casa Milà, Barcelona.
Monasterio y Sitio de El Escorial, Madrid.
Catedral de Burgos.
Alhambra, Generalife y Albaicín, Granada.
Centro histórico de Córdoba.
Monumentos de Oviedo y del reino de Asturias.
Cuevas de Altamira.
Ciudad vieja de Segovia y su Acueducto.
Ciudad vieja de Santiago de Compostela.
Ciudad vieja de Ávila e iglesias extramuros.
Arquitectura mudéjar de Aragón.
Parque nacional de Garajonay.
Ciudad vieja de Cáceres.
Ciudad histórica de Toledo.
Catedral, Alcázar y Archivo de Indias, Sevilla.
Ciudad vieja de Salamanca.
Monasterio de Poblet.
Conjunto arqueológico de Mérida.
El Monasterio Real de Santa María de Guadalupe.
El Camino de Santiago de Compostela.
Parque Nacional de Doñana.
Ciudad histórica fortificada de Cuenca.
La Lonja de la Seda de Valencia.
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Palau de la música catalana y Hospital de San Pau, Barcelona.
Las Médulas.
Monasterios de San Millán de Yuso y de Suso.
Arte rupestre del Arco Mediterráneo de la Península Ibérica.
Universidad y recinto histórico de Alcalá de Henares.
Ibiza, biodiversidad y cultura.
San Cristóbal de La Laguna.
Sitio arqueológico de Atapuerca.
Palmeral de Elche.
Iglesias románicas catalanas del valle del Boí.
Muralla romana de Lugo.
Conjunto arqueológico de Tarragona.
Paisaje cultural de Aranjuez.
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§ 16

Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento para la aplicación del régimen fiscal de las entidades sin 

fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo

Ministerio de Hacienda
«BOE» núm. 254, de 23 de octubre de 2003

Última modificación: 28 de diciembre de 2012
Referencia: BOE-A-2003-19571

La Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, ha establecido el nuevo régimen fiscal 
para las entidades sin fines lucrativos que flexibiliza los requisitos para acogerse a los 
incentivos fiscales que establece y dota de seguridad jurídica suficiente a tales entidades en 
el desarrollo de las actividades que realizan en cumplimiento de los fines de interés general 
que persiguen.

La ley establece también el conjunto de incentivos que son aplicables a la actividad de 
mecenazgo realizada por particulares y empresas.

El desarrollo reglamentario llevado a cabo por este real decreto permitirá la aplicación de 
esos incentivos con la prontitud requerida por la propia ley, que ha previsto el ejercicio de 
una opción para acogerse al nuevo régimen fiscal especial por parte de las entidades.

Este real decreto se estructura en un artículo, una disposición derogatoria y cuatro 
disposiciones finales.

El artículo único aprueba el Reglamento para la aplicación del régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

El reglamento consta de tres capítulos, con doce artículos, así como de una disposición 
adicional y una disposición transitoria.

El primero de los capítulos se dedica a la regulación del procedimiento previsto para la 
aplicación del régimen fiscal especial por las entidades sin fines lucrativos que cumplan los 
requisitos previstos en la ley, de los requisitos de la memoria económica que han de elaborar 
dichas entidades y de la acreditación a efectos de la exclusión de la obligación de retener o 
ingresar a cuenta sobre las rentas que están exentas de tributación.

El segundo capítulo regula el procedimiento para la justificación de los donativos, 
donaciones y aportaciones deducibles por los sujetos pasivos del Impuesto sobre 
Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, en particular, la declaración informativa que han 
de presentar las entidades sin fines lucrativos beneficiarias de los incentivos regulados en el 
título III de la Ley 49/2002 sobre las certificaciones emitidas de los donativos y aportaciones 
percibidos.

Y, finalmente, el tercer capítulo se refiere al procedimiento para la aplicación y 
reconocimiento de los beneficios fiscales previstos en los programas de apoyo a 
acontecimientos de excepcional interés público.
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Por su parte, la disposición adicional única introduce las precisiones necesarias para la 
adecuación del régimen fiscal especial a las entidades religiosas de acuerdo con lo 
establecido en los acuerdos internacionales y de cooperación correspondientes, así como en 
su normativa de desarrollo, y la disposición transitoria establece un plazo especial para que 
puedan ejercer la opción por el régimen especial aquellas entidades cuyo periodo impositivo 
iniciado con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 49/2002 haya finalizado antes de 
entrar en vigor el reglamento.

Por último, la disposición derogatoria única y las disposiciones finales de este real 
decreto regulan lo siguiente:

La disposición derogatoria única contiene la referencia a la derogación de todas las 
disposiciones que se opongan a lo establecido en este real decreto y, en particular, del Real 
Decreto 765/1995 que desarrollaba la derogada Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de 
fundaciones y de incentivos fiscales a la participación privada en actividades de interés 
general.

La disposición final primera modifica los artículos 89, 90 y 95 del Reglamento del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por 
el Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo, para regular la forma de acreditación de las 
condiciones que dan lugar a la exención en dicho impuesto, así como el derecho a la 
devolución en determinados supuestos.

Y la disposición final segunda modifica el artículo 66 del Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 214/1999, de 5 de febrero, 
con el objeto de delimitar con claridad el ámbito de aplicación de la declaración informativa 
que deben presentar las entidades que perciban donativos regulados en el artículo 55.3.b) 
de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
otras Normas Tributarias, y unificar su plazo de presentación con el establecido, con carácter 
general, para las declaraciones informativas anuales.

La disposición final tercera introduce dos modificaciones en el artículo 57 del 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 537/1997 de 14 
de abril. En primer lugar, se modifica el párrafo i).3.o, con objeto de armonizar plenamente la 
regulación en el Impuesto sobre Sociedades y en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas en materia de retenciones e ingresos a cuenta respecto de los 
rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles urbanos. En 
segundo lugar, se añade un párrafo w), con la finalidad de que las rentas exentas recibidas 
por el Consorcio de Compensación de Seguros en el ejercicio de las funciones que 
anteriormente correspondían a la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras y que 
han sido asumidas por aquél en virtud de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas 
de Reforma del Sistema Financiero, no estén sometidas a retención.

Por último, en la disposición final cuarta se dispone la entrada en vigor de este real 
decreto el día siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado".

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda, con la aprobación previa de la 
Ministra de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 10 de octubre de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo único.  Aprobación del Reglamento para la aplicación del régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

Se aprueba el Reglamento para la aplicación del régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, que se inserta a continuación.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en este real 

decreto y, en particular, el Real Decreto 765/1995, de 5 de mayo, por el que se regulan 
determinadas cuestiones del régimen de incentivos fiscales a la participación privada en 
actividades de interés general.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 16  Reglamento del régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y del mecenazgo

– 247 –



Disposición final primera.  Modificación del Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto 828/1995, de 
29 de mayo.

El Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, aprobado por el Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo, se modifica en los 
siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 89, que quedará redactado de la siguiente forma:

"Artículo 89.  Acreditación del derecho a la exención.
1. Para la acreditación del derecho a la exención de las entidades del artículo 

45.I.A).b) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, deberá acompañarse a la 
autoliquidación del impuesto copia del certificado vigente en el momento de la 
realización del hecho imponible regulado en el artículo 4 del Reglamento para la 
aplicación del régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, aprobado por el Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre.

2. La Administración tributaria competente y las Oficinas Liquidadoras de Distrito 
Hipotecario podrán, mediante comprobación o inspección, solicitar la documentación 
que justifique el derecho a la exención."

Dos. Se modifica el artículo 90, que quedará redactado de la siguiente forma:

"Artículo 90.  Acreditación del derecho a la exención de las entidades religiosas.
1. Para la acreditación del derecho a la exención de las entidades religiosas, 

deberá acompañarse a la autoliquidación del impuesto copia del certificado regulado 
en el apartado 1 de la disposición adicional única del Reglamento para la aplicación 
del régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo, aprobado por el Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre, cuando se 
trate de entidades incluidas en el apartado 1 de la disposición adicional novena de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, o copia del certificado vigente en 
el momento de la realización del hecho imponible regulado en el artículo 4 del citado 
reglamento, cuando se trate de entidades previstas en la disposición adicional octava 
y en el apartado 2 de la disposición adicional novena de dicha ley.

2. La Administración tributaria competente y las Oficinas Liquidadoras de Distrito 
Hipotecario podrán, mediante comprobación o inspección, solicitar la documentación 
que justifique el derecho a la exención."

Tres. Se añade un apartado 8 al artículo 95, que quedará redactado de la siguiente 
forma:

"8. Los sujetos pasivos a que se refieren los párrafos b) y d) del artículo 45.I.A) 
del texto refundido de la Ley del Impuesto que, teniendo derecho a la aplicación del 
régimen fiscal especial en relación con este impuesto, hubieran satisfecho las 
deudas correspondientes a éste, tendrán derecho a la devolución de las cantidades 
ingresadas."

Disposición final segunda.  Modificación del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 214/1999, de 5 de febrero.

El apartado 2 del artículo 66 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 214/1999, de 5 de febrero, queda redactado 
de la siguiente manera:

"2. Las entidades beneficiarias de donativos a las que se refiere el artículo 
55.3.b) de la Ley del Impuesto deberán remitir una declaración informativa sobre los 
donativos recibidos durante cada año natural, en la que, además de sus datos de 
identificación, harán constar la siguiente información referida a los donantes:

a) Nombre y apellidos.
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b) Número de identificación fiscal.
c) Importe del donativo.
d) Indicación de si el donativo da derecho a la aplicación de alguna de las 

deducciones aprobadas por las comunidades autónomas.
La presentación de esta declaración informativa se realizará en el mes de enero 

de cada año, en relación con los donativos percibidos en el año inmediato anterior.
Esta declaración informativa se efectuará en la forma y lugar que determine el 

Ministro de Hacienda, quien podrá establecer los supuestos en que deberá 
presentarse en soporte directamente legible por ordenador o por medios 
telemáticos."

Disposición final tercera.  Modificación del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto 537/1997, de 14 de abril.

El Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 537/1997, 
de 14 de abril, se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el ordinal 3.º del párrafo i) del artículo 57, relativo a uno de los 
supuestos excepcionados de la obligación de retener o ingresar a cuenta respecto de los 
rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de bienes inmuebles 
urbanos, que quedará redactado de la siguiente forma:

"3.º Cuando la actividad del arrendador esté clasificada en alguno de los 
epígrafes del grupo 861 de la sección primera de las tarifas del Impuesto sobre 
Actividades Económicas, aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 
28 de septiembre, o en algún otro epígrafe que faculte para la actividad de 
arrendamiento o subarrendamiento de bienes inmuebles urbanos, y aplicando al 
valor catastral de los inmuebles destinados al arrendamiento o subarrendamiento las 
reglas para determinar la cuota establecida en los epígrafes del citado grupo 861, no 
hubiese resultado cuota cero.

A estos efectos, el arrendador deberá acreditar frente al arrendatario el 
cumplimiento del citado requisito, en los términos que establezca el Ministro de 
Hacienda."

Dos. Con efectos a partir del 24 de noviembre de 2002, se añade un párrafo w) al 
artículo 57, en el que se establecen excepciones a la obligación de retener y de ingresar a 
cuenta, que quedará redactada de la siguiente forma:

"w) Las rentas derivadas del ejercicio de las funciones de liquidación de 
entidades aseguradoras y de los procesos concursales a que estas se encuentren 
sometidas obtenidas por el Consorcio de Compensación de Seguros, en virtud de lo 
dispuesto en el párrafo tercero del apartado 1 del artículo 24 de su estatuto legal, 
contenido en el artículo cuarto de la Ley 21/1990, de 19 de diciembre, para adaptar el 
Derecho español a la Directiva 88/357/CEE sobre libertad de servicios en seguros 
distintos al de vida y de actualización de la legislación de seguros privados."

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

"Boletín Oficial del Estado".
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REGLAMENTO PARA LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN FISCAL DE LAS 
ENTIDADES SIN FINES LUCRATIVOS Y DE LOS INCENTIVOS FISCALES AL 

MECENAZGO

CAPÍTULO I
Procedimiento para la aplicación del régimen fiscal especial de las entidades 
sin fines lucrativos, memoria económica y acreditación del derecho a la 

exclusión de la obligación de retener e ingresar a cuenta

Artículo 1.  Opción por la aplicación del régimen fiscal especial de las entidades sin fines 
lucrativos.

1. Para la aplicación del régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 49/2002, 
de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, la entidad deberá comunicar a la Administración tributaria su opción 
por dicho régimen a través de la correspondiente declaración censal.

2. El régimen fiscal especial se aplicará al periodo impositivo que finalice con 
posterioridad a la fecha de presentación de la declaración censal en que se contenga la 
opción y a los sucesivos, en tanto que la entidad no renuncie al régimen.

La renuncia producirá efectos a partir del periodo impositivo que se inicie con 
posterioridad a su presentación, que deberá efectuarse con al menos un mes de antelación 
al inicio de aquél mediante la correspondiente declaración censal.

3. En relación con los impuestos que no tienen periodo impositivo, el régimen fiscal 
especial se aplicará a los hechos imponibles producidos durante los períodos impositivos a 
que se refiere el primer párrafo del apartado anterior y la renuncia surtirá efectos respecto a 
los hechos imponibles producidos a partir del inicio del período impositivo a que se refiere el 
segundo párrafo del citado apartado.

4. La aplicación del régimen especial quedará condicionada, para cada período 
impositivo, al cumplimiento, durante cada uno de ellos, de las condiciones y requisitos 
previstos en el artículo 3 de la Ley 49/2002.

Artículo 2.  Aplicación del régimen fiscal especial a efectos de los tributos locales.
1. A efectos de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 15 de la Ley 49/2002, las 

entidades sin fines lucrativos deberán comunicar el ejercicio de la opción regulada en el 
artículo 1 de este reglamento.

2. En relación con la exención en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y en el Impuesto 
sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, la comunicación a que 
se refiere el apartado 1 deberá dirigirse al ayuntamiento competente por razón de la 
localización del bien inmueble de que se trate.

3. En relación con la exención en el Impuesto sobre Actividades Económicas, la 
comunicación a que se refiere el apartado 1 se entenderá realizada con la presentación de la 
declaración censal a que se refiere el artículo 1 de este reglamento.

4. En el supuesto de que las entidades sin fines lucrativos renuncien a la aplicación del 
régimen fiscal especial, deberán comunicar tal circunstancia a la entidad competente a que 
se refiere el apartado 2.

En el caso del Impuesto sobre Actividades Económicas, la comunicación de la renuncia 
se entenderá realizada con la presentación de la declaración censal a que se refiere el 
párrafo segundo del artículo 1.2 de este reglamento.

5. Los sujetos pasivos que, teniendo derecho a la aplicación del régimen fiscal especial 
en relación con los tributos locales, hubieran satisfecho las deudas correspondientes a éstos 
tendrán derecho a la devolución de las cantidades ingresadas.

Artículo 3.  Memoria económica.
1. La memoria económica que, en cumplimiento de lo establecido en la Ley 49/2002, 

deban elaborar las entidades sin fines lucrativos, contendrá la siguiente información:
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a) Identificación de las rentas exentas y no exentas del Impuesto sobre Sociedades 
señalando el correspondiente número y letra de los artículos 6 y 7 de la Ley 49/2002 que 
ampare la exención con indicación de los ingresos y gastos de cada una de ellas. También 
deberán indicarse los cálculos y criterios utilizados para determinar la distribución de los 
gastos entre las distintas rentas obtenidas por la entidad.

b) Identificación de los ingresos, gastos e inversiones correspondientes a cada proyecto 
o actividad realizado por la entidad para el cumplimiento de sus fines estatutarios o de su 
objeto. Los gastos de cada proyecto se clasificarán por categorías, tales como gastos de 
personal, gastos por servicios exteriores o compras de material.

c) Especificación y forma de cálculo de las rentas e ingresos a que se refiere el artículo 
3.2.º de la Ley 49/2002, así como descripción del destino o de la aplicación dado a las 
mismas.

d) Retribuciones, dinerarias o en especie, satisfechas por la entidad a sus patronos, 
representantes o miembros del órgano de gobierno, tanto en concepto de reembolso por los 
gastos que les haya ocasionado el desempeño de su función, como en concepto de 
remuneración por los servicios prestados a la entidad distintos de los propios de sus 
funciones.

e) Porcentaje de participación que posea la entidad en sociedades mercantiles, 
incluyendo la identificación de la entidad, su denominación social y su número de 
identificación fiscal.

f) Retribuciones percibidas por los administradores que representen a la entidad en las 
sociedades mercantiles en que participe, con indicación de las cantidades que hayan sido 
objeto de reintegro.

g) Convenios de colaboración empresarial en actividades de interés general suscritos por 
la entidad, identificando al colaborador que participe en ellos con indicación de las 
cantidades recibidas.

h) Indicación de las actividades prioritarias de mecenazgo que, en su caso, desarrolle la 
entidad.

i) Indicación de la previsión estatutaria relativa al destino del patrimonio de la entidad en 
caso de disolución y, en el caso de que la disolución haya tenido lugar en el ejercicio, del 
destino dado a dicho patrimonio.

2. La memoria económica deberá presentarse ante la Dependencia de Gestión Tributaria 
de la Delegación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria del domicilio fiscal de la 
entidad o en la Dependencia Regional de Inspección u Oficina Nacional de Inspección, si 
estuvieran adscritas a éstas, dentro del plazo de siete meses desde la fecha de cierre del 
ejercicio.

No obstante, las entidades cuyo volumen total de ingresos del período impositivo no 
supere los 20.000 euros y no participen en sociedades mercantiles no vendrán obligadas a la 
presentación de la memoria económica, sin perjuicio de la obligación de estas entidades de 
elaborar dicha memoria económica.

3. Las entidades que, en virtud de su normativa contable, estén obligadas a la 
elaboración anual de la memoria podrán cumplir lo dispuesto en este artículo mediante la 
inclusión en dicha memoria de la información a que se refiere el apartado 1.

En estos casos, a los únicos efectos del cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 49/2002 
en relación con la memoria económica, el lugar y plazo de presentación, así como los 
supuestos de exclusión de la obligación de su presentación ante la Administración tributaria, 
serán los establecidos en el apartado 2.

Artículo 4.  Acreditación a efectos de la exclusión de la obligación de retener o ingresar a 
cuenta respecto de las rentas exentas percibidas por las entidades sin fines lucrativos.

La acreditación de las entidades sin fines de lucro a efectos de la exclusión de la 
obligación de retener o ingresar a cuenta a que se refiere el artículo 12 de la Ley 49/2002 se 
efectuará mediante certificado expedido por el órgano competente de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, en el que conste que la entidad ha comunicado a la Administración 
tributaria la opción por la aplicación del régimen fiscal especial regulado en el título II de la 
mencionada ley y que no ha renunciado a éste.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 16  Reglamento del régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y del mecenazgo

– 251 –



Este certificado hará constar su período de vigencia, que se extenderá desde la fecha de 
su emisión hasta la finalización del período impositivo en curso del solicitante.

Artículo 5.  Retribuciones de los administradores nombrados en representación de las 
entidades sin fines lucrativos.

A efectos de la exclusión de la obligación de retener a que se refiere el último párrafo del 
artículo 3.5.ode la Ley 49/2002, corresponderá al pagador acreditar que las retribuciones de 
los administradores han sido percibidas por la entidad sin fines lucrativos a la que éstos 
representen.

CAPÍTULO II
Procedimiento para la aplicación de los incentivos fiscales al mecenazgo

Artículo 6.  Certificación y declaración informativa de los donativos, donaciones y 
aportaciones recibidas.

1. La certificación a la que se hace referencia en el artículo 24 de la Ley 49/2002 deberá 
contener la siguiente información:

a) El número de identificación fiscal y los datos de identificación personal del donante y 
de la entidad donataria.

b) Mención expresa de que la entidad donataria se encuentra incluida entre las entidades 
beneficiarias de mecenazgo de acuerdo con lo establecido en la Ley 49/2002.

c) Fecha e importe del donativo cuando éste sea dinerario.
d) Documento público u otro documento auténtico que acredite la entrega del bien 

donado cuando no se trate de donativos en dinero.
e) Destino que la entidad donataria dará al objeto donado en el cumplimiento de su 

finalidad específica.
f) Mención expresa del carácter irrevocable de la donación, sin perjuicio de lo establecido 

en las normas imperativas civiles que regulan la revocación de donaciones.
2. A efectos de lo dispuesto en el artículo 24.2 de la Ley 49/2002, la entidad beneficiaria 

deberá remitir a la Administración tributaria una declaración informativa sobre las 
certificaciones emitidas de los donativos, donaciones y aportaciones deducibles percibidos 
durante cada año natural, en la que, además de sus datos de identificación, deberá constar 
la siguiente información referida a los donantes y aportantes:

a) Nombre y apellidos, razón o denominación social.
b) Número de identificación fiscal.
c) Importe del donativo o aportación. En caso de que estos sean en especie, valoración 

de lo donado o aportado.
d) Referencia a si el donativo o la aportación se perciben para las actividades prioritarias 

de mecenazgo que se señalen por Ley de Presupuestos Generales del Estado.
e) Información sobre las revocaciones de donativos y aportaciones que, en su caso, se 

hayan producido en el año natural.
f) Indicación de si el donativo o aportación da derecho a la aplicación de alguna de las 

deducciones aprobadas por las comunidades autónomas.
La presentación de esta declaración informativa se realizará en el mes de enero de cada 

año, en relación con los donativos percibidos en el año inmediato anterior.
Esta declaración informativa se efectuará en la forma y lugar que determine el Ministro 

de Hacienda, quien podrá establecer los supuestos en que deberá presentarse en soporte 
directamente legible por ordenador o por medios telemáticos.
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CAPÍTULO III
Procedimiento para la aplicación de los beneficios fiscales previstos en los 

programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés público

Artículo 7.  Contenido y ámbito de aplicación.
1. La aplicación de los beneficios fiscales, a efectos de lo previsto en el artículo 27 de la 

Ley 49/2002, estará sujeta, en todo caso, a la ley específica por la que se apruebe el 
programa de apoyo al acontecimiento de excepcional interés público correspondiente.

2. La aplicación de los beneficios fiscales requerirá el reconocimiento previo de la 
Administración tributaria conforme al procedimiento regulado en este capítulo.

3. La Administración tributaria podrá comprobar el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para la aplicación de los beneficios fiscales a que se refiere este capítulo y 
practicar, en su caso, la regularización que resulte procedente.

Artículo 8.  Requisitos de los gastos, actividades u operaciones con derecho a deducción o 
bonificación.

1. A efectos de la aplicación de los incentivos fiscales previstos en el apartado primero 
del artículo 27.3 de la Ley 49/2002, se considerará que los gastos de propaganda y 
publicidad de proyección plurianual cumplen los requisitos señalados en dicho apartado 
cuando obtengan la certificación acreditativa a que se refiere el artículo 10 de este 
Reglamento y reúnan las siguientes condiciones:

a) Que consistan en:
1.º La producción y edición de material gráfico o audiovisual de promoción o información, 

consistente en folletos, carteles, guías, vídeos, soportes audiovisuales u otros objetos, 
siempre que sean de distribución gratuita y sirvan de soporte publicitario del acontecimiento.

2.º La instalación o montaje de pabellones específicos, en ferias nacionales e 
internacionales, en los que se promocione turísticamente el acontecimiento.

3.º La realización de campañas de publicidad del acontecimiento, tanto de carácter 
nacional como internacional.

4.º La cesión por los medios de comunicación de espacios gratuitos para la inserción por 
el consorcio o por el órgano administrativo correspondiente de anuncios dedicados a la 
promoción del acontecimiento.

b) Que sirvan directamente para la promoción del acontecimiento porque su contenido 
favorezca la divulgación de su celebración.

La base de la deducción será el importe total del gasto realizado cuando el contenido del 
soporte publicitario se refiera de modo esencial a la divulgación de la celebración del 
acontecimiento. En caso contrario, la base de la deducción será el 25 por ciento del gasto 
realizado.

2. A efectos de la bonificación en el Impuesto sobre Actividades Económicas prevista en 
el apartado cuarto del artículo 27.3 de la Ley 49/2002, se entenderá que las actividades de 
carácter artístico, cultural, científico o deportivo que pueden ser objeto de la bonificación son 
las comprendidas dentro de la programación oficial del acontecimiento que determinen la 
necesidad de causar alta y tributar por el epígrafe o grupo correspondiente de las tarifas del 
impuesto, de modo adicional y con independencia de la tributación por el Impuesto sobre 
Actividades Económicas que correspondiera hasta ese momento a la persona o entidad 
solicitante del beneficio fiscal.

3. A efectos de la bonificación en los impuestos y tasas locales prevista en el apartado 
quinto del artículo 27.3 de la Ley 49/2002, se entenderá que la operación respecto a la que 
se solicita el beneficio fiscal está relacionada exclusivamente con el desarrollo del respectivo 
programa cuando se refiera únicamente a actos de promoción y desarrollo de la 
programación oficial del acontecimiento.

Entre los tributos a que se refiere el mencionado apartado no se entenderán 
comprendidos el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre Vehículos de Tracción 
Mecánica y otros que no recaigan sobre las operaciones realizadas.
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Artículo 9.  Procedimiento para el reconocimiento de los beneficios fiscales por la 
Administración tributaria.

1. El reconocimiento previo del derecho de los sujetos pasivos a la aplicación de las 
deducciones previstas en el Impuesto sobre Sociedades, en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes se efectuará por el 
órgano competente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, previa solicitud del 
interesado.

La solicitud habrá de presentarse al menos 45 días naturales antes del inicio del plazo 
reglamentario de declaración-liquidación correspondiente al período impositivo en que haya 
de surtir efectos el beneficio fiscal cuyo reconocimiento se solicita. A dicha solicitud deberá 
adjuntarse la certificación expedida por el consorcio o por el órgano administrativo 
correspondiente que acredite que los gastos con derecho a deducción a los que la solicitud 
se refiere se han realizado en cumplimiento de sus planes y programas de actividades.

El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa del órgano competente en 
este procedimiento será de 30 días naturales desde la fecha en que la solicitud haya tenido 
entrada en el registro de dicho órgano competente. El cómputo de dicho plazo se 
suspenderá cuando se requiera al interesado que complete la documentación presentada, 
por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y la presentación de la 
documentación requerida.

Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin que el interesado haya 
recibido notificación administrativa acerca de su solicitud, se entenderá otorgado el 
reconocimiento.

2. El reconocimiento previo del derecho de los sujetos pasivos del Impuesto sobre 
Actividades Económicas a la bonificación prevista en dicho impuesto se efectuará, previa 
solicitud del interesado, por el ayuntamiento del municipio que corresponda o, en su caso, 
por la entidad que tenga asumida la gestión tributaria del impuesto, a través del 
procedimiento previsto en el artículo 9 del Real Decreto 243/1995, de 17 de febrero, por el 
que se dictan normas para la gestión del Impuesto sobre Actividades Económicas y se 
regula la delegación de competencias en materia de gestión censal de dicho impuesto.

A la solicitud de dicho reconocimiento previo deberá adjuntarse certificación expedida 
por el consorcio o por el órgano administrativo correspondiente que acredite que las 
actividades de carácter artístico, cultural, científico o deportivo que hayan de tener lugar 
durante la celebración del respectivo acontecimiento se enmarcan en sus planes y 
programas de actividades.

3. Para la aplicación de las bonificaciones previstas en otros impuestos y tasas locales, 
los sujetos pasivos deberán presentar una solicitud ante la entidad que tenga asumida la 
gestión de los respectivos tributos, a la que unirán la certificación acreditativa del 
cumplimiento del requisito exigido en el apartado 3 del artículo 8 de este reglamento, 
expedida por el consorcio o por el órgano administrativo correspondiente.

4. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa del órgano competente 
en los procedimientos previstos en los apartados 2 y 3 de este artículo será de dos meses 
desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro del órgano competente 
para resolver. El cómputo de dicho plazo se suspenderá cuando se requiera al interesado 
que complete la documentación presentada, por el tiempo que medie entre la notificación del 
requerimiento y la presentación de la documentación requerida.

Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin que el interesado haya 
recibido notificación administrativa acerca de su solicitud, se entenderá otorgado el 
reconocimiento previo.

5. El órgano que, según lo establecido en los apartados anteriores, sea competente para 
el reconocimiento del beneficio fiscal podrá requerir al consorcio u órgano administrativo 
correspondiente, o al solicitante, la aportación de la documentación a que se refiere el 
apartado 1 del artículo 10 de este reglamento, con el fin de comprobar la concurrencia de los 
requisitos exigidos para la aplicación del beneficio fiscal cuyo reconocimiento se solicita.
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Artículo 10.  Certificaciones del consorcio o del órgano administrativo correspondiente.
1. Para la obtención de las certificaciones a que se refiere este capítulo, los interesados 

deberán presentar una solicitud ante el consorcio o el órgano administrativo correspondiente, 
a la que adjuntarán la documentación relativa a las características y finalidad del gasto 
realizado o de la actividad que se proyecta, así como el presupuesto, forma y plazos para su 
realización.

El plazo para la presentación de las solicitudes de expedición de certificaciones 
terminará 15 días después de la finalización del acontecimiento respectivo.

2. El consorcio o el órgano administrativo correspondiente emitirá, si procede, las 
certificaciones solicitadas según lo establecido en el apartado anterior, en las que se hará 
constar, al menos, lo siguiente:

a) Nombre y apellidos, o denominación social, y número de identificación fiscal del 
solicitante.

b) Domicilio fiscal.
c) Descripción de la actividad o gasto, e importe total del mismo.
d) Confirmación de que la actividad se enmarca o el gasto se ha realizado en 

cumplimiento de los planes y programas de actividades del consorcio o del órgano 
administrativo correspondiente para la celebración del acontecimiento respectivo.

e) En el caso de gastos de propaganda y publicidad, calificación de esencial o no del 
contenido del soporte a efectos del cálculo de la base de deducción.

f) Mención del precepto legal en el que se establecen los incentivos fiscales para los 
gastos o actividades a que se refiere la certificación.

3. El plazo máximo en que deben notificarse las certificaciones a que se refiere este 
artículo será de dos meses desde la fecha en que la correspondiente solicitud haya tenido 
entrada en el registro del órgano competente para resolver.

Si en dicho plazo no se hubiera recibido requerimiento o notificación administrativa sobre 
la solicitud, se entenderá cumplido el requisito a que se refiere este artículo, pudiendo el 
interesado solicitar a la Administración tributaria el reconocimiento del beneficio fiscal, según 
lo dispuesto en el artículo anterior, aportando copia sellada de la solicitud.

Artículo 11.  Remisión de las certificaciones expedidas por el consorcio o el órgano 
administrativo.

El consorcio o el órgano administrativo correspondiente remitirá al Departamento de 
Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en los meses de enero, 
abril, julio y octubre, copia de las certificaciones emitidas en el trimestre anterior conforme a 
lo previsto en este reglamento, para su ulterior remisión a los correspondientes órganos de 
gestión.

Si el consorcio o el órgano administrativo correspondiente no hubiera emitido la 
certificación solicitada según lo establecido en el artículo anterior, deberá remitir copia de la 
solicitud presentada por el interesado.

Artículo 12.  Aplicación del régimen de mecenazgo prioritario.
1. A efectos de lo dispuesto en el apartado segundo del artículo 27.3 de la Ley 49/2002, 

las entidades o instituciones beneficiarias del mecenazgo prioritario deberán obtener la 
correspondiente certificación del consorcio u órgano administrativo correspondiente según lo 
dispuesto en el artículo 10 de este reglamento, en la que se certifique que la actividad 
realizada se enmarca dentro de los planes y programas aprobados por dicho consorcio u 
órgano administrativo correspondiente.

2. Las entidades e instituciones a las que se refiere el apartado anterior expedirán, en 
favor de los aportantes, las certificaciones justificativas previstas en el artículo 24 de la Ley 
49/2002 y remitirán al consorcio u órgano administrativo correspondiente, dentro de los dos 
meses siguientes a la finalización de cada ejercicio, una relación de las actividades 
financiadas con cargo a dichas aportaciones, así como copia de las certificaciones 
expedidas.
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3. El consorcio u órgano administrativo correspondiente remitirá copia de las 
certificaciones recibidas, dentro de los dos meses siguientes a su recepción, al 
Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Disposición adicional única.  La Iglesia Católica y otras iglesias, confesiones y 
comunidades religiosas: aplicación del régimen fiscal especial y acreditación a efectos de la 
exclusión de la obligación de retener o ingresar a cuenta.

1. Las entidades a las que se refiere el apartado 1 de la disposición adicional novena de 
la Ley 49/2002 que decidan aplicar el régimen fiscal especial previsto en los artículos 5 a 15 
de dicha ley no tendrán que efectuar las comunicaciones reguladas en los artículos 1 y 2 de 
este reglamento. Dicho régimen fiscal se aplicará directamente por el sujeto pasivo cuando 
se trate de tributos objeto de declaración o autoliquidación, y por la Administración tributaria 
en los demás casos.

La acreditación de estas entidades a efectos de la exclusión de la obligación de retener o 
ingresar a cuenta a que se refiere el artículo 12 de la Ley 49/2002 se efectuará mediante 
certificado expedido, a petición de la entidad interesada y con vigencia indefinida, por el 
órgano competente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en el que se acredite 
que la entidad está incluida en el apartado 1 de la citada disposición adicional. En la solicitud 
deberá acreditarse la personalidad y naturaleza de la entidad mediante la certificación de su 
inscripción emitida por el Registro de Entidades Religiosas del Ministerio de Justicia.

2. A las entidades a las que se refieren la disposición adicional octava y el apartado 2 de 
la disposición adicional novena de la Ley 49/2002 les será de aplicación lo dispuesto en los 
artículos 1, 2 y 4 de este reglamento a efectos del ejercicio de la opción por el régimen fiscal 
especial y de la acreditación del derecho a la exclusión de la obligación de retener o ingresar 
a cuenta.

Disposición transitoria única.  Opción por el régimen fiscal especial para determinados 
períodos impositivos.

El régimen fiscal especial establecido en la Ley 49/2002 será aplicable a los períodos 
impositivos iniciados a partir del 25 de diciembre de 2002 que hayan finalizado antes de la 
entrada en vigor de este reglamento, siempre que las entidades sin fines lucrativos se acojan 
a dicho régimen, de acuerdo con lo establecido en su artículo 1, dentro de los tres meses 
siguientes a la entrada en vigor de este reglamento.

Disposición final única.  Habilitación normativa.
Se autoriza al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas para dictar las 

disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de este Reglamento.
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§ 17

Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 155, de 29 de junio de 1985

Última modificación: 12 de octubre de 2021
Referencia: BOE-A-1985-12534

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley:

PREÁMBULO
El Patrimonio Histórico Español es el principal testigo de la contribución histórica de los 

españoles a la civilización universal y de su capacidad creativa contemporánea. La 
protección y el enriquecimiento de los bienes que lo integran constituyen obligaciones 
fundamentales que vinculan a todos los poderes públicos, según el mandato que a los 
mismo dirige el artículo 46 de la norma constitucional.

Exigencias, que en el primer tercio del siglo constituyeron para el legislador un mandato 
similar, fueron ejemplarmente cumplidas por los protagonistas de nuestra mejor tradición 
intelectual, jurídica y democrática, como es buena muestra el positivo legado recibido de la 
Ley de 13 de mayo de 1933. Pese a este reconocimiento, lo cierto es que la recuperación 
por nuestro pueblo de su libertad determinó que, desde los primeros momentos en que tan 
feliz proceso histórico se consumó, se emprendiera la tarea de elaborar una nueva y más 
amplia respuesta legal a tales exigencias, un verdadero código de nuestro Patrimonio 
Histórico, en el que los proyectos de futuro se conformaran a partir de las experiencias 
acumuladas.

Su necesidad fue sentida, en primer término, a causa de la dispersión normativa que, a 
lo largo del medio siglo transcurrido desde la entrada en vigor de la venerable Ley, ha 
producido en nuestro ordenamiento jurídico multitud de fórmulas con que quisieron 
afrontarse situaciones concretas en aquel momento no previstas o inexistentes. Deriva 
asimismo esta obligación de la creciente preocupación sobre esta materia por parte de la 
comunidad internacional y de sus organismos representativos, la cual ha generado nuevos 
criterios para la protección y enriquecimiento de los bienes históricos y culturales, que se han 
traducido en Convenciones y Recomendaciones, que España ha suscrito y observa, pero a 
las que su legislación interna no se adaptaba. La revisión legal queda, por último, impuesta 
por una nueva distribución de competencias entre Estado y Comunidades Autónomas que, 
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en relación a tales bienes, emana de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía. La 
presente Ley es dictada, en consecuencia, en virtud de normas contenidas en los apartados 
1 y 2 del artículo 149 de nuestra Constitución, que para el legislador y la Administración 
estatal suponen tanto un mandato como un título competencial.

Esta Ley consagra una nueva definición de Patrimonio Histórico y amplía notablemente 
su extensión. En ella quedan comprendidos los bienes muebles e inmuebles que los 
constituyen, el Patrimonio Arqueológico y el Etnográfico, los Museos, Archivos y Bibliotecas 
de titularidad estatal, así como el Patrimonio Documental y Bibliográfico. Busca, en suma, 
asegurar la protección y fomentar la cultura material debida a la acción del hombre en 
sentido amplio, y concibe aquélla como un conjunto de bienes que en sí mismos han de ser 
apreciados, sin establecer limitaciones derivadas de su propiedad, uso, antigüedad o valor 
económico.

Ello no supone que las medidas de protección y fomento se desplieguen de modo 
uniforme sobre la totalidad de los bienes que se consideran integrantes, en virtud de la Ley, 
de nuestro Patrimonio Histórico. La Ley establece distintos niveles de protección que se 
corresponden con diferentes categorías legales. La más genérica y que da nombre a la 
propia Ley es la de Patrimonio histórico Español, constituido éste por todos aquellos bienes 
de valor histórico, artístico, científico o técnico que conforman la aportación de España a la 
cultura universal. En torno a ese concepto se estructuran las medidas esenciales de la Ley y 
se precisan las técnicas de intervención que son competencia de la Administración del 
Estado, en particular, su defensa contra la exportación ilícita y su protección frente a la 
expoliación.

En el seno del Patrimonio Histórico Español, y al objeto de otorgar una mayor protección 
y tutela, adquiere un valor singular la categoría de Bienes de Interés Cultural, que se 
extiende a los muebles e inmuebles de aquel Patrimonio que, de forma más palmaria, 
requieran tal protección. Semejante categoría implica medidas asimismo singulares que la 
Ley establece según la naturaleza de los bienes sobre los cuales recae.

La Ley dispone también las fórmulas necesarias para que esa valoración sea posible, 
pues la defensa del Patrimonio Histórico de un pueblo no debe realizarse exclusivamente a 
través de normas que prohíban determinadas acciones o limiten ciertos usos, sino a partir de 
disposiciones que estimulen a su conservación y, en consecuencia, permitan su disfrute y 
faciliten su acrecentamiento.

Así, la Ley estipula un conjunto de medidas tributarias y fiscales y abre determinados 
cauces nuevos que colocan a España en un horizonte similar al que ahora se contempla en 
países próximos al nuestro por su historia y su cultura y, en consecuencia, por su acervo 
patrimonial. De esa forma se impulsa una política adecuada para gestionar con eficacia el 
Patrimonio Histórico Español. Una política que complemente la acción vigilante con el 
estímulo educativo, técnico y financiero, en el convencimiento de que el Patrimonio Histórico 
se acrecienta y se defiende mejor cuanto más lo estiman las personas que conviven con él, 
pero también cuantas más ayudas se establezcan para atenderlo, con las lógicas 
contraprestaciones hacia la sociedad cuando son los poderes públicos quienes facilitan 
aquéllas.

El Patrimonio Histórico Español es una riqueza colectiva que contiene las expresiones 
más dignas de aprecio en la aportación histórica de los españoles a la cultura universal. Su 
valor lo proporciona la estima que, como elemento de identidad cultural, merece a la 
sensibilidad de los ciudadanos, porque los bienes que lo integran se han convertido en 
patrimoniales debido exclusivamente a la acción social que cumplen, directamente derivada 
del aprecio con que los mismos ciudadanos los han ido revalorizando.

En consecuencia, y como objetivo último, la Ley no busca sino el acceso a los bienes 
que constituyen nuestro Patrimonio Histórico. Todas las medidas de protección y fomento 
que la Ley establece sólo cobran sentido si, al final, conducen a que un número cada vez 
mayor de ciudadanos pueda contemplar y disfrutar las obras que son herencia de la 
capacidad colectiva de un pueblo. Porque en un Estado democrático estos bienes deben 
estar adecuadamente puestos al servicio de la colectividad en el convencimiento de que con 
su disfrute se facilita el acceso a la cultura y que ésta, en definitiva, es camino seguro hacia 
la libertad de los pueblos.
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TITULO PRELIMINAR
Disposiciones Generales

Artículo primero.  
1. Son objeto de la presente Ley la protección, acrecentamiento y transmisión a las 

generaciones futuras del Patrimonio Histórico Español.
2. Integran el Patrimonio Histórico Español los inmuebles y objetos muebles de interés 

artístico, histórico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, científico o técnico. También 
forman parte del mismo el patrimonio documental y bibliográfico, los yacimientos y zonas 
arqueológicas, así como los sitios naturales, jardines y parques, que tengan valor artístico, 
histórico o antropológico.

Asimismo, forman parte del Patrimonio Histórico Español los bienes que integren el 
Patrimonio Cultural Inmaterial, de conformidad con lo que establezca su legislación especial.

3. Los bienes más relevantes del Patrimonio Histórico Español deberán ser inventariados 
o declarados de interés cultural en los términos previstos en esta Ley.

Artículo segundo.  
1. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a los demás poderes públicos, 

son deberes y atribuciones esenciales de la Administración del Estado, de conformidad con 
lo establecido en los artículos 46 y 44, 149.1.1, y 149.2 de la Constitución, garantizar la 
conservación del Patrimonio Histórico Español, así como promover el enriquecimiento del 
mismo y fomentar y tutelar el acceso de todos los ciudadanos a los bienes comprendidos en 
él. Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1, 28, de la Constitución, la 
Administración del Estado protegerá dichos bienes frente a la exportación ilícita y la 
expoliación.

2. En relación al Patrimonio Histórico Español, la Administración del Estado adoptará las 
medidas necesarias para facilitar su colaboración con los restantes poderes públicos y la de 
éstos entre sí, así como para recabar y proporcionar cuanta información fuera precisa a los 
fines señalados en el párrafo anterior.

3. A la Administración del Estado compete igualmente la difusión internacional del 
conocimiento de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, la recuperación de 
tales bienes cuando hubiesen sido ilícitamente exportados y el intercambio, respecto a los 
mismos, de información cultural, técnica y científica con los demás Estados y con los 
Organismos internacionales, de conformidad con lo establecido en el artículo 149.1, número 
3, de la Constitución. Las demás Administraciones competentes colaborarán a estos efectos 
con la Administración del Estado.

Artículo tercero.  
1. La comunicación y el intercambio de programas de actuación e información relativos al 

Patrimonio Histórico Español serán facilitados por el Consejo del Patrimonio Histórico, 
constituido por un representante de cada Comunidad Autónoma, designado por su Consejo 
de Gobierno, y el Director General correspondiente de la Administración del Estado, que 
actuará como Presidente.

2. Sin perjuicio de las funciones atribuidas al Consejo del Patrimonio Histórico, son 
instituciones consultivas de la Administración del Estado, a los efectos previstos en la 
presente Ley, la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio 
Histórico Español, las Reales Academias, las Universidades españolas, el Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas y las Juntas Superiores que la Administración del Estado 
determine por vía reglamentaria, y en lo que pueda afectar a una Comunidad Autónoma, las 
instituciones por ella reconocidas. Todo ello con independencia del asesoramiento que, en su 
caso, pueda recabarse de otros organismos profesionales y entidades culturales.

Artículo cuarto.  
A los efectos de la presente Ley se entiende por expoliación toda acción u omisión que 

ponga en peligro de pérdida o destrucción todos o alguno de los valores de los bienes que 
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integran el Patrimonio Histórico Español, o perturbe el cumplimiento de su función social. En 
tales casos la Administración del Estado, con independencia de las competencias que 
correspondan a las Comunidades Autónomas, en cualquier momento, podrá interesar del 
Departamento competente del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma 
correspondiente la adopción con urgencia de las medidas conducentes a evitar la 
expoliación. Si se desatendiere el requerimiento, la Administración del Estado dispondrá lo 
necesario para la recuperación y protección, tanto legal como técnica, del bien expoliado.

Artículo quinto.  
1. A los efectos de la presente Ley se entiende por exportación la salida del territorio 

español de cualquiera de los bienes que integran el Patrimonio Histórico Español.
2. Los propietarios o poseedores de tales bienes con más de cien años de antigüedad y, 

en todo caso, de los inscritos en el Inventario General previsto en el artículo 26 de esta Ley 
precisarán para su exportación autorización expresa y previa de la Administración del Estado 
en la forma y condiciones que se establezcan por vía reglamentaria.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, y sin perjuicio de lo que establecen 
los artículos 31 y 34 de esta Ley, queda prohibida la exportación de los bienes declarados de 
interés cultural, así como la de aquellos otros que, por su pertenencia al Patrimonio Histórico 
Español, la Administración del Estado declare expresamente inexportables, como medida 
cautelar hasta que se incoe expediente para incluir el bien en alguna de las categorías de 
protección especial previstas en esta Ley.

Artículo sexto.  
A los efectos de la presente Ley se entenderá como Organismos competentes para su 

ejecución:
a) Los que en cada Comunidad Autónoma tengan a su cargo la protección del patrimonio 

histórico.
b) Los de la Administración del Estado, cuando así se indique de modo expreso o resulte 

necesaria su intervención para la defensa frente a la exportación ilícita y la expoliación de los 
bienes que integran el Patrimonio Histórico Español. Estos Organismos serán también los 
competentes respecto de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español adscritos a 
servicios públicos gestionados por la Administración del Estado o que formen parte del 
Patrimonio Nacional.

Artículo séptimo.  
Los Ayuntamientos cooperarán con los Organismos competentes para la ejecución de 

esta Ley en la conservación y custodia del Patrimonio Histórico Español comprendido en su 
término municipal, adoptando las medidas oportunas para evitar su deterioro, pérdida o 
destrucción. Notificarán a la Administración competente cualquier amenaza, daño o 
perturbación de su función social que tales bienes sufran, así como las dificultades y 
necesidades que tengan para el cuidado de estos bienes. Ejercerán asimismo las demás 
funciones que tengan expresamente atribuidas en virtud de esta Ley.

Artículo octavo.  
1. Las personas que observen peligro de destrucción o deterioro en un bien integrante 

del Patrimonio Histórico Español deberán, en el menor tiempo posible, ponerlo en 
conocimiento de la Administración competente, quien comprobará el objeto de la denuncia y 
actuará con arreglo a lo que en esta Ley se dispone.

2. Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los Tribunales 
Contencioso-Administrativos el cumplimiento de lo previsto en esta Ley para la defensa de lo 
bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español.
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TITULO I
De la declaración de Bienes de Interés Cultural

Artículo noveno.  
1. Gozarán de singular protección y tutela los bienes integrantes del Patrimonio Histórico 

Español declarados de interés cultural por ministerio de esta Ley o mediante Real Decreto 
de forma individualizada.

2. La declaración mediante Real Decreto requerirá la previa incoación y tramitación de 
expediente administrativo por el Organismo competente, según lo dispuesto en el artículo 6.º 
de esta Ley. En el expediente deberá constar informe favorable de alguna de las 
Instituciones consultivas señaladas en el artículo 3.º, párrafo 2.º, vr o que tengan reconocido 
idéntico carácter en el ámbito de una Comunidad Autónoma. Transcurridos tres meses 
desde la solicitud del informe sin que éste hubiera sido emitido, se entenderá que el 
dictamen requerido es favorable a la declaración de interés cultural. Cuando el expediente se 
refiera a bienes inmuebles se dispondrá, además, la apertura de un período de información 
pública y se dará audiencia al Ayuntamiento interesado.

3. El expediente deberá resolverse en el plazo máximo de veinte meses a partir de la 
fecha en que hubiere sido incoado. La caducidad del expediente se producirá transcurrido 
dicho plazo si se ha denunciado la mora y siempre que no haya recaído resolución en los 
cuatro meses siguientes a la denuncia. Caducado el expediente no podrá volver a iniciarse 
en los tres años siguientes, salvo a instancia del titular.

4. No podrá ser declarada Bien de Interés Cultural la obra de un autor vivo, salvo si 
existe autorización expresa de su propietario o media su adquisición por la Administración.

5. De oficio o a instancia del titular de un interés legítimo y directo, podrá tramitarse por 
el Organismo competente expediente administrativo, que deberá contener el informe 
favorable y razonado de alguna de las instituciones consultivas, a fin de que se acuerde 
mediante Real Decreto que la declaración de un determinado Bien de Interés Cultural quede 
sin efecto.

Artículo diez.  
Cualquier persona podrá solicitar la incoación de expediente para la declaración de un 

Bien de Interés Cultural. El Organismo competente decidirá si procede la incoación. Esta 
decisión y, en su caso, las incidencias y resolución del expediente deberán notificarse a 
quienes lo instaron.

Artículo once.  
1. La incoación de expediente para la declaración de un Bien de Interés Cultural 

determinará, en relación al bien afectado, la aplicación provisional del mismo régimen de 
protección previsto para los bienes declarados de interés cultural.

2. La resolución del expediente que declare un Bien de Interés Cultural deberá 
describirlo claramente. En el supuesto de inmuebles, delimitará el entorno afectado por la 
declaración y, en su caso, se definirán y enumerarán las partes integrantes, las pertenencias 
y los accesorios comprendidos en la declaración.

Artículo doce.  
1. Los bienes declarados de interés cultural serán inscritos en un Registro General 

dependiente de la Administración del Estado cuya organización y funcionamiento se 
determinarán por vía reglamentaria. A este Registro se notificará la incoación de dichos 
expedientes, que causarán la correspondiente anotación preventiva hasta que recaiga 
resolución definitiva.

2. En el caso de bienes inmuebles la inscripción se hará por alguno de los conceptos 
mencionados en el artículo 14.2.

3. Cuando se trate de Monumentos y Jardines Históricos la Administración competente 
además instará de oficio la inscripción gratuita de la declaración en el Registro de la 
Propiedad.
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Artículo trece.  
1. A los bienes declarados de interés cultural se les expedirá por el Registro General un 

Título oficial que les identifique y en el que se reflejarán todos los actos jurídicos o artísticos 
que sobre ellos se realicen. Las transmisiones o traslados de dichos bienes se inscribirán en 
el Registro. Reglamentariamente se establecerá la forma y caracteres de este Título.

2. Asimismo, los propietarios y, en su caso, los titulares de derechos reales sobre tales 
bienes, o quienes los posean por cualquier título, están obligados a permitir y facilitar su 
inspección por parte de los Organismos competentes, su estudio a los investigadores, previa 
solicitud razonada de éstos, y su visita pública, en las condiciones de gratuidad que se 
determinen reglamentariamente, al menos cuatro días al mes, en días y horas previamente 
señalados. El cumplimiento de esta última obligación podrá ser dispensado total o 
parcialmente por la Administración competente cuando medie causa justificada. En el caso 
de bienes muebles se podrá igualmente acordar como obligación sustitutoria el depósito del 
bien en un lugar que reúna las adecuadas condiciones de seguridad y exhibición durante un 
período máximo de cinco meses cada dos años.

TITULO II
De los bienes inmuebles

Artículo catorce.  
1. Para los efectos de esta Ley tienen la consideración de bienes inmuebles, además de 

los enumerados en el artículo 334 del Código Civil, cuantos elementos puedan considerarse 
consustanciales con los edificios y formen parte de los mismos o de su entorno, o lo hayan 
formado, aunque en el caso de poder ser separados constituyan un todo perfecto de fácil 
aplicación a otras construcciones o a usos distintos del suyo original, cualquiera que sea la 
materia de que estén formados y aunque su separación no perjudique visiblemente al mérito 
histórico o artístico del inmueble al que están adheridos.

2. Los bienes inmuebles integrados en el Patrimonio Histórico Español pueden ser 
declarados Monumentos, Jardines, Conjuntos y Sitios Históricos, así como Zonas 
Arqueológicas, todos ellos como Bienes de Interés Cultural.

Artículo quince.  
1. Son Monumentos aquellos bienes inmuebles que constituyen realizaciones 

arquitectónicas o de ingeniería, u obras de escultura colosal siempre que tengan interés 
histórico, artístico, científico o social.

2. Jardín Histórico es el espacio delimitado, producto de la ordenación por el hombre de 
elementos naturales, a veces complementado con estructuras de fábrica, y estimado de 
interés en función de su origen o pasado histórico o de sus valores estéticos, sensoriales o 
botánicos.

3. Conjunto Histórico es la agrupación de bienes inmuebles que forman una unidad de 
asentamiento, continua o dispersa, condicionada por una estructura física representativa de 
la evolución de una comunidad humana por ser testimonio de su cultura o constituir un valor 
de uso y disfrute para la colectividad. Asimismo es Conjunto Histórico cualquier núcleo 
individualizado de inmuebles comprendidos en una unidad superior de población que reúna 
esas mismas características y pueda ser claramente delimitado.

4. Sitio Histórico es el lugar o paraje natural vinculado a acontecimientos o recuerdos del 
pasado, a tradiciones populares, creaciones culturales o de la naturaleza y a obras del 
hombre, que posean valor histórico, etnológico, paleontológico o antropológico.

5. Zona Arqueológica es el lugar o paraje natural donde existen bienes muebles o 
inmuebles susceptibles de ser estudiados con metodología arqueológica, hayan sido o no 
extraídos y tanto si se encuentran en la superficie, en el subsuelo o bajo las aguas 
territoriales españolas.
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Artículo dieciséis.  
1. La incoación de expediente de declaración de interés cultural respecto de un bien 

inmueble determinará la suspensión de las correspondientes licencias municipales de 
parcelación, edificación o demolición en las zonas afectadas, así como de los efectos de las 
ya otorgadas. Las obras que por razón de fuerza mayor hubieran de realizarse con carácter 
inaplazable en tales zonas precisarán, en todo caso, autorización de los Organismos 
competentes para la ejecución de esta Ley.

2. La suspensión a que hace referencia el apartado anterior dependerá de la resolución o 
caducidad del expediente incoado.

Artículo diecisiete.  
En la tramitación del expediente de declaración como Bien de Interés Cultural de un 

Conjunto Histórico deberán considerarse sus relaciones con el área territorial a que 
pertenece, así como la protección de los accidentes geográficos y parajes naturales que 
conforman su entorno.

Artículo dieciocho.  
Un inmueble declarado Bien de Interés Cultural es inseparable de su entorno. No se 

podrá proceder a su desplazamiento o remoción, salvo que resulte imprescindible por causa 
de fuerza mayor o de interés social y, en todo caso, conforme al procedimiento previsto en el 
artículo 9.º, párrafo 2.º, de esta Ley.

Artículo diecinueve.  
1. En los Monumentos declarados Bienes de Interés Cultural no podrá realizarse obra 

interior o exterior que afecte directamente al inmueble o a cualquiera de sus partes 
integrantes o pertenencias sin autorización expresa de los Organismos competentes para la 
ejecución de esta Ley. Será preceptiva la misma autorización para colocar en fachadas o en 
cubiertas cualquier clase de rótulo, señal o símbolo, así como para realizar obras en el 
entorno afectado por la declaración.

2. Las obras que afecten a los Jardines Históricos declarados de interés cultural y a su 
entorno, así como la colocación en ellos de cualquier clase de rótulo, señal o símbolo, 
necesitarán autorización expresa de los Organismos competentes para la ejecución de esta 
Ley.

3. Queda prohibida la colocación de publicidad comercial y de cualquier clase de cables, 
antenas y conducciones aparentes en los Jardines Históricos y en las fachadas y cubiertas 
de los Monumentos declarados de interés cultural. Se prohíbe también toda construcción 
que altere el carácter de los inmuebles a que hace referencia este artículo o perturbe su 
contemplación.

Artículo veinte.  
1. La declaración de un Conjunto Histórico, Sitio Histórico o Zona Arqueológica, como 

Bienes de Interés Cultural, determinará la obligación para el Municipio o Municipios en que 
se encontraren de redactar un Plan Especial de Protección del área afectada por la 
declaración u otro instrumento de planeamiento de los previstos en la legislación urbanística 
que cumpla en todo caso las exigencias en esta Ley establecidas. La aprobación de dicho 
Plan requerirá el informe favorable de la Administración competente para la protección de los 
bienes culturales afectados. Se entenderá emitido informe favorable transcurridos tres 
meses desde la presentación del Plan. La obligatoriedad de dicho Plan no podrá excusarse 
en la preexistencia de otro planeamiento contradictorio con la protección, ni en la 
inexistencia previa del planeamiento general.

2. El Plan a que se refiere el apartado anterior establecerá para todos los usos públicos 
el orden prioritario de su instalación en los edificios y espacios que sean aptos para ello. 
Igualmente contemplará las posibles áreas de rehabilitación integrada que permitan la 
recuperación del área residencial y de las actividades económicas adecuadas. También 
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deberá contener los criterios relativos a la conservación de fachadas y cubiertas e 
instalaciones sobre las mismas.

3. Hasta la aprobación definitiva de dicho Plan el otorgamiento de licencias o la ejecución 
de las otorgadas antes de incoarse el expediente declarativo del Conjunto Histórico, Sitio 
Histórico o Zona Arqueológica, precisará resolución favorable de la Administración 
competente para la protección de los bienes afectados y, en todo caso, no se permitirán 
alineaciones nuevas, alteraciones en la edificabilidad, parcelaciones ni agregaciones.

4. Desde la aprobación definitiva del Plan a que se refiere este artículo, los 
Ayuntamientos interesados serán competentes para autorizar directamente las obras que 
desarrollen el planeamiento aprobado y que afecten únicamente a inmuebles que no sean 
Monumentos ni Jardines Históricos ni estén comprendidos en su entorno, debiendo dar 
cuenta a la Administración competente para la ejecución de esta Ley de las autorizaciones o 
licencias concedidas en el plazo máximo de diez días desde su otorgamiento. Las obras que 
se realicen al amparo de licencias contrarias al Plan aprobado serán ilegales y la 
Administración competente podrá ordenar su reconstrucción o demolición con cargo al 
Organismo que hubiera otorgado la licencia en cuestión, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
legislación urbanística sobre las responsabilidades por infracciones.

Artículo veintiuno.  
1. En los instrumentos de planeamiento relativos a Conjuntos Históricos se realizará la 

catalogación, según lo dispuesto en la legislación urbanística, de los elementos unitarios que 
conforman el Conjunto, tanto inmuebles edificados como espacios libres exteriores o 
interiores, u otras estructuras significativas, así como de los componentes naturales que lo 
acompañan, definiendo los tipos de intervención posible. A los elementos singulares se les 
dispensará una protección integral. Para el resto de los elementos se fijará, en cada caso, un 
nivel adecuado de protección.

2. Excepcionalmente, el Plan de protección de un Conjunto Histórico podrá permitir 
remodelaciones urbanas, pero sólo en caso de que impliquen una mejora de sus relaciones 
con el entorno territorial o urbano o eviten los usos degradantes para el propio Conjunto.

3. La conservación de los Conjuntos Históricos declarados Bienes de Interés Cultural 
comporta el mantenimiento de la estructura urbana y arquitectónica, así como de las 
características generales de su ambiente. Se considerarán excepcionales las sustituciones 
de inmuebles, aunque sean parciales, y sólo podrán realizarse en la medida en que 
contribuyan a la conservación general del carácter del Conjunto. En todo caso, se 
mantendrán las alineaciones urbanas existentes.

Artículo veintidós.  
1. Cualquier obra o remoción de terreno que se proyecte realizar en un Sitio Histórico o 

en una Zona Arqueológica declarados Bien de Interés Cultural deberá ser autorizada por la 
Administración competente para la protección de dichos bienes, que podrá, antes de otorgar 
la autorización, ordenar la realización de prospecciones y, en su caso, excavaciones 
arqueológicas, de acuerdo con lo dispuesto en el Título V de la presente Ley.

2. Queda prohibida la colocación de cualquier clase de publicidad comercial, así como de 
cables, antenas y conducciones aparentes en las Zonas Arqueológicas.

Artículo veintitrés.  
1. No podrán otorgarse licencias para la realización de obras que, conforme a lo previsto 

en la presente Ley, requieran cualquier autorización administrativa hasta que ésta haya sido 
concedida.

2. Las obras realizadas sin cumplir lo establecido en el apartado anterior serán ilegales y 
los Ayuntamientos o, en su caso, la Administración competente en materia de protección del 
Patrimonio Histórico Español podrán ordenar su reconstrucción o demolición con cargo al 
responsable de la infracción en los términos previstos por la legislación urbanística.
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Artículo veinticuatro.  
1. Si a pesar de lo dispuesto en el artículo 36 llegara a incoarse expediente de ruina de 

algún inmueble afectado por expediente de declaración de Bien de Interés Cultural, la 
Administración competente para la ejecución de esta Ley estará legitimada para intervenir 
como interesado en dicho expediente, debiéndole ser notificada la apertura y las 
resoluciones que en el mismo se adopten.

2. En ningún caso podrá procederse a la demolición de un inmueble, sin previa firmeza 
de la declaración de ruina y autorización de la Administración competente, que no la 
concederá sin informe favorable de al menos dos de las instituciones consultivas a las que 
se refiere el artículo 3.

3. Si existiera urgencia y peligro inminente, la entidad que hubiera incoado expediente de 
ruina deberá ordenar las medidas necesarias para evitar daños a las personas. Las obras 
que por razón de fuerza mayor hubieran de realizarse no darán lugar a actos de demolición 
que no sean estrictamente necesarios para la conservación del inmueble y requerirán en 
todo caso la autorización prevista en el artículo 16.1, debiéndose prever además en su caso 
la reposición de los elementos retirados.

Artículo veinticinco.  
El Organismo competente podrá ordenar la suspensión de las obras de demolición total 

o parcial o de cambio de uso de los inmuebles integrantes del Patrimonio Histórico Español 
no declarados de interés cultural. Dicha suspensión podrá durar un máximo de seis meses, 
dentro de los cuales la Administración competente en materia de urbanismo deberá resolver 
sobre la procedencia de la aprobación inicial de un plan especial o de otras medidas de 
protección de las previstas en la legislación urbanística. Esta resolución, que deberá ser 
comunicada al Organismo que hubiera ordenado la suspensión, no impedirá el ejercicio de la 
potestad prevista en el artículo 37.2.

TITULO III
De los bienes muebles

Artículo veintiséis.  
1. La Administración del Estado, en colaboración con las demás Administraciones 

competentes, confeccionará el Inventario General de aquellos bienes muebles del 
Patrimonio Histórico Español no declarados de interés cultural que tengan singular 
relevancia.

2. A los efectos previstos en el párrafo anterior, las Administraciones competentes 
podrán recabar de los titulares de derechos sobre los bienes muebles integrantes del 
Patrimonio Histórico Español el examen de los mismos, así como las informaciones 
pertinentes, para su inclusión, si procede, en dicho Inventario.

3. Los propietarios y demás titulares de derechos reales sobre bienes muebles de 
notable valor histórico, artístico, arqueológico, científico, técnico o cultural, podrán presentar 
solicitud debidamente documentada ante la Administración competente, a fin de que se inicie 
el procedimiento para la inclusión de dichos bienes en el Inventario General. La resolución 
sobre esta solicitud deberá recaer en un plazo de cuatro meses.

4. Los propietarios o poseedores de los bienes muebles que reúnan el valor y 
características que se señalen reglamentariamente quedan obligados a comunicar a la 
Administración competente la existencia de estos objetos, antes de proceder a su venta o 
transmisión a terceros. Igual obligación se establece para las personas o entidades que 
ejerzan habitualmente el comercio de los bienes muebles integrantes del Patrimonio 
Histórico Español, que deberán, además, formalizar ante dicha Administración un libro de 
registro de las transmisiones que realicen sobre aquellos objetos.

5. La organización y el funcionamiento del Inventario General se determinarán por vía 
reglamentaria.

6. A los bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Español incluidos en el 
Inventario General se les aplicarán las siguientes normas:
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a) La Administración competente podrá en todo momento inspeccionar su conservación.
b) Sus propietarios y, en su caso, los demás titulares de derechos reales sobre los 

mismos están obligados a permitir su estudio a los investigadores, previa solicitud razonada, 
y a prestarlos, con las debidas garantías, a exposiciones temporales que se organicen por 
los Organismos a que se refiere el artículo 6.º de esta Ley. No será obligatorio realizar estos 
préstamos por un período superior a un mes por año.

c) La transmisión por actos ínter vivos o mortis causa, así como cualquier otra 
modificación en la situación de los bienes deberá comunicarse a la Administración 
competente y anotarse en el Inventario General.

Artículo veintisiete.  
Los bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Español podrán ser declarados 

de interés cultural. Tendrán tal consideración, en todo caso, los bienes muebles contenidos 
en un inmueble que haya sido objeto de dicha declaración y que ésta los reconozca como 
parte esencial de su historia.

Artículo veintiocho.  
1. Los bienes muebles declarados de interés cultural y los incluidos en el Inventario 

General que estén en posesión de instituciones eclesiásticas, en cualquiera de sus 
establecimientos o dependencias, no podrán transmitirse por título oneroso o gratuito ni 
cederse a particulares ni a entidades mercantiles. Dichos bienes sólo podrán ser enajenados 
o cedidos al Estado, a entidades de Derecho Público o a otras instituciones eclesiásticas.

2. Los bienes muebles que forman parte del Patrimonio Histórico Español no podrán ser 
enajenados por las Administraciones Públicas, salvo las transmisiones que entre sí mismas 
éstas efectúen y lo dispuesto en los artículos 29 y 34 de esta Ley.

3. Los bienes a que se refiere este artículo serán imprescriptibles. En ningún caso se 
aplicará a estos bienes lo dispuesto en el artículo 1.955 del Código Civil.

Artículo veintinueve.  
1. Pertenecen al Estado los bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Español 

que sean exportados sin la autorización requerida por el artículo 5.º de esta Ley. Dichos 
bienes son inalienables e imprescriptibles.

2. Corresponde a la Administración del Estado realizar los actos conducentes a la total 
recuperación de los bienes ilegalmente exportados.

3. Cuando el anterior titular acreditase la pérdida o sustracción previa del bien 
ilegalmente exportado, podrá solicitar su cesión del Estado, obligándose a abonar el importe 
de los gastos derivados de su recuperación, y, en su caso, el reembolso del precio que 
hubiere satisfecho el Estado al adquirente de buena fe. Se presumirá la pérdida o 
sustracción del bien ilegalmente exportado cuando el anterior titular fuera una Entidad de 
derecho público.

4. Los bienes recuperados y no cedidos serán destinados a un centro público, previo 
informe del Consejo del Patrimonio Histórico.

Artículo treinta.  
La autorización para la exportación de cualquier bien mueble integrante del Patrimonio 

Histórico Español estará sujeta a una tasa establecida de acuerdo con las siguientes reglas:
A) Hecho imponible: Lo constituirá la concesión de la autorización de exportación de los 

mencionados bienes.
B) Exenciones: Estarán exentas del pago de las tasas:
1. La exportación de bienes muebles que tenga lugar durante los diez años siguientes a 

su importación, siempre que ésta se hubiere realizado de forma legal, esté reflejada 
documentalmente y los bienes no hayan sido declarados de interés cultural de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 32 de esta Ley.

2. La salida temporal legalmente autorizada de bienes muebles que formen parte del 
Patrimonio Histórico Español.
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3. La exportación de objetos muebles de autores vivos.
C) Sujeto pasivo: Estarán obligadas al pago de la tasa las personas o entidades 

nacionales o extranjeras a cuyo favor se concedan las autorizaciones de exportación.
D) Base imponible: La base imponible vendrá determinada por el valor real del bien cuya 

autorización de exportación se solicita. Se considerará valor real del bien el declarado por el 
solicitante, sin perjuicio de la comprobación administrativa realizada por el Organismo 
correspondiente de la Administración del Estado, que prevalecerá cuando sea superior a 
aquél.

E) Tipo de gravamen: La tasa se exigirá conforme a la siguiente tarifa:
Hasta 1.000.000 de pesetas, el 5 por 100.
De 1.000.001 a 10.000.000, el 10 por 100.
De 10.000.001 a 100.000.000, el 20 por 100.
De 100.000.001 en adelante, el 30 por 100.
F) Devengo: Se devengará la tasa cuando se conceda la autorización de exportación.
G) Liquidación y pago: El Gobierno regulará los procedimientos de valoración, liquidación 

y pago de la tasa.
H) Gestión: La gestión de esta tasa quedará atribuida al Ministerio de Cultura.
I) Destino: El producto de esta tasa se ingresará en el Tesoro Público, quedando 

afectado exclusivamente a la adquisición de bienes de interés para el Patrimonio Histórico 
Español.

Artículo treinta y uno.  
1. La Administración del Estado podrá autorizar la salida temporal de España, en la 

forma y condiciones que reglamentariamente se determine, de bienes muebles sujetos al 
régimen previsto en el artículo 5.º de esta Ley. En todo caso deberá constar en la 
autorización el plazo y garantías de la exportación. Los bienes así exportados no podrán ser 
objeto del ejercicio del derecho de preferente adquisición.

2. El incumplimiento de las condiciones para el retorno a España de los bienes que de 
ese modo se hayan exportado tendrá consideración de exportación ilícita.

Artículo treinta y dos.  
1. Los bienes muebles cuya importación haya sido realizada legalmente y esté 

debidamente documentada, de modo que el bien importado quede plenamente identificado, 
no podrán ser declarados de interés cultural en un plazo de diez años a contar desde la 
fecha de su importación.

2. Tales bienes podrán exportarse previa licencia de la Administración del Estado, que se 
concederá siempre que la solicitud cumpla los requisitos exigidos por la legislación en vigor, 
sin que pueda ejercitarse derecho alguno de preferente adquisición respecto de ellos. Antes 
de que finalice el plazo de diez años los poseedores de dichos bienes podrán solicitar de la 
Administración del Estado prorrogar esta situación, que se concederá siempre que la 
solicitud cumpla los requisitos exigidos por la legislación en vigor y oído el dictamen de la 
Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español.

Las prórrogas del régimen especial de la importación regulado en este artículo se 
concederán tantas veces como sean solicitadas, en los mismos términos y con idénticos 
requisitos que la primera prórroga.

Por el contrario, si los poseedores de dichos bienes no solicitan, en tiempo y forma, 
prorrogar el régimen de importación, dichos bienes quedarán sometidos al régimen general 
de la presente ley.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, los bienes muebles que posean 
alguno de los valores señalados en el artículo 1.º de esta Ley podrán ser declarados de 
interés cultural antes del plazo de diez años si su propietario solicitase dicha declaración y la 
Administración del Estado resolviera que el bien enriquece el Patrimonio Histórico Español.

4. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de este artículo no será aplicable a las 
adquisiciones de bienes del Patrimonio Histórico Español realizadas fuera del territorio 
español para su importación al mismo que se acojan a las deducciones previstas en el 
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artículo 55, apartado 5, párrafo a), de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias, y en el artículo 35, apartado 1, 
párrafo a), de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Artículo treinta y tres.  
Salvo lo previsto en el artículo 32, siempre que se formule solicitud de exportación, la 

declaración de valor hecha por el solicitante será considerada oferta de venta irrevocable en 
favor de la Administración del Estado que, de no autorizar dicha exportación, dispondrá de 
un plazo de seis meses para aceptar la oferta y de un año a partir de ella para efectuar el 
pago que proceda. La negativa a la solicitud de exportación no supone la aceptación de la 
oferta, que siempre habrá de ser expresa.

Artículo treinta y cuatro.  
El Gobierno podrá concertar con otros Estados la permuta de bienes muebles de 

titularidad estatal pertenecientes al Patrimonio Histórico Español por otros de al menos igual 
valor y significado histórico. La aprobación precisará de informe favorable de las Reales 
Academias de la Historia y de Bellas Artes de San Fernando y de la Junta de Calificación, 
Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español.

TITULO IV
Sobre la protección de los bienes muebles e inmuebles

Artículo treinta y cinco.  
1. Para la protección de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español y al 

objeto de facilitar el acceso de los ciudadanos a los mismos, fomentar la comunicación entre 
los diferentes servicios y promover la información necesaria para el desarrollo de la 
investigación científica y técnica se formularán periódicamente Planes Nacionales de 
Información sobre el Patrimonio Histórico Español.

2. El Consejo del Patrimonio Histórico Español elaborará y aprobará los Planes 
Nacionales de Información referidos en el apartado anterior.

3. Los diferentes servicios públicos y los titulares de bienes del Patrimonio Histórico 
Español deberán prestar su colaboración en la ejecución de los Planes Nacionales de 
Información.

Artículo treinta y seis.  
1. Los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español deberán ser conservados, 

mantenidos y custodiados por sus propietarios o, en su caso, por los titulares de derechos 
reales o por los poseedores de tales bienes.

2. La utilización de los bienes declarados de interés cultural, así como de los bienes 
muebles incluidos en el Inventario General, quedará subordinada a que no se pongan en 
peligro los valores que aconsejen su conservación. Cualquier cambio de uso deberá ser 
autorizado por los Organismos competentes para la ejecución de esta Ley.

3. Cuando los propietarios o los titulares de derechos reales sobre bienes declarados de 
interés cultural o bienes incluidos en el Inventario General no ejecuten las actuaciones 
exigidas en el cumplimiento de la obligación prevista en el apartado 1.º de este artículo, la 
Administración competente, previo requerimiento a los interesados, podrá ordenar su 
ejecución subsidiaria. Asimismo, podrá conceder una ayuda con carácter de anticipo 
reintegrable que, en caso de bienes inmuebles, será inscrita en el Registro de la Propiedad. 
La Administración competente también podrá realizar de modo directo las obras necesarias, 
si así lo requiere la más eficaz conservación de los bienes. Excepcionalmente la 
Administración competente podrá ordenar el depósito de los bienes muebles en centros de 
carácter público en tanto no desaparezcan las causas que originaron dicha necesidad.
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4. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente artículo será causa 
de interés social para la expropiación forzosa de los bienes declarados de interés cultural por 
la Administración competente.

Artículo treinta y siete.  
1. La Administración competente podrá impedir un derribo y suspender cualquier clase 

de obra o intervención en un bien declarado de interés cultural.
2. Igualmente podrá actuar de ese modo, aunque no se haya producido dicha 

declaración, siempre que aprecie la concurrencia de alguno de los valores a que hace 
mención el artículo 1.º de esta Ley. En tal supuesto la Administración resolverá en el plazo 
máximo de treinta días hábiles en favor de la continuación de la obra o intervención iniciada 
o procederá a incoar la declaración de Bien de Interés Cultural.

3. Será causa justificativa de interés social para la expropiación por la Administración 
competente de los bienes afectados por una declaración de interés cultural el peligro de 
destrucción o deterioro, o un uso incompatible con sus valores. Podrán expropiarse por igual 
causa los inmuebles que impidan o perturben la contemplación de los bienes afectados por 
la declaración de interés cultural o den lugar a riesgos para los mismos. Los Municipios 
podrán acordar también la expropiación de tales bienes notificando previamente este 
propósito a la Administración competente, que tendrá prioridad en el ejercicio de esta 
potestad.

Artículo treinta y ocho.  
1. Quien tratare de enajenar un bien declarado de interés cultural o incluido en el 

Inventario General al que se refiere el artículo 26 deberá notificarlo a los Organismos 
mencionados en el artículo 6.º y declarar el precio y condiciones en que se proponga realizar 
la enajenación. Los subastadores deberán notificar igualmente y con suficiente antelación las 
subastas públicas en que se pretenda enajenar cualquier bien integrante del Patrimonio 
Histórico Español.

2. Dentro de los dos meses siguientes a la notificación referida en el apartado anterior, la 
Administración del Estado podrá hacer uso del derecho de tanteo para sí, para una entidad 
benéfica o para cualquier entidad de derecho público, obligándose al pago del precio 
convenido, o, en su caso, el de remate en un período no superior a dos ejercicios 
económicos, salvo acuerdo con el interesado en otra forma de pago.

3. Cuando el propósito de enajenación no se hubiera notificado correctamente la 
Administración del Estado podrá ejercer, en los mismos términos previstos para el derecho 
de tanteo, el de retracto en el plazo de seis meses a partir de la fecha en que tenga 
conocimiento fehaciente de la enajenación.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores no excluye que los derechos de tanteo y 
retracto sobre los mismos bienes puedan ser ejercidos en idénticos términos por los demás 
Organismos competentes para la ejecución de esta Ley. No obstante, el ejercicio de tales 
derechos por parte de la Administración del Estado tendrá carácter preferente siempre que 
se trate de adquirir bienes muebles para un Museo, Archivo o Biblioteca de titularidad 
estatal.

5. Los Registradores de la Propiedad y Mercantiles no inscribirán documento alguno por 
el que se transmita la propiedad o cualquier otro derecho real sobre los bienes a que hace 
referencia este artículo sin que se acredite haber cumplido cuantos requisitos en él se 
recogen.

Artículo treinta y nueve.  
1. Los poderes públicos procurarán por todos los medios de la técnica la conservación, 

consolidación y mejora de los bienes declarados de interés cultural, así como de los bienes 
muebles incluidos en el Inventario General a que alude el artículo 26 de esta Ley. Los bienes 
declarados de interés cultural no podrán ser sometidos a tratamiento alguno sin autorización 
expresa de los Organismos competentes para la ejecución de la Ley.

2. En el caso de bienes inmuebles, las actuaciones a que se refiere el párrafo anterior 
irán encaminadas a su conservación, consolidación y rehabilitación y evitarán los intentos de 
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reconstrucción, salvo cuando se utilicen partes originales de los mismos y pueda probarse su 
autenticidad. Si se añadiesen materiales o partes indispensables para su estabilidad o 
mantenimiento, las adiciones deberán ser reconocibles y evitar las confusiones miméticas.

3. Las restauraciones de los bienes a que se refiere el presente artículo respetarán las 
aportaciones de todas las épocas existentes. La eliminación de alguna de ellas sólo se 
autorizará con carácter excepcional y siempre que los elementos que traten de suprimirse 
supongan una evidente degradación del bien y su eliminación fuere necesaria para permitir 
una mejor interpretación histórica del mismo. Las partes suprimidas quedarán debidamente 
documentadas.

TITULO V
Del Patrimonio Arqueológico

Artículo cuarenta.  
1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 1.º de esta Ley, forman parte del Patrimonio 

Histórico Español los bienes muebles o inmuebles de carácter histórico, susceptibles de ser 
estudiados con metodología arqueológica, hayan sido o no extraídos y tanto si se 
encuentran en la superficie o en el subsuelo, en el mar territorial o en la plataforma 
continental. Forman parte, asimismo, de este Patrimonio los elementos geológicos y 
paleontológicos relacionados con la historia del hombre y sus orígenes y antecedentes.

2. Quedan declarados Bienes de Interés Cultural por ministerio de esta Ley las cuevas, 
abrigos y lugares que contengan manifestaciones de arte rupestre.

Artículo cuarenta y uno.  
1. A los efectos de la presente Ley son excavaciones arqueológicas las remociones en la 

superficie, en el subsuelo o en los medios subacuáticos que se realicen con el fin de 
descubrir e investigar toda clase de restos históricos o paleontológicos, así como los 
componentes geológicos con ellos relacionados.

2. Son prospecciones arqueológicas las exploraciones superficiales o subacuáticas, sin 
remoción del terreno, dirigidas al estudio, investigación o examen de datos sobre cualquiera 
de los elementos a que se refiere el apartado anterior.

3. Se consideran hallazgos casuales los descubrimientos de objetos y restos materiales 
que, poseyendo los valores que son propios del Patrimonio Histórico Español, se hayan 
producido por azar o como consecuencia de cualquier otro tipo de remociones de tierra, 
demoliciones u obras de cualquier índole.

Artículo cuarenta y dos.  
1. Toda excavación o prospección arqueológica deberá ser expresamente autorizada por 

la Administración competente, que, mediante los procedimientos de inspección y control 
idóneos, comprobará que los trabajos estén planteados y desarrollados conforme a un 
programa detallado y coherente que contenga los requisitos concernientes a la conveniencia, 
profesionalidad e interés científico.

2. La autorización para realizar excavaciones o prospecciones arqueológicas obliga a los 
beneficiarios a entregar los objetos obtenidos, debidamente inventariados, catalogados y 
acompañados de una Memoria, al Museo o centro que la Administración competente 
determine y en el plazo que se fije, teniendo en cuenta su proximidad al lugar del hallazgo y 
las circunstancias que hagan posible, además de su adecuada conservación, su mejor 
función cultural y científica. En ningún caso será de aplicación a estos objetos lo dispuesto 
en el artículo 44.3 de la presente Ley.

3. Serán ilícitas y sus responsables serán sancionados conforme a lo dispuesto en la 
presente Ley, las excavaciones o prospecciones arqueológicas realizadas sin la autorización 
correspondiente, o las que se hubieren llevado a cabo con incumplimiento de los términos en 
que fueron autorizadas, así como las obras de remoción de tierra, de demolición o 
cualesquiera otras realizadas con posterioridad en el lugar donde se haya producido un 
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hallazgo casual de objetos arqueológicos que no hubiera sido comunicado inmediatamente a 
la Administración competente.

Artículo cuarenta y tres.  
La Administración competente podrá ordenar la ejecución de excavaciones o 

prospecciones arqueológicas en cualquier terreno público o privado del territorio español, en 
el que se presuma la existencia de yacimientos o restos arqueológicos, paleontológicos o de 
componentes geológicos con ellos relacionados. A efectos de la correspondiente 
indemnización regirá lo dispuesto en la legislación vigente sobre expropiación forzosa.

Artículo cuarenta y cuatro.  
1. Son bienes de dominio público todos los objetos y restos materiales que posean los 

valores que son propios del Patrimonio Histórico Español y sean descubiertos como 
consecuencia de excavaciones, remociones de tierra u obras de cualquier índole o por azar. 
El descubridor deberá comunicar a la Administración competente su descubrimiento en el 
plazo máximo de treinta días e inmediatamente cuando se trate de hallazgos casuales. En 
ningún caso será de aplicación a tales objetos lo dispuesto en el artículo 351 del Código 
Civil.

2. Una vez comunicado el descubrimiento, y hasta que los objetos sean entregados a la 
Administración competente, al descubridor le serán de aplicación las normas del depósito 
legal, salvo que los entregue a un Museo público.

3. El descubridor y el propietario del lugar en que hubiere sido encontrado el objeto 
tienen derecho, en concepto de premio en metálico, a la mitad del valor que en tasación 
legal se le atribuya, que se distribuirá entre ellos por partes iguales. Si fuesen dos o más los 
descubridores o los propietarios se mantendrá igual proporción.

4. El incumplimiento de las obligaciones previstas en los apartados 1 y 2 de este artículo 
privará al descubridor y, en su caso, al propietario del derecho al premio indicado y los 
objetos quedarán de modo inmediato a disposición de la Administración competente, todo 
ello sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar y las sanciones que procedan.

5. Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo el hallazgo de partes integrantes de la 
estructura arquitectónica de un inmueble incluido en el Registro de Bienes de Interés 
Cultural. No obstante el hallazgo deberá ser notificado a la Administración competente en un 
plazo máximo de treinta días.

Artículo cuarenta y cinco.  
Los objetos arqueológicos adquiridos por los Entes Públicos por cualquier título se 

depositarán en los Museos o Centros que la Administración adquirente determine, teniendo 
en cuenta las circunstancias referidas en el artículo 42, apartado 2, de esta Ley.

TITULO VI
Del Patrimonio Etnográfico

Artículo cuarenta y seis.  
Forman parte del Patrimonio Histórico Español los bienes muebles e inmuebles y los 

conocimientos y actividades que son o han sido expresión relevante de la cultura tradicional 
del pueblo español en sus aspectos materiales, sociales o espirituales.

Artículo cuarenta y siete.  
1. Son bienes inmuebles de carácter etnográfico, y se regirán por lo dispuesto en los 

títulos II y IV de la presente Ley, aquellas edificaciones e instalaciones cuyo modelo 
constitutivo sea expresión de conocimientos adquiridos, arraigados y transmitidos 
consuetudinariamente y cuya factura se acomode, en su conjunto o parcialmente, a una 
clase, tipo o forma arquitectónicos utilizados tradicionalmente por las comunidades o grupos 
humanos.
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2. Son bienes muebles de carácter etnográfico, y se regirán por lo dispuesto en los 
títulos III y IV de la presente Ley, todos aquellos objetos que constituyen la manifestación o 
el producto de actividades laborales, estéticas y lúdicas propias de cualquier grupo humano, 
arraigadas y transmitidas consuetudinariamente.

3. Se considera que tienen valor etnográfico y gozarán de protección administrativa 
aquellos conocimientos o actividades que procedan de modelos o técnicas tradicionales 
utilizados por una determinada comunidad. Cuando se trate de conocimientos o actividades 
que se hallen en previsible peligro de desaparecer, la Administración competente adoptará 
las medidas oportunas conducentes al estudio y documentación científicos de estos bienes.

TITULO VII
Del Patrimonio Documental y Bibliográfico y de los Archivos, Bibliotecas y 

Museos

CAPITULO I
Del Patrimonio Documental y Bibliográfico

Artículo cuarenta y ocho.  
1. A los efectos de la presente Ley forma parte del Patrimonio Histórico Español el 

Patrimonio Documental y Bibliográfico, constituido por cuantos bienes, reunidos o no en 
Archivos y Bibliotecas, se declaren integrantes del mismo en este capítulo.

2. El Patrimonio Documental y Bibliográfico se regulará por las normas específicas 
contenidas en este Título. En lo no previsto en ellas le será de aplicación cuanto se dispone 
con carácter general en la presente Ley y en su régimen de bienes muebles.

Artículo cuarenta y nueve.  
1. Se entiende por documento, a los efectos de la presente Ley, toda expresión en 

lenguaje natural o convencional y cualquier otra expresión gráfica, sonora o en imagen, 
recogidas en cualquier tipo de soporte material, incluso los soportes informáticos. Se 
excluyen los ejemplares no originales de ediciones.

2. Forman parte del Patrimonio Documental los documentos de cualquier época 
generados, conservados o reunidos en el ejercicio de su función por cualquier organismo o 
entidad de carácter público, por las personas jurídicas en cuyo capital participe 
mayoritariamente el Estado u otras entidades públicas y por las personas privadas, físicas o 
jurídicas, gestoras de servicios públicos en lo relacionado con la gestión de dichos servicios.

3. Forman igualmente parte del Patrimonio Documental los documentos con una 
antigüedad superior a los cuarenta años generados, conservados o reunidos en el ejercicio 
de sus actividades por las entidades y asociaciones de carácter político, sindical o religioso y 
por las entidades, fundaciones y asociaciones culturales y educativas de carácter privado.

4. Integran asimismo el Patrimonio Documental los documentos con una antigüedad 
superior a los cien años generados, conservados o reunidos por cualesquiera otras 
entidades particulares o personas físicas.

5. La Administración del Estado podrá declarar constitutivos del Patrimonio Documental 
aquellos documentos que, sin alcanzar la antigüedad indicada en los apartados anteriores, 
merezcan dicha consideración.

Artículo cincuenta.  
1. Forman parte del Patrimonio Bibliográfico las bibliotecas y colecciones bibliográficas 

de titularidad pública y las obras literarias, históricas, científicas o artísticas de carácter 
unitario o seriado, en escritura manuscrita o impresa, de las que no conste la existencia de al 
menos tres ejemplares en las bibliotecas o servicios públicos. Se presumirá que existe este 
número de ejemplares en el caso de obras editadas a partir de 1958.

2. Asimismo forman parte del Patrimonio Histórico Español y se les aplicará el régimen 
correspondiente al Patrimonio Bibliográfico los ejemplares producto de ediciones de 
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películas cinematográficas, discos, fotografías, materiales audiovisuales u otros similares, 
cualquiera que sea su soporte material, de las que no consten al menos tres ejemplares en 
los servicios públicos, o uno en el caso de películas cinematográficas.

Artículo cincuenta y uno.  
1. La Administración del Estado, en colaboración con las demás Administraciones 

competentes, confeccionará el Censo de los bienes integrantes del Patrimonio Documental y 
el Catálogo colectivo de los bienes integrantes del Patrimonio Bibliográfico conforme a lo que 
se determine reglamentariamente.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, la Administración competente podrá 
recabar de los titulares de derechos sobre los bienes integrantes del Patrimonio Documental 
y Bibliográfico el examen de los mismos, así como las informaciones pertinentes para su 
inclusión, si procede, en dichos Censo y Catálogo.

Artículo cincuenta y dos.  
1. Todos los poseedores de bienes del Patrimonio Documental y Bibliográfico están 

obligados a conservarlos, protegerlos, destinarlos a un uso que no impida su conservación y 
mantenerlos en lugares adecuados.

2. Si los obligados incumplen lo dispuesto en el apartado anterior, la Administración 
competente adoptará las medidas de ejecución oportunas, conforme a lo previsto en el 
artículo 36.3 de la presente Ley. El incumplimiento de dichas obligaciones, cuando además 
sea desatendido el requerimiento por la Administración, podrá ser causa de interés social 
para la expropiación forzosa de los bienes afectados.

3. Los obligados a la conservación de los bienes constitutivos del Patrimonio Documental 
y Bibliográfico deberán facilitar la inspección por parte de los organismos competentes para 
comprobar la situación o estado de los bienes y habrán de permitir el estudio por los 
investigadores, previa solicitud razonada de éstos. Los particulares podrán excusar el 
cumplimiento de esta última obligación, en el caso de que suponga una intromisión en su 
derecho a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, en los términos que establece 
la legislación reguladora de esta materia.

4. La obligación de permitir el estudio por los investigadores podrá ser sustituida por la 
Administración competente, mediante el depósito temporal del bien en un Archivo, Biblioteca 
o Centro análogo de carácter público que reúna las condiciones adecuadas para la 
seguridad de los bienes y su investigación.

Artículo cincuenta y tres.  
Los bienes integrantes del Patrimonio Documental y Bibliográfico, que tengan singular 

relevancia, serán incluidos en una sección especial del Inventario General de bienes 
muebles del Patrimonio Histórico Español, conforme al procedimiento establecido en el 
artículo 26 de esta Ley.

Artículo cincuenta y cuatro.  
1. Quienes por la función que desempeñen tengan a su cargo documentos a los que se 

refiere el artículo 49.2 de la presente Ley están obligados, al cesar en sus funciones, a 
entregarlos al que les sustituya en las mismas o remitirlos al Archivo que corresponda.

2. La retención indebida de los documentos a que se refiere el apartado anterior por 
personas o instituciones privadas dará lugar a que la Administración que los hubiera 
conservado, generado o reunido ordene el traslado de tales bienes a un Archivo público, sin 
perjuicio de la responsabilidad en que pudiera haberse incurrido.

Artículo cincuenta y cinco.  
1. La exclusión o eliminación de bienes del Patrimonio Documental y Bibliográfico 

contemplados en el artículo 49.2 y de los demás de titularidad pública deberá ser autorizada 
por la Administración competente.
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2. En ningún caso se podrán destruir tales documentos en tanto subsista su valor 
probatorio de derechos y obligaciones de las personas o los entes públicos.

3. En los demás casos la exclusión o eliminación deberá ser autorizada por la 
Administración competente a propuesta de sus propietarios o poseedores, mediante el 
procedimiento que se establecerá por vía reglamentaria.

Artículo cincuenta y seis.  
1. Los actos de disposición, exportación e importación de bienes constitutivos del 

Patrimonio Documental y Bibliográfico quedarán sometidos a las disposiciones contenidas 
en el artículo 5.º y títulos III y IV de la presente Ley que les sean de aplicación.

2. En todo caso, cuando tales bienes sean de titularidad pública serán inexportables, 
salvo lo previsto en los artículos 31 y 34 de esta Ley.

Artículo cincuenta y siete.  
1. La consulta de los documentos constitutivos del Patrimonio Documental Español a que 

se refiere el artículo 49.2 se atendrá a las siguientes reglas:
a) Con carácter general, tales documentos, concluida su tramitación y depositados y 

registrados en los Archivos centrales de las correspondientes entidades de Derecho Público, 
conforme a las normas que se establezcan por vía reglamentaria, serán de libre consulta a 
no ser que afecten a materias clasificadas de acuerdo con la Ley de Secretos Oficiales o no 
deban ser públicamente conocidos por disposición expresa de la Ley, o que la difusión de su 
contenido pueda entrañar riesgos para la seguridad y la defensa del Estado o la 
averiguación de los delitos.

b) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cabrá solicitar autorización 
administrativa para tener acceso a los documentos excluidos de consulta pública. Dicha 
autorización podrá ser concedida, en los casos de documentos secretos o reservados, por la 
Autoridad que hizo la respectiva declaración, y en los demás casos por el Jefe del 
Departamento encargado de su custodia.

c) Los documentos que contengan datos personales de carácter policial, procesal, clínico 
o de cualquier otra índole que puedan afectar a la seguridad de las personas, a su honor, a 
la intimidad de su vida privada y familiar y a su propia imagen, no podrán ser públicamente 
consultados sin que medie consentimiento expreso de los afectados o hasta que haya 
transcurrido un plazo de veinticinco años desde su muerte, si su fecha es conocida o, en otro 
caso, de cincuenta años, a partir de la fecha de los documentos.

2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones para la realización de la 
consulta de los documentos a que se refiere este artículo, así como para la obtención de 
reproducciones de los mismos.

Artículo cincuenta y ocho.  
El estudio y dictamen de las cuestiones relativas a la calificación y utilización de los 

documentos de la Administración del Estado y del sector público estatal, así como su 
integración en los Archivos y el régimen de acceso e inutilidad administrativa de tales 
documentos, corresponderá a una Comisión Superior Calificadora de Documentos 
Administrativos, cuya composición, funcionamiento y competencias específicas se 
establecerán por vía reglamentaria. Asimismo podrán constituirse Comisiones Calificadoras 
en los Organismos públicos que así se determine.

CAPITULO II
De los Archivos, Bibliotecas y Museos

Artículo cincuenta y nueve.  
1. Son Archivos los conjuntos orgánicos de documentos, o la reunión de varios de ellos, 

reunidos por las personas jurídicas públicas o privadas, en el ejercicio de sus actividades, al 
servicio de su utilización para la investigación, la cultura, la información y la gestión 
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administrativa. Asimismo, se entienden por Archivos las instituciones culturales donde se 
reúnen, conservan, ordenan y difunden para los fines anteriormente mencionados dichos 
conjuntos orgánicos.

2. Son Bibliotecas las instituciones culturales donde se conservan, reúnen, seleccionan, 
inventarian, catalogan, clasifican y difunden conjuntos o colecciones de libros, manuscritos y 
otros materiales bibliográficos o reproducidos por cualquier medio para su lectura en sala 
pública o mediante préstamo temporal, al servicio de la educación, la investigación, la cultura 
y la información.

3. Son Museos las instituciones de carácter permanente que adquieren, conservan, 
investigan, comunican y exhiben para fines de estudio, educación y contemplación conjuntos 
y colecciones de valor histórico, artístico, científico y técnico o de cualquier otra naturaleza 
cultural.

Artículo sesenta.  
1. Quedarán sometidos al régimen que la presente Ley establece para los Bienes de 

Interés Cultural los inmuebles destinados a la instalación de Archivos, Bibliotecas y Museos 
de titularidad estatal, así como los bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico 
Español en ellos custodiados.

2. A propuesta de las Administraciones competentes el Gobierno podrá extender el 
régimen previsto en el apartado anterior a otros Archivos, Bibliotecas y Museos.

3. Los Organismos competentes para la ejecución de esta Ley velarán por la elaboración 
y actualización de los catálogos, censos y ficheros de los fondos de las instituciones a que 
se refiere este artículo.

Artículo sesenta y uno.  
1. La Administración del Estado podrá crear, previa consulta con la Comunidad 

Autónoma correspondiente, cuantos Archivos, Bibliotecas y Museos considere oportunos, 
cuando las necesidades culturales y sociales así lo requieran y sin perjuicio de la iniciativa 
de otros organismos, instituciones o particulares.

2. Los Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal y carácter nacional serán 
creados mediante Real Decreto.

3. La Administración del Estado promoverá la comunicación y coordinación de todos los 
Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal existentes en el territorio español. A tal 
fin podrá recabar de ellos cuanta información considere adecuada, así como inspeccionar su 
funcionamiento y tomar las medidas encaminadas al mejor cumplimiento de sus fines, en los 
términos que, en su caso, dispongan los convenios de gestión con las Comunidades 
Autónomas.

Artículo sesenta y dos.  
La Administración del Estado garantizará el acceso de todos los ciudadanos españoles a 

los Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal, sin perjuicio de las restricciones 
que, por razón de la conservación de los bienes en ellos custodiados o de la función de la 
propia institución, puedan establecerse.

Artículo sesenta y tres.  
1. Los Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal podrán admitir en depósito 

bienes de propiedad privada o de otras administraciones públicas de acuerdo con las 
normas que por vía reglamentaria se establezcan.

2. Los Bienes de Interés Cultural, así como los integrantes del Patrimonio Documental y 
Bibliográfico custodiados en Archivos y Museos de titularidad estatal no podrán salir de los 
mismos sin previa autorización, que deberá concederse mediante Orden ministerial. Cuando 
se trate de objeto en depósito se respetará lo pactado al constituirse.

3. El mismo régimen previsto en el apartado anterior se aplicará a los Bienes de Interés 
Cultural custodiados en Bibliotecas de titularidad estatal, sin perjuicio de lo que se 
establezca sobre servicios de préstamos públicos.
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Artículo sesenta y cuatro.  
Los edificios en que estén instalados Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad 

pública, así como los edificios o terrenos en que vayan a instalarse, podrán ser declarados 
de utilidad pública a los fines de su expropiación. Esta declaración podrá extenderse a los 
edificios o terrenos contiguos cuando así lo requieran razones de seguridad para la 
adecuada conservación de los inmuebles o de los bienes que contengan.

Artículo sesenta y cinco.  
1. Cada Departamento ministerial asegurará la coordinación del funcionamiento de todos 

los Archivos del Ministerio y de los Organismos a él vinculados para el mejor cumplimiento 
de lo preceptuado en la presente Ley y en los Reglamentos que se dicten para su aplicación.

2. La documentación de los Organismos dependientes de la Administración del Estado 
será regularmente transferida, según el procedimiento que por vía reglamentaria se 
establezca a los Archivos del Estado.

Artículo sesenta y seis.  
Constituyen los Sistemas Españoles de Archivos, de Bibliotecas y de Museos, 

respectivamente, los Archivos, Bibliotecas y Museos, así como los servicios de carácter 
técnico o docente directamente relacionados con los mismos, que se incorporen en virtud de 
lo que se disponga reglamentariamente.

TITULO VIII
De las medidas de fomento

Artículo sesenta y siete.  
El Gobierno dispondrá las medidas necesarias para que la financiación de las obras de 

conservación, mantenimiento y rehabilitación, así como de las prospecciones y excavaciones 
arqueológicas realizadas en bienes declarados de interés cultural tengan preferente acceso 
al crédito oficial en la forma y con los requisitos que establezcan sus normas reguladoras. A 
tal fin, la Administración del Estado podrá establecer, mediante acuerdos con personas y 
Entidades públicas y privadas, las condiciones para disfrutar de los beneficios crediticios.

Artículo sesenta y ocho.  
1. En el presupuesto de cada obra pública, financiada total o parcialmente por el Estado, 

se incluirá una partida equivalente al menos al 1 por 100 de los fondos que sean de 
aportación estatal con destino a financiar trabajos de conservación o enriquecimiento del 
Patrimonio Histórico Español o de fomento de la creatividad artística, con preferencia en la 
propia obra o en su inmediato entorno.

Téngase en cuenta que el artículo tercero de la Ley 14/2021, de 11 de octubre, Ref. BOE-
A-2021-16477 añade un art. 1 bis al Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, con el siguiente 
tenor:

«De acuerdo con lo establecido en el artículo 68.1 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español, y el Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial 
de la misma, que establecen que en el presupuesto de cada obra pública, financiada total o 
parcialmente por el Estado, se destinará una partida de los fondos que sean de aportación 
estatal, a la financiación de trabajos de conservación o enriquecimiento del Patrimonio Histórico 
Español, o de fomento de la creatividad artística. Este porcentaje pasa a ser del 2% y para ello 
se modificará el Sexto Acuerdo entre el Ministerio de Fomento y el Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte que estableció el último porcentaje, así como las modificaciones 
presupuestarias que resulten necesarias, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.»
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2. Si la obra pública hubiera de construirse y explotarse por particulares en virtud de 
concesión administrativa y sin la participación financiera del Estado, el 1 por 100 se aplicará 
sobre el presupuesto total para su ejecución.

3. Quedan exceptuadas de lo dispuesto en los anteriores apartados las siguientes obras 
públicas:

a) Aquéllas cuyo presupuesto total no exceda de cien millones de pesetas.
b) Las que afecten a la seguridad y defensa del Estado, así como a la seguridad de los 

servicios públicos.
4. Por vía reglamentaria se determinará el sistema de aplicación concreto de los fondos 

resultantes de la consignación del 1 por 100 a que se refiere este artículo.

Artículo sesenta y nueve.  
1. Como fomento al cumplimiento de los deberes y en compensación a las cargas que en 

esta Ley se imponen a los titulares o poseedores de los bienes integrantes del Patrimonio 
Histórico Español, además de las exenciones fiscales previstas en las disposiciones 
reguladoras de la Contribución Territorial Urbana y del Impuesto Extraordinario sobre el 
Patrimonio de las Personas Físicas, se establecen los beneficios fiscales fijados en los 
artículos siguientes.

2. Para disfrutar de tales beneficios, salvo el establecido en el artículo 72.1, los bienes 
afectados deberán ser inscritos previamente en el Registro General que establece el artículo 
12, en el caso de Bienes de Interés Cultural, y en el Inventario General a que se refieren los 
artículos 26 y 53, en el caso de bienes muebles. En el caso de Conjuntos Históricos, Sitios 
Históricos o Zonas Arqueológicas, sólo se considerarán inscritos los inmuebles 
comprendidos en ellos que reúnan las condiciones que reglamentariamente se establezcan.

3. En los términos que establezcan las Ordenanzas Municipales, los bienes inmuebles 
declarados de interés cultural quedarán exentos del pago de los restantes impuestos locales 
que graven la propiedad o se exijan por su disfrute o transmisión, cuando sus propietarios o 
titulares de derechos reales hayan emprendido o realizado a su cargo obras de 
conservación, mejora o rehabilitación en dichos inmuebles.

4. En ningún caso procederá la compensación con cargo a los Presupuestos Generales 
del Estado en favor de los Ayuntamientos interesados.

Artículo setenta.  
1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas tendrán 

derecho a una deducción sobre la cuota equivalente al 20 por 100 de las inversiones que 
realicen en la adquisición, conservación, reparación, restauración, difusión y exposición de 
bienes declarados de interés cultural, en las condiciones que por vía reglamentaria se 
señalen. El importe de la deducción en ningún caso podrá exceder del 30 por 100 de la base 
imponible.

2. Asimismo, los contribuyentes de dicho impuesto tendrán derecho a deducir de la cuota 
el 20 por 100 de las donaciones puras y simples que hicieren en bienes que formen parte del 
Patrimonio Histórico Español siempre que se realizaren en favor del Estado y demás Entes 
públicos, así como de las que se lleven a cabo en favor de establecimientos, instituciones, 
fundaciones o asociaciones, incluso las de hecho de carácter temporal, para arbitrar fondos, 
clasificadas o declaradas benéficas o de utilidad pública por los Organos competentes del 
Estado, cuyos cargos de patronos, representantes legales o gestores de hecho sean 
gratuitos, y se rindan cuentas al órgano de protectorado correspondiente. La base de esta 
deducción no podrá exceder del 30 por 100 de la base imponible.

Artículo setenta y uno.  
(Derogado)
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Artículo setenta y dos.  
1. Quedan exentas del pago del Impuesto sobre el Lujo y del Impuesto sobre el Tráfico 

de Empresas las adquisiciones de obras de arte siempre que sus autores vivan en el 
momento de la transmisión.

2. Quedan exentas de todo tributo las importaciones de bienes muebles que sean 
incluidos en el Inventario o declarados de interés cultural conforme a los artículos 26.3 y 
32.3, respectivamente. La solicitud presentada a tal efecto por sus propietarios, en el 
momento de la importación, tendrá efectos suspensivos de la deuda tributaria.

Artículo setenta y tres.  
El pago de las deudas Tributarias podrá efectuarse mediante la entrega de bienes que 

formen parte del Patrimonio Histórico Español, que estén inscritos en el Registro General de 
Bienes de Interés Cultural o incluidos en el Inventario General, en los términos y condiciones 
previstos reglamentariamente.

Artículo setenta y cuatro.  
Las valoraciones necesarias para la aplicación de las medidas de fomento que se 

establecen en el presente título se efectuarán en todo caso por la Junta de Calificación, 
Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español, en los términos y 
conforme al procedimiento que se determine por vía reglamentaria. En el supuesto del 
artículo anterior, las valoraciones citadas no vincularán al interesado, que podrá optar por el 
pago en metálico.

TITULO IX
De las infracciones administrativas y sus sanciones

Artículo setenta y cinco.  
1. La exportación de un bien mueble integrante del Patrimonio Histórico Español que se 

realice sin la autorización prevista en el artículo 5.º de esta Ley constituirá delito, o en su 
caso, infracción de contrabando, de conformidad con la legislación en esta materia. Serán 
responsables solidarios de la infracción o delito cometido cuantas personas hayan 
intervenido en la exportación del bien y aquellas otras que por su actuación u omisión, 
dolosa o negligente, la hubieren facilitado o hecho posible.

2. La fijación del valor de los bienes exportados ilegalmente se realizará por la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español, 
dependiente de la Administración del Estado, cuya composición y funciones se establecerán 
por vía reglamentaria.

Artículo setenta y seis.  
1. Salvo que sean constitutivos de delito, los hechos que a continuación se mencionan 

constituyen infracciones administrativas que serán sancionadas conforme a lo dispuesto en 
este artículo:

a) El incumplimiento por parte de los propietarios o de los titulares de derechos reales o 
los poseedores de los bienes de las disposiciones contenidas en los artículos 13, 26.2, 4 y 6, 
28, 35.3, 36.1 y 2, 38.1, 39, 44, 51.2 y 52.1 y 3.

b) La retención ilícita o depósito indebido de documentos según lo dispuesto en el 
artículo 54.1.

c) El otorgamiento de licencias para la realización de obras que no cumpla lo dispuesto 
en el artículo 23.

d) La realización de obras en Sitios Históricos o Zonas Arqueológicas sin la autorización 
exigida por el artículo 22.

e) La realización de cualquier clase de obra o intervención que contravenga lo dispuesto 
en los artículos 16, 19, 20, 21, 25, 37 y 39.
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f) La realización de excavaciones arqueológicas u otras obras ilícitas a que se refiere el 
artículo 42.3.

g) El derribo, desplazamiento o remoción ilegales de cualquier inmueble afectado por un 
expediente de declaración de Bien de Interés Cultural.

h) La exportación ilegal de los bienes a que hacen referencia los artículos 5.º y 56.1 de la 
presente Ley.

i) El incumplimiento de las condiciones de retorno fijadas para la exportación temporal 
legalmente autorizada.

j) La exclusión o eliminación de bienes del Patrimonio Documental y Bibliográfico que 
contravenga lo dispuesto en el artículo 55.

2. Cuando la lesión al Patrimonio Histórico Español ocasionada por las infracciones a 
que se refiere el apartado anterior sea valorable económicamente, la infracción será 
sancionada con multa del tanto al cuádruplo del valor del daño causado.

3. En los demás casos se impondrán las siguientes sanciones:
A) Multa de hasta 60.101,21 euros en los supuestos a) y b) del apartado 1.
B) Multa de hasta 150.253,03 euros en los supuestos c), d), e) y f) del apartado 1.
C) Multa de hasta 601.012,10 euros en los supuestos g), h), i) y j) del apartado 1.

Artículo setenta y siete.  
1. Las sanciones administrativas requerirán la tramitación de un expediente con 

audiencia del interesado para fijar los hechos que las determinen y serán proporcionales de 
la gravedad de los mismos, a las circunstancias personales del sancionado y al perjuicio 
causado o que pudiera haberse causado al Patrimonio Histórico Español.

2. Las multas que se impongan a distintos sujetos como consecuencia de una misma 
infracción tendrán carácter independiente entre sí.

Artículo setenta y ocho.  
Las multas de hasta 150.253,03 euros serán impuestas por los Organismos competentes 

para la ejecución de esta Ley. Las de cuantía superior a 150.253,03 euros serán impuestas 
por el Consejo de Ministros o los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas.

Artículo setenta y nueve.  
1. Las infracciones administrativas contra lo dispuesto en esta Ley prescribirán a los 

cinco años de haberse cometido, salvo las contenidas en los apartados g), h), i) y j) del 
artículo 76.1, que prescribirán a los diez años.

2. En todo lo no previsto en el presente título será de aplicación el Capítulo II del Título 
VI de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Disposición adicional primera.  
Los bienes que con anterioridad hayan sido declarados histórico-artísticos o incluidos en 

el Inventario del Patrimonio Artístico y Arqueológico de España pasan a tener la 
consideración y a denominarse Bienes de Interés Cultural; los muebles que hayan sido 
declarados integrantes del Tesoro o incluidos en el Inventario del Patrimonio Histórico-
Artístico tienen la condición de bienes inventariados conforme al artículo 26 de esta Ley, sin 
perjuicio de su posible declaración expresa como Bienes de Interés Cultural. Todos ellos 
quedan sometidos al régimen jurídico que para esos bienes la presente Ley establece.

Disposición adicional segunda.  
Se consideran asimismo de Interés Cultural y quedan sometidos al régimen previsto en 

la presente Ley los bienes a que se contraen los Decretos de 22 de abril de 1949, 571/1963 
y 499/1973(*).

(*) Entendemos que se refiere al Decreto 449/1973.
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Disposición adicional tercera.  
1. Los documentos del Inventario del Patrimonio Artístico y Arqueológico de España se 

incorporarán al Registro General al que se refiere el artículo 12 de esta Ley.
2. Los documentos del Inventario del Tesoro Artístico Nacional se incorporarán al 

Inventario General de bienes muebles previsto en el artículo 26.
3. Asimismo, los documentos propios del Censo-Guía de Archivos se incorporarán al 

Censo del Patrimonio Documental, y los del Catálogo General del Tesoro Bibliográfico 
pasarán al Catálogo Colectivo.

4. Por la Dirección General de Bellas Artes y Archivos se procederá a la integración de 
los documentos a que se refieren los apartados precedentes en el plazo de un año a partir 
de la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición adicional cuarta.  
La exigencia a que se refiere el artículo 69.2 de la presente Ley obligará igualmente a los 

titulares de los bienes señalados en el artículo 6, j), de la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, 
sobre Medidas Urgentes de Reforma Fiscal, para beneficiarse de la exención que en el 
mismo se prevé. La misma exigencia se incorpora a las establecidas en el Real Decreto 
1382/1978, de 2 de junio, en el que la referencia al Inventario contenida en su artículo 2.º 
queda suprimida.

Disposición adicional quinta.  
Quedan sujetos a cuanto se dispone en esta Ley cuantos bienes muebles e inmuebles 

formen parte del Patrimonio Nacional y puedan incluirse en el ámbito del artículo 1.o, sin 
perjuicio de su afectación y régimen jurídico propio.

Disposición adicional sexta.  
El Gobierno negociará en los correspondientes Acuerdos, Convenios y Tratados 

Internacionales cláusulas tendentes a reintegrar al territorio español los bienes culturales que 
hayan sido exportados ilegalmente.

Disposición adicional séptima.  
Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley, las Administraciones a quienes 

corresponda su aplicación quedarán también sujetas a los Acuerdos Internacionales 
válidamente celebrados por España. La actividad de tales Administraciones estará asimismo 
encaminada al cumplimiento de las resoluciones y recomendaciones que para la protección 
del Patrimonio Histórico adopten los Organismos Internacionales de los que España sea 
miembro.

Disposición adicional octava.  
La aceptación de donaciones, herencias o legados a favor del Estado, aunque se señale 

como beneficiario a algún otro órgano de la Administración, relativos a toda clase de bienes 
que constituyan expresión o testimonio de la creación humana y tengan un valor cultural, 
bien sea de carácter histórico, artístico, científico o técnico, corresponderá al Ministerio de 
Cultura, entendiéndose aceptada la herencia a beneficio de inventario.

Corresponderá asimismo a dicho Ministerio aceptar análogas donaciones en metálico 
que se efectúen con el fin específico y concreto de adquirir, restaurar o mejorar alguno de 
dichos bienes. El importe de esta donación se ingresará en el Tesoro Público y generará 
crédito en el concepto correspondiente del presupuesto del Ministerio de Cultura.

Por el Ministerio de Cultura se informará al Ministerio de Economía y Hacienda de las 
donaciones, herencias o legados que se acepten conforme a lo dispuesto en los párrafos 
anteriores.
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Disposición adicional novena.  
1. El Estado podrá comprometerse a indemnizar por la destrucción, pérdida, sustracción 

o daño de aquellas obras de relevante interés artístico, histórico, paleontológico, 
arqueológico, etnográfico, científico o técnico que se cedan temporalmente para su 
exhibición pública a museos, bibliotecas o archivos de titularidad estatal y competencia 
exclusiva del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y sus organismos públicos 
adscritos.

2. A los efectos de esta disposición, la Fundación Colección Thyssen-Bornemisza tendrá 
la misma consideración que los museos señalados en el párrafo anterior.

3. El otorgamiento del compromiso del Estado se acordará para cada caso por el 
Ministro de Cultura a solicitud de la entidad cesionaria.

En dicho acuerdo se precisará la obra u obras a que se refiere, la cuantía, los requisitos 
de seguridad y protección exigidos y las obligaciones que deban ser cumplidas por los 
interesados.

El límite máximo del compromiso que se otorgue a una obra o conjunto de obras para su 
exhibición en una misma exposición así como el límite del importe total acumulado de los 
compromisos otorgados por el Estado se establecerán en las leyes anuales de Presupuestos 
Generales del Estado.

4. Por Real Decreto, a propuesta de los Ministros de Cultura, y de Economía y Hacienda, 
se regulará el procedimiento y requisitos para el otorgamiento de este compromiso y la forma 
de hacerlo efectivo en su caso.

Disposición adicional décima.  Arrendamiento de colecciones de bienes muebles 
integrantes del Patrimonio Histórico Español por determinadas entidades del sector público.

1. El arrendamiento, con o sin opción de compra, por parte de las entidades del sector 
público que, con arreglo al artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, 
tengan la consideración de poder adjudicador no Administración Pública, de colecciones de 
bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Español cuyo interés excepcional haya 
sido declarado por la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del 
Patrimonio Histórico Español, u órgano equivalente de las comunidades autónomas, tendrá 
naturaleza de contrato privado; y su preparación y adjudicación se regirán por lo dispuesto 
en el artículo 26 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

En cuanto a sus efectos y extinción, con carácter general les serán aplicables las normas 
de derecho privado. No obstante, cuando el contrato tenga la consideración de contrato 
sujeto a regulación armonizada con arreglo a lo previsto en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, le será aplicable lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 26.3 de dicha ley, 
salvo las normas relativas a la racionalización técnica de la contratación. Asimismo, no será 
obligatorio el establecimiento de condiciones especiales de ejecución, pero, de incorporarse, 
en todo caso deberán estar vinculadas al objeto del contrato, en el sentido del artículo 145.6 
de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, no serán directa o indirectamente discriminatorias, 
serán compatibles con el Derecho de la Unión Europea y se indicarán en el expediente de la 
contratación.

No obstante, no resultarán de aplicación los siguientes preceptos de la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre:

a) El artículo 29, relativo al plazo de duración de los contratos y de ejecución de la 
prestación. En estos contratos, el plazo de duración será como máximo de 15 años.

b) El capítulo II del título III del libro I, relativo a la revisión de precios de los contratos de 
las entidades del sector público, así como lo dispuesto en la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de 
desindexación de la economía española.

En los contratos a los que se refiere esta disposición, excepcionalmente, cuando la 
duración sea superior a 5 años, podrá preverse la revisión anual periódica y predeterminada 
del precio. Esta revisión en ningún caso podrá conllevar incrementos de la renta superiores 
al índice de precios al consumo del correspondiente año.

c) Los artículos 198.4 y 210.4, relativos a las condiciones especiales de pago.
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Asimismo, el pago de cada anualidad de renta podrá efectuarse de forma anticipada, sin 
que resulte exigible ningún otro requisito adicional.

La resolución de controversias sobre los efectos y extinción del contrato podrá 
encomendarse a una Comisión mixta, compuesta por representantes de los arrendadores y 
de la entidad del sector público arrendataria. Si transcurrido un mes dicha Comisión no 
lograra un acuerdo, podrá acudirse a la jurisdicción civil.

2. Al arrendamiento de estos bienes se le podrá aplicar el procedimiento negociado sin 
publicidad correspondiente a aquellos supuestos en los que la ejecución solo puede 
encomendarse a un empresario determinado, previsto en el artículo 168.a) 2.º de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, previa acreditación de que no existen alternativas equivalentes y 
de los demás requisitos exigidos al efecto, con las siguientes especialidades respecto de lo 
establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre:

a) En estos contratos, el pliego de cláusulas administrativas particulares será sustituido 
por el propio clausulado del contrato, sin perjuicio de la obligación del órgano de contratación 
de elaborar el correspondiente expediente; así como el informe previsto en el artículo 336 de 
la Ley 9/2017, 8 de noviembre, en el caso de contratos sujetos a regulación armonizada.

b) La acreditación de la titularidad de los bienes, o de otro derecho real que permita 
ceder su uso, así como de los requisitos de capacidad del arrendador, se realizará conforme 
a las normas de derecho privado aplicables. La solvencia se entenderá justificada con la 
acreditación de la titularidad de las obras o del derecho real que permita ceder su uso.

c) En el caso de que la colección de bienes muebles esté integrada por un conjunto de 
obras que pertenezcan a más de un titular, podrán concurrir todos ellos conjuntamente a la 
licitación, previa acreditación de dicha titularidad, sin necesidad de constituir una unión de 
empresarios. Esta misma previsión será aplicable a los supuestos en que sean varios los 
titulares de cualesquiera otros derechos que permitan ceder el uso de las obras que integran 
la colección.

Cada uno de los titulares deberá tener plena capacidad de obrar y no estar incurso en 
ninguna prohibición de contratar.

Los titulares quedarán obligados solidariamente y deberán nombrar un representante 
para ejercitar los derechos y cumplir las obligaciones que del contrato se deriven hasta la 
extinción del mismo.

Disposición adicional undécima.  Adquisición por las entidades del sector público de 
bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Español.

1. Con independencia de los procedimientos para el ejercicio de los derechos de 
adquisición preferente previstos en los artículos 33 y 38 de la presente ley, la adquisición por 
parte de las entidades del sector público de bienes muebles integrantes del Patrimonio 
Histórico Español tendrá naturaleza de contrato privado; y su preparación y adjudicación se 
regirán por lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

En cuanto a sus efectos y extinción, con carácter general les serán aplicables las normas 
de derecho privado. No obstante, cuando el contrato merezca la consideración de contrato 
sujeto a regulación armonizada con arreglo a lo previsto en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, le será aplicable, según proceda, lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 
2 del artículo 26 o en el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 26 de dicha Ley, salvo 
las normas relativas a la racionalización técnica de la contratación.

2. A las adquisiciones de estos bienes se les podrá aplicar el procedimiento negociado 
sin publicidad correspondiente a aquellos supuestos en los que la ejecución solo puede 
encomendarse a un empresario determinado, previsto en el artículo 168.a) 2.º de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, según lo indicado en los apartados 3 y 4 de esta disposición, con 
las siguientes especialidades respecto de lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre:

a) En estos contratos, el pliego de cláusulas administrativas particulares será sustituido 
por el propio clausulado del contrato.
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b) Podrá aplazarse el pago del precio convenido en varios ejercicios económicos si así 
se acuerda con el interesado.

c) La acreditación de la titularidad de los bienes, así como de los requisitos de capacidad 
del vendedor, se realizará conforme a las normas de derecho privado aplicables, no siendo 
necesario acreditar su solvencia, excepto cuando se trate de contratos sujetos a regulación 
armonizada de acuerdo con lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

3. Cuando las adquisiciones de bienes del Patrimonio Histórico se destinen a museos, 
archivos o bibliotecas de titularidad estatal o autonómica, solo podrán realizarse si cuentan, 
respectivamente, con informe previo favorable emitido por la Junta de Calificación, 
Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español o del organismo 
equivalente reconocido al efecto de la Comunidad Autónoma titular del archivo, biblioteca o 
museo destinatario del bien.

Dichos informes deberán hacer referencia al precio de compra, a la pertenencia del bien 
al patrimonio histórico español, conforme a la definición del mismo del artículo 1.2 de esta 
ley, y a la unicidad del bien, a los efectos previstos en el artículo 168.a) 2.° de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, como requisito inexcusable para la aplicación del procedimiento previsto 
en esta disposición.

4. En los expedientes de adquisición de bienes de esta naturaleza destinados a 
instituciones diferentes de las contempladas en el apartado anterior y que por tanto no hayan 
sido informadas por la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del 
Patrimonio Histórico Español u organismo equivalente reconocido al efecto de las 
Comunidades Autónomas, además de la condición de bien del patrimonio histórico y la 
disponibilidad de crédito, deberá justificarse la oportunidad de la compra, incorporando la 
correspondiente memoria, valoración económica e informe técnico, que incluirá la Motivación 
de la unicidad en los términos previstos en el apartado anterior.

5. Cuando no concurran los requisitos previstos en los apartados 3 y 4, la adquisición se 
regulará por lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

Disposición transitoria primera.  
En tanto se elaboran las normas precisas para el desarrollo y aplicación de la presente 

Ley, se entenderán vigentes las de rango reglamentario que regulan el Patrimonio Histórico-
Artístico Español, el Tesoro Documental y Bibliográfico, los Archivos, Bibliotecas y Museos, 
en todo aquello que no contravenga lo dispuesto en la misma.

Disposición transitoria segunda.  
En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el Gobierno, a 

propuesta del Ministerio de Cultura, dictará el Reglamento de organización, funcionamiento y 
personal de los Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad estatal, así como de los 
servicios técnicos o docentes relacionados con ellos o con las actividades que competen a la 
Administración del Estado en la protección del Patrimonio Histórico Español.

Disposición transitoria tercera.  
Quienes a la entrada en vigor de la presente Ley fuesen propietarios, poseedores o 

tenedores de algunos de los bienes a que se refieren los artículos 26 y 53 de la presente Ley 
dispondrán del plazo de un año para comunicar la existencia de dichos bienes a la 
Administración competente. En tal caso, la citada comunicación determinará la exención, en 
relación a tales bienes, de cualesquiera impuestos o gravámenes no satisfechos con 
anterioridad, así como de toda responsabilidad frente a la Hacienda Pública o los restantes 
Organos de la Administración por incumplimientos, sanciones, recargos o intereses de 
demora.

Disposición transitoria cuarta.  
(Derogada)
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Disposición transitoria quinta.  
En los diez años siguientes a la entrada en vigor de esta Ley, lo dispuesto en el artículo 

28.1 de la misma se entenderá referido a los bienes muebles integrantes del Patrimonio 
Histórico Español en posesión de las instituciones eclesiásticas.

Téngase en cuenta que se amplía por cinco años el plazo previsto en esta Ley en relación 
con el Inventario de Bienes Muebles de la Iglesia, y en relación a su vez con esta disposición, a 
partir del 30 de abril de 2021, según establece la disposición adicional única de la Ley 6/2021, 
de 28 de abril. Ref. BOE-A-2021-6945

Disposición transitoria sexta.  
1. La tramitación y efectos de los expedientes sobre declaración de bienes inmuebles de 

valor histórico-artístico incoados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se regirán 
por la normativa en virtud de la cual han sido iniciados, pero su resolución se efectuará en 
todo caso mediante Real Decreto, y con arreglo a las categorías previstas en el artículo 14.2 
de la presente Ley.

2. En los Conjuntos Históricos ya declarados que dispongan de un Plan Especial de 
Protección u otro instrumento de planeamiento del área afectada por la declaración, 
aprobado con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, la autorización de obras se 
regirá por lo dispuesto en el artículo 20.3 hasta que no se haya obtenido de la Administración 
competente el informe favorable sobre el instrumento de planeamiento a aplicar. A estos 
efectos se entenderá emitido informe favorable transcurrido un año desde la presentación 
del Plan sin que haya recaído resolución expresa.

Disposición transitoria séptima.  
En el plazo de cinco años a partir de la entrada en vigor de la Ley, los responsables de la 

instalación deberán retirar la publicidad comercial, así como los cables y conducciones a que 
se refiere el artículo 19.3.

Disposición transitoria octava.  
Los Parajes Pintorescos a que se refiere la disposición transitoria de la Ley 15/1975, de 

2 de mayo, de Espacios Naturales Protegidos, mientras no sean reclasificados conforme a 
su disposición final, conservarán la condición de Bienes de Interés Cultural.

Disposición final.  
1. Se autoriza al Gobierno para dictar, además de las disposiciones reglamentarias 

expresamente previstas en la presente Ley, las que sean precisas para su cumplimiento.
2. El Gobierno queda, asimismo, autorizado para proceder por vía reglamentaria a la 

actualización de la cuantía de las multas que se fijan en el artículo 76 de la presente Ley, sin 
que los porcentajes de los incrementos que por tal vía se establezcan puedan ser 
superiores, en ningún caso, al Indice Oficial del Coste de Vida.

3. La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá determinar anualmente las 
fórmulas de actualización de la base imponible y de los tipos de gravamen de la tasa por 
exportación a que se refiere el artículo 30.

4. Se autoriza también al Gobierno para que, a iniciativa del Ministerio de Cultura y a 
propuesta del Ministerio del Interior, disponga la creación en los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad del Estado de un Grupo de Investigación formado por personal especializado en 
las materias que son objeto de la presente Ley y destinado a perseguir sus infracciones.

Disposición derogatoria.  
1. Quedan derogadas la Ley de 7 de julio de 1911 sobre Excavaciones Arqueológicas; el 

Real Decreto-Ley de 9 de agosto de 1926 sobre Protección, Conservación y 
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Acrecentamiento de la Riqueza Artística; la Ley de 10 de diciembre de 1931 sobre 
enajenación de bienes artísticos, arqueológicos e históricos de más de cien años de 
antigüedad; la Ley de 13 de mayo de 1933 sobre defensa, conservación y acrecentamiento 
del Patrimonio Histórico Artístico; la Ley de 22 de diciembre de 1955 sobre Conservación del 
Patrimonio Histórico Artístico; el Decreto 1641/1959, de 23 de septiembre, sobre exportación 
de objetos de valor e interés arqueológico o artístico y de imitaciones o copias, y la Ley 
26/1972, de 21 de junio, sobre Defensa del Tesoro Documental y Bibliográfico de la Nación, 
salvo las disposiciones relativas al Centro Nacional del Tesoro Documental y Bibliográfico, 
las cuales, no obstante, tendrán en adelante rango reglamentario, y el Real Decreto 
2832/1978, de 28 de octubre, sobre el 1 por 100 cultural.

2. Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en la 
presente Ley.

Información relacionada

• Sentencia del TC 17/1991, de 31 de enero . Ref. BOE-T-1991-5257l
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§ 18

Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la 
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español

Presidencia del Gobierno
«BOE» núm. 24, de 28 de enero de 1986

Última modificación: 28 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-1986-2277

La Ley 16/1985 establece el nuevo marco jurídico para la protección, acrecentamiento y 
transmisión a las generaciones futuras del Patrimonio Histórico Español.

Esta Ley comprende una regulación precisa de los elementos sustanciales y remite a 
ulterior desarrollo reglamentario los aspectos procesales y organizativos por lo que, para 
lograr una inmediata aplicación de la misma, se requiere la elaboración de una norma que 
complete y precise dichos aspectos.

A tal fin responde este Real Decreto que regula en su título primero la organización y 
funcionamiento de los órganos colegiados enunciados en el artículo 3.º de la citada Ley, por 
resultar decisiva su intervención en la aplicación de las normas, así como en la planificación 
y coordinación de las actividades tendentes a la protección y enriquecimiento del Patrimonio 
Histórico Español.

El título II desarrolla los instrumentos administrativos básicos, tanto para aplicar las 
categorías de protección especial previstas en la Ley como para posibilitar por parte de los 
organismos competentes el seguimiento y control de los bienes así protegidos.

Materia conexa a los instrumentos que anteceden es la regulación de la transmisión y 
exportación de aquellos bienes que revisten un interés cultural relevante, contenida en el 
título III, en el que se ha pretendido conciliar los intereses de agilidad y celeridad propios del 
trafico mercantil con la necesidad de salvaguardar y proteger este Patrimonio.

Las medidas tributarias previstas en la Ley como estímulo a su cumplimiento se 
desarrollan en el título IV de este Real Decreto. En esta regulación han primado los criterios 
de objetividad y de transparencia propios de este tipo de normas, junto con el interés de 
fomentar el cumplimiento de los deberes que la Ley impone a los propietarios y poseedores 
de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español.

Finalmente, en este Real Decreto, que no agota el desarrollo de la Ley 16/1985, se ha 
procurado no repetir las disposiciones contenidas en dicha norma, salvo que resulten 
necesarias para la comprensión de la materia que se regula.

Por consiguiente, en uso de la habilitación concedida al Gobierno en la disposición final 
primera de la Ley 16/1985, a propuesta del Ministerio de Cultura, que es conjunta con el 
Ministerio de Economía y Hacienda respecto al título IV, disposiciones adicionales segunda y 
tercera y disposiciones transitorias primera a tercera, y a iniciativa de Cultura y propuesta del 
Ministerio del Interior respecto a la disposición adicional primera, con la aprobación de la 
Presidencia del Gobierno, oído el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
ministros en su reunión del día 10 de enero de 1986,
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DISPONGO:

TÍTULO I
De los órganos colegiados

Artículo 1.  
El Consejo del Patrimonio Histórico, la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de 

Bienes del Patrimonio Histórico Español y los demás órganos colegiados que se determinan 
en el presente título intervienen en la aplicación de la Ley del Patrimonio Histórico Español 
con las funciones que en la propia Ley y en este Real Decreto se les atribuyen.

CAPÍTULO I
Consejo del Patrimonio Histórico

Artículo 2.  
El Consejo del Patrimonio Histórico tiene como finalidad esencial facilitar la 

comunicación y el intercambio de programas de actuación e información relativos al 
Patrimonio Histórico Español entre las Administraciones del Estado y de las Comunidades 
Autónomas.

Artículo 3.  
En particular, son funciones del Consejo del Patrimonio Histórico:
a) Conocer los programas de actuación, tanto estatales como regionales, relativos al 

Patrimonio Histórico Español, así como los resultados de los mismos.
b) Elaborar y aprobar los planes nacionales de información sobre el Patrimonio Histórico 

Español a que se refiere el artículo 35.1 de la Ley 16/1985.
c) Elaborar y proponer campañas de actividades formativas y divulgativas sobre el 

Patrimonio Histórico Español.
d) Informar las medidas a adoptar para asegurar la necesaria colaboración en orden al 

cumplimiento de los compromisos internacionales contraídos por España que afecten al 
Patrimonio Histórico Español.

e) Informar sobre el destino de los bienes recuperados de la exportación ilegal a que se 
refiere el artículo 29 de la Ley 16/1985.

f) Emitir informe sobre los temas relacionados con el Patrimonio Histórico Español que el 
Presidente del Consejo someta a su consulta.

g) Cualquier otra función que en el marco de la competencia del Consejo se le atribuya 
por alguna disposición legal o reglamentaria.

Artículo 4.  
El Consejo del Patrimonio Histórico que, adscrito al Ministerio de Cultura, tendrá su sede 

en Madrid, estará compuesto por:
a) Presidente: El Director General de Bellas Artes y Archivos del Ministerio de Cultura, 

salvo en el caso de reuniones monográficas sobre el Patrimonio Bibliográfico que serán 
presididas por el Director General del Libro y Bibliotecas.

b) Vocales: uno en representación de cada Comunidad autónoma.

Artículo 5.  
Los miembros del Consejo podrán asistir acompañados de un asesor con voz y sin voto.

Artículo 6.  
1. El Consejo funcionará en pleno y en comisiones.
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2. El pleno del Consejo se reunirá como mínimo una vez al semestre en sesión ordinaria, 
y en extraordinaria por decisión del Presidente o cuando lo solicite la mitad más uno de sus 
miembros.

3. Las Comisiones tendrán funciones preparatorias de los asuntos sometidos a decisión 
del pleno que éste les encomiende.

4. El Consejo podrá también llamar a expertos y crear los comités de expertos que 
considere necesarios para el mejor desempeño de sus funciones.

5. El Consejo del Patrimonio Histórico contará con un Secretario como órgano de apoyo 
administrativo, que asistirá a las sesiones del mismo con voz pero sin voto, y al que 
corresponderá:

a) Preparar, bajo la dirección del Presidente, el orden del día para las reuniones del 
Consejo y notificar las convocatorias del mismo.

b) Redactar las actas y expedir las certificaciones relativas a las sesiones del Consejo.
El Presidente del Consejo designará al Secretario de entre los Subdirectores Generales 

del Ministerio de Cultura.
6. El funcionamiento y régimen de acuerdos del Consejo se ajustará a lo establecido en 

el capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

No obstante, los acuerdos sobre asuntos comprendidos en los párrafos b), d) y e) del 
artículo 3 y en el apartado cuatro del artículo 58 de este Real Decreto, sólo se consideran 
válidamente adoptados si el Presidente del Consejo vota con la mayoría.

CAPÍTULO II
Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio 

Histórico Español

Artículo 7.  
1. La Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico 

Español, adscrita a la Dirección General de Bellas Artes y Archivos del Ministerio de Cultura, 
estará compuesta por:

a) Dieciocho Vocales designados por el Ministro de Cultura, 15 de ellos a propuesta del 
Director General de Bellas Artes y Archivos y tres a propuesta del Director General del Libro 
y Bibliotecas, entre personas de reconocida competencia en los distintos campos de 
actuación de la Junta.

b) Cuatro Vocales designados por el Ministro de Economía y Hacienda, uno a propuesta 
del Director General de Aduanas e Impuestos Especiales y tres a propuesta del Director 
General de Tributos.

2. El Ministro de Cultura nombrará libremente un Presidente y un Vicepresidente de entre 
los miembros de la Junta que le proponga el Director General de Bellas Artes y Archivos.

3. El cargo de miembro de la Junta tendrá una duración de dos años, pudiendo sus 
integrantes ser designados de nuevo.

4. Actuará como Secretario de la Junta, con voz pero sin voto, el titular de la unidad 
dependiente de la Subdirección General de Protección del Patrimonio Histórico que 
determine el Director General de Bellas Artes y Archivos.

Artículo 8.  
Corresponde a la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del 

Patrimonio Histórico Español, en relación a dichos bienes:
a) Dictaminar las solicitudes de permiso de exportación de los bienes a que se refiere el 

artículo 5.2 de la Ley 16/1985 con excepción de los bienes afectados por el artículo 32, 
apartados 1 y 2, de dicha Ley y durante el plazo que en dicho precepto se indica.

b) Informar las solicitudes de permiso de salida temporal del territorio español prevista en 
el artículo 31 de la Ley 16/1985 con igual excepción que en el párrafo anterior.
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c) Informar la permuta de bienes muebles de titularidad estatal que el Gobierno proyecte 
concertar con otros Estados, a que se refiere el artículo 34 de la Ley 16/1985.

d) Fijar el valor de los bienes exportados ilegalmente a los efectos de determinar la 
correspondiente sanción.

e) Valorar los bienes que se pretendan entregar al Estado en pago de la deuda tributaria 
y realizar las demás valoraciones que resulten necesarias para aplicar las medidas de 
fomento que se establecen en el título VIII de la Ley 16/1985.

A tal fin podrá solicitar informe de peritos y de las instituciones consultivas a que se 
refiere el artículo 3.2 de la Ley 16/1985. Para efectuar la tasación los miembros de la Junta y 
los peritos que ésta designe tendrán acceso al bien para su examen. En el caso de bienes 
muebles la Junta podrá acordar su deposito en un establecimiento oficial.

f) Valorar los bienes que el Ministerio de Cultura proyecte adquirir con destino a 
bibliotecas, archivos y museos de titularidad estatal cuando éstos carezcan de sus propios 
órganos de valoración e informar el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto por la 
Administración del Estado, en los términos previstos en este Real Decreto.

g) Cualquier otra función que se le atribuya por alguna disposición legal o reglamentaria.

Artículo 9.  
1. La Junta se reunirá en pleno una vez al mes en sesión ordinaria, y en extraordinaria 

por decisión del Presidente o cuando lo solicite la mitad más uno de sus miembros.
2. La Junta podrá constituir secciones en su seno compuestas como mínimo por tres de 

sus miembros, en las que podrá delegar el ejercicio de las facultades siguientes:
a) Dictaminar las solicitudes de permiso de exportación a que se refiere el artículo 5.2 de 

la Ley 16/1985, cuando se trate de bienes cuyo valor económico no exceda de 10.000.000 
de pesetas.

b) Informar las solicitudes de permiso de salida temporal, prevista en el artículo 31 de la 
Ley 16/1985, de bienes que no hayan sido declarados de interés cultural o inexportables. En 
caso de urgencia apreciada por el Presidente, o en ausencia de éste por el Vicepresidente, 
podrá informar las solicitudes de salida temporal de los bienes muebles a que se refiere el 
artículo 60, apartados 1 y 2, de la Ley 16/1985.

c) Efectuar las valoraciones e informar el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto 
previstos en el apartado f) del artículo anterior. Cuando el valor apreciado resulte superior a 
10.000.000 de pesetas se dará traslado del expediente al Pleno para su decisión.

3. La Junta podrá actuar también en ponencias que tendrán funciones preparatorias de 
los asuntos sometidos a la decisión del pleno que éste las encomiende.

4. Se constituirá una Comisión de Valoración integrada por cuatro Vocales designados 
por el Ministro de Cultura, a propuesta del Director General de Bellas Artes y Archivos, de 
entre los contenidos en el apartado a) del artículo 7.º, y por los cuatro Vocales a que se 
refiere el apartado b) de dicho artículo.

El Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta del Director general de Tributos, 
designará al Presidente de la comisión de entre los miembros de la misma.

Compete a esta Comisión valorar los bienes a que se refiere el apartado e) del artículo 8 
y las disposiciones transitorias primera y segunda de este Real Decreto.

El funcionamiento y régimen de acuerdos de la comisión se ajustará a lo establecido en 
el capítulo II del título I de la Ley de Procedimiento Administrativo.

5. La Junta podrá solicitar informes o estudios a especialistas o instituciones sobre los 
aspectos que considere necesarios en el ejercicio de sus funciones.

6. El funcionamiento de la Junta y la abstención y recusación de sus miembros se 
ajustarán a lo establecido en los capítulos II y III, respectivamente, del Título II de la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

7. Los miembros de la Junta tendrán derecho a percibir las indemnizaciones por razón 
de servicio, cuando proceda, y las remuneraciones correspondientes por sus trabajos de 
asesoramiento, ateniéndose, en su caso, a lo establecido en la legislación sobre 
incompatibilidades.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 18  Desarrollo parcial de la Ley del Patrimonio Histórico Español

– 289 –



CAPÍTULO III
Instituciones consultivas

Artículo 10.  
Son instituciones consultivas de la Administración del Estado a los efectos del artículo 

3.2 de la Ley 16/1985:
a) La Junta Superior de Monumentos y Conjuntos Históricos.
b) La Junta Superior de Archivos.
c) El Consejo Coordinador de Bibliotecas.
d) La Junta Superior de Arte Rupestre.
e) La Junta Superior de Museos.
f) La Junta Superior de Excavaciones y Exploraciones Arqueológicas.
g) La Junta Superior de Etnología.

TÍTULO II
De los instrumentos administrativos

CAPÍTULO I
Declaración de Bien de Interés Cultural

Artículo 11.  
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 6.b) de la Ley 16/1985, corresponde al 

Ministerio de Cultura tramitar los expedientes para declarar de interés cultural los bienes 
integrantes del Patrimonio Histórico Español adscritos a servicios públicos gestionados por la 
Administración General del Estado o que formen parte del Patrimonio Nacional. Su 
tramitación por dicho Ministerio se efectuará de acuerdo con las normas establecidas en este 
capítulo.

2. Corresponde a las comunidades autónomas la declaración de interés cultural de los 
restantes bienes del Patrimonio Histórico Español, cuya tramitación se regirá por su propia 
normativa.

Artículo 12.  
1. El acto por el que se incoa el expediente deberá describir para su identificación el bien 

objeto del mismo. En caso de bienes inmuebles, el acto de incoacción deberá además 
delimitar la zona afectada.

Cuando se trate de un inmueble que contenga bienes muebles integrantes del 
Patrimonio Histórico Español, que por su vinculación a la historia de aquél deban ser 
afectados por la declaración de bien de interés cultural, en la incoación se relacionarán estos 
bienes con una descripción suficiente para su identificación, sin perjuicio de que pueda 
ampliarse la relación durante la tramitación del expediente.

2. La incoación se notificará a los interesados cuando se refiera a expedientes sobre 
bienes muebles, monumentos y jardines históricos y, en todo caso, al Ayuntamiento del 
municipio en cuyo término éstos radiquen si se trata de inmuebles.

La incoación se publicará también en el <Boletín Oficial del Estado>, sin perjuicio de su 
eficacia desde la notificación, y se comunicará al Registro General de Bienes de Interés 
Cultural para su anotación preventiva.

3. La incoación del expediente se efectuará de oficio o a solicitud de persona interesada 
y determinará en relación al bien afectado la aplicación provisional del régimen de protección 
previsto para los bienes de interés cultural.

Artículo 13.  
1. La instrucción del expediente se ajustará a lo establecido en la Ley 16/1985 y en su 

tramitación serán de aplicación las normas generales del procedimiento administrativo. 
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Cuando se refiera a inmuebles se dispondrá la apertura de un período de información 
pública y se dará audiencia al Ayuntamiento interesado.

2. El Ministerio de Cultura podrá recabar del titular del bien o del que por razón de 
cualquier título ostente la posesión, que facilite el examen del bien y proporcione cuanta 
información sobre el mismo se estime necesaria.

3. En el caso de que el citado órgano solicite el preceptivo informe de una institución 
consultiva y ésta, por su especialidad, no se considere la adecuada para emitir dicho 
informe, lo denegará en el plazo de quince días a partir de la recepción de la solicitud, sin 
que ello impida que se continúe la tramitación.

Artículo 14.  
1. En los supuestos previstos en el artículo 6.b) de la Ley 16/1985, la declaración de bien 

de interés cultural se efectuará por Real Decreto a propuesta del Ministro de Cultura.
2. El Real Decreto por el que se declara un bien de interés cultural deberá describirlo 

claramente para su identificación y en su caso contendrá las especificaciones a que se 
refieren los artículos 11.2 y 27 de la Ley 16/1985.

Artículo 15.  
1. Publicado el Real Decreto, el Registro General de Bienes de Interés Cultural inscribirá 

de oficio la declaración.
2. En el caso de monumentos y jardines históricos, el Ministerio de Cultura instará de 

oficio la inscripción gratuita de la declaración en el Registro de la Propiedad.
Será título suficiente para efectuar dicha inscripción la certificación administrativa 

expedida por el citado Departamento en la que se transcriba la declaración de monumento o 
de jardín histórico. La certificación contendrá los demás requisitos previstos en la legislación 
hipotecaria.

Artículo 16.  
En los supuestos del artículo 11.1 de este Real Decreto corresponde al Ministerio de 

Cultura tramitar el expediente para dejar sin efecto la declaración de bien de interés cultural.

Artículo 17.  
La incoación del expediente para dejar sin efecto la declaración de interés cultural de un 

determinado bien se efectuará de oficio o a solicitud del titular de un interés legítimo y 
directo, y se notificará y publicará en los términos previstos en el artículo 12.2 de este Real 
Decreto.

Artículo 18.  
Instruido el expediente conforme a lo dispuesto en el artículo 13 de este Real Decreto, el 

Ministro de Cultura propondrá al Gobierno el Real Decreto por el que queda sin efecto la 
declaración de interés cultural de un determinado bien.

Artículo 19.  
El citado Real Decreto, que se publicará en el <Boletín Oficial del Estado>, cancelará la 

inscripción del bien en el Registro General de Bienes de Interés Cultural.

Artículo 20.  
La certificación del Real Decreto por el que queda sin efecto la declaración de 

monumento o de jardín histórico será título suficiente para la cancelación de la 
correspondiente inscripción en el Registro de la Propiedad.
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CAPÍTULO II
Registro General de Bienes de Interés Cultural

Artículo 21.  
1. El Registro General de Bienes de Interés Cultural tiene por objeto la anotación e 

inscripción de los actos que afecten a la identificación y localización de los bienes 
integrantes del Patrimonio Histórico Español declarados de interés cultural. Estará adscrito a 
la Dirección General de Bellas Artes y Archivos del Ministerio de Cultura que, a través de la 
Subdirección General de Patrimonio Histórico, desarrollará las funciones relativas a la 
formación y actualización del citado Registro.

Corresponde al Ministerio de Cultura la llevanza del Registro respecto de los bienes a 
que se refiere el artículo 6.b) de la Ley 16/1985, y a las Comunidades Autónomas respecto 
de los restantes bienes declarados de interés cultural. Las Comunidades Autónomas 
trasladarán al Registro general las inscripciones y restantes anotaciones registrales a efectos 
de constancia general.

2. Cada bien que se inscriba en el Registro General tendrá un código de identificación.
3. Se anotarán en el Registro, además de los datos recogidos en el extracto del 

expediente de declaración, los siguientes:
a) Fecha de la declaración de interés cultural y de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
b) Régimen de visitas o, en su caso, de los depósitos que se acuerden para la exhibición 

del bien previstos en el artículo 13.2 de la Ley 16/1985, que a los efectos, la Administración 
competente comunicará al Registro.

c) Las transmisiones por actos ínter vivos o mortis causa y los traslados. A este fin los 
propietarios y los poseedores comunicarán al Registro General tales actos, aportando, en su 
caso, copias notariales o certificaciones registrales o administrativas de los documentos en 
que consten aquellos actos.

d) Los anticipos reintegrables previstos en el artículo 36.3 de la Ley 16/1985, concedidos 
por la Administración del Estado, que se inscribirán de oficio.

e) Las restauraciones que se comunicarán por el órgano que las autorice.
4. Cualquier inscripción relativa a un bien que se efectúe de oficio será notificada al 

titular de aquél.
5. El Registro General sólo da fe de los datos consignados en el mismo a los efectos 

previstos en la Ley 16/1985.

Artículo 22.  
1. Será preciso el consentimiento expreso del titular para la consulta pública de los datos 

contenidos en el Registro General sobre:
a) La situación jurídica y el valor de los bienes inscritos.
b) Su ubicación, en el caso de bienes muebles, cuando por la Administración competente 

se hubiera dispensado totalmente de la obligación de visita pública a que se refiere el 
artículo 13.2 de la Ley 16/1985.

2. En el caso de que falte el consentimiento del titular para informar sobre la localización 
del bien y si existe una solicitud razonada para su estudio con fines de investigación 
debidamente acreditados, la Subdirección General de Protección del Patrimonio Histórico lo 
comunicará al órgano competente para la protección del bien a fin de que acuerde las 
medidas oportunas para permitir el acceso al mismo, sin desvelar en ningún caso los datos a 
que hace referencia el apartado 1.

3. En el caso de zonas arqueológicas cuyos yacimientos no estén abiertos a la visita 
pública será preciso que el órgano competente para la protección del bien autorice la 
consulta de la ubicación de la zona.
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Artículo 23.  
1. A petición del propietario o titular de derechos reales sobre un bien de interés cultural, 

o en su caso, del Ayuntamiento interesado, se expedirá por el Registro un título oficial, cuyo 
modelo consta en el anexo número 2 de este Real Decreto, en el que se reflejarán todos los 
actos jurídicos o artísticos que sobre el bien inscrito se efectúen.

2. El interesado podrá instar ante la Comunidad Autónoma competente la actualización 
del título, acreditando el acto jurídico o artístico cuya anotación inste. La resolución que 
adopte la Comunidad Autónoma será comunicada al Registro general a efectos de 
constancia.

CAPÍTULO III
Inventario general de bienes muebles

Artículo 24.  
1. El Inventario General comprenderá los bienes muebles integrantes del Patrimonio 

Histórico Español, no declarados de interés cultural, que tengan singular relevancia por su 
notable valor histórico, arqueológico, artístico, científico, técnico o cultural. Estará adscrito a 
la Dirección General de Bellas Artes y Archivos del Ministerio de Cultura que, a través de la 
Subdirección General de Protección del Patrimonio Histórico, desarrollará las funciones 
relativas a la formación y actualización del citado Inventario General.

2. Cada bien que se inscriba en el Inventario General tendrá un código de identificación.
3. Se anotarán en el Inventario General respecto a los bienes incluidos en el mismo, 

además de los datos recogidos en el extracto del expediente de inclusión a que se refiere el 
artículo 30, los siguientes:

a) Fecha de inclusión del bien en el Inventario General.
b) Las transmisiones por actos ínter vivos o mortis causa y los traslados de estos bienes.
c) Los anticipos reintegrables previstos en el artículo 36.3 de la Ley 16/1985, concedidos 

por la Administración del Estado.
4. Las anteriores anotaciones y comunicaciones se efectuarán conforme a lo establecido 

en los apartados 3 c), 3 d) y 4 del artículo 21 de este Real Decreto.
5. El Inventario General sólo da fe de los actos consignados a los efectos previstos en la 

Ley 16/1985.
6. Las Comunidades Autónomas colaborarán con el inventario general a los efectos 

previstos en este artículo.

Artículo 25.  
1. No se permitirá la consulta pública de los datos relativos a la situación jurídica, 

localización y valoración económica de los bienes sin el consentimiento expreso del titular, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 57.1.c) de la Ley 16/1985.

2. En el caso de que falte el consentimiento del titular para informar sobre la localización 
del bien y si existe una solicitud razonada para su estudio con fines de investigación 
debidamente acreditados, la Subdirección General de Protección del Patrimonio Histórico lo 
comunicará al organismo competente para la protección del bien a fin de que acuerde las 
medidas oportunas para el acceso al mismo, sin desvelar en ningún caso los datos a que 
hace referencia el apartado anterior.

Artículo 26.  
1. A los solos efectos de facilitar la elaboración del Inventario General, la obligación de 

comunicación que la Ley 16/1985 en su artículo 26.4 señala a los propietarios o poseedores 
y a las personas o entidades que ejerzan habitualmente el comercio de los bienes muebles 
integrantes del Patrimonio Histórico Español, se circunscribe a los siguientes bienes:

a) Bienes que tengan incoado expediente para su inclusión en el Inventario General en 
tanto aquél no se resuelva.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 18  Desarrollo parcial de la Ley del Patrimonio Histórico Español

– 293 –



b) Bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Español, cuyo valor económico sea 
igual o superior a las cantidades que a continuación se indican:

1. 15.000.000 de pesetas cuando se trate de obras pictóricas y escultóricas de menos de 
cien años de antigüedad.

2. 10.000.000 de pesetas en los casos de obras pictóricas de cien o más años de 
antigüedad.

3. 10.000.000 de pesetas cuando se trate de colecciones o conjuntos de objetos 
artísticos, culturales y antigüedades.

4. 7.000.000 de pesetas cuando se trate de obras escultóricas, relieves y bajo relieves 
con cien o más años de antigüedad.

5. 7.000.000 de pesetas en los casos de colecciones de dibujos, grabados, libros, 
documentos e instrumentos musicales.

6. 7.000.000 de pesetas cuando se trate de mobiliario.
7. 5.000.000 de pesetas en los casos de alfombras, tapices y tejidos históricos.
8. 3.000.000 de pesetas cuando se trate de dibujos, grabados, libros impresos o 

manuscritos y documentos unitarios en cualquier soporte.
9. 1.500.000 pesetas en los casos de instrumentos musicales unitarios de carácter 

histórico.
10. 1.500.000 pesetas en los casos de cerámica, porcelana y cristal antiguos.
11. 1.000.000 de pesetas cuando se trate de objetos arqueológicos.
12. 400.000 pesetas en los casos de objetos etnográficos.
c) Los que el Gobierno determine mediante Real Decreto a propuesta del Ministro de 

Cultura.
2. Las personas o entidades a que se refiere el apartado anterior comunicarán por 

escrito al órgano encargado de la protección del Patrimonio Histórico Español de la 
Comunidad Autónoma en cuyo ámbito territorial radique el bien, la existencia de éste antes 
de proceder a su transmisión a terceros haciendo constar, en su caso, el precio convenido.

Artículo 27.  
1. Las personas o entidades que ejerzan habitualmente el comercio de bienes muebles 

integrantes del Patrimonio Histórico deberán formalizar, ante el órgano competente de la 
protección de este Patrimonio en la correspondiente Comunidad Autónoma, un libro de 
Registro de las transacciones que efectúen sobre los bienes a que se refiere el artículo 
anterior.

2. Se anotarán en el libro de Registro los datos de las partes intervenientes en la 
transmisión del objeto y se describirá éste de forma sumaria, con especificación de su 
precio.

3. Sin perjuicio de las competencias de la respectiva Comunidad Autónoma y de las 
reconocidas a otros órganos por el ordenamiento jurídico, el Ministerio de Cultura tendrá 
también acceso a estos libros de Registro a los efectos de conocimiento y evaluación del 
Patrimonio Histórico Español.

CAPÍTULO IV
Inclusión de bienes en el Inventario General

Artículo 28.  
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, el Ministerio de Cultura, en 

colaboración con los órganos de las Comunidades Autónomas encargados de la protección 
del Patrimonio Histórico Español, confeccionará el Inventario general de bienes muebles.

Artículo 29.  
1. La inclusión en el Inventario general corresponde al Ministerio de Cultura si se trata de 

bienes adscritos a servicios públicos gestionados por la Administración General del Estado o 
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que formen parte del Patrimonio Nacional. Los expedientes tramitados por el Ministerio de 
Cultura se ajustarán a las normas contenidas en este capítulo.

2. Corresponde a las Comunidades Autónomas la inclusión de bienes en el Inventario 
general en los restantes casos, cuya tramitación se regirá por su propia normativa.

Artículo 30.  
1. La incoación del expediente se efectuará de oficio o a solicitud de los interesados.
2. Dicha incoación se notificará en todo caso a los interesados, procediéndose a su 

anotación preventiva en el Inventario general. Esta anotación deberá contener una 
descripción suficiente del bien para su identificación.

3. El expediente se tramitará siguiendo las normas generales de procedimiento 
administrativo y las particulares del presente capítulo.

4. El Ministerio de Cultura comunicará a los interesados la inclusión del bien mueble en 
el Inventario general, indicando el código de identificación.

CAPÍTULO V
Exclusión de bienes del Inventario General

Artículo 31.  
En los supuestos del artículo 29.1 de este Real Decreto corresponde al Ministerio de 

Cultura tramitar el expediente administrativo para acordar la exclusión de un bien del 
Inventario general.

Dicho expediente podrá iniciarse de oficio o a solicitud del titular de un interés legítimo y 
directo.

La incoación, notificación y tramitación del expediente se efectuarán en los términos 
previstos en el artículo 30 de este Real Decreto.

En los supuestos del artículo 29.2 de este Real Decreto corresponde a las Comunidades 
Autónomas tramitar, con arreglo a su propia normativa, el expediente administrativo para 
acordar la exclusión de un bien del Inventario general.

Artículo 32.  
1. El Ministerio de Cultura comunicará a los interesados la resolución adoptada.
2. La exclusión de un bien del Inventario general cancelará su inscripción en éste.

CAPÍTULO VI
Elaboración del Censo de los bienes integrantes del Patrimonio Documental y 

del Catálogo Colectivo de los bienes integrantes del Patrimonio Bibliográfico

Sección 1.ª Integración y exclusión de fondos de titularidad privada del 
Patrimonio Bibliográfico y Documental

(Suprimida)

Artículos 33 y 34.  
(Suprimidos)

Sección 2.ª Elaboración del Censo y del Catálogo colectivo
(Suprimido)

Artículo 35.  
El Ministerio de Cultura, en colaboración con las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas, confeccionará el Censo de los bienes integrantes del Patrimonio Documental y 
el Catálogo colectivo de los bienes integrantes del Patrimonio Bibliográfico.
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Artículo 36.  
El Censo comprenderá la información básica sobre archivos, colecciones y fondos de 

documentos, entendidos éstos como toda expresión en lenguaje natural o convencional y 
cualquier otra expresión gráfica, sonora o en imagen, recogidas en todo tipo de soporte 
material, incluso los soportes informáticos, de acuerdo con lo previsto en el artículo 49 de la 
Ley 16/1985. Estará adscrito a la Dirección General de Bellas Artes y Archivos.

El Catálogo colectivo comprenderá la información básica sobre bibliotecas, colecciones y 
ejemplares de materiales bibliográficos de carácter unitario o seriado en escritura manuscrita 
o impresa y sobre los ejemplares producto de ediciones de películas cinematográficas, 
discos, fotografías, materiales audiovisuales y otras similares, cualquiera que sea su soporte 
material, que integran el Patrimonio Bibliográfico a que se refiere el artículo 50 de la Ley 
16/1985, y estará adscrito a la Dirección General del Libro y Bibliotecas.

Artículo 37.  
1. La competencia para efectuar la recogida de datos, a fin de confeccionar el Censo y el 

Catálogo colectivo, se determinará por las disposiciones contenidas en el artículo 11 de este 
Real Decreto.

2. (Suprimido)
3. A los efectos de facilitar la elaboración del Censo y del Catálogo colectivo, el 

Ministerio de Cultura podrá establecer convenios de colaboración con las Comunidades 
Autónomas.

Artículo 38.  
El Ministerio de Cultura, oído el Consejo del Patrimonio Histórico, diseñará los modelos 

de descripción y formulará las instrucciones técnicas de recogida, tratamiento y remisión de 
las informaciones por la Administración competente, para su integración por dicho Ministerio 
en las bases de datos correspondientes al Censo y Catálogo colectivo. No obstante, ambas 
Administraciones podrán convenir el tratamiento informático parcial o total por la Comunidad 
Autónoma respectiva de modo que quede garantizada la integración técnica en las 
correspondientes bases de datos.

Artículo 39.  
Será de aplicación a la consulta pública de los datos relativos a la situación jurídica, 

localización y valoración económica de los bienes incluidos en el Censo y en el Catálogo 
colectivo lo dispuesto en el artículo 25.

No obstante, en el caso de solicitud razonada para estudio del bien con fines de 
investigación debidamente acreditados a que se refiere el apartado 2 del artículo 25, se 
aplicarán las limitaciones que se derivan de lo establecido en los artículos 52.3 y 57.1, c), de 
la Ley 16/1985.

TÍTULO III
De la transmisión y exportación de bienes integrantes del Patrimonio Histórico 

Español

CAPÍTULO I
Enajenación

Artículo 40.  
1. Quien tratare de enajenar un bien que haya sido declarado de Interés Cultural, o que 

tenga incoado expediente para su declaración, o esté incluido en el Inventario General, 
deberá notificarlo al órgano de la Comunidad Autónoma correspondiente encargado de la 
protección del Patrimonio Histórico Español y al Ministerio de Cultura, declarando el precio y 
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las condiciones en que se proponga realizar la enajenación. En la notificación se consignará 
el Código de identificación del bien o, en su caso, el número de anotación preventiva.

1.bis. En los supuestos de inmuebles situados en conjuntos históricos afectados por 
expedientes de declaración de interés cultural, la obligación de notificación se circunscribe a 
los que reúnan las condiciones señaladas en el artículo 61.2 de este Real Decreto.

2. Los subastadores, con un plazo de antelación no superior a seis semanas ni inferior a 
cuatro, deberán notificar a los citados organismos las subastas públicas en las que se 
pretenda enajenar cualquier bien integrante del Patrimonio Histórico Español, mediante la 
remisión de los datos que figurarán en los correspondientes catálogos.

3. La determinación de la Comunidad Autónoma que, a los efectos de este capítulo, ha 
de ser notificada, se realizará de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Cuando se trate de Bienes de Interés Cultural o incluidos el inventario General, será la 
correspondiente al lugar de ubicación del bien que conste en el Registro General o en el 
Inventario General a que se refieren los artículos 21 y 24, respectivamente.

b) En el caso de bienes que tengan incoado expediente para su declaración de Interés 
Cultural o su inclusión en el Inventario General será la que ha incoado dicho expediente.

c) Respecto a los demás bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español será la de 
ubicación del bien en el momento en que se efectúe la subasta.

4. La Comunidad Autónoma competente podrá ejercer los derechos de tanteo y retracto 
sobre los bienes referidos en los términos previstos en el artículo 38.4 de la Ley 16/1985.

Artículo 41.  
1. Dentro de los dos meses siguientes a la notificación prevista en el artículo anterior, la 

Administración del Estado, a través del Ministerio de Cultura, podrá hacer uso del derecho 
de tanteo para sí, para una entidad benéfica o para cualquier entidad de derecho público, 
previo informe de la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio 
Histórico Español, obligándose al pago del precio convenido o, en su caso, el de remate, en 
un período no superior a dos ejercicios económicos, salvo acuerdo con el interesado en otra 
forma de pago. En el indicado plazo de dos meses se comunicará al vendedor el ejercicio de 
este derecho.

2. En el caso de subastas publicas no será preceptivo el dictamen de la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación, y la Administración del Estado podrá ejercer el 
derecho de tanteo mediante la comparecencia de un representante del Ministerio de Cultura 
en la subasta, el cual, en el momento en que se determine el precio de remate del bien 
subastado, manifestará el propósito de hacer uso de tal derecho, quedando en suspenso la 
adjudicación del bien. En un plazo de siete días hábiles, a partir de la celebración de la 
subasta, se comunicará al subastador el ejercicio del derecho de tanteo.

3. En todo caso, la Orden por la que se acuerda ejercitar el derecho de tanteo se 
publicará en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de su eficacia desde la 
comunicación.

4. Lo dispuesto en el apartado 1 se aplicará en los términos del artículo 38.4 de la Ley 
16/1985.

Artículo 42.  
Cuando el propósito de la enajenación no se hubiere notificado correctamente, la 

Administración del Estado, a través del Ministerio de Cultura, podrá ejercitar en los mismos 
términos previstos para el derecho de tanteo, el de retracto en el plazo de seis meses, a 
partir de la fecha en que tuviera conocimiento fehaciente de la enajenación. Todo ello en los 
términos de lo previsto en el artículo 38.4 de la Ley 16/1985.

La Orden por la que se acuerde ejercitar el derecho de retracto se notificará al vendedor 
y al comprador en el plazo que antecede y se publicará, además, en el «Boletín Oficial del 
Estado».
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Artículo 43.  
A partir de la publicación de las referidas Ordenes, el bien sobre el que se ha ejercitado 

el derecho de tanteo o de retracto quedará bajo la custodia del Ministerio de Cultura en el 
lugar que designe, pudiendo también acordar que quede bajo la custodia de sus propietarios 
en concepto de depósito con las garantías que al efecto determine.

Artículo 44.  
La enajenación de los bienes muebles que forman parte del Patrimonio Histórico Español 

efectuada en contravención de lo dispuesto en el artículo 28 y en la Disposición transitoria 
quinta de la Ley 16/1985, es nula, correspondiendo al Ministerio Fiscal ejercitar, en defensa 
de la legalidad y del interés publico y social, las acciones de nulidad en los procesos civiles.

CAPÍTULO II
Exportación

Artículo 45.  
1. A los efectos del presente Real Decreto, se entiende por exportación la salida del 

territorio español de cualquiera de los bienes que integran el Patrimonio Histórico Español, 
incluidas aquellas que tengan por destino los países de la Unión Europea.

2. Requiere permiso expreso y previo del Ministerio de Cultura la exportación, incluso de 
carácter temporal, de los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español con cien o más 
años de antigüedad, o que estén incluidos en el Inventario General o tengan incoado 
expediente para su inclusión.

3. Igual permiso requiere la exportación temporal de los bienes declarados de Interés 
Cultural o de los que tengan incoado expediente para esta declaración, así como la de 
aquellos otros que, por su pertenencia al Patrimonio Histórico Español, el Ministerio de 
Cultura declare expresamente inexportables, como medida cautelar hasta que se incoe 
expediente para incluir el bien en alguna de las categorías de protección especial previstas 
en la Ley 16/1985.

4. La concesión por el Ministerio de Cultura de estos permisos de exportación no eximirá 
del cumplimiento de las formalidades y requisitos que rigen con carácter general el comercio 
exterior.

Sección 1.ª Permiso de exportación

Artículo 46.  
1. En la solicitud del permiso de exportación de los bienes a que se refiere el apartado 2 

del artículo anterior deberán constar, como mínimo, los siguientes datos:
a) Respecto al solicitante, titulo jurídico del mismo y compromiso de permitir el examen o 

depósito del bien.
b) Respecto al bien, el código de identificación, si lo tuviera, y, en su defecto, declaración 

acerca de si existe expediente incoado para la inclusión en el Inventario General y lugar 
donde el bien se encuentra.

c) Declaración del valor del bien, hecha por el solicitante, salvo que se trate de bienes 
importados en los términos previstos en el artículo 32 de la Ley 16/1985.

2. Cuando el bien no esté incluido en el Inventario General, se unirá a la solicitud la 
siguiente documentación:

― Cuatro fotografías del objeto en tamaño mínimo de 8 por 12 centímetros, o 
reproducciones en el soporte adecuado a la naturaleza del bien, tanto de conjunto como de 
detalle si el objeto lo requiere para su identificación o, en su caso, del anverso y reverso.

―Descripción técnica del objeto especificando materia, procedimiento y dimensiones, 
así como época, escuela o autor, si se conociera. Descripción bibliográfica. En el caso de 
objetos de piedras o metales preciosos se especificará también el peso.
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―Fotocopia de la declaración a que se refiere el apartado siguiente, cuando se trate de 
bienes importados en los términos señalados en el artículo 32 de la Ley 16/1985.

3. Para la identificación del bien importado, y a los efectos del artículo 32 de la Ley 
16/1985, el titular de aquél presentará en, el momento de la importación, ante los servicios 
aduaneros, una declaración en ejemplar duplicado, según anexo numero 3, para ser sellada 
y conformada. Esta declaración deberá presentarse ante la Dirección General de Bellas 
Artes y Archivos, dentro de los tres meses siguientes a la importación, la cual, una vez 
comprobados los datos, devolverá un ejemplar al titular.

4. Los servicios indicados en el número tres anterior no diligenciarán ni tramitarán la 
declaración a que dicho número se refiere si existen indicios suficientes sobre la ilicitud de la 
importación o entrada del bien.

Artículo 47.  
1. La solicitud del permiso de exportación se remitirá al Ministerio de Cultura, salvo en 

las Comunidades Autónomas que tengan asumidas competencias de tramitación de estas 
solicitudes.

2. En las Comunidades Autónomas que tengan asumidas competencias en materia de 
exportación de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, la solicitud relativa a los 
bienes ubicados en el ámbito territorial de esa Comunidad Autónoma deberá tramitarse ante 
los órganos competentes de la misma. La denegación de la solicitud pondrá fin al expediente 
y deberá ser comunicada al Ministerio de Cultura a los efectos previstos en el artículo 50.2. 
En el caso de que no se deniegue la solicitud se dará traslado del expediente al Ministerio de 
Cultura para su resolución definitiva.

3. La Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico 
Español dictaminará estas solicitudes. A tal efecto podrá acordar, cuando las circunstancias 
lo aconsejen, que los bienes cuyo permiso de exportación se solicita sean depositados en un 
establecimiento para su examen.

Dicha Junta podrá exigir al solicitante que acredite documentalmente su propiedad sobre 
el objeto o que está autorizado por su propietario para la venta o exportación del mismo.

Artículo 48.  
1. La Dirección General de Bellas Artes y Archivos, visto el dictamen de la Junta de 

Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español, resolverá 
las solicitudes de permiso de exportación.

2. La resolución por la que se deniegue el permiso de exportación de un bien que no 
esté incluido en alguna de las categorías de protección especial previstas en la Ley 16/1985, 
deberá contener el acuerdo de requerir a la Comunidad Autónoma en cuyo ámbito está 
ubicado aquél para que incoe expediente a efectos de su inclusión en una de estas 
categorías de protección.

3. La Dirección General de Bellas Artes y Archivos extenderá un certificado de la 
resolución por la que se concede el permiso para la exportación del bien, que deberá 
acompañar al mismo.

4. El permiso de exportación de un bien incluido en el Inventario General cancelará su 
inscripción en el mismo.

Artículo 49.  
La resolución de la solicitud de permiso de exportación deberá dictarse en el plazo de 

tres meses, a partir de la fecha en que dicha solicitud haya tenido entrada en cualquiera de 
los registros del órgano administrativo competente. Transcurrido este plazo sin que haya 
recaído resolución expresa, podrá entenderse que aquélla es estimatoria de la solicitud.

Para la eficacia de las resoluciones presuntas a que se refiere el párrafo anterior se 
requiere la emisión, por la Dirección General de Bellas Artes y Archivos del Ministerio de 
Cultura, de la certificación prevista en el artículo 44 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, en el plazo de veinte días desde que fue solicitada a dicha Dirección General o que, 
habiendo solicitado dicha emisión, ésta no se haya producido transcurrido el citado plazo.

En el transcurso del plazo para la emisión de la certificación se podrá resolver 
expresamente sobre la solicitud, sin vinculación con los efectos atribuidos a la resolución 
presunta cuya certificación se ha solicitado.

Artículo 50.  
1. La declaración del valor del bien objeto de la solicitud de salida definitiva hecha por el 

solicitante será considerada oferta de venta irrevocable en favor de la Administración 
General del Estado, siendo su precio el valor señalado. Los mismos efectos tendrá la 
solicitud de autorización de salida temporal con posibilidad de venta en el extranjero.

2. Cuando no se conceda el permiso para la exportación, la Administración del Estado, a 
través del Ministerio de Cultura, dispondrá de seis meses, a partir de la resolución, para 
aceptar la oferta de venta, y de un año, desde la aceptación, para efectuar el pago que 
proceda.

3. La aceptación de esta oferta de venta por la Administración del Estado se acordará 
mediante Orden del Ministerio de Cultura, que se notificará al interesado. A partir de esta 
notificación el bien quedara bajo la custodia del citado Ministerio en el lugar que designe, 
pudiendo también acordar que quede bajo la custodia de sus propietarios en concepto de 
deposito con las garantías que al efecto determine.

4. El incumplimiento por parte de la Administración del Estado de los plazos señalados 
en este artículo supondrá la caducidad de su derecho de adquisición y se reintegrará a su 
titular en la libre disposición del bien.

Artículo 51.  
El Ministerio de Cultura, cuando las circunstancias lo aconsejen podrá declarar 

inexportable un determinado bien integrante del Patrimonio Histórico como medida cautelar 
hasta que se incoe expediente para incluir al bien en alguna de las categorías de protección 
especial previstas en la Ley 16/1985. En la Orden que efectúe esta declaración se acordará 
requerir a la Comunidad Autónoma en cuyo ámbito territorial se encuentre este bien para 
que incoe el correspondiente expediente.

Sección 2.ª Permiso de exportación temporal

Artículo 52.  
1. En la solicitud del permiso para la exportación temporal de los bienes a que se refieren 

los apartados 2 y 3 del artículo 45 se consignarán, como mínimo, los siguientes datos:
a) Respecto al solicitante, título jurídico del mismo y compromiso de permitir el examen o 

deposito del bien.
b) En relación con el bien objeto de la exportación temporal, su código de identificación, 

si lo tuviera y, en su defecto, declaración acerca de si existe expediente incoado para la 
inclusión en alguna de las categorías de protección especial previstas en la Ley 16/1985; el 
lugar en que se encuentra el bien.

c) Finalidad y duración de la exportación cuyo permiso se solicita.
2. Cuando el bien no esté declarado de interés cultural ni incluido en el Inventario 

General se unirá a la solicitud la documentación exigida en el artículo 46.2.
3. En los supuestos de bienes de titularidad pública se adjuntará un informe detallado del 

responsable del centro o persona autorizada sobre las circunstancias que aconsejan la 
salida del bien, sus características, estado de conservación y medidas de seguridad 
adaptadas.

Artículo 53.  
La tramitación de las solicitudes de permiso de exportación temporal se regirá por lo 

dispuesto en el artículo 47, pero la Junta de Calificación, Valoración y Exportación deberá 

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 18  Desarrollo parcial de la Ley del Patrimonio Histórico Español

– 300 –



proponer las condiciones de retorno y demás garantías que estime convenientes para la 
conservación del bien.

Artículo 54.  
La resolución de estas solicitudes se regirá por lo dispuesto en los artículos 48 y 49, con 

las siguiente salvedades:
1. La resolución por la que se permite la exportación temporal deberá contener las 

condiciones del retorno y demás garantías que se establezcan para la conservación del bien 
que se exporta.

2. Cuando se trate de Bienes de Interés Cultural o de bienes declarados inexportables, la 
resolución deberá ser siempre expresa y requerirá en todo caso dictamen previo de la Junta 
de Calificación, Valoración y Exportación.

3. El permiso de exportación temporal se anotará, en su caso, en el Registro o en el 
inventario a que se refieren los artículos 21 y 24, respectivamente.

Artículo 54 bis.  
La salida temporal del bien no interrumpe el plazo de diez años a que se refiere el 

artículo 32 de la Ley 16/1985.

Artículo 55.  
El incumplimiento de las condiciones del retorno a España de los bienes cuya 

exportación temporal ha sido permitida tendrá la consideración de exportación ilícita.

Artículo 56.  
1. El período máximo ininterrumpido de estancia en el exterior que puede permitirse será 

de cinco años, renovable por períodos de inferior o igual duración hasta diez años, cuando 
se trate de bienes comprendidos en el apartado 3 del artículo 45, y hasta veinte años en los 
demás casos.

2. Transcurrido el plazo máximo autorizado, el bien deberá retornar a España para su 
examen. Efectuado el retorno se podrá solicitar nuevamente el permiso de salida temporal.

3. Excepcionalmente, la Dirección General de Bellas Artes y Archivos podrá acordar, 
cuando las circunstancias lo aconsejen, sustituir el retorno del bien por el examen que al 
efecto encomiende al servicio diplomático.

Artículo 57.  
El permiso para la exportación temporal de los bienes del Patrimonio Bibliográfico 

custodiado en las bibliotecas a las que se refiere el artículo 60 de la Ley 16/1985 que no 
hayan sido objeto de una declaración específica de bien de interés cultural ni incluidos de 
forma singular en el Inventario General, y cuando dicha salida se efectúe conforme a las 
reglas y usos aplicables a los préstamos internacionales, se regirá por las siguientes normas:

1.ª La solicitud del permiso se dirigirá al Director general del Libro y Bibliotecas, y en la 
misma se harán constar los datos suficientes para la identificación del bien, su localización y 
la finalidad y duración de la salida temporal que se solicita.

2.ª Tendrá carácter prioritario el dictamen de esta solicitud, que podrá efectuarse por la 
sección de la Junta de Calificación, Valoración y Exportación que el pleno designe con 
carácter general.

3.ª Por razones de urgencia y a petición razonada de la Entidad solicitante, el Director 
general del Libro y Bibliotecas podrá resolver sin el previo dictamen de la Junta. La 
resolución por la que se permita la salida temporal deberá contener las condiciones de 
retorno y demás garantías que se establezcan para la conservación del bien que se exporta.

CAPÍTULO III
De la expoliación del Patrimonio Histórico Español.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 18  Desarrollo parcial de la Ley del Patrimonio Histórico Español

– 301 –



Artículo 57 bis.  
1. Toda denuncia o información que el Ministerio de Cultura reciba acerca de un bien que 

reúna las circunstancias señaladas en el artículo 4 de la Ley 16/1985 puede ser trasladada 
urgentemente a cualesquiera de las instituciones consultivas de la Administración General 
del Estado sobre Patrimonio Histórico Español.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5 de este artículo, obtenida información 
suficiente para entender que un bien está siendo expoliado o se encuentra en peligro de 
serlo, el Ministerio de Cultura, de oficio o a propuesta de cualquier persona física o jurídica, y 
oída la Comunidad Autónoma, puede declarar por Orden ministerial la situación en que se 
encuentra el bien citado y las medidas conducentes a evitar la expoliación.

3.a) La ejecución de las medidas declaradas en la Orden ministerial corresponde al 
titular del bien o, subsidiariamente, a la Administración competente, a la que se requerirá a 
tales efectos.

b) Cuando las medidas debieran ser adoptadas por el titular, en caso de incumplimiento 
de éste serán puestas en práctica por la Administración competente a costa de aquél.

c) Cuando la Administración competente desatendiera el requerimiento a que se refiere 
el apartado 3.a) del presente artículo, la Administración General del Estado, a través del 
Ministerio de Cultura y con la colaboración de los demás departamentos que sea precisa, 
puede ejecutar por sí misma las medidas declaradas, incluso cautelarmente.

4.a) Si la expoliación no pudiera presumiblemente evitarse entretanto se dicta la Orden 
ministerial, el Ministro de Cultura podrá interesar del órgano competente de la Comunidad 
Autónoma la adopción con urgencia de las medidas conducentes a evitar la expoliación, 
expresando plazo concreto.

b) Desatendido el requerimiento, el Ministro de Cultura podrá ejecutar las medidas 
urgentes con la colaboración de los entes públicos competentes. De todo ello se dará cuenta 
a la Comisión de la Comunidad Europea.

5.a) El procedimiento anteriormente expuesto está sometido a los principios 
administrativos de celeridad y eficacia, debiendo analizarse en cada caso concreto si de la 
intervención de la Administración General del Estado se deducen o pueden deducirse 
consecuencias positivas inmediatas y efectivas para la real protección del bien.

b) La intervención de la Administración General del Estado no se producirá cuando la 
Comunidad Autónoma haya adoptado o esté adoptando las medidas de protección previstas 
en la Ley 16/1985 o en su propia legislación, y el Ministerio de Cultura estime que son 
adecuadas y suficientes para la recuperación del bien.

TÍTULO IV
De las medidas de fomento

Artículo 58.  
1. En el presupuesto de cada obra pública, financiada total o parcialmente por el Estado, 

se incluirá una partida equivalente, al menos, al 1 por 100 de los fondos que sean de 
aportación estatal con destino a financiar trabajos de conservación o enriquecimiento del 
Patrimonio Histórico Español o de fomento de la creatividad artística, con preferencia en la 
propia obra o en su inmediato entorno. Se entenderá cumplida esta exigencia cuando las 
obras públicas tengan por objeto actuaciones de reparación o conservación en bienes 
inmuebles integrantes del Patrimonio Histórico Español.

2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior las siguientes obras públicas:
a) Aquellas cuyo presupuesto total no exceda de 601.012,104 euros.
b) Las que afecten a la seguridad y defensa del Estado, así como a la seguridad de los 

servicios públicos.
3. El organismo público responsable de la obra manifestará en el proyecto de la misma 

que presente ante el Comité de Inversiones Públicas para la elaboración del Plan Trienal de 
Inversiones Públicas o al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte cuando no se haya 
presentado el proyecto de la obra a dicho Comité, la opción que elige de las que a 
continuación se indican, para el destino de los fondos correspondientes al 1 por 100:
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a) Financiar trabajos, de conservación o de enriquecimiento del Patrimonio Histórico 
Español o de fomento de la creatividad artística, incluidos en los planes a que se refiere el 
apartado 4 de este artículo.

b) Realizar trabajos de conservación o de enriquecimiento del Patrimonio Histórico 
Español con preferencia en la propia obra o en su inmediato entorno, o en cualesquiera de 
los bienes de interés cultural relacionados con las actividades del organismo 
correspondiente.

Para la redacción de los programas y proyectos a que se refiere el párrafo anterior 
deberá solicitarse la colaboración del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte a través de 
la Dirección General de Bellas Artes y Bienes Culturales que desarrolla las funciones de la 
Administración General del Estado relativas al Patrimonio Histórico Español, o del Ministerio 
de Fomento, en cuanto a sus competencias en las actuaciones sobre el patrimonio 
arquitectónico y de ingeniería civil a cargo del Estado, sin perjuicio, además, de recabar las 
autorizaciones requeridas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 16/1985. En todo caso, se 
dará cuenta al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte de los proyectos de estos trabajos 
y de su ejecución, bien por programas anuales o por cada una de las obras a realizar.

4. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, oído el Consejo del Patrimonio 
Histórico, elaborará los planes anuales de conservación y enriquecimiento del citado 
Patrimonio y de fomento de la creatividad artística, que serán financiados con los fondos 
transferidos.

5. La Intervención General de la Administración General del Estado no fiscalizará de 
conformidad propuesta de gasto alguno en tanto no se acredite la retención del crédito 
preciso para los trabajos a que se refiere el apartado 1 de este artículo, cuando resulte 
legalmente exigible.

Tales retenciones de crédito, cuando no se haya elegido la opción establecida en el 
apartado 3.b) de este artículo, no podrán ser revocadas, debiendo comunicarse a la 
Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, en el plazo de los dos meses 
siguientes a la aprobación del presupuesto de la obra, a efectos de que se autorice el 
correspondiente incremento de crédito en el presupuesto del Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte.

6. Los organismos autónomos, para los que no sea posible repercutir en la transferencia 
que reciban del Estado las retenciones a que se refiere el apartado 5 de este artículo, las 
entidades públicas empresariales y restantes entes del Sector Público Estatal, y las 
sociedades mercantiles estatales, ingresarán el preceptivo 1 por 100 en el Tesoro Público 
dentro de los dos meses siguientes a la adjudicación del contrato de la obra correspondiente. 
Estos ingresos generarán crédito, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 71.a) del 
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, a favor del Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte o del Departamento ministerial de adscripción de los citados organismos, 
entes públicos y sociedades, cuando exista Acuerdo Interministerial con el Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte sobre actuaciones conjuntas relacionadas con el Patrimonio 
Histórico Español. Estos ingresos se destinarán a la financiación de los trabajos a que se 
refieren los apartados anteriores de este artículo, para lo cual dichos organismos deberán 
enviar el resguardo complementario, a los efectos de la habilitación del crédito 
correspondiente, al citado Ministerio de Educación, Cultura y Deporte o, en su caso, al de su 
adscripción.

Artículo 59.  
1. En las obras públicas que se construyan y exploten por particulares en virtud de 

concesión administrativa del Estado y sin la participación financiera de éste, se destinará el 1 
por 100 del presupuesto total a la financiación de los trabajos previstos en el artículo anterior 
y con las mismas excepciones.

2. Se hará constar en el contrato de la obra pública la opción elegida por el 
concesionario de entre las siguientes:

a) Financiar los trabajos de conservación o enriquecimiento del Patrimonio Histórico 
Español o de fomento de la creatividad artística incluidos en los planes a que se refiere el 
apartado 4 del artículo anterior.
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A tal efecto el concesionario ingresará en el Tesoro Público el correspondiente 1 por 100 
que generará el oportuno crédito para este concepto del Ministerio de Cultura. Para 
formalizar el contrato de la obra pública será necesario acreditar este ingreso, aportando el 
resguardo complementario del ingreso que servirá para la habilitación del crédito.

b) Realizar los trabajos de conservación o de enriquecimiento del Patrimonio Histórico 
Español con preferencia en la propia obra o en su inmediato entorno, en los términos 
previstos en el párrafo b) del apartado 3 del artículo anterior.

El concesionario deberá acreditar ante el órgano concedente al finalizar la 
correspondiente obra pública, la ejecución de estos trabajos.

En el caso de que no se acredite dicho cumplimiento el órgano concedente, de oficio o a 
instancia del Ministerio de Cultura, ordenará en el momento de proceder a la devolución de 
las fianzas, el ingreso en el Tesoro Público, del 1 por 100 a que se refiere este artículo, y el 
envío del resguardo complementario para habilitación de crédito al Ministerio de Cultura, a 
efectos del subsiguiente expediente de generación de crédito.

3. Cuando en el contrato no conste alguna de las opciones que anteceden se entenderá 
que se opta por el ingreso del 1 por 100 en el Tesoro Público, siendo de aplicación lo 
dispuesto en el aparrtado 2.a) de este artículo.

Artículo 60.  
El Ministro de Cultura elevará al Gobierno, cada año, un informe sobre el grado de 

cumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores sobre consignación y destino de este 
1 por 100, en el que también dará cuenta de la aplicación de los fondos transferidos al 
Ministerio de Cultura por este concepto.

Artículo 61.  
1. Los inmuebles comprendidos en una zona arqueológica e incluidos como objeto de 

especial protección en el instrumento de planeamiento urbanístico a que se refiere el artículo 
20 de la Ley 16/1985 tendrá la consideración de inscritos en el Registro de Bienes de Interés 
Cultural a los efectos fiscales previstos en los artículos 70, 71 y 73 de dicha Ley.

2. Igual consideración y de los mismos efectos tendrán los inmuebles comprendidos en 
un sitio histórico o conjunto histórico que reúnan las condiciones siguientes:

a) Contar con una antigüedad igual o superior a cincuenta años.
b) Estar incluido en el catalogo previsto en el artículo 86 del Reglamento de 

Planeamiento Urbanístico como objeto de protección integral en los terminos previstos en el 
artículo 21 de la Ley 16/1985.

Artículo 62.  
1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas tendrán 

derecho a una deducción de la cuota equivalente al 20 por 100 de las inversiones realizadas 
en la adquisición de bienes que estén inscritos en el Registro General de Bienes de Interés 
Cultural, siempre que el bien permanezca a disposición del titular durante un período de 
tiempo no inferior a tres años, y se formalice la obligación de comunicar la transmisión al 
Registro General de Bienes de Interés Cultural, conforme a lo establecido en el artículo 21 
de este Real Decreto.

2. Asimismo, los gastos de conservación, reparación, restauración, difusión y exposición 
de los bienes que cumplan los requisitos establecidos en el apartado anterior, darán derecho 
a una deducción de la cuota del referido impuesto del 20 por 100 del importe de los 
mencionados gastos, en tanto en cuanto no hayan podido deducirse como gastos 
fiscalmente admisibles a efectos de determinar el rendimiento neto que, en su caso, 
procediere.

3. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas tendrán 
derecho a deducir de la cuota el 20 por 100 de las donaciones puras y simples que hicieren 
en bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el 
Registro General de Bienes de Interés Cultural o incluidos en el Inventario General, siempre 
que se realicen en favor del Estado y demás entes públicos, así como de las que se lleven a 
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cabo en favor de establecimientos, instituciones, fundaciones o asociaciones, incluso las de 
hecho de carácter temporal para arbitrar fondos, clasificadas o declaradas benéficas o de 
utilidad pública por los órganos competentes del Estado, cuyos cargos de patronos, 
representantes legales o gestores de hecho sean gratuitos, y se rindan cuentas al órgano de 
protectorado correspondiente.

4. La efectividad de las deducciones contenidas en los apartados anteriores requerirá 
que se cumplan los límites y requisitos previstos en la letra f) del artículo 29 de la Ley 
44/1978, de 8 de septiembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Artículo 63.  
1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades tendrá derecho a deducir de la 

cuota líquida resultante de minorar la cuota íntegra importe de las deducciones por doble 
imposición, y, en su caso, las bonificaciones a que se refiere el artículo 25 de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, el 15 por 100 de las cantidades que se destinen a la 
adquisición, conservación, reparación, restauración, difusión y exposición de bienes que 
estén inscritos en el Registro General de Bienes de Interés Cultural, con las condiciones 
establecidas en el apartado 1 del artículo anterior.

La deducción de tales inversiones se ajustará a los requisitos y límites previstos en la 
normativa del Impuesto sobre Sociedades.

2. En el Impuesto sobre Sociedades se considerarán partidas deducibles, de los 
rendimientos íntegros obtenidos a efectos de determinación de la base imponible, las 
donaciones puras y simples de bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Español y 
que estén inscritos en el Registro General de Bienes de Interés Cultural o incluidos en el 
Inventario General, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) El donatario será el Estado y demás Entes públicos, o establecimientos, instituciones, 
fundaciones o asociaciones, incluso las de hecho de carácter temporal para arbitrar fondos, 
clasificadas o declaradas benéficas o de utilidad pública por los órganos competentes del 
Estado, cuyos cargos de patronos, representantes legales o gestores de hechos sean 
gratuitos y se rindan cuentas al órgano de protectorado correspondiente.

b) El importe del donativo, con derecho a ser deducible, no podrá exceder del 30 por 100 
de la base imponible del sujeto pasivo que realiza la donación.

c) El donante no deberá haberse acogido para esta donación a la deducción prevista en 
el artículo 123 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades.

En lo no regulado expresamente en este apartado, se estará a lo dispuesto en los 
artículos 123 y siguientes del reglamento del Impuesto sobre Sociedades.

3. A efectos de lo previsto en el apartado anterior y en el apartado 3 del artículo 62, la 
Junta de Calificación, Valoración y Exportación efectuará la valoración de los bienes, a 
instancia del donante y en los términos previstos en el artículo 8.e) de este Real Decreto.

Artículo 64.  
1. Están exentas de todo tributo las importaciones de bienes muebles que sean incluidos 

en el Inventario General o declarados de interés cultural en base a la solicitud de incoación 
del respectivo expediente presentada por los propietarios o titulares de derechos reales 
sobre los mismos.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, a efectos del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, se aplicarán exclusivamente las exenciones a la importación previstas en el artículo 
21 de la Ley 30/1985, de 2 de agosto.

Por lo que se refiere a los derechos arancelarios se aplicará el régimen comunitario de 
franquicias aduaneras.

3. La solicitud a que se refiere el apartado anterior, que tendrá efectos suspensivos de la 
deuda tributaria, deberá presentarse ante alguno de los órganos siguientes:

a) Departamento encargado de la protección del Patrimonio Histórico Español de la 
Comunidad Autónoma del lugar de residencia del solicitante.

b) Embajada o Consulado de España en el país donde radique el bien cuya importación 
se pretende.
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4. Con carácter general, en el momento de ser presentados los bienes a despacho, los 
servicios de aduanas, a solicitud de los interesados y previa justificación de haberse 
solicitado la incoación del citado expediente, podrán autorizar despachos provisionales por 
un plazo de seis meses prorrogable por idénticos períodos con garantía de los derechos 
exigibles con motivo de la importación, a reserva de la resolución oportuna.

Artículo 65.  
1. El contribuyente que pretenda pagar la deuda tributaria del Impuesto de Sucesiones, 

del Impuesto sobre el Patrimonio, del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes 
Fortunas o del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas mediante entrega de bienes 
integrantes del Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el Registro General de 
Bienes de Interés Cultural o en el Inventario General solicitará por escrito a la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Español la valoración del 
bien, reseñando su código de identificación. Asimismo, manifestará por escrito su pretensión 
al tiempo de presentar la declaración correspondiente al impuesto de que se trate.

En los casos de los Impuestos sobre la Renta, sobre el Patrimonio y de Solidaridad de 
las Grandes Fortunas, dicha manifestación tendrá por efecto la suspensión del 
procedimiento recaudatorio, sin perjuicio de la liquidación, en su caso, de los intereses de 
demora correspondientes.

2. La valoración del bien consistirá en su tasación por la Junta de Calificación, Valoración 
y Exportación en los términos previstos en el artículo 8 e). Esta valoración tendrá una 
vigencia de dos años y no vinculará al interesado que podrá pagar en metálico la deuda 
tributaria.

3. El contribuyente podrá, con arreglo al valor declarado por la Junta de Calificación, 
Valoración y Exportación, solicitar del Ministerio de Hacienda y Función Pública la admisión 
de esta forma de pago, quien decidirá, oído el Ministerio de Cultura y Deporte.

4. Aceptada la entrega de un determinado bien en pago de la deuda tributaria se estará 
respecto al destino del mismo a lo dispuesto en las leyes del Patrimonio del Estado y del 
Patrimonio Histórico Español.

5. A efectos de contabilización del ingreso de las deudas tributarias señaladas en este 
artículo cuyo pago se efectúe mediante entrega de bienes integrantes del Patrimonio 
Histórico Español, se habilitará por el Ministerio de Hacienda y Función Pública, Dirección 
General del Patrimonio del Estado, los créditos presupuestarios necesarios para efectuar el 
pago de formalización y cancelar las correspondientes deudas.

6. Las referencias de este artículo a órganos de la Administración General del Estado se 
entenderán efectuadas a los correspondientes órganos de las Comunidades Autónomas 
cuando se trate de tributos que les hayan sido cedidos.

Artículo 66.  
Para disfrutar de la exención del Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las 

Personas Físicas prevista en el artículo 6.j) de la Ley 50/1977, sobre Medidas Urgentes de 
Reforma Fiscal para determinados bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, es 
necesaria la inscripción de los mismos en el Registro General de Bienes de Interés Cultural o 
en el Inventario General de bienes muebles.

Disposición adicional primera.  
1. Las autoridades competentes para la protección del Patrimonio Histórico Español 

solicitarán por escrito a los Gobernadores civiles su intervención, siempre que necesiten el 
auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para garantizar el cumplimiento de 
lo dispuesto en la Ley 16/1985 y en especial para la ejecución de los actos previstos en los 
artículos 25 y 37 de la misma, sin perjuicio de las facultades que en materia de policía 
correspondan en su caso a las autoridades competentes de las Comunidades Autónomas y 
de los procedimientos específicos de coordinación dispuestos al efecto.

2. El grupo de investigación para la protección del Patrimonio Histórico Español adscrito 
al Servicio Central de la Policía Judicial y el Grupo de Patrimonio de la Unidad central 
operativa del servicio de policía judicial de la Guardia Civil actuarán, dentro de los 
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respectivos ámbitos territoriales de competencia, en colaboración directa con el Ministerio de 
Cultura y con los órganos de las Comunidades Autónomas encargados de la ejecución de la 
Ley del Patrimonio Histórico Español en la investigación y persecución de las infracciones 
que contra ésta se realicen.

El Ministerio de Cultura en colaboración con el de Interior facilitará al personal integrante 
de estos grupos la formación adecuada en el ámbito de su competencia para el 
cumplimiento de las funciones que tienen atribuidas. Al efecto, el Ministerio de Cultura 
prestará el asesoramiento y apoyo docentes en materia de protección del Patrimonio 
Histórico, sin perjuicio de la competencia de la División de Formación y Perfeccionamiento 
de la Dirección General de la Policía, y de la Escuela de Investigación Policial de la Guardia 
Civil.

Asimismo, el Ministerio de Cultura prestará el asesoramiento, apoyo y cooperación 
necesarios en el desarrollo de los programas de formación básica y perfeccionamiento que 
elaboren al efecto los órganos encargados de la formación de los miembros de los Cuerpos 
Nacional de Policía y de la Guardia Civil que realicen funciones de policía judicial, y 
participará en los cursos que se organicen e impartan en sus centros, a fin de facilitar a los 
funcionarios asistentes los conocimientos precisos para la protección del Patrimonio 
Histórico Español.

Disposición adicional segunda.  
1. Corresponde a la Dirección General de Bellas Artes y Archivos del Ministerio de 

Cultura la gestión de la tasa por permiso de exportación de bienes integrantes del Patrimonio 
Histórico Español establecida en el artículo 30 de la Ley 16/1985.

2. Para aplicar las tarifas a que se refiere el apartado e) del antedicho artículo 30, se 
determinará el valor del objeto cuya exportación se permite en base a la declaración de valor 
efectuada en la solicitud de permiso de exportación, contrastada con la realizada por la Junta 
de Calificación, Valoración y Exportación y, en su caso, con el informe de alguna de las 
instituciones consultivas a que se refiere el artículo 3.2 de la Ley 16/1985 citada, si la 
Dirección General de Bellas Artes y Archivos estimara oportuno recabar su asesoramiento. 
Prevalecerá la valoración efectuada por la Junta cuando sea superior a la declarada por el 
solicitante.

3. La liquidación de esta tasa corresponderá a la Dirección General de Bellas Artes y 
Archivos quien la practicará mediante las pertinentes notas de cargo que notificará a los 
obligados al pago en el momento del devengo.

4. Por aplicación directa del artículo 9 del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Económica Europea firmado en Roma el 25 de marzo de 1957, a partir de la entrada en vigor 
del acta de adhesión de España, esta tasa dejará de aplicarse respecto a las exportaciones 
con destino a Estados miembros de dicha Comunidad.

Disposición adicional tercera.  
Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, titulares de bienes declarados de 

interés cultural o incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles, podrán revalorizar 
éstos con el límite del valor del mercado, ajustando su tributación a lo dispuesto en el 
artículo 15.1 de la Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

A efectos de actualización de balances, autorizada por norma fiscal expresa, los 
referidos bienes serán susceptibles de su revalorización con exoneración de la tributación 
del incremento patrimonial así puesto de manifiesto.

Se excluye de esta posibilidad de revalorización sin carga fiscal a la realizada sobre 
elementos o bienes que se integren como activo circulante del titular.

Disposición adicional cuarta.  
1. Los propietarios y, en su caso, los titulares de derechos reales sobre Bienes de Interés 

Cultural deberán permitir la visita pública y gratuita de los mismos a las personas que 
acrediten la nacionalidad española.

2. Esta visita comprenderá la contemplación de tales bienes, con exclusión, en el caso 
de inmuebles, de los lugares o dependencias de los mismos que no afecten a su condición 
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de bien de interés cultural. Respecto a su reproducción fotográfica o dibujada se estará a lo 
que determine el órgano competente para la protección del bien, salvando, en todo caso, los 
eventuales derechos de propiedad intelectual.

3. La visita a que se refiere esta disposición se permitirá de acuerdo con un calendario y 
horario que deberá ser aprobado por el órgano competente para la protección del bien y, en 
el caso de inmuebles, se hará constar en un lugar visible que sea compatible con los valores 
artísticos de éstos.

4. El cumplimiento de lo previsto en los apartados anteriores podrá ser dispensado 
conforme al artículo 13.2 de la Ley 16/1985.

Disposición adicional quinta.  
(Suprimida)

Disposición transitoria primera.  
(Suprimida)

Disposición transitoria segunda a cuarta.  
(Surpimidas)

Disposición final primera.  
Se autoriza al Ministro de Cultura para mediante Orden:
1. Modificar la composición y funciones de los órganos colegiados enunciados en el 

artículo 10 de este Real Decreto, siéndoles entre tanto de aplicación la normativa vigente.
2. Modificar los extractos de expediente contenidos en el anexo 1 y ampliar los modelos 

según las necesidades, organización y funcionamiento del Registro General de Bienes de 
Interés Cultural y del Inventario General, así como modificar los datos recogidos en los 
restantes anexos.

3. Dictar las instrucciones precisas para la confección de las fichas técnicas del Registro 
General de Bienes de Interés Cultural y del Inventario General para su procesamiento 
informático que podrán sustituir a los extractos de los expedientes a que se refieren los 
artículos 14 y 30 del presente Real Decreto.

4. Dictar las instrucciones precisas para la confección de las fichas técnicas relativas al 
catalogo colectivo y al Censo del Patrimonio Documental.

5. Actualizar las cuantías establecidas en los artículos 9 y 26.1.b) de este Real Decreto, 
previo informe favorable, en este último caso, del Ministro de Economía y Hacienda.

Disposición final segunda.  
(Suprimida) 

Disposición final tercera.  
Los Ministerios de Cultura, Interior y Economía y Hacienda podrán dictar las 

disposiciones necesarias para el desarrollo del presente Real Decreto en el ámbito de sus 
respectivas competencias.

Disposición final cuarta.  
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en el presente 

Real Decreto, y expresamente las siguientes:
– Real Decreto de 1 de marzo de 1912 que aprueba el Reglamento provisional para la 

aplicación de la Ley de 7 de julio de 1911.
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– El Decreto de 16 de abril de 1936, modificado por el Decreto 1545/1972, de 15 de 
junio, por el que se aprueba el Reglamento de Aplicación de la Ley del Tesoro Artístico 
Nacional.

– Decretos de 9 de marzo de 1940 y de 19 de abril de 1941, sobre el Catálogo 
Monumental de España.

– Decreto de 12 de junio de 1953, por el que se dictan disposiciones para la 
formalización del Inventario del Tesoro Artístico Nacional.

– Decreto de 12 de junio de 1953, modificado por los Decretos de 27 de enero de 1956 y 
164/1969, de 6 de febrero, sobre transmisión de antigüedades y obras de arte dentro y fuera 
del territorio nacional.

– Decreto de 22 de julio de 1958, por el que se crea la categoría de Monumentos 
Provinciales y Locales, modificado por el Decreto 1864/1963, de 11 de julio.

– Decreto 287/1960, de 18 de febrero, sobre Reorganización de Zonas del Servicio de 
Defensa del Patrimonio Artístico Nacional.

– Las disposiciones relativas al Centro Nacional el Tesoro Documental y Bibliográfico 
contenidas en la Ley 26/1972, de 21 de junio, quedando éste subsistente en los términos 
previstos en el artículo 6 del Real Decreto 565/1985, de 24 de abril, por el que se establece 
la estructura orgánica básica del Ministerio de Cultura y de sus Organismos autónomos.

– Decreto 1116/1969, de 2 de junio, sobre exportación de obras de importancia histórica 
o artística, modificado por el Real Decreto 2101/1979, de 13 de julio.

– Real Decreto 3030/1979, de 29 de diciembre, por el que se reorganiza la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación de Obras de Importancia Histórica o Artística.

– Orden de 15 de febrero de 1980, sobre visitas gratuitas a Monumentos Históricos y 
Artísticos.

ANEXO 1 a)

Extracto del expediente de declaración de bienes de interés cultural

INMUEBLES

I. Datos sobre el bien objeto de la declaración (1)
1. Denominación (2).
a) Principal.
b) Asesoría.
2. Descripción.
a) Inmueble objeto de la declaración.
b) Partes integrantes, pertenencias y accesorios (Ley 16/1985, art. 11.2).
c) Delimitación del entorno afectado (Ley 16/1985, art. 11.2).
d) Bienes muebles que comprende y constituyan parte esencial de su historia (Ley 

16/1985, art. 27).
e) otros datos.
3. Datos histórico-artísticos.
a) Época.
b) Autor (2).
c) Estilo.
d) Otros datos.
4. Bibliografía (2).
5. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan.
c) Restauraciones realizadas (2).
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6. Uso.
7. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
d) Ubicación.
8. Observaciones.

II. Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) nombre y apellidos o razón social.
b) domicilio.
2. Usuario/s.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico.

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación del expediente.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable.
b) Fecha y «Diario Oficial» en que se publica la apertura del período de información 

pública y duración del mismo.
c) Ayuntamiento/s oído/s en el expediente.
d) Fecha de notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados sobre 

procedencia de la declaración.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.

IV. Documentos gráficos
1. Fotografías.-Cuatro en color del tamaño 8 ×12 centímetros (dos de conjunto y dos de 

detalles característicos del inmueble) y los correspondientes negativos.
2. Plano.-Correspondiente al inmueble y al entorno afectado.

(1) Monumento o Jardín Histórico.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 b)

Extracto del expediente de declaración de: (1)

I. Datos sobre el bien objeto de la declaración
1. Denominación (2).
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2. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio/s.
3. Delimitación.
4. Descripción.
Con especial referencia a los elementos contemplados en el artículo 15 de la Ley 

16/1985.
5. Datos histórico-artísticos.
6. Bibliografía (2).
7. Estado de conservación.
8. Observaciones.

(1) Conjunto Histórico, Sitio Histórico, Zona Arqueológica.
(2) Si la tiene o se conoce.

II. Situación jurídica (1)
1. Titular/es del bien.
a) Razón social.
b) Dirección.

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación del expediente.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable.
b) Fecha y «Diario Oficial» en que se publica la apertura del período de información 

pública y duración del mismo.
c) Ayuntamiento/s oído/s en el expediente.
d) Fecha de notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados sobre 

procedencia de la declaración.

IV. Documentos gráficos
1. Fotografías.-Cuatro en color del tamaño 8 × 12 centímetros (dos de conjunto y dos de 

detalles característicos del inmueble) y los correspondientes negativos.
2. Plano.-Correspondiente al inmueble y al entorno afectado

(1) Cuando el titular sea una persona física, utilizar el anexo 1 a) apartado II.
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ANEXO 1 c)

Extracto del expediente de: (1)

BIENES MUEBLES

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Título o denominación (2).
a) Principal.
b) Accesoria.
2. Descripción.
a) Técnica.
b) Materia.
c) Medidas.
3. Datos histórico-artísticos.
a) Autor (2).
b) Escuela (2).
c) Época.
d) Otros datos.
4. Bibliografía (2).
5. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan.
c) Restauraciones realizadas (2).
6. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
d) Ubicación.
7. Observaciones.

II. Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico.

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
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c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 
trate de expediente de declaración de interés cultural).

d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 
Inventario General.

3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados sobre 

procedencia de la declaración o de la inclusión.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.
5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 

primera de este Real Decreto).

IV. Documentos gráficos
Dos fotografías en color del tamaño 8 × 12 centímetros (una de conjunto y otra de un 

detalle característico si el objeto lo requiere para su identificación o, en su caso, del anverso 
y del reverso) y los correspondientes negativos o reproducciones en el soporte adecuado a 
la naturaleza del bien.

(1) Reseñar si se trata de declaración de bien de interés cultural o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 d)

Extracto del expediente de: (1)

MATERIALES ARQUEOLÓGICOS, NUMISMÁTICA Y EPIGRAFÍA

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Nombre.
2. Descripción.
a) Materia.
b) Medidas.
c) Técnica de fabricación.
3. Datos histórico-artísticos
a) Cronología.
b) Adscripción cultural.
c) Lugar del hallazgo.
d) Contexto del hallazgo.
e) Otros datos.
4. Bibliografía (2).
5. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan.
c) Restauraciones realizadas (2).
6. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
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d) Ubicación.
7. Observaciones.

II. Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico.

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 

trate de expediente de declaración de Interés Cultural.
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 

Inventario General.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de la notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados 

sobre procedencia de la declaración o de la inclusión.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.
5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 

primera de este Real Decreto).

IV. Documentos gráficos
Dos fotografías en color del tamaño 8 × 12 centímetros (una de conjunto y otra de un 

detalle característico si el objeto lo requiere para su identificación o, en su caso, del anverso 
y del reverso) y los correspondientes negativos o reproducciones en el soporte adecuado a 
la naturaleza del bien.

(1) Reseñar si se trata de declaración de bien de interés cultural o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 e)

Extracto del expediente de: (1)

MATERIALES ETNOGRÁFICOS

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Nombre.
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2. Descripción.
a) Materia.
b) Medidas.
c) Técnica.
3. Datos histórico-artísticos.
a) Cronología.
b) Área de trabajo.
c) Funcionalidad. (Indicar si es antigua o actual.)
d) Lugar del hallazgo.
e) Contexto del hallazgo.
f) Otros datos.
4. Bibliografía (2).
5. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan.
c) Restauraciones (2).
6. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
d) Ubicación.
7. Observaciones.

II. Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico.

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 

trate de expediente de declaración de Interés Cultural).
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 

Inventario General.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de la notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados 

sobre procedencia de la declaración o de la inclusión.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.
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5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 
primera de este Real Decreto).

IV. Documentos gráficos
Dos fotografías en color del tamaño 8 x 12 centímetros (una de conjunto y otra de un 

detalle característico si el objeto lo requiere para su identificación o, en su caso, del anverso 
y del reverso) y los correspondientes negativos o reproducciones en el soporte adecuado a 
la naturaleza del bien.

(1) Reseñar si se trata de declaración de Bien de Interés Cultura o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 f)

Extracto del expediente de: (1)

PATRIMONIO DOCUMENTAL: DOCUMENTO UNITARIO

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Denominación.
2. Autor (2).
3. Descripción.
a) Tipo de soporte materia.
b) Fecha.
c) Referencia al contenido.
d) Características especiales.
4. Datos históricos.
5. Bibliografía (2).
6. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan (2).
c) Restauraciones realizadas (2).
7. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipios.
d) Ubicación.
8. Observaciones.

II. Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellido o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico:
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III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 

trate de expediente de la declaración de Interés Cultural).
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 

Inventario General.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de la notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados 

sobre procedencia de la declaración o de la inclusión.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.
5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 

primera de este Real Decreto).

IV. Documentos gráficos
Dos fotografías en color del tamaño 8 × 12 cm o reproducciones en el soporte adecuado 

a la naturaleza del documento (una de conjunto y otra de un detalle característico si es 
necesario para su identificación o, en su caso, del reverso) y los correspondientes negativos.

(1) Reseñar si se trata de declaración de Bien de Interés Cultural o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 g)

Extracto del expediente de: (1)

PATRIMONIO DOCUMENTAL: COLECCIONES

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Denominación.
2. Descripción.
a) Señalar si es general o especializada. En este último caso indicar la materia o 

materias.
b) Volumen: Indicar los metros lineales o cúbicos y el número de unidades que 

comprende.
c) Período a que corresponde la documentación y fechas tope de los documentos que 

comprende.
d) Tipo de fondos y documentos especiales que contiene.
3. Datos históricos.
4. Bibliografía.
(Catálogos de la colección o de parte de sus fondos. Descripciones publicadas) (2).
5. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan (2).
c) Restauraciones realizadas que afecten al conjunto (2).
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6. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
d) Ubicación.
7. Observaciones.

II. Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellido o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico.

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 

trate de expediente de declaración de Interés Cultural).
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 

Inventario General.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de la notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados 

sobre procedencia de la declaración o de la inclusión.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.
5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 

primera de este Real Decreto).

(1) Reseñar si se trata de declaración de Bien de Interés Cultural o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 h)

Extracto del expediente: (1)

PATRIMONIO BIBLIOGRÁFICO: MANUSCRITOS

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Título.
2. Autor.
3. Descripción.
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a) Escritura y fecha.
b) Foliación o paginación.
c) Tamaño y disposición.
– Dimensiones y número de columnas y de lineas de la página.
d) Materia.
e) Ilustración.
4. Características especiales.
a) Anotación musical.
b) Anotaciones de interés.
c) Encuadernación.
d) Otras.
5. Datos históricos.
6. Bibliografía.
7. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan.
c) Restauraciones realizadas (2).
8. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
d) Ubicación.
9. Observaciones.

II Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellido o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico:

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 

trate de expediente de declaración de Interés Cultural).
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 

Inventario General.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de la notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados 

sobre procedencia de la declaración o de la inclusión.
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4. Recursos presentados contra actos del expediente.
5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 

primera de este Real Decreto).

IV. Documentos gráficos
Una fotografía en color del tamaño 8 × 12 cm o microfilm de 35 mm, y los 

correspondientes negativos de las siguientes partes del manuscrito:
– Autor y título, con indicación del folio en que se contienen.
– Inicio y final del texto, con indicación de los folios en que se contienen.
– Textos, suscripciones o colofones en que figuren los datos de localización, fecha o 

copista, con indicación del folio en que se contienen.

(1) Reseñar si se trata de declaración de Bien de Interés Cultural o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 i)
Extracto del expediente: (1)

PATRIMONIO BIBLIOGRÁFICO: IMPRESOS

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Título.
2. Autor.
3. Descripción.
a) Pie de imprenta.
b) Foliación y paginación.
c) Dimensiones.
– Formato (para ejemplares de ediciones producto de la imprenta manual).
– Altura y anchura, en centímetros (en los demás casos).
d) Ilustración.
4. Características especiales del ejemplar.
a) Anotaciones manuscritas.
b) Encuadernación.
c) Otras.
5. Datos históricos.
6. Bibliografía.
7. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan.
c) Restauraciones realizadas (2).
8. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
d) Ubicación.
9. Observaciones.
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II Situación jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellido o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico:

III. Datos administrativos
1. Expediente número
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 

trate de expediente de declaración de Interés Cultural).
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 

Inventario General.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de la notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados 

sobre procedencia de la declaración o de la inclusión.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.
5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 

primera de este Real Decreto).

IV. Documentos gráficos
Una fotografía en color, 8 × 12 cm, o microfilm de 35 mm, y los correspondientes 

negativos de la portada y del colofón si lo posee.

(1) Reseñar si se trata de declaración de Bien de Interés Cultural o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.

ANEXO 1 j)

Extracto del expediente de: (1)

PATRIMONIO BIBLIOGRÁFICO: COLECCIONES

I. Datos sobre el bien objeto del expediente
1. Denominación.
2. Descripción.
a) Señalar si es general o especializada. En este último caso indicar la materia o 

materias.
b) Número de unidades que comprende.
c) Número o porcentaje de fondos correspondientes a cada período cronológico.
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d) Reseñar los datos de especial interés bibliográfico o bibliofílico sin contiene 
manuscritos, si éstos son autógrafos, grabados, mapas, materiales fotográficos, ediciones 
sonoras, publicaciones periódicas, ediciones raras, obras ilustradas, encuadernaciones 
especiales, ejemplares con anotaciones manuscritas de especial interés, etc.).

3. Datos históricos.
4. Bibliografía.
(Catálogos de la colección o de parte de sus fondos. Descripciones publicadas).
5. Estado de conservación.
a) Condición.
b) Partes que faltan (2).
c) Restauraciones realizadas que afecten al conjunto (2).
6. Localización.
a) Comunidad Autónoma.
b) Provincia.
c) Municipio.
d) Ubicación.
7. Observaciones.

II. Situacion jurídica
1. Titular del derecho de propiedad.
a) Nombre y apellido o razón social.
b) Domicilio.
2. Poseedor/es.
A) Datos personales:
a) Nombre y apellidos o razón social.
b) Domicilio.
B) Título jurídico.

III. Datos administrativos
1. Expediente número.
2. Incoación.
a) Fecha de incoación.
b) Fecha de notificación de la incoación.
c) Fecha de publicación de la incoación en el «Boletín Oficial del Estado» (cuando se 

trate de expediente de declaración de Interés Cultural).
d) Fecha de comunicación al Registro General de Bienes de Interés Cultural o al 

Inventario General.
3. Instrucción.
a) Instituciones consultivas que han emitido informe favorable (cuando se trate de 

expediente de declaración de Bien de Interés Cultural).
b) Fecha de la notificación del acuerdo de la Comunidad Autónoma a los interesados 

sobre procedencia de la declaración o de la inclusión.
4. Recursos presentados contra actos del expediente.
5. Valor económico (en el caso de que se declare conforme a la disposición transitoria 

primera de este Real Decreto).

(1) Reseñar si se trata de declaración de Bien de Interés Cultural o de inclusión en el Inventario General.
(2) Si existe o se conoce.
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ANEXO 2A)

MINISTERIO DE CULTURA
REGISTRO GENERAL DE BIENES DE INTERES CULTURAL

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

TÍTULO DE BIEN DECLARADO DE INTERES CULTURAL
(12 × 16 cms.) Cubierta

ANEXO 2B)

 
 
 
 
Por Real Decreto n.º ..................................................
publicado en el Boletín Oficial del Estado de fecha .................................
ha sido declarado ............................................................
..............................................................................
el ................................................................................
sito en ........................................................................
e inscrito en el Registro General de Bienes de Interés Cultural
con el código de identificación ........................
En su virtud y con arreglo a lo previsto en el artículo 13 de la Ley 16/1985,
de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, el Director General de 
Bellas Artes
y Archivos expide el presente título.

Madrid, a .......... de ........................... de ..........
EL DIRECTOR GENERAL DE BELLAS ARTES Y ARCHIVOS

 
 
 
 

2.ª

Titular del Bien, según datos del 
Registro General de Bienes de 
Interés Cultural (1):
 
 
 
 
 
 

D I L I G E N C I A S
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

(1) El Registro General de 
Bienes de Interés Cultural sólo da 
fe de los datos consignados en el 
mismo a los efectos previstos en 
la Ley 16/1985.

3.ª
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ANEXO 2C)

DILIGENCIAS
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

4.ª

Este Título consta de ocho páginas numeradas del 1 al 8 con cubierta y contracubierta.
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
(Página reservada para fotografía del Bien, cuando proceda)

1.ª

ANEXO 3

PATRIMONIO HISTORICO ESPAÑOL
DECLARACIÓN DE IMPORTACION
DE BIENES MUEBLES
 
Título o denominación:
 
Descripción sumaria:
 
 
Materia:
Medidas:
Autor:
Epoca:
Escuela:
Antecedentes Históricos:
Otros datos que contribuyan a la identificación del bien:
Observaciones:
Valor declarado:

 

Fotografía en color 8 × 12 cms.
 

 
 
 

 

Sellos del Servicio Aduanero  
 

 
 

 
 
 

Importador:
Propietario:
Aduana de entrada:
 
FECHA DE LA IMPORTACIÓN:
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§ 19

Ley 10/2015, de 26 de mayo, para la salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2015
Última modificación: 2 de marzo de 2019

Referencia: BOE-A-2015-5794

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I

Los bienes culturales inmateriales
El concepto de patrimonio cultural ha seguido un ininterrumpido proceso de ampliación a 

lo largo del último siglo. De lo artístico e histórico y de lo monumental como valores y 
tipologías centrales, ha pasado a incorporar también otros elementos que integran una 
nueva noción ampliada de la cultura. Responde ésta a una nueva concepción derivada de la 
teorización científica de la etnología y la antropología, a la que se asocia un incremento de la 
conciencia social acerca de estas otras expresiones y manifestaciones de la cultura. Este 
proceso se podría sintetizar ahora en la propuesta doctrinal del tránsito de los «bienes cosa» 
a los «bienes actividad» o, dicho en términos más actuales, de los bienes materiales a los 
bienes inmateriales.

Sin perjuicio de que, en esencia, en todos los bienes culturales hay un componente 
simbólico no tangible y que la imbricación entre lo material e inmaterial es profunda y, en 
muchos casos, inescindible, la conformación externa de los soportes a través de los que se 
manifiesta el patrimonio cultural es lo que permite esa distinción entre lo material e inmaterial 
como asuntos singulares y distintos. Y ello comporta fórmulas y técnicas jurídicas claramente 
diferenciadas a la hora de su protección. Mientras que en la protección de los primeros prima 
la «conservación» del bien en su configuración prístina y en su ubicación territorial (sobre 
todo en los de carácter inmueble), en los segundos destaca una acción de «salvaguardia» 
de las prácticas y de las comunidades portadoras con el fin de preservar las condiciones de 
su intrínseco proceso evolutivo, que se realiza a través de la transmisión intra e 
intergeneracional. Los bienes inmateriales también poseen un «locus» espacial, pero éste 
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puede presentar ámbitos y alcances más difusos en tanto en ellos prima la comunidad 
portadora de las formas culturales que los integran, así como su carácter dinámico y su 
capacidad de ser compartido.

El proceso de emergencia del patrimonio inmaterial es largo en el tiempo. Los estudios 
etnográficos y antropológicos, desde que lograron estatus científico en los últimos años del 
siglo XIX, habían ido impulsando el florecimiento del interés hacia las formas de expresión 
de la cultura tradicional. Valga recordar, entre los estudiosos de folclore en España, la labor 
de Antonio Machado Álvarez, padre de los hermanos Machado, y su entonces moderna y 
avanzada concepción del folclore, creador, en 1881, de la «Sociedad para la recopilación y 
estudio del saber y de las tradiciones populares», siguiendo la estela de otras iniciativas 
adoptadas en aquellos años fuera de España, principalmente en Inglaterra. Y esas 
reflexiones se irán consolidando con el amplio desarrollo científico de la antropología y la 
etnología a lo largo del siglo XX.

Sin embargo, a diferencia del patrimonio histórico material, el ahora llamado patrimonio 
inmaterial no llegó a tener, durante la mayor parte de dicho siglo, un lugar en el sistema de 
protección jurídica del patrimonio.

En efecto, la inserción de las manifestaciones culturales inmateriales en el ordenamiento 
jurídico es un hecho nuevo, que sólo ha empezado a tomar cuerpo en las últimas décadas, 
al compás de su creciente aprecio social. Esta inserción ha ido acompañada de un proceso 
de renovación jurídico doctrinal sobre el patrimonio cultural, en la que es obligado recordar la 
aportación en Italia, en la década de los años setenta del siglo precedente, de la llamada 
Comisión Franceschini y de la construcción doctrinal del iuspublicista Giannini, que proponen 
un nuevo concepto amplio y abierto de bienes culturales como «todo aquello que incorpora 
una referencia a la Historia de la Civilización forma parte del Patrimonio Histórico».

Este proceso de valorización jurídica presenta dos campos diferenciados de concreción, 
el de los instrumentos internacionales y el del derecho interno.

II

La legislación española
Los bienes culturales inmateriales apenas fueron contemplados en las primeras normas 

generales del patrimonio cultural. Así, el Real Decreto-ley de 9 de agosto de 1926, sobre 
protección, conservación y acrecentamiento de la riqueza artística, únicamente hace una 
referencia a lo «típico» y lo «pintoresco», pero ceñida a los conjuntos arquitectónicos. La Ley 
sobre defensa, conservación y acrecentamiento del patrimonio histórico-artístico nacional, de 
13 de mayo de 1933, realiza, en su artículo 3, una escueta referencia a los parajes 
pintorescos que deban ser preservados de destrucciones o reformas perjudiciales. Estos 
bienes aparecerán de forma más nítida en los Decretos de 1953 y de 1961, que se refieren a 
los inventarios, catálogos y servicios propios del patrimonio etnológico o folclórico, pero 
también de carácter material.

La Constitución Española de 1978 ofrecerá un marco conceptual ya claramente receptivo 
al patrimonio inmaterial, pionero en el contexto constitucional europeo. Esto es nítidamente 
perceptible a lo largo de su redacción. Ya el propio Preámbulo, quintaesencia del contenido 
del texto, es palmariamente expresivo cuando encomienda a la Nación española «proteger a 
todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus 
culturas y tradiciones, lenguas e instituciones». Igualmente expresivo lo es el artículo 3.3, 
cuando, desde una perspectiva no exclusivamente lingüística sino cultural más amplia, 
declara la pluralidad lingüística española como una riqueza que ha de ser protegida como un 
patrimonio cultural: «la riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un 
patrimonio cultural, que será objeto de especial respeto y protección». Otro paso lo da el 
artículo 46 que, en primer lugar, desbordando las tradicionales denominaciones de 
patrimonio «histórico y artístico» agrega ahora un tercer valor, el «cultural», que ensancha 
indudablemente el concepto de lo protegido para dar cabida a lo que ahora se denomina 
como cultura inmaterial. Por último, el artículo 149.1.28.ª redunda en la referencia al 
patrimonio cultural, junto al artístico y monumental español.

Será, en el ámbito de la legislación estatal, la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, el texto que comience a considerar explícitamente los valores inmateriales 
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anunciados en la Constitución, en la invocación a los «conocimientos y actividades», en el 
seno del patrimonio etnográfico, como nuevo objeto de protección. El Título VI, que responde 
al rótulo de Patrimonio Etnográfico, establece en el artículo 46 que forman parte del 
Patrimonio Histórico Español «los bienes muebles e inmuebles y los conocimientos y 
actividades que son o han sido expresión relevante de la cultura tradicional del pueblo 
español en sus aspectos materiales, sociales o espirituales». A su vez, el artículo 47 
especifica que «se considera que tienen valor etnográfico y gozarán de protección 
administrativa aquellos conocimientos o actividades que procedan de modelos o técnicas 
tradicionales utilizados por una determinada comunidad».

De igual modo, cabe señalar que todas las Comunidades Autónomas, en aplicación de 
sus competencias exclusivas en materia de patrimonio cultural, han procedido a la 
regulación normativa de esta materia. Así, la normativa autonómica sobre patrimonio 
histórico o cultural aprobada entre los años 1990 y 2013 ha venido incorporando, con 
diferentes fórmulas y denominaciones, los bienes culturales inmateriales.

Es importante destacar que la disposición final primera de la Ley 18/2013, de 12 de 
noviembre, para la regulación de la Tauromaquia como patrimonio cultural, encomienda 
expresamente al Gobierno el impulso de las reformas normativas necesarias para recoger, 
dentro de la legislación española, el mandato y objetivos de la Convención para la 
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la UNESCO.

Finalmente, es oportuno recordar, desde la perspectiva del derecho comparado, que los 
bienes culturales inmateriales se han hecho visibles en los ordenamientos jurídicos 
nacionales, especialmente en los iberoamericanos. Esta visibilidad, que traduce una nueva 
conciencia social, se manifiesta de forma privilegiada, en tanto que normas supremas, en las 
Constituciones. Los textos constitucionales nuevos o renovados de las últimas décadas 
muestran una marcada tendencia a incorporar estas ideas, en unos casos de forma directa y 
en otros mediante un nuevo contexto conceptual que favorece su comprensión como parte 
del patrimonio cultural. Es el caso, aparte de la Constitución Española de 1978, de las 
Constituciones de Brasil (1988), Colombia (1991), México (1917), Ecuador (2008), Bolivia 
(2009), Polonia (1997) o Portugal (1976). Entre todos estos textos, es de señalar el artículo 
216 de la Constitución brasileña de 1988, precepto que, además de incorporar, de forma 
novedosa en el lenguaje constitucional, una referencia a los bienes de naturaleza inmaterial, 
incluye entre éstos «las formas de expresión» y «los modos de crear, hacer y vivir». Y, 
paralelamente, la legislación ordinaria de un número creciente de países viene incorporando 
leyes especiales del patrimonio inmaterial, entre las que cabe señalar las de Brasil (2000) y 
Portugal (Decreto-Lei n.º 138/2009, de 15 de junio).

III

Los compromisos internacionales
Pero el impulso más decisivo del patrimonio inmaterial se sitúa en el Derecho 

Internacional, fundamentalmente en la acción de la UNESCO, que corona en la Convención 
para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, de 2003.

Antes de esta Convención, se había ido allanando el camino en un proceso corto en el 
tiempo, pero jalonado por numerosas iniciativas. La oscuridad en la que había quedado el 
patrimonio inmaterial en la Convención de 1972 será el detonante que excite en los 
siguientes años un rosario de encuentros y declaraciones. Como se ha advertido 
reiteradamente, la Convención de la UNESCO de Patrimonio Mundial, Cultural y Natural de 
1972, nació como un instrumento focalizado fundamentalmente hacia los objetos de la 
llamada cultura material. Quedaba pendiente, por ello, en el derecho internacional, un 
instrumento de valorización jurídica de las creaciones culturales sociales y comunitarias 
inmateriales.

Entre las actuaciones seguidas en el orden internacional, en especial por la UNESCO, 
debe recordarse la Conferencia de Accra, en 1975, referida al ámbito africano, que resalta el 
valor de la diversidad cultural y la necesidad de salvaguardia de las lenguas, la tradición oral 
y el fomento de las artes tradicionales y populares.

Poco después, la Conferencia celebrada en Bogotá, en 1978, aprueba una declaración 
que pone el acento en el rescate y salvaguardia del patrimonio vinculado a la identidad de 
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los pueblos y a su autenticidad, señalando, en su recomendación 31, la música y la danza 
como elementos esenciales.

Otro jalón se encuentra en la relevante Conferencia Intergubernamental sobre políticas 
culturales, organizada por la UNESCO en México, en 1982. La aportación de este encuentro 
reside en que viene a realizar una labor de sistematización de las recomendaciones 
precedentes. En la Declaración aprobada por la Conferencia, referida a todos los ámbitos de 
la cultura, destaca que el patrimonio cultural lo integran «las obras materiales e inmateriales 
que expresan la creatividad de un pueblo», nombrando expresamente, entre otros bienes 
propios del patrimonio inmaterial, la lengua, los ritos, las creencias, la literatura y las obras 
de arte.

Una nueva Conferencia de la UNESCO en 1988 incluye una Recomendación a los 
Estados miembros sobre la «Salvaguardia del Folclore». Esta será tomada en cuenta por la 
Conferencia celebrada en París, en 1989, que marcará un hito fundamental en la 
especificación de este patrimonio, pues la Declaración aprobada pasará a designarlo como 
«Traditional Culture and Folklore», denominación traducida al castellano como «Cultura 
tradicional y popular». En ella se realiza ya una definición del «folclore» e incluye en él la 
lengua, la literatura, la música, la danza, los juegos, la mitología, los rituales, las costumbres, 
las artesanías, la arquitectura y otras artes.

Tras la decisiva Conferencia anterior, en la siguiente década tendrán lugar diversos 
seminarios destinados a evaluar la aplicación de la Recomendación, que dejarán ver un giro 
terminológico concretado en la aparición de los conceptos «oral» e «intangible», lo que será 
objeto de particular reflexión en la Conferencia de Washington, en 1999. En ella se debate 
sobre el carácter problemático del término «folclore», por su carácter peyorativo, y sobre la 
necesidad de estudiar otras alternativas, «patrimonio oral», «conocimientos y destrezas 
tradicionales», «patrimonio intangible», «formas de saber, ser y hacer». En un nuevo 
Seminario, celebrado en Nueva Caledonia en ese mismo año, se producirá un rechazo 
expreso al término «folclore». Será en un informe del Director General de la UNESCO, en el 
año 2001, y en la Declaración adoptada en Estambul, el año 2002, cuando se consolide la 
expresión «patrimonio cultural inmaterial».

El proceso culminará con la aprobación, en la 32.ª reunión de la UNESCO, el 17 de 
octubre de 2003, de la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, 
ratificada por España en el año 2006.

También en los instrumentos internacionales de carácter regional se puede percibir un 
proceso similar, siendo de resaltar, en el espacio iberoamericano, la Carta Cultural 
Iberoamericana. Esta Declaración, aprobada en la XVI Cumbre Iberoamericana celebrada en 
Montevideo en 2006, incluye numerosas referencias a este patrimonio. Entre ellas destaca, 
en el Título I de «Fines», el compromiso de los países iberoamericanos de fomentar la 
protección y difusión del «patrimonio cultural y natural, material e inmaterial 
iberoamericano». Compromiso que, más adelante se desarrolla con la incorporación, en el 
Título III de «Ámbitos de aplicación», de un ámbito relativo al patrimonio cultural, que lo 
integran «tanto el patrimonio material como el inmaterial, que deben ser objeto irrenunciable 
de especial respeto y protección».

Asimismo, la resolución IX/4 de la Novena Conferencia de las Naciones Unidas sobre la 
Normalización de los Nombres Geográficos, celebrada en Nueva York, en agosto de 2007, 
teniendo en cuenta dicha Convención, estimando que los topónimos forman parte del 
patrimonio cultural inmaterial, alienta a los organismos oficiales encargados de la toponimia, 
entre otras cosas, a elaborar un programa de salvaguardia y promoción de este patrimonio, 
de conformidad con el párrafo 3 del artículo 2 y el artículo 18 de la Convención.

IV

La competencia del Estado
Es sabido que la Constitución Española incorpora, en materia de cultura, un sistema 

competencial complejo y con reglas de una densa especificidad sin parangón en otras 
materias. Incidir sobre valores sensibles –que se engarzan con el ejercicio de numerosos 
derechos fundamentales–, la imprecisión y horizontalidad del propio concepto –que origina 
más de las normales colisiones de títulos competenciales–, la concurrencia o dualidad 
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competencial –que hace que en determinadas funciones puedan actuar distintas 
Administraciones a la vez, fuera de la lógica del reparto competencial normal inclusius unius, 
exclusius alterius– y el deber de comunicación cultural –como un proyecto democrático de 
convivencia en la diversidad–, serían sus marcas singulares.

A partir de estas consideraciones, procede explicar cómo se insertan las competencias 
que el Estado ejercita en la presente ley:

A. La ley como norma de «tratamiento general» del patrimonio cultural inmaterial.
La posibilidad de la regulación que pretende esta norma viene amparada en la doctrina 

del Tribunal Constitucional primordialmente, por todas, en las Sentencias 17/1991, de 31 de 
enero, y 49/1984, de 5 de abril. Según estas sentencias, la «integración de la materia relativa 
al patrimonio histórico-artístico en la más amplia que se refiere a la cultura permite hallar 
fundamento a la potestad del Estado para legislar sobre aquélla», dado que la competencia 
del Estado habrá de desplegarse «en el área de preservación del patrimonio cultural común, 
pero también en aquello que precise de tratamientos generales o que haga menester es 
acción pública cuando los fines culturales no pudieran lograrse desde otras instancias» 
(Sentencia del Tribunal Constitucional 49/1984).

En congruencia con la doctrina precedente, la presente ley no pretende otra cosa que 
ofrecer un «tratamiento general» de una materia necesitada de ello, dado que, como se ha 
explicado, el patrimonio cultural inmaterial ha conocido en las últimas décadas un notable 
florecimiento conceptual así como en la conciencia social y, sobre todo, en el ordenamiento 
jurídico internacional, cuyo hito mayor es, como se ha expuesto, la aprobación de la 
Convención de la UNESCO en el año 2003. El contexto del año 1985, en el que se aprueba 
la Ley del Patrimonio Histórico Español, explica el tratamiento sucinto y limitado que la ley 
hace al «patrimonio etnográfico» como patrimonio especial en los artículos 46 y 47 de la ley, 
hoy, por las razones expuestas, claramente insuficiente. El objeto de la ley en este punto es, 
trayendo las palabras de la Sentencia del Tribunal Constitucional 17/1991, fijar el estatuto 
peculiar de los bienes culturales, que «comprende, en primer lugar, «los tratamientos 
generales» a los que se refiere específicamente la citada Sentencia del Tribunal 
Constitucional 49/1984 y, entre ellos, específicamente, aquellos principios institucionales que 
reclaman una definición unitaria» (F.J. 3.º).

Que se está ante un tratamiento general queda claro en tanto la ley se limita a perfilar un 
conjunto de líneas maestras que no impiden que a su vez las Comunidades Autónomas, en 
virtud de la regla de concurrencia normativa que las ampara, puedan dictar asimismo sus 
regulaciones específicas sobre la misma materia. Líneas generales son, en efecto, fijar un 
concepto básico y general de patrimonio inmaterial, determinar los principios y derechos 
fundamentales implicados en el presente patrimonio, establecer los mecanismos 
administrativos y orgánicos generales de inserción del conjunto del patrimonio cultural 
inmaterial español (Inventario General de Patrimonio Cultural Inmaterial), regular los 
instrumentos operativos de actuación (Plan Nacional de Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial), así como sentar las finalidades generales de los diferentes ámbitos y sectores 
(centros de depósito cultural, educación, medios de comunicación social…) que, de acuerdo 
con la Convención de la UNESCO, pueden ser de gran ayuda para una mejor salvaguardia y 
conocimiento del patrimonio inmaterial.

B. La actividad de significación por el Estado de los valores y bienes comunes del 
patrimonio inmaterial.

La ley asume asimismo una tarea específica obligada constitucionalmente, desarrollar el 
mandato de promover la puesta en valor de la cultura común, en tanto el artículo 149.2 de la 
Constitución Española encomienda al Estado, sin perjuicio de las competencias que puedan 
corresponder a las Comunidades Autónomas, con gran énfasis y palabras marcadamente 
imperativas sin parangón en el conjunto de la Constitución Española, proveer el servicio de 
la cultura como una tarea fundamental: «Sin perjuicio de las competencias que podrán 
asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como 
deber y atribución esencial…». Se pone el énfasis en la acción sobre la cultura (considerará) 
y en la calificación de ésta (deber y atribución esencial) referida, en este caso, de forma 
directa e inmediata a las instituciones de la Administración General del Estado, en tanto el 
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precepto delimita el alcance de la misión de éste después de salvar las competencias de las 
Comunidades Autónomas en materia de cultura («Sin perjuicio de las competencias que 
podrán asumir las Comunidades Autónomas»…).

Este precepto es, precisamente, la base de la concurrencia competencial, fórmula 
singular en materia de cultura y directamente derivada de la plena asunción por el 
constituyente de la naturaleza poliédrica y compleja del concepto de cultura. Lo que, en 
definitiva, traduce el precepto a la hora de organizar el reparto de tareas entre los diferentes 
poderes públicos territoriales es que los valores simbólico-expresivos de los individuos y de 
los grupos son susceptibles de reflejarse simultánea, pero diferenciadamente, en diferentes 
planos. Por ello, el impulso de esos valores culturales, de las comunidades territoriales y de 
la comunidad general del Estado, al articularse en la sociedad democrática organizada, se 
refleja constitucionalmente en un conjunto de principios y reglas para ordenar esa diversidad 
cultural como un sistema pleno e integrado.

A estas bases profundamente democráticas es a lo que responde, en técnica de reparto 
de competencias, la concurrencia o dualidad competencial cultural, específicamente referida, 
como ha señalado la doctrina, a la acción de promoción y preservación de todo ese racimo 
de valores culturales. Concurrencia que el Tribunal Constitucional asumió, ya muy 
tempranamente y de forma palmaria, en la Sentencia 49/1984. La cita es extensa, pero 
necesaria: «… una reflexión sobre la vida cultural lleva a la conclusión de que la cultura es 
algo de la competencia propia e institucional tanto del Estado como de las Comunidades 
Autónomas, y aún podríamos añadir de otras comunidades, pues allí donde vive una 
comunidad hay una manifestación cultural respecto de la que las estructuras públicas 
representativas pueden ostentar competencias, dentro de lo que en un sentido no 
necesariamente técnico-administrativo puede comprenderse dentro del «fomento de la 
cultura». Esta es la razón a que obedece el artículo 149.2 de la Constitución Española, en el 
que después de reconocer la competencia autonómica afirma una competencia estatal, 
poniendo el acento en el servicio de la cultura como deber y atribución esencial. Hay, en fin, 
una competencia estatal y una competencia autonómica en el sentido de que más que un 
reparto competencial vertical, lo que se produce es una concurrencia de competencias 
ordenada a la preservación y estímulo de los valores culturales propios del cuerpo social 
desde la instancia pública correspondiente».

Lo que está en juego en la presente ley es, pues, que el Estado pueda cumplir con su 
mandato específico, en relación con los valores comunes que le incumbe prioritariamente 
representar, en relación con el patrimonio inmaterial. Es decir, que el Estado ponga en valor, 
siguiendo las palabras de la Sentencia 49/1984, aquellas «manifestaciones culturales» de 
dicho patrimonio que puedan ser representativas de la comunidad estatal, mediante su 
declaración como «Manifestación Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial». Esto es 
claramente posible y obligado en el caso del patrimonio inmaterial. Si bien, al interpretar la 
Ley del Patrimonio Histórico Español, la Sentencia del Tribunal Constitucional 17/1991 optó 
por considerar que la competencia de ejecución para la declaración de bienes culturales 
materiales es, con algunas excepciones, básicamente autonómica, esta consideración 
descansa, como confiesa expresamente la Sentencia, en el dato de que estos bienes están 
inscritos en un «locus» territorial: «la categoría legal de los bienes de interés cultural dentro 
del Patrimonio Histórico Español está integrada por los más relevantes del mismo, 
normalmente situados en alguna de las Comunidades Autónomas» (F.J.10.º).

Sin embargo, y éste es también un dato fundamental, en el caso de los bienes 
inmateriales el arraigo y origen territorial o local no impide que algunos de ellos presenten de 
forma simultánea manifestaciones territoriales supraautonómicas, bien porque las 
comunidades portadoras se extienden a lo largo y ancho de varios territorios autonómicos, 
bien porque se trata de manifestaciones profundamente imbricadas en el imaginario 
colectivo general de los españoles. Estas últimas manifestaciones tienen que ver, de forma 
especial, con aquellos bienes inmateriales que tienen un reconocimiento o son compartidas 
incluso más allá del territorio estatal, como ocurre, en el caso más claro, con valores 
culturales gestados en la experiencia histórica de nuestro país y, especialmente, los 
integrantes de la llamada cultura iberoamericana.

Este es, en consecuencia, el sentido que tiene para el Estado, en lo que se refiere a la 
cultura común, entender que el cumplimiento del mandato del artículo 149.2 de la 
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Constitución Española de considerar el servicio de la cultura «deber y atribución esencial» 
hace obligado que aquél pueda significar aquellas manifestaciones que cumplen estas 
condiciones. De hecho, aun aceptando que el Preámbulo de la Constitución Española no es 
una parte de este texto con la virtualidad de atribuir competencias, sí tiene el valor de ayudar 
a interpretar el sentido de aquellas normas que tienen esa naturaleza, como es el señalado 
apartado 2 del artículo 149. En efecto, el Preámbulo, en su párrafo cuarto deja claro que 
«todos los españoles», así como los «pueblos de España» son portadores de 
manifestaciones culturales inmateriales: «La Nación española proclama su voluntad de: (…) 
proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos 
humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones». He aquí, pues, el todo social –
el conjunto de los españoles– y las partes –los pueblos de España– concebidos como 
sujetos portadores simultáneamente de culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.

Por último, a mayor abundamiento, es oportuno invocar aquí la doctrina general del 
Tribunal Constitucional para aceptar casos excepcionales en los que el Estado puede 
intervenir en ámbitos de competencia autonómica «cuando, además del alcance territorial 
superior al de una Comunidad Autónoma del objeto de la competencia, la actividad pública 
que sobre él se ejerza no sea susceptible de fraccionamiento y, aun en este caso, dicha 
actuación no pueda llevarse a cabo mediante mecanismos de cooperación y coordinación, 
sino que requiera un grado de homogeneidad que sólo pueda garantizar su atribución a un 
solo titular, que forzosamente deba ser el Estado, o cuando sea necesario recurrir a un ente 
con capacidad de integrar intereses contrapuestos de varias Comunidades Autónomas» 
(Sentencia del Tribunal Constitucional 223/2000, de 21 de septiembre, F.J. 11.º).

Resulta obvio que esta posibilidad de significación de bienes culturales no es ilimitada 
para el Estado, pues, de lo contrario, podría generar el vaciamiento o desfiguración de la 
correspondiente competencia autonómica. Por un lado, tendrá que estar justificada y ceñida 
únicamente a aquellos casos en que proceda, a través de los usuales procedimientos de 
auctoritas científica y técnica inherentes a la determinación y significación administrativa de 
los bienes culturales (mediante los preceptivos informes consultivos). Y, por otra parte, yendo 
más allá, pues la singular naturaleza del patrimonio inmaterial lo hace posible, el que existan 
bienes culturales que puedan ser acreedores a esa significación estatal no impide, en lo que 
puedan tener de manifestación cultural también específica autonómica o infraautonómica, 
que la Comunidad Autónoma correspondiente pueda declarar, mediante sus propios 
procedimientos y categorías de significación, esos mismos bienes en orden a preservar y 
poner en valor las expresiones o modulaciones particulares con que se manifiesten en su 
ámbito territorial.

Es innegable que la concurrencia, así entendida, es la forma por la que ha optado la 
Constitución Española de articular la diversidad cultural como un sistema de pluralismo 
cultural que asume ésta como una riqueza compleja e imbricada. Aunque no se oculta que 
esta fórmula, para que no derive en desorden o dispersión, necesita de reglas particulares 
de ensamblaje y colaboración. Aquí es donde entra en juego, como una de las técnicas no 
única pero sí muy importante, un nuevo mandato del artículo 149.2 de la Constitución 
Española cuando encomienda al Estado la tarea de «facilitar la comunicación cultural entre 
las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas».

C. La facilitación de la comunicación cultural.
Este es, precisamente, el tercero de los objetivos que trata de afrontar la ley. Uno de los 

ejes de la presente ley es la «comunicación cultural» que el artículo 149.2 de la Constitución 
Española formula, de nuevo, en términos marcadamente imperativos, como otra encomienda 
al Estado: «… y facilitará la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de 
acuerdo con ellas».

Esta propuesta de comunicación cultural implica dos planos de concreción, uno 
administrativo y otro sustantivo. El primero, ya señalado y validado por la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 17/1991, tiene que ver con la colaboración interadministrativa entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas y la de éstas entre sí en materia de Patrimonio 
histórico, porque es un deber general de esencia al modelo de organización territorial del 
Estado implantado en la Constitución Española; y porque, de forma particular, en el caso de 
la cultura, según afirma literalmente el Tribunal Constitucional, «se ve reforzado por el 
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mandato del artículo 149.2 de la Constitución Española». Pero es un mandato que comporta 
asimismo un plano sustantivo, indeclinable y absolutamente esencial al edificio de pluralismo 
cultural de la Constitución Española, que el conjunto de los poderes públicos promuevan, 
desde el acuerdo y el consenso, la comunicación, la valorización y el reconocimiento 
recíproco de la multiplicidad de valores y expresiones culturales que se dan en el Estado.

En el referido apartado 2 del artículo 149, el Estado es apelado como garante de esta 
tarea, pero junto a las Comunidades Autónomas. Es decir, no deja a éstas en la posición de 
destinatario pasivo de esa encomienda al Estado sino que las erige en contraparte 
necesaria, al exigir que se desarrolle «de acuerdo con ellas». Sabido que la Constitución 
Española adopta como prius la diversidad cultural de España (en tanto reconoce la 
existencia de un agregado complejo e imbricado de expresiones culturales en el que también 
tiene un sitio una cultura común), sin embargo no propone exclusivamente una acción estatal 
unilateral para preservar ese agregado. Opta, antes bien, por la «comunicación cultural», es 
decir la interacción –la comunicación, a diferencia de la difusión, es una acción bilateral– 
entre los sujetos de esa pluralidad de culturas. Y, además, lo hace en términos democráticos 
de consenso, «de acuerdo con ellas». En definitiva, el fondo de esta propuesta en ese plano 
sustantivo no es otro que el de sentar las bases de un proyecto cultural de gran calado para 
el pluralismo cultural de nuestro Estado de celebración de la diversidad como una riqueza 
que ha de ser mantenida y preservada hacia el futuro. La diversidad tiene múltiples planos y 
el rol civilizador y democrático de los poderes públicos es, desde sus misiones específicas 
en relación con sus ámbitos respectivos de servicio al interés general, ponerlos en valor en 
pro de una diversidad no mutilada sino plena, lo que tiene el fundamental valor añadido de 
enriquecer y ensanchar la libertad cultural de los ciudadanos desde la libertad clásica y la 
autonomía a una nueva posibilidad, la libertad de elección en lo diverso. Esta es, 
precisamente, la propuesta de la Convención para la Protección y Promoción de la 
Diversidad de las Expresiones Culturales de la UNESCO de 2005, también ratificada por el 
Estado español que, tras comenzar por afirmar en el Preámbulo la diversidad cultural como 
fuente de un mundo rico y variado «que acrecienta la gama de posibilidades», más adelante, 
en el artículo 2.1 vincula la diversidad a los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y, en particular, con la libertad de expresión, información y comunicación, 
«así como la posibilidad de que las personas escojan sus expresiones culturales».

Y es aquí donde el patrimonio inmaterial se revela como un campo especialmente 
idóneo, por su intrínseca naturaleza participativa, recreativa y comunicativa y su capacidad 
de interactuar entre los individuos, los grupos y las comunidades.

D. La defensa del patrimonio inmaterial contra la expoliación y la exportación.
De conformidad con el artículo 149.1.28.ª de la Constitución Española, corresponde al 

Estado la «defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación». Es obvio que la mención expresa del adjetivo «cultural» 
abarca aquí, como se ha explicado antes, también el capítulo de los bienes inmateriales. Y 
es asimismo claro que, en este caso, la acción de defensa, al estar referida al patrimonio 
cultural «español» cubre la plenitud de manifestaciones culturales inmateriales que se dan 
en el territorio del Estado que, como se expone más arriba, corresponde significar 
respectivamente, según sus propios ámbitos competenciales, a las diferentes 
Administraciones Públicas representativas de las respectivas manifestaciones culturales 
inmateriales que se dan en la vida social. Es decir, el adjetivo español en este caso funciona 
como un agregador conceptual que no se ciñe únicamente al grupo concreto de bienes 
culturales representativos de la comunidad general del Estado –los específicamente 
representativos de la cultura común–, sino que abarca, por supuesto, éstos, pero también 
aquellos otros representativos de las comunidades territoriales, e incluso los de otras 
comunidades, como dice expresamente la reiterada Sentencia del Tribunal Constitucional 
17/1991, en conexión con la Sentencia del Tribunal Constitucional 49/1984.

No obstante esta acción protectora de «defensa» exige, por la propia naturaleza del 
objeto de la expoliación y de la exportación, separar cuál es el alcance en cada uno de ellos.

En lo que se refiere a la expoliación, para no convertir este título competencial estatal en 
un secante de las competencias de las demás Administraciones Públicas, la defensa en 
relación con ésta ha de ser concebida como un conjunto de actuaciones concretas –entre las 
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que caben tanto las normativas como las ejecutivas– de garantía final de preservación del 
bien cultural o de pérdida de su función social. Así lo entiende, una vez más, la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 17/1991, cuando afirma que «la utilización del concepto de defensa 
contra la expoliación ha de entenderse como definitoria de un plus de protección respecto de 
unos bienes dotados de características especiales. Por ello mismo abarca un conjunto de 
medidas de defensa que a más de referirse a su deterioro o destrucción tratan de extenderse 
a la privación arbitraria o irracional del cumplimiento normal de la de aquello que constituye 
el propio fin del bien según su naturaleza, en cuanto portador de valores de interés general 
necesitados, estos valores también, de ser preservados». Y una nueva cuestión es que la 
singular idiosincrasia de los bienes inmateriales hace que su defensa precise la modulación 
de las técnicas respecto de las propias del patrimonio material, ya previstas en la Ley del 
Patrimonio Histórico Español. En congruencia con ello, la presente ley articula una nueva 
técnica específica de protección en favor del Estado que, siguiendo la pauta de la 
Convención de la UNESCO de 2003, se concreta en la inclusión del bien inmaterial afectado, 
no protegido o insuficientemente protegido, en una lista de bienes inmateriales en peligro en 
tanto no se produzca la debida acción ordinaria de protección que corresponda.

Por último, también en lo que se refiere a la exportación, los bienes del patrimonio 
inmaterial plantean una notable peculiaridad. Siendo la función del patrimonio inmaterial la 
de ser un patrimonio abocado a la comunicación entre las comunidades, incluso más allá de 
las fronteras nacionales, una concepción de la exportación similar a la de los bienes del 
patrimonio material conllevaría impedir o desnaturalizar su función dinámica e interactiva en 
el espacio. Por ello, la defensa frente a la exportación ha de ceñirse estrictamente a aquellos 
supuestos en los que la salida hacia el exterior del soporte material que puede acompañar 
con frecuencia el bien cultural inmaterial privara, o desnaturalizara, el desenvolvimiento 
normal de la práctica cultural o el cumplimiento de su función social a través de la expresión 
de los valores de la que es portadora por su comunidad de origen.

V

Audiencia y consulta
En el proceso de elaboración de la presente ley se ha seguido un amplio trámite de 

participación y consulta de organismos y entidades especializados y, en especial, de 
audiencia de las Comunidades Autónomas por la implicación que se deriva del complejo 
sistema de concurrencia competencial.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El objeto de la presente ley es regular la acción general de salvaguardia que deben 

ejercer los poderes públicos sobre los bienes que integran el patrimonio cultural inmaterial, 
en sus respectivos ámbitos de competencias.

Artículo 2.  Concepto de patrimonio cultural inmaterial.
Tendrán la consideración de bienes del patrimonio cultural inmaterial los usos, 

representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas que las comunidades, los grupos y 
en algunos casos los individuos, reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural, 
y en particular:

a) Tradiciones y expresiones orales, incluidas las modalidades y particularidades 
lingüísticas como vehículo del patrimonio cultural inmaterial; así como la toponimia 
tradicional como instrumento para la concreción de la denominación geográfica de los 
territorios;

b) artes del espectáculo;
c) usos sociales, rituales y actos festivos;
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d) conocimientos y usos relacionados con la naturaleza y el universo;
e) técnicas artesanales tradicionales;
f) gastronomía, elaboraciones culinarias y alimentación;
g) aprovechamientos específicos de los paisajes naturales;
h) formas de socialización colectiva y organizaciones;
i) manifestaciones sonoras, música y danza tradicional.

TÍTULO II
Régimen general del patrimonio cultural inmaterial

Artículo 3.  Principios generales de las actuaciones de salvaguardia.
Las actuaciones de los poderes públicos sobre los bienes del patrimonio cultural 

inmaterial que sean objeto de salvaguardia por la Administración General del Estado, por las 
Comunidades Autónomas o por las Corporaciones Locales deberán respetar, en su 
preparación y desarrollo, los siguientes principios generales:

a) Los principios y valores contenidos en la Constitución Española y en el Derecho de la 
Unión Europea así como, en general, los derechos y deberes fundamentales que aquella 
establece, en especial la libertad de expresión.

b) El principio de igualdad y no discriminación. El carácter tradicional de las 
manifestaciones inmateriales de la cultura en ningún caso amparará el desarrollo de 
acciones que constituyan vulneración del principio de igualdad de género.

c) El protagonismo de las comunidades portadoras del patrimonio cultural inmaterial, 
como titulares, mantenedoras y legítimas usuarias del mismo, así como el reconocimiento y 
respeto mutuos.

d) El principio de participación, con el objeto de respetar, mantener e impulsar el 
protagonismo de los grupos, comunidades portadoras, organizaciones y asociaciones 
ciudadanas en la recreación, transmisión y difusión del patrimonio cultural inmaterial.

e) El principio de accesibilidad, que haga posible el conocimiento y disfrute de las 
manifestaciones culturales inmateriales y el enriquecimiento cultural de todos los ciudadanos 
sin perjuicio de los usos consuetudinarios por los que se rige el acceso a determinados 
aspectos de dichas manifestaciones.

f) El principio de comunicación cultural como garante de la interacción, reconocimiento, 
acercamiento y mutuo entendimiento y enriquecimiento entre las manifestaciones culturales 
inmateriales, mediante la acción de colaboración entre las Administraciones Públicas y de 
las comunidades o grupos portadores de los bienes culturales inmateriales.

g) El dinamismo inherente al patrimonio cultural inmaterial, que por naturaleza es un 
patrimonio vivo, recreado y experimentado en tiempo presente y responde a prácticas en 
continuo cambio, protagonizadas por los individuos y los grupos y comunidades.

h) La sostenibilidad de las manifestaciones culturales inmateriales, evitándose las 
alteraciones cuantitativas y cualitativas de sus elementos culturales ajenas a las 
comunidades portadoras y gestoras de las mismas. Las actividades turísticas nunca deberán 
vulnerar las características esenciales ni el desarrollo propio de las manifestaciones, a fin de 
que pueda compatibilizarse su apropiación y disfrute público con el respeto a los bienes y a 
sus protagonistas.

i) La consideración de la dimensión cultural inmaterial de los bienes muebles e 
inmuebles que sean objeto de protección como bienes culturales.

j) Las actuaciones que se adopten para salvaguardar los bienes jurídicos protegidos 
deberán en todo caso respetar los principios de garantía de la libertad de establecimiento y 
la libertad de circulación establecidos en la normativa vigente en materia de unidad de 
mercado.

Artículo 4.  Protección de los bienes materiales asociados.
1. Las Administraciones Públicas velarán por el respeto y conservación de los lugares, 

espacios, itinerarios y de los soportes materiales en que descansen los bienes inmateriales 
objeto de salvaguardia.
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A estos efectos, las medidas de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial podrán 
determinar las medidas específicas y singulares de protección respecto de los bienes 
muebles e inmuebles asociados intrínsecamente a aquél, siempre que esa protección 
permita su mantenimiento, evolución y uso habitual, sin perjuicio de las medidas singulares 
que, para la protección de dichos bienes muebles e inmuebles, puedan establecerse a tenor 
de lo dispuesto en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y en la 
legislación de las Comunidades Autónomas competentes en la materia.

2. Los bienes muebles y espacios vinculados al desenvolvimiento de las manifestaciones 
culturales inmateriales podrán ser objeto de medidas de protección conforme a la legislación 
urbanística y de ordenación del territorio por parte de las Administraciones competentes.

En ningún caso dichas medidas de protección supondrán una restricción a las facultades 
de los propietarios o titulares de derechos sobre dichos bienes. Para que puedan darse tales 
limitaciones será preciso seguir, en su caso, los procedimientos previstos en la Ley 16/1985, 
de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, y la correspondiente legislación 
autonómica.

Artículo 5.  Expoliación y exportación.
1. Corresponde a la Administración General del Estado, en el ámbito de sus 

competencias, adoptar las medidas que resulten procedentes para la defensa frente a la 
exportación y la expoliación de los bienes materiales asociados al patrimonio cultural 
inmaterial.

2. En relación con el expolio de bienes declarados Manifestación Representativa del 
Patrimonio Cultural Inmaterial, se estará, asimismo, a lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y en el artículo 11 del Real Decreto 
111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español. Dada la especial naturaleza de estos bienes, en el caso de 
que sea apreciable la posible pérdida del bien o el menoscabo de su función social, se 
decidirá su inclusión en una lista de bienes en peligro para que se proceda a la apertura de 
un procedimiento encaminado a la preservación y protección del bien expoliado. En dicho 
procedimiento se solicitarán los informes técnicos pertinentes, que deberán incluir medidas 
urgentes de salvaguardia, por parte de los organismos especializados de la Comunidad 
Autónoma afectada.

3. En caso de exportación de bienes muebles asociados, se estará asimismo a lo 
dispuesto en el artículo 5 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español, y las normas reglamentarias de desarrollo. En todo caso, la defensa de estos 
bienes frente a la exportación se ceñirá a aquéllos casos en los que la salida al exterior del 
bien material soporte del bien cultural inmaterial impida o desnaturalice el desenvolvimiento 
normal de la práctica cultural o de los valores para su comunidad de origen de que éste es 
portador.

Artículo 6.  Transmisión, difusión y promoción.
1. Las Administraciones Públicas competentes garantizarán la adecuada difusión, 

transmisión y promoción de los bienes inmateriales objeto de salvaguardia.
2. Las Administraciones Públicas competentes promoverán la transmisión a las nuevas 

generaciones de los conocimientos, oficios y técnicas tradicionales en previsible peligro de 
extinción, apoyando y coordinando iniciativas públicas y privadas, y mediante la aplicación a 
estas actividades de medidas de fomento e incentivos fiscales que les puedan resultar de 
aplicación, en los términos que establezca la legislación vigente.

3. Las Administraciones Públicas competentes deberán permitir y, en caso de que la 
normativa sectorial las someta a este requisito, autorizar las actuaciones de difusión, 
transmisión y promoción de las manifestaciones inmateriales de la cultura.

Las medidas que, en su caso, se adopten para salvaguardar otros bienes jurídicos 
protegidos, deberán ser proporcionadas y debidamente justificadas.
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Artículo 7.  Medidas de carácter educativo.
1. Las Administraciones educativas y las universidades procurarán la inclusión del 

conocimiento y el respeto del patrimonio cultural inmaterial entre los contenidos de sus 
enseñanzas respectivas y en los programas de formación permanente del profesorado de la 
educación básica.

2. El Gobierno, a partir del respeto a la autonomía universitaria y en colaboración con las 
Comunidades Autónomas y el Consejo de Universidades, promoverá, en el ámbito de sus 
competencias:

a) El diseño e implantación de títulos universitarios oficiales de Grado cuyos planes de 
estudio contemplen una formación específicamente orientada a la adquisición de 
competencias y habilidades relativas a la protección, gestión, transmisión, difusión y 
promoción del patrimonio cultural inmaterial.

b) El diseño e implantación de programas de máster en áreas relacionadas con el 
patrimonio cultural inmaterial.

Artículo 8.  Medidas de información y sensibilización.
La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas y las Corporaciones Locales, en el ejercicio de sus respectivas competencias, y 
en el marco del Plan Nacional de Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, podrán 
promover medidas tendentes a informar y sensibilizar a la población sobre las características 
y valores del patrimonio cultural inmaterial y las amenazas que pesan sobre él.

Artículo 9.  Garantía de disfrute público.
Las Administraciones Públicas, dentro del Plan a que se refiere el artículo 13, 

establecerán las medidas que garanticen el acceso de la ciudadanía a las distintas 
manifestaciones inmateriales de la cultura, en los términos previstos en el artículo 3, siempre 
que esas acciones no vulneren la esencia y características de los bienes ni los derechos de 
terceros sobre los mismos y sin perjuicio del respeto a los usos consuetudinarios de las 
mismas.

Artículo 10.  Comunicación cultural entre Administraciones Públicas.
Las Administraciones Públicas propiciarán, de común acuerdo, la comunicación cultural 

entre ellas, el conocimiento de la pluralidad del patrimonio cultural de los españoles, los 
pueblos de España y otras comunidades, así como el intercambio de información sobre sus 
actividades culturales, considerando la diversidad de las expresiones culturales como una 
riqueza que ha de ser mantenida y preservada hacia el futuro.

El Plan Nacional de Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial a que se refiere el 
artículo 13 incluirá bases y líneas de colaboración para el impulso de la comunicación 
cultural.

TÍTULO III
Competencias de la Administración General del Estado

Artículo 11.  Competencias.
1. Corresponde a la Administración General del Estado, de conformidad con lo 

establecido en los artículos 44, 46, 149.1, reglas 1.ª y 28.ª, y 149.2 de la Constitución 
Española, garantizar la conservación del patrimonio inmaterial español, así como promover 
el enriquecimiento del mismo y fomentar y tutelar el acceso de todos los ciudadanos a sus 
diferentes manifestaciones. A tal fin, se adoptarán las medidas necesarias para facilitar su 
colaboración con los restantes poderes públicos y la de éstos entre sí, así como para 
recabar y proporcionar cuanta información fuera precisa a los fines de esta ley.
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2. Corresponden a la Administración General del Estado, a través del Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte, en colaboración con las Comunidades Autónomas, las 
siguientes funciones:

a) La propuesta, elaboración, seguimiento y revisión del Plan Nacional de Salvaguardia 
del Patrimonio Cultural Inmaterial.

b) La gestión del Inventario General de Patrimonio Cultural Inmaterial.
c) La salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial mediante la Declaración de 

Manifestación Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial, en los términos previstos en 
esta ley.

3. La Administración General del Estado, sin perjuicio de las competencias propias de las 
Comunidades Autónomas, cooperará con la acción cultural de las distintas Administraciones 
Públicas en el marco del artículo 9. A tal efecto, el Estado pondrá al servicio de la 
comunicación cultural las instituciones museísticas, archivos, bibliotecas y otros centros 
culturales de su titularidad.

4. Corresponde a la Administración General del Estado y a las Comunidades 
Autónomas, en el ámbito de sus competencias, la difusión internacional del conocimiento de 
los bienes del patrimonio cultural inmaterial español, así como el intercambio de información 
cultural, técnica y científica con los demás Estados y con los Organismos internacionales.

En particular, y de conformidad con lo dispuesto en la regla 3.ª del artículo 149.1 de la 
Constitución Española, corresponde a la Administración General del Estado elevar a la 
UNESCO las propuestas para la inclusión de bienes culturales inmateriales en la Lista 
Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad, en la Lista de bienes que 
requieren Medidas Urgentes de Salvaguardia, así como los programas, proyectos y 
actividades de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial que reflejen de modo más 
adecuado los principios y objetivos de la Convención.

De igual modo, corresponde a la Administración General del Estado la formulación, ante 
el Comité Intergubernamental para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la 
UNESCO, de solicitudes de asistencia internacional para la salvaguardia de dicho patrimonio 
presente en el territorio nacional, así como la remisión de informes periódicos al citado 
Comité sobre las disposiciones legislativas, reglamentarias o de otra índole que se adopten 
en aplicación de la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial.

La Administración General del Estado podrá promover conjuntamente con otros Estados, 
la puesta en valor del patrimonio cultural inmaterial compartido, estimulando la promoción de 
candidaturas ante las instituciones internacionales competentes.

Artículo 12.  Declaración de Manifestación Representativa del Patrimonio Cultural 
Inmaterial.

1. La Administración General del Estado, de acuerdo con los principios establecidos en 
el artículo 3, tendrá competencias para declarar la protección y adoptar medidas de 
salvaguardia respecto de los bienes del patrimonio cultural inmaterial en los que concurran 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando superen el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma y no exista un 
instrumento jurídico de cooperación entre Comunidades Autónomas para la protección 
integral de este bien.

b) Cuando así lo solicite la Comunidad Autónoma donde tenga lugar la manifestación, 
previa petición a la misma de la comunidad portadora del bien.

c) Cuando la consideración en conjunto del bien objeto de salvaguardia requiera para su 
específica comprensión una consideración unitaria de esa tradición compartida, más allá de 
la propia que pueda recibir en una o varias Comunidades Autónomas.

d) Cuando tenga por objeto aquellas manifestaciones culturales inmateriales que, en su 
caso, puedan aparecer asociadas o vinculadas a los servicios públicos de titularidad estatal 
o a los bienes adscritos al Patrimonio Nacional.

e) Cuando el bien posea una especial relevancia y trascendencia internacional para la 
comunicación cultural, al ser expresión de la historia compartida con otros países.
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2. Por Real Decreto podrá otorgarse una singular protección a los bienes culturales 
inmateriales anteriormente citados, mediante su declaración como Manifestación 
Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial.

3. La Declaración de Manifestación Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial por 
el Estado no obstará a las acciones de declaración o significación que, con el fin de resaltar 
las especificidades o modulaciones que presentan en sus respectivos ámbitos territoriales, 
puedan realizar las Comunidades Autónomas. En dicho caso, se deberán prever acuerdos 
de colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

4. El procedimiento se iniciará de oficio por el Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte, bien por propia iniciativa, a petición razonada de una o más Comunidades 
Autónomas o por petición motivada de persona física o jurídica.

El procedimiento se desarrollará respetando los siguientes elementos esenciales:
a) En la elaboración del Real Decreto se establecerá una fase de información pública.
b) Se preverá, asimismo, el trámite de audiencia a las comunidades portadoras del bien, 

a los titulares de derechos reales sobre los bienes muebles e inmuebles asociados a la 
Manifestación Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial, y a las Administraciones 
autonómicas y locales del territorio en el que la manifestación tiene lugar.

c) En la elaboración se recabará el informe del Consejo del Patrimonio Histórico y de las 
instituciones consultivas especializadas relacionadas con la materia y que se consideren 
convenientes, así como de los órganos competentes de las Comunidades Autónomas.

d) En la documentación constará una descripción clara del bien en la que se enumeren 
sus usos, representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas que comporta, así como 
los bienes materiales, tanto muebles como inmuebles, en los que tales actividades se 
sustentan, las comunidades, grupos y ámbitos geográficos en los que se desarrolla o ha 
desarrollado tradicionalmente, así como, en su caso, las amenazas que sobre el mismo 
puedan concurrir. La antedicha descripción deberá acompañarse de la pertinente 
documentación fotográfica, audiovisual, o de otro orden, cuando así sea posible.

e) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de doce meses y el 
silencio tendrá efectos desestimatorios.

5. La declaración de las Manifestaciones Representativas del Patrimonio Cultural 
Inmaterial generará la obligación de inscripción de éstas en el Inventario General de 
Patrimonio Cultural Inmaterial.

TÍTULO IV
Instrumentos de cooperación

Artículo 13.  Plan Nacional de Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial.
1. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, y previo 

acuerdo del Consejo del Patrimonio Histórico, aprobará el Plan Nacional de Salvaguardia del 
Patrimonio Cultural Inmaterial, destinado a desarrollar con las distintas Administraciones 
Públicas una programación coordinada de actividades en función de las necesidades del 
patrimonio cultural inmaterial a través de su Comisión de Seguimiento, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 35 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español.

2. El Plan Nacional de Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, como instrumento 
de gestión y de cooperación entre la Administración General del Estado, las Comunidades 
Autónomas, los Entes Locales, y otras entidades públicas o privadas, deberá, en primer 
lugar, facilitar la información y la habilitación en el nivel estatal de acciones que permitan la 
interrelación entre los distintos agentes, contemplar los criterios y metodologías de actuación 
más apropiados para el patrimonio cultural inmaterial, así como alertar sobre los riesgos y 
amenazas a los que se puede ver expuesto. Además, deberá contener una relación de los 
programas y líneas de trabajo imprescindibles para la salvaguardia del patrimonio cultural 
inmaterial como son:
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a) Sensibilizar a la sociedad y lograr el reconocimiento en el marco de las políticas 
culturales.

b) Investigación y documentación, con las listas, censos, registros, inventarios, 
catálogos, estudios específicos y programas especiales.

c) Conservación de los soportes materiales del patrimonio cultural inmaterial, tanto 
muebles como inmuebles y de los espacios que les son inherentes.

d) Formación, transmisión, promoción y difusión.
e) Las medidas generales de protección de los bienes declarados Manifestaciones 

Representativas del Patrimonio Cultural Inmaterial por la Administración General del Estado 
y de los que disfruten de la máxima categoría de protección otorgadas por las Comunidades 
Autónomas, así como las fórmulas de cooperación interterritorial para su protección.

3. Dentro del Plan se preverán especiales actuaciones de fomento incardinadas en lo 
dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o en la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

4. El Plan tendrá una vigencia de diez años y se revisará transcurridos los cinco 
primeros.

Artículo 14.  Inventario General de Patrimonio Cultural Inmaterial.
1. El Inventario General de Patrimonio Cultural Inmaterial deberá proporcionar 

información actualizada sobre las manifestaciones que integran éste, a partir de la 
información estatal y de la suministrada por las Comunidades Autónomas.

2. El Inventario General de Patrimonio Cultural Inmaterial deberá contener la 
identificación de los bienes y la información más completa posible sobre los mismos, en los 
soportes documentales más adecuados. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte 
gestionará el Inventario y garantizará la actualización, conservación, custodia y acceso 
público a esta información.

3. El Inventario General deberá incluir aquellos bienes culturales inmateriales declarados 
por las Comunidades Autónomas con el máximo grado de protección, así como los 
protegidos por la Administración General del Estado bajo la categoría de Manifestación 
Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial.

4. El Gobierno determinará reglamentariamente la estructura y régimen de 
funcionamiento del Inventario General de Patrimonio Cultural Inmaterial.

5. Corresponde a la Administración General del Estado suministrar ante instancias 
internacionales la información contenida en el Inventario General de Patrimonio Cultural 
Inmaterial.

6. Las declaraciones, listas, inventarios y atlas de las Comunidades Autónomas que 
deban ser incluidas en el Inventario deberán observar metodologías comunes de registro, y 
deben relacionarse con el Inventario General a través de medios digitales interoperativos.

Disposición transitoria única.  Vigencia del Plan Nacional de Salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial.

La aplicación de lo dispuesto en el artículo 13 queda diferida hasta la aprobación de un 
nuevo Plan Nacional de Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, que se deberá llevar 
a cabo en el plazo máximo de tres años desde la entrada en vigor de esta ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español.

Se añade el siguiente inciso final al apartado 2 del artículo 1 de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, del Patrimonio Histórico Español:

«Asimismo, forman parte del Patrimonio Histórico Español los bienes que 
integren el Patrimonio Cultural Inmaterial, de conformidad con lo que establezca su 
legislación especial.»

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 19  Ley para la salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial

– 339 –



Disposición final segunda.  Modificación del título de la disposición adicional novena, de la 
Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la 
competitividad y la eficiencia.

Se modifica el título de la disposición adicional novena de la Ley 18/2014, de 15 de 
octubre, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la 
eficiencia, que queda como sigue:

«Disposición adicional novena.  “A Coruña 2015-120 años después”.»

Disposición final tercera.  Título competencial.
Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª y 28.ª, y 149.2 de la 

Constitución Española, con excepción de:
a) Lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 11, que se dicta en virtud de lo dispuesto en 

el artículo 149.1.3.ª de la Constitución Española.
b) El artículo 7, que se dicta en virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1.30.ª de la 

Constitución Española.

Disposición final cuarta.  Desarrollo reglamentario.
El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, aprobará las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta ley.

Disposición final quinta.  Autorización para elaborar un texto refundido en materia de 
Patrimonio Histórico Español.

Se autoriza al Gobierno para elaborar, antes del 31 de diciembre de 2019, un texto 
refundido en el que se integren, debidamente regularizadas, aclaradas y armonizadas, la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y la presente ley para la 
salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, así como las disposiciones en materia de 
protección del patrimonio histórico contenidas en normas con rango de ley.

Disposición final sexta.  Regulación de la tauromaquia como patrimonio cultural.
Lo establecido en la presente ley se entiende, en todo caso, sin perjuicio de las 

previsiones contenidas en la Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la regulación de la 
Tauromaquia como patrimonio cultural.

Disposición final séptima.  Transferencia de datos al Inventario General de Patrimonio 
Cultural Inmaterial.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, la Administración 
General del Estado iniciará los trámites necesarios para conseguir la plena transferencia al 
Inventario General de Patrimonio Cultural Inmaterial de los datos que, referidos al patrimonio 
cultural inmaterial de las distintas Administraciones Públicas, obren actualmente en el 
Registro General de Bienes de Interés Cultural.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 20

Ley 1/2017, de 18 de abril, sobre restitución de bienes culturales que 
hayan salido de forma ilegal del territorio español o de otro Estado 
miembro de la Unión Europea, por la que se incorpora al 
ordenamiento español la Directiva 2014/60/UE, del Parlamento 

Europeo y del Consejo de 15 de mayo de 2014

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 93, de 19 de abril de 2017
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2017-4258

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO
La articulación de la política cultural europea hunde sus raíces en el artículo 151 del 

Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, que señalaba que «la Comunidad contribuirá 
al florecimiento de las culturas de los Estados miembros dentro del respeto de su diversidad 
nacional y regional, poniendo de relieve al mismo tiempo el patrimonio cultural común». En 
virtud de lo anterior, los Estados miembros conservan el derecho a definir lo que consideran 
como sus patrimonios nacionales y a adoptar las disposiciones necesarias para garantizar la 
protección de los mismos.

La base descrita contribuye a explicar el hecho de que el artículo 36 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea indique que las disposiciones de los artículos 34 y 35, 
(relativas a la supresión de toda restricción cuantitativa sobre la importación o la exportación 
en un mercado interior en el que se favorece la libre circulación), no serán obstáculo para las 
prohibiciones o restricciones a la importación, exportación o tránsito justificadas por razones 
de orden público, moralidad y seguridad públicas, protección de la salud y vida de las 
personas y animales, preservación de los vegetales, protección del patrimonio artístico, 
histórico o arqueológico nacional o protección de la propiedad industrial y comercial.

Estimando la conveniencia, por tanto, de la instauración de un sistema que permitiese a 
los Estados miembros la restitución de los bienes culturales clasificados dentro de sus 
patrimonios nacionales con arreglo a dicho artículo, y que hubieran salido de su territorio en 
infracción de los tratados o del Reglamento (CEE) n.º 3911/92 del Consejo, de 9 de 
diciembre de 1992, relativo a la exportación de bienes culturales, se adoptó la 
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Directiva 93/7/CEE del Consejo, de 15 de marzo, relativa a la restitución de bienes culturales 
que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro de la Unión Europea, 
con la intención de que se instaurase en cada Estado un sistema cuya aplicación fuese lo 
más sencilla y eficaz posible, si bien limitando el ámbito de aplicación del sistema a objetos 
que perteneciesen a una serie de categorías comunes de bienes culturales. La Directiva 
constituyó un primer paso hacia una cooperación entre Estados miembros en ese ámbito, en 
el contexto del mercado interior con miras a lograr un mayor reconocimiento mutuo de las 
normas nacionales aplicables.

La Directiva, que establecía una obligación de restitución de los bienes que hubieran 
salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro, hacía recaer la obligación sobre el 
poseedor o tenedor del bien, y correlativamente establecía una obligación de cooperación y 
concertación para el Estado miembro en cuyo territorio se encontrase el bien cultural, 
entrañando el incumplimiento de dicha obligación de restitución la posibilidad de ejercicio de 
una acción de restitución por parte del Estado requirente ante los Tribunales competentes 
del Estado requerido.

La Directiva se refería a la restitución de los bienes culturales definidos como bienes 
clasificados como «tesoros nacionales con valor artístico, histórico o arqueológico», de 
conformidad con la legislación o los procedimientos administrativos nacionales, siempre que 
perteneciesen a alguna de las categorías indicadas en su anexo o formasen parte integrante 
de las colecciones públicas que figurasen en los inventarios de museos, archivos o fondos 
de conservación de bibliotecas, o en los de instituciones eclesiásticas.

La transposición de la Directiva se puso en marcha a través de la Ley 36/1994, de 23 de 
diciembre, de incorporación al ordenamiento jurídico español de la Directiva 93/7/CEE del 
Consejo, de 15 de marzo, relativa a la restitución de bienes culturales que hayan salido de 
forma ilegal del territorio de un Estado miembro de la Unión Europea.

La Ley 36/1994, de 23 de diciembre, se redactó a la manera de una breve ley de 
carácter procesal, limitada en su mayor parte a recoger sólo una sección del texto 
comunitario. Precisamente esta falta de desarrollo abocó a los aplicadores a recurrir 
frecuentemente al texto comunitario.

La ley fue modificada mediante la Ley 18/1998, de 15 de junio, que incorporó la Directiva 
96/100/CEE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de febrero de 1997, que 
modificaba a su vez el anexo de la Directiva 93/7/CEE, incorporando nuevas clasificaciones. 
Esta Directiva fue de nuevo modificada por la Directiva 2001/38/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 5 de junio de 2001, que introdujo novedades en el último párrafo de la 
sección B del anexo de la Directiva 93/7/CEE, de modo que a partir del 1 de enero de 2002 
los Estados miembros cuya moneda fuese el euro aplicaran directamente los valores en 
euros previstos en la legislación comunitaria.

Pese a todo lo anterior, las bajas cifras de comunicación de restituciones por parte de los 
países mostraron las importantes carencias existentes en materia de cooperación y de 
consulta entre las autoridades centrales nacionales. Documentos como el Informe de la 
Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social Europeo, de 21 
de diciembre de 2005 (segundo informe sobre la aplicación de la Directiva 93/7/CEE del 
Consejo), pusieron de manifiesto la escasa frecuencia de su aplicación. Las restricciones 
relativas a la antigüedad y al valor pecuniario presentes en las categorías del anexo de la 
Directiva, la indeterminación de los órganos encargados de tasar el valor económico, los 
problemas de interpretación sobre la referencia a las colecciones nacionales y, muy 
especialmente, la brevedad del plazo en el que podían presentarse demandas de restitución 
y a los costes relacionados con estas, conformaron un ámbito material de aplicación que 
generó ciertos problemas prácticos.

Un informe anterior (Informe de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al 
Comité Económico y Social Europeo, de 25 de mayo de 2000, sobre la aplicación del 
Reglamento (CEE) n.º 3911/92 del Consejo relativo a la exportación de bienes culturales y 
de la Directiva 93/7/CEE del Consejo relativa a la restitución de bienes culturales que hayan 
salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro), constataba también que la 
influencia de los actos jurídicos derivados de la transposición de la Directiva tenían una 
importancia marginal sobre la disminución del comercio ilegal de bienes culturales, 
destacando que una mejor estructuración de la cooperación administrativa y de la 
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información que las autoridades interesadas deben intercambiar podría mejorar los 
resultados de la aplicación de la Directiva y el Reglamento.

Particularmente en España, la aplicación de la Directiva demostró las limitaciones del 
sistema para obtener la restitución de bienes culturales.

Las anteriores razones han llevado en el marco comunitario a la aprobación de la 
Directiva 2014/60/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, 
relativa a la restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de 
un Estado miembro, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 1024/2012, que 
presenta ciertas novedades en su regulación.

En primer lugar, la actual Directiva carece de un anexo en el que se categoricen los 
bienes. Asimismo, destaca la inclusión del Sistema de Información del Mercado Interior (IMI), 
sobre el que se indica que un módulo especial específicamente diseñado para bienes 
culturales habrá de ponerse en práctica con vistas a una mejor y más uniforme aplicación de 
la Directiva.

Se incorpora, asimismo, la designación de una autoridad central.
Se amplía, por otra parte, el plazo para verificar si el bien cultural descubierto en otro 

Estado miembro constituye un bien en el sentido descrito en la Directiva, que pasa a ser de 
seis meses. De idéntico modo, el plazo para ejercer la acción de restitución se amplía de un 
año a tres años a partir de la fecha en la que el Estado miembro de cuyo territorio salió de 
forma ilegal el bien cultural tuvo conocimiento del lugar en el que se encontraba el bien y de 
la identidad de su poseedor o tenedor. Por último, se solicita una mención específica a 
«otras instituciones religiosas», se establecen unas directrices claras para la determinación 
de la existencia o no de diligencia debida, y se aumentan los plazos para remitir el informe 
pertinente a la Comisión Europea especialmente tras la «Corrección de errores de la 
Directiva 2014/60/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, 
relativa a la restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de 
un Estado miembro, y por la que modifica el Reglamento (UE) n.º 1024/2012» publicada el 
día 12 de junio de 2015.

La presente ley transpone la Directiva 2014/60/UE, cumplimentando todos los 
requerimientos de ésta mediante la regulación de la acción de restitución, la remisión de los 
trámites para su ejercicio a las reglas de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, sobre los juicios verbales, las reglas sobre legitimación activa y pasiva, los especiales 
requisitos de admisión de la demanda y del contenido de la sentencia que recaiga y, 
finalmente, unas reglas especiales sobre la indemnización equitativa que eventualmente 
hubiera de satisfacerse. Asimismo, la ley contiene la alusión al sistema IMI, y se hace eco de 
cuantas modificaciones de plazo prescribe la Directiva.

Artículo 1.  Objeto.
Esta ley tiene por objeto la regulación de las condiciones de restitución de bienes 

culturales que hayan salido ilegalmente del territorio español y se encuentren en territorio de 
otro Estado miembro de la Unión Europea, así como de la acción de restitución que se 
pueda presentar ante las autoridades españolas sobre los bienes que hayan salido de forma 
ilegal de un territorio de otro Estado miembro de la Unión Europea y que se encuentren en 
territorio español.

Artículo 2.  Definiciones.
A efectos de la presente ley, se entenderá por:
1.º «Bien cultural»: aquel que
a) Esté clasificado, antes o después de haber salido de forma ilegal del territorio de un 

Estado miembro de la Unión Europea, como «patrimonio artístico, histórico o cultural», con 
arreglo a la legislación estatal o regional o a procedimientos administrativos nacionales en el 
marco del artículo 36 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

b) Se encuentre incluido en inventarios de instituciones eclesiásticas, forme parte de 
colecciones públicas, o pertenezca a alguna de las categorías que se relacionan en la 
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en las leyes que en materia 
de patrimonio histórico o cultural han aprobado las comunidades autónomas en el ejercicio 
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de su competencia, en el Reglamento (CE) n.º 116/2009 del Consejo, de 18 de diciembre de 
2008, relativo a la exportación de bienes culturales, sea su titularidad pública o privada, o en 
la propia Directiva 2014/60/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 
2014, relativa a la restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del 
territorio de un Estado miembro, y por la que modifica el Reglamento (UE) n.º 1024/2012, 
publicada el día 12 de junio de 2015.

2.º «Colecciones públicas»: aquellas formadas por bienes culturales que, estando 
clasificadas como públicas con arreglo a la legislación de un Estado miembro, son propiedad 
de ese Estado miembro, de una autoridad local o regional del mismo o de una institución 
situada en su territorio, a condición de que esa institución sea de titularidad de dicho Estado 
miembro o de una autoridad local o regional, o esté financiada de forma significativa por 
cualquiera de ellos.

3.º «Que haya salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro»:
a) Que haya salido del territorio de un Estado miembro infringiendo su legislación en 

materia de protección del patrimonio nacional entendido éste como el constituido por sus 
bienes culturales protegidos de titularidad pública o privada, o infringiendo las disposiciones 
del Reglamento (CE) n.º 116/2009, del Consejo, o

b) Que no haya sido devuelto al término de una salida temporal realizada legalmente, o 
que se infrinja cualquier otra condición de dicha salida temporal.

4.º «Estado miembro requirente»: el Estado miembro de cuyo territorio haya salido de 
forma ilegal el bien cultural.

5.º «Estado miembro requerido»: el Estado miembro en cuyo territorio se encuentre un 
bien cultural que haya salido de forma ilegal del territorio de otro Estado miembro.

6.º «Restitución»: la devolución material del bien cultural al territorio del Estado miembro 
requirente.

7.º «Poseedor»: la persona que tiene la posesión material del bien cultural por cuenta 
propia.

8.º «Tenedor»: la persona que tiene la posesión material del bien cultural por cuenta 
ajena.

Artículo 3.  Autoridad central.
1. La Secretaría de Estado de Cultura, o el órgano superior de la Administración General 

del Estado que en cada momento asuma sus competencias en materia de patrimonio 
histórico, será considerada autoridad central.

2. La autoridad central competente del Estado cooperará y fomentará una concertación 
entre las autoridades nacionales competentes de los Estados miembros, teniendo por 
misión, en particular:

a) Localizar, a petición del Estado miembro requirente, un bien cultural concreto que 
haya salido de forma ilegal del territorio de dicho Estado miembro, e identificar al poseedor 
y/o tenedor del mismo. La petición deberá ir acompañada de toda la información útil para 
facilitar la búsqueda, especialmente la relativa a la localización efectiva o presunta del bien.

b) Notificar el hallazgo a los Estados miembros interesados, en caso de descubrir bienes 
culturales en su propio territorio, si existieran motivos razonables para suponer que dichos 
bienes han salido de forma ilegal del territorio de otro Estado miembro.

c) Facilitar la verificación, por parte de las autoridades competentes del Estado miembro 
requirente, de que el bien en cuestión es un bien cultural, a condición de que la verificación 
se efectúe en los seis meses siguientes a la notificación prevista en el apartado b). En caso 
de que no se efectúe dicha acreditación en el plazo estipulado, no serán de aplicación los 
apartados d) y e).

d) Adoptar, en cooperación con el Estado miembro interesado, las medidas necesarias 
para la conservación material del bien cultural.

e) Evitar, con las medidas de precaución que sean necesarias, que se eluda el 
procedimiento de restitución.

f) Actuar como intermediario entre el poseedor o el tenedor y el Estado miembro 
requirente en materia de restitución. En ese sentido, y sin perjuicio de lo dispuesto en el 

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 20  Restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal de España o de la UE

– 344 –



artículo 6, podrá facilitar la aplicación de un procedimiento de arbitraje con arreglo a la 
legislación nacional del Estado miembro requerido, con la condición de que el Estado 
miembro requirente y el poseedor o el tenedor den formalmente su conformidad.

3. A través del Consejo del Patrimonio Histórico Español, se facilitará la colaboración de 
los órganos competentes de las comunidades autónomas con los de la Administración 
General del Estado.

Artículo 4.  Sistema de Información del Mercado Interior.
A través del Sistema de Información del Mercado Interior (IMI), la autoridad central 

competente del Estado cooperará con el resto de las autoridades centrales de los Estados 
miembros de la Unión Europea. Asimismo, podrá divulgar información pertinente relacionada 
con casos sobre bienes culturales que hayan sido robados o que hayan salido de forma 
ilegal de su territorio, respetando en todo caso las garantías que establece la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 5.  Órganos jurisdiccionales españoles competentes.
Son competentes para conocer de la acción de restitución de bienes culturales que 

hayan salido de forma ilegal de un Estado miembro de la Unión Europea y que se hallen en 
territorio español los órganos del orden jurisdiccional civil, de acuerdo con lo que establezcan 
las leyes procesales y civiles.

Artículo 6.  Proceso aplicable.
Los procesos derivados del ejercicio de la acción de restitución ante los tribunales 

españoles se regirán por lo dispuesto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, en todo lo no previsto en la presente ley, y se tramitarán por las reglas establecidas en 
los juicios verbales con las especialidades que se contienen en los artículos siguientes.

Artículo 7.  Legitimación.
1. El Estado, en calidad de requirente, podrá interponer una acción de restitución contra 

el poseedor, y, en su defecto, contra el tenedor del bien cultural que haya salido de forma 
ilegal de su territorio, ante los tribunales competentes del Estado miembro requerido.

2. Estarán legitimados para el ejercicio de la acción de restitución únicamente los 
Estados miembros de la Unión Europea de cuyo territorio haya salido de forma ilegal el bien 
cultural.

3. Estarán legitimados pasivamente únicamente quienes tuvieren la posesión o la simple 
tenencia del bien reclamado.

Artículo 8.  Objeto de la acción de restitución.
La acción hará referencia exclusivamente a la restitución del bien cultural, sin que ésta 

pueda ampliarse a cuestiones que puedan ser reclamadas a través de las acciones civiles, 
penales o de otra naturaleza que puedan proceder de acuerdo con el ordenamiento jurídico 
español.

Artículo 9.  Plazos de la acción de restitución.
1. El ejercicio de la acción de restitución prescribirá en el plazo de tres años a partir de la 

fecha en que la autoridad central competente del Estado miembro requirente haya tenido 
conocimiento del lugar en el que se encontraba el bien cultural y de la identidad del poseedor 
o del tenedor del mismo.

2. En cualquier caso, la acción de restitución prescribirá en un plazo de treinta años, a 
partir de la fecha en que el bien cultural haya salido de forma ilegal del territorio del Estado 
miembro requirente.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la acción de restitución de bienes 
pertenecientes a colecciones públicas y de bienes incluidos en los inventarios de 
instituciones eclesiásticas o de otras instituciones religiosas que estén sometidos a un 
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régimen especial de protección por la legislación del Estado requirente prescribirá en un 
plazo de setenta y cinco años, excepto que en el marco de acuerdos bilaterales con el 
Estado miembro se hubiera establecido un plazo mayor, o que la legislación del Estado 
requirente prevea la imprescriptibilidad de la acción.

Artículo 10.  Admisión de la demanda.
1. La demanda deberá acompañarse de:
a) Un documento en el que se describa el bien reclamado y se certifique que se trata de 

un bien clasificado como bien cultural conforme a la definición del artículo 2 de la presente 
ley.

b) Una declaración de las autoridades competentes del Estado requirente de que el bien 
cultural ha salido de su territorio de forma ilegal y que persiste esta circunstancia en el 
momento de presentarse la demanda.

2. En el caso de una expedición temporal realizada legalmente que haya devenido en 
una situación ilegal, la demanda deberá precisar si se trata del incumplimiento de la 
obligación de devolución, una vez transcurrido el plazo o de la infracción de alguna de las 
demás condiciones de dicha expedición temporal.

3. El Juez, de oficio y sin audiencia de las partes, dictará auto de inadmisión de la 
demanda de no acompañarse los documentos a que se refieren los apartados anteriores o 
cuando la declaración de las autoridades competentes referida en la letra b) del apartado 1 
no acredite que la salida del bien cultural sigue siendo ilegal en el momento de la 
presentación de la demanda.

4. La autoridad central del Estado miembro requirente informará sin demora a la 
autoridad central competente del Estado miembro requerido acerca de la presentación de la 
demanda para la restitución del objeto en cuestión. Dicha información se facilitará a través 
del IMI de acuerdo con las disposiciones legislativas aplicables en materia de protección de 
datos personales, sin perjuicio de usar otros medios de comunicación.

La autoridad central competente del Estado miembro requerido informará sin demora a 
las autoridades centrales de los otros Estados miembros.

Artículo 11.  Contenido de la sentencia.
1. El Juez ordenará la restitución material del bien cultural al territorio del Estado 

miembro requirente, siempre que quede probado que se trata de un bien cultural y que su 
salida del territorio del Estado requirente ha sido ilegal.

2. La misma sentencia concederá al poseedor una indemnización que considere 
equitativa a tenor de las circunstancias que queden acreditadas en el proceso, siempre que 
el poseedor haya adquirido el bien de buena fe y pruebe que ha empleado la diligencia 
debida en el momento de la adquisición.

Para determinar si el poseedor actuó con la diligencia debida, se tendrán en cuenta 
todas las circunstancias de la adquisición, en particular la documentación sobre la 
procedencia del bien, las autorizaciones de salida exigidas por el Derecho del Estado 
miembro requirente, en qué calidad actúan las partes, el precio pagado, la consulta por el 
poseedor de los registros accesibles sobre bienes culturales robados y cualquier otra 
información pertinente que hubiese podido razonablemente obtener o cualquier otra gestión 
que una persona razonable hubiese realizado en las mismas circunstancias.

3. En caso de donación o sucesión, el poseedor no podrá disfrutar de un régimen más 
favorable que el que haya tenido la persona de quien haya adquirido el bien en dicho 
concepto.

4. Contra las sentencias dictadas en estos procesos se podrá interponer recurso de 
apelación.

Artículo 12.  Propiedad del bien tras su restitución.
La propiedad del bien cultural tras su restitución se regirá por la legislación interna del 

Estado miembro requirente.
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Artículo 13.  Indemnización equitativa y gastos.
1. Cuando el Estado actúe como requirente, deberá satisfacer la indemnización 

equitativa a que se refiere el artículo 11.2 en el momento en que sea firme la sentencia de 
restitución, consignando su importe junto con los gastos ocasionados por la conservación del 
bien cultural reclamado.

2. En el caso de que el Estado requirente sea otro Estado miembro, la satisfacción de la 
indemnización equitativa será el requisito previo para que se proceda a la ejecución de la 
sentencia.

3. Los gastos derivados de la ejecución de la sentencia por la que se ordene la 
restitución del bien cultural serán sufragados por el Estado miembro requirente.

4. El pago de la indemnización equitativa y de los gastos derivados de la ejecución de la 
sentencia no afectará al derecho del Estado miembro requirente de reclamar el reembolso 
de dichos importes a las personas responsables de la salida ilegal del bien cultural de su 
territorio.

Artículo 14.  Informe sobre la aplicación de la Ley que transpone la Directiva 2014/60/UE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014.

No más tarde del 18 de diciembre de 2020, y a continuación cada cinco años, el 
Gobierno presentará a la Comisión Europea un informe sobre la aplicación de la presente 
Ley.

Disposición adicional primera.  Aplicación al Espacio Económico Europeo.
En el supuesto y momento en que se atengan al cumplimiento de la Directiva 

2014/60/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativa a la 
restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado 
miembro de la Unión Europea, y por la que se modifica el Reglamento UE n.º 1024/2012, la 
presente ley se aplicará a los países miembros del Espacio Económico Europeo no 
integrados en la Unión Europea, teniendo a todos los efectos la condición de Estados 
requirentes o requeridos.

Disposición adicional segunda.  Ámbito de aplicación temporal.
Esta ley será aplicable también a las salidas ilegales del territorio de los Estados 

miembros producidas antes del 1 de enero de 1993, computándose el plazo de prescripción 
a que se refiere el artículo 9, a partir de la entrada en vigor de esta ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
A la entrada en vigor de esta ley quedarán derogadas todas las disposiciones de igual o 

inferior rango que se opongan a lo establecido en la misma y, en particular, las siguientes:
– La Ley 36/1994, de 23 de diciembre, de incorporación al ordenamiento jurídico español 

de la Directiva 93/7 CEE del Consejo, de 15 de marzo, relativa a la restitución de bienes 
culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro de la Unión 
Europea.

– El Real Decreto 211/2002, de 22 de febrero, por el que se actualizan determinados 
valores incluidos en la Ley 36/1994, de 23 de diciembre, de incorporación al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 93/7/CEE del Consejo, de 15 de marzo, relativa a la 
restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado 
miembro de la Unión Europea.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.28.ª, y 149.2 de la 

Constitución Española, con excepción de los artículos 5 a 13, que se dictan en virtud de las 
competencias exclusivas del Estado en materia de legislación procesal y legislación civil, 
previstas en los artículos 149.1.6.ª y 149.1.8.ª de la Constitución Española.
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Disposición final segunda.  Incorporación de derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2014/60/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativa a la restitución de 
bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro de la 
Unión Europea, y por la que se modifica el Reglamento UE n.º 1024/2012.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 21

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995

Última modificación: 28 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-1995-25444

[ . . . ]
Artículo 143 bis.  

La distribución o difusión pública a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra 
tecnología de la información o de la comunicación de contenidos específicamente destinados 
a promover, fomentar o incitar al suicidio de personas menores de edad o personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección será castigada con la pena de prisión de 
uno a cuatro años.

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la 
retirada de los contenidos a los que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los 
servicios que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para el bloqueo de unos y 
otros cuando radiquen en el extranjero.

[ . . . ]
Artículo 156 quater.  

A las personas condenadas por la comisión de uno o más delitos comprendidos en este 
Título, cuando la víctima fuere alguna de las personas a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 173, se les podrá imponer además una medida de libertad vigilada.

Artículo 156 quinquies.  
A las personas condenadas por la comisión de alguno de los delitos previstos en los 

artículos 147.1, 148, 149, 150 y 153 en los que la víctima sea una persona menor de edad 
se les podrá imponer, además de las penas que procedan, la pena de inhabilitación especial 
para cualquier profesión, oficio u otras actividades, sean o no retribuidos, que conlleve 
contacto regular y directo con personas menores de edad, por un tiempo superior entre tres 
y cinco años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en la sentencia o 
por un tiempo de dos a cinco años cuando no se hubiere impuesto una pena de prisión, en 
ambos casos se atenderá proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los 
delitos cometidos y a las circunstancias que concurran en la persona condenada.
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[ . . . ]
Artículo 189 ter.  

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 
responsable de los delitos comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes 
penas:

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la persona 
física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la 
persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos años no incluida en el 
anterior inciso.

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el resto de los casos.
d) Disolución de la persona jurídica, conforme a lo dispuesto en el artículo 33.7 b) de 

este Código, pudiendo decretarse, atendidas las reglas recogidas en el artículo 66 bis, las 
demás penas previstas en el mismo que sean compatibles con la disolución.

[ . . . ]
TÍTULO XVI

De los delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la 
protección del patrimonio histórico y el medio ambiente

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los delitos sobre el patrimonio histórico

Artículo 321.  
Los que derriben o alteren gravemente edificios singularmente protegidos por su interés 

histórico, artístico, cultural o monumental serán castigados con las penas de prisión de seis 
meses a tres años, multa de doce a veinticuatro meses y, en todo caso, inhabilitación 
especial para profesión u oficio por tiempo de uno a cinco años.

En cualquier caso, los Jueces o Tribunales, motivadamente, podrán ordenar, a cargo del 
autor del hecho, la reconstrucción o restauración de la obra, sin perjuicio de las 
indemnizaciones debidas a terceros de buena fe.

Artículo 322.  
1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, haya informado 

favorablemente proyectos de derribo o alteración de edificios singularmente protegidos será 
castigado además de con la pena establecida en el artículo 404 de este Código con la de 
prisión de seis meses a dos años o la de multa de doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público que por sí 
mismo o como miembro de un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de su 
concesión a sabiendas de su injusticia.

Artículo 323.  
1. Será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años o multa de doce a 

veinticuatro meses el que cause daños en bienes de valor histórico, artístico, científico, 
cultural o monumental, o en yacimientos arqueológicos, terrestres o subacuáticos. Con la 
misma pena se castigarán los actos de expolio en estos últimos.

2. Si se hubieran causado daños de especial gravedad o que hubieran afectado a bienes 
cuyo valor histórico, artístico, científico, cultural o monumental fuera especialmente 
relevante, podrá imponerse la pena superior en grado a la señalada en el apartado anterior.

3. En todos estos casos, los jueces o tribunales podrán ordenar, a cargo del autor del 
daño, la adopción de medidas encaminadas a restaurar, en lo posible, el bien dañado.
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Artículo 324.  
El que por imprudencia grave cause daños, en cuantía superior a 400 euros, en un 

archivo, registro, museo, biblioteca, centro docente, gabinete científico, institución análoga o 
en bienes de valor artístico, histórico, cultural, científico o monumental, así como en 
yacimientos arqueológicos, será castigado con la pena de multa de tres a 18 meses, 
atendiendo a la importancia de los mismos.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Disposiciones comunes

Artículo 338.  
Cuando las conductas definidas en este Título afecten a algún espacio natural protegido, 

se impondrán las penas superiores en grado a las respectivamente previstas.

Artículo 339.  
Los jueces o tribunales ordenarán la adopción, a cargo del autor del hecho, de las 

medidas necesarias encaminadas a restaurar el equilibrio ecológico perturbado, así como de 
cualquier otra medida cautelar necesaria para la protección de los bienes tutelados en este 
Título.

Artículo 340.  
Si el culpable de cualquiera de los hechos tipificados en este Título hubiera procedido 

voluntariamente a reparar el daño causado, los Jueces y Tribunales le impondrán la pena 
inferior en grado a las respectivamente previstas.

TÍTULO XVI BIS
De los delitos contra los animales

Artículo 340 bis.  
1. Será castigado con la pena de prisión de tres a dieciocho meses o multa de seis a 

doce meses y con la pena de inhabilitación especial de uno a tres años para el ejercicio de 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales el que fuera de las actividades legalmente reguladas y por cualquier medio o 
procedimiento, incluyendo los actos de carácter sexual, cause a un animal doméstico, 
amansado, domesticado o que viva temporal o permanentemente bajo el control humano 
lesión que requiera tratamiento veterinario para el restablecimiento de su salud.

Si las lesiones del apartado anterior se causaren a un animal vertebrado no incluido en el 
apartado anterior, se impondrá la pena de prisión de tres a doce meses o multa de tres a 
seis meses, además de la pena de inhabilitación especial de uno a tres años para el ejercicio 
de la profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Si el delito se hubiera cometido utilizando armas de fuego, el juez o tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena de privación del derecho a tenencia y porte de armas por un 
tiempo de uno a cuatro años.

2. Las penas previstas en el apartado anterior se impondrán en su mitad superior cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias agravantes:

a) Utilizar armas, instrumentos, objetos, medios, métodos o formas que pudieran resultar 
peligrosas para la vida o salud del animal.

b) Ejecutar el hecho con ensañamiento.
c) Causar al animal la pérdida o la inutilidad de un sentido, órgano o miembro principal.
d) Realizar el hecho por su propietario o quien tenga confiado el cuidado del animal.
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e) Ejecutar el hecho en presencia de un menor de edad o de una persona especialmente 
vulnerable.

f) Ejecutar el hecho con ánimo de lucro.
g) Cometer el hecho para coaccionar, intimidar, acosar o producir menoscabo psíquico a 

quien sea o haya sido cónyuge o a persona que esté o haya estado ligada al autor por una 
análoga relación de afectividad, aun sin convivencia.

h) Ejecutar el hecho en un evento público o difundirlo a través de tecnologías de la 
información o la comunicación.

i) Utilizar veneno, medios explosivos u otros instrumentos o artes de similar eficacia 
destructiva o no selectiva.

3. Cuando, con ocasión de los hechos previstos en el apartado primero de este artículo, 
se cause la muerte de un animal doméstico, amansado, domesticado o que viva temporal o 
permanentemente bajo el control humano, se impondrá la pena de prisión de doce a 
veinticuatro meses, además de la pena de inhabilitación especial de dos a cuatro años para 
el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la 
tenencia de animales.

Cuando, con ocasión de los hechos previstos en el apartado primero de este artículo, se 
cause muerte de un animal vertebrado no incluido en el apartado anterior, se impondrá la 
pena de prisión de seis a dieciocho meses o multa de dieciocho a veinticuatro meses, 
además de la pena de inhabilitación especial de dos a cuatro años para el ejercicio de la 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Si el delito se hubiera cometido utilizando armas de fuego, el juez o tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena de privación del derecho a tenencia y porte de armas por un 
tiempo de dos a cinco años.

Cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado anterior, el juez o 
tribunal impondrá las penas en su mitad superior.

4. Si las lesiones producidas no requiriesen tratamiento veterinario o se hubiere 
maltratado gravemente al animal sin causarle lesiones, se impondrá una pena de multa de 
uno a dos meses o trabajos en beneficio de la comunidad de uno a treinta días. Asimismo, 
se impondrá la pena de inhabilitación especial de tres meses a un año para el ejercicio de 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Artículo 340 ter.  
Quien abandone a un animal vertebrado que se encuentre bajo su responsabilidad en 

condiciones en que pueda peligrar su vida o integridad será castigado con una pena de 
multa de uno a seis meses o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a 
noventa días. Asimismo, se impondrá la pena de inhabilitación especial de uno a tres años 
para el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la 
tenencia de animales.

Artículo 340 quater.  
1. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este título, se le impondrán las siguientes penas:
a) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista en la 

ley una pena de prisión superior a dos años.
b) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.
2. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, en los supuestos de 

responsabilidad de personas jurídicas los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las 
penas recogidas en el artículo 33.7, párrafos b) a g).
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Artículo 340 quinquies.  
Los jueces o tribunales podrán adoptar motivadamente cualquier medida cautelar 

necesaria para la protección de los bienes tutelados en este Título, incluyendo cambios 
provisionales sobre la titularidad y cuidado del animal.

Cuando la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio o comercio 
que tenga relación con los animales y para la tenencia de animales recaiga sobre la persona 
que tuviera a asignada la titularidad o cuidado del animal maltratado, el juez o tribunal, de 
oficio o a instancia de parte, adoptará las medidas pertinentes respecto a la titularidad y el 
cuidado del animal.

[ . . . ]
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§ 22

Real Decreto 1680/1991, de 15 de noviembre, por el que se 
desarrolla la disposición adicional novena de la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español, sobre garantía del Estado 

para obras de interés cultural

Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno
«BOE» núm. 285, de 28 de noviembre de 1991

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1991-28791

La disposición adicional novena de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, introducida por la disposición adicional primera de la Ley 37/1988, de 28 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1989, instituye «la garantía del 
Estado para obras de interés cultural» y habilita a los Ministros de Cultura y de Economía y 
Hacienda para proponer el Real Decreto por el que se regule el procedimiento y requisitos 
para el otorgamiento de este compromiso y la forma de hacerlo efectivo en su caso.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Cultura y de Economía y Hacienda, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 15 de noviembre de 1991,

DISPONGO:

Artículo 1.  
1. De acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional novena uno de la Ley 

16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, el Estado podrá comprometerse a 
indemnizar por la destrucción, pérdida, sustracción o daño de aquellas obras de relevante 
interés artístico, histórico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, científico o técnico que 
se cedan, temporal o definitivamente, a Museos, Bibliotecas o Archivos para su 
contemplación pública.

2. El importe acumulado de los compromisos otorgados en cada año por el Estado no 
podrá superar el límite que al efecto se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para ese año.

Artículo 2.  
1. Pueden solicitar ante el Ministerio de Cultura el otorgamiento de la garantía del Estado 

para obras de relevante interés cultural, los Museos, Bibliotecas y Archivos de titularidad 
pública o privada cesionarios de las obras a que se refiere el apartado 1 del artículo anterior.

2. En la solicitud deberán constar los siguientes datos:
a) Duración de la exposición y lugar de la misma.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

– 354 –



b) Descripción de las obras, justificando su relevante interés artístico, cultural, científico o 
técnico.

c) Valor de cada una de las obras declarado por el cedente y aceptado por el Director de 
la institución que formula la solicitud. En el caso de que intervengan tasadores o peritos, se 
adjuntará copia de la valoración efectuada por éstos.

d) Procedimientos previstos para realizar los informes sobre el estado de conservación 
de las obras antes de su entrega a la institución cesionaria y en el momento de su 
devolución al cedente.

e) Medidas de conservación y seguridad en el embalaje, transporte y durante la 
exhibición de las obras, con mención expresa del valor máximo de las obras que se 
trasladarán en un solo transporte.

f) Seguros contratados, o que se proyecte contratar, para atender las cantidades no 
cubiertas por la garantía de acuerdo con el artículo 6.° 2 de este Real Decreto, así como 
otras garantías análogas a la estatal otorgadas, en su caso, por otras Administraciones 
Públicas.

3. La institución solicitante aportará escrito en el que conste la conformidad del cedente 
de la obra sobre los extremos contenidos en la solicitud así como el sometimiento expreso 
de éste al presente Real Decreto y demás normas reguladoras de la garantía del Estado 
para obras de interés cultural.

4. La Dirección General de Bellas Artes y Archivos consultará al órgano competente de 
la Comunidad Autónoma respecto a las solicitudes formuladas por los Museos, Bibliotecas y 
Archivos radicados en su ámbito territorial, que no estén gestionados por la Administración 
del Estado y sus Organismos autónomos.

Artículo 3.  
1. La Dirección General de Bellas Artes y Archivos dará traslado, en su caso, a la 

institución cesionaria de las condiciones complementarias que estime pertinentes a efectos 
de que ésta manifieste por escrito su conformidad con las mismas.

2. La Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico 
Español, asesorará sobre las cuestiones que en esta materia le sean consultadas por el 
Director general de Bellas Artes y Archivos.

3. La Dirección General de Bellas Artes y Archivos, informará las solicitudes de la 
garantía del Estado para obras de relevante interés cultural y, en su caso, propondrá al 
Ministro de Cultura el otorgamiento de estos compromisos.

4. La Orden de otorgamiento de la garantía expresará el compromiso del Estado de 
indemnizar por la destrucción, pérdida, sustracción o daño de las obras mencionadas en la 
solicitud, de acuerdo con los valores y las condiciones expresados en la misma entre los que 
se incluirán, en su caso, las complementarias a que se refiere el número 1 de este artículo.

Artículo 4.  
1. El otorgamiento de la garantía del Estado obliga a la institución cesionaria a la 

observancia de cuanto se establece en la propia Orden de otorgamiento.
2. Además, en caso de destrucción, pérdida, sustracción o daño de una obra, la 

institución cesionaria deberá:
a) Comunicar, de forma inmediata, al Ministerio de Cultura este suceso, con información 

detallada sobre sus circunstancias y consecuencias.
b) Adoptar las medidas necesarias para aminorar en lo posible los efectos del mismo.

Artículo 5.  
La garantía del Estado no cubre la destrucción, pérdida, sustracción o daño de las obras 

debidos a:
a) Vicio propio o cualidad intrínseca del bien objeto de la garantía.
b) El simple transcurso del tiempo.
c) La acción u omisión deliberada del cedente de la obra, sus empleados o agentes.
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d) Incautación, retención, embargo de la obra o medida similar instada por un tercero y 
acordada por el órgano competente.

e) Explosión nuclear.

Artículo 6.  
1. La cuantía de las indemnizaciones resultantes en su caso del compromiso otorgado 

por el Estado se determinará conforme a las siguientes reglas:
1.a Por pérdida, sustracción o destrucción de la obra el Ministerio de Cultura abonará al 

cedente de ésta una cantidad igual al valor de la obra declarado en la solicitud y reconocido 
en la Orden de otorgamiento de la garantía del Estado.

2.a Por daño de la obra, la indemnización comprenderá: a) el costo razonable de la 
restauración de la obra establecido de mutuo acuerdo entre el cedente y el Ministerio de 
Cultura o, de no llegar a tal acuerdo, el determinado por un Perito mutuamente aceptado por 
ambas partes, y b) una cantidad igual a la depreciación en el valor de mercado de la obra, 
después de la restauración estableciéndose dicha cantidad de mutuo acuerdo entre el 
cedente y el Ministerio de Cultura o, en caso de no existir tal acuerdo, el determinado por un 
Perito aceptado por ambas partes. La cuantía de esta indemnización no podrá exceder del 
valor de la obra declarado en la solicitud y reconocido en la Orden de otorgamiento de la 
garantía del Estado.

2. La garantía otorgada por el Estado para obras integrantes de una misma exposición, 
no cubrirá las indemnizaciones por la destrucción, pérdida, sustracción o daño de estas 
obras hasta el límite de:

– Los primeros 2.000.000 de pesetas cuando el valor total de las obras garantizadas por 
el Estado para la exposición no exceda de 250.000.000 de pesetas.

– Los primeros 3.500.000 pesetas cuando el valor total de las obras garantizadas por el 
Estado para la exposición exceda de 250.000.000 hasta 1.250.000.000 de pesetas.

– Los primeros 6.000.000 de pesetas cuando el valor total de las obras garantizadas por 
el Estado para la exposición exceda de 1.250.000.000 hasta 2.500.000.000 de pesetas.

– Los primeros 10.000.000 de pesetas si el valor total de las obras garantizadas por el 
Estado para la exposición excede de 2.500.000.000 de pesetas.

Artículo 7.  
Cada parte satisfará los honorarios devengados por el asesoramiento de sus respectivos 

técnicos. Los Peritos designados por mutuo acuerdo serán de cuenta y cargo por mitad del 
Ministerio de Cultura y del cedente de la obra.

Artículo 8.  
La Administración del Estado, una vez abonada la indemnización, podrá:
a) Repetir contra la institución cesionaria por la cantidad pagada, cuando la destrucción, 

pérdida, sustracción o daño de la obra se haya producido por incumplimiento de lo 
establecido en la Orden de otorgamiento de la garantía, negligencia grave o dolo de esa 
institución, o

b) Ejercitar los derechos y las acciones que por razón del siniestro correspondieran a la 
institución cesionaria y al cedente de la obra frente a cualquier persona distinta de éstos que 
sea responsable del mismo y hasta el límite de la indemnización.

La Administración no tendrá derecho a la subrogación contra empaquetadores, 
transportistas o cualquier otra persona o Entidad relacionada con la manipulación, transporte 
e instalación de las obras excepto cuando la destrucción, pérdida, sustracción o daño de 
éstas haya sido causado por negligencia o dolo.

Artículo 9.  
En caso de recuperación de la obra perdida o sustraída, el cedente podrá conservar su 

derecho sobre ésta, previa devolución a la Administración del Estado de la indemnización 
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percibida y actualizada conforme al Índice de Precios al Consumo publicado por el Instituto 
Nacional de Estadística.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
El otorgamiento de la garantía del Estado, con vigencia superior al año, para obras de 

interés cultural se efectuará en los siguientes términos:
1. La aplicación de los porcentajes a que se refiere el artículo 61 del texto refundido de la 

Ley General Presupuestaria aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de 
septiembre, se realizará sobre la cantidad establecida en la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado como límite del importe acumulado de los compromisos que se pueden otorgar 
en el año.

2. El Estado de conformidad con el cedente de las obras podrá limitarse a garantizar:
a) Un porcentaje del valor de las obras durante el tiempo de su exhibición en las 

instalaciones de la institución cesionaria. Las indemnizaciones derivadas de estos 
compromisos se determinarán conforme a lo dispuesto en el artículo 6.° de este Real 
Decreto pero la cantidad a pagar por la Administración será proporcional al porcentaje del 
valor de cada obra cubierta por la garantía del Estado.

b) Un porcentaje del valor global de las obras cedidas por un mismo cedente.
El importe global garantizado para estas obras representa el límite máximo de las 

indemnizaciones derivadas de estos compromisos que se determinarán conforme a lo 
dispuesto en el artículo 6.° de este Real Decreto.

3. Podrá preverse la posibilidad de revisar el valor de las obras estimado por el cedente 
aunque esta revisión sólo producirá efectos a partir de su aceptación por el mismo, por el 
Director de la institución cesionaria de la misma y por el Ministerio de Cultura.

Segunda.  
El otorgamiento y aplicación de la garantía del Estado para las obras de la colección 

Thyssen-Bornemisza se efectuará en los términos previstos en el contrato suscrito entre el 
Reino de España y «Favorita Trustees Limited», y autorizado por Real Decreto 1525/1988, 
de 16 de diciembre, que establece las condiciones para la instalación en España de la parte 
principal de la colección Thyssen-Bornemisza.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Se autoriza a los Ministros de Cultura y de Economía y Hacienda para actualizar, 

mediante Orden conjunta, las cuantías establecidas en el artículo 6.º 2 de este Real Decreto.

Segunda.  
Los Ministros de Cultura y Economía y Hacienda podrán dictar las disposiciones 

necesarias para el desarrollo del presente Real Decreto en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

Tercera.  
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 23

Real Decreto 620/1987, de 10 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento de Museos de Titularidad Estatal y del Sistema Español 

de Museos

Ministerio de Cultura
«BOE» núm. 114, de 13 de mayo de 1987
Última modificación: 21 de marzo de 1994

Referencia: BOE-A-1987-11621

La Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, consagra un nuevo 
concepto de Museo en función de los servicios que éste ha de prestar a la sociedad, de 
acuerdo con la demanda actual y los principios que en materia museológica están asumidos 
por la mayoría de los países afines a nuestra cultura y por las Entidades internacionales 
especializadas en esta materia. Contribuye también a una nueva configuración de los 
Museos en los aspectos material y jurídico, la ampliación del concepto del Patrimonio 
Histórico y la aplicación del régimen de protección previsto para los bienes de interés cultural 
a los Museos de titularidad estatal que esta Ley establece.

Las disposiciones transitoria segunda y final 1 de dicha Ley habilitan al Gobierno para 
dictar el Reglamento de Museos de Titularidad Estatal a propuesta del Ministerio de Cultura, 
así como las disposiciones reglamentarias expresamente previstas en aquélla y las que sean 
precisas para su cumplimiento.

Este Reglamento, que se fundamenta en los principios legales antes enunciados, dota a 
los Museos de titularidad estatal de unos instrumentos básicos que aseguren el tratamiento 
administrativo y técnico-científico adecuado para la conservación de los bienes integrantes 
del Patrimonio Histórico Español que custodian, con independencia del Ministerio y de la 
Administración Pública que gestione el Museo, así como de las características propias de 
cada Museo y sin menoscabo de las facultades de decisión que corresponden a las 
Entidades encargadas de su gestión.

Asimismo, este Reglamento diseña las áreas de trabajo de los Museos de titularidad 
estatal, sin prejuzgar su estructura orgánica, y establece las normas básicas que éstos han 
de observar, a fin de garantizar el cumplimiento de los fines que tienen encomendados, así 
como el acceso de los ciudadanos a estas instituciones en igualdad de condiciones en todo 
el territorio español.

Finalmente, mediante el Sistema Español de Museos establecido por la citada Ley 
16/1985, se pretende establecer cauces de cooperación para consolidar y desarrollar la 
actividad de las Instituciones públicas o privadas que lo integren y posibilitar la adecuada 
coordinación y comunicación entre las mismas.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Cultura, con la aprobación del Ministerio para 
las Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 10 de abril de 1987,
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D I S P O N G O :

Artículo único.  
Se aprueba el Reglamento de los Museos de Titularidad Estatal y del Sistema Español 

de Museos, que se inserta como anexo al presente Real Decreto.

Disposición final.  
Este Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

REGLAMENTO DE LOS MUSEOS DE TITULARIDAD ESTATAL Y DEL SISTEMA 
ESPAÑOL DE MUSEOS

TITULO PRELIMINAR
Disposiciones preliminares

Artículo 1.  Definición de Museos.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 59, 3, de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 

Patrimonio Histórico Español, son Museos las Instituciones de carácter permanente que 
adquieren, conservan, investigan, comunican y exhiben, para fines de estudio, educación y 
contemplación, conjuntos y colecciones de valor histórico, artístico, científico y técnico o de 
cualquier otra naturaleza cultural.

Artículo 2.  Funciones.
Son funciones de los Museos:
a) La conservación, catalogación, restauración y exhibición ordenada de las colecciones.
b) La investigación en el ámbito de sus colecciones o de su especialidad.
c) La organización periódica de exposiciones científicas y divulgativas acordes con la 

naturaleza del Museo.
d) La elaboración y publicación de catálogos y monografías de sus fondos.
e) El desarrollo de una actividad didáctica respecto a sus contenidos.
f) Cualquier otra función que en sus normas estatutarias o por disposición legal o 

reglamentaria se les encomiende.

TITULO I
De los Museos de titularidad estatal

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 3.  Museos de titularidad estatal.
1. Son Museos de titularidad estatal las Instituciones culturales a que se refiere el 

artículo 1.º de este Reglamento, que la Administración del Estado y sus Organismos 
autónomos tengan establecidos o que creen en el futuro en cualquier lugar del territorio 
nacional.

2. La Administración del Estado podrá crear, previa consulta con la Comunidad 
Autónoma correspondiente, cuantos Museos considere oportunos, cuando las necesidades 
culturales así lo requieran y sin perjuicio de la iniciativa de otros Organismos, Instituciones o 
particulares.
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En todo caso, la creación de Museos de titularidad estatal, cualquiera que sea su 
adscripción ministerial, requerirá el informe favorable del Ministerio de Cultura.

Artículo 4.  Museos Nacionales.
1. Los Museos de titularidad estatal que tengan singular relevancia por su finalidad y 

objetivos, o por la importancia de las colecciones que conservan, tendrán la categoría de 
Museos Nacionales.

2. Los Museos Nacionales serán creados por Real Decreto a propuesta del Ministro de 
Cultura e iniciativa del Departamento al que se adscriba orgánicamente el Museo.

Este Real Decreto, además de expresar el carácter nacional del Museo, deberá, en 
relación con éste, enunciar los criterios científicos que delimitan sus objetivos y las 
colecciones que constituyen sus fondos iniciales; definir su estructura básica y determinar el 
sistema de cobertura de las áreas de trabajo conforme a lo establecido en el capitulo sexto 
de este título.

Artículo 5.  Régimen aplicable a los Museos de titularidad estatal.
1. Los Museos de titularidad estatal se regirán por las disposiciones de la Ley 16/1985, 

de 26 de junio, del Patrimonio Histórico Español, y normas de desarrollo que resulten de 
aplicación y por las contenidas en este título.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Administración del Estado puede 
establecer convenios con las Comunidades Autónomas para la gestión de Museos de 
titularidad estatal, que no alterarán su adscripción ministerial.

3. En aplicación del artículo 60.1 de la Ley 16/1985, quedan sometidos al régimen de 
protección establecido para los bienes de interés cultural, los inmuebles destinados a la 
instalación de Museos de titularidad estatal y los bienes muebles integrantes del Patrimonio 
Histórico Español custodiados en aquéllos.

4. El Ministerio de Cultura ejercerá las funciones protectoras previstas en la citada Ley 
16/1985 cuando se trate de Museos gestionados por la Administración del Estado o que 
formen parte del Patrimonio Nacional y promoverá la comunicación y coordinación entre 
todos los Museos de titularidad estatal en los términos establecidos en el articulo 61.3 de la 
misma.

CAPITULO II
Colecciones estatales de fondos museísticos

Artículo 6.  Definición.
1. Las colecciones estatales de fondos museísticos están constituidas por los bienes del 

Patrimonio Histórico Español pertenecientes a la Administración del Estado y a sus 
Organismos autónomos asignados a los Museos de titularidad estatal.

2. Los bienes asignados a un Museo de titularidad estatal pasan a integrar la colección 
estable del mismo, sin perjuicio de que puedan ser depositados en otros Museos, así como 
en instalaciones no museísticas para el cumplimiento de otros fines culturales, científicos o 
de alta representación del Estado. En ningún caso estos depósitos alterarán dicha 
asignación.

3. Toda salida de estos bienes fuera de las instalaciones del Museo al que están 
asignados, incluso para participar en exposiciones temporales, deberá ser previamente 
autorizada mediante Orden del Ministerio correspondiente.

Artículo 7.  Ordenación de las colecciones estatales de fondos museísticos.
1. Los Ministerios decidirán con criterios científicos la formación y la ordenación de las 

colecciones estables de los Museos que tienen adscritos. Las Ordenes ministeriales 
correspondientes acordarán expresamente las asignaciones de estos bienes a los Museos 
de titularidad estatal, la revisión de las mismas, la constitución o el levantamiento de 
depósitos en Instituciones museísticas de cualquier titularidad y en otras instalaciones.
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2. Cuando la ordenación afecte a los bienes integrantes de las colecciones estables de 
Museos adscritos al Ministerio de Cultura que estén gestionados por las Comunidades 
Autónomas en virtud de convenios, será preceptivo el informe motivado de la Junta Superior 
de Museos y la audiencia de la Administración gestora.

CAPITULO III
Depósito de fondos museísticos

Artículo 8.  Depósito de bienes asignados a los Museos estatales.
1. La Orden ministerial por la que se autoriza el depósito de bienes asignados a los 

Museos de titularidad estatal señalará el plazo máximo por el que aquél se constituye, el 
lugar donde el bien será exhibido y cuantas prescripciones se estimen necesarias para la 
conservación y seguridad del mismo, incluida la posible contratación de un seguro. La 
autorización de depósitos en instalaciones no museísticas requerirá el previo informe 
razonado de la Junta Superior de Museos.

2. El depósito de estos bienes en Instituciones de titularidad no estatal se realizará 
mediante contrato que tendrá el carácter de administrativo especial y se formalizará en 
documento administrativo.

3. En todo caso, la entrega en depósito del bien se acreditará en el correspondiente acta. 
Conservarán una copia del mismo el Museo que tenga asignado el fondo, otra el Ministerio 
que autoriza el depósito, y otra la Entidad depositaria.

4. La Entidad depositaria está obligada a:
a) Cumplir las prescripciones señaladas en la Orden por la que se autoriza el depósito.
b) Hacerse cargo de los gastos ordinarios derivados de la conservación y exhibición del 

bien depositado.
c) No someter el bien a tratamiento alguno sin el previo consentimiento expreso del 

Ministerio que autoriza el depósito.
d) Informar al Museo que tenga asignado el bien sobre los extremos que recabe y 

permitirle la inspección física del depósito.
e) Restituir el objeto del depósito cuando se le pida.
5. El incumplimiento de alguna de estas obligaciones dará lugar al inmediato 

levantamiento del depósito, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan derivarse de 
dichas actuaciones.

6. Los depósitos a que se refiere este artículo se regirán por la Ley del Patrimonio 
Histórico Español y normas para su desarrollo, por este Reglamento, por las disposiciones 
administrativas que resulten de aplicación y, supletoriamente, por lo establecido sobre 
depósitos en el Código Civil.

Artículo 9.  Depósitos en Museos de titularidad estatal.
1. Los Museos de titularidad estatal admitirán, conforme a su capacidad de custodia y 

con la prioridad que a continuación se señala, el depósito de las siguientes categorías de 
bienes:

a) Bienes pertenecientes a la Administración del Estado o a sus Organismos autónomos 
estén o no asignados a otros Museos de titularidad estatal.

b) Bienes declarados de interés cultural o incluidos en el Inventario General de Bienes 
Muebles o procedentes de excavaciones y hallazgos arqueológicos que acuerde ingresar la 
Administración competente para hacer efectivo el cumplimiento de lo dispuesto en los 
artículos 13.2, 36.3, 42.2 y 44.2 de la Ley 16/1985, del Patrimonio Histórico Español. La 
Administración competente no podrá acordar estos depósitos en Museos de titularidad 
estatal cuya gestión no tenga encomendada, salvo autorización expresa y previa de la 
Administración gestora del Museo.

c) Bienes pertenecientes a la Comunidad Autónoma gestora del Museo que ésta decida 
ingresar.
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d) Bienes pertenecientes a terceros que la Administración gestora del Museo acuerde 
recibir mediante contrato de depósito.

2. En los supuestos a) y b) del apartado anterior no serán exigibles al depositante los 
gastos ordinarios derivados de la conservación y exhibición del bien depositado.

3. En todo caso, los bienes depositados deberán ser afines a la especialidad del Museo y 
su ingreso no perjudicará las condiciones de exhibición y conservación de la colección 
estable del mismo.

CAPITULO IV
Tratamiento administrativo de los fondos

Artículo 10.  Registros.
1. Los Museos adscritos al Ministerio de Cultura deberán llevar los siguientes Registros:
a) De la colección estable del Museo, en el que se inscribirán los fondos que la integran.
b) De depósitos de fondos pertenecientes a la Administración del Estado y a sus 

Organismos autónomos, en el que se inscribirán los de esa titularidad que ingresen por dicho 
concepto en el Museo.

c) De otros depósitos, en el que se inscribirán los fondos de cualquier otra titularidad que 
se ingresen en el Museo.

2. No se inscribirán en los Registros anteriores los bienes que ingresen en los Museos 
para la celebración de exposiciones temporales, sin perjuicio del debido control 
administrativo de la recepción y de la salida de los mismos.

3. Corresponde a los restantes Departamentos ministeriales señalar los Registros que 
los respectivos Museos deberán llevar, de acuerdo con la naturaleza de los fondos que 
conservan y las características de su propia organización. En su defecto serán aplicables los 
artículos 10 y 11 de este Reglamento.

Artículo 11.  Inscripción de fondos.
Todos los fondos que por cualquier concepto ingresen en los Museos adscritos al 

Ministerio de Cultura, deberán:
a) Ser inscritos en el Registro correspondiente conforme a lo dispuesto en el artículo 

anterior, por orden cronológico de su ingreso, haciendo constar los datos que permitan su 
perfecta identificación y, en su caso, el número del expediente relativo al depósito. En este 
Registro se anotarán las incidencias administrativas de todos los bienes.

b) Ser marcados con su número de inscripción en dichos Registros mediante la 
impresión de aquél por el procedimiento más adecuado a la naturaleza de los fondos.

CAPITULO V
Tratamiento técnico de los fondos

Artículo 12.  Instrumentos técnico-científicos.
1. Además de los Registros señalados en el artículo 10 de este Reglamento, todos los 

Museos de titularidad estatal deberán elaborar, separadamente;
a) El Inventario, que tiene como finalidad identificar pormenorizadamente los fondos 

asignados al Museo y los depositados en éste, con referencia a la significación científica o 
artística de los mismos, y conocer su ubicación topográfica. Este Inventario se llevará por 
orden cronológico de entrada de los bienes en el Museo.

b) El Catálogo, que tiene como finalidad documentar y estudiar los fondos asignados al 
Museo y los depositados en el mismo en relación con su marco artístico, histórico, 
arqueológico, científico o técnico.

El Catálogo deberá contener los datos sobre el estado de conservación, tratamientos, 
biografía, bibliografía y demás incidencias análogas relativas a la pieza.
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2. Los Ministerios aprobarán las instrucciones para la elaboración del Inventario y del 
Catálogo de los respectivos Museos sin perjuicio de lo que sobre sistematización de datos 
establece el artículo siguiente.

Artículo 13.  Sistematización de datos.
1. El Ministerio de Cultura dictará normas técnicas para la elaboración de:
a) El Inventarío y el Catálogo enunciados en el artículo anterior.
b) Las estadísticas sobre prestación de servicios.
2. Dichas normas técnicas regularán el contenido, la recogida, tratamiento y remisión por 

los Museos de estas informaciones para su integración por el Ministerio de Cultura en la 
base de datos correspondiente a Museos de titularidad estatal.

3. El Ministerio de Cultura prestará colaboración y asistencia técnica a los Ministerios y a 
los órganos competentes de las Comunidades Autónomas para el cumplimiento de lo 
dispuesto en este artículo.

Artículo 14.  Restauraciones.
1. Las restauraciones de los fondos custodiados en los Museos de titularidad estatal se 

efectuarán conforme a lo previsto en el artículo 39 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español de acuerdo con el artículo 6 de la citada Ley requiere 
autorización:

a) Del Ministerio de Cultura, la restauración de los bienes custodiados en Museos 
gestionados por la Administración del Estado o que formen parte del Patrimonio Nacional.

b) Del órgano encargado de la protección del Patrimonio Histórico Español en la 
correspondiente Comunidad Autónoma, la restauración de los bienes custodiados en 
Museos de titularidad estatal gestionados por aquélla.

Estas autorizaciones podrán condicionarse al cumplimiento de prescripciones técnicas 
relativas al tipo de tratamiento, técnica a emplear y servicios que lo efectúen.

2. Las autorizaciones a que se refiere este artículo no eximirán de la necesidad de 
recabar el consentimiento del titular de los bienes. Cuando se trate de bienes pertenecientes 
a las colecciones estatales este consentimiento se recabará del Ministerio correspondiente.

CAPITULO VI
Dirección y áreas básicas

Artículo 15.  Régimen general.
1. La estructura orgánica de la Dirección y de las áreas básicas de los Museos de 

titularidad estatal responderá a las característica y a las condiciones específicas de cada uno 
de ellos y será determinada por la Administración gestora del Museo.

2. La relación de puestos de trabajo de estos Museos y su provisión se efectuará 
conforme a la normativa de la Función Pública de la Administración gestora de los mismos.

3. El régimen del personal al servido de los Museos estatales estará sometido a la 
normativa de la Administración Pública gestora de los mismos.

Artículo 16.  Dirección.
Sin perjuicio de las facultades de los órganos rectores y asesores de carácter colegiado 

que puedan existir en cada Museo, son funciones de la Dirección:
Dirigir y coordinar los trabajos derivados del tratamiento administrativo y técnico de los 

fondos.
Organizar y gestionar la prestación de servicios del Museo.
Adoptar las medidas necesarias para la seguridad del patrimonio cultural custodiado en 

el Museo.
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Elaborar y proponer al respectivo Ministerio o al órgano competente de la Comunidad 
Autónoma, cuando ésta gestione el Museo en virtud del correspondiente convenio, el Plan 
anual de actividades relativas a las áreas básicas que se regulan en este capítulo.

Elaborar y presentar ante los Organismos señalados en el párrafo anterior la Memoria 
anual de actividades.

Cualquier otra que por disposición legal o reglamentaria se le encomiende.

Artículo 17.  Areas básicas.
Para el adecuado funcionamiento de los Museos de titularidad estatal conforme a sus 

fines, todas las funciones y servicios de los mismos se integran en las siguientes áreas 
básicas de trabajo dependientes de la Dirección del Museo:

a) Conservación e investigación.
b) Difusión.
c) Administración.

Artículo 18.  Conservación e investigación.
El área de conservación e investigación abarcará las funciones de identificación, control 

científico, preservación y tratamiento de los fondos del Museo y de seguimiento de la acción 
cultural del mismo.

Se encuadran en este área las actividades tendentes a:
– La elaboración de los instrumentos de descripción precisos para el análisis científico de 

los fondos.
– El examen técnico y analítico correspondiente a los programas de preservación, 

rehabilitación y restauración pertinentes.
– La elaboración y ejecución de programas de investigación en el ámbito de la 

especialidad el Museo.
– La redacción de las publicaciones científicas y divulgativas del Museo.

Artículo 19.  Difusión.
El área de difusión atenderá todos los aspectos relativos a la exhibición y montaje de los 

fondos en condiciones que permitan el logro de los objetivos de comunicación, 
contemplación y educación encomendados al Museo.

Su actividad tendrá por finalidad el acercamiento del Museo a la sociedad mediante 
métodos didácticos de exposición, la aplicación de técnicas de comunicación y la 
organización de actividades complementarias tendentes a estos fines.

Artículo 20.  Administración.
Se integran en el área de administración las funciones relativas al tratamiento 

administrativo de los fondos del Museo, a la seguridad de éstos y las derivadas de la gestión 
económico-administrativa y del régimen interior del Museo.

CAPITULO VII
Visita a los Museos de titularidad estatal

Artículo 21.  Visita pública.
1. Los Museos estarán abiertos al público durante, al menos, treinta horas, distribuidas 

en seis días por semana, con un horario y demás condiciones de entrada que, atendiendo en 
lo posible a la demanda social, establezca el Ministerio al que esté adscrito el Museo o el 
órgano competente de las Comunidades Autónomas cuando se trate de Museos gestionados 
por éstas en virtud del correspondiente convenio.

2. Los responsables de los Museos adoptarán las medidas necesarias para asegurar el 
buen orden en las salas y podrán excluir de éstas a quienes, por cualquier motivo, lo alteren.
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3. El horario y las condiciones de la visita figurarán a la entrada del Museo en un lugar 
visible que sea compatible, en su caso, con los valores artísticos del inmueble.

Este horario y las demás condiciones de entrada se comunicarán al Registro General de 
Bienes de Interés Cultural.

4. Para facilitar la visita pública cada Museo deberá tener una guía del mismo de precio 
asequible.

Artículo 22.  Régimen general de acceso.
1. En la visita a cualquier museo de titularidad estatal se respetará la igualdad de trato 

entre los españoles y los nacionales de los restantes Estados miembros de la Unión 
Europea, previa acreditación de su nacionalidad.

2. Por Orden se aprobarán los precios de entrada a los museos de titularidad estatal.
3. Se accederá en condiciones de gratuidad a los museos de titularidad estatal, al menos 

cuatro días al mes, uno por semana, previamente señalados por los órganos a que se refiere 
el apartado 1 del artículo anterior y que figurarán a la entrada de los museos.

4. Por Orden ministerial se podrán establecer regímenes especiales de acceso gratuito o 
de precios reducidos para períodos o para colectivos determinados en atención a las 
circunstancias culturales o sociales que concurran en los mismos.

Las Comunidades Autónomas que gestionen museos de titularidad estatal podrán 
establecer los regímenes complementarios que consideren pertinentes.

Artículo 23.  Acceso para investigadores.
Los Museos deberán facilitar a los investigadores la contemplación y estudio de los 

fondos que no estén expuestos al público, así como la consulta de todos los catálogos sin 
menoscabo del normal funcionamiento de los servicios.

CAPITULO VIII
Otros servicios culturales de los Museos de titularidad estatal

Artículo 24.  Copias y reproducciones.
1. Los Ministerios respeto a los Museos que tienen adscritos o el órgano competente de 

las Comunidades Autónomas, cuando se trate de Museos gestionados por éstas en virtud 
del correspondiente convenio, establecerán las condiciones para autorizar la reproducción 
de los objetos del Museo por cualquier procedimiento, basándose en los principios de 
facilitar la investigación y la difusión cultural, salvaguardar los derechos de propiedad 
intelectual de los autores, preservar la debida conservación de la obra y no interferir en la 
actividad normal del Museo.

2. No obstante, todo convenio sobre reproducción total o parcial de fondos 
pertenecientes a las colecciones estatales conservadas en Museos adscritos al Ministerio de 
Cultura que estén gestionados por las Comunidades Autónomas deberá ser autorizado por 
éste. Asimismo, dicho Ministerio deberá comunicar previamente a la Administración gestora 
los convenios que suscriba para la reproducción de estos fondos.

3. A los efectos de lo señalado en el apartado anterior los acuerdos sobre reproducción 
de fondos con fines comerciales o de publicidad deberán ser formalizados en Convenio.

Artículo 25.  Otras actividades culturales.
Además del desarrollo de las actividades culturales propias de las funciones que los 

Museos tienen encomendadas, podrán realizarse en éstos, cuando cuenten con 
instalaciones adecuadas, otras actividades de carácter estrictamente cultural, siempre que 
no perjudiquen el normal desarrollo de las funciones que corresponden a los Museos.
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TITULO II
Del Sistema Español de Museos

Artículo 26.  Constitución.
1. Integran el Sistema Español de Museos:
a) Los Museos de titularidad estatal adscritos al Ministerio de Cultura.
b) Los Museos Nacionales no incluidos en el apartado anterior.
c) Los Museos que tengan especial relevancia por la importancia de sus colecciones y 

que se incorporen mediante convenio con el Ministerio de Cultura, oída la correspondiente 
Comunidad Autónoma.

2. Forman parte, asimismo, del Sistema Español de Museos el Instituto de Conservación 
y Restauración de Bienes Culturales y la Dirección de Museos Estatales, así como los 
servicios de carácter técnico o docente relacionados con los Museos que se incorporen 
mediante convenio con el Ministerio de Cultura.

Artículo 27.  Cooperación.
El Ministerio de Cultura, a través de la Dirección General de Bellas Artes y Archivos, 

asesorada por la Junta Superior de Museos, promoverá la cooperación entre los Museos e 
Institutos que integran el Sistema Español de Museos para la documentación, investigación, 
conservación y restauración de los fondos, así como para las actividades de difusión cultural 
y el perfeccionamiento de su personal.

Disposición adicional primera.  
La adscripción de Museos al Ministerio de Cultura se realiza a través de la Dirección 

General de Bellas Artes y Archivos, cualquiera que sea el régimen administrativo específico 
de cada uno de ellos.

Disposición adicional segunda.  
Las inversiones que se realicen en los edificios de los Museos adscritos al Ministerio de 

Cultura y gestionados por la Comunidad Autónoma, que no supongan la simple conservación 
de aquéllos, podrán financiarse con cargo a los Presupuestos Generales del Estado o de la 
respectiva Comunidad Autónoma.

En todo caso estas inversiones serán programadas por el Ministerio de Cultura. Por 
propia iniciativa o a propuesta de la Comunidad Autónoma; y previo acuerdo de ambas 
Administraciones en el que la Administración gestora del Museo asumirá los gastos de 
dotación, conservación y mantenimiento derivados de la inversión que se proyecte realizar.

Disposición adicional tercera.  
Las competencias que este Reglamento atribuye a los respectivos Ministerios, serán 

ejercidas por el Consejo de Administración del Patrimonio Nacional respecto a los Museos 
de titularidad estatal integrados en el mismo, cuando así corresponda de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 23/1982, de 16 de junio, del Patrimonio Nacional.

Disposición adicional cuarta.  
Las competencias sobre restauraciones y reproducciones enunciadas en los artículos 14 

y 24 de este Reglamento, serán ejercidas por los órganos rectores del Museo Nacional del 
Prado, respecto a los fondos custodiados en el mismo, de acuerdo con lo establecido en el 
Real Decreto 1432/1985, de 1 de agosto.

Disposición transitoria primera.  
Lo dispuesto en este Reglamento es de aplicación a los depósitos de fondos museísticos 

que la Administración del Estado haya constituido antes de la entrada en vigor del mismo.
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Disposición transitoria segunda.  
En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del presente Reglamento, todos los 

Museos adscritos al Ministerio de Cultura adaptarán las inscripciones de los fondos que 
conservan a lo establecido en los artículos 10 y 11 y remitirán a la Dirección General de 
Bellas Artes y Archivos fotocopia de los libros de Registro precedentes y de los actualizados.

En el orden de inscripción de estos fondos se respetará el de inscripción de los mismos 
en los Registros o en los Inventarios precedentes del Museo.

A los efectos de esta disposición se entenderá que quedan asignados a la colección 
estable de dichos Museos los bienes de propiedad estatal cuyo depósito no esté acreditado 
documentalmente.

La Dirección General de Bellas Artes y Archivos deberá comprobar el cumplimiento de lo 
establecido en esta disposición.

Disposición final primera.  
Conforme a lo dispuesto en los artículos 16 y 19 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 

Medidas para la Reforma de la Función Pública, corresponde a las Comunidades Autónomas 
la provisión de todos los puestos de trabajo de los Museos de titularidad estatal que 
gestionen en virtud del correspondiente Convenio.

Disposición final segunda.  
El Ministerio de Cultura y los demás Ministerios, respecto a los Museos que tienen 

adscritos, dictarán las disposiciones necesarias para el desarrollo de este Reglamento en el 
ámbito de sus competencias.

Disposición derogatoria.  
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en el presente 

Real Decreto y, expresamente, las siguientes:
– Real Decreto de 29 de noviembre de 1901 aprobando el Reglamento General de los 

Museos regidos por el Cuerpo Facultativo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos.
– Decreto 730/1971, de 25 de marzo, por el que se regula la organización y 

funcionamiento de los Museos estatales de Bellas Artes.
– Orden de 28 de junio de 1972, por la que se dictan nuevas normas para la visita a 

Museos y monumentos dependientes de la Dirección General de Bellas Artes y Archivos.
– Real Decreto 3547/1981, de 29 de diciembre, sobre depósitos de obras de arte y otros 

fondos museísticos propiedad del Estado en Instituciones o Entidades públicas o privadas.
2. Se declara vigente y de aplicación a los Museos adscritos al Ministerio de Cultura:
– El Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de diciembre de 1982, por el que se 

establece la entrada libre y gratuita de los ciudadanos españoles en los Museos estatales 
dependientes de la Dirección General de Bellas Artes y Archivos.

– El Acuerdo del Consejo de Ministros del 21 de febrero de 1986, por el que se establece 
la entrada libre y gratuita de los extranjeros residentes en España los los jóvenes menores 
de veintiún años pertenecientes a Estados miembros de la Comunidad Económica Europea 
en los Museos estatales dependientes de la Dirección General de Bellas Artes y Archivos.
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§ 24

Real Decreto 1305/2009, de 31 de julio, por el que se crea la Red de 
Museos de España

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 204, de 24 de agosto de 2009

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2009-13761

La Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, estableció un concepto 
de museo basado en los servicios que éste ha de prestar a los ciudadanos, de acuerdo con 
la demanda social y los principios que en materia museológica están asumidos por la 
mayoría de los países de nuestro entorno cultural y por las entidades internacionales 
especializadas en esta materia. Desde entonces, y además de cumplir las funciones básicas 
que los caracterizan relativas a la conservación, adquisición, documentación, investigación y 
difusión, los museos han ido adquiriendo un nuevo perfil que los ha convertido en un 
referente cultural de primer orden. La doble consideración del museo como institución y 
como producto turístico de calidad, englobado en las políticas culturales del país, trasciende 
el ámbito de un departamento sectorial al responder a una política horizontal de gestión de 
recursos, dada además su relevante repercusión económica.

En la actualidad, la consecución efectiva de sus fines sociales por parte de los museos 
demanda que estas instituciones logren hacerse relevantes para el conjunto de la sociedad, 
fomentando los valores democráticos y de ciudadanía, abriéndose a las inquietudes y a la 
participación activa de la comunidad, buscando propiciar una percepción crítica y reflexiva de 
la realidad, la producción y divulgación de conocimientos, la promoción de la dignidad 
humana y las oportunidades de esparcimiento. Sólo en la medida en que se alcancen estos 
objetivos se podrá hablar del museo como institución comprometida con la sociedad y con 
vocación de servicio público. Del mismo modo, el permanente análisis de la situación de los 
museos estatales ha permitido evaluar los resultados conseguidos hasta ahora, así como 
detectar nuevas necesidades.

La Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, se refiere al Sistema 
Español de Museos en el artículo 66, y por Real Decreto 620/1987, de 10 de abril, se 
establece su régimen jurídico. No obstante, se hace necesaria la creación de una estructura 
que permita aunar los esfuerzos de todos los poderes públicos para mejorar la proyección 
nacional e internacional, excelencia y buenas prácticas de las instituciones museísticas, y 
que propicie la consecución de los fines sociales que les dan sentido. Con la creación de la 
Red de Museos de España se pretende solventar esta carencia mediante la incorporación de 
las diferentes Administraciones públicas e instituciones con responsabilidad en materia de 
museos en una organización de cooperación institucional.

Uno de los objetivos de la Red consiste en promover instrumentos de cooperación y 
participación de las diferentes Administraciones públicas y agentes sociales en la gestión de 
los museos para asegurar el cumplimiento de su misión como servicio público, facilitar el 
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adecuado desarrollo de sus funciones, garantizar su financiación y contribuir a la eficiencia 
en materia de empleo en el ámbito museístico. Todo ello para posibilitar la promoción 
unificada del producto museístico español tanto en España como en el extranjero.

La composición de la Red de Museos de España pretende reunir instituciones de 
diferentes ámbitos y administraciones con la finalidad última de impulsar y proyectar un 
potencial museístico conjunto que refuerce la excelencia de cada uno de sus componentes, 
coadyuvando a la mejora de la cohesión social y contribuyendo además al incremento del 
turismo cultural.

Asimismo, este real decreto contempla la posibilidad de que, de forma voluntaria y 
siempre previo acuerdo con la Administración territorial competente, puedan adherirse a la 
Red aquellas instituciones museísticas de titularidad autonómica o local que, reuniendo 
análogos requisitos, lo soliciten, sin que en ningún caso quede comprometida ni la titularidad 
de las competencias ni la autonomía de gestión de las mismas.

Como mecanismo de cooperación en el seno de la Red de Museos de España, el 
presente real decreto crea el Consejo de Museos como órgano colegiado que permitirá el 
intercambio de experiencias y la adopción mediante acuerdo de decisiones comunes. Estas 
decisiones determinarán la marca común de calidad que distinga a las instituciones 
museísticas que formen parte de la Red, respetando en cualquier caso la marca o imagen 
propias de cada institución museística, la titularidad de las competencias y la autonomía de 
gestión.

En la elaboración de este real decreto han sido consultadas las comunidades autónomas 
y ha emitido informe favorable el Ministerio de Política Territorial.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Cultura, de Defensa, de Economía y 
Hacienda, del Interior, de Fomento, de Vivienda y de Ciencia e Innovación, con la aprobación 
previa de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 31 de julio de 2009,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto la creación de la Red de Museos de España.

Articulo 2.  Red de Museos de España.
La Red de Museos de España se configura como la estructura destinada a la 

coordinación de los museos de titularidad y gestión estatal y a la cooperación entre 
Administraciones públicas en materia de museos, así como a la promoción, mejora y mayor 
eficacia y eficiencia de cuantos museos e instituciones la conforman.

La finalidad de esta Red de Museos de España es fomentar la excelencia a través del 
mutuo intercambio de proyectos, profesionales e ideas, favoreciendo su relación con los 
agentes sociales, impulsando su proyección nacional e internacional y reforzando su 
importante papel en el acceso de los ciudadanos a la cultura.

Artículo 3.  Composición.
1. La Red de Museos de España está integrada por:
a) Los Museos Nacionales de titularidad y gestión estatal, que se relacionan en el anexo 

I.
b) Los Museos de titularidad y gestión estatal o pertenecientes al sector público estatal 

adscritos al Ministerio de Cultura y a otros Departamentos Ministeriales, que se relacionan 
en el anexo II. A iniciativa del Ministerio correspondiente se podrá solicitar la inclusión en 
este anexo de nuevas instituciones.

2. Podrán incorporarse a la Red de Museos de España, de conformidad con los criterios 
de calidad y excelencia que el Consejo de Museos determine, las instituciones museísticas 
contenidas en las siguientes categorías:
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a) Museos de titularidad estatal y gestión transferida a las comunidades autónomas, 
conforme a lo establecido en la disposición adicional primera.

b) Museos de titularidad pública autonómica o local, de singular relevancia, previo 
acuerdo entre la Administración General del Estado y la Administración correspondiente, y 
previa consulta a la comunidad autónoma donde radique el museo de titularidad pública 
local.

c) Instituciones privadas de singular relevancia, previo acuerdo, en su caso, entre la 
Administración General del Estado y el titular de la institución, y previa consulta a la 
comunidad autónoma donde radique la institución.

3. En los acuerdos que se establezcan entre las administraciones públicas o, en su caso, 
instituciones privadas, para la incorporación de museos a la Red de Museos de España 
podrá contemplarse la aportación económica de las mismas al museo, así como la forma de 
participación en sus órganos rectores, cuando existan. Cuando así se requiera, la 
colaboración podrá formalizarse mediante la constitución de un consorcio, fundación o 
cualquier otra fórmula adecuada.

4. Con carácter indicativo, los criterios de calidad y excelencia relativos a la 
incorporación a la Red de Museos de España versarán sobre:

La calidad de los fondos y su proyección nacional e internacional.
El Plan Museológico, la implantación de nuevas tecnologías y la innovación en la 

museografía.
La profesionalidad del equipo directivo y la dotación mínima de plantilla para garantizar el 

funcionamiento de los servicios tendente a la excelencia.
La diversificación de públicos y la accesibilidad universal.
El análisis de los fondos desde la perspectiva de género.

Artículo 4.  Objetivos.
Son objetivos prioritarios de la Red de Museos de España:
a) La colaboración institucional entre los museos públicos que integren la Red de 

Museos de España, ya sean estatales, autonómicos o locales, y los privados, en todos los 
ámbitos funcionales.

b) La modernización de las instituciones incorporadas a la Red de Museos de España, 
de acuerdo con un compromiso de calidad en la prestación del servicio público.

c) La proyección y la presencia nacional e internacional de los museos, proyectos y 
profesionales de las instituciones que integran la Red.

d) La adecuación de los museos de la Red de Museos de España a los estándares 
profesionales y museológicos definidos por el Consejo Internacional de Museos (en adelante 
ICOM).

e) La garantía de la profesionalidad del personal empleado en las instituciones 
museísticas, cualquiera que sea el régimen jurídico de las mismas, mediante programas de 
movilidad, intercambio y formación continua de los profesionales de las instituciones que 
integran la Red, en el seno de sus museos y en el extranjero.

f) La reunión de un corpus de conocimiento sobre el Patrimonio Cultural custodiado en 
las instituciones que conforman la Red de Museos de España con la finalidad de facilitar su 
acceso público.

g) El fomento de proyectos comunes de investigación, en todos los ámbitos de la 
museología

h) La promoción, dentro de las instituciones de la Red, de un concepto de museo plural, 
integrador de perspectivas y agentes sociales diversos, dirigido a la formación crítica de sus 
visitantes a través de una experiencia museal atractiva, participativa y de divulgación 
científica.

i) La garantía de la accesibilidad de los ciudadanos a la cultura, especialmente de los 
que tengan algún grado de discapacidad.

Artículo 5.  El Consejo de Museos.
1. El Consejo de Museos es el órgano colegiado de colaboración institucional de la Red 

de Museos de España.
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2. El Consejo de Museos tendrá la siguiente composición:
a) Presidente: Director General de Bellas Artes y Bienes Culturales del Ministerio de 

Cultura.
b) Vicepresidente primero: Será elegido por el Consejo entre los vocales designados en 

representación de las comunidades autónomas, de acuerdo con lo previsto en la letra e) 2, 
con carácter rotatorio según el régimen que apruebe el propio Consejo.

c) Vicepresidente segundo: Será elegido por el Consejo entre los vocales designados en 
representación de la Administración General del Estado, de acuerdo con lo previsto en la 
letra e) 1, con carácter rotatorio según el régimen que apruebe el propio Consejo.

d) Secretario: Será designado por el Subsecretario del Ministerio de Cultura, entre 
funcionarios de dicho ministerio con rango de subdirector general, y asistirá a las reuniones 
del Consejo de Museos con voz pero sin voto.

e) Vocales:
1. Un representante de la Secretaría de Estado de Turismo del Ministerio de Industria, 

Turismo y Comercio, así como de cada uno de los Ministerios y organismos públicos de la 
Administración General del Estado a los que estén adscritos museos pertenecientes a la 
Red, con rango de subdirector general, al menos, designado por el Ministro correspondiente, 
a propuesta del Director General correspondiente.

2. Un representante de cada una de las comunidades autónomas que hayan suscrito el 
acuerdo que se contempla en el artículo 3.2, designado por el Consejero correspondiente.

3. Un representante de la Federación Española de Municipios y Provincias, en cuanto 
asociación de entidades locales de ámbito estatal con mayor implantación.

En el caso de que entren a formar parte de la Red de Museos de España instituciones 
cuya titularidad corresponda a los cabildos insulares, la Federación Española de Municipios 
y Provincias, en cuanto asociación de entidades locales de ámbito estatal con mayor 
implantación, designará además un representante de los mismos.

4. Un representante del Consejo de Consumidores y Usuarios.
5. Un representante de las organizaciones y entidades que agrupan a las personas con 

discapacidad y sus familias, designado por la Secretaría General de Política Social y 
Consumo.

6. Al menos un representante de entidades museísticas privadas, en el caso de haber 
sido incorporada a la Red de Museos de España alguna entidad de esa naturaleza.

3. Son funciones del Consejo de Museos:
a) Definir los criterios generales de excelencia que regirán la pertenencia a la Red de 

Museos de España, conforme a lo previsto en el artículo 3, partiendo tanto de las directrices 
formuladas por el ICOM como de las Declaraciones y Acuerdos internacionales suscritos por 
España en materia de Museos.

b) Establecer los planes y acciones necesarios para la consecución de los objetivos 
señalados en el artículo 4.

c) Proponer la aplicación de códigos deontológicos e incorporar las mejores prácticas 
museísticas en las instituciones que integran la Red de Museos de España.

d) Impulsar el patrocinio de actividades, equipamientos, infraestructuras e iniciativas de 
los museos de la Red.

e) Promover la realización del catálogo colectivo de la Red de Museos de España y 
facilitar el acceso público a tal catálogo.

f) Establecer una imagen de identidad para la Red de Museos de España sin perjuicio de 
la imagen institucional propia de cada museo.

g) Proponer a los cinco miembros que, en cada caso, formarán parte de la Comisión 
Técnica evaluadora a la que se refiere el apartado 5.

4. El Consejo de Museos podrá constituir, para su asesoramiento en materias concretas, 
grupos de expertos a los que se incorporarán profesionales del mundo de los museos y de 
otras disciplinas de acuerdo con la materia a tratar.

5. Una Comisión Técnica interdisciplinar nombrada para cada supuesto evaluará la 
idoneidad para la incorporación a la Red de Museos de España de una institución museística 
Esta evaluación se efectuará de acuerdo con los criterios señalados en el artículo 3.4, 
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teniendo en cuenta los acuerdos del Consejo de Museos y las directrices del ICOM para esta 
clase de instituciones.

El Consejo de Museos podrá solicitar informe a la Comisión Técnica, en su caso, para 
aquellos supuestos en los que las instituciones museísticas hayan perdido las condiciones 
de excelencia exigidas para la pertenencia a la Red. Esta Comisión Técnica interdisciplinar 
estará formada por cinco museólogos y expertos en la materia propia del museo en cuestión, 
designados por el Ministro de Cultura a propuesta del Consejo de Museos.

6. La Dirección General de Bellas Artes y Bienes Culturales del Ministerio de Cultura 
pondrá a disposición del Consejo de Museos los recursos humanos y materiales necesarios 
para asegurar su funcionamiento.

7. El Consejo de Museos podrá dictar sus propias normas de funcionamiento interno. Se 
regirá por lo establecido en las mismas, por este real decreto y por las previsiones del 
capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 6.  Otras Redes de Museos.
Las instituciones museísticas que integren la Red de Museos de España podrán formar 

parte de otras redes en función de sus especialidades, objetivos y temáticas, o cualquier otro 
criterio que consideren oportuno. Del mismo modo en el seno de la Red de Museos de 
España se podrán constituir otras redes para la consecución de objetivos específicos.

Disposición adicional primera.  Incorporación de instituciones museísticas a la Red de 
Museos de España.

A partir de la entrada en vigor del presente real decreto, el Ministerio de Cultura podrá 
acordar con cada comunidad autónoma la relación de museos de titularidad estatal y gestión 
autonómica que, de acuerdo a los criterios establecidos por el Consejo de Museos, pueden 
ser susceptibles de incorporación a la Red de Museos de España, en los términos previstos 
en el artículo 3.

Disposición adicional segunda.  Cumplimiento de los criterios de calidad y excelencia.
En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de este real decreto, los museos 

incluidos en los anexos I y II, deberán cumplir los criterios de calidad y excelencia 
establecidos en el apartado 4 del artículo 3.

Disposición adicional tercera.  Museos y Colecciones Reales administradas y gestionadas 
por el Consejo de Administración del Patrimonio Nacional.

Los museos integrados en el Patrimonio Nacional podrán incorporarse previo acuerdo de 
su Consejo de Administración a la Red de Museos de España en los términos establecidos 
por la Ley 23/1982, de 16 de junio, reguladora del Patrimonio Nacional y demás normativa 
que le sea de aplicación.

Disposición adicional cuarta.  Financiación.
La aprobación de este real decreto no supondrá incremento de gasto público.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en este real decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.28.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado competencia exclusiva sobre los museos de 
titularidad estatal, y de lo dispuesto en el artículo 149.2, en virtud del cual, y sin perjuicio de 
las competencias que podrán asumir las comunidades autónomas, el Estado considerará el 
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servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural 
entre las comunidades autónomas, de acuerdo con ellas.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Ministro de Cultura para que adopte las medidas necesarias para el 

desarrollo y ejecución de este real decreto, en particular la actualización de sus anexos 
mediante orden ministerial.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO I
MUSEOS NACIONALES DE TITULARIDAD ESTATAL

Museos adscritos al Ministerio de Cultura
Museo Nacional del Prado.
Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía.
Museo Nacional del Teatro.
Museo Nacional y Centro de Investigación de Altamira.
Museo Nacional de Arte Romano.
Museo Nacional de Arqueología Subacuática.
Museo Arqueológico Nacional.
Museo de América.
Museo del Traje, Centro de Investigación del Patrimonio Etnológico.
Museo Nacional de Antropología.
Museo Nacional de Artes Decorativas.
Museo Nacional de Cerámica y de las Artes Suntuarias «González Martí».
Museo Sefardí.
Museo Nacional del Romanticismo.
Museo Nacional de Escultura

Museos adscritos al Ministerio de Defensa
Museo del Ejército.
Museo Naval.
Museo de Aeronáutica y Astronáutica.

Museo adscrito al Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana
La Casa de la Arquitectura.

Museos adscritos al Ministerio de Ciencia e Innovación
Museo Nacional de Ciencia y Tecnología.
Museo Nacional de Ciencias Naturales.
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ANEXO II
MUSEOS DE TITULARIDAD Y GESTIÓN ESTATAL, O PERTENECIENTES AL 
SECTOR PÚBLICO ESTATAL, ADSCRITOS AL MINISTERIO DE CULTURA Y A 

OTROS DEPARTAMENTOS MINISTERIALES

Museos adscritos al Ministerio de Cultura
Museo del Greco.
Museo Casa de Cervantes.
Museo Cerralbo.
Museo Sorolla.

MUSEOS PERTENECIENTES AL SECTOR PÚBLICO ESTATAL CON 
PARTICIPACIÓN DEL MINISTERIO DE CULTURA EN SUS ÓRGANOS DE 

GOBIERNO
Museo Thyssen-Bornemisza.
Museo Lázaro Galdiano.

Museos adscritos al Ministerio de Defensa
Museos periféricos Militares del Ejército de Tierra.
Museos filiales del Museo Naval.

Museo adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda
Museo Casa de la Moneda.

Museos adscritos al Ministerio de Fomento
Museo del Ferrocarril de Madrid-Delicias.
Museo del Ferrocarril de Vilanova i la Geltrú.

Museos adscritos al Ministerio de Ciencia e Innovación
Real Jardín Botánico.
Museo Geominero.
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§ 25

Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, por el que se 
establece el Sistema Español de Archivos y se regula el Sistema de 
Archivos de la Administración General del Estado y de sus 

Organismos Públicos y su régimen de acceso

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 284, de 25 de noviembre de 2011

Última modificación: 16 de febrero de 2022
Referencia: BOE-A-2011-18541

El tratamiento de los archivos públicos se ha venido abordando en nuestro ordenamiento 
jurídico, tradicionalmente, desde una perspectiva eminentemente histórico-patrimonial. Un 
enfoque muy centrado en la conservación y protección de nuestro patrimonio documental 
que, aunque fundamental, hoy resulta insuficiente. La creciente heterogeneidad de los 
documentos producidos por las Administraciones públicas y los particulares, los cambios 
derivados de la incorporación de las tecnologías de la información y de la comunicación, la 
aparición de nuevos modelos de gestión, con sistemas mixtos digitales y en papel, y el 
reconocimiento de una serie de derechos ciudadanos que inciden en la gestión documental y 
archivística, han configurado un nuevo escenario que demanda completar el tratamiento 
tradicional de los archivos con una regulación de mayor alcance y perspectiva. Se hace 
precisa una mejor gestión de los heterogéneos fondos documentales que facilite la puesta a 
disposición de los ciudadanos de la gran variedad de documentos que se contienen en los 
archivos públicos y que garantice, a la vez, su correcta ordenación y conservación.

El presente Real Decreto establece el Sistema Español de Archivos, configurado sobre 
la base de relaciones de cooperación voluntaria, de conformidad con la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español. La nueva regulación pretende dotar a las 
Administraciones y agentes implicados de herramientas suficientemente flexibles que 
posibiliten la comunicación archivística dentro de un marco dinámico de cooperación 
interadministrativa. Con este objetivo se crea el Consejo de Cooperación Archivística, órgano 
colegiado específico de composición interadministrativa, encargado de canalizar la 
cooperación archivística entre las administraciones públicas implicadas.

Por otro lado, la norma establece unas directrices para la coordinación de los criterios 
archivísticos aplicables en la Administración General del Estado y los organismos públicos 
de ella dependientes. La nueva Comisión de Archivos de la Administración General del 
Estado, órgano con representación interministerial, tiene encomendada la coordinación de la 
política archivística de los ministerios y organismos públicos en tanto que integrantes del 
Sistema de Archivos de la Administración General del Estado. En el diseño del Sistema se 
tiene en cuenta que, en la fase activa del ciclo de vida de los documentos, la gestión eficaz 
de la información administrativa resulta clave tanto para la organización interna como para la 
actividad externa de la Administración, en tanto que, finalizada la fase activa, es la dimensión 
histórico-patrimonial y cultural de documentos y archivos la que adquiere progresivamente 
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mayor relevancia. En consecuencia con esto, el presente Real Decreto prevé una regulación 
común, de carácter general, para asegurar un tratamiento archivístico adecuado de los 
documentos administrativos a lo largo de su ciclo vital.

Esta norma pretende, asimismo, facilitar el ejercicio del derecho de acceso de los 
ciudadanos a los archivos y documentos administrativos, mediante la clarificación de los 
criterios fijados en la muy diversa legislación aplicable y con la introducción de un 
procedimiento común, muy simplificado, de solicitud de acceso. En la regulación del 
procedimiento, que pretende suprimir incertidumbres y eliminar cualquier ocasión de 
arbitrariedad, está muy presente la necesidad de proteger intereses públicos y privados en 
los términos reconocidos en la Constitución y las Leyes, que justifican la existencia de 
especiales requisitos y condiciones para el acceso a documentos que no son de libre 
consulta y requieren autorización. En especial, esta regulación es respetuosa del delicado 
equilibrio que debe mantenerse entre la salvaguarda del derecho fundamental a la 
protección de datos personales-de acuerdo con la regulación contenida en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal- y el derecho de 
acceso a documentos y archivos. Con el fin de proceder a una ponderación lo más ajustada 
posible, la norma distingue una variedad supuestos en relación con el acceso a documentos 
que contienen datos personales y gradúa, atendiendo al tipo de datos, la edad del 
documento, las circunstancias del caso y la finalidad del acceso, las condiciones y requisitos 
que se han de reunir para levantar las restricciones al acceso.

El régimen previsto –requisitos de la solicitud para el ejercicio del derecho de acceso, 
regulación de la tramitación y resolución, derecho a la obtención de copias– es conforme con 
lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que en su artículo 37 
dispone que «los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y a los documentos 
que, formando parte de un expediente, obren en los archivos administrativos, cualquiera que 
sea la forma de expresión, gráfica, sonora o en imagen o el tipo de soporte material en que 
figuren, siempre que tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la 
fecha de la solicitud», al tiempo que menciona una variedad de materias que se rigen por su 
regulación específica. Efectivamente, este Real Decreto no interfiere en la normativa 
específica que rige en ámbitos sectoriales, como sucede con la información ambiental, con la 
información tributaria o la relativa a datos sanitarios. Se trata de un desarrollo reglamentario, 
que complementa y facilita la aplicación de disposiciones legales que se refieren con 
carácter general al derecho de acceso a documentos, como las contenidas en la 
mencionada Ley 30/1992, en la Ley 16/1985, de 25 de junio, de patrimonio histórico español, 
en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos o, más recientemente, en la Ley 52/2007, de 28 de diciembre, por la que se 
reconocen y amplían derechos y establecen medidas a favor de quienes padecieron 
persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura.

En conclusión, la presente norma no altera el régimen material de acceso a los 
documentos contenidos en los archivos de la Administración General del Estado, que sigue 
determinándose, como no puede ser de otro modo, por las correspondientes normas legales 
generales y sectoriales de aplicación en cada materia. Esa pluralidad de regímenes 
materiales, sin embargo, es compatible con el reconocimiento de un procedimiento 
administrativo común para la solicitud de acceso a los documentos conservados en los 
archivos de la Administración General del Estado. Tal regulación procedimental viene a 
ofrecer claridad y seguridad a todos los interesados, determinando además las 
particularidades procedimentales existentes en virtud de algunas de las situaciones de 
acceso restringido y resulta de aplicación general a los archivos de la Administración, con 
exclusión tan sólo de los de oficina o gestión, en razón de la tramitación pendiente o la 
continua utilización y consulta que constituyen las características definitorias de estos 
archivos y que exigen, precisamente, un régimen procedimental de acceso distinto al de los 
documentos que han sido ya transferidos a los archivos centrales o generales y de los 
depositados en los archivos intermedio e históricos.

En la elaboración de la presente norma han sido consultadas las Comunidades 
Autónomas.
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La norma se dicta al amparo del artículo 149.1.28 CE que atribuye al Estado en 
exclusiva la competencia sobre los archivos de titularidad estatal. No obstante, para el 
establecimiento del Sistema español de archivos regulado en los dos primeros Capítulos, se 
invoca el artículo 149.2 CE que reconoce la competencia concurrente en materia de cultura, 
en términos reiterados por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de modo 
consecuente con el principio de cooperación.

En su virtud, a propuesta del Ministro de la Presidencia y la Ministra de Cultura, con la 
aprobación previa del Vicepresidente del Gobierno de Política Territorial y Ministro de Política 
Territorial y Administración Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 18 de noviembre de 2011,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
El objeto del presente Real Decreto es:
a) Establecer el Sistema Español de Archivos, previsto en el artículo 66 de la 

Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, formado por los archivos de la 
Administración General del Estado y el resto de archivos públicos y privados, vinculados al 
Sistema mediante los correspondientes instrumentos de cooperación.

b) Regular el Sistema de Archivos de la Administración General del Estado como 
conjunto de todos los archivos de titularidad de la Administración General del Estado, así 
como de las entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de ella.

c) Establecer el procedimiento común para el acceso a los documentos obrantes en el 
Sistema de Archivos de la Administración General del Estado.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A los efectos de este Real Decreto, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59.1 

de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, y de la correspondiente 
legislación autonómica, se entiende por archivo:

a) El conjunto orgánico de documentos, o la reunión de varios de ellos, producidos o 
reunidos por las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas

b) Las entidades, que de acuerdo con las normas internacionales de descripción 
archivística, comprenden instituciones, personas y familias, que reúnen, conservan, 
organizan, describen y difunden los conjuntos orgánicos y las colecciones de documentos.

2. A los efectos de este Real Decreto se entiende por:
a) Sistema archivístico: Conjunto de normas reguladoras, así como de órganos, centros 

y servicios competentes en la gestión eficaz de los documentos y de los archivos.
b) Documento de archivo: Ejemplar en cualquier tipo de soporte, testimonio de las 

actividades y funciones de las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas.
c) Documento electrónico: De acuerdo con lo establecido en la Ley 11/2007, de 22 de 

junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, se entenderá por 
documento electrónico la información de cualquier naturaleza en forma electrónica, 
archivada en un soporte electrónico, según un formato determinado y susceptible de 
identificación y tratamiento diferenciado.

d) Expediente electrónico: De acuerdo con lo establecido en la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, se entenderá por 
expediente electrónico el conjunto de documentos electrónicos correspondientes a un 
procedimiento administrativo, cualquiera que sea el tipo de información que contengan.

e) Ciclo vital de documentos: Son las diferentes etapas por las que atraviesan los 
documentos desde que se producen hasta su eliminación conforme al procedimiento 
establecido, o en su caso, su conservación permanente.
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f) Calendario de conservación: Es el instrumento de trabajo fruto del proceso de 
valoración documental, en el que se recoge el plazo de permanencia de los documentos de 
archivo en cada una de las fases del ciclo vital para su selección, eliminación o conservación 
permanente y, en su caso, el método y procedimiento de selección, eliminación o 
conservación en otro soporte.

g) Identificación: Es la fase del tratamiento archivístico que consiste en la investigación y 
sistematización de las categorías administrativas y archivísticas en que se sustenta la 
estructura de un fondo.

h) Valoración documental: Es el estudio y análisis de las características administrativas, 
jurídicas, fiscales, informativas e históricas de los documentos u otras agrupaciones 
documentales.

i) Eliminación de documentos: Consiste en la destrucción física de unidades o series 
documentales por el órgano responsable del archivo u oficina pública en que se encuentren, 
empleando cualquier método que garantice la imposibilidad de reconstrucción de los mismos 
y su posterior utilización.

j) Metadato: Se entiende por metadato cualquier descripción estandarizada de las 
características de un conjunto de datos. En el contexto del documento electrónico cualquier 
tipo de información en forma electrónica asociada a los documentos electrónicos, de carácter 
instrumental e independiente de su contenido, destinada al conocimiento inmediato y 
automatizable de alguna de sus características, con la finalidad de garantizar la 
disponibilidad, el acceso, la conservación y la interoperabilidad del propio documento.

CAPÍTULO II
El Sistema Español de Archivos

Artículo 3.  El Sistema Español de Archivos.
1. El Sistema Español de Archivos previsto en el artículo 66 de la Ley 16/1985, de 25 de 

junio, del Patrimonio Histórico Español, comprende el conjunto de órganos, centros, 
sistemas y medios que, mediante relaciones de cooperación y coordinación, actúan 
conjuntamente con la finalidad de desarrollar los servicios archivísticos para facilitar el 
acceso de los ciudadanos a los archivos públicos en los términos establecidos en la 
normativa general.

2. Forman parte del Sistema Español de Archivos:
a) El Sistema de Archivos de la Administración General del Estado y sus organismos 

públicos.
b) Los sistemas archivísticos autonómicos, provinciales, locales, en función de las 

relaciones de cooperación, basadas en el principio de voluntariedad, que se establezcan, y 
sin perjuicio de la aplicación de su respectiva normativa.

c) Los archivos de todo tipo de entidades públicas y privadas incorporadas al sistema 
mediante los correspondientes acuerdos y convenios.

3. En el marco del Sistema Español de Archivos, cada Administración, de acuerdo con 
sus competencias, promoverá un desarrollo equilibrado, coherente e innovador del conjunto 
de archivos y sistemas existentes en España y fomentará la igualdad de todos los 
ciudadanos en el acceso a un servicio público de calidad.

4. El Ministerio de Cultura, como órgano coordinador del Sistema, y en cooperación con 
los responsables de los correspondientes archivos, asegurará la conservación y difusión del 
patrimonio documental y su defensa frente a la expoliación. Con tal fin:

a) Elaborará el Censo-Guía de Archivos de los bienes integrantes del Patrimonio 
Documental.

b) Asegurará el mantenimiento y la difusión selectiva de la información bibliográfica 
especializada en materia de archivos y otras disciplinas afines.

c) Promoverá la formación permanente del personal de los archivos con medios 
adecuados y suficientes, así como el fomento del intercambio de archiveros mediante el 
desarrollo de programas nacionales e internacionales en cooperación con las Comunidades 
Autónomas.
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d) Impulsará la investigación científica y el desarrollo e innovación tecnológica dentro del 
ámbito archivístico, así como la realización de proyectos de investigación en cooperación 
con otras instituciones científicas y culturales, en colaboración con las Comunidades 
Autónomas. Los archivos podrán ser centros promotores de proyectos de investigación y los 
archiveros podrán presentarse como personal investigador a convocatorias nacionales e 
internacionales.

e) Promoverá la creación de plataformas y proyectos digitales de acuerdo con los 
criterios de accesibilidad en línea, digitalización de fondos, preservación y duplicación con 
fines de difusión y la colaboración en proyectos de desarrollo de contenidos digitales 
promovidos por las administraciones públicas.

f) Impulsará la cooperación con otros países y ámbitos culturales, especialmente con los 
países de la Unión Europea, de Iberoamérica y del Mediterráneo, en programas de 
digitalización y en la elaboración y desarrollo de plataformas y portales en Internet, con el fin 
de fomentar el conocimiento y la difusión de los documentos que forman parte de una 
historia común.

Artículo 4.  La cooperación archivística.
1. La cooperación archivística comprende los vínculos que, con carácter voluntario, se 

establecen entre los archivos y los sistemas archivísticos dependientes de las diferentes 
administraciones públicas y de todo tipo de entidades o personas físicas para intercambiar 
información y servicios, conocimientos especializados y medios técnicos, con la finalidad de 
optimizar los recursos y desarrollar los servicios que prestan los archivos.

2. Las relaciones de la Administración General del Estado con los sistemas archivísticos 
autonómicos se regularán por lo establecido en los respectivos convenios de colaboración 
que, con tal fin, se suscriban con las Comunidades Autónomas.

3. La Administración General del Estado, en colaboración con el resto de las 
Administraciones Públicas y todo tipo de entidades privadas, promoverá e impulsará la 
cooperación archivística mediante:

a) El establecimiento de planes generales y específicos, que deberán ser aprobados por 
el Consejo de Ministros.

b) La suscripción de convenios y otros instrumentos de cooperación entre las 
administraciones públicas y con los archivos de titularidad privada.

c) el impulso del funcionamiento de los Patronatos de los Archivos Históricos de carácter 
nacional y de los órganos colegiados en materia archivística con presencia de la 
Administración General del Estado.

d) La presencia española en organismos y organizaciones internacionales y la 
participación en proyectos supranacionales.

Artículo 5.  El Consejo de Cooperación Archivística.
1. El Consejo de Cooperación Archivística, como órgano adscrito al Ministerio de Cultura 

y Deporte, a través de la Secretaría General de Cultura y Deporte, es el órgano de 
cooperación entre las administraciones públicas en materia de archivos.

2. Son funciones del Consejo:
a) La promoción de la integración de los sistemas archivísticos de titularidad pública y 

archivos privados en el Sistema Español de Archivos.
b) La elaboración de criterios uniformes para el desarrollo de los servicios archivísticos.
c) La propuesta y promoción del desarrollo de políticas públicas, directrices y estrategias 

relativas a la administración de archivos y patrimonio documental, con especial atención a la 
implantación de las nuevas tecnologías en la gestión de los archivos.

d) Informar los planes de cooperación archivística previstos en el artículo 4.3 letra a) y 
proceder a su seguimiento y, eventualmente, a la propuesta de su actualización.

e) La promoción y el fomento de la formación profesional y el intercambio en el ámbito 
archivístico.

f) El impulso de la cooperación internacional.
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3. Presidirá el Consejo de Cooperación Archivística el titular de la Secretaría General de 
Cultura y Deporte.

4. Componen el Consejo de Cooperación Archivística, junto con su Presidente, seis 
representantes de la Administración General del Estado, con rango de director general o 
equivalente, designados por los Ministerios de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
Defensa, Economía y Hacienda, Presidencia, Política Territorial y Administraciones Públicas 
y Cultura, un representante de cada Comunidad Autónoma, tres representantes de las 
administraciones locales, designados por la asociación de entidades locales de ámbito 
estatal con mayor implantación y un representante del Consejo de Universidades.

5. La Secretaría del Consejo corresponderá a un funcionario del Ministerio de Cultura, 
que actuará en el Pleno con voz pero sin voto.

CAPÍTULO III
Sistema de Archivos de la Administración General del Estado y de sus 

organismos públicos

Sección 1.ª Disposiciones Generales

Artículo 6.  Definición.
El Sistema de Archivos de la Administración General del Estado es el conjunto de 

sistemas archivísticos departamentales, órganos, archivos y centros de la Administración 
General del Estado y de sus organismos públicos, que actúan de manera coordinada con la 
finalidad de garantizar la correcta gestión de los fondos, colecciones, documentos y otras 
agrupaciones documentales producidos o reunidos en el ejercicio de sus competencias y 
facilitar el acceso de los ciudadanos a los mismos.

Artículo 7.  Composición.
Integran el Sistema de Archivos de la Administración General del Estado los archivos, 

centros, servicios y, en su caso, sistemas archivísticos de los departamentos ministeriales, y 
de sus organismos públicos existentes y los que en el futuro puedan crearse 
reglamentariamente.

La Comisión de Archivos de la Administración General del Estado actuará como 
coordinadora del Sistema.

Artículo 8.  Clases de Archivos.
Los Archivos del Sistema de Archivos de la Administración General del Estado, 

atendiendo al ciclo vital de los documentos, se clasifican en:
a) Archivos de oficina o de gestión.
b) Archivos generales o centrales de los Ministerios y de los organismos públicos 

dependientes de los mismos.
c) Archivo intermedio.
d) Archivos históricos.

Artículo 9.  Archivos de oficina o de gestión.
Son aquellos archivos existentes en todos los órganos y unidades administrativas para la 

custodia de los documentos en fase de tramitación o sometidos a continua utilización y 
consulta administrativa. Estos documentos, una vez concluida su tramitación o su etapa de 
utilización y consulta, serán objeto de transferencia al archivo central del Departamento 
respectivo, de acuerdo con los plazos establecidos durante el proceso de valoración.

Los archivos de oficina o de gestión cumplirán las siguientes funciones:
1.º Apoyar la gestión administrativa.
2.º Acreditar las actuaciones y actividades de la unidad productora.
3.º Organizar los documentos producidos por sus respectivas unidades.
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4.º Transferir los documentos al Archivo central, en la forma y tiempo establecidos en el 
correspondiente calendario de conservación elaborado de manera conjunta con el Archivo 
Central, una vez agotado su plazo de permanencia en la unidad productora.

5.º Eliminar los documentos de apoyo informativo antes de la transferencia al Archivo 
central.

Artículo 10.  Archivos generales o centrales de los Ministerios y de los organismos públicos 
dependientes de los mismos.

1. Son aquellos archivos existentes en los Ministerios y organismos públicos para la 
custodia de los documentos, una vez finalizada su tramitación y transcurridos los plazos 
establecidos por la normativa vigente o en los calendarios de conservación.

El Archivo Central cumplirá las siguientes funciones:
1.º Coordinar y controlar el funcionamiento de los distintos archivos de gestión, así como 

proporcionar el asesoramiento técnico necesario a las unidades y a su archivo de gestión, 
con el fin de conseguir la correcta conservación y tratamiento técnico de los documentos de 
archivo, de acuerdo con las normas específicas que correspondan a cada serie documental.

2.º Llevar a cabo el proceso de identificación de series y elaborar el cuadro de 
clasificación.

3.º Describir las fracciones de serie conforme a las normas internacionales y nacionales 
de descripción archivística.

4.º Llevar a cabo procesos de valoración documental, a fin de elevar las 
correspondientes propuestas de eliminación, o en su caso, de conservación permanente de 
documentos, en aplicación del procedimiento establecido por la normativa vigente.

5.º Tramitar, en su caso, los expedientes de eliminación de documentos, una vez 
cumplidos los requisitos exigidos por la normativa vigente y de acuerdo con los calendarios 
de conservación aprobados.

6.º Realizar las transferencias preceptivas y periódicas de documentos al archivo 
intermedio, acompañadas de su correspondiente relación de entrega.

7.º Proporcionar al archivo intermedio las descripciones de las fracciones de serie objeto 
de cada una de las transferencias.

8.º Participar en los equipos multidisciplinares encargados del diseño e implementación 
de los sistemas de gestión de los procedimientos administrativos tramitados en soporte 
electrónico.

2. Los órganos competentes de cada Ministerio propondrán los calendarios de 
conservación y acceso de los documentos que custodian en los diferentes archivos previstos 
en este artículo, comunicándolos a la Comisión Superior Calificadora de Documentos 
Administrativos.

Artículo 11.  Archivo intermedio.
El archivo intermedio es la institución responsable de la custodia de los documentos 

generados y reunidos por los diferentes Departamentos ministeriales y sus organismos 
públicos, una vez finalizada su fase activa conforme a lo establecido en los calendarios de 
conservación. El Archivo General de la Administración, es el archivo intermedio de la 
Administración General del Estado, según la normativa vigente.

El Archivo General de la Administración, como archivo intermedio de la Administración 
General del Estado y adscrito al Ministerio de Cultura, tiene las siguientes funciones:

1.º Conservar los documentos que son transferidos desde los Archivos Centrales de los 
Ministerios.

2.º Aplicar, en su caso, las resoluciones adoptadas por la Comisión Superior Calificadora 
de Documentos Administrativos relativas a la eliminación de documentos, garantizando su 
efectiva destrucción, tramitando los preceptivos expedientes de eliminación, conforme lo 
dispuesto en la legislación vigente.

3.º Aplicar, en su caso, las resoluciones adoptadas por la Comisión Superior Calificadora 
de Documentos Administrativos relativas a la conservación permanente, y al acceso en su 
caso, de agrupaciones documentales.
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4.º Identificar y llevar a cabo procesos de valoración documental, a fin de elevar a la 
Comisión Calificadora departamental o Grupo de Trabajo propuestas de eliminación, o en su 
caso, de conservación permanente de documentos, en aplicación del procedimiento 
establecido por la normativa vigente para las agrupaciones documentales acumuladas que 
no hayan recibido previamente tratamiento archivístico.

5.º Establecer y valorar las estrategias que se pueden aplicar para la conservación a 
medio plazo de los documentos y ficheros electrónicos recibidos, tales como procedimientos 
de emulación, migración y conversión de formatos.

6.º Completar las descripciones elaboradas por el Archivo Central de las agrupaciones 
documentales recibidas, especialmente en lo relativo a los niveles superiores de descripción 
o macrodescripción, conforme a las normas internacionales y nacionales de descripción 
archivística.

7.º Llevar a cabo las transferencias preceptivas y periódicas de documentos al Archivo 
histórico, acompañadas de los correspondientes instrumentos de descripción elaborados.

Artículo 12.  Archivos históricos.
1. Los archivos históricos son las instituciones responsables de la custodia, conservación 

y tratamiento de los fondos pertenecientes al patrimonio histórico documental español que 
sean reflejo de la trayectoria de la administración estatal a lo largo de la historia o que en 
todo caso resulten altamente significativos por su valor histórico, su singular importancia o su 
proyección internacional. Son archivos históricos los de titularidad y gestión estatal adscritos 
al Ministerio de Cultura.

2. El Archivo Histórico Nacional ejerce las funciones de archivo histórico de la 
Administración General del Estado.

Las funciones del Archivo Histórico Nacional, como archivo histórico de la Administración 
General del Estado y dependiente del Ministerio de Cultura, son:

a) Conservar los documentos con valor histórico que le son transferidos desde el Archivo 
General de la Administración.

b) Aplicar programas de reproducción de documentos en soportes alternativos para 
garantizar la conservación de los documentos originales y fomentar su difusión.

c) Establecer y valorar las estrategias que se pueden aplicar para la conservación a largo 
plazo de los documentos y ficheros electrónicos recibidos, tales como procedimientos de 
emulación, migración y conversión de formatos.

d) Completar las descripciones elaboradas por el Archivo General de la Administración 
sobre las agrupaciones documentales recibidas, especialmente de las unidades 
documentales, conforme a las normas internacionales y nacionales de descripción 
archivística.

e) Impulsar programas de difusión y gestión cultural del patrimonio documental 
custodiado.

2. En el ámbito de los servicios periféricos del Estado, desempeñan idénticas funciones a 
las de los archivos intermedio e histórico los Archivos Históricos Provinciales o los que en el 
futuro se puedan crear en las Delegaciones de Gobierno.

3. De acuerdo con su específica normativa de creación y funcionamiento, los archivos de 
carácter histórico gestionados por la Administración General del Estado, a través del 
Ministerio de Cultura, desempeñarán la funciones previstas en este artículo en sus 
respectivos ámbitos de actuación.

Artículo 13.  Coordinación archivística.
1. Cada Departamento Ministerial organizará sus servicios para garantizar la 

coordinación del funcionamiento de todos los Archivos del Ministerio y de los organismos a él 
vinculados, según lo previsto en el artículo 65 de la Ley 16/1985, de Patrimonio Histórico 
Español.

2. A dichos efectos, en cada Departamento podrá constituirse un Grupo de Trabajo para 
la coordinación de los archivos que se encuentren dentro de su ámbito departamental y sus 
organismos públicos, adscrita a la Subsecretaría. Los grupos de trabajo ministeriales tendrán 
por finalidad:
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a) Impulsar el cumplimiento en sus archivos de las instrucciones y recomendaciones de 
la Comisión de Archivos de la Administración General del Estado.

b) Promover los criterios particulares en relación con la accesibilidad de la información 
obrante en los archivos de su competencia.

c) Impulsar por la inclusión en el Censo-Guía de Archivos de España e Iberoamérica de 
cualquier servicio de archivos dependiente de su Departamento.

d) Promover programas de gestión en los que se establezcan los objetivos que deben 
cumplir sus archivos mediante los correspondientes proyectos y actuaciones a desarrollar.

e) Realizar estudios de valoración documental y elevar peticiones de dictamen a la 
Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos.

3. La Comisión de Archivos de la Administración General del Estado, órgano 
interministerial adscrito al Ministerio de Presidencia, elaborará las instrucciones, 
recomendaciones, manuales y criterios para garantizar el cumplimiento de la normativa en 
materia de archivos e impulsar la gestión coordinada de los mismos.

En particular, la Comisión establecerá instrucciones y criterios para homogeneizar, 
normalizar y armonizar las tareas archivísticas que se realicen en las distintas etapas del 
ciclo documental y en los diferentes archivos de su competencia, tales como:

a) La implantación de sistemas de gestión de documentos que faciliten la toma de 
decisiones a los órganos administrativos y sean garantes de los derechos de los ciudadanos.

b) El desarrollo de propuestas de armonización y homogeneización de los procesos y 
tareas desarrolladas en los archivos, en aras de la eficacia y la simplificación administrativa.

c) El diseño de planes e indicadores de evaluación de calidad, aplicables a los archivos 
del Sistema.

d) El fomento de la normalización de los procesos de descripción archivística, aplicando 
las normas nacionales e internacionales de descripción y el desarrollo de recomendaciones y 
propuestas para su estudio por la Comisión de Normas Españolas de Descripción 
Archivística (CNEDA).

e) La utilización en los archivos del sistema, de formatos estándares de uso común, 
atendiendo a la normativa técnica y demás recomendaciones de Organismos Nacionales e 
Internacionales.

4. La Presidencia de la Comisión de Archivos de la Administración General del Estado 
corresponde a quien ocupe la Subsecretaría del Ministerio de Presidencia.

La Vicepresidencia corresponderá a la persona titular de la Subsecretaría del Ministerio 
de Cultura.

Son miembros de la Comisión de Archivos, junto con el Presidente y el vicepresidente:
a) El Presidente de los Grupos de trabajo mencionados en el precedente apartado 2 o un 

representante designado por el Subsecretario correspondiente.
b) Los Directores Generales del Libro, Archivos y Bibliotecas y para el Impulso de la 

Administración Electrónica.
c) La persona titular de la dirección del Archivo General de la Administración.
d) Hasta un máximo de cuatro vocales, nombrados por la Comisión a propuesta de su 

Presidencia, en representación de organismos y entes públicos de la Administración General 
del Estado afectados por este Real Decreto cuya presencia se estime necesaria en la 
Comisión por razón de su cometido, uno de ellos elegido entre los Directores de los Archivos 
Históricos Provinciales.

5. La Secretaría de la Comisión corresponderá a un funcionario designado por el 
Ministerio de Cultura, que asistirá a las reuniones con voz pero sin voto.

6. La Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos, regulada por el 
Real Decreto 1401/2007, de 29 octubre, se adscribe a la Comisión de Archivos de la 
Administración General del Estado como su órgano consultivo superior.
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Sección 2.ª Tratamiento archivístico

Artículo 14.  Ciclo vital de los documentos.
1. Con carácter general, los archivos integrados en el Sistema desarrollarán las 

siguientes funciones, en todas las fases del ciclo vital de los documentos:
a) Garantizar el acceso de los ciudadanos a los documentos públicos, en la forma 

dispuesta en el capítulo siguiente.
b) Facilitar a las unidades productoras el acceso a sus documentos.
c) Dar a los documentos el tratamiento técnico archivístico adecuado, según las normas 

internacionales y nacionales y las instrucciones y recomendaciones emanadas de la 
Comisión de Archivos de la Administración General del Estado, aplicables en función de la 
fase en que se encuentren los documentos de archivo, incluyendo las actuaciones 
pertinentes de conservación preventiva y activa.

d) Atender a lo dispuesto en los calendarios de conservación, en cuanto a los plazos de 
acceso, transferencia y, en su caso, eliminación de las series documentales custodiadas en 
cada tipo de archivo.

e) Colaborar en el desarrollo de los programas de digitalización, reproducción, 
descripción, planes archivísticos y otras actuaciones que puedan impulsarse desde los 
órganos de decisión del Sistema.

f) Emplear las nuevas tecnologías en el desarrollo de sus funciones y actividades.
g) Garantizar la integridad, autenticidad, fiabilidad, disponibilidad, confidencialidad y 

conservación de los documentos y expedientes electrónicos recibidos o almacenados, según 
lo establecido por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a 
los servicios públicos, en los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad, y 
demás normativa de desarrollo.

Artículo 15.  Identificación, valoración y eliminación.
1. Los grupos de trabajo de coordinación archivística de cada Departamento ministerial 

presentarán sus propuestas de eliminación o en su caso, de conservación permanente para 
el dictamen preceptivo por la Comisión Superior Calificadora de Documentos 
Administrativos.

2. A los efectos de este Real Decreto, la eliminación de documentos, incluidos los 
documentos y expedientes electrónicos, custodiados por los archivos del Sistema, sólo 
podrá llevarse a cabo cumpliendo los requisitos y el procedimiento establecido en la 
normativa vigente.

3. En el seno de los grupos de trabajo de coordinación archivística se potenciará la 
elaboración de calendarios de conservación y la valoración coordinada de series.

Los calendarios de conservación, determinarán para cada serie o agrupación 
documental, las fases de actividad, semiactividad o inactividad administrativa y delimitaran 
los períodos de permanencia de los documentos en cada uno de los tipos de archivo 
definidos según el ciclo vital. En ningún caso se transferirán al Archivo Intermedio 
agrupaciones documentales cuando previamente la Comisión Superior Calificadora de 
Documentos Administrativos haya dictaminado su eliminación.

En todo lo no previsto en este artículo será de aplicación para el régimen de valoración y 
eliminación de documentos, lo dispuesto en el Real Decreto 1164/2002, de 8 de noviembre, 
por el que se regula la conservación del patrimonio documental con valor histórico, el control 
de la eliminación de otros documentos de la Administración General del Estado y sus 
organismos públicos y la conservación de documentos administrativos en soporte distinto al 
original.

Sección 3.ª Disposiciones específicas sobre archivos históricos y patrimonio 
documental

Artículo 16.  Conservación del patrimonio documental.
El Ministerio de Cultura garantizará la conservación para generaciones futuras del 

patrimonio documental que custodia, mediante:
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a) El establecimiento de políticas de prevención del deterioro de los documentos de 
archivo utilizando sistemas de instalación adecuados y con especial atención sobre los 
documentos con formatos y soportes más vulnerables.

b) El fomento de la creación y dotación de talleres de restauración en los centros de 
Archivo que se estime conveniente con el fin de abordar la conservación activa de los 
documentos.

c) El desarrollo de planes de preservación, restauración y criterios de cooperación entre 
los Archivos del Sistema en materia de conservación.

Artículo 17.  Enriquecimiento del patrimonio documental.
1. El Ministerio de Cultura promoverá:
a) Las transferencias periódicas regulares de las fracciones de serie o series 

documentales de carácter histórico desde los archivos intermedios al archivo histórico que 
corresponda.

b) La incorporación de documentos o agrupaciones documentales de interés histórico e 
informativo, por medio de compra, depósito, comodato, donación o cualquier otra figura legal 
contemplada en el ordenamiento jurídico.

c) La reproducción de documentos custodiados en otros centros nacionales o 
internacionales mediante la suscripción de convenios de colaboración, acuerdos y contratos 
cumpliendo los requisitos legalmente establecidos.

2. A los archivos y fondos adquiridos con base en lo dispuesto en el apartado anterior se 
les aplicarán las mismas condiciones de custodia, conservación, reproducción y difusión que 
al resto de sus fondos documentales, sin perjuicio de su titularidad y conforme a lo 
establecido en el correspondiente contrato o instrumento jurídico.

3. Entre los compromisos del Ministerio de Cultura se incluye la permanencia conjunta e 
indivisible de los documentos adquiridos en el archivo o centro de titularidad estatal, en el 
que se determine su custodia.

Artículo 18.  Medidas de fomento del patrimonio documental.
1. El Ministerio de Cultura, de acuerdo con la normativa vigente, arbitrará medios 

económicos y técnicos para colaborar con los poseedores y propietarios privados de 
Patrimonio Documental en el mantenimiento, tratamiento y conservación adecuada de dicho 
Patrimonio.

2. A tal fin, podrá realizar convocatorias periódicas de ayudas en régimen de 
concurrencia competitiva dirigidas a entidades privadas sin ánimo de lucro para la mejora de 
sus instalaciones o equipamiento de sus archivos, así como para el desarrollo de proyectos 
archivísticos, con el fin de fomentar la conservación y difusión del patrimonio documental de 
carácter privado con arreglo a las normas y estándares internacionales.

Los beneficiarios de las citadas ayudas quedarán obligados a:
a) Garantizar el acceso público a sus fondos en las condiciones que se establezcan 

conjuntamente.
b) Ceder, cuando así lo previera la convocatoria de ayudas, los derechos de 

reproducción, comunicación pública y transformación en Internet, de todos los elementos 
que constituyen el resultado del proyecto realizado, independientemente del soporte en que 
se entregue.

c) Autorizar la difusión a través de Internet y de la plataforma institucional del Ministerio 
de Cultura de la información proporcionada como resultado de la realización de los proyectos 
subvencionados. La difusión de la información en ningún caso supondrá merma o 
menoscabo de los derechos de propiedad intelectual que puedan existir.

Artículo 19.  Difusión de los documentos de archivo y de otros recursos culturales o 
informativos del Sistema español de archivos.

El Ministerio de Cultura impulsará programas dinámicos encaminados a asegurar la 
difusión al conjunto de la sociedad, de los contenidos y de los servicios telemáticos y 
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presenciales que ofrecen los centros de archivo del Sistema Español de Archivos, a través 
de:

a) El desarrollo del Portal de Archivos Españoles que pone en Internet y al servicio de los 
ciudadanos, las bases de datos descriptivas y las imágenes digitalizadas de los documentos 
de los centros de archivo del Ministerio de Cultura y de cualquier otro centro de archivo del 
Sistema Español de Archivos que quiera adherirse a la mencionada plataforma, con el fin de 
fomentar el acceso libre y gratuito de los usuarios a los contenidos culturales e informativos 
que se custodian.

b) El impulso a través del Centro de Información Documental de Archivos, del Censo 
Guía de Archivos, como guía electrónica y directorio de los archivos de España e 
Iberoamérica, que permite a los ciudadanos la localización inmediata de los centros de 
archivo así como los fondos y colecciones que custodian y los servicios que éstos prestan.

c) La elaboración de un catálogo colectivo accesible por Internet, que incluya información 
de los ejemplares bibliográficos y hemerográficos de las bibliotecas históricas y las 
bibliotecas especializadas o auxiliares de los archivos del Ministerio de Cultura, coordinado 
desde el Centro de Información Documental de Archivos.

d) El diseño y desarrollo de estrategias de comunicación y marketing y la utilización de la 
Web como instrumento inmediato de información.

e) La programación y el diseño de exposiciones presenciales y visitas y exposiciones 
virtuales que permitan divulgar los documentos de archivo así como su interés histórico, 
científico y cultural.

f) El impulso de actividades pedagógicas que acerquen los archivos y el contexto 
histórico de producción de los documentos, a los estudiantes de los diferentes ciclos 
formativos.

g) El desarrollo de programas de edición electrónica y en papel, de instrumentos de 
referencia, catálogos, boletines informativos y de cualquier otra obra de interés para el 
conocimiento y difusión del patrimonio documental.

h) El apoyo y fomento de jornadas, conferencias, congresos y actividades culturales 
relacionadas con el ámbito de los archivos.

Sección 4.ª Documentos electrónicos y preservación digital.

Artículo 20.  Condiciones para la recuperación y conservación del documento electrónico.
1. Las disposiciones del presente Real Decreto relativas a los documentos integrantes 

del Sistema de Archivos de la Administración General del Estado, serán de aplicación 
también a los documentos en soporte electrónico, con las especialidades derivadas de la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, de 
los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad, y demás normativa de 
desarrollo.

2. Los Departamentos Ministeriales y las entidades de derecho público vinculadas o 
dependientes de los mismos, adoptarán las decisiones organizativas y las medidas técnicas 
necesarias con el fin de garantizar la recuperación y conservación de los documentos 
electrónicos a lo largo de su ciclo de vida. Entre éstas:

a) La identificación clara y precisa de cada uno de los documentos mediante un código 
unívoco que permita su identificación en un entorno de intercambio interadministrativo.

b) La asociación de los metadatos mínimos obligatorios y, en su caso, complementarios 
asociados al documento electrónico.

c) La inclusión, en el caso de los expedientes electrónicos, de un índice electrónico 
firmado por el órgano o entidad actuante que garantice la integridad del mismo y permita su 
recuperación.

d) La recuperación completa e inmediata de los documentos a través de métodos de 
consulta en línea a los datos que permita la visualización de los documentos de modo que 
sean legibles e identificables.

e) La adopción de medidas para garantizar la conservación de la memoria e 
identificación de los órganos que ejercen la competencia sobre el documento o expediente 
para que el ciudadano de hoy y del futuro pueda comprender el contexto en el que se creó.
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f) El mantenimiento del valor probatorio de los documentos y expedientes y de las 
evidencias electrónicas como prueba de las actividades y procedimientos, así como la 
observancia de las obligaciones jurídicas que incumban a los servicios.

g) La transferencia de los expedientes electrónicos a los archivos históricos para la 
conservación permanente, de acuerdo con lo establecido en la normativa vigente, de manera 
que se pueda asegurar su conservación y accesibilidad a medio y largo plazo.

h) El borrado de la información, en su caso, o si procede la destrucción física de los 
soportes, de acuerdo con un procedimiento regulado y dejando registro de su eliminación.

i) La valoración y el establecimiento de las estrategias que se pueden aplicar para la 
conservación a medio y largo plazo de los documentos, tales como procedimientos de 
emulación, migración y conversión de formatos.

Artículo 21.  Aplicación de las tecnologías de la información y comunicaciones en la gestión 
y tratamiento de los documentos.

Los Departamentos Ministeriales y sus organismos vinculados o dependientes 
promoverán en todo momento el uso de las tecnologías de la información y el conocimiento 
en el tratamiento archivístico de los documentos de su competencia y en todo lo relativo a 
las funciones de conservación, gestión, acceso y difusión que tiene encomendadas, 
mediante:

a) La utilización de sistemas de gestión, de acuerdo con los requisitos establecidos en la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos 
y su normativa de desarrollo.

b) El desarrollo de archivos digitales o repositorios de documentos en soporte electrónico 
estableciendo formatos de intercambio de documentos o expedientes electrónicos definiendo 
unos metadatos y clasificaciones comunes que permitan la reutilización y el intercambio de 
información entre los distintos órganos de la Administración.

c) La aplicación de los principios básicos y los requisitos mínimos requeridos para una 
protección adecuada de la información con el fin de asegurar el acceso, integridad, 
disponibilidad, autenticidad, confidencialidad, trazabilidad y conservación de los datos, 
informaciones y servicios utilizados en medios electrónicos que gestionen en el ejercicio de 
sus competencias.

d) El desarrollo de Sistemas Integrales de Información y Gestión de Archivos y su 
implementación en plataformas informáticas compartidas, con procedimientos de 
actualización en línea y accesibles por Internet.

e) La implantación progresiva de los servicios telemáticos que permitan recoger, 
gestionar y dar respuesta al conjunto de solicitudes, reclamaciones y sugerencias que 
realicen los ciudadanos sobre acceso, localización, reproducción, u otras cuestiones 
relacionadas con los documentos o los servicios que prestan los archivos del Sistema.

Artículo 22.  Documentos en formato electrónico transferidos al Archivo Intermedio de la 
Administración General del Estado.

Las decisiones organizativas y medidas técnicas previstas en este capítulo no supondrán 
para la documentación transferida al Archivo Intermedio de la Administración General del 
Estado por los distintos Ministerios y Organismos, obligaciones adicionales a las previstas en 
la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos, en los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad y demás normativa 
de desarrollo.

CAPÍTULO IV
Procedimiento de acceso a documentos y archivos

Artículo 23.  Derecho de acceso a documentos y archivos.
1. Toda persona tiene derecho a acceder a los documentos conservados en los archivos 

incluidos en el ámbito de aplicación de esta norma, en los términos establecidos en el 
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presente capítulo sin perjuicio de las exclusiones y limitaciones previstas en la Constitución y 
en las leyes.

2. El presente Capítulo tiene por objeto regular el procedimiento común para el acceso a 
los documentos obrantes en los archivos de la Administración General del Estado, así como 
de las entidades de Derecho público vinculadas o dependientes de ella, que no tengan la 
consideración de archivos de oficina o gestión.

3. El responsable del archivo ofrecerá la asistencia que sea necesaria para facilitar el 
ejercicio del derecho de acceso, teniendo en cuenta las necesidades especiales de algunos 
colectivos.

4. Los sistemas de información archivística deberán garantizar el uso de las lenguas 
cooficiales del Estado en los términos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en 
la normativa que resulte de aplicación.

Artículo 24.  Solicitud de acceso.
1. La solicitud de acceso a documentos podrá presentarse a través de los medios y en 

los términos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en la Ley 11/2007, de 22 
de junio, y se dirigirá al responsable del archivo que los custodia. En todos los archivos 
existirá un modelo normalizado de solicitud a disposición de los interesados, que igualmente 
estará disponible en la sede electrónica del correspondiente Departamento o entidad de 
Derecho Público.

2. En la solicitud deberá indicarse con claridad el documento o conjunto de documentos 
a los que se refiere, así como la identidad del solicitante y una dirección, a efectos de 
comunicaciones.

3. No será necesario motivar la solicitud de acceso a documentos. No obstante, el 
solicitante podrá exponer los motivos de su petición, que se tendrán en cuenta en la 
tramitación y resolución de la solicitud.

4. Con el fin de facilitar la identificación de los documentos solicitados, el responsable del 
archivo pondrá a disposición del público los instrumentos de referencia y descripción de los 
fondos documentales que lo integran, con excepción de los que en aplicación de las 
limitaciones legalmente previstas no deban constar.

5. Las entidades públicas incluidas en el ámbito de aplicación de este Real Decreto 
informarán del órgano competente para resolver las solicitudes de acceso. En ausencia de 
previsión expresa, se entenderá competente aquél del que dependa orgánicamente el 
archivo que custodia los documentos cuya consulta se solicita.

Artículo 25.  Autorización de entrada a los archivos y de consulta de documentos originales.
1. La entrada en la zona de depósito de los archivos estará reservada a personal 

autorizado. Quienes acrediten un interés histórico, científico, estadístico o cultural relevante 
podrán solicitar al responsable del archivo autorización de entrada para el examen de la 
documentación obrante. La autorización, que podrá denegarse en razón de las necesidades 
de organización de los servicios o de la garantía del carácter restringido de determinados 
fondos obrantes en los archivos, determinará las condiciones en que deba realizarse la 
entrada.

2. Cuando en el archivo existan reproducciones de los documentos solicitados, se dará 
acceso a éstas como norma general; en estos casos, sólo cuando la materia o 
circunstancias de la investigación lo justifiquen y el estado de conservación de los 
documentos lo permita, se autorizará el acceso a los originales previa presentación de la 
correspondiente solicitud de autorización.

Artículo 26.  Acceso restringido.
1. Los documentos conservados en los archivos incluidos en el ámbito de aplicación de 

esta norma serán de libre acceso, salvo cuando les afecte alguna de las limitaciones 
previstas en la Constitución y en las Leyes. En particular, serán de acceso restringido los 
documentos clasificados según lo dispuesto en la normativa sobre secretos oficiales, los 
documentos que contengan información cuya difusión pudiera entrañar riesgos para la 
seguridad y la defensa del Estado o interferir en la averiguación de los delitos o la tutela 
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judicial efectiva de ciudadanos e instituciones, así como los declarados reservados por una 
norma con rango de Ley y aquellos que contengan datos personales a los que se refiere el 
artículo 28.

2. El responsable del archivo, siempre que sea posible, tendrá a disposición del público 
la relación de los documentos y series documentales de acceso restringido, con exclusión de 
aquellos que en atención a los intereses protegidos no deban ser objeto de publicidad.

3. El acceso a documentos excluidos de pública consulta será restringido y quedará 
condicionado, con las excepciones y especialidades previstas en la Ley, a la obtención de 
autorización previa.

4. Con carácter excepcional, el responsable del archivo podrá restringir cautelarmente el 
acceso a aquellos documentos o series documentales que, sin haber sido objeto de 
exclusión de consulta pública, pudieran incurrir, a su juicio y a la vista de su contenido, en 
alguna de las limitaciones previstas en las leyes.

Toda alteración en el régimen de acceso a documentos deberá ser puesta en 
conocimiento de la Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos, que será 
la encargada de informar con carácter previo los casos de modificación del régimen de libre 
acceso.

Artículo 27.  Solicitud de consulta de documentos de acceso restringido por razones de 
seguridad y defensa del Estado.

1. Los documentos clasificados de conformidad con lo previsto en la normativa sobre 
secretos oficiales del Estado estarán excluidos de la consulta pública, sin que pueda 
concederse autorización para el acceso en tanto no recaiga una decisión de desclasificación 
por el órgano competente para realizarla.

2. Cuando la solicitud de consulta se refiera a documentos o series documentales que 
incorporen marcas de reserva o confidencialidad, el órgano competente para resolver 
remitirá la solicitud a su superior jerárquico o, según lo que establezcan las normas de 
organización de los respectivos Departamentos Ministeriales y entidades de Derecho 
Público, al órgano que realizó la declaración de reserva o confidencialidad, para que decidan 
sobre la concesión de autorización de la consulta.

Artículo 28.  Solicitud de consulta de documentos de acceso restringido por contener datos 
personales.

1. La solicitud de acceso a documentos que contengan datos personales referidos 
exclusivamente al propio solicitante se regirá por la normativa de protección de datos 
personales.

2. El acceso a los documentos que contengan datos personales que puedan afectar a la 
intimidad o a la seguridad de las personas, o que tengan la consideración de especialmente 
protegidos en los términos de la normativa de protección de datos personales, incluyendo los 
que se encuentren en procedimientos o expedientes sancionadores, será posible siempre 
que medie el consentimiento expreso y por escrito de los afectados.

No obstante, serán accesibles los documentos con datos personales que puedan afectar 
a la seguridad o intimidad de las personas cuando hayan transcurrido veinticinco años desde 
el fallecimiento de los afectados. Si éste dato no constara, el interesado deberá aportar la 
correspondiente certificación expedida por el Registro Civil.

Cuando no fuera posible conocer la fecha o el hecho del fallecimiento y el documento o 
documentos solicitados posean una antigüedad superior a cincuenta años, el acceso se 
concederá si, atendidas las circunstancias del caso, se entiende razonablemente excluida la 
posibilidad de lesión del derecho a la intimidad personal y familiar o el riesgo para la 
seguridad del afectado y siempre de conformidad con la normativa de protección de datos.

3. El acceso a documentos que contengan datos nominativos o meramente 
identificativos de las personas que no afecten a su seguridad o su intimidad, será posible 
cuando el titular de los mismos haya fallecido o cuando el solicitante acredite la existencia de 
un interés legítimo en el acceso.

A estos efectos, se entenderá que poseen interés legítimo quienes soliciten el acceso 
para el ejercicio de sus derechos y los investigadores que acrediten que el acceso se 
produce con una finalidad histórica, científica o estadística.
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4. Se concederá el acceso a documentos que contengan datos de carácter personal, sin 
necesidad de consentimiento de sus titulares, cuando se proceda previamente a la oportuna 
disociación, de los datos de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.

5. La información que contenga datos de carácter personal únicamente podrá ser 
utilizada para las finalidades que justificaron el acceso a la misma y siempre de conformidad 
con la normativa de protección de datos.

Artículo 29.  Tramitación y resolución.
1. Las resoluciones de las solicitudes de acceso y de consulta directa se notificarán por 

escrito al solicitante, con indicación de los recursos que procedan contra las mismas, el 
órgano administrativo o judicial ante el que deban interponerse y el plazo para hacerlo. En el 
supuesto de ser estimatorias, especificarán la forma y, en su caso, el plazo en el que se 
facilitarán al interesado los documentos solicitados o será posible la consulta directa. Las 
resoluciones denegatorias serán motivadas.

2. En caso de que la solicitud se refiera a documentos que no obren en poder del órgano 
al que se dirige, será remitida de oficio al que los posea, si se conoce, dando cuenta de ello 
al solicitante.

3. Cuando la indicación de la existencia o no del documento solicitado suponga incurrir 
en alguna de las limitaciones al acceso, se desestimará la solicitud, informando al interesado 
de esta circunstancia.

4. Se tramitarán con carácter preferente las solicitudes que tengan por objeto el acceso a 
documentos necesarios para el ejercicio de derechos.

5. Serán inadmitidas las solicitudes que se consideren abusivas por su carácter 
manifiestamente irrazonable o repetitivo.

Artículo 30.  Plazo para resolver y sentido del silencio.
1. La resolución de la solicitud de acceso o de consulta deberá adoptarse y notificarse lo 

antes posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes desde la recepción por el 
órgano competente para tramitarla.

2. En el caso de solicitud de acceso a documentos, cuando el volumen de lo solicitado, 
su emplazamiento o las dificultades para su reproducción así lo justifiquen, el plazo para 
resolver podrá ampliarse por otro mes, informando de esta circunstancia al solicitante.

3. El cómputo del plazo para resolver se interrumpirá en los siguientes supuestos:
a) Cuando se requiera al solicitante la subsanación de deficiencias y la aportación de 

documentos, especialmente los relativos al consentimiento de los afectados.
b) Cuando una norma exija autorización específica.
La interrupción del plazo será debidamente comunicada al interesado.
4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin haberse notificado resolución expresa, 

la solicitud de acceso se entenderá estimada.

Artículo 31.  Obtención de copias.
1. La estimación de la solicitud de acceso o de consulta conllevará el derecho a obtener 

copia de los documentos solicitados, salvo en los siguientes supuestos:
a) Cuando los documentos no sean de libre consulta.
b) Cuando no resulte posible realizar la copia en un formato determinado debido a la 

carencia de equipos apropiados o al excesivo coste de la misma.
c) Cuando la reproducción suponga vulneración de los derechos de propiedad 

intelectual.
2. La resolución que conceda el acceso expresará si es posible la obtención de copias y 

las condiciones de uso de las mismas.
3. La expedición de certificaciones y copias y la transposición a formatos diferentes del 

original podrá someterse al previo pago de las exacciones que estén legalmente 
establecidas en la normativa sobre tasas y precios públicos.
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Artículo 32.  Régimen de impugnaciones.
Contra toda resolución, expresa o presunta, recaída en el procedimiento regulado en 

este Real Decreto podrán interponerse los recursos administrativos y contencioso-
administrativos que resulten procedentes de conformidad con la legislación aplicable.

Disposición adicional primera.  Constitución del Consejo de Cooperación Archivística y de 
la Comisión de Archivos de la Administración General del Estado.

En el plazo de tres meses desde la fecha de la entrada en vigor de este Real Decreto se 
procederá a convocar la reunión constitutiva del Consejo de Cooperación Archivística y a la 
designación de sus componentes.

La Comisión de Archivos de la Administración General del Estado y de sus organismos 
públicos asumirá las funciones de la Junta Superior de Archivos y se constituirá en el plazo 
máximo de seis meses desde la entrada en vigor de este Real Decreto.

Disposición adicional segunda.  Regulación de las Comisiones Calificadoras de 
Documentos Administrativos.

Las Comisiones Calificadoras de Documentos Administrativos de los departamentos 
ministeriales que no hayan sido suprimidas por el Real Decreto 776/2011, de 3 de junio, por 
el que se suprimen determinados órganos colegiados y se establecen criterios para la 
normalización en la creación de órganos colegiados en la Administración General del Estado 
y sus Organismos Públicos, se regirán por su normativa específica.

Disposición adicional tercera.  Archivo Histórico de la Nobleza.
Mediante Real Decreto y en el plazo de tres meses desde la fecha de la entrada en vigor 

de este Real Decreto, se aprobarán los órganos rectores del Archivo Histórico de la Nobleza, 
con sede en Toledo, quedando suprimida la Sección Nobleza del Archivo Histórico Nacional.

Disposición adicional cuarta.  Sistema Archivístico de la Defensa.
El Sistema Archivístico de la Defensa se rige por su normativa específica. No obstante, 

el régimen de acceso a los documentos obrantes en el mismo será el establecido en el 
presente Real Decreto.

Disposición adicional quinta.  Documentación que afecta a las relaciones internacionales 
de España.

Con el fin de adaptar lo previsto en el presente Real Decreto a las características de la 
documentación que afecta a las relaciones internacionales de España, podrá crearse un 
sistema archivístico propio del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, mediante 
Real Decreto de iniciativa conjunta de los Ministros de Cultura y de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

A estos efectos, en el plazo de tres meses se constituirá un grupo de trabajo integrado 
por los Ministerios citados, de composición paritaria y cuyos miembros serán designados por 
las Subsecretarias respectivas.

En todo caso, el régimen de acceso a los documentos obrantes en dicho sistema 
archivístico será el establecido en el presente Real Decreto.

Disposición adicional sexta.  Régimen de acceso a los Archivos Históricos de titularidad y 
gestión estatal.

Las disposiciones del presente Real Decreto se aplicarán sin perjuicio de las reglas 
específicas de acceso a los fondos de los Archivos Históricos de titularidad y gestión estatal, 
en razón de su carácter de archivos abiertos al público, siempre que resulten más favorables 
al derecho de acceso.
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Disposición adicional séptima.  Régimen de acceso a los archivos y documentos 
adquiridos por negocio jurídico.

El derecho de acceso a archivos y documentos custodiados por el Ministerio de Cultura 
en virtud de compra, comodato, depósito, donación o cualquier otra figura jurídica, se 
someterá a las condiciones establecidas en el título en el que se materialice dicho negocio 
jurídico.

Disposición adicional octava.  
El acceso a los documentos de las instituciones europeas que se encuentren en los 

archivos incluidos en el ámbito de aplicación de este Real Decreto se realizará sin perjuicio 
de las previsiones contenidas en la normativa europea y, en particular, de lo dispuesto en el 
Reglamento (CE) n.º 1049/2001 del Parlamento y del Consejo, de 30 de mayo de 2001, 
relativo al acceso del público a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la 
Comisión.

Disposición adicional novena.  Cláusula de no incremento del gasto público.
La aplicación de este Real Decreto se hará sin aumento del coste de funcionamiento de 

los respectivos órganos directivos y no supondrá aumento del gasto público.

Disposición transitoria primera.  Normas y plazos de transferencias.
Las normas y plazos de transferencias de documentos de los Departamentos 

ministeriales al Archivo General de la Administración establecidos en el Decreto 914/1969, 
de 8 de mayo de 1969, por el que se crea el Archivo General de la Administración, serán 
sustituidos progresivamente por los calendarios de conservación y normas técnicas de 
transferencia que se aprueben en el marco del Sistema de Archivos de la Administración 
General del Estado.

Disposición transitoria segunda.  Comisión Superior Calificadora de Documentos 
Administrativos.

La Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos seguirá desarrollando 
sus funciones como órgano superior consultivo de la Administración General del Estado en 
la toma de decisiones sobre la conservación permanente y utilización de sus documentos, 
hasta la constitución de la Comisión de Archivos de la Administración General del Estado, 
momento en que se hará efectiva su condición de órgano superior consultivo de éste, con 
idénticas funciones.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las normas de igual e inferior rango en cuanto contradigan o se 

opongan a lo dispuesto en el presente real decreto y, en particular, las siguientes:
a) El Decreto de 22 de noviembre de 1901, por el que se aprueba el Reglamento de 

Archivos del Estado.
b) El Decreto de 24 de julio de 1947, sobre ordenación de los Archivos y Bibliotecas y del 

Tesoro Histórico-documental y Bibliográfico.
c) La Orden de 25 de noviembre de 1996, por la que se regula la composición y 

funciones de la Junta Superior de Archivos.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 1401/2007, de 29 de octubre.
El artículo 2.1.a) del Real Decreto 1401/2007, de 29 de octubre, por el que se regula la 

composición, funcionamiento y competencias de la Comisión Superior Calificadora de 
Documentos Administrativos, queda redactado como sigue:

«a) Presidente: La persona titular de la Subsecretaría de Cultura, que podrá 
delegar en el Vicepresidente Primero.»
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Disposición final segunda.  Título competencial.
Este Real Decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en la regla 28.ª del apartado 

primero del artículo 149 de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
sobre los archivos de titularidad estatal. Se exceptúan de lo anterior los capítulos I y II, que 
se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución, en virtud del cual, 
sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado 
considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la 
comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

Disposición final tercera.  Organización archivística departamental.
Los titulares de los departamentos ministeriales adoptarán las previsiones necesarias 

para asegurar la plena aplicación de las previsiones de este Real Decreto referidas a la 
organización de los archivos de su competencia en el plazo de seis meses desde su entrada 
en vigor, excepto en aquellos supuestos en que los correspondientes Ministerio u Organismo 
no dispongan de Archivo Central, en cuyo caso el plazo será de un año.

Disposición final cuarta.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza a los titulares de los departamentos ministeriales, en el ámbito de sus 

competencias, para que adopten las medidas necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en este real decreto, siempre que no supongan incremento global del gasto 
público ni de las estructuras orgánicas de los departamentos ministeriales.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto entrará en vigor el día 1 de enero de 2012.
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§ 26

Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 312, de 29 de diciembre de 2007

Última modificación: 15 de mayo de 2015
Referencia: BOE-A-2007-22439

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO
La actividad cinematográfica y audiovisual conforma un sector estratégico de nuestra 

cultura y de nuestra economía. Como manifestación artística y expresión creativa, es un 
elemento básico de la entidad cultural de un país. Su contribución al avance tecnológico, al 
desarrollo económico y a la creación de empleo, junto a su aportación al mantenimiento de la 
diversidad cultural, son elementos suficientes para que el Estado establezca las medidas 
necesarias para su fomento y promoción, y determine los sistemas más convenientes para la 
conservación del patrimonio cinematográfico y su difusión dentro y fuera de nuestras 
fronteras. Todo ello considerando que la cultura audiovisual, de la que sin duda el cine 
constituye una parte fundamental, se halla presente en todos los ámbitos de la sociedad 
actual.

Por ello, se considera necesario adoptar un marco normativo adecuado basado en 
cuatro principios fundamentales: la definición y el apoyo a los sectores independientes que 
existen en nuestra cinematografía, tanto en el ámbito de la producción como en los de 
distribución y exhibición. La creación de mecanismos que eviten los desequilibrios que 
actualmente existen en el mercado audiovisual. La adaptación de las nuevas tecnologías y 
formatos que se han ido introduciendo en este campo, con especial atención a cuanto 
suponen los inminentes procesos de digitalización. El respaldo a la creación y a los autores 
como fuente de origen de la relación que las obras tienen que mantener con sus 
destinatarios naturales, los ciudadanos.

Debe tenerse muy presente, junto a su dimensión cultural, el carácter industrial de la 
actividad cinematográfica y audiovisual y del conjunto de la acción de sus agentes de 
producción, distribución y exhibición, a fin de que la política de protección y fomento pueda 
ser considerada dentro del marco jurídico y de los mecanismos y herramientas que 
posibilitan la mejora de competitividad de nuestras empresas, incluidas las ayudas e 
incentivos fiscales o la inserción en las políticas específicas de investigación y desarrollo.
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Por lo tanto, con el objetivo de mejorar el tejido industrial de las empresas que operan en 
el sector, posibilitando su fortalecimiento y facilitando el desarrollo de su actividad en un 
mercado abierto y competitivo, se establecen en la Ley nuevas medidas de fomento y de 
protección y se refuerzan las existentes. Dichas medidas tienen como finalidad la 
consolidación y robustecimiento de la estructura empresarial, la financiación y amortización 
de los costes de las inversiones necesarias para el afianzamiento de un nivel continuado de 
producción de obras de contenidos diversos y con una calidad suficiente para garantizar su 
rentabilidad y sus posibilidades de acceso al público.

La Ley introduce el concepto de integración de la cinematografía en el conjunto del 
audiovisual, considerando éste como un todo, con sus especificidades, para beneficio del 
cine y la televisión, concibiendo la producción cinematográfica y audiovisual como contenido 
básico de la televisión y a ésta como elemento importante de difusión, promoción y 
financiación de la cinematografía.

Igualmente es objetivo de esta Ley articular la relación entre los diferentes sujetos que 
operan en el sector, desde los creadores, productores, personal técnico y artístico, industrias 
técnicas, distribuidores, exhibidores y empresas videográficas. Con el fin de lograr tal 
objetivo, se revela esencial el papel de los poderes públicos para promover una gestión 
adecuada a las nuevas necesidades que la sociedad, en general, y el sector audiovisual, en 
particular, van demandando. Para ello, y sin perjuicio del papel que desempeñen las 
Comunidades Autónomas en sus respectivos ámbitos competenciales, la Administración 
General del Estado, asume este objetivo, lo que se materializa en el proceso de 
transformación del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales en Agencia 
Estatal para lograr una mayor eficacia y agilidad en la gestión, y en la estabilización del 
Fondo de Protección a la Cinematografía y al Audiovisual para que ofrezca seguridad 
financiera a los profesionales, con especial atención hacia los sectores independientes. Otro 
de los objetivos de la Ley es el refuerzo de la tutela para el mantenimiento de la libre 
competencia en las relaciones empresariales ante conductas susceptibles de restringir la 
competencia, incluyendo entre éstas, en el ámbito de las prácticas comerciales entre 
distribución y exhibición, la exigencia de contratación de películas por lotes, de manera que 
para lograr la exhibición de una de ellas tenga que aceptarse la contratación de otras 
películas. Asimismo, y con el fin de afianzar este acceso a la diversidad de la producción 
cultural, se regula también la cuota de pantalla del cine comunitario para asegurar su 
presencia en las salas de exhibición.

La necesidad de esclarecer diversos conceptos no contemplados en normativas legales 
anteriores, ha dado lugar a la elaboración de una amplia gama de definiciones para delimitar 
términos utilizados en la actividad cinematográfica y audiovisual, ofrecer a los sectores que 
la integran la estabilidad necesaria en sus relaciones con las Administraciones Públicas, 
conformar un sistema de ayudas acordes con las necesidades reales de las empresas, y 
definir los requisitos que debe cumplir una obra cinematográfica o audiovisual para obtener 
la nacionalidad española y, por tanto, sus posibilidades de acceso a las ayudas públicas.

Asimismo, la dispersión de normas legales con excesiva antigüedad ha hecho recoger 
en un único texto los diferentes aspectos que afectan a las actividades del sector 
audiovisual, derogando aquellos que resultaban innecesarios o inoperantes.

El desarrollo de las nuevas tecnologías y la revolución digital, así como las innovaciones 
en el campo del I+D+i, también están recogidos en el texto de la Ley, como elementos de 
incidencia potencial en el ámbito de la creación audiovisual, en el crecimiento económico del 
país y en el incremento de puestos de trabajo.

La decidida intervención contra las conductas y actividades vulneradoras de los 
derechos de propiedad intelectual se contempla también en esta Ley, por cuanto que la 
reproducción, representación o difusión de películas cinematográficas y otras obras 
audiovisuales no autorizadas por sus titulares, además de ser una violación flagrante de sus 
derechos, suponen un grave perjuicio para todos los sectores implicados, lo que hace 
necesario que, también desde esta norma, se colabore a la erradicación de tales conductas.

Esta Ley se basa en los artículos 14, 16 y 20 de la Constitución Española y se sustenta 
en los principios de libertad de expresión y pluralismo, en la promoción de la diversidad 
cultural y lingüística de nuestro país, en el apoyo a las versiones originales de las obras 
como protección básica de sus autores, en la difusión del cine europeo de cuyo entorno 
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España es miembro activo y del cine iberoamericano como referente natural de nuestra 
cinematografía e industria audiovisual, en la protección de los menores, en la atención a la 
diversidad humana, la accesibilidad y no discriminación por razón de discapacidad, así como 
en el respeto a la igualdad de género. Asimismo se inspira en el artículo 44.1 de la 
Constitución que dispone que los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la 
cultura, a la que todos tienen derecho.

Las medidas de fomento recogidas en esta Ley se desarrollan plenamente en un ámbito 
cultural, con absoluta adecuación a los objetivos y principios rectores de la Convención 
sobre la protección y promoción de la diversidad de las expresiones culturales, adoptada en 
la Conferencia General de la UNESCO celebrada en París el 20 de octubre de 2005, siendo 
ratificada por España, de acuerdo con el instrumento de ratificación publicado en el "Boletín 
Oficial del Estado" de 12 de febrero de 2007, así como con pleno respeto a otros acuerdos 
de carácter internacional en la materia, como la Declaración Universal de Derechos 
Lingüísticos.

La consideración que en esta Ley se realiza de la acción autonómica atiende a la 
realidad socioeconómica en la que se desenvuelve la industria cinematográfica y audiovisual 
desde el punto de vista de las competencias de las Comunidades Autónomas, atendiendo a 
la dimensión pluricultural y plurilingüe del Estado a la hora de materializar la intervención de 
los poderes públicos en la preservación y estímulo de los valores culturales propios del 
cuerpo social.

La Ley consta de 40 artículos, doce disposiciones adicionales, una disposición 
transitoria, una derogatoria y cinco finales. El articulado del texto se dispone en cuatro 
capítulos, subdivididos a su vez, algunos de ellos, en secciones.

El Capítulo I es el dedicado a las disposiciones generales tales como objeto, ámbito de 
aplicación y definiciones.

El Capítulo II, Ordenación de la cinematografía y del audiovisual, comienza con una 
regulación de materias comunes a todos los sectores, como las relativas a la nacionalidad de 
las obras cinematográficas y audiovisuales y el Registro Administrativo de Empresas, 
continúa con una sección específica dedicada a la defensa de la competencia, para acabar 
regulando por secciones diferenciadas los aspectos concretos de ordenación de cada uno de 
los sectores audiovisuales. Cabe resaltar, en relación con las normas generales relativas a la 
exhibición, el establecimiento de medidas concretas contra la piratería audiovisual, 
consistentes en el establecimiento de una prohibición expresa de la grabación de las obras, 
en la comunicación a los titulares de las mismas y en actuaciones tendentes a su 
cumplimiento por el público. Estas medidas concretas se enmarcan dentro del objetivo 
general que asume el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales de fomentar 
la lucha contra estas prácticas y la colaboración con los órganos competentes para la 
protección y defensa de la propiedad intelectual.

El Capítulo III recoge las diferentes medidas de fomento e incentivos, asimismo 
desglosadas por secciones, entre cuyos objetos se encuentran las ayudas para la creación y 
desarrollo, para la producción, distribución, conservación y promoción, así como otras 
ayudas e incentivos relacionados con el acceso al crédito, el empleo de nuevas tecnologías 
y la promoción en el exterior. Teniendo en cuenta el carácter de las medidas que se 
contemplan, resulta imprescindible establecer un sistema estatal de ayudas que, partiendo 
de la desigual implantación en el territorio de los agentes protagonistas de las distintas 
vertientes de la industria cinematográfica, cumpla la finalidad de asegurar su plena 
efectividad dentro de la ordenación básica del sector, y garantizar las mismas posibilidades 
de acceso, obtención y disfrute de las ayudas para todos los potenciales beneficiarios con 
independencia de su procedencia geográfica. De acuerdo con la jurisprudencia consolidada 
del Tribunal Constitucional en materia de subvenciones, estos motivos hacen indispensable 
el mantenimiento de un fondo de ayudas que se gestionará de forma centralizada. En 
consecuencia, las previsiones contenidas en el Capítulo III de esta Ley, y su ulterior 
desarrollo reglamentario, constituyen un corpus normativo circunscrito a la regulación del 
sistema estatal de ayudas, sin que ello obste para el establecimiento de diferentes medidas 
de fomento por parte de las Comunidades Autónomas, regidas por su propia normativa. 
Asimismo se contemplan medidas de fomento para las salas de exhibición, dado su carácter 
de vehículo de acceso a la cultura, en colaboración con las Comunidades Autónomas.
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Finalmente, también es objeto de este capítulo III el reconocimiento de las 
especialidades previstas en la propia Ley para los incentivos fiscales aplicables al sector de 
la cinematografía, de acuerdo con la normativa tributaria. Además, para un mejor 
aprovechamiento de los incentivos fiscales, se fomentará la constitución y utilización de 
figuras jurídicas ya existentes, al objeto de que el sector cinematográfico pueda beneficiarse 
del tratamiento fiscal que las mismas conllevan. También se reconoce que la plena 
efectividad de estas figuras exige un reforzamiento de la seguridad jurídica en la aplicación 
de los incentivos fiscales, por ello, se reduce a la mitad el plazo de contestación a las 
consultas tributarias vinculantes que el sector cinematográfico presente ante la 
Administración Tributaria. En este contexto, se dota de estabilidad a los incentivos fiscales 
hasta el 31 de diciembre de 2011 y, con la finalidad de evaluar debidamente su eficacia, se 
adquiere el compromiso de presentar conjuntamente el Ministerio de Economía y Hacienda y 
el Ministerio de Cultura un estudio sobre los mismos y una propuesta de adecuación a la 
realidad económica y a la normativa comunitaria.

El Capítulo IV regula el régimen sancionador, donde se tipifican, con mayor precisión que 
en anteriores ocasiones, determinadas infracciones y sanciones, haciéndolas más acordes y 
eficaces respecto a las finalidades que se persiguen.

En cuanto a la parte final, cabe destacar el contenido de la disposición adicional primera 
relativa a la transformación del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales en 
Agencia Estatal, y la previsión de la disposición adicional segunda relativa a los órganos 
colegiados con participación en determinadas áreas, incluyendo, por último, la posibilidad de 
que los espectadores expresen sus opiniones como medio de obtención de información útil 
para posibles actuaciones que deban realizarse desde el Instituto.

También es destacable la modificación que efectúa la disposición final primera en la Ley 
28/1998, de 13 de julio, de venta a plazos de bienes muebles, cuyo objeto es la creación de 
una sección adicional destinada a la inscripción de las obras y grabaciones audiovisuales.

Esta Ley, para cuya elaboración han sido consultados los sectores afectados y las 
Comunidades Autónomas, se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.2 de la 
Constitución, que dispone que, sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las 
Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y 
atribución esencial. No obstante, se amparan en los siguientes títulos competenciales: los 
artículos 7, 10 a 18, 22 y 23, 24 a 27, 28, 31, 32, 33, 34 y 38 a 40, así como la disposición 
adicional undécima se dictan al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución; los 
artículos 8 y 9 se dictan en aplicación del artículo 149.1.1.ª de la Constitución; el artículo 35 
se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.15.ª de la Constitución; la disposición 
adicional séptima se dicta en aplicación del artículo 149.1.30.ª de la Constitución; las 
disposiciones adicionales octava y novena se dictan al amparo del artículo 149.1.7.ª de la 
Constitución; la disposición final primera se dicta en aplicación del artículo 149.1.6.ª de la 
Constitución, y el artículo 21 y las disposiciones adicional cuarta y final segunda se dictan al 
amparo del artículo 149.1.14.ª

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto la ordenación de los diversos aspectos sustantivos de la 

actividad cinematográfica y audiovisual desarrollada en España; la promoción y fomento de 
la producción, distribución y exhibición de obras cinematográficas y audiovisuales y el 
establecimiento tanto de condiciones que favorezcan su creación y difusión como de 
medidas para la conservación del patrimonio cinematográfico y audiovisual, todo ello en un 
contexto de defensa y promoción de la identidad y la diversidad culturales.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
Lo dispuesto en esta Ley es de aplicación a las personas físicas residentes en España y 

a las empresas españolas y las nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea 
y del Espacio Económico Europeo establecidas en España de conformidad con el 
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ordenamiento jurídico, que desarrollen actividades de creación, producción, distribución y 
exhibición cinematográfica y audiovisual así como industrias técnicas conexas.

Artículo 3.  Órgano competente de la Administración General del Estado.
En el ámbito de la Administración General del Estado y sin perjuicio de las funciones de 

otros Departamentos ministeriales, corresponde al Ministerio de Cultura, por medio del 
Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, el ejercicio de las funciones 
estatales que en esta Ley se determinan.

Artículo 4.  Definiciones.
A efectos de lo dispuesto en esta Ley, se entenderá por:
a) Película cinematográfica: Toda obra audiovisual, fijada en cualquier medio o soporte, 

en cuya elaboración quede definida la labor de creación, producción, montaje y 
posproducción y que esté destinada, en primer término, a su explotación comercial en salas 
de cine. Quedan excluidas de esta definición las meras reproducciones de acontecimientos o 
representaciones de cualquier índole.

b) Otras obras audiovisuales: Aquéllas que, cumpliendo los requisitos de la letra a), no 
estén destinadas a ser exhibidas en salas cinematográficas, sino que llegan al público a 
través de otros medios de comunicación.

c) Largometraje: La película cinematográfica que tenga una duración de sesenta minutos 
o superior, así como la que, con una duración superior a cuarenta y cinco minutos, sea 
producida en soporte de formato 70 mm., con un mínimo de 8 perforaciones por imagen.

d) Cortometraje: La película cinematográfica que tenga una duración inferior a sesenta 
minutos, excepto las de formato de 70 mm. que se contemplan en la letra anterior.

e) Película para televisión: La obra audiovisual unitaria de ficción, con características 
creativas similares a las de las películas cinematográficas, cuya duración sea superior a 60 
minutos, tenga desenlace final y con la singularidad de que su explotación comercial esté 
destinada a su emisión o radiodifusión por operadores de televisión y no incluya, en primer 
término, la exhibición en salas de cine.

f) Película española: La que haya obtenido certificado de nacionalidad española, 
expedido conforme a lo que se dispone en el artículo 12.

g) Serie de televisión: La obra audiovisual formada por un conjunto de episodios de 
ficción, animación o documental con o sin título genérico común, destinada a ser emitida o 
radiodifundida por operadores de televisión de forma sucesiva y continuada, pudiendo cada 
episodio corresponder a una unidad narrativa o tener continuación en el episodio siguiente.

h) Piloto de serie de animación: La obra audiovisual de animación que marca las 
características y estilo que habrá de tener una serie y permite al productor la financiación y 
promoción de la misma.

i) Nuevo realizador: Aquel que no haya dirigido o codirigido más de dos largometrajes 
calificados para su explotación comercial en salas de exhibición cinematográfica.

j) Personal creativo: se considerará personal creativo de una película u obra audiovisual 
a:

- Los autores, que a los efectos del artículo 5 de esta Ley son el director, el guionista, el 
director de fotografía y el compositor de la música.

- Los actores y otros artistas que participen en la obra.
- El personal creativo de carácter técnico: el montador jefe, el director artístico, el jefe de 

sonido, el figurinista y el jefe de caracterización.
k) Operador de televisión: La persona física o jurídica que asuma la responsabilidad 

editorial de la programación televisiva y que la transmita o la haga transmitir por un tercero, 
conforme a lo previsto en el artículo 3 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la coordinación de 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros, relativas al 
ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva.

l) Sala de exhibición cinematográfica: Local o recinto de exhibición cinematográfica 
abierto al público mediante precio o contraprestación fijado por el derecho de asistencia a la 
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proyección de películas determinadas, bien sea dicho local permanente o de temporada, y 
cualesquiera que sean su ubicación y titularidad.

m) Complejo cinematográfico: El local que tenga dos o más pantallas de exhibición y 
cuya explotación se realice bajo la titularidad de una misma persona física o jurídica con 
identificación bajo un mismo rótulo.

n) Productor independiente:
1. Aquella persona física o jurídica que no sea objeto de influencia dominante por parte 

de un prestador de servicio de comunicación/difusión audiovisual ni de un titular de canal 
televisivo privado, ni, por su parte, ejerza una influencia dominante, ya sea, en cualesquiera 
de los supuestos, por razones de propiedad, participación financiera o por tener la facultad 
de condicionar, de algún modo, la toma de decisiones de los órganos de administración o 
gestión respectivos.

Sin perjuicio de otros supuestos, se entenderá, en todo caso, que la influencia dominante 
existe cuando concurran cualesquiera de las siguientes circunstancias:

1.º La pertenencia de una empresa productora y un prestador de servicio de 
comunicación/difusión audiovisual y/o un titular de un canal televisivo a un grupo de 
sociedades, de conformidad con lo establecido en el artículo 42 del Código de Comercio.

2.º La posesión, de forma directa o indirecta, por un prestador de un servicio de 
comunicación/difusión audiovisual o un titular de un canal televisivo de, al menos, un 20 por 
100 del capital social, o de un 20 por 100 de los derechos de voto de una empresa 
productora.

3.º La posesión, de forma directa o indirecta, de una empresa productora de, al menos, 
un 20 por 100 de los derechos de voto de un prestador de servicio de comunicación/difusión 
audiovisual o de un titular de canal televisivo.

4.º La obtención por la empresa productora, durante los tres últimos ejercicios sociales, 
de más del 80 por 100 de su cifra de negocios acumulada procedente de un mismo 
prestador de servicio de comunicación/difusión audiovisual o titular de un canal televisivo de 
ámbito estatal. Esta circunstancia no será aplicable a las empresas productoras cuya cifra de 
negocio haya sido inferior a cuatro millones de euros durante los tres ejercicios sociales 
precedentes, ni durante los tres primeros años de actividad de la empresa.

5.º La posesión, de forma directa o indirecta, por cualquier persona física o jurídica de, al 
menos, un 20 por 100 del capital suscrito o de los derechos de voto de una empresa 
productora y, simultáneamente, de, al menos un 20 por 100, del capital social o de los 
derechos de voto de un prestador de servicio de comunicación/difusión audiovisual y/o de un 
titular de canal televisivo.

2. Asimismo, aquella persona física o jurídica que no esté vinculada a una empresa de 
capital no comunitario, dependiendo de ella en función de sus órganos ejecutivos, su 
accionariado, su capacidad de decisión o su estrategia empresarial.

ñ) Distribuidor independiente: Aquella persona física o jurídica que, ejerciendo la 
actividad de distribución cinematográfica o audiovisual, no esté participada mayoritariamente 
por una empresa de capital no comunitario, ni dependa de ella en función de sus órganos 
ejecutivos, su accionariado, su capacidad de decisión o su estrategia empresarial.

Asimismo, se considerará independiente a la empresa distribuidora que no esté 
participada mayoritariamente por un operador televisivo, por una red de comunicaciones o 
por capital público, tengan o no carácter comunitario, ni dependan de ellos en función de sus 
órganos ejecutivos, su accionariado, su capacidad de decisión o su estrategia empresarial.

o) Exhibidor independiente: Aquella persona física o jurídica que ejerza la actividad de 
exhibición cinematográfica y cuyo capital mayoritario o igualitario no tenga carácter 
extracomunitario.

Asimismo, que no esté participada mayoritariamente por empresas de producción o 
distribución de capital no comunitario, ni dependa de ellas en función de sus órganos 
ejecutivos, su accionariado, su capacidad de decisión o su estrategia empresarial.

Igualmente, que no esté participada mayoritariamente por un operador televisivo, por una 
red de comunicaciones o por capital público, tengan o no carácter comunitario, ni dependan 
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de ellos en función de sus órganos ejecutivos, su accionariado, su capacidad de decisión o 
su estrategia empresarial.

p) Industrias técnicas: El conjunto de industrias necesarias para la elaboración de la obra 
cinematográfica o audiovisual, desde el rodaje hasta la consecución de la primera copia 
estándar o del máster digital, más las necesarias para la distribución y difusión de la obra por 
cualquier medio.

CAPÍTULO II
Ordenación de la cinematografía y del audiovisual

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 5.  Nacionalidad de las obras cinematográficas y audiovisuales.
1. Tendrán la nacionalidad española las obras realizadas por una empresa de producción 

española, o de otro Estado miembro de la Unión Europea establecida en España, a las que 
sea expedido por órgano competente certificado de nacionalidad española, previo 
reconocimiento de que cumplen los siguientes requisitos:

a) Que el elenco de autores de las obras cinematográficas y audiovisuales, entendiendo 
por tales el director, el guionista, el director de fotografía y el compositor de la música, esté 
formado, al menos en un 75 por 100, por personas con nacionalidad española o de 
cualesquiera de los otros Estados miembros de la Unión Europea, de los Estados parte en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o que posean tarjeta o autorización de 
residencia en vigor en España o en cualesquiera de dichos Estados.

En todo caso, se exigirá que el director de la película cumpla siempre dicho requisito.
b) Que los actores y otros artistas que participen en la elaboración de una obra 

cinematográfica o audiovisual estén representados al menos en un 75 por 100 por personas 
que cumplan los requisitos de nacionalidad o residencia establecidos en la letra anterior.

c) Que el personal creativo de carácter técnico, así como el resto de personal técnico 
que participen en la elaboración de una obra cinematográfica o audiovisual, estén 
representados, cada uno de ellos, al menos en un 75 por 100 por personas que cumplan los 
requisitos de nacionalidad o residencia establecidos en la letra a) del presente apartado.

d) Que la obra cinematográfica o audiovisual se realice preferentemente en su versión 
original en cualquiera de las lenguas oficiales del Estado español.

e) Que el rodaje, salvo exigencias del guión, la posproducción en estudio y los trabajos 
de laboratorio se realicen en territorio español o de otros Estados miembros de la Unión 
Europea. En el caso de las obras de animación, los procesos de producción también 
deberán realizarse en dichos territorios.

2. Asimismo, tendrán la consideración de obras cinematográficas o audiovisuales 
españolas las realizadas en régimen de coproducción con empresas extranjeras, de acuerdo 
con las condiciones exigidas a tal efecto por la regulación específica sobre la materia o por 
los correspondientes convenios internacionales y los que afectan a la Comunidad 
Iberoamericana de Naciones.

3. Se entenderá por obra comunitaria la que posea certificado de nacionalidad expedido 
por uno de los Estados miembros de la Unión Europea.

Artículo 6.  Protección del patrimonio cinematográfico y audiovisual.
1. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, a través de la Filmoteca 

Española, velará por la salvaguarda y difusión del patrimonio cinematográfico y audiovisual 
español mediante la conservación y restauración de soportes originales, así como de copias 
de películas, obras digitales, fotografías, músicas y sonidos, guiones, libros, material 
utilizado en rodajes y piezas museísticas de la historia del cine, carteles y carátulas editados 
como elementos de difusión o comercialización.

2. Los beneficiarios de las ayudas públicas reguladas en esta Ley estarán obligados a 
entregar una copia de la obra cinematográfica o audiovisual, en perfectas condiciones y con 
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su etalonaje definitivo, a la Filmoteca Española y, en su caso, a las Filmotecas de las 
Comunidades Autónomas.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se establece sin perjuicio de las 
competencias que corresponden a las Comunidades Autónomas respecto a su patrimonio, 
que se regirán por su normativa propia.

Artículo 7.  Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales.
1. El Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales es un 

registro gestionado por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, en el 
que quedarán inscritos:

a) Los titulares de las salas de exhibición cinematográfica, tengan o no forma 
empresarial, de acuerdo con la comunicación del artículo 15.1.

b) Las personas físicas o jurídicas titulares de las empresas establecidas en España que 
realicen actividades relacionadas con la actividad cinematográfica y audiovisual y que 
soliciten alguna de las medidas contempladas en esta Ley.

2. Las inscripciones se practicarán de oficio por el Instituto de la Cinematografía y de las 
Artes Audiovisuales en la sección de actividad que corresponda, en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

3. El Registro será público y su acceso se regirá por lo dispuesto en el artículo 37 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en las normas que lo regulen, que también determinarán 
su funcionamiento, estructura y, en su caso, la publicidad de los datos en él recogidos.

4. La inscripción de una empresa en el registro de empresas cinematográficas y 
audiovisuales propio de una Comunidad Autónoma que lo tenga establecido, conllevará su 
inscripción en la sección de actividad correspondiente del Registro del Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales.

5. Asimismo podrán inscribirse en la sección de actividad que corresponda, previa 
solicitud, las personas físicas o jurídicas titulares de las empresas establecidas en España 
que realicen actividades relacionadas con la actividad cinematográfica y audiovisual que, sin 
haber solicitado ninguna de las medidas contempladas en esta Ley, necesiten acreditar en 
algún procedimiento ante cualquier Administración Pública su inscripción, y dicha 
Administración no cuente con registro de empresas cinematográficas y audiovisuales propio.

Artículo 8.  Calificación de las películas y obras audiovisuales.
1. Antes de proceder a la comercialización, difusión o publicidad de una película 

cinematográfica u obra audiovisual por cualquier medio o en cualquier soporte en territorio 
español, ésta deberá ser calificada por grupos de edades del público al que está destinada, 
mediante resolución del Director del Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales previo informe de la Comisión de Calificación o por los órganos competentes 
de aquellas Comunidades Autónomas que ostenten competencias para la calificación de las 
películas y los materiales audiovisuales. Se exceptúan las obras audiovisuales que, de 
acuerdo con su normativa específica, sean objeto de autorregulación.

2. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 7.6 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, 
General de la Comunicación Audiovisual, cuando se trate de películas cinematográficas u 
otras obras audiovisuales que hayan sido calificadas por el Instituto de la Cinematografía y 
de las Artes Audiovisuales o por el órgano competente de las Comunidades Autónomas, se 
atenderá a las calificaciones así obtenidas.

3. Reglamentariamente podrá establecerse el régimen aplicable a los avances de las 
películas cinematográficas así como a la participación de las mismas en festivales, que 
podrá excepcionar el régimen general de calificación previa en los términos que se 
establezcan.

Artículo 9.  Publicidad de la calificación de las películas y obras audiovisuales.
1. Las calificaciones que hayan obtenido las películas cinematográficas y demás obras 

audiovisuales en España, de acuerdo con la obligación de calificación establecida en el 
artículo anterior, deben hacerse llegar a conocimiento del público, a título orientativo. 
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Quienes lleven a cabo actos de comercialización, distribución, comunicación pública, 
publicidad, difusión o divulgación por cualquier medio de estas obras serán los responsables 
de que en dichos actos conste la calificación otorgada de manera que resulte claramente 
perceptible para el público. Se incluyen expresamente las empresas que presten servicios de 
vídeo bajo demanda o los titulares de sitios web, incluidos los que ofrecen listados 
ordenados y clasificados de enlaces a otros sitios web o servidores donde se alojen las 
obras cinematográficas o audiovisuales. A estos efectos, los obligados deberán recabar de 
los titulares de los derechos de distribución la información sobre la calificación que 
corresponda a la obra. Reglamentariamente se regularán los requisitos que puedan ser 
exigibles a este fin.

2. Las películas y demás obras audiovisuales de carácter pornográfico o que realicen 
apología de la violencia serán calificadas como películas «X». La exhibición pública de estas 
películas se realizará exclusivamente en las salas "X", a las que no tendrán acceso, en 
ningún caso, los menores de 18 años, debiendo figurar visiblemente esta prohibición para 
información del público. Las demás obras audiovisuales calificadas "X" no podrán ser 
vendidas ni alquiladas a menores de edad ni podrán estar al alcance del público en los 
establecimientos en los que los menores tengan acceso.

3. En la publicidad o presentación de las películas y demás obras audiovisuales 
calificadas «X» únicamente podrá utilizarse su título y los datos de la ficha técnica y artística 
de la misma, con exclusión de toda representación icónica o referencia argumental. Dicha 
publicidad sólo podrá ser exhibida en el interior de los locales donde se proyecte o 
comercialice la película, o incluida en las carteleras informativas o publicitarias de los medios 
de comunicación. En ningún caso el título de la película podrá explicitar su carácter 
pornográfico o apologético de la violencia.

Sección 2.ª Defensa de la Competencia

Artículo 10.  Defensa de la libre competencia.
El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o, en su caso, los órganos 

competentes de las Comunidades Autónomas, velarán porque la libre competencia en el 
mercado no se vea alterada. A estos efectos, pondrán en conocimiento de la Comisión 
Nacional de la Competencia o, en su caso y cuando proceda, de los respectivos Órganos de 
Competencia de las Comunidades Autónomas, los actos, acuerdos o prácticas de los que 
tenga conocimiento y que presenten indicios de resultar contrarios a la legislación de 
defensa de la competencia, comunicando todos los elementos de hecho a su alcance y, en 
su caso, remitiendo un dictamen no vinculante de la calificación que le merecen los hechos.

Sección 3.ª De la Producción

Artículo 11.  Normas generales.
Son obligaciones de las empresas productoras, derivadas de la obtención de las 

medidas de fomento, la presentación de las películas u otras obras audiovisuales objeto de 
las mismas para su calificación por grupos de edades del público al que van destinadas, la 
obtención del certificado de nacionalidad española y la acreditación documental de su coste 
de producción conforme a las normas que reglamentariamente se establezcan. Asimismo, 
deberán entregar una copia de la obra cinematográfica o audiovisual a la Filmoteca 
Española y, en su caso, a las Filmotecas de las Comunidades Autónomas, y conceder 
autorización para su uso al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales para 
las actividades de promoción de la cinematografía española en el exterior. Las empresas 
productoras asumirán el compromiso de mantener temporalmente en su propiedad la 
titularidad de los derechos de la película u otras obras audiovisuales, en los términos que 
reglamentariamente se determine.
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Artículo 12.  Certificado de nacionalidad española de una obra cinematográfica o 
audiovisual.

El certificado de nacionalidad española de una película cinematográfica o de otra obra 
audiovisual no destinada a su explotación comercial en salas de exhibición se expedirá por 
el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o por la Comunidad Autónoma 
que proceda, una vez comprobado que reúne las condiciones previstas en el artículo 5.

Artículo 13.  Acreditación del coste de las películas.
1. A efectos del cómputo de las ayudas previstas en esta Ley, se considerará coste de 

una película la totalidad de los gastos efectuados por la empresa productora hasta la 
consecución de copia estándar o máster digital, más el derivado de determinados conceptos 
básicos para su realización y promoción idónea.

2. Se considerará inversión del productor en una película la cantidad aportada por el 
mismo con recursos propios o con recursos ajenos de carácter reintegrable, o en concepto 
de cesión de los derechos de explotación de la película.

En ningún caso podrán computarse como inversión del productor las subvenciones 
percibidas, ni las aportaciones realizadas por cualquier Administración, entidad o empresa 
de titularidad pública, ni las efectuadas en concepto de coproductor o de productor asociado, 
o a través de cualquier otra aportación financiera, por sociedades que presten servicios de 
televisión.

3. En el caso de películas realizadas en coproducción con otros países, el coste e 
inversión del productor que deberá acreditarse documentalmente será el referido a los 
gastos efectuados por la empresa productora española en la película.

Sección 4.ª De la Distribución

Artículo 14.  Normas generales.
Las empresas distribuidoras legalmente constituidas y que acrediten ser titulares de los 

pertinentes derechos de explotación de conformidad y dentro del respeto a la legalidad 
vigente, podrán distribuir en España obras cinematográficas procedentes de cualquier país 
en cualquier versión, doblada o subtitulada, en las diferentes lenguas oficiales del Estado, 
todo ello sin perjuicio de las competencias atribuidas al Ministerio de Economía y Hacienda 
en lo relativo a la importación de películas y con respeto a las reglas de la competencia, en 
particular en relación con los ingresos de taquilla.

A estos efectos, lo dispuesto en el artículo 10 de esta Ley será de aplicación a las 
conductas que, suponiendo una concertación de las prácticas comerciales, puedan restringir 
la competencia en los términos previstos en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia. Asimismo, la previsión del artículo 10 será de aplicación a la exigencia por 
parte de las empresas distribuidoras de contratación de películas por lotes, de manera que 
para lograr la exhibición de una de ellas tenga que aceptar la contratación de otras películas.

Sección 5.ª De la Exhibición

Artículo 15.  Normas generales.
1. Los titulares de las salas de exhibición cinematográfica, antes de iniciar su actividad, 

deberán dirigir al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o al órgano 
correspondiente de la Comunidad Autónoma que tenga establecido su registro de empresas 
cinematográficas y audiovisuales propio, una comunicación con la relación de todas las salas 
de exhibición que explota. Esta comunicación, cuyo contenido se determinará 
reglamentariamente, se establece a los efectos de verificar el cumplimiento de los 
procedimientos establecidos para el control de asistencia y declaración de rendimientos a los 
que se refiere el artículo siguiente, así como del control de la obligación de cuota de pantalla 
recogido en el artículo 18.

2. La regulación relativa al funcionamiento de las salas será la que reglamentariamente 
se establezca por los órganos competentes.
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3. Queda prohibida la grabación de películas proyectadas en salas de exhibición 
cinematográfica o en otros locales o recintos abiertos al público, incluso los de acceso 
gratuito.

Los responsables de las salas de exhibición o de los demás locales o recintos citados en 
el párrafo anterior velarán por evitar tales grabaciones, advirtiendo de su prohibición y 
pudiendo prohibir la introducción de cámaras o cualquier tipo de instrumento destinado a 
grabar imagen o sonido. Asimismo, comunicarán a los titulares de las obras cualquier intento 
de grabación de las mismas.

4. En los términos que se determinen reglamentariamente, las Administraciones Públicas 
que efectúen proyecciones cinematográficas gratuitas o con precio simbólico, no incluirán en 
su programación películas de una antigüedad inferior a 12 meses desde su estreno en salas 
de exhibición, salvo en los casos en que, desde las entidades representativas de los 
exhibidores cinematográficos y del sector videográfico, se comunique a dichas 
Administraciones que no existe un perjuicio en su actividad comercial.

5. Las Administraciones estatal y autonómica, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, podrán colaborar con las Administraciones locales en la creación de salas de 
titularidad municipal que promuevan el cine en sus diversas expresiones, siempre que en los 
municipios donde pretendan radicarse exista un déficit de salas de exhibición de titularidad 
privada, o bien dichas salas de titularidad municipal ofrezcan una programación cultural de 
carácter alternativo distinta a la de las salas comerciales.

Artículo 16.  Control de asistencia y rendimientos de las obras cinematográficas.
1. Los titulares de las salas de exhibición cinematográfica cumplirán los procedimientos 

establecidos o que puedan establecerse reglamentariamente de control de asistencia y 
declaración de rendimientos que permitan conocer con la mayor exactitud, rapidez y 
fiabilidad los ingresos que obtienen las películas a través de su explotación en las salas de 
exhibición cinematográfica, con el detalle suficiente para servir de soporte a la actuación 
administrativa y al ejercicio de derechos legítimos de los particulares, por sí mismos o a 
través de sus respectivas entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual. A estos 
efectos, el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas podrán auxiliarse de la información 
suministrada por entidades creadas para la obtención de datos que tengan implantación en 
toda España y solvencia profesional reconocida.

2. La regulación relativa a dicho procedimiento de control será la que 
reglamentariamente se establezca por los órganos competentes.

3. A los fines previstos en este artículo, se establecerán los oportunos mecanismos de 
colaboración entre el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales y los 
órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas.

Artículo 17.  Normas generales para Salas «X».
1. La autorización para el funcionamiento de salas «X» se otorgará, a solicitud del 

interesado, por el órgano competente de la Comunidad Autónoma donde pretenda 
establecerse la sala. Dicha autorización deberá hacerse constar en el Registro de Empresas 
del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, o en el autonómico 
competente, con carácter previo al comienzo de sus actividades.

2. Las salas deberán advertir al público de su carácter mediante la indicación de Sala 
«X», que figurará como exclusivo rótulo del local, no pudiendo proyectar otras películas que 
las calificadas como películas «X». En los complejos de salas cinematográficas en los que 
existan salas comerciales y salas «X», estas últimas deberán funcionar de forma autónoma e 
independiente en relación con las salas comerciales.

Artículo 18.  Cuota de pantalla.
1. Las salas de exhibición cinematográfica estarán obligadas a programar dentro de cada 

año natural obras cinematográficas de Estados miembros de la Unión Europea en cualquier 
versión, de forma tal que, al concluir cada año natural, al menos el 25 por 100 del total de las 
sesiones que se hayan programado sea con obras cinematográficas comunitarias. Del 
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cómputo total anual se exceptuarán las sesiones en las que se exhiban obras 
cinematográficas de terceros países en versión original subtitulada.

2. Para el cumplimiento de la cuota de pantalla, tendrán valor doble en el cómputo del 
porcentaje previsto en el apartado anterior aquellas sesiones en las que se proyecten:

a) Películas comunitarias de ficción en versión original subtitulada a alguna de las 
lenguas oficiales españolas.

b) Películas comunitarias de animación.
c) Documentales comunitarios.
d) Programas compuestos por grupos de cortometrajes comunitarios cuya duración total 

sea superior a sesenta minutos.
e) Películas comunitarias que incorporen sistemas de accesibilidad para personas con 

discapacidad física o sensorial, en especial el subtitulado y la audiodescripción.
f) Películas comunitarias que se proyecten en salas o complejos cinematográficos que en 

el transcurso del año de cómputo obtengan una recaudación bruta inferior a 120.000 euros.
g) Películas comunitarias cuando permanezcan en explotación en una misma sala más 

de 18 días consecutivos o un período consecutivo en el que existan 3 fines de semana.
3. Lo dispuesto en este artículo será de aplicación también a las proyecciones de 

películas en salas de exhibición partiendo de soporte videográfico, digital o de cualquier otro 
soporte que los avances técnicos pudieran proporcionar.

4. En los complejos cinematográficos formados por dos o más salas de exhibición, 
inscritos en el Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales, el 
cumplimiento de las proporciones anteriormente señaladas podrá ser ejecutado por el 
complejo en su conjunto, computándose el total de sesiones proyectadas por el mismo 
anualmente.

5. Las películas producidas por las Administraciones públicas, las publicitarias o de 
propaganda de partidos políticos, las calificadas como películas «X» y las que, por sentencia 
firme, fueran declaradas constitutivas de delito no contabilizarán para el cumplimiento de 
esta obligación.

6. Transcurridos cinco años desde la plena entrada en vigor de esta Ley, el Ministerio de 
Cultura evaluará el impacto cultural, económico e industrial de la cuota de pantalla.

CAPÍTULO III
Medidas de fomento e incentivos a la cinematografía y al audiovisual

Sección 1.ª Disposiciones Generales

Artículo 19.  Disposiciones generales.
1. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, dentro de los límites 

presupuestarios aprobados en cada ejercicio:
a) Establecerá medidas de fomento para la producción, distribución, exhibición y 

promoción en el interior y exterior de películas cinematográficas y otras obras audiovisuales, 
con especial consideración hacia la difusión de obras de interés cultural, así como para la 
conservación en España de negativos, masters fotoquímicos o digitales y otros soportes 
equivalentes mediante la convocatoria anual de ayudas.

b) Fomentará y favorecerá la producción independiente, con incentivos específicos, 
ayudas suplementarias para la amortización de sus películas y medidas que faciliten la 
competitividad y desarrollo de las empresas.

c) Facilitará el acceso a créditos en condiciones favorables con minoración de cargas 
financieras y ampliación del sistema de garantías bancarias para su obtención, en los 
diferentes ámbitos de la actividad cinematográfica y audiovisual, teniendo prioridad aquellos 
proyectos que incorporen medidas de accesibilidad, tales como el subtitulado y la 
audiodescripción.

d) Apoyará, en el marco de la legislación tributaria, la aplicación de distintas medidas o 
regímenes que contribuyan al fomento de la cinematografía y del audiovisual.
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e) Suscribirá convenios de colaboración con entidades públicas o privadas necesarios 
para el fomento de las actividades cinematográficas y audiovisuales, así como para la 
formación de profesionales. Colaborará con las diferentes administraciones educativas para 
el fomento del conocimiento y difusión del cine en los diferentes ámbitos educativos.

f) Fomentará la realización de actividades de I+D+i en el ámbito cinematográfico y 
audiovisual.

g) Establecerá medidas de fomento de igualdad de género en el ámbito de la creación 
cinematográfica y audiovisual.

h) Fomentará la labor de los órganos competentes para actuar contra las actividades 
vulneradoras de los derechos de propiedad intelectual y especialmente en la prevención de 
las mismas. También colaborará con cualquier órgano o entidad en aquellas actividades que 
se hallen encaminadas a la protección y defensa de la propiedad intelectual.

i) Podrá establecer premios en reconocimiento de una trayectoria profesional.
2. No podrán beneficiarse de las medidas de fomento previstas en esta Ley las 

siguientes obras cinematográficas o audiovisuales:
a) Las producidas directamente por operadores de televisión u otros prestadores de 

servicios de comunicación audiovisual.
b) Las financiadas íntegramente por Administraciones públicas.
c) Las que tengan un contenido esencialmente publicitario y las de propaganda política.
d) Las que hubieran obtenido la calificación de película «X».
e) Las que vulneren o no respeten la normativa sobre cesión de derechos de propiedad 

intelectual.
f) Las que, por sentencia firme, fuesen declaradas en algún extremo constitutivas de 

delito.
g) Las producidas por empresas con deudas laborales, de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 24.3.
3. En los Presupuestos Generales del Estado se dotará anualmente un Fondo de 

Protección a la Cinematografía y al Audiovisual, cuya gestión se realizará por el Instituto de 
la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, para atender, sin perjuicio de la existencia de 
otras dotaciones específicas, las ayudas previstas en esta Ley.

4. Lo previsto en los apartados anteriores se establece sin perjuicio de las medidas de 
fomento que puedan realizar las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas 
competencias, que se regirán por su normativa propia.

Artículo 20.  Normativa aplicable.
1. El régimen de ayudas previsto en esta Ley se sujetará a lo dispuesto en la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en el Real Decreto 887/2006, de 
21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley.

2. Reglamentariamente se desarrollará el régimen de ayudas estatales previstas en la 
Ley, que incluirá en sus bases reguladoras las especialidades para su concesión, adecuadas 
a las características del sector al que van destinadas.

En particular, las ayudas podrán configurarse como reembolsables total o parcialmente, 
según los resultados alcanzados en la ejecución de las respectivas actuaciones y en los 
términos que establezcan las correspondientes bases reguladoras.

3. Con el fin de velar por el cumplimiento de los requerimientos en materia de 
competencia e intercambios comerciales en la Unión Europea, las bases reguladoras de las 
medidas de apoyo deberán respetar los límites fijados por las autoridades europeas, en 
particular cuando se concreten obligaciones de gasto en el territorio y porcentajes de 
intensidad máxima de las ayudas, que en todo caso se calcularán teniendo en cuenta el 
importe total de las concedidas por cualquier Administración Pública.

De acuerdo con el artículo 108.3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 
las bases reguladoras que superen los límites previstos en la normativa comunitaria por la 
que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior, 
serán notificadas a la Comisión Europea al objeto de verificar su compatibilidad con el 
mercado interior europeo.
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Artículo 21.  Incentivos fiscales.
1. Los incentivos fiscales aplicables al sector de la cinematografía serán los establecidos 

en la normativa tributaria con las especialidades previstas en esta Ley.
2. Para un mejor aprovechamiento de los incentivos fiscales previstos en la normativa 

tributaria, en particular los regulados en los artículos 34.1 y 38.2 del texto refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales fomentará:

a) La constitución de agrupaciones de interés económico de acuerdo con lo previsto en 
la Ley 12/1991, de 29 de diciembre, de agrupaciones de interés económico, a las que 
resultará de aplicación el régimen fiscal establecido en los artículos 48 y 49 del citado texto 
refundido y demás normativa de desarrollo.

b) Las inversiones de las entidades de capital-riesgo en el sector cinematográfico, de 
acuerdo con lo previsto en la Ley 25/2005, de 24 de noviembre, reguladora de las entidades 
de capital-riesgo y de sus sociedades gestoras, a las que les resultará de aplicación el 
régimen fiscal previsto en el artículo 55 del citado texto refundido y demás normativa de 
desarrollo.

3. El importe de las deducciones aplicadas por incentivos fiscales junto con el de las 
ayudas recibidas no podrá superar el porcentaje de intensidad máxima establecido en este 
capítulo para cada una de las líneas de ayuda. El Instituto de la Cinematografía y de las 
Artes Audiovisuales verificará en cualquier momento y hasta el cumplimiento del plazo 
previsto en el artículo 39 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, que las producciones 
beneficiarias de las ayudas no superan estos porcentajes, siendo la superación de su límite 
causa de reintegro o de reducción de las ayudas concedidas hasta el importe máximo 
financiable.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria y el Instituto de la Cinematografía y de 
las Artes Audiovisuales establecerán, en los términos señalados en la normativa tributaria, 
los oportunos mecanismos de colaboración dirigidos al intercambio de la información 
necesaria a efectos del control de la intensidad máxima de las ayudas a percibir por cada 
producción, cuya identificación corresponderá al Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales.

Sección 2.ª Ayudas a la creación y al desarrollo

Artículo 22.  Ayudas para la creación de guiones y al desarrollo de proyectos.
1. Se fomentará la creación mediante la concesión de ayudas a personas físicas para la 

elaboración de guiones de largometrajes, que deberán ser desarrollados en el tiempo que se 
determine reglamentariamente.

En la concesión de estas ayudas se tendrá en consideración la propuesta de un órgano 
colegiado creado al efecto, que valorará, en especial, la calidad y originalidad de los 
proyectos presentados, la viabilidad cinematográfica y, en su caso, el historial profesional de 
los guionistas. Dicho órgano colegiado tendrá también la función de informar sobre la calidad 
de los guiones una vez finalizados.

El importe de estas ayudas será establecido en la correspondiente convocatoria, con el 
límite máximo que se fije reglamentariamente.

2. Igualmente se podrán conceder ayudas a productores independientes para el 
desarrollo de proyectos de largometrajes, con preferencia hacia aquéllos que estén basados 
en guiones que hayan recibido ayuda para su escritura de las previstas en el apartado 
anterior. Para la concesión de estas ayudas existirá un órgano colegiado que deberá 
informar sobre los concurrentes a la convocatoria, valorando:

a) La originalidad y calidad del guión.
b) El presupuesto y su adecuación para el desarrollo del proyecto.
c) La solvencia del productor y su plan de financiación.
En el caso de tratarse de proyectos basados en guiones que hubieran obtenido ayuda 

para su escritura de las previstas en el apartado 1, la empresa productora deberá efectuar el 
desarrollo del proyecto con el guionista autor del mismo.
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El importe de estas ayudas no podrá superar el 60 por 100 del presupuesto, ni la 
cantidad límite que se establezca reglamentariamente.

Artículo 23.  Ayudas a proyectos culturales y de formación no reglada.
1. Se podrán establecer medidas que apoyen proyectos que, pertenecientes al campo 

teórico o de la edición, entre otros, sean susceptibles de enriquecer el panorama audiovisual 
español desde una perspectiva cultural, así como a aquellos proyectos que apoyen 
programas específicos de formación no reglada para profesionales, incluyendo personal 
creativo y técnico, o públicos.

2. Para la concesión de estas ayudas, que serán propuestas por un órgano colegiado, se 
tomará en consideración:

a) La contribución del proyecto al conocimiento y la difusión de la cultura 
cinematográfica.

b) El ámbito teórico específico en que se desarrolla el proyecto.
c) La trayectoria profesional de la persona física, empresa o entidad que lo presenta.
d) La viabilidad del proyecto desde el punto de vista económico.
e) Su capacidad para alcanzar a amplios sectores profesionales o del público.3. La 

ayuda a proyectos culturales no podrá superar el 60 por 100 del importe de su presupuesto, 
ni el importe máximo que se establezca reglamentariamente.

Sección 3.ª Ayudas a la producción

Artículo 24.  Criterios generales.
1. En la concesión de ayudas a la producción, y con independencia de que puedan 

realizarse parte de los gastos de producción de las películas en otros países de acuerdo con 
los convenios de coproducción y las directivas de aplicación, para poder optar a la totalidad 
de las ayudas las películas que no sean las realizadas en coproducción hispano-extranjera 
deberán cumplir los requisitos siguientes, en los términos que reglamentariamente se 
determinen:

a) Emplear, en su versión original, alguna de las lenguas oficiales españolas.
b) Utilizar en sus rodajes el territorio español de forma mayoritaria.
c) Realizar la posproducción en estudio y los trabajos de laboratorio mayoritariamente en 

territorio español. Dicho requisito será también exigible en los procesos de producción de las 
obras de animación.

En el caso de no reunir alguno de los requisitos mencionados, las ayudas a las que la 
empresa productora podrá optar serán minoradas en un 10 por 100 por cada uno de los 
apartados que no se cumplan en la realización de la película.

2. Las empresas productoras deben ser titulares de los derechos de propiedad de las 
obras audiovisuales producidas en la medida que sean necesarios para la explotación y 
comercialización de tales obras quedando a salvo lo dispuesto en la legislación de propiedad 
intelectual en materia de transmisión y ejercicio de los derechos de tal naturaleza.

3. Para optar a estas ayudas, las empresas productoras deberán acreditar 
documentalmente el cumplimiento de cuantas obligaciones hayan contraído con el personal 
creativo, artístico y técnico, así como con las industrias técnicas, de la última película de la 
misma empresa productora que haya recibido ayuda estatal o, en el caso de los 
cortometrajes realizados, del que se presente a dicha ayuda.

4. El total de la cuantía de las ayudas previstas en esta sección no podrá superar el 50 
por 100 del presupuesto de producción, excepto en las producciones transfronterizas 
financiadas por más de un Estado miembro de la Unión Europea y en las que participen 
productores de más de un Estado miembro en las que el total de las ayudas podrá alcanzar 
el 60 por 100 del presupuesto de producción.

De acuerdo con las disposiciones de la Unión Europea en esta materia, se exceptúan de 
la aplicación de estos límites las producciones que tengan la consideración de obra 
audiovisual difícil.
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5. El fomento de la producción establecido en esta sección se podrá completar mediante 
la concesión de otras ayudas a las empresas productoras en el ámbito de las políticas 
públicas de fomento e incentivos a la cinematografía y al audiovisual.

6. Una misma obra audiovisual sólo podrá ser beneficiaria de una de las líneas de ayuda 
reguladas en esta sección.

Artículo 25.  Ayudas selectivas para la producción de largometrajes sobre proyecto.
1. Se podrán conceder ayudas a productores independientes para proyectos que posean 

un especial valor cinematográfico, cultural o social, sean de carácter documental o 
experimental, o incorporen nuevos realizadores.

Asimismo, se podrán conceder ayudas para proyectos de películas para televisión y 
series de animación, siempre que la iniciativa de ellos pertenezca a productores 
independientes.

2. Para la concesión de estas ayudas se tendrá en cuenta la propuesta de un órgano 
colegiado que a tal efecto se constituya, que, en la formulación de sus informes tendrá en 
consideración:

a) La calidad y el valor artístico del proyecto.
b) El presupuesto y su adecuación para la realización del mismo.
c) El plan de financiación que garantice su viabilidad.
d) La solvencia de la empresa productora y el cumplimiento por la misma en anteriores 

ocasiones de las obligaciones derivadas de la obtención de ayudas.
Asimismo, se valorará que el proyecto aplique medidas de igualdad de género en las 

actividades creativas de dirección y guión. Igualmente, se valorarán de manera específica 
los proyectos de productores independientes radicados en las Islas Canarias, en su 
condición de región ultraperiférica.

3. La introducción de cambios sustanciales sobre los proyectos aprobados deberá ser 
notificada, para su autorización, al órgano concedente, que podrá revocar la ayuda en el 
caso de que no se cumpla con tal obligación.

4. Las ayudas sobre proyecto serán intransmisibles.

Artículo 26.  Ayudas generales para la producción de largometrajes sobre proyecto.
1. Se podrán conceder ayudas anticipadas para la financiación del coste de la 

producción de proyectos de largometraje de empresas productoras mediante la aplicación de 
criterios objetivos, para cuya determinación se atenderá, entre otros aspectos, a la viabilidad 
económica y financiera del proyecto, a la difusión, a la solvencia técnica del beneficiario, a la 
relevancia cultural española y europea, al carácter innovador del proyecto así como al 
impacto socioeconómico de la inversión en España. Los criterios objetivos permitirán la 
baremación de las solicitudes presentadas y la fijación del importe de la subvención.

2. Las bases reguladoras podrán determinar que el pago de las ayudas se realice 
mediante sucesivos pagos anticipados, que podrán extenderse en varios ejercicios 
presupuestarios y que responderán al ritmo de ejecución que en las mismas se determine. 
Cuando se prevea este sistema de pago, las bases establecerán los porcentajes que, con 
respecto al importe total de la ayuda, corresponderá a cada una de las fases de ejecución.

3. La introducción de cambios sustanciales sobre los proyectos aprobados deberá ser 
notificada, para su autorización, al órgano concedente, que podrá revocar la ayuda en el 
caso de que no se cumpla con tal obligación.

Artículo 27.  Ayudas para la producción de cortometrajes.
1. El fomento de la producción de cortometrajes se efectuará, para productores 

independientes, mediante la concesión de ayudas sobre proyecto o por cortometrajes 
realizados, compatibles entre sí, que se otorgarán previo informe del órgano colegiado que a 
tal efecto se constituya, en cuya propuesta deberá valorar:

a) Las características y viabilidad del proyecto.
b) La calidad y el valor artístico del guión.
c) El presupuesto del proyecto o, en su caso, el coste de la película.
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d) El plan de financiación.
2. (Suprimido)

Sección 4.ª Ayudas a la distribución

Artículo 28.  Ayudas para la distribución de películas.
1. Se podrán conceder ayudas a distribuidores independientes para la realización de 

planes de promoción y distribución en España de películas de largo y corto metraje, 
comunitarias e iberoamericanas, a fin de estimular su distribución, principalmente en versión 
original, en salas de exhibición, con especial atención a la calidad de las películas, a la 
incorporación de nuevas tecnologías de la comunicación y a las facilidades de acceso a las 
películas para las personas con discapacidad.

2. Estas ayudas tendrán como objeto subvencionar hasta el 50 por 100 del coste del 
tiraje de copias, del subtitulado, de la publicidad y promoción, de los medios técnicos y de los 
recursos necesarios para el acercamiento de las películas a colectivos con discapacidades, 
con el límite máximo de la cantidad que se establezca reglamentariamente.

3. Los planes de distribución y promoción de las películas se ajustarán a los ámbitos 
territoriales y condiciones que se establezcan en las correspondientes bases reguladoras de 
las ayudas.

4. Para la concesión de estas ayudas se tendrá en consideración la propuesta de un 
órgano colegiado que estudiará las solicitudes presentadas, valorando:

a) La calidad y el interés cultural de las películas distribuidas concurrentes a la 
convocatoria.

b) El presupuesto para la ejecución del plan de distribución y promoción de las películas.
c) El ámbito territorial en el que se vayan a distribuir.
d) La incorporación de nuevas tecnologías en la distribución y las medidas que faciliten 

el acceso a las películas para las personas con discapacidad.
e) El historial de la empresa distribuidora y su anterior participación y experiencia en la 

distribución de películas de calidad y valores artísticos destacados.
5. Asimismo, en los términos que reglamentariamente se establezcan, se podrán 

conceder ayudas a la distribución de películas de largo metraje y corto metraje, comunitarias 
e iberoamericanas, en soporte videográfico o a través de Internet, siempre que incorporen un 
sistema de audiodescripción para personas ciegas y con discapacidad visual, así como un 
sistema de subtitulado especial que permita la comprensión de dichas películas por parte de 
personas sordas y con discapacidad auditiva.

Sección 5.ª Ayudas a la exhibición

Artículo 29.  Ayudas para las salas de exhibición cinematográfica.
1. Con el objeto de favorecer el acceso de los espectadores a la diversidad de la 

producción cultural, se podrán establecer, en colaboración con las Comunidades Autónomas 
y del modo que reglamentariamente se determine, medidas de apoyo para las salas de 
exhibición independientes que en su programación anual incluyan, en una proporción 
superior al 40 por 100, largometrajes comunitarios e iberoamericanos, con preferencia hacia 
aquéllas que los ofrezcan en versión original, así como un número mínimo de cortometrajes 
con las mismas características.

Igualmente podrán establecerse ayudas a las salas de exhibición independientes que 
programen largometrajes comunitarios e iberoamericanos en versión original durante un 
tiempo continuado superior a tres fines de semana.

2. Al objeto de propiciar y facilitar la modernización tecnológica en el sector de la 
exhibición, podrán establecerse, en colaboración y cooperación con las Comunidades 
Autónomas, ayudas a las salas de exhibición independientes que incidan en dicha 
modernización, con especial atención a la incorporación de sistemas de proyección digital.

3. Asimismo, con el objetivo de fomentar la permanencia y estabilidad de las salas de 
exhibición cinematográfica radicadas en pequeños núcleos urbanos o rurales, y del 
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mantenimiento de una oferta cultural estable y próxima en dicho ámbito, se podrán 
establecer ayudas a las salas de exhibición independientes que tengan difícil acceso a 
copias de películas comunitarias e iberoamericanas.

4. Asimismo, se podrán establecer ayudas con el objetivo de adaptar las salas de 
exhibición a las condiciones de accesibilidad para personas con discapacidad y equipos 
técnicos para el subtitulado y la audiodescripción.

5. Lo dispuesto en los apartados anteriores se aplicará sin perjuicio de las competencias 
de las Comunidades Autónomas en estas materias.

Sección 6.ª Ayudas a la conservación

Artículo 30.  Ayudas para la conservación del patrimonio cinematográfico.
Se podrán conceder ayudas para la realización de interpositivos e internegativos de 

películas a las empresas productoras o titulares de películas que se comprometan a no 
exportar, en los términos que reglamentariamente se determine, el negativo original de las 
mismas y depositen el correspondiente soporte en la Filmoteca Española o Filmoteca de la 
Comunidad Autónoma competente, con la finalidad de promover la conservación del 
patrimonio cinematográfico. Asimismo, y en similares términos, se podrán conceder ayudas 
para la conservación de másters en soporte digital o de otra naturaleza, de acuerdo con las 
novedades tecnológicas que se produzcan.

El importe máximo de la ayuda no podrá superar el 50 por 100 del coste de realización 
de los interpositivos e internegativos y material de sonido necesario para la duplicación de la 
película, o, en su caso, del soporte digital correspondiente, con el límite máximo de la 
cantidad que se establezca reglamentariamente.

Sección 7.ª Ayudas a la promoción

Artículo 31.  Ayudas para la participación en festivales.
Con el fin de contribuir a la difusión de los valores culturales y artísticos del cine español, 

se podrán establecer ayudas a las empresas productoras de las películas seleccionadas por 
festivales internacionales de reconocido prestigio.

Para la obtención de estas ayudas, una película deberá haber sido seleccionada por 
alguno o algunos de los festivales que se determinen en la convocatoria anual. En función de 
la importancia de los certámenes, seleccionados por un órgano colegiado, se establecerá la 
cuantía de la ayuda que corresponda a la película o películas que en él participen, debiendo 
ser destinada de forma sustantiva a gastos de participación y promoción en el certamen, 
según un plan previamente establecido y presentado.

Artículo 32.  Ayudas para la organización de festivales y certámenes.
1. Se podrán conceder ayudas a la organización y desarrollo de festivales o certámenes 

cinematográficos de reconocido prestigio que se celebren en España y a aquellos que 
dediquen especial atención a la programación y difusión del cine comunitario, 
iberoamericano, películas de animación, documentales y cortometrajes.

2. Para la concesión de estas ayudas, que serán propuestas por un órgano colegiado, se 
considerará:

a) El ámbito de actuación del festival dentro del mundo cinematográfico y ciudadano.
b) Su trayectoria e historial a lo largo de los años.
c) El carácter internacional de su programación, valorando especialmente la atención 

específica que dedique a la cinematografía comunitaria e iberoamericana en sus distintas 
modalidades.

d) La solidez financiera del festival para atender a dicha programación.
e) La incidencia del festival en la industria audiovisual nacional e internacional.
f) Su cobertura por parte de los medios de comunicación.
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3. La ayuda para la realización de festivales y certámenes no podrá superar el 50 por 
100 del presupuesto presentado para su realización, con el límite máximo de la cantidad que 
se determine reglamentariamente.

Sección 8.ª Otras ayudas e incentivos

Artículo 33.  Financiación cinematográfica y audiovisual.
Con la finalidad de crear un marco financiero favorable a la industria cinematográfica y 

audiovisual, se podrán suscribir convenios de colaboración con bancos y entidades de 
crédito para facilitar y ampliar la financiación de las actividades de los productores, 
distribuidores, exhibidores y de las industrias técnicas y del sector videográfico, así como 
para el desarrollo de la infraestructura o innovación tecnológica de los citados sectores. 
Asimismo, podrá ampliarse el sistema de garantías bancarias al objeto de facilitar a la 
industria la obtención de dicha financiación.

Artículo 34.  Nuevas tecnologías.
1. Se establecerán incentivos para la realización de obras audiovisuales que, utilizando 

nuevas tecnologías e innovaciones que se vayan produciendo en este campo, se destinen a 
su difusión en medios distintos a las salas de exhibición, televisión o vídeo doméstico.

2. Para la concesión de estas ayudas, que serán propuestas por un órgano colegiado, se 
tomará en consideración:

a) La originalidad y calidad del guión.
b) El empleo de nuevas tecnologías para la creación de la obra audiovisual.
c) El presupuesto del proyecto y su plan de financiación.
d) Su plan de difusión en medios distintos a las salas de exhibición, la televisión, o el 

video doméstico.
e) La capacidad del proyecto para que la obra audiovisual acceda a nuevos públicos.
3. El importe máximo de la ayuda no podrá superar el 50 por 100 del presupuesto del 

proyecto, ni la cantidad que se determine reglamentariamente.

Artículo 35.  Investigación, Desarrollo e Innovación.
1. Se podrán conceder ayudas a las empresas cinematográficas y audiovisuales para la 

realización de actividades de I+D+i dentro del marco del Plan Nacional de Investigación 
Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica, en el ámbito de la producción, la distribución, 
la exhibición y las industrias técnicas, con una consideración especial hacia los proyectos 
dedicados a la modalidad de imagen de animación.

2. Para la obtención de estas ayudas, cuyo importe máximo no podrá ser superior al 50 
por 100 del presupuesto, será necesaria la presentación de un plan de investigación 
científica, desarrollo e innovación tecnológica por parte de las empresas solicitantes, que 
alcanzará un ámbito temporal de tres años como máximo, especificando los objetivos a 
conseguir, en su caso, dentro de cada una de esas anualidades y su desarrollo posterior en 
las siguientes.

3. Dicho plan será valorado por un órgano colegiado, que verificará su adecuación a las 
directrices establecidas para las actividades susceptibles de ser consideradas como de I+D
+i, y que también tomará en consideración:

a) La repercusión potencial de los resultados que puedan obtenerse desde el punto de 
vista tanto cualitativo como cuantitativo.

b) La viabilidad de su incorporación al marco de actuación del sector al que pertenezca 
la empresa que presente el proyecto.

c) El presupuesto y su adecuación a los fines perseguidos.
4. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales podrá adoptar las 

medidas adicionales de fomento que sean pertinentes para garantizar y facilitar la 
actualización tecnológica en el sector audiovisual.
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Artículo 36.  Fomento de la cinematografía y el audiovisual en lenguas cooficiales distintas 
al castellano.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.3, y con el fin de atender al fomento y 
protección del uso de las lenguas cooficiales distintas a la castellana en la cinematografía y 
el audiovisual, promoviendo la pluralidad cultural de España y la igualdad de oportunidades 
de las lenguas propias de cada territorio en materia de expresión y difusión audiovisual, se 
establecerá un fondo de ayudas o créditos específicos que serán transferidos en su 
integridad a los organismos competentes de las Comunidades Autónomas, que los 
gestionarán conforme a sus competencias.

Esta aportación del Estado, basada en el principio de corresponsabilidad, se dotará 
dentro de los límites presupuestarios aprobados en cada ejercicio y se destinará al fomento 
de la producción, distribución, exhibición y promoción de la industria cinematográfica y 
audiovisual en las citadas lenguas.

Artículo 37.  Promoción exterior.
El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, en su labor de promoción 

cultural en el exterior, facilitará la presencia del cine español en certámenes de todo el 
mundo y organizará muestras o ciclos que den a conocer más ampliamente el cine español 
en lugares estratégicos, en colaboración y cooperación con las Comunidades Autónomas.

Asimismo, el Instituto podrá colaborar con entidades públicas o privadas que 
promocionen el cine español fuera de nuestras fronteras, buscando una mejor y mayor 
comercialización de las películas españolas en el exterior.

CAPÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 38.  Competencias.
El régimen de infracciones y sanciones se ajustará a lo establecido en la Ley 30/1992, de 

26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y en el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad 
sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto. La iniciación del 
procedimiento corresponderá al Director del Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales y la instrucción a la Secretaría General del mismo organismo, sin perjuicio de 
las competencias de las Comunidades Autónomas.

En el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado, 
corresponderá al Presidente del Instituto la resolución de los procedimientos sancionadores 
por infracciones muy graves, y al Director la resolución de los procedimientos por 
infracciones graves y leves.

Artículo 39.  Infracciones.
Las infracciones a lo preceptuado en las normas de esta Ley se clasifican en 

infracciones muy graves, infracciones graves e infracciones leves.
1. Son infracciones muy graves:
a) El incumplimiento de la cuota de pantalla en porcentaje superior al 60 por 100, referido 

al número de sesiones de exhibición de películas comunitarias que corresponda proyectar en 
cada sala, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 18.

b) El incumplimiento de las disposiciones de los artículos 9.2, 9.3 y 17 relativas a 
películas y salas «X».

c) Las conductas tipificadas como muy graves por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

d) La falsedad o manipulación de los datos de rendimiento de las obras cinematográficas 
reflejados en los informes de declaración de exhibición a que se refiere el artículo 16.2.

2. Son infracciones graves:
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a) El incumplimiento de la cuota de pantalla en porcentaje igual o inferior al 60 por 100 y 
superior al 30 por 100, referido al número de sesiones de exhibición de películas 
comunitarias que corresponda proyectar en cada sala, en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 18.

b) Las conductas tipificadas como graves por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

c) Comercializar o difundir películas cinematográficas u obras audiovisuales sin que 
hayan sido objeto de calificación por grupos de edades, según lo establecido en el artículo 
8.1.

d) Los incumplimientos, por acción u omisión, de las obligaciones de utilización de 
billetes reglamentarios y emisión de informes de declaración de exhibición a que se refiere el 
artículo 16.2 cuando impidan el control del rendimiento de las obras cinematográficas 
exhibidas y los retrasos injustificados en la remisión de dichos informes superiores a un mes 
sobre los plazos reglamentariamente establecidos.

3. Son infracciones leves:
a) El incumplimiento de la cuota de pantalla en porcentaje igual o inferior al 30 por 100, 

referido al número de sesiones de exhibición de películas comunitarias que corresponda 
proyectar en cada sala, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 18.

b) Las conductas tipificadas como leves en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones.

c) Los incumplimientos, por acción u omisión, de lo previsto en el artículo 9.1 relativo a la 
obligación poner en conocimiento del público la calificación de las películas y obras 
audiovisuales, así como los incumplimientos relativos a los requisitos adicionales que se 
exijan reglamentariamente.

d) El incumplimiento de la obligación de comunicación a la que se refiere el artículo 15.1, 
así como la inexactitud o falsedad en los datos facilitados.

e) Los incumplimientos, por acción u omisión, de las obligaciones relativas al control del 
rendimiento de las obras cinematográficas exhibidas cuando no sean falta grave o muy 
grave.

f) Los incumplimientos de lo previsto en el artículo 15.4 relativo a las proyecciones 
cinematográficas de carácter gratuito o con precio simbólico que efectúen las 
Administraciones públicas.

Artículo 40.  Sanciones.
1. Las infracciones se sancionarán:
a) Las leves, con apercibimiento o multa de hasta 4.000 euros.
b) Las graves, con multa de hasta 40.000 euros.
c) Las muy graves, con multa de hasta 75.000 euros.
2. Las infracciones tipificadas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones serán sancionadas de acuerdo con lo previsto en la misma.
3. Calificadas las infracciones, las sanciones se graduarán en atención a la mera 

negligencia o intencionalidad del infractor, a la reincidencia en infracciones previamente 
sancionadas, al porcentaje de infracción en el caso de las infracciones previstas en los 
apartados 1.a), 2.a) y 3.a) del artículo 39 y, en su caso, a la recaudación de la sala y número 
de habitantes de la población.

Disposición adicional primera.  Agencia Estatal de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales.

El Gobierno, de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional quinta de la Ley 
28/2006, de Agencias Estatales para la mejora de los servicios públicos, procederá a 
transformar el actual organismo autónomo Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales en Agencia Estatal de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, cuyos 
fines principales serán el fomento, promoción, ordenación y apoyo de las actividades 
cinematográficas y audiovisuales, la conservación del patrimonio cinematográfico, la 
proyección exterior de la cinematografía y de las artes audiovisuales y la colaboración y 
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cooperación con las Comunidades Autónomas en materia cinematográfica y audiovisual, sin 
perjuicio de las competencias que éstas tengan atribuidas.

Las funciones y la estructura orgánica de la Agencia serán las que determine el Estatuto 
por el que se rija la misma, con arreglo a las previsiones de la presente Ley y de la normativa 
reguladora de las Agencias Estatales, en el que podrá establecerse la participación, en su 
Consejo Rector, de las Comunidades Autónomas, así como de sectores profesionales 
relacionados con los fines y actividades de la Agencia.

Una vez que se produzca la efectiva constitución de la Agencia Estatal de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, las referencias que se contienen en la presente 
Ley al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales se entenderán realizadas a 
la Agencia Estatal de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales.

Disposición adicional segunda.  Órganos colegiados.
1. En materia de calificación de obras cinematográficas y audiovisuales y ayudas, el 

Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales contará con la participación de 
órganos colegiados, a los que será de aplicación el régimen jurídico establecido en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y en cuya composición se procurará la participación, 
en su caso, de los diferentes sectores profesionales relacionados con la materia de la que 
conozca el órgano colegiado correspondiente. Asimismo, se procurará la paridad entre 
hombres y mujeres, de acuerdo con el Plan para la igualdad de género en la Administración 
General del Estado.

2. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales podrá recabar la opinión 
de los espectadores con objeto de conocer sus planteamientos respecto de la situación y 
desarrollo de la industria audiovisual española.

Disposición adicional tercera.  Del acceso al cine para las personas con discapacidad.
1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

promoverán la accesibilidad al cine de las personas con discapacidad física o sensorial, 
velando por un uso regular, normalizado y sin discriminaciones de los medios audiovisuales.

2. Las ayudas a la distribución en video e Internet tendrán como requisito de acceso la 
incorporación de sistemas de audiodescripción para personas ciegas y con discapacidad 
visual, así como un sistema de subtitulado especial que permita la comprensión de dichas 
películas por parte de personas sordas y con discapacidad auditiva. En la concesión de 
ayudas a la distribución en salas de exhibición se valorará específicamente la incorporación 
de sistemas que faciliten el acceso a las películas para las personas con discapacidad. El 
Órgano Colegiado para la valoración de ambas ayudas podrá recabar el consejo de un 
experto independiente respecto de las condiciones de accesibilidad que se presenten.

3. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales colaborará con el 
Consejo Nacional de la Discapacidad en aquellas iniciativas que aborden propuestas de 
acción y de mejora relativas a la situación y progresos de la accesibilidad del cine a las 
personas con discapacidad.

4. El Centro Español del Subtitulado y la Audiodescripción (CESYA) del Real Patronato 
sobre Discapacidad constituye el centro estatal técnico de referencia en materia de 
accesibilidad audiovisual para personas con discapacidad, en lo referente a la producción, 
distribución y exhibición de obras cinematográficas y audiovisuales.

5. Las empresas titulares de salas de exhibición de obras cinematográficas y 
audiovisuales que dispongan de página o sitio de Internet informarán a través de ese medio 
de las condiciones de accesibilidad tanto de las salas como de las obras audiovisuales que 
exhiban, de modo que los potenciales usuarios con discapacidad puedan conocer esa 
información con la antelación suficiente.

Asimismo, se promoverá que las salas de exhibición dispongan de espacios reservados 
para personas que utilicen silla de ruedas o que tengan algún tipo de discapacidad física que 
les impida acomodarse en las butacas de las salas.
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Disposición adicional cuarta.  Consultas sobre incentivos fiscales.
El plazo de contestación a las consultas formuladas a la Administración tributaria durante 

los seis meses siguientes a la entrada en vigor de esta Ley, sobre la aplicación de la 
bonificación por actividades exportadoras y la deducción por producciones cinematográficas 
y audiovisuales reguladas en los artículos 34.1 y 38.2 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto legislativo 4/2004, de 5 de marzo, 
en el supuesto de que la creación cinematográfica o audiovisual se realice por una 
agrupación de interés económico, se reducirá a la mitad.

Disposición adicional quinta.  Seguimiento.
Durante el último semestre del año 2011, el Ministerio de Economía y Hacienda, asistido 

por el Ministerio de Cultura, presentará al Gobierno un estudio relativo a la eficacia de las 
diferentes ayudas e incentivos a la producción cinematográfica y audiovisual vigentes 
durante los años 2007 a 2011, y, en su caso, adecuará las mismas a las necesidades de la 
economía española, respetando la normativa comunitaria.

Disposición adicional sexta.  Convenios para el fomento de la cinematografía y el 
audiovisual en lenguas cooficiales distintas al castellano.

El Ministerio de Cultura, mediante convenio, concretará dentro de las disponibilidades 
presupuestarias anuales, los créditos previstos en el artículo 36 de esta Ley, de forma que la 
dotación que reciba cada Comunidad Autónoma con lengua cooficial sea anualmente 
equivalente a la suma de aportaciones que dicha Comunidad haya destinado en el ejercicio 
anterior para el soporte y fomento de la producción, distribución, exhibición y promoción del 
audiovisual en lengua cooficial distinta al castellano.

La dotación que reciba cada Comunidad Autónoma no será superior al 50 % del total de 
las ayudas que las empresas audiovisuales residentes en dicha Comunidad hayan recibido 
del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales en el ejercicio anterior.

Disposición adicional séptima.  Acceso de los productos cinematográficos y audiovisuales 
al sistema educativo.

Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
promoverán la accesibilidad de los productos cinematográficos y audiovisuales al sistema 
educativo a través de programas de formación, de manera que sus contenidos puedan 
también quedar integrados en aquél.

Disposición adicional octava.  Condiciones de trabajo y calidad del empleo.
Con el objetivo de mejorar la calidad en el empleo de los trabajadores del sector del cine 

y, con ello, mejorar sus condiciones de trabajo, mediante convenio colectivo sectorial de 
ámbito estatal podrán establecerse sistemas o procedimientos de representación de los 
trabajadores a través de representantes sindicales o de carácter bipartito entre 
organizaciones empresariales y sindicales, dirigidos a promover el cumplimiento de la 
normativa laboral y social en el sector del cine.

Disposición adicional novena.  Estudio sobre implantación sindical.
El Gobierno, en el plazo máximo de un año desde la aprobación de esta Ley, elaborará 

un estudio sobre la implantación de las organizaciones sindicales en el sector del cine y el 
audiovisual.

A la vista de los resultados del anterior estudio, podrán promoverse, en su caso, las 
iniciativas legales, o de otra índole, dirigidas a mejorar la calidad en el empleo de los 
trabajadores de los referidos sectores y, con ello, mejorar sus condiciones de trabajo, a 
través de los mecanismos de implicación de los trabajadores que se consideren pertinentes.
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Disposición adicional décima.  Promoción del estreno y la exhibición del cine europeo.
La Administración General del Estado podrá establecer convenios con RTVE u otros 

operadores de televisión con el objetivo de desarrollar programas específicos que 
promocionen el estreno y la exhibición del cine europeo y, especialmente, el realizado en 
alguna de las lenguas oficiales españolas.

Disposición adicional undécima.  Promoción de convenios con la industria española de la 
animación.

Con el fin de fomentar la industria española de la animación, el Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales promoverá la suscripción, actualización y 
renovación de convenios entre RTVE y dicho sector que favorezcan la realización de 
productos de animación: largometrajes, cortometrajes y series.

Disposición adicional duodécima.  Exhibición cinematográfica y acceso a la diversidad de 
la producción.

El Gobierno reconocerá la contribución del sector de la exhibición al acceso de los 
ciudadanos a la diversidad de la producción cinematográfica a través del cumplimiento de la 
cuota de pantalla para películas originadas en los Estados miembros de la Unión Europea, 
mediante el desarrollo reglamentario de las ayudas previstas en el artículo 29 de esta Ley, 
con una especial incidencia sobre aquellas destinadas a la modernización tecnológica de las 
salas y el apoyo a las radicadas en pequeños núcleos urbanos o rurales, así como a la 
adaptación de las salas a las condiciones de accesibilidad para las personas con 
discapacidad.

Disposición transitoria única.  Vigencia temporal de determinadas normas.
En tanto no se produzca el correspondiente desarrollo reglamentario y en todo aquello 

que no se oponga a las previsiones de esta Ley, mantendrán su vigencia las siguientes 
normas:

a) Los capítulos III y IV del Real Decreto 81/1997, de 24 de enero, por el que se 
desarrolla parcialmente la Ley 17/1994, de 8 de junio, de Protección y Fomento de la 
Cinematografía, y se actualizan y refunden normas relativas a la realización de películas en 
coproducción, salas de exhibición cinematográfica y calificación de películas 
cinematográficas, salvo en lo relativo a la calificación de películas «X».

b) Real Decreto 526/2002, de 14 de junio, por el que se regulan medidas de fomento y 
producción de la cinematografía y la realización de películas en coproducción.

c) Real Decreto 1652/2004, de 9 julio, por el que se aprueba el Reglamento que regula la 
inversión obligatoria para la financiación anticipada de largometrajes y cortometrajes 
cinematográficos y películas para televisión, europeos y españoles.

d) Orden de 7 de julio de 1997 por la que se dictan normas de aplicación del Real 
Decreto 81/1997, de 24 de enero, en las materias de cuota de pantalla y distribución de 
películas, salas de exhibición, registro de empresas y calificación de obras cinematográficas 
y audiovisuales, en aquellos aspectos no derogados expresamente por esta Ley.

e) Orden CUL/3928/2006, de 14 de diciembre, por la que se dictan normas de aplicación 
del Real Decreto 526/2002, de 14 de junio, por el que se regulan las medidas de fomento y 
promoción de la cinematografía y la realización de películas en coproducción, y se 
establecen las bases reguladoras de dichas medidas.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo previsto en la presente Ley y 

en concreto las siguientes:
a) La Ley 15/2001, de 9 julio, de fomento y promoción de la cinematografía y el sector 

audiovisual, con la salvedad de su disposición adicional segunda.
b) Los artículos 4 y 8 de la Ley 3/1980, de 10 de enero, de regulación de cuotas de 

pantalla y distribución cinematográfica.
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c) Los artículos 1, 2 y 6 de la Ley 1/1982, de 24 de febrero, por la que se regulan las 
salas especiales de exhibición cinematográfica, la Filmoteca Española y las tarifas de las 
tasas por licencias de doblaje.

d) El Real Decreto 81/1997, de 24 de enero, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 
17/1994, de 8 de junio, de Protección y Fomento de la Cinematografía, y se actualizan y 
refunden normas relativas a la realización de películas en coproducción, salas de exhibición 
cinematográfica y calificación de películas cinematográficas, salvo sus capítulos III y IV.

e) El Capítulo I, el apartado décimo del Capítulo III y las disposiciones finales cuarta, 
quinta, sexta y séptima de la Orden de 7 de julio de 1997 por la que se dictan normas de 
aplicación del Real Decreto 81/1997, de 24 de enero, en las materias de cuotas de pantalla y 
distribución de películas, salas de exhibición, registro de empresas y calificación de obras 
cinematográficas y audiovisuales.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de venta a 
plazos de bienes muebles.

Se añade una disposición adicional cuarta en la Ley 28/1998, de 13 de julio, de venta a 
plazos de bienes muebles, que tendrá la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuarta.  Sección de obras y grabaciones audiovisuales.
Se crea una sección adicional en el Registro de Bienes Muebles destinada a la 

inscripción, con eficacia frente a terceros, de las obras y grabaciones audiovisuales, 
sus derechos de explotación y, en su caso, de las anotaciones de demanda, 
embargos, cargas, limitaciones de disponer, hipotecas, y otros derechos reales 
impuestos sobre las mismas, en la forma que se determine reglamentariamente.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, y 
del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

1. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción a los apartados 3 y 4 de la disposición derogatoria segunda de 
la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio, que quedarán redactados de la siguiente manera:

«3. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de 
enero de 2012 queda derogado el artículo 35 y el apartado 2 del artículo 38 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

4. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero 
de 2014 quedan derogados el apartado 1 del artículo 34 y los apartados 1, 3 y 7 del 
artículo 38 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.»

2. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción al apartado 4 y se añade un apartado 5 a la disposición 
adicional décima del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedarán redactados de la siguiente 
manera:

«4. Las deducciones reguladas en los apartados 1 y 3 del artículo 38 de esta Ley 
se determinarán multiplicando los porcentajes de deducción fijados en dichos 
apartados por los coeficientes establecidos en la disposición adicional novena de 
esta Ley. El porcentaje de deducción que resulte se redondeará en la unidad 
superior.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 26  Ley del Cine

– 418 –



5. El porcentaje de deducción establecido en el apartado 2 del artículo 38 de esta 
Ley será del 18 por ciento. Dicho porcentaje será del 5 por ciento para el coproductor 
financiero.»

3. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 
2007, se da nueva redacción a los apartados 2 y 3 de la disposición transitoria vigésima 
primera del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que quedarán redactados de la siguiente 
manera:

«2. Las deducciones establecidas en el artículo 35 y en el apartado 2 del artículo 
38 de esta Ley, pendientes de aplicación al comienzo del primer período impositivo 
que se inicie a partir de 1 de enero de 2012, podrán aplicarse en el plazo y con los 
requisitos establecidos en el capítulo IV del título VI de esta Ley, según redacción 
vigente a 31 de diciembre de 2011. Dichos requisitos son igualmente aplicables para 
consolidar las deducciones practicadas en períodos impositivos iniciados antes de 
aquella fecha.

3. Las deducciones establecidas en los apartados 1 y 3 del artículo 38 de esta 
Ley, pendientes de aplicación al comienzo del primer período impositivo que se inicie 
a partir de 1 de enero de 2014, podrán aplicarse en el plazo y con los requisitos 
establecidos en el capítulo IV del título VI de esta Ley, según redacción vigente a 31 
de diciembre de 2013. Dichos requisitos son igualmente aplicables para consolidar 
las deducciones practicadas en períodos impositivos iniciados antes de aquella 
fecha.»

Disposición final tercera.  Títulos competenciales.
La Ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.2 de la Constitución, que 

dispone que, sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades 
Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial, 
con la excepción de los siguientes artículos:

1. Los artículos 8 y 9 se dictan al amparo del artículo 149.1.1.ª de la Constitución, que 
reserva al Estado la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.

2. Los artículos 7; 10 a 18; 22 y 23; 24 a 27; 28; 31, 32, 33, 34 y 38 a 40, así como la 
disposición adicional undécima se dictan al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución, 
que reserva al Estado la competencia sobre bases y coordinación de la planificación general 
de la actividad económica.

3. El artículo 35 se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.15.ª relativo al 
fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

4. La disposición adicional séptima se dicta al amparo del artículo 149.1.30.ª de la 
Constitución relativo a las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la misma.

5. Las disposiciones adicionales octava y novena se dictan al amparo del artículo 
149.1.7.ª de la Constitución, que reserva al Estado la legislación laboral, sin perjuicio de su 
ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

6. La disposición final primera se dicta al amparo del artículo 149.1.6.ª de la Constitución, 
que reserva al Estado la legislación mercantil.

7. El artículo 21 y las disposiciones adicional cuarta y final segunda se dictan al amparo 
del artículo 149.1.14.ª que reserva al Estado la competencia sobre la Hacienda General y 
Deuda del Estado.

Disposición final cuarta.  Desarrollo y habilitación normativa.
1. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones resulten necesarias para la 

aplicación y desarrollo de la presente Ley en el ámbito de sus competencias.
2. Cuando razones técnicas o de oportunidad así lo aconsejen, el Gobierno, oídas las 

Comunidades Autónomas, podrá modificar los porcentajes establecidos en el artículo 18 
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para el cumplimiento de la cuota de pantalla y en el artículo 24 para la minoración de 
importes de las ayudas a la producción.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado» salvo lo dispuesto en el artículo 36, que entrará en vigor el 1 de enero de 
2009.
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§ 27

Real Decreto 1084/2015, de 4 de diciembre, por el que se desarrolla 
la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine

Ministerio de Educación, Cultura y Deporte
«BOE» núm. 291, de 5 de diciembre de 2015

Última modificación: 15 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-2015-13207

La Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine, ordena la relación entre los diferentes 
agentes que operan en el sector cinematográfico. Un sector caracterizado por la 
convergencia de elementos culturales y económicos que lo singularizan y que justifican la 
intervención de los poderes públicos tanto en la definición de los aspectos jurídicos de 
interés general como a través de la ejecución de diferentes medidas de fomento que 
permitan su desarrollo. En coherencia con estos principios, la Ley 55/2007, de 28 de 
diciembre, establece las normas que prefiguran la cadena de valor de las obras 
cinematográficas y audiovisuales, desde el nacimiento de la idea hasta su desarrollo y 
comercialización y su posterior conservación.

El carácter dinámico de este sector, su permanente adaptación a los cambios 
tecnológicos y sociales y la necesidad de acomodar su dimensión económica a las normas 
del mercado y a las capacidades reales de apoyo desde el sector público, han motivado, sin 
embargo, recientes cambios legales en algunos de los aspectos fundamentales que se 
regulaban en la redacción original de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre.

En particular destacan dos modificaciones. La primera introducida por Ley 18/2014, de 
15 de octubre, de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, que 
actualizó y ajustó la propia Ley 55/2007, de 28 de diciembre, a las exigencias de la Ley 
20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. La segunda, más reciente, 
que realiza el Real Decreto-ley 6/2015, de 14 de mayo, por el que se modifica la Ley 
55/2007, de 28 de diciembre, del Cine, se conceden varios créditos extraordinarios y 
suplementos de créditos en el presupuesto del Estado y se adoptan otras medidas de 
carácter tributario, y que, por una parte, adecua la normativa del sistema de ayudas previsto 
en la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, a los principios establecidos en la «Comunicación de 
la Comisión sobre la Ayuda estatal a las obras cinematográficas y otras producciones del 
sector audiovisual», publicada en el «Diario Oficial de la Unión Europea» de 15 de 
noviembre de 2013 y, por otra parte, reordena el propio sistema de ayudas e introduce 
cambios y mejoras en otros ámbitos necesitados de actualización. Estos cambios en la Ley 
55/2007, de 28 de diciembre, son los que, en primer lugar, exigen la adaptación de las 
normas reglamentarias que en su desarrollo se aprobaron a través del Real Decreto 
2062/2008, de 12 de diciembre.

Pero es necesario también mejorar algunos aspectos técnicos y procedimentales que, no 
siendo en sentido estricto desarrollos de los cambios legislativos introducidos, requieren su 
modernización y la revisión de su contenido esencial para incrementar su eficacia y 
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simplificar el funcionamiento de los mecanismos que los poderes públicos utilizan para el 
ejercicio de sus potestades en este ámbito.

Este real decreto cumple con ese doble objetivo de adaptación a las normas legales y 
mejora técnica mediante la derogación y sustitución del Real Decreto 2062/2008, de 12 de 
diciembre, por el que ahora se aprueba.

De acuerdo con lo expuesto, este real decreto desarrolla la Ley 55/2007, de 28 de 
diciembre, sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas, en los 
aspectos relativos a la calificación de las obras cinematográficas, su nacionalidad y la 
acreditación de su carácter cultural; regula las coproducciones con empresas extranjeras; 
establece normas mínimas sobre la distribución y exhibición de las obras cinematográficas 
en salas; aprueba las líneas generales de las medidas de fomento previstas en la ley; y 
regula el Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales, el 
funcionamiento de los órganos asesores con competencias consultivas en esta materia y 
revisar las normas de verificación y control de la actividad cinematográfica en el ámbito de 
las competencias de la Administración General del Estado.

Tal y como se determina en su capítulo I, el ámbito de aplicación del real decreto se 
extiende a las actividades cinematográficas y audiovisuales realizadas en España, 
fomentando la visión pluricultural de nuestro país y contemplando la suscripción de acuerdos 
de colaboración entre los órganos de las diferentes Administraciones a fin de articular 
criterios comunes de actuación y, asimismo, evitar la posible duplicidad de cargas 
administrativas.

En la regulación de las actuaciones administrativas en el sector de la cinematografía y el 
audiovisual, recogidas en el capítulo II del real decreto, se ha optado por simplificar e 
incrementar la seguridad jurídica de los procedimientos de certificación de la nacionalidad 
española de las obras cinematográficas y audiovisuales y de obtención de la calificación por 
edades, principios que también se han seguido en la revisión de las normas que fijan el 
régimen jurídico de las películas realizadas en coproducción. En este mismo capítulo, se han 
simplificado las normas que afectan a los procesos de distribución y exhibición de las obras 
cinematográficas, eliminando requisitos no necesarios por no estar directamente vinculados 
con las funciones de verificación de las administraciones competentes, con el control de 
asistencia y rendimiento de las obras cinematográficas y con la información mínima que 
debe recibir el espectador en sala. Además, en el ámbito de la obligación que concierne a 
los poderes públicos para impulsar medidas que promuevan la igualdad de oportunidades y 
de trato así como el ejercicio real y efectivo de derechos por parte de las personas con 
discapacidad en igualdad de condiciones respecto del resto de los ciudadanos, se amplían 
las obligaciones para las salas de exhibición relativas a la necesaria información sobre los 
servicios de accesibilidad disponibles, tanto en las películas como en las salas de exhibición. 
Asimismo, en la regulación que se realiza de las exhibiciones cinematográficas gratuitas 
efectuadas por las Administraciones Públicas, se incluye la obligatoriedad de que faciliten la 
accesibilidad a la sala de las personas con discapacidad, además de la necesaria 
comunicación de todos los servicios disponibles.

La directriz seguida en el desarrollo de las medidas de fomento que recoge el capítulo III 
del real decreto, también ha sido la de la simplificación. Así, en primer lugar, se reordenan 
los mecanismos de fomento para adecuar el sistema de ayudas a la nueva estructura de las 
subvenciones orientadas a la producción cinematográfica, teniendo en cuenta que la 
desaparición de las ayudas a la amortización y su sustitución por la nueva línea de ayudas 
generales para la producción de largometrajes sobre proyecto, exige una revisión de los 
requisitos generales que ordenan el procedimiento subvencional general al tiempo que una 
adaptación a las condiciones fijadas en la Comunicación de la Comisión sobre la ayuda 
estatal a las obras cinematográficas y otras producciones del sector audiovisual, de 15 de 
noviembre de 2013, que entre otras cuestiones, determina que sean los Estados Miembros 
los que fijen las excepciones en el importe máximo de ayudas a percibir por las obras que 
tengan el carácter de obras difíciles. En el proceso de revisión del régimen general de las 
subvenciones al Cine, se ha establecido, en segundo lugar, el principio de condicionalidad de 
las ayudas con posibilidad de reembolso de las ayudas recibidas según los resultados 
alcanzados por las producciones beneficiadas. Además de estos cambios, en el capítulo se 
recogen las normas generales para el acceso a las diferentes líneas de ayudas y las 
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obligaciones que genera la condición de beneficiario, de conformidad con la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, pero dejando que sean las bases reguladoras 
aprobadas en su correspondiente orden ministerial, las que fijen los aspectos específicos y 
concretos de cada tipo de ayudas, de tal forma que su regulación pueda adaptarse más 
fácilmente a la evolución de las necesidades de los sectores a las que van dirigidas.

En los capítulos IV y V del real decreto también se opta por revisar con criterio 
simplificador los instrumentos de organización administrativa y de verificación y control. Así, 
con el objetivo de hacer efectiva la reducción de cargas administrativas ya introducidas en la 
Ley 55/2007, de 28 de diciembre, se revisa completamente la regulación del Registro 
Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales y el procedimiento y la 
eficacia de las inscripciones. Asimismo, se revisan, la composición y funcionamiento de las 
Comisiones de asesoramiento en los procedimientos de calificación y otorgamiento de 
ayudas a la producción y se introducen algunas mejoras técnicas en los artículos dedicados 
a la verificación, el control y el procedimiento sancionador que deben velar eficientemente 
por el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley 55/2007, de 28 de diciembre.

En la elaboración de la presente norma han sido consultadas las entidades 
representativas de los sectores afectados y las comunidades autónomas.

Este real decreto se dicta al amparo de la disposición final cuarta de la Ley 55/2007, de 
28 de diciembre, del Cine, que habilita al Gobierno para dictar las normas reglamentarias 
que requieran su desarrollo y aplicación.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Educación, Cultura y Deporte, con la 
aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 4 de 
diciembre de 2015,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto el desarrollo de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del 

Cine en las siguientes materias:
a) Las normas que regulan la actuación administrativa sobre la actividad cinematográfica 

y audiovisual.
b) Las medidas de fomento de la actividad cinematográfica y audiovisual promovidas por 

la Administración General del Estado, así como las disposiciones de organización 
administrativa, verificación y control que le corresponde ejercer en el ámbito de sus 
competencias.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
Este real decreto es de aplicación a las actividades de creación, producción, distribución 

y exhibición cinematográfica y audiovisual, así como a las industrias técnicas conexas que 
se desarrollen por personas físicas residentes en España y por personas jurídicas españolas 
y nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea y del Espacio Económico 
Europeo establecidas en España de conformidad con el ordenamiento jurídico.

Artículo 3.  Órganos competentes.
1. Corresponde al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, por medio del Instituto de 

la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, el ejercicio de las funciones estatales que se 
regulan en este real decreto.

2. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y los órganos competentes de las 
comunidades autónomas podrán colaborar estableciendo los acuerdos que sean necesarios 
para articular criterios comunes de actuación y evitar la posible duplicidad de cargas 
administrativas.
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3. Las medidas de fomento previstas en el capítulo III se establecen sin perjuicio de las 
que puedan realizar las comunidades autónomas en el ámbito de sus respectivas 
competencias, que se regirán por su normativa propia, por las normas de derecho 
comunitario y por la propia Ley 55/2007, de 28 de diciembre, en lo que resulte de aplicación.

CAPÍTULO II
Actuaciones administrativas en el sector de la cinematografía y el audiovisual

Artículo 4.  Potestades administrativas y relaciones por medios electrónicos.
1. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales ejercerá las siguientes 

potestades en relación con las actividades cinematográficas y audiovisuales:
a) Certificar la nacionalidad española de las películas cinematográficas y otras obras 

audiovisuales.
b) Otorgar la calificación por edades de las películas cinematográficas y de las otras 

obras audiovisuales que no estén exceptuadas según lo establecido en el artículo 6.4.
c) Aprobar los proyectos de coproducción internacional de las películas cinematográficas 

y otras obras audiovisuales realizadas en este régimen.
d) Verificar el cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias establecidas en 

el desarrollo de las actividades de producción, distribución y exhibición cinematográfica y 
audiovisual; así como las derivadas del acceso a las medidas de fomento reguladas en el 
capítulo III.

e) La gestión del Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y 
Audiovisuales.

2. La relación con el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales de las 
personas físicas y jurídicas interesadas en los trámites relativos a cualquiera de los 
procedimientos anteriormente citados se deberá realizar obligatoriamente por medios 
electrónicos, a través de la sede electrónica del Ministerio de Cultura y Deporte mediante los 
modelos normalizados disponibles en la misma.

Sección 1.ª La producción de películas cinematográficas y otras obras 
audiovisuales

Artículo 5.  Certificado de nacionalidad española.
1. El certificado de nacionalidad española de las películas cinematográficas y otras obras 

audiovisuales a que se refiere el artículo 5 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, se 
expedirá por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, o por el órgano 
correspondiente de la comunidad autónoma con competencia en la materia.

La expedición del certificado de nacionalidad de las series de televisión deberá realizarse 
por cada temporada, para lo cual el solicitante deberá especificar el número de episodios 
que la integran.

2. El certificado de nacionalidad se expedirá, a solicitud de la empresa productora o de la 
distribuidora, una vez finalizada la producción de la obra cinematográfica o audiovisual. 
Dicha solicitud podrá presentarse al mismo tiempo que la solicitud de calificación.

3. En el ámbito de competencias del Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales, para verificar el cumplimiento de los requisitos para la obtención de la 
nacionalidad enumerados en el artículo 5 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, el 
solicitante deberá aportar:

a) La ficha técnico-artística de la película, en la que conste la nacionalidad del personal 
creativo de carácter técnico, así como el resto de personal técnico.

b) Los lugares de rodaje. Si el rodaje se ha realizado fuera de la Unión Europea, deberá 
motivarse que obedece a exigencias del guion.

c) Los laboratorios y estudios de posproducción que han intervenido en su realización.
d) La versión original de realización.
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El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales podrá solicitar, en su caso, 
una copia de la película o episodios que integran la temporada. En el caso de las series de 
televisión los requisitos de las letras a), b) y c) del artículo 5.1 de la Ley estarán referidos al 
conjunto de los episodios que integran la temporada.

4. El certificado será expedido en el plazo máximo de un mes a contar desde la 
presentación de la solicitud. En el caso de las series de televisión, el certificado de 
nacionalidad será expedido en el plazo máximo de un mes cuando el número de episodios 
de la temporada sea inferior o igual a veinte, y en el plazo máximo de dos meses cuando 
dicho número sea superior. Transcurridos estos plazos sin resolución, se entenderá otorgada 
la nacionalidad española.

5. El certificado de nacionalidad será requisito necesario para la obtención de las ayudas 
previstas en Ley 55/2007, de 28 de diciembre. La no obtención del certificado de 
nacionalidad por la obra producida, será causa para el reintegro de la ayuda recibida.

Artículo 6.  Calificación por edades.
1. Antes de proceder a su comercialización, difusión o publicidad, el Instituto de la 

Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o el órgano correspondiente de la comunidad 
autónoma con competencia en la materia, deberá otorgar a las películas cinematográficas y 
otras obras audiovisuales una calificación por grupos de edad, según la siguiente 
clasificación:

a) Apta para todos los públicos.
b) No recomendada para menores de siete años.
c) No recomendada para menores de doce años.
d) No recomendada para menores de dieciséis años.
e) No recomendada para menores de dieciocho años.
f) Película X.
2. En el momento de la calificación se podrán otorgar a la obra, cuando corresponda, los 

siguientes distintivos en las condiciones que a continuación se especifican:
a) «Especialmente recomendada para la infancia». Distintivo que podrá otorgarse a las 

obras con calificaciones de «Apta para todos los públicos» o «No recomendada para 
menores de siete años».

b) «Especialmente recomendada para el fomento de la igualdad de género». Distintivo 
que podrá otorgarse a las obras con todas las calificaciones excepto la de «Película X».

3. Las calificaciones de las películas cinematográficas y otras obras audiovisuales 
otorgadas por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o por los órganos 
correspondientes de las comunidades autónomas con competencia en la materia tendrán 
validez en todo el territorio español. Cuando la calificación se realice por la comunidad 
autónoma, se establecerá de común acuerdo con el Instituto de la Cinematografía y de las 
Artes Audiovisuales un número de expediente único para identificar la mencionada 
calificación.

4. Estarán exceptuadas de lo dispuesto en los apartados anteriores, y se regirán por su 
normativa específica, las películas para televisión y las series de televisión, así como 
aquellas otras obras audiovisuales creadas para su divulgación a través de medios en los 
que su regulación específica contemple sistemas de autorregulación, códigos de conducta u 
otros mecanismos para el control de los contenidos divulgados por dichos medios, 
especialmente los anuncios publicitarios sobre películas cinematográficas y otras obras 
audiovisuales efectuados por los prestadores del servicio de comunicación audiovisual 
televisiva, regulados en la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación 
Audiovisual, que se regirán por lo dispuesto en dicha normativa específica. No obstante lo 
anterior, cuando dichas obras resulten beneficiarias de alguna ayuda recogida en el capítulo 
III de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, serán objeto de calificación por el ICAA.
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Artículo 7.  Procedimiento de calificación efectuado por el Instituto de la Cinematografía y de 
las Artes Audiovisuales.

1. La calificación por edades se solicitará por la empresa productora o distribuidora de la 
película cinematográfica u otra obra audiovisual mediante solicitud dirigida al Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, que se presentará a través de la sede 
electrónica del Ministerio de Cultura y Deporte, según el modelo que estará disponible en la 
citada sede.

A la solicitud se acompañará:
a) Propuesta del grupo de edad concreto para el que se solicita la calificación.
b) Copia íntegra de la obra, en cualquier soporte, con idéntico contenido al que vaya a 

ser exhibida en salas o comercializada en otro ámbito.
c) Memoria en la que se detalle el título original y de comercialización; empresa 

distribuidora, o productora en el caso de películas españolas; año de producción; director o 
directora y sinopsis argumental de la obra, así como su duración o metraje, según el soporte 
de que se trate.

d) Si la lengua original no es el castellano, texto completo de los diálogos traducido al 
castellano.

e) Cuando se trate de obras no españolas, certificado de nacionalidad de la obra 
expedido por el organismo oficial competente del país de producción o, en su defecto, 
documento acreditativo de la misma legalizado en el país de producción que contenga, al 
menos, los datos especificados en el párrafo c) que puedan ser conocidos en el país de 
origen.

f) Justificante del abono de la tasa correspondiente.
g) A efectos de acreditar la lícita tenencia de los derechos se presentará el contrato de 

distribución de la película, certificación del Registro de la Propiedad Intelectual en la que 
conste su inscripción u otra documentación que lo acredite fehacientemente. Si la lengua 
original de estos documentos no es el castellano estos se presentarán, además, traducidos a 
esta lengua.

El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales podrá valorar la 
identificación de la obra audiovisual mediante códigos o registros internacionales emitidos 
por entidades reconocidas o, en el ámbito nacional, por la certificación emitida por entidades 
gestoras de derechos o asociaciones representativas de la distribución de obras 
audiovisuales.

2. Mediante Orden ministerial, a propuesta del Instituto de la Cinematografía y de las 
Artes Audiovisuales, se aprobarán los criterios que sirvan de base en todo el territorio 
nacional a la calificación de las películas cinematográficas y otras obras audiovisuales, así 
como los supuestos en que se podrá tomar en consideración la calificación previa que haya 
obtenido la obra procedente de una autoridad audiovisual en otro Estado.

La motivación de los informes que realicen los vocales integrantes de la Comisión de 
Calificación de Películas Cinematográficas se realizarán de acuerdo con los indicados 
criterios.

Las solicitudes que presenten los interesados se efectuarán, asimismo, teniendo en 
cuenta los criterios de calificación, en cuanto al grupo de edad propuesto. En el caso de que 
se proponga por el solicitante la calificación de Película «X», el Instituto de la Cinematografía 
y de las Artes Audiovisuales asumirá la calificación solicitada, salvo decisión motivada del 
titular su Dirección General.

3. La Dirección General del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales 
dictará, previo informe de la Comisión de Calificación, la resolución en la que se indicará el 
grupo de edad otorgado a la obra cinematográfica o audiovisual para cualquier ámbito en el 
que vaya a comercializarse, ya sea cinematográfico o no cinematográfico y que será el que 
corresponderá a la obra durante toda su explotación comercial, con independencia de las 
sucesivas transmisiones de derechos de explotación sobre la misma que puedan producirse, 
y salvo que proceda la revisión de la misma conforme a lo establecido en el apartado 
siguiente.

La calificación deberá dictarse y notificarse al solicitante en el plazo máximo de un mes a 
contar desde la presentación de la solicitud. Transcurrido el mencionado plazo sin resolución 
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expresa, se entenderá otorgada la calificación propuesta por el solicitante. La resolución, que 
pone fin a la vía administrativa, indicará los recursos que procedan contra la misma y plazos 
para su interposición.

4. En el caso de películas cinematográficas u otras obras audiovisuales cuya calificación 
haya quedado obsoleta por el paso del tiempo, se podrá solicitar la revisión de la misma 
empleando este mismo procedimiento. Estarán facultados para efectuar dicha solicitud, 
además de la empresa productora o la distribuidora, los prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual televisiva que acrediten estar autorizados para la emisión de la 
obra.

Artículo 8.  Publicidad de la calificación por edades.
1. Las empresas distribuidoras deberán comunicar de manera fehaciente y con 

antelación el contenido de la resolución de calificación por edades de las películas u obras 
audiovisuales a los sujetos obligados a hacerlas públicas, que son todos aquellos que lleven 
a cabo actos de comercialización, distribución, comunicación pública, publicidad, difusión o 
divulgación por cualquier medio de estas obras, incluidas las empresas que presten servicios 
de vídeo bajo demanda o los titulares de sititos web, entre los que se encuentran los que 
ofrecen listados ordenados y clasificados de enlaces a otros sitios web o servidores donde 
se alojen las obras cinematográficas o audiovisuales.

2. Las calificaciones por edades que hayan obtenido las películas cinematográficas y 
otras obras audiovisuales en España deberán hacerse llegar a conocimiento del público por 
parte de los sujetos obligados a los que se refiere el apartado anterior, de manera bien 
visible y adecuada al medio o sistema de que se trate indicando, además, el número del 
expediente de calificación y la autoridad que lo haya expedido. Dichas calificaciones se 
otorgan a título orientativo, excepto la calificación «Película X», que está destinada 
exclusivamente para mayores de 18 años, lo que debe indicarse expresamente en los actos 
de comercialización de este tipo de obras, así como cumplir para su exhibición, publicidad o 
presentación con lo establecido en los apartados 2 y 3 del artículo 9 de la Ley 55/2007, de 
28 de diciembre.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8.3 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, 
el régimen especial aplicable a la calificación de los avances de las películas 
cinematográficas que se proyecten en salas de exhibición con fines promocionales es el 
siguiente:

a) La comunicación al público de la calificación de los avances de las películas se llevará 
a cabo por las personas titulares de las salas de exhibición y deberá reflejar de forma 
claramente perceptible y diferenciada cuál es la calificación obtenida por el avance y cuál la 
correspondiente a la película.

b) En los casos en los que se exhiba el avance de una película que todavía no haya sido 
calificada, junto con la calificación que haya recibido el avance se indicará: “Película 
pendiente de calificación”.

c) Podrá omitirse la comunicación al público de la calificación del avance cuando su 
exhibición se realice junto con una película cuya calificación sea para una edad igual o 
superior a la del avance.

4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8.3 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, 
no necesitarán obtener calificación previa las películas cinematográficas a los exclusivos 
efectos de su exhibición pública en el seno de Festivales cinematográficos.

Sección 2.ª Películas cinematográficas y otras obras audiovisuales realizadas 
en régimen de coproducción con empresas extranjeras

Artículo 9.  Régimen general.
1. Las películas cinematográficas y otras obras audiovisuales que se realicen en régimen 

de coproducción con empresas extranjeras se regirán por los correspondientes convenios 
internacionales de ámbito multilateral o bilateral y, en su defecto o en defecto de previsión 
expresa en los mismos, por lo establecido en esta sección.
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2. Los proyectos de coproducción aprobados por el Instituto de la Cinematografía y de 
las Artes Audiovisuales o por el órgano correspondiente de la comunidad autónoma con 
competencia en la materia, tendrán la consideración de películas cinematográficas y otras 
obras audiovisuales españolas y podrán acceder a las ayudas públicas financiadas por las 
administraciones públicas de manera proporcional a la participación del coproductor español 
o con domicilio o establecimiento permanente en España en los términos del artículo 2.

Artículo 10.  Requisitos para la coproducción.
1. Para la aprobación de los proyectos de coproducción, las películas cinematográficas y 

obras audiovisuales objeto de los mismos deberán reunir los siguientes requisitos:
a) Que sean consideradas nacionales en los países coproductores y puedan beneficiarse 

con pleno derecho de las ventajas concedidas a las películas cinematográficas y otras obras 
audiovisuales de cada país por sus respectivas legislaciones.

b) Que se realicen por personal creativo, según la definición del artículo 4.j) de la Ley 
55/2007, de 28 de diciembre, y resto de personal técnico, que posean la nacionalidad de 
alguno de los países a los que pertenecen las empresas coproductoras. No obstante, se 
permite que hasta un 15 % del citado personal sea de nacionalidad de un país no 
perteneciente a la Unión Europea o no perteneciente a los países coproductores.

c) Que la proporción en la que participen los países oscile entre el 20 y el 80 por 100 del 
presupuesto de la película cinematográfica u otra obra audiovisual. En el caso de las 
coproducciones multipartitas, la participación menor no podrá ser inferior al 10 por ciento y la 
mayor no podrá exceder del 70 por ciento de dicho presupuesto.

2. Las solicitudes de aprobación de una coproducción internacional que se dirijan al 
Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales se presentarán a través de la 
sede electrónica del Ministerio de Cultura y Deporte, según el modelo que estará disponible 
en la citada sede.

A la solicitud se acompañará:
a) Documento acreditativo de la cesión del autor o autores del guion o, en su caso, de la 

opción o cesión de la obra preexistente, y certificación acreditativa de la inscripción del guion 
en el Registro de la Propiedad Intelectual.

b) Guion de la película cinematográfica o de la otra obra audiovisual y plan de rodaje.
c) Presupuesto económico del proyecto, según modelo oficial, indicando las partidas y 

conceptos que corresponden a cada país participante en la coproducción.
d) Relación nominal del personal creativo según la definición del artículo 4.j) de la Ley 

55/2007, de 28 de diciembre, y resto de personal técnico, con expresión de su nacionalidad.
e) Contrato de coproducción en el que se especificarán los pactos de las partes relativos 

a los diferentes extremos que se regulan en este real decreto, con indicación precisa de la 
participación de cada empresa coproductora, las aportaciones de personal creativo según la 
definición del artículo 4.j) de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, y resto de personal técnico, 
las transferencias dinerarias de cada empresa coproductora y el reparto de mercados y 
beneficios. Cuando el contrato de coproducción esté redactado en lengua distinta al 
castellano, se presentará, además, una traducción del mismo a esta lengua.

3. La aprobación del proyecto de coproducción deberá solicitarse al Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o al órgano autonómico correspondiente antes 
del inicio del rodaje de la película cinematográfica o de la otra obra audiovisual por la 
empresa productora. Las solicitudes presentadas después de haberse iniciado dicho rodaje 
serán desestimadas.

4. La aprobación de las coproducciones financieras se podrá solicitar con el rodaje 
iniciado o finalizado, pero siempre antes de la solicitud de la calificación y nacionalidad de la 
obra. Será necesario, además, que se admita la aprobación en estos mismos términos por el 
país o países coproductores.

Artículo 11.  Aportaciones.
1. El porcentaje de participación de cada coproductor en la coproducción, determinado 

por su participación económica en la misma, implicará necesariamente aportaciones 
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efectivas proporcionales de carácter creativo, técnico y de servicios, así como de lugares de 
rodaje en exteriores o interiores, con las salvedades establecidas en el apartado 4 a).

No obstante lo anterior, excepcionalmente y siempre que se trate de coproducciones con 
una participación española superior al 50 por 100, el coproductor español, o empresa no 
española nacional de estados miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo con sucursal en España, podrá efectuar aportaciones dinerarias al otro u otros 
coproductores que no superen el 50 por 100 de la cuantificación económica de las 
mencionadas aportaciones creativas, técnicas y de servicios. Dichas aportaciones, siempre 
que estén expresamente recogidas en el contrato de coproducción presentado y sean 
aprobadas en el proyecto podrán computar como coste reconocible del coproductor español 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre.

2. Cada parte en la coproducción deberá hacerse cargo, como norma general, de los 
gastos correspondientes al personal creativo según la definición del artículo 4 j) de la Ley 
55/2007, de 28 de diciembre, y resto de personal técnico de su propia nacionalidad y no se 
reconocerán como aportaciones de la parte española a efectos de reconocimiento de coste, 
las partidas y conceptos que en el proyecto figuren a cargo de otro país coproductor.

A efectos de las ayudas públicas que pudiera generar en su día la película 
cinematográfica u otra obra audiovisual, podrá integrar el coste asumido por la empresa 
coproductora española o empresa no española nacional de estados miembros de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo con sucursal en España, la participación de 
personal creativo que haya sido admitida como excepción según lo dispuesto en el artículo 
10.1.b) siempre que se trate de personal perteneciente a países de la Unión Europea. No se 
reconocerán como parte del coste español los gastos derivados de personal perteneciente a 
países extracomunitarios, salvo que dicho personal posea tarjeta o autorización de 
residencia en vigor en España.

3. La aportación del coproductor español minoritario deberá comportar, al menos, la 
participación de un autor, entendiendo por tal el director, el guionista, el director de fotografía 
y el compositor de la música; dos actores y un creativo de carácter técnico. La participación 
efectiva del personal en el conjunto de las mencionadas categorías deberá ser proporcional 
al porcentaje de participación española en la coproducción.

4. Los trabajos de rodaje y de posproducción deberán ser realizados respetando las 
disposiciones siguientes:

a) Los rodajes deben tener lugar preferentemente en el país del coproductor mayoritario, 
salvo que el contenido del guion exija que se ruede en otro lugar.

b) Los trabajos de posproducción serán efectuados preferentemente en los estudios y 
laboratorios del país mayoritario. En caso de que el coproductor mayoritario sea nacional de 
un Estado de la Unión Europea, podrán ser efectuados en cualquiera de los países 
miembros de la misma.

c) El tiraje de las copias o la elaboración de cualquier soporte susceptible de 
reproducción podrá efectuarse en cualquiera de los países coproductores. En caso de que 
uno o varios de los coproductores sean nacionales de países miembros de la Unión 
Europea, dichos trabajos podrán realizarse en cualquiera de los Estados miembros.

Artículo 12.  Coproducciones financieras.
1. Podrán ser aprobados como proyectos de coproducción aquellos en los que existan 

una o varias participaciones limitadas a una aportación financiera y que reúnan 
simultáneamente las condiciones siguientes:

a) Que el proyecto esté en condiciones de ser considerado nacional del país cuya 
coproducción sea mayoritaria.

b) Que cada una de las participaciones minoritarias limitadas al ámbito financiero no sea 
inferior al 10 por ciento ni superior al 25 por ciento del presupuesto del proyecto.

2. En el caso de coproducciones bipartitas, se procurará que en el conjunto de proyectos 
de estas características que sean aprobados se observe una alternancia entre la 
participación mayoritaria y minoritaria de los países coproductores. Igualmente, se procurará 
que sus aportaciones financieras en el conjunto de dichos proyectos resulten globalmente 
equilibradas.
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Artículo 13.  Resolución.
1. La resolución sobre la aprobación del proyecto de coproducción se efectuará por el 

Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o por el órgano correspondiente 
de la comunidad autónoma con competencia en la materia, y llevará implícita la concesión 
provisional de la nacionalidad española de la película cinematográfica u otra obra audiovisual 
a efectos de la eventual solicitud de las medidas de fomento que puedan ser de aplicación.

El reconocimiento definitivo de la nacionalidad española se otorgará cuando la película 
se presente a calificación, siempre y cuando se adecue al proyecto aprobado en su día tanto 
en lo que se refiere a las aportaciones creativas y técnicas como a las financieras, debiendo 
figurar en los títulos de crédito de la misma que se trata de una coproducción con el nombre 
de las empresas coproductoras y de los países participantes. En el caso contrario, el 
certificado provisional de nacionalidad española quedará sin efecto y la película no podrá 
acceder a las medidas de fomento que hubieran podido corresponderle.

2. En el ámbito de competencias del Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales, su dirección general dictará y notificará la resolución sobre la aprobación del 
proyecto de coproducción en el plazo máximo de dos meses a contar desde la presentación 
de la solicitud. Transcurrido el plazo mencionado sin resolución expresa, se entenderá 
aprobado. La resolución, que pone fin a la vía administrativa, indicará los recursos que 
procedan contra la misma y plazos para su interposición.

Artículo 14.  Especialidades en materia de ayudas públicas.
1. Las ayudas económicas que la legislación vigente conceda al coproductor español o 

con domicilio o establecimiento permanente en España en los términos del artículo 2, y los 
consecuentes derechos y obligaciones, le serán atribuidas a dicho coproductor 
exclusivamente, no admitiéndose pacto en contrario.

2. El coste de la participación española en una película cinematográfica u otra obra 
audiovisual será el que sirva de base para el computo de las ayudas a la producción que la 
misma pueda generar previa acreditación y reconocimiento del coste, de acuerdo con el 
artículo 13 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre.

En el caso de haber realizado transferencias dinerarias a otro país para la realización de 
la película cinematográfica u otra obra audiovisual, previstas en el artículo 11.1, deberá 
justificarse mediante la documentación acreditativa de la transferencia bancaria, o cualquier 
otro sistema de pago internacional reconocido legalmente, efectuado a favor de la empresa 
coproductora extranjera, la recepción por su parte y una certificación de ésta comprensiva de 
los conceptos en los que ha sido aplicada. En ningún caso podrá aplicarse esta aportación 
dineraria a pagos de personal de nacionalidad del país coproductor.

Los cobros y pagos entre residentes y no residentes que sean consecuencia de la 
coproducción de películas cinematográficas u otras obras audiovisuales se regirán por la 
legislación sobre transacciones económicas en el exterior.

Sección 3.ª Exhibición cinematográfica

Artículo 15.  Exhibición de películas cinematográficas.
1. La actividad de exhibición de películas cinematográficas requiere de una 

comunicación previa dirigida al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, o 
al órgano correspondiente de la comunidad autónoma que tenga establecido su registro 
propio, de conformidad con el artículo 15 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre.

2. Los titulares de las salas de exhibición deberán dirigir al órgano correspondiente dicha 
comunicación previa, que, cuando se trate del Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales se ajustará al modelo que estará disponible en su sede electrónica y que 
contendrá, como mínimo, la siguiente información:

a) Datos correspondientes a la personalidad y capacidad de obrar del titular de la sala de 
exhibición.

b) Datos correspondientes a los representantes o apoderados con capacidad para actuar 
en su nombre.

c) Datos del Cine y de las salas que explota.
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3. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales podrá requerir a los 
titulares de las salas que aporten la documentación acreditativa de la información contenida 
en la comunicación previa, a efectos de su verificación. Cualquier modificación que se 
produzca en los datos inicialmente comunicados, deberá ser objeto de una nueva 
comunicación.

4. El inicio de la actividad de exhibición podrá producirse desde el mismo día de la 
presentación de la comunicación previa, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 69.4 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Artículo 16.  Información para el público.
1. Las personas titulares de las salas de exhibición deberán exponer la siguiente 

información, en el lugar de las taquillas donde resulte claramente perceptible para el público, 
así como de manera accesible para las personas con discapacidad:

a) La calificación por grupos de edad de las películas cinematográficas y de los avances 
que formen parte del programa, según se establece en el artículo 8.3. Dicha calificación 
deberá ser comunicada a las salas de exhibición por las empresas distribuidoras de las 
películas programadas.

b) El precio de las localidades.
c) La prohibición de la grabación de las películas, así como, en su caso, de la 

introducción de cámaras o cualquier tipo de instrumento destinado a grabar imagen o sonido, 
establecida en el artículo 15.3 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, que podrá incluirse 
junto con el resto de las condiciones para el ejercicio del derecho de admisión a las salas.

d) Los servicios de accesibilidad disponibles, tanto en las películas como en las salas, 
así como el medio de acceso a los mismos, indicando las fechas, horarios y salas de los 
pases con accesibilidad.

2. Se deberán emitir y facilitar al público, previamente a su entrada en las salas de 
exhibición, los correspondientes títulos de acceso en soporte material o inmaterial. Siempre 
que se disfrute de un título que habilite a no abonar el importe íntegro de la localidad, deberá 
canjearse por un título de acceso, al que se le debe asignar un contravalor.

3. Los títulos de acceso a las salas de exhibición cinematográfica deberán contener 
como mínimo los siguientes datos:

a) Denominación de la empresa o de la persona titular de la sala de exhibición y número 
de identificación fiscal.

b) Nombre de la sala y dirección postal.
c) Clase de localidad a la que da derecho.
d) Identificador alfanumérico que impida duplicidades dentro de una sesión.
e) Título de la película.
f) Precio, con el IVA, o impuesto específico de una comunidad autónoma, incluido. El 

precio únicamente irá referido a los conceptos necesarios que den derecho de acceso a la 
sala y al visionado de la película en el formato elegido, excluido el importe que pueda 
corresponder a la venta de otros productos o a la prestación de otros servicios.

g) Fecha y hora de la sesión para la que el título es válido.
4. Los títulos de acceso podrán ser individuales o estar agrupados, de tal manera que 

una transacción corresponda a varios títulos de acceso bajo un único código de lectura 
electrónica para el control de acceso a la sala. En ambos casos deberá figurar toda la 
información referida en el apartado 3 y quedar registrados, o en su caso conservados, para 
el control de la sala por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales.

5. A estos efectos, el archivo o archivos electrónicos en que conste el registro 
individualizado de los títulos de acceso tanto materiales como inmateriales deberán poder 
ponerse a disposición del Instituto en sus actividades de verificación y control, incluso las 
que se realicen mediante visita a las salas, y deberán conservarse de manera electrónica 
durante cuatro años.
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Artículo 17.  Información sobre asistencia y rendimientos.
1. Los titulares de las salas de exhibición cinematográfica deberán cumplimentar y hacer 

llegar al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales informes de exhibición en 
los que habrá de figurar la declaración de la totalidad de las películas cinematográficas 
programadas, el número de títulos de acceso generados y la recaudación obtenida en cada 
sesión.

Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual sobre obras 
audiovisuales, que hayan obtenido la autorización prevista en el artículo 147 del Texto 
Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1996, de 12 de abril, tendrán acceso a los datos contenidos en los informes de exhibición a 
través del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales.

2. Los informes de exhibición se presentarán al Instituto por medios electrónicos, ya sea 
directamente a través de la correspondiente sede electrónica, ya con la concurrencia de 
programas informáticos previamente homologados por el Instituto para tal fin, de acuerdo 
con los requisitos y funcionalidades técnicas que se especifiquen mediante orden ministerial, 
en la que se establecerán los requisitos, información y datos que deberán incorporar dichos 
informes, así como los supuestos en que se determine obligatorio su uso por las salas de 
exhibición cinematográfica.

3. La información sobre la asistencia y los rendimientos de las obras cinematográficas 
podrá completarse con la información suministrada al Instituto de la Cinematografía y de las 
Artes Audiovisuales por entidades especializadas en la obtención de este tipo datos, que 
tengan implantación en toda España y solvencia profesional reconocida.

4. Las salas de exhibición establecidas en una comunidad autónoma que, en razón de su 
competencia, haya dictado normas en materia de control de asistencia y rendimientos de las 
obras cinematográficas, se regirán por su normativa propia, sin perjuicio de los mecanismos 
de colaboración que establezcan el Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales y las administraciones autonómicas.

Artículo 18.  Exhibiciones cinematográficas efectuadas por las Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones Públicas solamente podrán efectuar proyecciones 

cinematográficas gratuitas o con precio simbólico cuando cumplan los siguientes requisitos:
a) Contar, en todo caso, con las necesarias autorizaciones previas de los titulares de los 

correspondientes derechos de comunicación pública sobre las obras y grabaciones 
audiovisuales proyectadas.

b) Cumplir las obligaciones de publicidad de la calificación por edades de las películas.
c) Que las películas objeto de exhibición tengan una antigüedad superior a 12 meses 

desde su estreno en salas de exhibición. Si la antigüedad es inferior deberán contar con la 
comunicación favorable a que se refiere el apartado 2.

d) Garantizar la accesibilidad a la sala de exhibición de las personas con discapacidad, 
así como comunicar los servicios de accesibilidad disponibles.

2. Antes de que una Administración pública programe la proyección, gratuita o con precio 
simbólico, de películas cuya antigüedad sea inferior a los 12 meses desde su estreno en 
salas de exhibición, deberá dirigirse con una antelación mínima de 15 días a las entidades 
representativas de los exhibidores cinematográficos y del sector videográfico al objeto de 
que éstas les comuniquen motivadamente si se ocasiona o no perjuicio en las actividades de 
sus representados. La comunicación se efectuará en el plazo máximo de 10 días desde la 
recepción de la solicitud y se motivará atendiendo, al menos, a los siguientes aspectos:

a) Número de salas de exhibición establecidas en el ámbito territorial de la 
Administración pública solicitante.

b) Coincidencia temporal entre la programación propuesta y la establecida por las salas 
comerciales.

c) Número de establecimientos de venta y/o alquiler videográfico existentes en el ámbito 
territorial de la Administración pública solicitante.

3. A los efectos de lo dispuesto en este artículo, se entiende por precio simbólico el 
importe inferior a la décima parte del precio medio anual de la entrada en las salas de 
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exhibición del ámbito territorial de la Administración Pública de que se trate correspondiente 
al año anterior, de conformidad con la información facilitada por el Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales a requerimiento de dicha Administración 
Pública.

Artículo 19.  Festivales y filmotecas.
Las actividades de exhibición cinematográfica organizadas por festivales y por filmotecas 

oficialmente reconocidas por alguna Administración pública se regirán por sus normas 
específicas que, en cualquier caso, deberán asegurar el acceso y participación de las 
personas con discapacidad en condiciones de igualdad y no discriminación. Asimismo, la 
normativa específica de las filmotecas recogerá expresamente el respeto de los derechos de 
explotación y otros derechos comerciales concurrentes de las obras, así como el resto de 
principios establecidos en el Código de Ética de la Federación Internacional de Archivos 
Fílmicos.

CAPÍTULO III
Medidas de fomento

Artículo 20.  Marco normativo.
1. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, de conformidad con sus 

disponibilidades presupuestarias, podrá convocar las líneas de ayudas previstas en el 
capítulo III de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre.

2. El régimen de ayudas estatales de gestión centralizada previsto en el citado capítulo 
se regirá, además de por lo dispuesto en este real decreto y en sus correspondientes bases 
reguladoras, por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones; por el 
Reglamento de dicha ley, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio; por la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, y por la normativa europea aplicable en la materia.

Artículo 21.  Intensidad de las ayudas a la producción.
1. El total de la cuantía de las ayudas a la producción no podrá superar el 50 por 100 del 

presupuesto de producción, entendiéndose por tal, a estos efectos, el coste de la película 
reconocido por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, de acuerdo con 
la normativa reguladora de dicha materia, excepto en las producciones transfronterizas 
financiadas por más de un Estado miembro de la Unión Europea y en las que participen 
productores de más de un Estado miembro en las que el total de las ayudas podrá alcanzar 
el 60 por 100 del coste reconocido.

2. De acuerdo con las disposiciones de la Unión Europea en esta materia, se exceptúan 
de la aplicación de estos límites las producciones que tengan la consideración de obra 
audiovisual difícil. Tendrán la consideración de obra audiovisual difícil:

a) Los cortometrajes, que podrán recibir ayudas públicas hasta el 85 % del coste 
reconocido.

b) Las obras audiovisuales dirigidas por una persona que no haya dirigido o codirigido 
más de dos largometrajes calificados para su explotación comercial en salas de exhibición 
cinematográfica cuyo presupuesto de producción no supere 1.500.000 euros, que podrán 
recibir ayudas públicas hasta el 80 % del coste reconocido.

c) Las obras audiovisuales rodadas íntegramente en alguna de las lenguas cooficiales 
distintas al castellano que se proyecten en España en dicho idioma cooficial o subtitulado, 
que podrán recibir ayudas públicas hasta el 80 % del coste reconocido.

d) Las obras audiovisuales realizadas exclusivamente por directores o directoras con un 
grado de discapacidad igual o superior al 33 % reconocido por el órgano competente, que 
podrán recibir ayudas públicas hasta el 80 % del coste reconocido.

e) Las obras audiovisuales realizadas exclusivamente por directoras, que podrán recibir 
ayudas públicas hasta el 75 % del coste reconocido.

f) Las obras audiovisuales con un especial valor cultural y artístico que necesiten un 
apoyo excepcional de financiación según los criterios que se establezcan mediante Orden 
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Ministerial o en las correspondientes convocatorias de ayudas, que podrán recibir ayudas 
públicas hasta el 75 % del coste reconocido.

g) Los documentales, que podrán recibir ayudas públicas hasta el 75 % del coste 
reconocido.

h) Las obras de animación, cuyo presupuesto de producción no supere 2.500.000 euros, 
que podrán recibir ayudas públicas hasta el 75 % del coste reconocido.

i) Las obras audiovisuales realizadas en régimen de coproducción con países 
iberoamericanos que podrán recibir ayudas públicas hasta el 60 % del coste reconocido a la 
parte española.

3. A la hora de determinar si se respeta la intensidad máxima de ayuda habrá que tener 
en cuenta el importe total de las medidas de ayuda pública a la actividad o proyecto 
subvencionados, independientemente de si la subvención se financia con fondos locales, 
regionales, nacionales o de la Unión Europea. A estos efectos, se atenderá a los fondos 
gestionados directamente por la Unión Europea que tengan la consideración de ayudas, así 
como a los incentivos fiscales, que las empresas productoras hayan podido obtener. No 
obstante, los fondos otorgados directamente por los programas de la Unión Europea sin la 
participación de los Estados miembros en la decisión de subvención no son recursos 
estatales, por lo que las ayudas concedidas en virtud de los mismos no se tienen en cuenta 
a la hora de analizar si se respetan los límites de subvención.

4. En ningún caso el montante total de las ayudas, ingresos, recursos y subvenciones a 
percibir, directas o indirectas y cualquiera que sea su origen, puede superar el coste de la 
actividad subvencionada.

Artículo 22.  Excepción cultural.
1. Sólo podrán concederse ayudas a la producción de aquellas obras cinematográficas y 

audiovisuales que tengan acreditado su carácter cultural en atención a su contenido, su 
vinculación con la realidad cultural española o su contribución al enriquecimiento de la 
diversidad cultural de las obras cinematográficas que se exhiben en España.

2. En el caso de las ayudas generales a la producción de largometrajes sobre proyecto, 
la acreditación de su carácter cultural deberá reconocerse mediante la expedición por el 
Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales del certificado cultural 
correspondiente. Los requisitos y el procedimiento para su obtención se establecerán en las 
bases reguladoras de estas ayudas.

3. En el supuesto de inversiones en producciones de largometrajes y de series 
audiovisuales de ficción, animación o documental, para los que no se soliciten ayudas a la 
producción pero requieran certificar su carácter cultural para acogerse a las deducciones 
previstas en la normativa tributaria, el certificado cultural se solicitará ante el Instituto de la 
Cinematografía y las Artes Audiovisuales, que resolverá valorando la concurrencia de los 
requisitos referidos en el apartado anterior.

Artículo 23.  Procedimiento de concesión y convocatorias.
1. El procedimiento de concesión de las ayudas se tramitará en régimen de concurrencia 

competitiva, y en su caso con prorrateo, de acuerdo con lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones.

2. Los procedimientos de concesión de las ayudas se iniciarán de oficio, mediante 
convocatoria publicada en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 24.  Requisitos para obtener la condición de Beneficiarios.
1. Además de reunir los requisitos específicos que se detallen en las bases reguladoras 

correspondientes, son requisitos generales para obtener la condición de beneficiario, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, los 
siguientes:

a) Tener la residencia o establecimiento en España en el momento de la percepción 
efectiva de las ayudas.
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b) Realizar actividades de creación, producción, distribución y exhibición cinematográfica 
o audiovisual, o actividades económicas conexas.

c) Que las ayudas se destinen a financiar obras cinematográficas o audiovisuales que 
tengan nacionalidad española, incluidas las coproducciones, y revistan carácter cultural.

Las Agrupaciones de Interés Económico cuyo objeto social, según su inscripción en el 
Registro Mercantil, sea la realización de actividades de producción, distribución, exhibición 
cinematográfica o industrias técnicas conexas podrán optar a las ayudas que puedan 
corresponderles en función de la actividad que desarrollen en igualdad de condiciones que el 
resto de las empresas que lleven a cabo dicha actividad.

2. Para el acceso a las ayudas a la producción, las empresas productoras solicitantes 
deberán, además:

a) Ser titulares de los derechos de propiedad de las obras, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 24.2 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, y mantener dicha titularidad 
durante un periodo mínimo de tres años.

b) Estar al corriente en el pago de las obligaciones contraídas con el personal creativo, 
técnico e industrias técnicas, según dispone el artículo 24.3 de dicha ley, aportando 
declaración responsable sobre estos extremos, que podrán ser comprobados por la 
Administración a su requerimiento.

3. En el caso de las ayudas generales y selectivas para la producción de largometrajes 
sobre proyecto al menos el 50 por 100 de los gastos presupuestados deberán realizarse en 
España o revertir en autores o en equipos artísticos, técnicos y de servicios españoles.

Artículo 25.  Obligaciones generales de los beneficiarios.
Además de las obligaciones específicas que se concreten en las bases reguladoras para 

cada tipo de ayuda, y de conformidad con lo establecido en el artículo 14 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, todos los beneficiarios quedarán obligados con carácter general a:

a) Acreditar la realización de la actividad, así como aportar los documentos que les sean 
requeridos por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales para justificar la 
aplicación de los fondos recibidos, en especial la documentación acreditativa del coste de 
producción o de la inversión realizada en la actividad objeto de la ayuda.

b) Poner a disposición del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales y, 
en su caso, a efectos del control financiero que corresponda a la Intervención General del 
Estado y al Tribunal de Cuentas, los libros contables, registros y demás documentos 
debidamente auditados en los términos exigidos por la legislación aplicable, así como 
conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos en tanto 
puedan ser objeto de dichas actuaciones.

c) Comunicar al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales la obtención 
de otras subvenciones o ayudas que financien las actividades subvencionadas tan pronto 
como se conozca y, en todo caso, con anterioridad a la justificación de la aplicación dada a 
los fondos.

d) Difundir la colaboración del Gobierno de España/Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte/ Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, en la realización de la 
actividad objeto de la ayuda.

e) Autorizar al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales a hacer uso de 
las películas cinematográficas y otras obras audiovisuales en sus actividades de promoción, 
dentro del territorio español y en el exterior, a utilizar sus imágenes y avances para su 
difusión a través de la sede electrónica del Instituto, así como para la difusión del patrimonio 
cinematográfico español realizado por la Filmoteca Española, una vez transcurrido el periodo 
de tiempo desde la fecha de su estreno que se indique en las bases reguladoras. En todo 
caso, la empresa productora podrá manifestar su oposición o condicionar el ejercicio de este 
derecho cuando considere de forma razonable que con ello se podría perjudicar la 
explotación de la misma.
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Artículo 26.  Reconocimiento de los ingresos y del coste de una película.
1. El reconocimiento del coste de una película, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 13 de la citada ley, se realizará a los efectos de computar el importe de las ayudas. 
El procedimiento de reconocimiento del coste y de la inversión del productor se establecerá 
mediante Orden ministerial.

2. El reconocimiento de los ingresos de explotación de una película se efectuará a los 
efectos de valorar la procedencia de la devolución por reembolso de las ayudas percibidas, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 20.2 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, y 
conforme a las bases de la correspondiente convocatoria. La determinación del importe de 
los ingresos obtenidos y de la cuantía del reembolso que debe realizar el beneficiario de las 
ayudas, así como el procedimiento y los requisitos para ejecutarlo, se determinarán 
mediante Orden ministerial.

3. El cálculo de la base de la deducción por inversiones en producciones 
cinematográficas prevista en el artículo 36 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto de Sociedades, se realizará conforme a la normativa reguladora de dicho 
impuesto.

Artículo 27.  Intransmisibilidad de las subvenciones.
Las subvenciones son intransmisibles a todos los efectos.

Artículo 28.  Reintegro de subvenciones.
Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora 

desde el momento del pago de la subvención, en los supuestos y conforme al procedimiento 
establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

En el supuesto de incumplimiento parcial, la fijación de la cantidad que deba ser 
reintegrada se determinará en aplicación del principio de proporcionalidad y teniendo en 
cuenta el hecho de que el cumplimiento se aproxime significativamente al cumplimiento total 
y se acredite por los beneficiarios una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción 
de sus compromisos.

CAPÍTULO IV
Organización administrativa

Sección 1.ª Registro administrativo de empresas cinematográficas y 
audiovisuales

Artículo 29.  Objeto del Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y 
Audiovisuales.

1. El Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales gestionará el Registro 
Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales, cuyo objeto es la inscripción 
de las personas físicas o jurídicas titulares de las empresas establecidas en España a las 
que les sea de aplicación alguna de las medidas previstas en la Ley 55/2007, de 28 de 
diciembre, que desarrollen actividades de producción, distribución, exhibición y demás 
conexas en el sector cinematográfico y audiovisual.

2. El Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales es público y 
su acceso se regirá por lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno. Mediante Orden ministerial se establecerá 
su estructura en secciones por actividad.

3. Las inscripciones de las empresas servirán para tener por acreditados ante el Instituto 
de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales los datos correspondientes a su 
personalidad y capacidad de obrar; los relativos a la extensión de las facultades de los 
representantes o apoderados con capacidad para actuar en su nombre; así como su 
pertenencia al concreto sector de actividad de que se trate.
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A estos efectos, en cualquier procedimiento iniciado ante el Instituto a solicitud de las 
empresas inscritas, únicamente se requerirá la presentación de una manifestación expresa 
de que los datos que constan en el Registro no han sufrido modificación desde su 
inscripción, o, en otro caso, documentación suficiente que acredite las modificaciones 
efectuadas, que serán, asimismo, anotadas en el Registro.

La inscripción de una empresa en el registro de empresas cinematográficas y 
audiovisuales propio de una comunidad autónoma que lo tenga establecido, conllevará su 
inscripción en la sección de actividad correspondiente del Registro gestionado por el Instituto 
de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales. Con esta finalidad, el Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales y la Administración Autonómica cooperarán 
mediante el procedimiento que se establezca de común acuerdo para hacer efectivo el 
principio de eficacia en todo el territorio nacional de las inscripciones practicadas.

Artículo 30.  Procedimiento de inscripción.
La inscripción en el Registro se practicará, en la sección de actividad que corresponda, 

del siguiente modo:
1. De oficio, en relación con las personas físicas y jurídicas titulares de empresas 

establecidas en España que desarrollen actividades de producción, distribución o exhibición 
cinematográfica y audiovisual. En este caso, la inscripción se producirá:

a) Cuando los solicitantes de certificados, ayudas y demás medidas previstas en la Ley 
55/2007, de 28 de diciembre, se dirijan al Instituto para iniciar el procedimiento de que se 
trate, la inscripción se practicará en función de la actividad que acrediten en el citado 
procedimiento.

b) Cuando los titulares de las salas de exhibición cinematográfica, con independencia de 
que revistan o no forma empresarial, dirijan al Instituto con anterioridad al inicio de su 
actividad la comunicación previa a la que se refiere el artículo 15, la inscripción se practicará 
de acuerdo con los datos que consten en dicha comunicación.

2. A solicitud del interesado, en relación con las personas físicas o jurídicas titulares de 
empresas establecidas en España que se encuentren en el supuesto previsto en el artículo 
7.5 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre,.

3. La notificación de la inscripción se realizará por el Instituto de la Cinematografía y de 
las Artes Audiovisuales:

a) Para las inscripciones de oficio realizadas como consecuencia de la iniciación de un 
procedimiento ante el Instituto, en el plazo establecido para la resolución del concreto 
procedimiento de que se trate.

b) Para las inscripciones de oficio de las salas de exhibición, en el plazo máximo de un 
mes desde la presentación de la comunicación previa dirigida al Instituto antes del inicio de 
su actividad.

c) En los casos de inscripción a solicitud de los interesados a los que se refiere el 
apartado 2, la notificación de la inscripción o su desestimación se efectuará en el plazo 
máximo de 15 días desde la presentación de dicha solicitud.

4. De no notificarse la inscripción en el plazo indicado en el apartado 3 c) para la 
inscripción a solicitud del interesado ésta deberá entenderse estimada.

5. Se cancelarán de oficio las inscripciones de aquellas empresas que no hayan 
realizado ningún trámite ante el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales 
en un periodo de cinco años, lo que se comunicará a los interesados.

Artículo 31.  Documentación.
1. Cuando los solicitantes de cualquier procedimiento que se tramite ante el Instituto de 

la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales no estén previamente inscritos en el Registro, 
junto a las solicitudes se deberá aportar la siguiente documentación:

a) Si el solicitante es persona física: autorización para que sus datos personales puedan 
ser consultados por el órgano instructor mediante el Sistema de Verificación de Datos de 
Identidad. En caso de no prestar la autorización expresa, el solicitante deberá aportar 
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fotocopia del Documento Nacional de Identidad o del documento acreditativo de la identidad 
de extranjeros residentes en España o tarjeta equivalente.

b) Si el solicitante es persona jurídica: fotocopia de la tarjeta de identificación fiscal; 
fotocopia de la escritura de constitución con el cajetín de inscripción en el registro público 
correspondiente o, en su caso, certificación expedida por el titular del registro público en que 
la misma se encuentra inscrita; y documentación acreditativa de la representación y 
capacidad con la que actúa su representante legal.

c) En ambos casos: Justificante del alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y 
Retenedores. El interesado podrá optar entre presentar dicho documento o autorizar 
expresamente al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales para su 
obtención directa. Si se utiliza nombre comercial, marca o rótulo, acreditación de su 
inscripción conforme a la normativa reguladora de la propiedad industrial.

2. En el caso de empresas no españolas nacionales de Estados miembros de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo que pretendan acceder a las ayudas, se 
practicará una inscripción provisional con base en la documentación acreditativa de la 
personalidad jurídica, capacidad de obrar y representación con la que actúe, que deberá 
aportarse con la solicitud de la ayuda. La inscripción definitiva se practicará una vez 
efectuada la correspondiente propuesta de resolución de la ayuda en que dicha empresa 
hubiera resultado beneficiaria.

Sección 2.ª Órganos de apoyo y asesoramiento

Artículo 32.  La Comisión de Calificación.
1. La Comisión de Calificación de Películas Cinematográficas es el órgano asesor de la 

Dirección General del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales encargado 
de emitir informes sobre la calificación por grupos de edad de las películas destinadas a su 
exhibición en salas cinematográficas y de las demás obras audiovisuales no sometidas a 
autorregulación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.

2. Su composición será la siguiente:
a) Presidencia: Titular de la Dirección general del Instituto de la Cinematografía y de las 

Artes Audiovisuales.
b) Vicepresidencia: Titular de una de las Subdirecciones generales del Instituto, por 

designación de la Presidencia.
c) Vocalías: diez personas nombradas por la Presidencia que, pertenecientes a distintos 

grupos sociales que reflejen la pluralidad de la sociedad española, estén vinculados al 
ámbito cinematográfico y audiovisual, al del consumo, al pedagógico, a la protección de la 
infancia y de la adolescencia, a la igualdad de género, a la atención a la discapacidad así 
como a la defensa del medio ambiente; y reúnan las debidas condiciones de aptitud e 
idoneidad para esta función. Para su designación podrán solicitarse propuestas a las 
distintas entidades representativas de los citados ámbitos.

d) Secretaría: La persona designada por la Presidencia, de entre el personal del Instituto 
de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales.

Artículo 33.  La Comisión de ayudas a la producción de largometrajes y cortometrajes.
1. Con la finalidad de asesorar a la Dirección General del Instituto de la Cinematografía y 

de las Artes Audiovisuales en la concesión de las ayudas a la producción cinematográfica 
previstas en la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, y sin perjuicio de los órganos de valoración 
específicos que para el resto de las ayudas se determinen en las correspondientes bases 
reguladoras, la Comisión de ayudas para la producción de largometrajes y cortometrajes es 
la encargada de la valoración de las ayudas reguladas en los artículos 25 y 27, 
respectivamente, de la citada Ley.

2. Su composición será la siguiente:
a) Presidencia: Titular de la Dirección general del Instituto de la Cinematografía y de las 

Artes Audiovisuales.
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b) Vicepresidencia: Titular de una de las Subdirecciones generales del Instituto, por 
designación de la Presidencia.

c) Vocales: Catorce vocales, nombrados por la Presidencia entre profesionales de la 
cinematografía y el audiovisual que reúnan las debidas condiciones de aptitud e idoneidad 
para el desempeño de las funciones de la Comisión, tanto por su experiencia como por sus 
conocimientos sobre la financiación en dicho ámbito. Se integrarán asimismo como vocales, 
tres representantes de las comunidades autónomas, nombrados por la Presidencia a 
propuesta de la Conferencia Sectorial de Cultura.

d) Secretaría: La persona designada por la Presidencia, de entre el personal del Instituto 
de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales.

3. La Presidencia podrá someter a informe de la Comisión, además de los asuntos 
señalados en el apartado 1, cualquier otro relacionado con las ayudas a la cinematografía o 
a la aprobación de proyectos de coproducciones internacionales, así como solicitar la 
asistencia de dos expertos ajenos al mismo, que actuarán con voz pero sin voto, cuya 
presencia se estime necesaria por razón de los asuntos a tratar o de los sectores afectados.

Artículo 34.  Reglas generales de funcionamiento de los órganos asesores.
1. Los órganos asesores previstos en los artículos anteriores se regirán por lo previsto en 

el capítulo II, Sección 3.ª, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público. En su composición se velará por el cumplimiento del principio de presencia 
equilibrada de mujeres y hombres de acuerdo con lo establecido en el artículo 54 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

2. El titular de la Presidencia, cuyo voto será dirimente en caso de empate a efectos de 
la adopción de acuerdos, podrá regular mediante resolución el régimen de funcionamiento 
de estos órganos así como distribuir tareas entre los vocales o crear los grupos de trabajo 
que considere necesarios para el mejor desarrollo de las funciones de los órganos, 
determinando su composición y cometidos. En caso de vacante, ausencia, enfermedad u 
otra causa legal, el titular de la Presidencia será sustituido por el titular de la Vicepresidencia.

3. Ningún vocal podrá permanecer en el cargo por un periodo superior a dos años 
consecutivos, ni participar, directa o indirectamente, en proyectos cuya valoración 
corresponda realizar al órgano de asesoramiento en la concesión de ayudas a que el vocal 
pertenezca, durante el citado periodo, salvo renuncia escrita expresa del mismo, producida 
con anterioridad a la constitución del órgano respectivo.

4. El funcionamiento de estos órganos será atendido con los medios personales, 
técnicos y presupuestarios del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.2. del Real Decreto 776/2011, de 3 de junio por el 
que se suprimen determinados órganos colegiados y se establecen criterios para la 
normalización en la creación de órganos colegiados en la Administración General del Estado 
y sus Organismos Públicos.

CAPÍTULO V
Verificación y control

Artículo 35.  Verificación y control.
1. La verificación y el control respecto del cumplimiento de las obligaciones que se 

establecen en la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, así como las desarrolladas en este real 
decreto relativas a la calificación de las películas y su publicidad, la comunicación previa de 
los titulares de las salas de exhibición y demás normas que afectan a éstas, corresponden al 
Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales en el ámbito de su competencia.

2. Las personas físicas y jurídicas obligadas al cumplimiento de la citada normativa 
deberán facilitar las tareas de verificación y control necesarias que lleve a cabo el Instituto de 
la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, aportando la documentación que, conforme a 
la misma, se les requiera, así como facilitando el acceso a dicha información tanto impresa 
como, en su caso, a través del equipamiento informático del que dispongan.
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3. En el caso de que la verificación y el control se realicen mediante visitas al domicilio 
social y/o locales de las personas señaladas en el apartado anterior durante su horario de 
funcionamiento, deberán estar en condiciones de facilitar la documentación e información 
indicadas. Esta actividad se llevará a cabo por personal funcionario del Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales debidamente acreditado al que se le reconozca 
condición de autoridad, que levantará la correspondiente acta tras la práctica de su 
actuación.

Una de las copias del acta se entregará al interesado o persona ante quien se actúe, que 
podrá hacer constar su conformidad o su disconformidad respecto del contenido. Otro 
ejemplar del acta será remitido al órgano competente para la iniciación, en su caso, del 
correspondiente procedimiento sancionador. Estas actas gozarán, salvo prueba en contrario, 
de presunción de veracidad en cuanto a los hechos contenidos en ellas.

Artículo 36.  Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento sancionador se ajustará, en lo que sea competencia de los órganos 

de la Administración General del Estado, a los principios generales de la potestad 
sancionadora establecidos el capítulo III del título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, así como al procedimiento administrativo común y sus especialidades respecto al 
procedimiento sancionador establecidos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. El procedimiento sancionador se iniciará de oficio por acuerdo de iniciación del órgano 
competente, según los términos establecidos en los artículos 63 y 64 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre.

3. Será competente para ordenar la iniciación del procedimiento la Dirección General del 
Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales y para la instrucción la Secretaría 
General. La resolución de los procedimientos sancionadores por infracciones muy graves 
corresponde a la Presidencia del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales 
y la de los procedimientos correspondientes a infracciones graves y leves a su Dirección 
General.

4. En el caso de procedimientos por infracciones en materia de subvenciones, las 
sanciones serán acordadas e impuestas por la persona titular del Ministerio de Cultura y 
Deporte o, en su caso, por la persona titular del Ministerio de Hacienda, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 66 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

5. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para 
resolver el procedimiento aplicará sobre el importe de la sanción propuesta las siguientes 
reducciones, según proceda, que serán acumulables entre sí:

a) Reducción del 35 % si la persona infractora reconoce su responsabilidad.
b) Reducción del 35 % si realiza el pago voluntario en cualquier momento anterior a la 

resolución.
Las reducciones deberán estar determinadas en la notificación de iniciación del 

procedimiento y su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier 
acción o recurso en vía administrativa contra la sanción.

6. El plazo total para resolver y notificar el procedimiento sancionador será de seis 
meses a contar desde la adopción del acuerdo de iniciación. En los supuestos en los que el 
procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable a la persona interesada, se 
interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

7. Si no se hubiese dictado y notificado la resolución transcurridos seis meses desde la 
iniciación, teniendo en cuenta las posibles interrupciones o suspensiones del procedimiento, 
se declarará su caducidad de acuerdo con lo establecido en el artículo 25.1.b) de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre.

8. La resolución del procedimiento, que pone fin a la vía administrativa, indicará los 
recursos que procedan contra la misma y plazos para su interposición.

Disposición adicional primera.  Fomento de la protección y defensa de la propiedad 
intelectual.

Con el fin de contribuir a la prevención de las actividades vulneradoras de los derechos 
de propiedad intelectual, que señala el artículo 19.1 h) de la Ley 55/2007, de 28 de 
diciembre, y dentro del marco de las medidas de fomento establecidas en el artículo 33 de 
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dicha ley, el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales podrá suscribir 
convenios con bancos y entidades de crédito cuya finalidad específica sea facilitar a las 
empresas la financiación que permita el desarrollo de infraestructuras necesarias para la 
creación de portales web de descargas y/o visionados legales de contenidos 
cinematográficos y de otras obras audiovisuales.

Disposición adicional segunda.  Identificación de las obras cinematográficas y 
audiovisuales.

Para asegurar la identificación de las películas cinematográficas y audiovisuales en 
cualquier fase de su producción, comercialización, distribución y exhibición, y permitir el 
intercambio de información con la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en los 
términos señalados en la normativa tributaria, a los efectos de verificar que el importe de las 
deducciones aplicadas por incentivos fiscales junto con el de las ayudas recibidas no 
superan el porcentaje de intensidad máximo permitido, el Instituto de la Cinematografía y de 
las Artes Audiovisuales asignará a cada obra cinematográfica y audiovisual un código de 
identificación único en el momento en que se realice cualquier trámite relacionado con dicha 
obra.

Disposición adicional tercera.  No incremento de gastos de personal.
Las medidas contenidas en este real decreto no podrán suponer incremento de 

dotaciones ni de retribuciones ni de otros gastos de personal.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en este real decreto y, en particular, el Real Decreto 2062/2008, de 12 de diciembre, por el 
que se desarrolla la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine, sin perjuicio de lo previsto en 
la disposición transitoria única del Real Decreto ley 6/2015, de 14 de mayo, por el que se 
modifica la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine, se conceden varios créditos 
extraordinarios y suplementos de créditos en el presupuesto del Estado y se adoptan otras 
medidas de carácter tributario.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
1. Este real decreto se dicta al amparo de los siguientes títulos competenciales:
a) El capítulo I, los artículos 4, 5 y 7, de acuerdo con el artículo 149.2 de la Constitución.
b) Los artículos 6 y 8 al amparo del artículo 149.1.1.ª de la Constitución.
c) Los artículos 9 a 19, el capítulo IV, el capítulo V y las disposiciones adicionales 

primera y segunda, al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución.
d) El capítulo III de acuerdo con los artículos 149.1.13.ª y 149.2 de la Constitución
2. Tendrán carácter básico los artículos: 9 a 14, 15, 16, 18 y 19.

Disposición final segunda.  Desarrollo y habilitación normativa.
1. Se autoriza a la persona titular del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte para 

que, mediante orden ministerial, establezca las bases reguladoras de las ayudas a las que 
hace referencia el capítulo III, así como para dictar las disposiciones necesarias para la 
aplicación del mismo.

2. Cuando razones técnicas o de oportunidad así lo aconsejen, la persona titular del 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, oídas las comunidades autónomas, podrá 
modificar las calificaciones de las películas por grupos de edades a que se refiere el artículo 
6.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 28

Ley 13/2022, de 7 de julio, General de Comunicación Audiovisual. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 163, de 8 de julio de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-11311

Téngase en cuenta las especialidades de la entrada en vigor de esta Ley recogidas en su disposición final 
novena.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Los servicios de comunicación audiovisual han experimentado una evolución rápida y 

significativa a lo largo de los últimos años. Los avances técnicos han hecho posible la 
convergencia entre servicios televisivos y otros servicios de comunicación audiovisual. En 
paralelo han aparecido nuevos hábitos de consumo que permiten ver programas y 
contenidos audiovisuales en cualquier momento, en cualquier lugar y a través de múltiples 
dispositivos conectados a redes digitales. Todo ello ha redundado en la diversificación de los 
formatos audiovisuales y en una audiencia fragmentada y globalizada por la que compiten, 
no solo prestadores del servicio de comunicación audiovisual tradicionales a nivel nacional, 
sino prestadores globales cuyos servicios también llegan a la audiencia española.

La relevancia de los contenidos audiovisuales en la sociedad actual apenas necesita ser 
subrayada. La cultura, el ocio, la información, la publicidad y la formación, entre otras, son 
actividades estrechamente relacionadas con el sector audiovisual y que pueden ser 
directamente prestadas como servicios a título lucrativo, independientemente de la 
tecnología utilizada, o favorecidas a través de la puesta a disposición de contenidos 
audiovisuales de manera gratuita tanto en aplicaciones desarrolladas al efecto como en 
servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma. En consecuencia, para referirse al 
contenido audiovisual se hace necesario actualizar la definición de «programa», sin 
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diferenciar en función de la duración, género, formato o forma en que este se ofrece a la 
audiencia, y utilizar la expresión «contenidos audiovisuales», que en función del tipo de 
servicio a través del que se ofrece permite hacer referencia a «programas» y 
«comunicaciones comerciales» en el caso de los servicios de comunicación audiovisual y a 
«programas», «vídeos generados por usuarios» y «comunicaciones comerciales», en el caso 
de los servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma.

La regulación, por tanto, debe partir del hecho de que, si bien los servicios de 
comunicación audiovisual tradicionales siguen representando un porcentaje importante del 
tiempo de visionado diario medio, los nuevos tipos de contenidos audiovisuales, como los 
vídeos cortos o el contenido generado por los usuarios, han adquirido mayor importancia y 
los prestadores (incluidos los de los servicios a petición y los de intercambio de vídeos a 
través de plataforma) están ya bien asentados. Todos estos servicios tienen un impacto 
considerable sobre los usuarios y compiten por la misma audiencia e ingresos con 
independencia del país en el que estén establecidos o la tecnología que utilicen. 
Adicionalmente todos estos servicios son una herramienta para transmitir valores, 
significados e identidades, así como para contribuir a preservar la diversidad cultural y 
lingüística en una sociedad, transmitir una imagen igualitaria, no discriminatoria, no sexista y 
no estereotipada de mujeres y hombres y, en último término, educar y formar a sus 
miembros. Los servicios de comunicación audiovisual y de intercambio de vídeos a través de 
plataforma tienen una tercera virtualidad que la regulación no puede desconocer, a saber, el 
papel que desempeñan en una sociedad democrática en tanto que instrumentos idóneos 
para el ejercicio de la libertad de expresión e información, derechos fundamentales 
consagrados en el artículo 20 de la Constitución Española, así como para garantizar la 
diversidad y el pluralismo de opinión. Todo ello justifica la necesidad de adoptar un marco 
jurídico actualizado, que refleje la evolución del mercado y que permita lograr un equilibrio 
entre el acceso a los contenidos, la protección del usuario y la competencia entre los 
prestadores presentes en dicho mercado.

II
En virtud del artículo 167 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la Unión 

Europea favorece la cooperación entre los Estados miembros y, en la medida en que es 
necesario, apoya y completa la acción de estos en el ámbito de la creación artística y 
literaria, incluido el sector audiovisual. La función de la Unión Europea en el ámbito 
audiovisual consiste en crear un mercado único europeo de servicios de comunicación 
audiovisual y preservar en todas sus políticas la diversidad cultural de la Unión Europea.

El origen de la regulación europea en materia audiovisual se encuentra en la Directiva 
89/552/CEE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de octubre de 1989, sobre la 
coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros, relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva, 
denominada coloquialmente «Directiva de Televisión sin Fronteras», que estableció unas 
normas mínimas comunes para las emisiones de radiodifusión (comunicación comercial 
audiovisual, protección de menores, promoción de obra europea), sentando así las bases de 
una incipiente política audiovisual europea. En su primera revisión, de 1997, se estableció el 
principio del «país de origen», que implica que las entidades de radiodifusión están 
sometidas a la soberanía del Estado miembro en el que tienen su sede. En la revisión de 
2007, Directiva 2007/65/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 
2007, se incluyeron nuevos servicios, como los «servicios de comunicación audiovisual a 
petición» disponibles a través de internet. Por último, la Directiva se codificó en 2010 y pasó 
a denominarse «Directiva de servicios de comunicación audiovisual» (Directiva 2010/13/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de 
determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual).

Posteriormente, la Comisión Europea publicó en 2013 el Libro Verde titulado 
«Preparación para la plena convergencia del mundo audiovisual: Crecimiento, creación y 
valores», en el que constataba que los servicios de comunicación audiovisual estaban 
convergiendo y que el modo de ofertar y consumir estos servicios estaba cambiando 
rápidamente en función de los avances tecnológicos.
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Con el fin de actualizar el marco normativo y seguir el ritmo de los cambios más 
recientes, bajo el paraguas de la «Estrategia para el Mercado Único Digital de Europa» 
aprobada el 6 de mayo de 2015, la Comisión Europea publicó el 25 de mayo de 2016 una 
propuesta legislativa para modificar la citada Directiva 2010/13/UE. Las negociaciones 
interinstitucionales tripartitas sobre la nueva redacción concluyeron el 6 de junio de 2018. El 
Pleno del Parlamento Europeo dio su apoyo a las nuevas normas el 2 de octubre de 2018 y, 
finalmente, el 6 de noviembre de 2018, el Consejo de Ministros Europeo votó la adopción de 
la Directiva (UE) 2018/1808 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de noviembre de 
2018, por la que se modifica la Directiva 2010/13/UE sobre la coordinación de determinadas 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas a 
la prestación de servicios de comunicación audiovisual, habida cuenta de la evolución de las 
realidades del mercado. La Directiva 2018/1808, que esta ley incorpora al ordenamiento 
jurídico español, fue publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea el 28 de noviembre 
de 2018. Las principales innovaciones que la norma de la Unión Europea introduce en el 
ordenamiento jurídico son las siguientes: a) la modificación del límite cuantitativo respecto de 
la emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales, que pasa de ser el veinte por 
ciento por hora a ser el veinte por ciento del tiempo entre las 6:00 y las 18:00 y el veinte por 
ciento del tiempo entre las 18:00 y las 24:00; b) la protección de los menores frente a los 
contenidos perjudiciales, aplicándose la misma regulación tanto a los servicios de 
radiodifusión tradicionales como a los servicios a petición; c) la extensión de las 
disposiciones aplicables a las obras europeas a los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual a petición, que deben velar por que las obras europeas representen, como 
mínimo, el treinta por ciento de sus catálogos y conferirles la prominencia que merecen, y d) 
la inclusión de los servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma en el ámbito de 
la Directiva de servicios de comunicación audiovisual, con el fin de garantizar la protección 
de los menores frente a los contenidos perjudiciales también en ese entorno, así como 
proteger a los espectadores en general de contenidos que inciten a la violencia o al odio o 
bien que constituyan una provocación pública a la comisión de un delito de terrorismo.

III
En el ámbito nacional, la Directiva de Televisión sin Fronteras fue objeto de transposición 

mediante la aprobación de la Ley 25/1994, de 12 de julio, que se sumó a las entonces 
vigentes Ley 4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la Televisión, Ley 46/1983, 
de 26 de diciembre, reguladora del Tercer Canal de Televisión, Ley 10/1988, de 3 de mayo, 
de Televisión Privada y Ley 35/1992, de 22 de diciembre, de la Televisión por Satélite. La Ley 
25/1994, de 12 de julio, reguló, entre otros aspectos, el principio de la libre recepción en el 
territorio español de las emisiones de televisión procedentes de otro Estado miembro de la 
Unión Europea, la promoción y distribución de obras europeas, la publicidad considerada 
ilícita en televisión (cigarrillos y demás productos del tabaco) y las restricciones de la 
publicidad de bebidas alcohólicas dirigida a menores y de los mensajes a evitar en la misma, 
así como la obligación de identificar la publicidad como tal y los porcentajes máximos de 
tiempo de difusión dedicados a publicidad.

Este conjunto de normas dispersas reguladoras del sector audiovisual fue derogado por 
la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual que se propuso, 
entre otros objetivos, compendiar la normativa vigente aún válida. Por un lado, dicha norma 
traspuso la ya mencionada Directiva 2007/65/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de diciembre de 2007. Respecto al régimen de prestación del servicio de comunicación 
audiovisual, la Ley 7/2010, de 31 de marzo, liberalizó con carácter general la prestación del 
servicio, sometiéndolo exclusivamente al requisito de realizar una comunicación previa, 
cuando éste se preste mediante cualquier tecnología que no utilice ondas hertzianas 
terrestres. Por otro lado, procedió a actualizar y flexibilizar el régimen jurídico aplicable a los 
servicios de comunicación audiovisual que sí utilizan dichas ondas hertzianas terrestres y, en 
consecuencia, es en algunos aspectos más intenso que el aplicable a otros servicios de 
comunicación audiovisual. La Ley 7/2010, de 31 de marzo, nació con la vocación declarada 
en su exposición de motivos de ser «una ley que codifique, liberalice y modernice la vieja y 
dispersa normativa española actual, otorgue seguridad y estabilidad al sector público y 
privado, a corto y medio plazo, mediante un marco jurídico básico suficientemente flexible 
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para adaptarse al dinamismo que por definición tiene este sector ante la vertiginosa y 
continua evolución tecnológica».

Pasados diez años desde entonces, y ante los cambios vividos en el sector audiovisual, 
la presente ley comparte esa vocación de adecuar y modernizar el marco jurídico básico, con 
la mayor seguridad jurídica, garantías y flexibilidad posibles, del servicio de comunicación 
audiovisual y del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma, pero también con 
la voluntad de permanencia en un entorno verdaderamente muy dinámico. El objetivo de la 
regulación es múltiple como lo es la naturaleza de los servicios a los que se refiere. Por un 
lado, se actualiza el marco jurídico general y básico para favorecer el desarrollo ordenado 
del mercado audiovisual permitiendo que la normativa permanezca vigente ante su rápido 
desarrollo que, además, se prevé mayor en los próximos años. En segundo lugar, se busca 
establecer las mismas reglas del juego para los diferentes actores que compiten en el sector 
por una misma audiencia; estas obligaciones dependerán de la capacidad de control editorial 
y de elección de los contenidos por parte de los prestadores, no de la tecnología que utilicen. 
Por otro lado, se trata de mantener y reforzar las medidas de protección y fomento de la 
producción de las obras audiovisuales europeas teniendo incluso en cuenta que existen 
servicios que, si bien están establecidos fuera del territorio español, tienen una presencia 
indiscutible en nuestro mercado nacional. En tercer lugar, se arbitran mecanismos para 
garantizar los derechos de los usuarios, como la protección de los menores y del público en 
general respecto de determinados contenidos, o el derecho a conocer quién es el 
responsable del contenido audiovisual. Por último, se garantiza el principio de igualdad 
efectiva de mujeres y hombres en el sector audiovisual, de conformidad con los artículos 9.2 
y 14 de la Constitución Española y con la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Otras normas que mantienen su vigencia y constituyen norma especial respecto de esta 
ley contribuyen a definir el régimen jurídico de la prestación del servicio de comunicación 
audiovisual y del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma. Así pueden 
mencionarse la Ley 17/2006, de 5 de junio, de la radio y la televisión de titularidad estatal y 
la Ley 8/2009, de 28 de agosto, de financiación de la Corporación de Radio y Televisión 
Española. Finalmente, debe tenerse en cuenta que la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 
General de Publicidad, constituye también una norma que resulta aplicable en lo no previsto 
por esta ley en materia de comunicaciones comerciales audiovisuales.

Especial mención requiere la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia y el Real Decreto 657/2013, de 30 de agosto, 
por el que se aprueba el Estatuto Orgánico de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, en tanto que dicho organismo ejerce como autoridad audiovisual estatal 
competente para la supervisión y control del mercado audiovisual y, en particular, de muchas 
de las obligaciones contenidas en esta ley.

Esta ley se dicta al amparo del título competencial contenido en el artículo 149.1. 27.ª de 
la Constitución Española, estableciendo el mínimo común denominador en materia 
audiovisual, e incorpora algunas normas relativas a otros ámbitos de competencia de la 
Administración General del Estado. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional 
(fundamentalmente SSTC 78/2017; 86/2017 y 48/2018), establece las normas básicas de la 
prestación del servicio de comunicación audiovisual, siendo competencia de las 
Comunidades Autónomas su desarrollo y concreción para su ámbito propio. En este sentido, 
esta ley convive necesariamente con las correspondientes normas autonómicas dictadas al 
amparo de la previsión constitucional y estatutaria correspondiente en materia de medios de 
comunicación social, con las de fomento de la cinematografía y cultura audiovisual (dictadas 
al amparo de las competencias autonómicas en materia cultural), así como con las 
respectivas leyes autonómicas que regulan la prestación del servicio público autonómico.

IV
En cuanto a la estructura, esta ley consta de un título preliminar y diez títulos.
El título preliminar establece las disposiciones generales. El objeto de la norma es 

regular la prestación del servicio de comunicación audiovisual y del servicio de intercambio 
de vídeos a través de plataforma. La mayoría de las definiciones y el ámbito de aplicación 
vienen definidos por la norma europea que se transpone.
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El título I establece los principios generales de la comunicación audiovisual, que deberá 
respetar la dignidad humana y los valores constitucionales, así como transmitir una imagen 
igualitaria y no discriminatoria de mujeres y hombres. Asimismo, la comunicación audiovisual 
debe ser respetuosa con el valor superior constitucional del pluralismo. Igualmente, debe 
promoverse una comunicación audiovisual inclusiva tanto en la forma de presentar a las 
personas con discapacidad como en el acceso que esas personas tienen a la comunicación 
audiovisual. Otros principios generales de la Ley son el respeto a la diversidad cultural y 
lingüística y la alfabetización mediática. También se incluye un principio de conciliación de la 
vida personal y familiar y la relevancia de los servicios de comunicación audiovisual al 
respecto. Los principios generales de la comunicación audiovisual recogidos en este título I 
orientarán la actuación de los poderes públicos y de los prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual y prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de 
plataforma en los términos que se establecen en las disposiciones de esta ley.

Finalmente, en este título se incluye una mención específica a la autorregulación y la 
corregulación. En efecto, no pasa desapercibido el papel que puede desempeñar la 
autorregulación y corregulación efectiva como complemento de los mecanismos legislativos, 
judiciales y administrativos vigentes y su valiosa contribución con vistas a la consecución de 
los objetivos de esta ley y, en particular, a la protección de los usuarios. Asimismo, en un 
sector tan dinámico como el audiovisual, los mecanismos de la autorregulación y la 
corregulación coadyuvan a la consecución de objetivos legales en la medida en que 
permiten que los propios obligados esto es, los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual y los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma, 
puedan avanzar en sus compromisos para proteger al usuario a medida que vaya resultando 
necesario más allá de lo previsto inicialmente por la normativa.

El título II, relativo a la prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo, 
recoge las normas básicas que deben orientar la regulación estatal y autonómica del servicio 
de comunicación audiovisual.

El capítulo I establece el régimen jurídico básico para la prestación de un servicio de 
comunicación audiovisual, diferenciando el que solo precisa de comunicación previa por 
estar su segmento liberalizado, del que, por utilizar espacio radioeléctrico público mediante 
ondas hertzianas terrestres y tener capacidad limitada, está sometido a un régimen de 
intervención administrativa más intenso y necesita de licencia previa otorgada en concurso 
público celebrado en las condiciones que fija esta misma Ley.

El capítulo II, régimen jurídico de la comunicación previa, desarrolla el sistema de la 
comunicación previa para adquirir la condición de prestador, en cuanto a los requisitos para 
prestar el servicio de comunicación audiovisual televisivo, que no requiere de ondas 
hertzianas terrestres.

El capítulo III desarrolla la normativa relativa a la licencia para prestar el servicio de 
comunicación audiovisual televisivo cuando se realiza mediante ondas hertzianas terrestres. 
Por un lado, se regulan las condiciones para poder ser titular de una licencia. Por otro lado, 
se regula el período de duración de la licencia, se tasan las condiciones para que se 
produzca una renovación automática de la licencia y, en último término, se regulan las 
condiciones en que puede arrendarse, transmitirse o cederse la licencia para prestar el 
servicio. Finalmente, se establecen previsiones para garantizar el pluralismo y la libre 
competencia en el mercado televisivo mediante ondas hertzianas terrestres dada la 
importancia que tienen estos medios en la formación de la opinión pública.

El capítulo IV regula el Registro estatal de prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual, de prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma y de 
prestadores del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual, así como 
establece previsiones para garantizar la trasparencia en el sector audiovisual. Dadas las 
características específicas de ambos servicios y, en especial, su incidencia en las opiniones 
de las personas, es esencial que los usuarios de dichos servicios sepan con exactitud quién 
es el responsable último de su contenido. Por ello, en este capítulo se prevén, de 
conformidad con la norma europea, los registros del servicio de comunicación audiovisual 
según su ámbito territorial, con el fin de que ofrezcan información relativa a la estructura de 
propiedad de los prestadores, entre otros aspectos. Con el mismo fin de contribuir a la mayor 
transparencia del sector audiovisual y permitir al usuario conocer de forma fácil y directa 
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quién es el responsable y de qué forma es responsable de los contenidos emitidos, se 
regulan otras obligaciones de información para prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual y del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma.

El capítulo V regula la libertad de prestación transfronteriza del servicio de comunicación 
audiovisual para prestadores establecidos en Estados miembros de la Unión Europea, los 
límites y el procedimiento establecido en la normativa europea para restringir dicha libertad 
en supuestos tasados.

El capítulo VI parte de la relevancia del servicio de comunicación audiovisual televisivo 
comunitario sin ánimo de lucro mediante ondas hertzianas terrestres en el ámbito local, lo 
garantiza y encomienda la concesión de los correspondientes títulos habilitantes a la 
autoridad audiovisual competente en el ámbito autonómico, de conformidad con la 
planificación del uso del espectro radioeléctrico hecha por el Estado.

El Título III establece las normas básicas aplicables a todos los prestadores del servicio 
público de comunicación audiovisual. Así, el capítulo I define el objeto del servicio público de 
comunicación audiovisual basado en su adaptación al ecosistema digital actual, se ordenan 
y completan las misiones que debe cumplir dicho servicio y se profundiza en los valores y 
principios de funcionamiento del mismo. El capítulo II, dedicado a la gobernanza de los 
prestadores del servicio público de comunicación audiovisual, ahonda en la regulación de los 
mandatos-marco como instrumentos legales en los que se recoge la encomienda del servicio 
público de comunicación audiovisual, y de los contratos-programa como planes estratégicos 
de concreción de los mandatos-marco. Además, se atribuye a los órganos de administración 
y direcciones ejecutivas el control administrativo y de gestión, bajo criterios de 
responsabilidad corporativa, mientras que los órganos de asesoramiento en la dirección 
editorial tienen la función de informar la dirección editorial de los prestadores. En el capítulo 
III, relativo al control de los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual, se 
enumeran los diferentes tipos de mecanismos de control a los que están sometidos los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual público, a saber, el control externo de 
las asambleas legislativas, autoridades audiovisuales, y Tribunal de Cuentas u órganos de 
control externo de las Comunidades Autónomas, dentro de su correspondiente ámbito 
competencial. Se incluye también la obligación de realizar un procedimiento de evaluación 
para la introducción de nuevos servicios por parte del prestador denominado análisis de 
valor público. El capítulo IV establece previsiones sobre la financiación de los servicios 
públicos de comunicación audiovisual. Por último, los capítulos V y VI se refieren, 
respectivamente, al servicio público de comunicación audiovisual estatal y a los autonómicos 
y locales. Así, el capítulo V encomienda expresamente la gestión directa del servicio público 
de comunicación audiovisual estatal a la Corporación de RTVE, de conformidad con lo 
previsto en la Ley 17/2006, y se regula específicamente para el ámbito estatal el 
procedimiento de aprobación de los mandato-marco y los contratos-programa de la citada 
Corporación. Por su parte, el Capítulo VI establece previsiones básicas respecto de los 
servicios públicos de comunicación audiovisual autonómico y local.

El título IV se dedica a la regulación de los servicios de comunicación audiovisual 
radiofónicos y sonoros a petición. Estos servicios no están incluidos en el ámbito de la 
Directiva de servicios de comunicación audiovisual. Fue una decisión del legislador estatal 
incluirlos en la Ley 7/2010, de 31 de marzo, y esta decisión se considera en la actualidad 
acertada, pues permite que todos los servicios de comunicación audiovisual se encuentren 
regulados en la misma norma. Con el fin de que resulte más clara e identificable la normativa 
aplicable a estos servicios, con particularidades notables frente a los televisivos, se ha 
optado por deslindarla y regularla en un título propio, si bien el régimen es en algunos puntos 
idéntico al previsto para los servicios de comunicación audiovisual televisivos. Así, partiendo 
de los diferentes tipos de servicios, radiofónicos (frecuencia modulada, ondas medias y radio 
digital terrestre) y sonoros a petición, este Título regula la obligación de realizar 
comunicación previa cuando no se utilice espectro radioeléctrico y la de contar con licencia 
previamente otorgada en un concurso por la autoridad audiovisual competente, cuando la 
prestación del servicio se realice mediante ondas hertzianas terrestres. Asimismo, se 
incluyen otras previsiones específicas de estos servicios y las obligaciones que pueden tener 
en materia de protección de menores, accesibilidad, y de comunicaciones comerciales.
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Mediante el título V se transpone a nuestro marco regulatorio una de las principales 
novedades de la nueva Directiva, las obligaciones de los servicios de intercambio de vídeos 
a través de plataforma y, en su caso, de los servicios de medios o redes sociales cuya 
funcionalidad esencial permita el intercambio de vídeos. Así, el impacto que tienen estos 
servicios al ofrecer a los usuarios la posibilidad de educar, entretener o conformar opiniones 
de otros usuarios e influir en ellas, determina que se incluyan en el ámbito de aplicación de 
esta ley cuando su oferta de programas y vídeos generados por los usuarios constituya una 
funcionalidad esencial del servicio. En particular, los prestadores de este tipo de servicios 
deberán adoptar las medidas adecuadas para proteger a los menores y al público en 
general, de contenidos perjudiciales o que inciten al odio o la violencia o contengan una 
provocación a la comisión de un delito de terrorismo. Por otra parte, dado que son servicios 
que compiten por la audiencia con los servicios de comunicación audiovisual, se establece 
una regulación mínima en cuanto a las comunicaciones comerciales que ellos mismos 
gestionan, así como la obligación de permitir que las comunicaciones comerciales de 
terceros sean identificadas convenientemente. Por último, es particularmente relevante tener 
en cuenta que, a pesar de que el objetivo de esta ley no es regular los servicios de medios o 
redes sociales como tales, estos servicios de medios o redes sociales estarán sometidos al 
cumplimiento de lo previsto en este título en la medida en que se puedan subsumir en la 
definición de «servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma»; es decir, cuando la 
oferta de programas y vídeos generados por usuarios puede considerarse una funcionalidad 
esencial de los servicios de medios o redes sociales siempre que dicho contenido 
audiovisual no sea meramente accesorio o constituya una parte mínima de las actividades 
de dicho servicio. Asimismo, se incluye en este Título una previsión para los usuarios de 
especial relevancia que empleen servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma. 
Estos servicios que, en muchos ámbitos, son agrupados bajo el concepto de «vloggers», 
«influencers» o «prescriptores de opinión», gozan de relevancia en el mercado audiovisual 
desde el punto de vista de la inversión publicitaria y del consumo, especialmente, entre el 
público más joven. La irrupción y consolidación de estos nuevos agentes requiere de un 
marco jurídico que refleje el progreso del mercado y que permita lograr un equilibrio entre el 
acceso a estos servicios, la protección del consumidor y la competencia. La propia Directiva 
de Servicios de Comunicación Audiovisual señala que: «(...) los canales o cualquier otro 
servicio audiovisual que estén bajo la responsabilidad editorial de un prestador pueden 
constituir servicios de comunicación audiovisual en sí mismos, aunque se ofrezcan a través 
de una plataforma de intercambio de vídeos». El desarrollo aún incipiente de estos servicios 
aconseja el establecimiento de una serie de obligaciones básicas relativas a los principios 
generales de la comunicación audiovisual, a la protección del menor, a la protección del 
consumidor y a su inscripción en el Registro.

El título VI reúne las obligaciones de los servicios de comunicación audiovisual 
televisivos, tanto lineales como a petición. El capítulo I se dedica a la protección de los 
menores, estableciendo obligaciones para la adecuada protección de los menores tanto en 
la forma en la que aparecen representados en los servicios de comunicación audiovisual 
televisivos, como en el uso que hacen de los servicios de comunicación audiovisual 
televisivos, en consonancia con la regulación contenida en el capítulo VIII del título III, 
relativo a las nuevas tecnologías, de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 
integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia. Se incluye una referencia a los 
servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma con el fin de prever que dichos 
servicios en España puedan sumarse a los acuerdos de corregulación que se adopten para 
garantizar una única descripción, señalización y recomendación por edades de los 
contenidos audiovisuales. El capítulo II, relativo a la accesibilidad de los servicios de 
comunicación audiovisual televisivos, regula las obligaciones de garantizar que se mejore de 
forma continua y progresiva la accesibilidad de los servicios para las personas con 
discapacidad. Como novedades destacan la introducción de requerimientos de calidad de las 
herramientas de accesibilidad y la consideración del Centro Español del Subtitulado y la 
Audiodescripción y del Centro de Normalización Lingüística de la Lengua de Signos 
Española como centros estatales técnicos de referencia en materia de accesibilidad 
audiovisual para personas con discapacidad. El capítulo III establece un nuevo sistema de 
promoción de obra audiovisual europea, base de la diversidad cultural y lingüística que se 
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fomenta en el ámbito audiovisual. La principal novedad consiste en considerar obligados a 
cumplir con la obligación de financiación anticipada de producción de obra audiovisual a 
prestadores de servicios de comunicación audiovisual televisivos establecidos en otros 
países de la Unión Europea que dirigen su servicio a territorio español. Asimismo, se 
simplifica la forma de cumplir con la obligación con el fin de que resulte menos gravoso su 
cumplimiento. Por último, en línea con las directrices de la Unión Europea, el modelo 
contempla exenciones en función de la facturación anual de los prestadores, ya que la 
obligación de promoción no puede suponer un freno a la entrada de nuevos agentes en el 
mercado ni socavar el desarrollo del sector, y en función de la baja audiencia y en razón de 
la naturaleza o temática del servicio. El capítulo IV, que se compone de cuatro secciones, 
regula la difusión de comunicaciones comerciales a través del servicio de comunicación 
audiovisual. Se actualizan las disposiciones respecto de la posibilidad de emisión de 
comunicaciones comerciales audiovisuales de acuerdo con las modificaciones introducidas 
por la Directiva 2018/1808, de 14 de noviembre. La sección 1.ª regula el derecho de los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual a difundir comunicaciones comerciales 
audiovisuales. La sección 2.ª regula los diferentes tipos de comunicaciones comerciales 
audiovisuales que se pueden emitir o difundir a través de los servicios de comunicación 
audiovisual. La sección 3.ª establece, conforme a las nuevas directrices europeas, límites 
cuantitativos respecto de la emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales emitidas 
a través del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal. La sección 4.ª regula la 
normativa específica respecto de las comunicaciones comerciales que se pueden difundir a 
través del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición.

El título VII regula la contratación de derechos en exclusiva de la emisión de contenidos 
audiovisuales y, en concreto, de eventos deportivos tan relevantes para los servicios de 
comunicación audiovisual televisivos de acceso condicional. Asimismo, se busca un 
equilibrio entre el derecho a la adquisición en exclusiva y el derecho a la libertad de 
información de los usuarios.

El título VIII, relativo a Política Audiovisual, establece previsiones respecto de la 
planificación de la política audiovisual a nivel estatal y no tiene, por tanto, carácter de 
normativa básica.

El título IX se dedica a las autoridades audiovisuales competentes estatales respecto de 
servicios de comunicación audiovisual televisivos estatales, servicios de comunicación 
audiovisual radiofónicos mediante ondas medias y digital terrestre, servicios de 
comunicación audiovisual sonoros a petición y servicios de intercambio de vídeos a través 
de plataforma. En dicho título se establece el reparto competencial entre el departamento 
ministerial competente en materia audiovisual y el organismo regulador correspondiente.

Por último, el título X recoge el régimen sancionador. En este ámbito, la Ley supone un 
importante avance en seguridad jurídica por cuanto se busca una definición precisa de los 
tipos de infracción, se gradúan dichos tipos en función de la gravedad y se establece con 
claridad la cuantía máxima de las sanciones correspondientes a cada tipo infractor, fijadas 
en términos de un porcentaje del volumen de ingresos del responsable. Con esta gradación 
se realiza un ajuste al tamaño de los prestadores presentes en el mercado audiovisual. 
Asimismo, se especifican los criterios que determinarán la multa en cada caso, en línea con 
las tendencias actuales en el ámbito europeo. En cuanto al ejercicio de la potestad 
sancionadora, se recoge la jurisprudencia constitucional (STC 78/2017, FJ 6.º) disponiendo 
claramente que la competencia para otorgar el título habilitante es la que determina la 
titularidad de las potestades de naturaleza ejecutiva referidas a la inspección, vigilancia y 
control, a la adopción de medidas provisionales y a la instrucción de expedientes 
sancionadores. Finalmente, se establecen especialidades en el procedimiento sancionador 
adaptadas a las particularidades de este sector.

La ley se completa con cinco disposiciones adicionales, siete disposiciones transitorias, 
una derogatoria y nueve disposiciones finales.

La disposición adicional primera establece el mandato de aprobar un catálogo de 
acontecimientos de interés general en el plazo de un año. La disposición adicional segunda 
prevé la creación del Grupo de Autoridades de Supervisión para los Servicios de 
Comunicación Audiovisual de cara al intercambio de experiencias y mejores prácticas sobre 
la aplicación del marco regulador de los servicios de comunicación audiovisual. La 
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disposición adicional tercera promueve medidas para incrementar la producción audiovisual 
realizada por mujeres. La disposición adicional cuarta está dedicada a la protección de datos 
de carácter personal y a las reglas reguladoras de los tratamientos de datos personales 
contenidos en la Ley. Por último, la disposición adicional quinta recoge una serie de 
actuaciones para promover la diversidad lingüística en los servicios de comunicación 
audiovisual.

En las disposiciones transitorias se abordan las cuestiones relativas a la transición entre 
el modelo normativo vigente y el nuevo modelo propuesto a través de la presente ley, y en 
concreto, se proponen: un catálogo de acontecimientos de interés general en tanto no se 
desarrolle uno, un régimen para la prestación de los servicios comunitarios sin ánimo de 
lucro, un sistema de calificación de los contenidos y un régimen transitorio para el 
cumplimiento de las obligaciones de accesibilidad, de promoción de obra europea, de 
financiación de la Corporación de Radio y Televisión Española y del Registro estatal en tanto 
no entren en vigor las nuevas obligaciones.

La disposición derogatoria y las disposiciones finales efectúan las derogaciones y 
modificaciones de las normas con rango de ley que resultan afectadas por la entrada en 
vigor de esta norma. En particular, se modifican la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 
General de Publicidad, para adaptarla a las modificaciones en materia de restricciones a las 
comunicaciones comerciales que fomenten comportamientos nocivos para la salud, la Ley 
12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública para reforzar el papel de la 
estadística oficial en el ámbito público adaptándola a la regulación europea, la Ley 17/2006, 
de 5 de junio, de la radio y la televisión de titularidad estatal, con la finalidad de actualizar el 
periodo de vigencia de los instrumentos de gobernanza, la Ley 8/2009, de 28 de agosto, de 
financiación de la Corporación de Radio y Televisión Española, introduciendo las pertinentes 
adaptaciones en el sistema de financiación del prestador del servicio público de 
comunicación audiovisual estatal y la Ley 3/2013, de 4 de junio de creación de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia con el fin de actualizar las competencias y 
obligaciones del organismo regulador en el ámbito audiovisual a las previsiones de esta ley.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Esta ley tiene por objeto regular la comunicación audiovisual de ámbito estatal, así 

como establecer determinadas normas aplicables a la prestación del servicio de intercambio 
de vídeos a través de plataforma.

2. Igualmente se establecen las normas básicas para la prestación del servicio de 
comunicación audiovisual autonómico y local, sin perjuicio de las competencias de las 
Comunidades Autónomas y los Entes Locales en sus respectivos ámbitos.

Artículo 2.  Definiciones.
A efectos de lo dispuesto en esta ley, se entenderá por:
1. Servicio de comunicación audiovisual: Servicio prestado con la finalidad principal 

propia o de una de sus partes disociables de proporcionar, bajo la responsabilidad editorial 
de un prestador del servicio de comunicación audiovisual, a través de redes de 
comunicaciones electrónicas, programas con objeto de informar, entretener o educar al 
público en general, así como emitir comunicaciones comerciales audiovisuales.

2. Responsabilidad editorial: Ejercicio de control efectivo sobre la selección de los 
programas y sobre su organización, ya sea en un horario de programación o en un catálogo 
de programas.

3. Decisión editorial: Decisión que se adopta periódicamente con el fin de ejercer la 
responsabilidad editorial y que está vinculada a la gestión diaria del servicio de comunicación 
audiovisual.

4. Prestador del servicio de comunicación audiovisual: Persona física o jurídica que tiene 
la responsabilidad editorial sobre la selección de los programas y contenidos audiovisuales 
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del servicio de comunicación audiovisual y determina la manera en que se organiza dicho 
contenido.

5. Servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal: Servicio de comunicación 
audiovisual que se presta para el visionado simultáneo de programas y contenidos 
audiovisuales sobre la base de un horario de programación.

6. Servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición o televisivo no lineal: 
Servicio de comunicación audiovisual que se presta para el visionado de programas y 
contenidos audiovisuales en el momento elegido por el espectador y a su propia petición 
sobre la base de un catálogo de programas seleccionado por el prestador del servicio.

7. Servicio de comunicación audiovisual radiofónico: Servicio de comunicación 
audiovisual que se presta para la audición simultánea de programas y contenidos 
radiofónicos o sonoros sobre la base de un horario de programación mediante cualquier 
soporte tecnológico.

8. Servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición: Servicio de comunicación 
audiovisual que se presta para la audición de programas y contenidos radiofónicos o sonoros 
en el momento elegido por el oyente y a su propia petición sobre la base de un catálogo de 
programas seleccionado por el prestador del servicio.

9. Servicio de comunicación audiovisual de ámbito estatal:
a) El servicio de comunicación audiovisual que se presta en todo el territorio nacional de 

conformidad con lo previsto en el título II.
b) El servicio de comunicación audiovisual que se presta voluntaria y deliberadamente 

para el público de más de una Comunidad Autónoma.
c) El servicio público de comunicación audiovisual cuya reserva para la gestión directa 

haya sido acordada por la Administración General del Estado, de conformidad con lo previsto 
en el título III.

10. Servicio de comunicación audiovisual de ámbito autonómico:
a) El servicio de comunicación audiovisual mediante ondas hertzianas terrestres cuya 

licencia ha sido concedida por una Comunidad Autónoma de conformidad con lo previsto en 
el título II y en la normativa autonómica correspondiente.

b) El servicio de comunicación audiovisual que se presta sobre la base de una 
comunicación previa ante la autoridad audiovisual competente de ámbito autonómico de 
conformidad con lo previsto en el título II y en la normativa autonómica correspondiente, 
siempre que se cumplan de forma simultánea las siguientes condiciones:

1.° Cuando el prestador tiene su sede central en una Comunidad Autonómica y las 
decisiones editoriales sobre el servicio de comunicación audiovisual se toman en dicha 
Comunidad Autónoma.

2.° Cuando el servicio de comunicación audiovisual se dirija mayoritariamente a usuarios 
establecidos en dicha Comunidad Autónoma por la naturaleza, temática o idioma de los 
contenidos audiovisuales que se emiten a través de dicho servicio.

c) El servicio público de comunicación audiovisual de ámbito autonómico de conformidad 
con lo dispuesto en el título III.

d) Los supuestos de desbordamientos naturales de la señal en la emisión para el 
territorio en el cual se ha habilitado la prestación del servicio.

11. Servicio de comunicación audiovisual en abierto: servicio cuya recepción se realiza 
sin contraprestación por parte del usuario.

12. Servicio de comunicación audiovisual de acceso condicional: Servicio de 
comunicación audiovisual que ofrece, mediante un sistema de acceso condicional, 
programas y contenidos audiovisuales a cambio de una contraprestación por parte del 
usuario.

13. Servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma: Servicio cuya finalidad 
principal propia o de una de sus partes disociables o cuya funcionalidad esencial consiste en 
proporcionar, al público en general, a través de redes de comunicaciones electrónicas, 
programas, vídeos generados por usuarios o ambas cosas, sobre los que no tiene 
responsabilidad editorial el prestador de la plataforma, con objeto de informar, entretener o 
educar, así como emitir comunicaciones comerciales, y cuya organización determina el 
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prestador, entre otros medios, con algoritmos automáticos, en particular mediante la 
presentación, el etiquetado y la secuenciación.

14. Servicio prestado a través de televisión conectada: Servicio, asociado o no al 
programa audiovisual, ofrecido por el prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo o por el prestador del servicio de agregación de servicios de comunicación 
audiovisual al que se puede acceder a través de procedimientos vinculados o no con el 
servicio de comunicación audiovisual.

15. Servicio de comunicación audiovisual televisivo o radiofónico comunitario sin ánimo 
de lucro: Servicio de carácter no económico prestado por organizaciones o entidades 
privadas sin ánimo de lucro, en los términos previstos en esta ley, a través de cualquier 
modalidad tecnológica y que ofrece contenidos de proximidad destinados a dar respuesta a 
las necesidades sociales, culturales y de comunicación específicas de las comunidades y de 
los grupos sociales a los que da cobertura, basándose en criterios abiertos, claros y 
transparentes de acceso respecto a la emisión, la producción y la gestión, asegurando la 
máxima participación ciudadana y el pluralismo.

16. Prestador del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual: 
Persona física o jurídica que ofrece de manera agregada, a través de redes de 
comunicaciones electrónicas, servicios de comunicación audiovisual de terceros a usuarios.

17. Prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma: Persona 
física o jurídica que presta el servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma.

18. Programa televisivo: Conjunto de imágenes en movimiento, con o sin sonido, que 
constituye un elemento unitario, con independencia de su duración, dentro del horario de 
programación de un servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal o de un catálogo 
de programas elaborado por un prestador del servicio de comunicación audiovisual, incluidos 
los largometrajes, los vídeos cortos, las manifestaciones deportivas, las series, las comedias 
de situación, los documentales, los programas infantiles y las obras de teatro originales, así 
como las retransmisiones en directo de eventos, culturales o de cualquier otro tipo.

19. Programa radiofónico o sonoro: Conjunto de contenidos sonoros, con o sin imagen, 
que forman un elemento unitario dentro del horario de programación de un servicio de 
comunicación audiovisual radiofónico o de un catálogo de un servicio de comunicación 
audiovisual sonoro a petición, así como contenidos o materiales accesorios o auxiliares a la 
programación, relacionados con la emisión de la misma.

20. Vídeo generado por usuarios: Conjunto de imágenes en movimiento, con o sin 
sonido, que constituye un elemento unitario, con independencia de su duración, creado por 
un usuario y puesto a disposición del público a través de una plataforma de intercambio de 
vídeos por dicho usuario o por cualquier otro.

21. Múltiple o múltiplex: Señal compuesta para transmitir en una frecuencia radioeléctrica 
determinada y que, al utilizar la tecnología digital, permite la incorporación de las señales 
correspondientes a varios servicios de comunicación audiovisual y de las señales 
correspondientes a varios servicios de televisión conectada y a servicios de comunicaciones 
electrónicas.

22. Catálogo de programas: Conjunto de programas audiovisuales y/o sonoros puestos a 
disposición del público, el cual elige el programa y el momento de visionado o audición.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. El servicio de comunicación audiovisual está sujeto a lo dispuesto en esta ley siempre 

que el prestador de dicho servicio se encuentre establecido en España.
2. A los efectos del apartado anterior, se considera que un prestador del servicio de 

comunicación audiovisual está establecido en España en los siguientes supuestos:
a) Cuando el prestador tiene su sede central en España y las decisiones editoriales 

sobre el servicio de comunicación audiovisual se toman en España.
b) Cuando el prestador tiene su sede central en España, aunque las decisiones 

editoriales sobre el servicio de comunicación audiovisual se toman en otro Estado miembro 
de la Unión Europea, siempre que una parte significativa del personal que realiza la actividad 
de programación del servicio de comunicación audiovisual trabaje en España.
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c) Cuando el prestador tiene su sede central en otro Estado miembro de la Unión 
Europea, las decisiones editoriales sobre el servicio de comunicación audiovisual se toman 
en España, y una parte significativa del personal que realiza la actividad de programación del 
servicio de comunicación audiovisual trabaja en España.

d) Cuando el prestador tiene su sede central en España y una parte significativa del 
personal que realiza la actividad de programación del servicio de comunicación audiovisual 
trabaja en España y en otro Estado miembro.

e) Cuando el prestador inició por primera vez su actividad en España, siempre y cuando 
mantenga un vínculo estable y efectivo con la economía de España, aunque una parte 
significativa del personal que realiza la actividad de programación del servicio de 
comunicación audiovisual no trabaje ni en España ni en ningún Estado miembro.

f) Cuando el prestador tiene su sede central en España, pero las decisiones sobre el 
servicio de comunicación audiovisual se toman en un Estado que no forma parte de la Unión 
Europea, o viceversa, siempre que una parte significativa del personal que realiza las 
actividades del servicio de comunicación audiovisual trabaje en España.

g) Cuando el prestador al que no se le aplique lo establecido en las letras anteriores se 
encuentre en alguno de los siguientes casos:

1.º Utiliza un enlace ascendente con un satélite situado en España.
2.º Utiliza una capacidad de satélite perteneciente a España, aunque no use un enlace 

ascendente con un satélite situado en España.
3. El prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma está sujeto a 

lo dispuesto en esta ley siempre que se encuentre establecido en España, de conformidad 
con la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico.

4. El prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma que no esté 
establecido en un Estado miembro se considerará establecido en España a efectos de la 
presente ley cuando dicho prestador:

a) Tenga una empresa matriz o una empresa filial establecida en España, o
b) forme parte de un grupo y otra empresa de ese grupo esté establecida en España.
A estos efectos se entenderá por:
1.º) «Sociedad matriz»: Una sociedad que controla una o varias empresas filiales.
2.º) «Empresa filial»: Una empresa controlada por una sociedad matriz, incluidas las 

empresas filiales de una empresa matriz de mayor jerarquía.
3.º) «Grupo»: Una empresa matriz, todas sus empresas filiales y todas las demás 

empresas que tengan vínculos organizativos, económicos y jurídicos con ellas.
5. A efectos de la aplicación del apartado anterior, cuando la empresa matriz, la empresa 

filial o las demás empresas del grupo estén establecidas en distintos Estados miembros, se 
considerará que el prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
está establecido en España si está establecida en España su empresa matriz o, en su 
defecto, si lo está su empresa filial o, en su defecto, si lo está la otra empresa del grupo.

6. A efectos de la aplicación del apartado 5, cuando existan varias empresas filiales y 
cada una de ellas esté establecida en un Estado miembro diferente, se considerará que el 
prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma está establecido en 
España si la filial establecida en España inició su actividad en primer lugar, siempre que 
mantenga una relación estable y efectiva con la economía de España.

Cuando existan varias empresas que formen parte del grupo y cada una de ellas esté 
establecida en un Estado miembro diferente, se considerará que el prestador del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma está establecido en España si una de dichas 
empresas inició su actividad en España en primer lugar, siempre que mantenga una relación 
estable y efectiva con la economía de España.

7. El prestador del servicio de comunicación audiovisual que estando establecido en otro 
Estado miembro dirija sus servicios al mercado español estará obligado a cumplir con lo 
establecido en la sección 3.ª del capítulo III del título VI.

8. Están excluidas con carácter general del ámbito de aplicación de esta ley, y solo les 
serán de aplicación las disposiciones que expresamente se refieran a ellos:
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a) Las redes y servicios de comunicaciones electrónicas utilizados para el transporte y 
difusión de la señal del servicio de comunicación audiovisual, sus recursos asociados y los 
equipos técnicos necesarios para la recepción de la comunicación audiovisual, cuyo régimen 
será el propio de las telecomunicaciones.

b) Las personas físicas o jurídicas que únicamente difundan o transporten la señal de 
programas audiovisuales cuya responsabilidad editorial corresponde a terceros.

c) Los sitios webs privados y las comunicaciones audiovisuales que no constituyan 
medios de comunicación de masas en los términos definidos en la Directiva 2010/13/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de 
determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual (Directiva de 
servicios de comunicación audiovisual), que no estén destinadas a una parte significativa del 
público y no tengan un claro impacto sobre él y, en general, cualesquiera actividades que no 
compitan por la misma audiencia que los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual o los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma.

TÍTULO I
Principios generales de la comunicación audiovisual

Artículo 4.  Dignidad humana.
1. La comunicación audiovisual será respetuosa con la dignidad humana y los valores 

constitucionales.
2. La comunicación audiovisual no incitará a la violencia, al odio o a la discriminación 

contra un grupo o miembros de un grupo por razón de edad, sexo, discapacidad, orientación 
sexual, identidad de género, expresión de género, raza, color, origen étnico o social, 
características sexuales o genéticas, lengua, religión o creencias, opiniones políticas o de 
cualquier otro tipo, nacionalidad, patrimonio o nacimiento.

3. La comunicación audiovisual respetará el honor, la intimidad y la propia imagen de las 
personas y garantizará los derechos de rectificación y réplica, en los términos previstos en la 
Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen, la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora 
del derecho de rectificación y Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales y garantía de los derechos digitales.

4. La comunicación audiovisual no contendrá una provocación pública a la comisión de 
ningún delito y, especialmente, no provocará públicamente la comisión de un delito de 
terrorismo, de pornografía infantil o de incitación al odio, hostilidad, discriminación o violencia 
contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por motivos 
racistas, xenófobos, por su sexo o por razones de género o discapacidad en los términos y 
sin perjuicio de lo previsto en el Código Penal.

Artículo 5.  Pluralismo.
1. Se promoverá la pluralidad de la comunicación audiovisual a través del fomento de la 

existencia de un conjunto de medios, tanto públicos como de titularidad privada y 
comunitarios, que reflejen el pluralismo ideológico y político y la diversidad cultural y 
lingüística de la sociedad.

2. Se promoverá la diversidad de fuentes y de contenidos en la prestación de servicios 
de comunicación audiovisual y la existencia de servicios de comunicación audiovisual de 
diferentes ámbitos, acordes con la organización del territorio nacional, así como que la 
programación incluya distintos géneros y atienda a los diversos intereses de la sociedad, 
especialmente cuando se realice a través de prestadores del servicio público de 
comunicación audiovisual.

3. Se promoverá la autorregulación para adoptar códigos de conducta en materia de 
pluralismo interno de los prestadores del servicio de comunicación audiovisual.
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Artículo 6.  Igualdad de género e imagen de las mujeres.
1. La comunicación audiovisual transmitirá una imagen igualitaria y no discriminatoria de 

mujeres y hombres y no favorecerá, directa o indirectamente, situaciones de discriminación 
por razón de sexo, desigualdad de las mujeres o que inciten a la violencia sexual o de 
género.

2. Se promoverá la autorregulación que contribuya al cumplimiento de la legislación en 
materia de igualdad entre mujeres y hombres y que garantice un acceso y una 
representación igualitaria de las mujeres en el sector audiovisual, así como en puestos de 
responsabilidad directiva y profesional.

3. Se promoverá la autorregulación para garantizar comunicaciones comerciales 
audiovisuales no sexistas, tanto en el lenguaje como en el contenido e imágenes, y libres de 
estereotipos de género.

4. La autoridad audiovisual competente elaborará un informe anual sobre la 
representación de las mujeres en los programas y contenidos audiovisuales emitidos por 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual de ámbito estatal, con especial 
atención a su representación en noticiarios, programas de contenido informativo de 
actualidad y en comunicaciones comerciales audiovisuales.

Artículo 7.  Personas con discapacidad.
1. La comunicación audiovisual favorecerá una imagen ajustada, respetuosa, apreciativa, 

inclusiva y libre de estereotipos de las personas con discapacidad.
2. Se promoverá la autorregulación para garantizar que la presencia de personas con 

discapacidad sea proporcional al peso y a la participación de dichas personas en el conjunto 
de la sociedad.

3. Se garantizará la accesibilidad universal del servicio de comunicación audiovisual en 
los términos previstos en los títulos IV y VI.

Artículo 8.  Lengua oficial del Estado y lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas.
La comunicación audiovisual promoverá el conocimiento y la difusión de la lengua oficial 

del Estado y las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas y de sus expresiones 
culturales, contribuyendo al reflejo de la diversidad cultural y lingüística.

Artículo 9.  Veracidad de la información.
1. Los noticiarios y los programas de contenido informativo de actualidad se elaborarán 

de acuerdo con el derecho de los ciudadanos a recibir información veraz y el deber de 
diligencia profesional en la comprobación de los hechos. Serán respetuosos con los 
principios de veracidad, calidad de la información, objetividad e imparcialidad, diferenciando 
de forma clara y comprensible entre información y opinión, respetando el pluralismo político, 
social y cultural y fomentando la libre formación de opinión del público.

2. Se promoverá la autorregulación para garantizar la observancia de los principios del 
apartado anterior en las diferentes formas de comunicación audiovisual.

3. Se garantiza el derecho de los ciudadanos a ser informados de los acontecimientos de 
interés general, en los términos previstos en el título VII.

Artículo 10.  Alfabetización mediática.
1. La autoridad audiovisual competente, los prestadores del servicio de comunicación 

audiovisual, los prestadores del servicio de comunicación audiovisual comunitario sin ánimo 
de lucro y los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma, en 
cooperación con todas las partes interesadas, incluidas las organizaciones, asociaciones, 
colegios y sindicatos profesionales del ámbito de la comunicación y el periodismo, adoptarán 
medidas para la adquisición y el desarrollo de las capacidades de alfabetización mediática 
en todos los sectores de la sociedad, para los ciudadanos de todas las edades y para todos 
los medios, y evaluarán periódicamente los avances realizados.

2. Las medidas previstas en el apartado anterior tendrán el objetivo de desarrollar 
competencias, conocimientos, destrezas y actitudes de comprensión y valoración crítica que 
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permitan a los ciudadanos de todas las edades utilizar con eficacia y seguridad los medios, 
acceder y analizar críticamente la información, discernir entre hechos y opiniones, reconocer 
las noticias falsas y los procesos de desinformación y crear contenidos audiovisuales de un 
modo responsable y seguro.

3. Las medidas previstas en el apartado 1 seguirán los principios recogidos en el artículo 
83 y los objetivos del artículo 97 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, así como las 
previsiones contenidas en Carta de Derechos Digitales, no pudiendo limitarse a promover el 
aprendizaje de herramientas y tecnologías.

4. La autoridad audiovisual competente, los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual y los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma, 
en cooperación con todas las partes interesadas, en especial, con las autoridades con 
competencias en materia de educación, y en su caso, con las asociaciones de padres y 
madres, de educadores y las vinculadas a la realización de actividades de alfabetización 
mediática, adoptarán medidas para promover que los padres, madres, tutores o 
representantes legales procuren que los menores hagan un uso beneficioso, seguro, 
equilibrado y responsable de los dispositivos digitales, de los servicios de comunicación 
audiovisual y de los servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma, a fin de 
garantizar el adecuado desarrollo de su personalidad y preservar su dignidad y sus derechos 
fundamentales, de acuerdo con el artículo 84 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

5. La autoridad audiovisual competente de ámbito estatal elaborará un informe cada tres 
años sobre las medidas impulsadas y su eficacia.

Artículo 11.  Conciliación de la vida personal y familiar.
1. La autoridad audiovisual competente incentivará la racionalización de los horarios en 

el servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto.
2. La autoridad audiovisual competente incentivará buenas prácticas en materia de 

conciliación y programación de contenidos audiovisuales en el servicio de comunicación 
audiovisual televisivo lineal en abierto.

Artículo 12.  Autorregulación.
La autoridad audiovisual competente promoverá la autorregulación para que los 

prestadores del servicio de comunicación audiovisual, los prestadores del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma o las organizaciones que los representen, en 
cooperación, en caso necesario, con otros interesados como la industria, el comercio o las 
asociaciones u organizaciones profesionales o de usuarios o consumidores, adopten de 
forma voluntaria directrices entre sí y para sí y sean responsables del desarrollo de estas 
directrices, así como del seguimiento y aplicación de su cumplimiento.

Artículo 13.  Propiedad intelectual.
La comunicación audiovisual será respetuosa con los derechos reconocidos en favor de 

terceros de acuerdo con la legislación vigente en materia de protección de la propiedad 
intelectual.

Artículo 14.  Corregulación.
1. La autoridad audiovisual competente promoverá la corregulación mediante convenios 

suscritos entre la autoridad audiovisual competente, los organismos de autorregulación y, 
siempre que les afecte directamente, los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual, los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma o 
las organizaciones que los representen.

2. En los convenios previstos en el apartado anterior se repartirá la función regulatoria 
entre las partes interesadas, estableciéndose los roles de los organismos de autorregulación 
y los efectos de sus decisiones.

3. La función de la autoridad audiovisual competente en los convenios previstos en el 
apartado 1 podrá incluir, entre otros, el reconocimiento del sistema de corregulación, el 
control de sus procesos y la financiación del sistema, además de preservar la posibilidad de 
intervenir en el caso de que no se realicen sus objetivos.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 28  Ley General de Comunicación Audiovisual [parcial]

– 456 –



Artículo 15.  Códigos de conducta de autorregulación y corregulación.
1. La autoridad audiovisual competente promoverá el uso de la autorregulación y la 

corregulación previstas en los dos artículos anteriores mediante la adopción voluntaria de 
códigos de conducta elaborados por los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual, los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma o 
las organizaciones que los representen, en cooperación, en caso necesario, con otros 
interesados como la industria, el comercio o las asociaciones u organizaciones profesionales 
o de usuarios.

2. Los códigos de conducta previstos en el apartado anterior deberán reunir las 
siguientes características:

a) Ser aceptados por los principales interesados.
b) Exponer clara e inequívocamente sus objetivos.
c) Prever un seguimiento y evaluación periódicos, transparentes e independientes de la 

consecución de los objetivos perseguidos.
d) Prever los medios para una aplicación efectiva, incluidas unas sanciones efectivas y 

proporcionadas.
e) Prever mecanismos de reclamaciones de usuarios.
f) Prever sistemas de resolución extrajudicial de conflictos ante entidades acreditadas 

como entidades de resolución alternativa de litigios, de conformidad con lo previsto en la Ley 
7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

g) Establecer mecanismos de consulta previa para asegurar el cumplimiento normativo y 
evitar incurrir en posibles infracciones y riesgos reputacionales.

h) Establecer órganos independientes de control para asegurar el cumplimiento eficaz de 
los compromisos asumidos.

i) Respetar la normativa sobre defensa de la competencia.
3. La aprobación, suscripción o adhesión a un código de conducta por parte de un 

prestador del servicio de comunicación audiovisual o un prestador del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma se comunicará tanto a la autoridad audiovisual 
competente como al organismo de representación y consulta de los consumidores que 
correspondan en función del ámbito territorial de que se trate. Para los prestadores de 
ámbito estatal, dicho órgano es el Consejo de Consumidores y Usuarios. La autoridad 
audiovisual competente verificará su conformidad con la normativa vigente y, de no haber 
contradicciones, dispondrá su publicación.

4. En todo caso, se promoverán, tanto a nivel estatal como autonómico, códigos de 
conducta en los siguientes ámbitos:

a) Protección de los usuarios.
b) Protección de la salud pública en el ámbito audiovisual.
c) Protección de los menores en los servicios de comunicación audiovisual y en los 

servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma.
d) Reducción efectiva de la exposición de los menores a las comunicaciones comerciales 

audiovisuales relativas a alimentos y bebidas con alto contenido en sal, azúcares, grasa, 
grasas saturadas o ácidos grasos trans, o que no se ajustan por otros conceptos a las 
directrices nutricionales nacionales o internacionales.

e) Reducción efectiva de la exposición de los menores a las comunicaciones comerciales 
audiovisuales relativas a bebidas alcohólicas.

f) Protección de los menores de la exposición a las comunicaciones comerciales 
audiovisuales relativas a la promoción de los juegos de azar.

g) Protección de los usuarios respecto de contenidos que atenten contra la dignidad de 
la mujer, o fomenten valores sexistas, discriminatorios o estereotipados.

h) Fomento de una imagen ajustada, respetuosa, apreciativa, inclusiva y libre de 
estereotipos de las personas de minorías raciales o étnicas en los contenidos audiovisuales 
y que tenga en consideración una presencia proporcional al peso y a la participación de 
dichas personas en el conjunto de la sociedad.
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i) Protección de los usuarios respecto de contenidos que fomenten una imagen no 
ajustada o estereotipada de las personas con discapacidad.

j) Protección de los usuarios respecto de la desinformación.
k) Protección de los usuarios respecto de los contenidos con violencia gratuita y 

pornografía.
l) Protección y fomento de diversidad lingüística y cultural.
m) Fomento de la alfabetización mediática, informacional y audiovisual favorecedora del 

derecho de acceso a los servicios públicos de comunicación audiovisual.
n) Protección de los derechos de propiedad intelectual en el ámbito audiovisual.
ñ) Colaboración de los titulares de derechos de autor y derechos conexos, los 

prestadores del servicio de comunicación audiovisual, los prestadores del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma, los servicios de pagos electrónicos o de 
publicidad, y otros interesados, para la eliminación de los contenidos y actividades 
vulneradoras de los derechos de propiedad intelectual.

o) Fomento de contenidos audiovisuales que promuevan el respeto a la naturaleza, las 
acciones que tengan como objetivo la preservación del medio ambiente y alerten de las 
consecuencias provocadas por el cambio climático.

p) Fomento de contenidos audiovisuales que promuevan el bienestar de los animales.
5. La Administración General del Estado fomentará cuando proceda, de acuerdo con el 

principio de subsidiariedad y proporcionalidad y sin perjuicio de los códigos de conducta 
nacionales, la elaboración de códigos de conducta de ámbito europeo o internacional.

TÍTULO II
La prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo

CAPÍTULO I
Régimen jurídico y títulos habilitantes para la prestación del servicio de 

comunicación audiovisual televisivo

Artículo 16.  Régimen jurídico del servicio de comunicación audiovisual televisivo.
1. El servicio de comunicación audiovisual televisivo es un servicio de interés general 

que se presta en ejercicio de la responsabilidad editorial de conformidad con los principios 
del título I y al amparo de los derechos constitucionales a la libertad de expresión, a 
comunicar y recibir información, a participar en la vida política, económica, cultural y social y 
a la libertad de empresa.

2. La responsabilidad editorial de los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo no prejuzgará su responsabilidad legal por los contenidos o los 
servicios prestados o las opiniones difundidas por terceros en su servicio.

Artículo 17.  Títulos habilitantes para la prestación del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo.

1. La prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo requiere, salvo lo 
dispuesto en el apartado siguiente, comunicación fehaciente ante la autoridad audiovisual 
competente y previa al inicio de la actividad, de acuerdo con lo previsto en el capítulo II.

2. La prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo mediante ondas 
hertzianas terrestres requerirá licencia previa otorgada mediante concurso por la autoridad 
audiovisual competente, de acuerdo con lo previsto en el capítulo III.
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CAPÍTULO II
Servicios de comunicación audiovisual televisivos en régimen de 

comunicación previa

Artículo 18.  Comunicación previa.
1. La prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo que no sea mediante 

ondas hertzianas terrestres requerirá la comunicación fehaciente y previa al inicio de la 
actividad a la autoridad audiovisual competente, de acuerdo con el procedimiento 
establecido reglamentariamente o en la normativa autonómica correspondiente.

2. La comunicación fehaciente y previa permitirá al prestador del servicio de 
comunicación audiovisual televisivo iniciar la actividad audiovisual desde el momento de su 
presentación, de conformidad con el artículo 69.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, sin perjuicio de las 
facultades de comprobación, control e inspección atribuidas al órgano competente para su 
recepción y gestión.

Artículo 19.  Comunicación previa sin efectos.
1. La comunicación previa no producirá ningún efecto en los siguientes casos:
a) Cuando sea realizada por personas físicas o jurídicas que, estando habilitadas para 

prestar el servicio de comunicación audiovisual televisivo en cualquier Estado miembro de la 
Unión Europea, hayan sido sancionadas por resolución administrativa o judicial en los dos 
años anteriores con la privación de sus efectos o con su revocación.

b) Cuando sea realizada por personas físicas o jurídicas que, estando habilitadas para 
prestar el servicio de comunicación audiovisual televisivo en cualquier Estado miembro de la 
Unión Europea, hayan sido sancionadas por resolución administrativa o judicial por 
vulneración de la normativa en materia de menores.

c) Cuando sea realizada por personas físicas o jurídicas que, estando habilitadas para 
prestar el servicio de comunicación audiovisual televisivo en cualquier Estado miembro de la 
Unión Europea, hayan visto prohibidas sus actividades durante los dos últimos años por 
atentar contra derechos reconocidos en el Convenio Europeo de Derechos Humanos o lo 
dispuesto en la normativa europea en materia de protección de menores.

2. Por resolución de la autoridad audiovisual competente, en el plazo de tres meses 
desde que se realizó la comunicación previa, se podrá declarar la concurrencia de cualquiera 
de las circunstancias previstas en el apartado anterior y, en su caso, la imposibilidad de 
instar un procedimiento similar con el mismo objeto y la duración de dicha imposibilidad, de 
conformidad con el procedimiento establecido reglamentariamente.

3. En aquellos casos en los que la prohibición para prestar el servicio dentro de un 
Estado miembro de la Unión Europea a una persona física o jurídica esté motivada por 
razones de extrema gravedad, como la incitación a la comisión de un delito o de un acto 
terrorista, la autoridad audiovisual competente podrá dictar las medidas provisionales 
necesarias para salvaguardar el interés general conforme a lo dispuesto en el artículo 56 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de forma previa a la resolución prevista en el apartado 2.

Artículo 20.  Pérdida de validez de la condición de prestador adquirida a través de la 
comunicación previa.

1. El prestador del servicio de comunicación audiovisual televisivo dejará de tener dicha 
condición de forma general en los supuestos enunciados en el apartado 4 del artículo 69 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre y, en particular, en los siguientes casos:

a) Por el cese en la actividad del prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo.

b) Por extinción de la personalidad jurídica del prestador del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo, salvo en los supuestos de fusión, concentración, escisión, aportación 
o transmisión de empresas o ramas de actividad de las mismas, en los que así se establezca 
en el contrato, siempre que reúna las condiciones de capacidad.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 28  Ley General de Comunicación Audiovisual [parcial]

– 459 –



c) Por muerte o incapacidad sobrevenida del prestador del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo.

d) Por sanción administrativa firme, de acuerdo con lo establecido en el título X que 
determine la pérdida de la condición de prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo.

2. La pérdida de la condición de prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo será acordada por resolución de la autoridad audiovisual competente, de 
conformidad con el procedimiento establecido reglamentariamente o en la normativa de las 
respectivas Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO III
Servicios de comunicación audiovisual televisivos en régimen de licencia

Sección 1.ª Régimen jurídico de la licencia

Artículo 21.  Régimen jurídico de la licencia para prestar el servicio de comunicación 
audiovisual televisivo mediante ondas hertzianas terrestres.

1. La prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo mediante ondas 
hertzianas terrestres exige ser titular de una licencia otorgada mediante concurso por la 
autoridad audiovisual competente. En el caso de prestación del servicio público, se estará a 
lo dispuesto en el título III.

2. El otorgamiento de la licencia audiovisual o del título habilitante equivalente llevará 
aparejada una concesión de uso privativo del dominio público radioeléctrico reservado para 
la prestación del servicio de conformidad con la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de 
Telecomunicaciones.

Artículo 22.  Competencia para el otorgamiento de licencias de ámbito estatal.
El otorgamiento de licencias para la prestación del servicio de comunicación audiovisual 

televisivo mediante ondas hertzianas terrestres de ámbito estatal corresponde al Consejo de 
Ministros.

Artículo 23.  Competencia para el otorgamiento de licencias de ámbito autonómico y local.
Corresponde a las Comunidades Autónomas determinar la autoridad audiovisual 

competente para otorgar licencias para la prestación de servicios de comunicación 
audiovisual televisivos mediante ondas hertzianas terrestres de ámbito autonómico y local.

Artículo 24.  Requisitos para ser titular de una licencia.
1. Podrán ser titulares de licencias para prestar el servicio de comunicación audiovisual 

televisivo mediante ondas hertzianas terrestres las personas físicas o jurídicas que reúnan 
alguna de las siguientes condiciones:

a) Tener la nacionalidad de un Estado miembro de la Unión Europea o la de cualquier 
Estado que, de acuerdo con su normativa interna, reconozca este derecho a las personas 
físicas y jurídicas españolas.

b) Tener establecido su domicilio social en un Estado miembro de la Unión Europea o en 
cualquier Estado que, de acuerdo con su normativa interna, reconozca este derecho a las 
personas jurídicas españolas.

c) Tener un representante domiciliado en España a efectos de notificaciones.
2. En caso de personas jurídicas, la participación en su capital social de personas físicas 

o jurídicas nacionales de países no miembros de la Unión Europea deberá cumplir las 
siguientes dos condiciones:

a) En los países de origen de los interesados esté permitida la participación de personas 
físicas o jurídicas españolas en el capital social de empresas audiovisuales, en los mismos 
términos pretendidos, en aplicación del principio de reciprocidad.
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b) La participación individual no podrá superar directa o indirectamente el veinticinco por 
ciento del capital social ni el cincuenta por ciento si se trata de varias personas físicas o 
jurídicas.

Artículo 25.  Limitaciones en el otorgamiento de licencias por razones de orden público 
audiovisual.

No podrán ser titulares de una licencia las personas físicas o jurídicas que se encuentren 
en alguna de las siguientes circunstancias:

a) Aquellas personas que, habiendo sido titulares de una licencia para cualquier ámbito, 
hayan sido sancionadas con su revocación firme en los dos últimos años anteriores a la 
solicitud mediante resolución administrativa firme.

b) Las personas jurídicas en cuyo capital social tengan una participación significativa, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 38 o, en su caso, de control, directo o indirecto, 
personas que se encuentren en la circunstancia contemplada en la letra a).

c) Aquellas personas que, habiendo prestado el servicio de comunicación audiovisual 
televisivo en otro Estado miembro de la Unión Europea, hayan visto prohibidas sus 
actividades durante los dos últimos años por atentar contra derechos reconocidos en el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos o lo dispuesto en materia de protección de 
menores.

d) Aquellas personas incursas en alguna de las prohibiciones para contratar previstas en 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen 
al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Artículo 26.  Concursos para la concesión de licencias.
1. Las licencias disponibles de la misma naturaleza e idéntico ámbito deberán ser 

otorgadas mediante concurso de forma simultánea, en el marco de la planificación de 
espectro radioeléctrico realizada por el Estado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
siguiente.

2. El procedimiento del concurso para el otorgamiento de licencias deberá:
a) Regirse por los principios de publicidad, transparencia y competencia.
b) Prever la instrucción del procedimiento por un órgano distinto del que resuelve.
c) Resolverse mediante resolución motivada, en el plazo máximo de doce meses desde 

su convocatoria.
3. Las bases de la convocatoria del concurso serán aprobadas por Acuerdo del Consejo 

de Ministros a propuesta del departamento ministerial competente en el caso de las licencias 
de ámbito estatal, y por la autoridad audiovisual competente en el caso de las licencias de 
ámbito autonómico y local. En las bases de la convocatoria se incluirán, en todo caso, la 
solvencia y los medios con que cuenten los concurrentes para la explotación de la licencia 
como criterios que habrán de ser tenidos en cuenta en la adjudicación.

4. Transcurridos seis meses desde que se haya planificado una reserva de dominio 
público radioeléctrico sin que la autoridad audiovisual competente haya solicitado su 
afectación al servicio público de comunicación audiovisual, o convocado el correspondiente 
concurso, cualquier interesado puede instar la convocatoria del concurso.

5. Transcurridos dieciocho meses desde que se haya planificado una reserva de dominio 
público radioeléctrico sin que la autoridad audiovisual competente haya solicitado su 
afectación al servicio público de comunicación audiovisual, o convocado el correspondiente 
concurso, y sin que ningún interesado haya instado dicha convocatoria, la autoridad estatal 
competente en materia de planificación y gestión del espectro radioeléctrico, conforme a lo 
dispuesto en la normativa general de telecomunicaciones y a través de la modificación del 
Plan Técnico Nacional correspondiente, podrá dar un uso más eficaz o eficiente a ese 
dominio público radioeléctrico, previa audiencia, en su caso, de la Comunidad Autónoma 
afectada.
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Artículo 27.  Convocatoria de concursos en caso de extinción de una licencia.
1. En caso de extinción de una licencia, la autoridad audiovisual competente deberá 

convocar, en un plazo máximo de seis meses, el correspondiente concurso para la 
adjudicación de otra licencia.

2. Transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior sin que se hubiera convocado el 
correspondiente concurso, cualquier interesado puede instar la convocatoria del concurso.

Artículo 28.  Contenido mínimo de la licencia.
1. El pliego de bases de la convocatoria del concurso establecerá las condiciones de la 

prestación del servicio de comunicación audiovisual.
2. En todo caso, el contenido mínimo de la licencia incluirá:
a) El ámbito territorial de la emisión.
b) El número de servicios de comunicación audiovisual.
c) Tipo de emisión.
d) Emisión en abierto o mediante acceso condicional.
3. El pliego de bases de la convocatoria del concurso especificará expresamente las 

condiciones esenciales de la licencia.
4. Las mejoras tecnológicas que permitan un mayor aprovechamiento del dominio 

público para la comunicación audiovisual no habilitarán para rebasar las condiciones 
establecidas en la licencia y, en particular, para disfrutar de un mayor número de servicios de 
comunicación audiovisual televisivos en abierto o de acceso condicional cuya emisión se 
hubiera habilitado.

Artículo 29.  Duración y renovación de la licencia.
1. La licencia se otorgará para la explotación por el licenciatario y por un plazo de quince 

años.
2. Las sucesivas renovaciones de las licencias serán automáticas, y por el mismo plazo 

estipulado inicialmente para su disfrute, siempre que:
a) Se satisfagan las mismas condiciones exigidas que para ser titular de ella y se hayan 

cumplido las establecidas para la prestación del servicio.
b) No existan obstáculos técnicos sobrevenidos e insalvables en relación con el espectro 

de las licencias afectadas.
c) El titular de la licencia se encuentre al corriente en el pago de las tasas por la reserva 

del dominio público radioeléctrico, y de las previstas en esta ley.
3. Excepcionalmente, la renovación automática de la licencia prevista en el apartado 

anterior no tendrá lugar y deberá procederse a su adjudicación mediante el correspondiente 
concurso conforme a lo establecido en el artículo 26 en el caso de que concurran 
conjuntamente los siguientes requisitos:

a) Que el espectro radioeléctrico esté agotado.
b) Que exista un tercero o terceros que pretendan la concesión de la licencia.
c) Que lo hayan solicitado con un plazo de antelación de al menos veinticuatro meses 

respecto de la fecha de vencimiento.
d) Que el solicitante o los solicitantes cumplan los mismos requisitos que fueron tenidos 

en cuenta para la obtención de la licencia por parte del adjudicatario o adjudicatarios.

Artículo 30.  Modificación de las condiciones de la licencia.
La autoridad audiovisual competente podrá modificar las condiciones de la licencia antes 

de que finalice su plazo de vigencia para adecuar las obligaciones del titular a:
a) Las nuevas condiciones técnicas en la gestión del espacio radioeléctrico.
b) La evolución de la tecnología que permita una prestación de la actividad más 

adecuada, especialmente de las condiciones que establece la licencia.
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Artículo 31.  Extinción de la licencia.
La licencia se extinguirá por las siguientes causas:
a) Transcurso del plazo para el que fue otorgada sin que se produzca su renovación.
b) Extinción de la personalidad jurídica de su titular salvo en los supuestos de fusión, 

concentración, escisión, aportación o transmisión de empresas o ramas de actividad de las 
mismas, en los que así se establezca en el contrato, siempre que reúna las condiciones de 
capacidad y no se incurra en ninguna de las prohibiciones para contratar previstas en la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre.

c) Muerte o incapacidad sobrevenida del titular.
d) Revocación por no haber sido utilizada en el plazo de doce meses desde que hubiera 

obligación legal de comenzar las emisiones o por haberlo hecho con fines o modalidades 
distintas para los que fue otorgada.

e) Revocación por haber sido sancionado de acuerdo con lo previsto en el artículo 
160.1.c), subapartado 1.º.

f) Revocación por incumplimiento de las condiciones esenciales de la licencia, a que se 
refiere el artículo 28.3.

g) Renuncia de su titular.

Sección 2.ª Negocios jurídicos sobre la licencia

Artículo 32.  Negocios jurídicos sobre la licencia.
1. La celebración de negocios jurídicos cuyo objeto sea una licencia de comunicación 

audiovisual requerirá autorización previa de la autoridad audiovisual competente y estarán 
sujetos, en todo caso, al pago de una tasa que será determinada por el Gobierno, para las 
licencias de ámbito estatal, o por las Comunidades Autónomas, para el resto de los 
supuestos. Esta autorización solo podrá ser denegada cuando el solicitante no acredite el 
cumplimiento de todas las condiciones legalmente establecidas para su obtención o no se 
subrogue en las obligaciones del anterior titular.

2. La transmisión y arrendamiento estarán sujetos, además, a las siguientes condiciones:
a) Para la celebración de ambos negocios jurídicos deberán haber transcurrido al menos 

dos años desde la adjudicación inicial de la licencia.
b) Cuando se lleven a cabo con personas físicas o jurídicas nacionales de países que no 

sean miembros del Espacio Económico Europeo estarán sometidos al principio de 
reciprocidad y devengarán el pago de la tasa establecida legalmente. En atención a lo 
dispuesto en los Tratados y Convenios Internacionales de los que España sea parte, y previo 
informe de la autoridad audiovisual competente, el Consejo de Ministros o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma podrán autorizar excepcionalmente y por razones 
de interés general una operación cuando dicho principio no sea satisfecho.

c) Cuando la licencia comporte la adjudicación de dos o más servicios, no se podrá 
arrendar más del 50 por 100 de la capacidad de la licencia.

3. Solo se autorizará el arrendamiento si el arrendatario acredita previamente el 
cumplimiento de todas las condiciones legalmente establecidas para la obtención de la 
licencia. El arrendatario de una licencia para la prestación del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo lineal mediante ondas hertzianas terrestres tendrá la consideración de 
prestador de dicho servicio.

4. Está prohibido el subarriendo.
5. Deberá garantizarse el cumplimiento de la oferta mediante la cual se obtuvo la 

adjudicación de la licencia.

Artículo 33.  Cesión de la señal del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal 
para su difusión mediante cualquier soporte tecnológico.

1. El licenciatario del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal mediante 
ondas hertzianas terrestres podrá ceder libremente a terceros, debidamente inscritos 
conforme a lo dispuesto en el artículo 37, la señal de sus servicios para su difusión mediante 
cualquier soporte tecnológico.
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2. El prestador del servicio público de comunicación audiovisual televisivo cederá, sin 
contraprestación económica, a terceros, debidamente inscritos conforme a lo dispuesto en el 
artículo 37, la señal de sus servicios de comunicación audiovisual televisivos lineales 
mediante ondas hertzianas terrestres para su difusión mediante cualquier soporte 
tecnológico, garantizando, en todo caso, su derecho a acceder a los datos de consumo de 
sus contenidos audiovisuales.

La inclusión en un catálogo de programas de los contenidos audiovisuales que formen 
parte de la señal cedida, no se entenderá comprendida dentro de la cesión prevista en el 
párrafo anterior y requerirá un acuerdo previo entre las partes que garantice, en todo caso, el 
derecho del prestador del servicio público de comunicación audiovisual a acceder a los datos 
de consumo de sus contenidos audiovisuales en dicho servicio a petición.

Artículo 34.  Colaboración con la autoridad audiovisual competente.
1. La autoridad audiovisual competente podrá requerir en todo momento a los titulares de 

licencias para que aporten los contratos relacionados con la prestación del servicio de 
comunicación audiovisual siempre que pueda afectar al cumplimiento del título habilitante.

2. La falta de contestación al requerimiento previsto en el apartado anterior será 
considerada falta grave, de conformidad con lo previsto en el artículo 158.30.

Sección 3.ª Pluralismo en los mercados de comunicación audiovisual 
televisivos lineales mediante ondas hertzianas terrestres

Artículo 35.  Pluralismo en el mercado de comunicación audiovisual televisivo lineal 
mediante ondas hertzianas terrestres.

1. Las personas físicas y jurídicas pueden ser titulares simultáneamente de 
participaciones sociales o derechos de voto en diferentes prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual televisivo.

2. No obstante, ninguna persona física o jurídica podrá adquirir una participación 
significativa en más de un prestador del servicio de comunicación audiovisual televisivo de 
ámbito estatal, cuando la audiencia media del conjunto de los servicios de ese prestador 
supere el veintisiete por ciento de la audiencia total durante los doce meses consecutivos 
anteriores a la adquisición.

3. La superación del veintisiete por ciento de la audiencia total con posterioridad a la 
adquisición de una nueva participación significativa no tendrá ningún efecto sobre el titular 
de la misma.

4. Las participaciones sociales o los derechos de voto de personas físicas o jurídicas 
nacionales de países que no sean miembros del Espacio Económico Europeo estarán 
sujetas al cumplimiento del principio de reciprocidad. De producirse un incremento en las 
participaciones que, a la entrada en vigor de esta ley, ostenten las personas físicas y 
jurídicas nacionales de países que no sean miembros del Espacio Económico Europeo, el 
porcentaje total que ostenten en el capital social del prestador del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo deberá ser, en todo momento, inferior al cincuenta por ciento del 
mismo.

5. Ninguna persona física o jurídica podrá adquirir una participación significativa o 
derechos de voto en más de un prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo:

a) Cuando los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo de ámbito 
estatal acumulen derechos de uso sobre el dominio público radioeléctrico superiores, en su 
conjunto, a la capacidad técnica correspondiente a dos canales múltiplex.

b) Cuando los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo de ámbito 
autonómico acumulen derechos de uso sobre el dominio público radioeléctrico superiores, en 
su conjunto, a la capacidad técnica correspondiente a un canal múltiplex.

6. Ninguna persona física o jurídica titular o partícipe en el capital social de un prestador 
del servicio de comunicación audiovisual televisivo de ámbito estatal podrá adquirir una 
participación significativa o derechos de voto en el capital de otro prestador del mismo 
servicio, cuando ello suponga impedir la existencia de, al menos, tres prestadores privados 

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 28  Ley General de Comunicación Audiovisual [parcial]

– 464 –



distintos del servicio de comunicación audiovisual televisivo en el ámbito estatal, 
asegurándose el respeto al pluralismo informativo.

Artículo 36.  Emisión en cadena en servicios de comunicación audiovisual televisivos 
lineales mediante ondas hertzianas terrestres de ámbito local.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de ámbito 
local podrán dar cobertura a uno o a varios municipios y, en su caso, a un ámbito insular 
completo, de conformidad con el Plan Técnico Nacional correspondiente.

2. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de ámbito 
local podrán realizar emisiones en cadena con otras entidades autorizadas siempre y cuando 
el total del tiempo de emisión en cadena no supere el veinticinco por ciento semanal del 
tiempo de programación y dicho porcentaje no se concentre entre las 21:00 a 24:00 horas.

3. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, no se considerará emisión en 
cadena la emisión de programas que hayan sido coproducidos o producidos de forma 
sindicada por los prestadores del servicio de comunicación televisivo de ámbito local, 
siempre que el porcentaje de sindicación mínima sea del doce por ciento del total del 
proyecto.

4. El derecho de emisión en cadena previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de 
la competencia de las Comunidades Autónomas con relación a los prestadores que hayan 
obtenido licencias en sus respectivos ámbitos territoriales.

CAPÍTULO IV
Registro de prestadores y publicidad del régimen de propiedad de los servicios 
de comunicación audiovisual y los servicios de intercambio de vídeos a través 

de plataforma

Artículo 37.  Registros de prestadores del servicio de comunicación audiovisual.
1. El prestador del servicio de comunicación audiovisual de ámbito estatal se inscribirá 

en el Registro estatal de carácter público.
2. El prestador del servicio de comunicación audiovisual de ámbito autonómico se 

inscribirá en el Registro autonómico de carácter público.
3. El prestador del servicio de comunicación audiovisual inscribirá y mantendrá 

actualizada en los registros previstos en los apartados anteriores, como mínimo, la siguiente 
información:

a) Titulares de participaciones significativas, conforme a lo previsto en el artículo 
siguiente, en los prestadores del servicio de comunicación audiovisual, indicando el 
porcentaje de capital que ostenten.

b) Número y proporción de mujeres integrantes del órgano de administración de la 
sociedad.

c) Punto de contacto con el prestador a disposición del espectador para la comunicación 
directa con el responsable editorial y garantizar el derecho de queja y réplica.

Artículo 38.  Participaciones significativas.
1. A los efectos de lo dispuesto en la presente ley, se entiende por participación 

significativa la que represente, directa o indirectamente:
a) El tres por ciento del capital social.
b) El treinta por ciento de los derechos de voto o porcentaje inferior, si sirviera para 

designar en los veinticuatro meses siguientes a la adquisición un número de consejeros que 
representen más de la mitad de los miembros del órgano de administración de la sociedad.

2. Se consideran poseídas o adquiridas por una misma persona física o jurídica las 
acciones u otros valores poseídos o adquiridos por las entidades pertenecientes a un mismo 
grupo de sociedades de forma concertada o formando una unidad de decisión, o por 
personas que actúen en nombre propio, pero por cuenta de aquélla, de conformidad con la 
legislación mercantil.
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Artículo 39.  Registro estatal de prestadores del servicio de comunicación audiovisual, de 
prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma y de prestadores 
del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual.

1. Se crea, dependiente del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, 
el Registro estatal de prestadores del servicio de comunicación audiovisual, de prestadores 
del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma y de prestadores del servicio de 
agregación de servicios de comunicación audiovisual.

2. Se inscribirán en el Registro previsto en este artículo los siguientes prestadores:
a) Prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo de ámbito estatal.
b) Prestadores del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal.
c) Prestadores del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual de 

ámbito estatal.
d) Prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma.
e) Prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico de ámbito estatal.
f) Prestadores del servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición de ámbito 

estatal.
g) Usuarios de especial relevancia de los servicios de intercambio de vídeos a través de 

plataforma conforme a lo establecido en el artículo 94.2.
3. La gestión del Registro previsto en este artículo será exclusivamente electrónica.
4. Reglamentariamente se establecerá la organización y funcionamiento del Registro 

previsto en este artículo.

Artículo 40.  Acceso público al Registro estatal.
Las inscripciones del Registro estatal previsto en el artículo anterior serán públicas y los 

asientos registrales practicados serán de libre acceso para su consulta por cualquier persona 
con los límites establecidos en los artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y la Ley Orgánica 3/2018, de 
5 de diciembre, así como reutilizables, de conformidad con lo previsto en la Ley 37/2007, de 
16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público.

Artículo 41.  Cooperación entre registros audiovisuales.
1. Las autoridades audiovisuales competentes del Estado y de las Comunidades 

Autónomas articularán un cauce que asegure la cooperación entre el Registro estatal 
previsto en el artículo 39 y los registros autonómicos y facilite el acceso por medios 
electrónicos al conjunto de datos obrantes en los mismos.

2. Se favorecerá la federación de los registros autonómicos con el Registro estatal 
previsto en el artículo 39, y la información contenida en dicho registro, así como cualquier 
actualización de la misma se facilitará a la base de datos centralizada de prestadores de 
servicios de comunicación audiovisual y del servicio de intercambio de vídeo a través de 
plataforma de la que es responsable la Comisión Europea.

Artículo 42.  Publicidad del régimen de propiedad de los prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual y de los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través 
de plataforma.

Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual y los prestadores del servicio 
de intercambio de vídeos a través de plataforma deberán hacer accesibles en los respectivos 
sitios web corporativos, de una forma fácilmente comprensible y en formato electrónico y 
reutilizable, en la lengua oficial del Estado y en las lenguas oficiales de las Comunidades 
Autónomas, la siguiente información, sin perjuicio de las obligaciones que les puedan 
corresponder en virtud de la Ley 34/2002, de 11 de julio, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y 
de la normativa en materia de información no financiera y diversidad contenida en el Código 
de Comercio; en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, y en la Ley 22/2015 de 20 de julio, de 
Auditoría de Cuentas:
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a) Denominación y domicilio social, datos de contacto, incluido correo electrónico, así 
como si tiene ánimo de lucro o no o si está participada por un Estado.

b) Establecimiento en España y autoridad audiovisual de supervisión competente.
c) Personas físicas o jurídicas titulares en última instancia de la responsabilidad editorial 

o autores del contenido editorial.
d) Personas físicas o jurídicas propietarias o titulares de participaciones significativas en 

los términos del artículo 38.

CAPÍTULO V
Prestación transfronteriza del servicio de comunicación audiovisual televisivo

Artículo 43.  Libertad de prestación transfronteriza del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo.

1. Se garantiza la libertad de recepción en todo el territorio español del servicio de 
comunicación audiovisual televisivo cuyo titular se encuentre establecido en un Estado 
miembro de la Unión Europea.

2. Cuando el servicio de comunicación audiovisual televisivo previsto en el apartado 
anterior emplee ondas hertzianas terrestres o satelitales deberá asegurarse de que no 
interfieran técnicamente en las emisiones de los prestadores establecidos bajo jurisdicción 
española.

3. Se asegurará una adecuada planificación del espectro radioeléctrico en las zonas 
limítrofes con países de la Unión Europea o firmantes del Convenio Europeo sobre 
Televisión Transfronteriza que posibilite la libre recepción del servicio de comunicación 
audiovisual.

Artículo 44.  Límites a la libertad de recepción de servicios prestados desde la Unión 
Europea.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, con carácter excepcional y de 
conformidad con los procedimientos previstos en los artículos 45 y 46, podrá limitar la 
libertad de recepción del servicio audiovisual televisivo procedente de un Estado miembro de 
la Unión Europea o de un Estado parte del Convenio de Televisión Transfronteriza cuando 
dicho servicio:

a) Contenga incitaciones al odio por los motivos mencionados en el artículo 4.2.
b) Pueda perjudicar el desarrollo físico, mental o moral de los menores.
c) Vaya en detrimento o presente un riesgo serio y grave de ir en detrimento de la salud 

pública.
d) Contenga una provocación pública a la comisión de un delito de terrorismo.
e) Incluya contenido que pueda perjudicar la salvaguarda de la seguridad y defensa 

nacionales.

Artículo 45.  Procedimiento de suspensión de la libertad transfronteriza de emisiones.
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá acordar restringir con 

carácter provisional la libertad de recepción de un servicio de comunicación audiovisual 
televisivo en territorio español en caso de que un servicio de comunicación audiovisual 
ofrecido por un prestador de servicios de comunicación sujeto a la jurisdicción de otro Estado 
miembro incurra de manera manifiesta, seria y grave en alguna infracción contenida en las 
letras a), b) o c) del artículo 44, siempre que se cumplan las condiciones siguientes:

a) Que, durante los 12 meses anteriores, el prestador del servicio de comunicación haya 
actuado al menos en dos ocasiones previas de una o más de las formas indicadas en el 
párrafo anterior.

b) Que se hayan notificado al titular del servicio de comunicación audiovisual televisivo, 
al Estado miembro que tiene jurisdicción sobre dicho prestador y a la Comisión Europea las 
infracciones alegadas y las medidas que tiene intención de adoptar en caso de que se 
produzca de nuevo dicha infracción.
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c) Que se haya dado audiencia al prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo en relación con las infracciones alegadas.

d) Que se haya iniciado una negociación con la Comisión Europea y el Estado miembro 
de la Unión Europea que no hayan desembocado en un arreglo amistoso transcurrido el 
primer mes desde la notificación a ambos.

2. La medida prevista en el apartado anterior deberá levantarse si la Comisión Europea, 
en el procedimiento previsto en el artículo 3.2 de la Directiva 2010/13/UE, determina que no 
es compatible con el Derecho de la Unión y solicita que se ponga fin a dicha medida.

Artículo 46.  Procedimiento urgente de suspensión de libertad transfronteriza.
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá acordar restringir la 

libertad de recepción de un servicio de comunicación audiovisual televisivo en territorio 
español en caso de que un servicio de comunicación audiovisual ofrecido por un prestador 
de servicios de comunicación sujeto a la jurisdicción de otro Estado miembro incurra de 
manera manifiesta, seria y grave en alguna infracción contenida en las letras d) o e) del 
artículo 44, siempre que se cumplan las condiciones siguientes:

a) Que durante los doce meses anteriores la infracción mencionada en el párrafo anterior 
se haya cometido al menos en una ocasión.

b) Que se hayan notificado al titular del servicio de comunicación audiovisual televisivo, 
al Estado miembro de la Unión Europea que tiene jurisdicción sobre dicho prestador y a la 
Comisión Europea las infracciones alegadas y las medidas que tiene intención de adoptar en 
caso de que se produzca de nuevo dicha infracción.

c) Que se haya dado audiencia al prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo en relación con las infracciones alegadas.

2. La medida prevista en el apartado anterior deberá levantarse si la Comisión Europea, 
en el procedimiento previsto en el artículo 3.3 de la Directiva 2010/13/UE, determina que no 
es compatible con el Derecho de la Unión y solicita que se ponga fin a dicha medida.

3. Excepcionalmente, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá 
establecer, como máximo un mes después de haberse producido la infracción alegada, 
excepciones a las condiciones fijadas en las letras a) y b) del apartado 1 de este artículo. 
Cuando así ocurra se notificará en el plazo más breve posible a la Comisión Europea y al 
Estado miembro de la Unión Europea a cuya jurisdicción esté sometido el prestador del 
servicio de comunicación audiovisual televisivo.

4. La medida prevista en el apartado anterior deberá levantarse si la Comisión Europea, 
en el procedimiento previsto en el artículo 3.5 de la Directiva 2010/13/UE, determina que no 
es compatible con el Derecho de la Unión y solicita que se ponga fin a dicha medida.

Artículo 47.  Medidas de salvaguarda respecto de servicios de comunicación audiovisual 
televisivos dirigidos, total o principalmente, al territorio español.

1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá adoptar medidas de 
salvaguarda de la legislación española cuando el prestador del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo sujeto a la jurisdicción de otro Estado miembro de la Unión Europea 
dirija su servicio total o principalmente al territorio nacional y se hubiera establecido en ese 
Estado miembro de la Unión Europea para eludir las normas españolas más estrictas.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá ponerse en contacto 
con el Estado miembro de la Unión Europea bajo cuya jurisdicción se encuentra el prestador 
del servicio de comunicación audiovisual televisivo para lograr una solución de los problemas 
planteados que resulte mutuamente satisfactoria, mediante petición debidamente motivada.

3. Si en el plazo de dos meses desde la petición no se alcanzase una solución 
satisfactoria, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá adoptar las 
medidas de salvaguarda de la legislación española objetivamente necesarias, no 
discriminatorias y proporcionadas, siempre que haya aportado pruebas que demuestren que 
el prestador del servicio de comunicación audiovisual televisivo en cuestión se ha 
establecido bajo la jurisdicción de otro Estado miembro de la Unión Europea para eludir las 
normas más estrictas que le serían de aplicación si se hubiese establecido en España.
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4. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia notificará a la Comisión 
Europea y al Estado miembro de la Unión Europea bajo cuya jurisdicción se halla el 
prestador del servicio de comunicación audiovisual televisivo, con carácter previo a su 
adopción, el proyecto de medidas de salvaguarda de la legislación española a aplicar, su 
justificación y los documentos que acrediten que se ha respetado el derecho de defensa del 
prestador del servicio de comunicación audiovisual y se le ha dado la oportunidad de 
expresar su opinión.

5. La medida prevista en el apartado anterior deberá levantarse si la Comisión Europea, 
en el procedimiento previsto en el artículo 4.5 de la Directiva 2010/13/UE, determina que no 
es compatible con el Derecho de la Unión y solicita que se ponga fin a dicha medida.

Artículo 48.  Cooperación de las autoridades audiovisuales competentes con las 
autoridades regulatorias audiovisuales de otros Estados miembros de la Unión Europea.

En el contexto del intercambio mutuo de información entre autoridades u organismos 
reguladores audiovisuales nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea, se 
establecen las siguientes medidas:

a) Cuando la autoridad audiovisual competente para la llevanza del Registro previsto en 
el artículo 39 reciba información de un prestador del servicio de comunicación audiovisual 
televisivo sujeto a jurisdicción española de que prestará un servicio total o principalmente 
dirigido a la audiencia de otro Estado miembro, informará a la autoridad u organismo 
regulador nacional del Estado miembro de recepción.

b) Cuando la autoridad audiovisual competente para la llevanza del Registro previsto en 
el artículo 39 reciba una solicitud relativa a las actividades de un prestador cuya jurisdicción 
le corresponda a España por parte de una autoridad regulatoria de otro Estado miembro de 
la Unión Europea a cuyo territorio se dirige dicho prestador, la autoridad audiovisual 
competente en España dará curso a la solicitud en el plazo máximo de dos meses.

c) En caso de que la información recibida se refiera a un prestador de servicios de 
comunicación audiovisual inscrito en un Registro autonómico, la autoridad audiovisual 
competente para la llevanza del Registro estatal obtendrá la información requerida mediante 
los mecanismos de cooperación de los registros audiovisuales regulada en el artículo 41 y, si 
fuera necesario, realizará un requerimiento de información a la autoridad audiovisual 
competente de carácter autonómico.

CAPÍTULO VI
Prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo comunitario sin 

ánimo de lucro mediante ondas hertzianas terrestres

Artículo 49.  Servicio de comunicación audiovisual televisivo comunitario sin ánimo de lucro 
prestado mediante ondas hertzianas terrestres.

1. La prestación del servicio de comunicación audiovisual televisivo comunitario sin 
ánimo de lucro mediante ondas hertzianas terrestres se realizará en el ámbito geográfico 
local o inferior, de acuerdo con la legislación autonómica aplicable y de conformidad con las 
siguientes condiciones:

a) Requerirá licencia concedida por la autoridad audiovisual autonómica competente, en 
el marco de la planificación de espectro radioeléctrico realizada por el Estado 
correspondiente para los servicios de comunicación audiovisual televisivos locales. A estos 
efectos, la autoridad estatal competente en materia de planificación y gestión del espectro 
radioeléctrico reservará el dominio público radioeléctrico necesario para la prestación de 
estos servicios.

b) No incluirá ningún tipo de comunicación comercial audiovisual, salvo aquellas cuyo 
objeto sea exclusivamente promocionar bienes y servicios relacionados con la actividad de 
personas físicas o jurídicas establecidas en el ámbito de cobertura del servicio, así como los 
anuncios de servicio público o de carácter benéfico.

c) La licencia no podrá ser objeto de transmisión, arrendamiento, cesión o cualquier otro 
negocio jurídico, y se extinguirá conforme a lo dispuesto en el artículo 31.
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2. Las Comunidades Autónomas podrán desarrollar la regulación de esta modalidad de 
servicio de comunicación audiovisual en lo que se refiere a los requisitos de prestación y 
actividad.

TÍTULO III
La prestación del servicio público de comunicación audiovisual

CAPÍTULO I
El servicio público de comunicación audiovisual

Artículo 50.  Definición de servicio público de comunicación audiovisual.
El servicio público de comunicación audiovisual es un servicio esencial de interés 

económico general, prestado por el Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades 
Locales según lo dispuesto en el artículo 53, consistente en la producción, edición y difusión 
de programas, contenidos y servicios audiovisuales diversos, para todo tipo de públicos y de 
todo tipo de géneros, a través de servicios de comunicación audiovisual televisivos y 
radiofónicos y servicios de televisión conectada.

Artículo 51.  Misión del servicio público de comunicación audiovisual.
El servicio público de comunicación audiovisual tiene como misión:
a) Difundir programas que fomenten los principios y valores constitucionales y, en 

especial, el de igualdad, con inclusión de la igualdad entre mujeres y hombres, el de libertad 
de información y la libertad de expresión, contribuyendo a la formación de una opinión 
pública plural.

b) Reflejar en la programación el pluralismo político, social y cultural de la sociedad.
c) Promover el acceso al conocimiento cultural, científico, histórico y artístico de la 

sociedad, así como satisfacer sus necesidades informativas, culturales, educativas y de 
entretenimiento con programas de calidad, así como con programas especialmente dirigidos 
a la infancia, y a la alfabetización mediática de la ciudadanía.

d) Dar a conocer la diversidad cultural y lingüística.

Artículo 52.  Principios de funcionamiento del servicio público de comunicación audiovisual.
Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual actuarán en el 

desempeño de su misión de servicio público con sujeción a los valores esenciales de 
universalidad en el acceso, independencia, diversidad, igualdad, innovación, excelencia y 
responsabilidad y, en todo caso, de acuerdo con los principios generales de la comunicación 
audiovisual establecidos en el título I.

Artículo 53.  La prestación del servicio público de comunicación audiovisual.
1. El Estado podrá acordar la prestación del servicio público de comunicación audiovisual 

en abierto, de carácter generalista o temático, de ámbito estatal conforme a lo establecido en 
esta ley y en su normativa de desarrollo.

2. Las Comunidades Autónomas y Entidades Locales podrán acordar la prestación del 
servicio público de comunicación audiovisual en abierto, de carácter generalista o temático, 
en función de las circunstancias y peculiaridades concurrentes en los ámbitos geográficos 
correspondientes conforme a lo establecido en esta ley y en la correspondiente normativa 
autonómica.

3. Todo prestador del servicio público de comunicación audiovisual deberá contar con la 
organización, estructura y recursos humanos y económicos suficientes para asegurar el 
cumplimiento de la misión de servicio público.

4. Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual y las entidades 
dependientes o sociedades sobre las que cualquiera de las anteriores ejerza el control, en 
los términos del artículo 42 del Código de Comercio, no podrán participar en el capital social 
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de prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de titularidad 
privada.

5. Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual no podrán dedicar 
servicios a emitir en exclusiva comunicaciones comerciales audiovisuales.

6. La encomienda de gestión para la prestación del servicio público de comunicación 
audiovisual a través de ondas hertzianas terrestres en el ámbito estatal y el acuerdo de 
prestación del servicio público audiovisual a través de ondas hertzianas terrestres en el 
ámbito autonómico y local tendrán la consideración de título habilitante equivalente a la 
licencia, y llevarán aparejada una concesión de uso privativo del dominio público 
radioeléctrico reservado para la prestación del servicio de conformidad con la Ley 9/2014, de 
9 de mayo, General de Telecomunicaciones.

7. La encomienda de gestión para la prestación del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito estatal y el acuerdo de prestación del servicio público de 
comunicación audiovisual de ámbito autonómico y local serán título suficiente para la 
prestación del servicio público de comunicación audiovisual mediante cualquier modalidad 
tecnológica distinta a la emisión mediante ondas hertzianas terrestres.

CAPÍTULO II
Gobernanza de los prestadores del servicio público de comunicación 

audiovisual

Artículo 54.  Mandato-marco.
1. Las Cortes Generales aprobarán el mandato-marco correspondiente a la prestación 

del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal por un periodo de ocho 
años prorrogable.

2. Las Comunidades Autónomas fijarán los objetivos generales de la función de servicio 
público normativamente para un periodo máximo de ocho años prorrogable.

3. El mandato-marco correspondiente a la prestación del servicio público de 
comunicación audiovisual de ámbito estatal deberá incluir, como mínimo:

a) Objetivos generales de la función de servicio público que tienen encomendados los 
prestadores del servicio público que incluirán, en todo caso, los siguientes:

1.º El fomento de los principios y valores constitucionales.
2.º La actuación independiente respecto del Gobierno o Administración correspondiente 

del ámbito en el que preste el servicio.
3.º La actuación neutral y sin posicionamiento ideológico más allá de los valores 

constitucionales.
4.º Dar cabida en la programación a todas las opciones y opiniones presentes en la 

sociedad.
5.º Un tratamiento informativo de los hechos imparcial y, en todo caso, que diferencie la 

información de la opinión.
6.º La información veraz de los hechos previo contraste a través de varias fuentes.
b) Modelo de gestión de la prestación del servicio.
c) Líneas estratégicas de contenidos y producción.
d) Política de servicios digitales e innovación.
e) Obligaciones financieras.

Artículo 55.  Contratos-programa.
1. El Gobierno y la Corporación RTVE suscribirán, respecto de la prestación del servicio 

público de comunicación audiovisual de ámbito estatal, el correspondiente contrato-
programa por un periodo de cuatro años prorrogable, que concretará y desarrollará 
estratégica y organizativamente los objetivos aprobados en el mandato-marco.

2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas suscribirán, respecto de la 
prestación del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito autonómico, los 
contratos-programa por un periodo máximo de cuatro años prorrogable que concretarán y 
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desarrollarán estratégica y organizativamente los objetivos de su misión de servicio público 
y, en su caso, los objetivos aprobados en los correspondientes mandatos-marco.

3. El contrato-programa correspondiente a la prestación del servicio público de 
comunicación audiovisual de ámbito estatal incluirá, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Oferta de televisión por cada uno de los servicios.
b) Oferta radiofónica.
c) Oferta de los servicios de televisión conectada y la de información en línea.
d) Oferta multiplataforma y multipantalla.
e) Planes estratégicos de producción.
f) Estrategia de innovación.
g) Previsión presupuestaria anual.
h) Estrategia económica.
i) Estrategia de recursos humanos.
j) Indicadores de transparencia de la gestión, calidad audiovisual y valor del servicio 

público, objetivamente cuantificables.
k) Estrategia de comunicación a la ciudadanía sobre el servicio público de comunicación 

audiovisual.

Artículo 56.  Órganos de gobernanza y gestión del servicio público de comunicación 
audiovisual.

1. Corresponderá al órgano de administración del prestador del servicio público de 
comunicación audiovisual, entre otros, el control administrativo y de gestión de dichas 
entidades.

2. Los criterios rectores de la dirección editorial del prestador del servicio público de 
comunicación audiovisual se informarán por un órgano cuya composición refleje el 
pluralismo político y social de su ámbito de cobertura.

3. En el nombramiento de los integrantes de los órganos de gobernanza y gestión del 
servicio público de comunicación audiovisual, los poderes públicos procurarán atender al 
principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 16 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres.

Artículo 57.  Inscripción en el Registro del servicio de comunicación audiovisual 
correspondiente.

1. Los servicios públicos de comunicación audiovisual se inscribirán en el Registro 
estatal o autonómico correspondiente identificando cada uno de los servicios prestados.

2. La encomienda de gestión para la prestación del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito estatal tendrá la consideración de título habilitante equivalente a la 
licencia a efectos de su inscripción en el Registro estatal.

3. El acuerdo de prestación del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito 
autonómico tendrá la consideración de título habilitante equivalente a la licencia a efectos de 
su inscripción en el Registro autonómico correspondiente.

CAPÍTULO III
El control de la prestación del servicio público de comunicación audiovisual

Artículo 58.  El control por las Cortes Generales, asambleas legislativas y órganos de 
gobierno correspondientes.

1. Corresponderá a las Cortes Generales el control sobre la actuación del prestador del 
servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal, especialmente respecto del 
cumplimiento de las funciones de servicio público encomendadas.

2. Corresponderá a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y, en su 
caso, a los órganos de gobierno de las Entidades Locales, el control sobre la actuación de 
los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito autonómico y 
local respectivamente.
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3. En cumplimiento de lo previsto en los apartados anteriores, el prestador del servicio 
público de comunicación audiovisual de ámbito estatal remitirá anualmente un informe sobre 
la ejecución y cumplimiento del mandato-marco y del correspondiente contrato-programa.

Artículo 59.  El control por las autoridades audiovisuales correspondientes.
1. La autoridad audiovisual de ámbito estatal supervisará el cumplimiento de la misión de 

servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal anualmente, así como la 
adecuación de los recursos públicos asignados al cumplimiento de dicha misión.

2. Las autoridades audiovisuales de ámbito autonómico supervisarán el cumplimiento de 
la misión de servicio público de comunicación audiovisual de ámbito autonómico de 
conformidad con la normativa autonómica correspondiente.

Artículo 60.  El control económico-financiero.
1. Corresponderá al Tribunal de Cuentas la fiscalización de la gestión económico-

financiera del prestador del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal.
2. Las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales fiscalizarán la gestión 

económico-financiera de los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual de 
ámbito autonómico o local conforme a lo dispuesto en la normativa autonómica.

Artículo 61.  Análisis de valor público.
1. La introducción de nuevos servicios por parte de los prestadores del servicio público 

de comunicación audiovisual, cuando su estimación supere el diez por ciento del 
presupuesto anual de dicho prestador, requerirá un análisis previo del valor público. Este 
análisis será realizado por las autoridades audiovisuales de ámbito estatal o autonómico. A 
efectos de este precepto, se entenderá por nuevo servicio aquel que no esté incluido en 
ninguna de las obligaciones recogidas en el mandato-marco o contrato-programa suscrito 
por el prestador del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal o 
autonómico.

2. El análisis de valor público de los nuevos servicios del prestador del servicio público 
de comunicación audiovisual de ámbito estatal comprenderá, como mínimo, los siguientes 
extremos:

a) Evaluación del valor público de la propuesta, de conformidad con la misión de servicio 
público encomendada.

b) Estudio del impacto en el mercado y el análisis de las consecuencias sobre la 
competencia y la normativa europea en materia de ayudas de Estado.

c) Consulta pública sobre la propuesta por un mínimo de tres semanas, debiendo 
publicarse sus resultados posteriormente.

3. En el plazo máximo de tres meses, la autoridad audiovisual de ámbito estatal emitirá 
un informe en el que se contrastará la información obtenida y se realizará el análisis de valor 
público del nuevo servicio.

CAPÍTULO IV
La financiación del servicio público de comunicación audiovisual

Artículo 62.  Sistema de financiación del servicio público de comunicación audiovisual.
1. El sistema de financiación del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito 

estatal se establecerá mediante norma de rango legal, debiendo respetar los siguientes 
principios:

a) Compatibilidad con la normativa vigente en materia de competencia, en especial con 
la normativa de ayudas de Estado.

b) Garantía de estabilidad presupuestaria para el cumplimiento efectivo de las funciones 
de servicio público.
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c) Sostenimiento exclusivo de actividades y contenidos relacionados con la función de 
servicio público.

2. El sistema de financiación del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito 
autonómico se establecerá en la normativa autonómica correspondiente debiendo respetar 
como mínimo los principios establecidos en el apartado anterior.

Artículo 63.  Cuantificación del coste neto de la encomienda o acuerdo de prestación del 
servicio público de comunicación audiovisual.

1. El mandato-marco recogerá el sistema de cuantificación del coste neto de la 
encomienda del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal y el sistema 
de devolución que exceda de dicho coste neto, conforme a las siguientes reglas:

a) Obligación de los prestadores del servicio público de disponer de separación de 
cuentas por actividades y de una contabilidad analítica que separe la imputación de ingresos 
y costes de la actividad de servicio público de las restantes actividades, de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley 4/2007, de 3 de abril, de transparencia de las relaciones financieras 
entre las Administraciones públicas y las empresas públicas, y de transparencia financiera 
de determinadas empresas.

b) Asignación proporcional de los costes destinados de manera simultánea a desarrollar 
actividades de servicio público y otras que no lo son. Los que sean atribuibles en su totalidad 
a actividades de servicio público se asignarán íntegramente a éstas, aunque beneficien a 
actividades que no lo son.

2. Las Comunidades Autónomas determinarán las reglas para establecer el sistema de 
cuantificación del coste neto derivado del acuerdo de prestación del servicio público de 
comunicación audiovisual de ámbito autonómico, así como su devolución cuando sea 
excesiva.

3. A los efectos de lo previsto en los apartados anteriores, la cuantificación del coste del 
servicio público de comunicación audiovisual equivale a la diferencia entre los costes totales 
de cada sociedad prestadora del servicio público de comunicación audiovisual y otros 
ingresos distintos de las compensaciones.

Artículo 64.  Mantenimiento de reservas para el cumplimiento del servicio público de 
comunicación audiovisual.

1. Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual podrán mantener 
reservas de hasta un diez por ciento de la financiación anual presupuestada para el 
cumplimiento del servicio público, debiendo ser autorizadas previamente las reservas 
superiores solo en casos justificados para cubrir las necesidades de servicio público.

2. Las reservas previstas en el apartado anterior deberán ser utilizadas dentro de un 
plazo máximo de cuatro años.

3. Las reservas previstas en el apartado 1 no utilizadas transcurrido el plazo de cuatro 
años previsto en el apartado anterior se tendrán en cuenta para el cálculo de la 
compensación durante el siguiente período.

4. Al término de cada período de cuatro años deberá comprobarse si se ha mantenido un 
nivel de reservas anuales superior al diez por ciento, en cuyo caso deberá ajustarse a la baja 
la compensación por el servicio público prestado.

Artículo 65.  Separación estructural de actividades.
Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual procederán 

progresivamente a la separación estructural de sus actividades para garantizar los precios 
de transferencia y el respeto a las condiciones de mercado, de conformidad con la Ley 
4/2007, de 3 de abril.
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Artículo 66.  Prohibición de bajar injustificadamente los precios de la oferta comercial o de 
presentar ofertas desproporcionadamente elevadas.

Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual no podrán utilizar la 
compensación pública para bajar injustificadamente los precios de su oferta comercial y de 
servicios ni utilizar la compensación pública para presentar ofertas desproporcionadamente 
elevadas frente a competidores privados por derechos de emisión sobre contenidos en el 
mercado audiovisual, de conformidad con lo establecido por la Comisión Europea sobre la 
aplicación de las normas en materia de ayudas de Estado a los servicios públicos de 
radiodifusión.

CAPÍTULO V
La prestación del servicio público de comunicación audiovisual estatal

Artículo 67.  La prestación del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito 
estatal.

El servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal es el servicio de 
comunicación audiovisual prestado por el Estado. Es un servicio esencial para el Estado 
basado en la necesidad de conciliar la rentabilidad social que debe inspirar su actividad con 
la obligación de dirigirse a la más amplia audiencia.

Artículo 68.  Encomienda de gestión directa del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito estatal y reserva de espectro.

1. Se encomienda a la sociedad mercantil estatal Corporación de Radio y Televisión 
Española, SA, la gestión directa del servicio público de la radio, televisión, servicios de 
televisión conectada y de información en línea de titularidad estatal en los términos definidos 
por la Ley 17/2006, de 5 de junio, de la radio y la televisión de titularidad estatal, y por la Ley 
8/2009, de 28 de agosto, de financiación de la Corporación de Radio y Televisión Española.

2. La encomienda de gestión constituye título fehaciente para la prestación, por parte de 
la Corporación de Radio y Televisión Española de servicios de comunicación audiovisual 
mediante ondas hertzianas terrestres, así como para su inscripción en el Registro estatal 
previsto en el artículo 39.

3. De conformidad con el Plan Técnico Nacional correspondiente, se reservará o se 
adjudicará a la Corporación de Radio y Televisión Española un máximo del veinticinco por 
ciento del espacio radioeléctrico disponible para el servicio de televisión de ámbito estatal, y 
un máximo del treinta y cinco por ciento del espacio radioeléctrico disponible para el servicio 
radiofónico de ámbito estatal.

Artículo 69.  Gobernanza y control del servicio público de comunicación audiovisual de 
ámbito estatal.

1. Las Cortes Generales aprobarán los mandatos-marco de la Corporación de Radio y 
Televisión Española con una vigencia de ocho años.

2. Los contratos-programa se elaborarán por la Corporación de Radio y Televisión 
Española y serán aprobados por Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta de la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y previo 
informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, con una vigencia de cuatro años.

3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia supervisará el cumplimiento 
de la misión de servicio público encomendada a la Corporación de Radio y Televisión 
Española y la adecuación de los recursos públicos asignados, en los términos previstos en la 
Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

4. La composición de los órganos de gobernanza y gestión del servicio público de 
comunicación audiovisual de ámbito estatal atenderá al principio de presencia equilibrada de 
mujeres y hombres, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 52 y 54 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo.
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5. Corresponderá al órgano de administración del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito estatal:

a) Elaborar, adoptar y publicar Códigos de buenas prácticas y una Memoria Anual de 
Responsabilidad Social Corporativa y de cumplimiento de las misiones de servicio público 
encomendadas.

b) Elaborar e implementar un Plan Estratégico de Comunicación Corporativa, en el que 
se incluirán y ejecutarán estrategias de visibilidad y posicionamiento online para difundir 
entre la ciudadanía el cumplimiento de las misiones de servicio público encomendadas y 
para mejorar la percepción de los ciudadanos respecto de la prestación del servicio público 
audiovisual y su rentabilidad social.

c) Elaborar e implementar un Plan de servicios digitales e innovación, de conformidad 
con lo recogido en el mandato-marco y concretado en el contrato-programa.

Artículo 70.  Procedimiento de análisis de valor público respecto de nuevos servicios de la 
Corporación de Radio y Televisión Española.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia informará con carácter previo 
los análisis de valor público realizados para la introducción de nuevos servicios por la 
Corporación de Radio y Televisión Española, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 59 y 61.

Artículo 71.  Archivos históricos audiovisuales.
1. La Corporación de Radio y Televisión Española velará por la conservación de los 

archivos históricos audiovisuales y sonoros, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3 de la 
Ley 17/2006, de 5 de junio, de la radio y la televisión de titularidad estatal.

2. La Corporación de Radio y Televisión Española, de conformidad con lo dispuesto en el 
mandato-marco y el contrato-programa garantizará el acceso a los archivos históricos 
audiovisuales y sonoros.

CAPÍTULO VI
La prestación del servicio público de comunicación audiovisual autonómico y 

local

Artículo 72.  La prestación del servicio público de comunicación audiovisual en el ámbito 
autonómico.

1. Las Comunidades Autónomas podrán asignar servicios de comunicación audiovisual 
en su ámbito para la prestación del servicio público de comunicación audiovisual dentro de la 
capacidad de espectro radioeléctrico que les ha sido asignada, de conformidad con lo 
dispuesto en el Plan Técnico Nacional correspondiente.

2. Las Comunidades Autónomas determinarán el modelo de gestión de la prestación del 
servicio público de comunicación audiovisual entre los siguientes:

a) Prestación directa del servicio, a través de sus propios órganos, medios o entidades.
b) Prestación indirecta del servicio, conforme a los principios de publicidad, 

transparencia, concurrencia, no discriminación e igualdad de trato, a través de persona física 
o jurídica que estará sujeta a lo dispuesto en el presente título.

3. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas podrán acordar la 
transformación de la gestión directa del servicio en gestión indirecta mediante la enajenación 
de la titularidad de la entidad prestadora del servicio, que se realizará conforme con los 
principios del apartado anterior.

4. Cuando se acuerde la prestación del servicio público de comunicación audiovisual 
mediante gestión indirecta, las Comunidades Autónomas podrán participar en el capital 
social del prestador de su servicio público.

5. Las Comunidades Autónomas no podrán participar, directa o indirectamente, en el 
capital social de los titulares de licencias del servicio de comunicación audiovisual.
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6. El acuerdo de prestación del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito 
autonómico constituye el título fehaciente para la prestación de dicho servicio, tanto por 
medio de ondas hertzianas terrestres como por medio de cualquier otra tecnología, así como 
para su inscripción en el Registro de prestadores del servicio de comunicación audiovisual 
autonómico correspondiente.

Artículo 73.  Prestación del servicio público de comunicación audiovisual fuera de la 
Comunidad Autónoma correspondiente.

1. La prestación del servicio público de comunicación audiovisual mediante ondas 
hertzianas terrestres de una Comunidad Autónoma en otra limítrofe y con afinidades 
lingüísticas y culturales podrá ser efectuada siempre que se cumplan de forma simultánea 
las siguientes condiciones:

a) Se firme un convenio entre las Comunidades Autónomas interesadas.
b) En el caso de que ambas Comunidades Autónomas dispongan de prestador del 

servicio público debe existir reciprocidad en sus emisiones.
c) Se preste el servicio empleando el espectro radioeléctrico asignado a la Comunidad 

Autónoma de conformidad con el Plan Técnico Nacional correspondiente.
d) Se notifique a la Administración General del Estado la firma del convenio indicado en 

la letra a) y se identifique el sujeto obligado al pago de la tasa por reserva del dominio 
público radioeléctrico.

2. La prestación del servicio público de comunicación audiovisual de una Comunidad 
Autónoma en otra limítrofe mantendrá su naturaleza de servicio público autonómico.

3. Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito 
autonómico podrán establecer acuerdos entre sí y con la Corporación de Radio y Televisión 
Española, para la producción o edición conjunta de contenidos, la adquisición de derechos 
sobre contenidos o en otras coberturas, con el objeto de mejorar la eficiencia de su actividad, 
con los límites establecidos en la presente ley para la emisión en cadena.

Artículo 74.  Garantía de cumplimiento de la normativa de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera.

1. Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito 
autonómico cumplirán las obligaciones establecidas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, debiendo articular los 
mecanismos y garantías siguientes:

a) Aprobación anual de un límite máximo de gasto para el ejercicio económico 
correspondiente.

b) Inclusión y referencia expresa en la memoria y el informe de gestión de las cuentas 
anuales al cumplimiento del equilibrio y sostenibilidad financieros.

c) Presentación de un informe sobre la gestión del ejercicio inmediato anterior y su 
adecuación a los principios de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, antes del 1 de abril de cada año, ante el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma.

d) Establecimiento de sistemas de control para la adecuada supervisión financiera y, en 
todo caso, de un sistema de auditoría operativa que examine sistemática y objetivamente las 
operaciones y los procedimientos realizados.

2. En caso de constatarse un desequilibrio financiero, los prestadores del servicio público 
de comunicación audiovisual de ámbito autonómico presentarán al órgano competente de la 
Comunidad Autónoma para su aprobación una propuesta de reducción de gasto para el 
ejercicio siguiente igual a la pérdida o déficit generado.

3. Las aportaciones patrimoniales, contratos-programa, encomiendas, convenios o 
cualesquiera entregas de la Comunidad Autónoma en favor, directa o indirectamente, de los 
prestadores del servicio público de comunicación audiovisual requerirán la puesta en marcha 
de la reducción de gasto aprobada.
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Artículo 75.  La prestación del servicio público de comunicación audiovisual en el ámbito 
local.

1. Las Entidades Locales, previa asignación de servicios de comunicación audiovisual en 
su ámbito por parte de la Comunidad Autónoma conforme al Plan Técnico Nacional 
correspondiente, podrán acordar la prestación del servicio público de comunicación 
audiovisual local a través de ondas hertzianas terrestres.

2. Las Entidades Locales gestionarán de forma directa la prestación del servicio público 
de comunicación audiovisual local, a través de sus propios órganos, medios o entidades.

3. Las Entidades Locales no podrán participar, directamente o indirectamente, en el 
capital social de los titulares de licencias del servicio de comunicación audiovisual.

4. El servicio público de comunicación audiovisual de ámbito local deberá inscribirse en 
el Registro de prestadores del servicio de comunicación audiovisual autonómico 
correspondiente.

5. La autoridad audiovisual competente autonómica notificará a la Administración 
General del Estado la asignación de servicios de comunicación audiovisual de ámbito local, 
conforme al Plan Técnico Nacional correspondiente, a efectos de la gestión de la tasa por 
reserva del dominio público radioeléctrico conforme al artículo 69.k) de la Ley 9/2014, de 9 
de mayo, General de Telecomunicaciones.

TÍTULO IV
La prestación del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y sonoro a 

petición

Artículo 76.  Régimen jurídico del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del 
servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición.

1. El servicio de comunicación audiovisual radiofónico y el servicio de comunicación 
audiovisual sonoro a petición son servicios de interés general que se prestan en ejercicio de 
la responsabilidad editorial de conformidad con los principios del título I y al amparo de los 
derechos constitucionales a la libertad de expresión, a comunicar y recibir información, a 
participar en la vida política y social y a la libertad de empresa.

2. La responsabilidad editorial de los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual radiofónico y del servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición no 
prejuzgará su responsabilidad legal por los contenidos o los servicios prestados o las 
opiniones difundidas por terceros en su servicio.

3. La prestación del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del servicio de 
comunicación audiovisual sonoro a petición requiere comunicación fehaciente ante la 
autoridad audiovisual competente y previa al inicio de actividad, siendo de aplicación lo 
dispuesto al respecto en el apartado 1 del artículo 17 y en el capítulo II del título II.

4. La prestación del servicio de comunicación audiovisual radiofónico mediante ondas 
hertzianas terrestres requerirá licencia previa otorgada mediante concurso por la autoridad 
audiovisual competente, de conformidad con lo previsto en este Título, siendo también de 
aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 17 y en las secciones 1.ª y 2.ª del 
capítulo III del título II.

5. El prestador del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del servicio de 
comunicación audiovisual sonoro a petición se inscribirá en un Registro estatal o autonómico 
de carácter público, siendo de aplicación lo dispuesto en los artículos 37, 38, 39 y 42.

Artículo 77.  Competencia para el otorgamiento de licencias del servicio de comunicación 
audiovisual radiofónico de ámbito estatal.

1. El otorgamiento de licencias para la prestación del servicio de comunicación 
audiovisual radiofónico mediante ondas hertzianas terrestres cuyo ámbito geográfico sea 
superior al de una Comunidad Autónoma corresponde al Consejo de Ministros.

2. Corresponde a las Comunidades Autónomas determinar la autoridad audiovisual 
competente para otorgar licencias para la prestación de servicios de comunicación 
audiovisual radiofónicos mediante ondas hertzianas terrestres de ámbito autonómico y local.
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Artículo 78.  Pluralismo en el mercado de comunicación audiovisual radiofónico mediante 
ondas hertzianas terrestres.

1. Ninguna persona física o jurídica podrá adquirir participaciones o derechos de voto 
que le permitan el control directo o indirecto de más del cincuenta por ciento de las licencias 
para prestar servicios de comunicación audiovisual radiofónicos mediante ondas hertzianas 
terrestres que coincidan sustancialmente en su ámbito.

2. Ninguna persona física o jurídica podrá controlar más de cinco licencias en un mismo 
ámbito de cobertura.

3. Ninguna persona física o jurídica podrá adquirir participaciones o derechos de voto 
que le permitan el control directo o indirecto de:

a) Más de un tercio de las licencias del servicio de comunicación audiovisual radiofónico 
mediante ondas hertzianas terrestres de ámbito total o parcial en el conjunto del territorio 
nacional.

b) En una misma Comunidad Autónoma, más del cuarenta por ciento de las licencias del 
servicio de comunicación audiovisual radiofónico existentes en ámbitos en los que solo tenga 
cobertura una única licencia.

4. En el cómputo de los límites previstos en este artículo no se incluirán las emisoras de 
radiodifusión gestionadas de forma directa por entidades públicas.

5. A los efectos previstos en este artículo, se entenderá que existe control cuando se den 
los supuestos a los que se refiere el artículo 42 del Código de Comercio.

6. Los límites anteriores se aplicarán de forma independiente a las licencias para la 
emisión con tecnología digital y a las licencias para la emisión en tecnología analógica.

Artículo 79.  Emisión en cadena en servicios de comunicación audiovisual radiofónicos.
Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico podrán emitir parte 

de su programación en cadena cuando un mismo prestador haya obtenido licencias en 
diversos ámbitos territoriales o haya alcanzado acuerdos con otros titulares de licencias en 
una o varias Comunidades Autónomas, sin perjuicio de las obligaciones legales o 
concesionales a que puedan estar sujetos en las diversas Comunidades Autónomas.

El derecho de emisión en cadena previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de la 
competencia de las Comunidades Autónomas con relación a los prestadores que hayan 
obtenido licencias en sus respectivos ámbitos territoriales.

Artículo 80.  Negocios jurídicos sobre licencias para la prestación del servicio de 
comunicación audiovisual radiofónico.

1. La celebración de negocios jurídicos cuyo objeto sea una licencia para la prestación 
del servicio de comunicación audiovisual radiofónico requerirá autorización previa de la 
autoridad audiovisual competente, que solo podrá ser denegada cuando se incumplan las 
condiciones previstas en el artículo 78, no se acredite el cumplimiento de todas las 
condiciones legalmente establecidas para su obtención o el solicitante no se subrogue en las 
obligaciones del anterior titular.

2. La transmisión y arrendamiento estarán sujetos, además, a las siguientes condiciones:
a) Para la celebración de ambos negocios jurídicos deberán haber transcurrido al menos 

dos años desde la adjudicación inicial de la licencia.
b) Cuando se lleven a cabo con personas físicas o jurídicas nacionales de países que no 

sean miembros del Espacio Económico Europeo estarán sometidos al principio de 
reciprocidad y devengarán el pago de la tasa establecida legalmente. En atención a lo 
dispuesto en los Tratados y Convenios Internacionales de los que España sea parte, y previo 
informe de la autoridad audiovisual competente, el Consejo de Ministros o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma podrán autorizar excepcionalmente y por razones 
de interés general una operación cuando dicho principio no sea satisfecho.

3. El arrendatario de una licencia para la prestación del servicio de comunicación 
audiovisual radiofónico mediante ondas hertzianas terrestres tendrá la consideración de 
prestador de dicho servicio.
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4. En todo caso, está prohibido el subarriendo.
5. En todos los casos deberá garantizarse el cumplimiento de la oferta mediante la cual 

se obtuvo la adjudicación de la licencia.

Artículo 81.  Servicio de comunicación audiovisual radiofónico comunitario sin ánimo de 
lucro prestado mediante ondas hertzianas terrestres.

La prestación del servicio de comunicación audiovisual radiofónico comunitario sin ánimo 
de lucro mediante ondas hertzianas terrestres se realizará en el ámbito geográfico local o 
inferior, de acuerdo con la legislación autonómica aplicable y de conformidad con las 
siguientes condiciones:

a) Requerirá licencia concedida por la autoridad audiovisual autonómica competente, en 
el marco de la planificación de espectro radioeléctrico realizada por el Estado 
correspondiente para los servicios de comunicación audiovisual radiofónicos. A estos 
efectos, la autoridad estatal competente en materia de planificación y gestión del espectro 
radioeléctrico reservará el dominio público radioeléctrico necesario para la prestación de 
estos servicios.

b) No incluirá ningún tipo de comunicación comercial audiovisual, salvo aquellas cuyo 
objeto sea exclusivamente promocionar bienes y servicios relacionados con la actividad de 
personas físicas o jurídicas establecidas en el ámbito de cobertura del servicio, así como los 
anuncios de servicio público o de carácter benéfico.

c) La licencia no podrá ser objeto de transmisión, arrendamiento, cesión o cualquier otro 
negocio jurídico, y se extinguirá conforme a lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley.

Artículo 82.  Cesión de la señal del servicio de comunicación audiovisual radiofónico para su 
difusión mediante cualquier soporte tecnológico.

1. El licenciatario del servicio de comunicación audiovisual radiofónico podrá ceder 
libremente a terceros, debidamente inscritos conforme a lo dispuesto en el artículo 37, la 
señal de su servicio de comunicación audiovisual radiofónico mediante ondas hertzianas 
terrestres para su difusión mediante cualquier soporte tecnológico.

2. El prestador del servicio público de comunicación audiovisual radiofónico cederá sin 
contraprestación económica a terceros, debidamente inscritos conforme a lo dispuesto en el 
artículo 37, la señal de sus servicios de comunicación audiovisual radiofónicos mediante 
ondas hertzianas terrestres para su difusión mediante cualquier soporte tecnológico 
garantizando, en todo caso, su derecho a acceder a los datos de consumo de sus 
contenidos audiovisuales.

La inclusión en un catálogo de programas de los contenidos audiovisuales que formen 
parte de la señal cedida, no se entenderá comprendida dentro de la cesión prevista en el 
párrafo anterior y requerirá un acuerdo previo entre las partes que garantice, en todo caso, el 
derecho del prestador del servicio público de comunicación audiovisual a acceder a los datos 
de consumo de sus contenidos audiovisuales en dicho servicio a petición.

Artículo 83.  Protección de los menores en el servicio de comunicación audiovisual 
radiofónico y en el servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición.

1. La prestación del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del servicio de 
comunicación audiovisual sonoro a petición se realizará de conformidad con lo establecido 
en el artículo 95.

2. En los términos previstos en el artículo 96, la autoridad audiovisual competente 
promoverá entre los prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del 
servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición, la adopción de códigos de conducta 
para dar un tratamiento adecuado de los menores en noticiarios y los programas de 
contenido informativo de actualidad.

3. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico podrán emitir 
programas relacionados con el esoterismo y las paraciencias, basados en la participación 
activa de los oyentes, entre la 1:00 y las 5:00 horas, y tendrán responsabilidad subsidiaria 
sobre los delitos que puedan cometerse y los daños que puedan causarse a través de dichos 
programas.
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4. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico solo podrán 
emitir programas de actividades de juegos de azar y apuestas entre la 1:00 y las 5:00 horas, 
salvo los sorteos de modalidades o productos de lotería cuya comercialización está 
reservada en exclusiva a los operadores designados al efecto por la Ley 13/2011, de 27 de 
mayo, de regulación del juego, o por la correspondiente legislación autonómica, que podrán 
ser emitidos sin sujeción a la mencionada limitación horaria.

Quedan igualmente excluidos de la limitación sobre franjas horarias establecida en el 
párrafo anterior los juegos de concursos emitidos por esos mismos prestadores, según la 
definición de esos juegos dada por la Ley 13/2011, de 27 de mayo, o por la legislación 
autonómica correspondiente, siempre que esos juegos estén conexos o subordinados a la 
actividad ordinaria de esos prestadores y, además, no se utilice su difusión para 
promocionar, de forma directa o indirecta, ninguna otra actividad de juegos de azar o de 
apuestas.

Artículo 84.  Accesibilidad de los servicios de comunicación audiovisual sonoros a petición.
Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición incorporarán 

gradualmente herramientas de accesibilidad en sus programas o contenidos ofrecidos 
mediante catálogo.

Artículo 85.  Comunicaciones comerciales audiovisuales en el servicio de comunicación 
audiovisual radiofónico y en el servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del servicio de 
comunicación audiovisual sonoro a petición tienen derecho a emitir comunicaciones 
comerciales audiovisuales de acuerdo con los límites previstos en la sección 1.ª y 2.ª del 
capítulo IV del título VI, salvo la limitación horaria establecida en el apartado 5 del artículo 
123, que no les será de aplicación.

2. En relación con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 128, sobre el patrocinio, los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del servicio de 
comunicación audiovisual sonoro a petición podrán patrocinar toda la programación, salvo 
los noticiarios.

3. En relación con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 129, sobre el emplazamiento 
de producto, los prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del 
servicio de comunicación audiovisual sonoro a petición podrán realizar emplazamiento de 
producto con carácter general en toda la programación salvo en los noticiarios, los 
programas relacionados con la protección del consumidor, los programas religiosos y los 
programas infantiles.

TÍTULO V
La prestación del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma

Artículo 86.  Principios generales de la prestación del servicio de intercambio de vídeos a 
través de plataforma.

Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
garantizarán la observancia de los principios establecidos en los artículos 4, 6, 10, 12, 14, 15 
y en el apartado 1 del artículo 7, con respecto a los contenidos distribuidos a través de sus 
servicios mediante el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente título.

Artículo 87.  Inscripción en el Registro estatal.
Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma deberán 

inscribirse en el Registro previsto en el artículo 39 conforme a lo dispuesto en el apartado 1 
del artículo 37.
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Artículo 88.  Obligaciones para la protección de los usuarios y de los menores frente a 
determinados contenidos audiovisuales.

Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma adoptarán 
medidas para proteger:

a) A los menores de los programas, de los vídeos generados por usuarios y de las 
comunicaciones comerciales audiovisuales que puedan perjudicar su desarrollo físico, 
mental o moral.

b) Al público en general de los programas, de los vídeos generados por usuarios y de las 
comunicaciones comerciales audiovisuales que incumplan lo establecido en el artículo 4.2.

c) Al público en general de los programas, de los vídeos generados por usuarios y de las 
comunicaciones comerciales audiovisuales que incumplan lo establecido en el artículo 4.4.

Artículo 89.  Medidas para la protección de los usuarios y de los menores frente a 
determinados contenidos audiovisuales.

1. Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma, para 
proteger a los menores y al público en general de los contenidos audiovisuales indicados en 
el artículo anterior, tomarán las siguientes medidas:

a) Incluir y poner en práctica en las cláusulas de condiciones del servicio de las 
plataformas de intercambio de vídeos las obligaciones establecidas en el artículo 88 sobre 
determinados contenidos audiovisuales.

b) Establecer y operar mecanismos transparentes y de fácil uso que permitan a los 
usuarios notificar o indicar al correspondiente prestador los contenidos que vulneren las 
obligaciones establecidas en el artículo 88.

c) Establecer y operar sistemas a través de los cuales los prestadores del servicio 
expliquen a los usuarios el curso que se ha dado a las notificaciones o indicaciones a que se 
refiere la letra anterior.

d) Establecer y aplicar sistemas de fácil uso que permitan a los usuarios del servicio 
calificar los contenidos que puedan vulnerar las obligaciones establecidas en el artículo 88.

e) Establecer y operar sistemas de verificación de edad para los usuarios con respecto a 
los contenidos que puedan perjudicar el desarrollo físico, mental o moral de los menores 
que, en todo caso, impidan el acceso de estos a los contenidos audiovisuales más nocivos, 
como la violencia gratuita o la pornografía.

f) Facilitar sistemas de control parental controlados por el usuario final con respecto a los 
contenidos que puedan perjudicar el desarrollo físico, mental o moral de los menores.

g) Establecer y aplicar procedimientos transparentes, eficaces y de fácil uso para el 
tratamiento y la resolución de las reclamaciones de los usuarios a los prestadores del 
servicio, en relación con la aplicación de las medidas a que se refieren las letras anteriores.

h) Facilitar medidas y herramientas eficaces de alfabetización mediática y poner en 
conocimiento de los usuarios la existencia de esas medidas y herramientas.

i) Facilitar que los usuarios, ante una reclamación presentada por ellos y no resuelta 
satisfactoriamente, puedan someter el conflicto a un procedimiento de resolución alternativa 
de litigios de consumo, de acuerdo con lo previsto en la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por 
la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios 
en materia de consumo. Todo ello sin perjuicio de que los usuarios puedan acudir a la vía 
judicial que corresponda.

2. A efectos de la aplicación de las medidas a previstas en el apartado anterior, se 
fomentará el uso de la corregulación, de acuerdo con lo establecido en los artículos 14 y 15.

3. Las medidas contempladas en este artículo se adoptarán por los prestadores del 
servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma sin perjuicio de la aplicación del 
régimen jurídico de responsabilidad previsto en el artículo 73 del Real Decreto-ley 24/2021, 
de 2 de noviembre, y en la Ley 34/2002, de 11 de julio.
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Artículo 90.  Datos personales de menores.
Los datos personales de menores recogidos o generados de otro modo por prestadores 

del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma de conformidad con lo previsto 
en el artículo 89 no podrán ser tratados con fines comerciales, como mercadotecnia directa, 
elaboración de perfiles o publicidad personalizada basada en el comportamiento. Sin 
perjuicio de lo anterior, en todo caso, el tratamiento de datos de menores quedará sometido 
a lo previsto en la normativa de protección de datos y, en particular, en lo establecido en el 
artículo 8 del Reglamento (UE) 679/2016 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE y al artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Artículo 91.  Obligaciones en materia de comunicaciones comerciales audiovisuales.
1. Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 

garantizarán que las comunicaciones comerciales audiovisuales que comercialicen, vendan 
u organicen cumplen lo establecido en la sección 1.ª del capítulo IV del título VI, salvo la 
limitación horaria establecida en los apartados 4 y 5 del artículo 123, que no les será de 
aplicación. En todo caso las comunicaciones comerciales que fomenten comportamientos 
nocivos o perjudiciales para menores exigirán verificación de edad y acceso a usuarios 
mayores de edad.

2. Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
garantizarán que las comunicaciones comerciales audiovisuales que no comercialicen, 
vendan u organicen cumplen lo establecido en la sección 1.ª del capítulo IV del título VI 
mediante las siguientes medidas:

a) Incluir y poner en práctica en las cláusulas de condiciones del servicio los requisitos 
establecidos en la sección 1.ª del capítulo IV del título VI para las comunicaciones 
comerciales audiovisuales no comercializadas, vendidas u organizadas por dichos 
prestadores.

b) Disponer de una funcionalidad para que los usuarios que suban vídeos declaren si a 
su entender, o hasta donde cabe razonablemente esperar que llega su entendimiento, dichos 
vídeos contienen comunicaciones comerciales audiovisuales.

c) En el caso de comunicaciones comerciales audiovisuales relacionadas con los juegos 
de azar y apuestas, solo podrán difundirse cuando las cuentas o canales desde las que se 
difundan estas comunicaciones comerciales tengan como actividad principal el ofrecimiento 
de información o contenidos sobre las actividades de juego definidas en la Ley 13/2011, de 
27 de mayo, y garanticen, además, el establecimiento de los mecanismos de control de 
acceso a personas menores de edad disponibles en la plataforma, así como la difusión 
periódica de mensajes sobre juego seguro o responsable. En estos casos, estas 
comunicaciones comerciales no tendrán que ajustarse al régimen de franjas horarias 
previsto en los apartados 7 y 8 del artículo 123.

d) En el caso de que se declare o notifique que el contenido audiovisual contiene 
comunicaciones comerciales sobre bebidas alcohólicas no le serán de aplicación las 
limitaciones horarias de los apartados 4 y 5 del artículo 123.

3. Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
informarán claramente a los usuarios cuando los programas y vídeos generados por 
usuarios contengan comunicaciones comerciales audiovisuales, siempre que los usuarios 
que suban vídeos hayan declarado que, a su entender, o hasta donde cabe razonablemente 
esperar que llega su entendimiento, dichos vídeos contienen comunicaciones comerciales 
audiovisuales, o siempre que el prestador tenga conocimiento de ese hecho.

4. Se fomentará la autorregulación, mediante la elaboración de códigos de conducta, con 
el fin de que los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
reduzcan eficazmente la exposición de los menores a las comunicaciones comerciales 
audiovisuales relativas a alimentos y bebidas que contengan nutrientes o sustancias con un 
efecto nutricional o fisiológico, en particular grasas, ácidos grasos trans, sal o sodio y 
azúcares, de los cuales se desaconseja una ingesta excesiva en la dieta general y, en 
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particular, evitar que dichas comunicaciones comerciales audiovisuales destaquen las 
cualidades positivas de sus aspectos nutricionales.

Artículo 92.  Alcance y proporcionalidad de las obligaciones.
Reglamentariamente se podrá especificar el alcance de cada una de las medidas 

enumeradas en los artículos 89 y 91 y su exigibilidad a los prestadores del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma, en función, entre otros, de su tamaño, 
volumen de usuarios, naturaleza de los contenidos o tipo de servicio ofrecido.

Artículo 93.  Supervisión y control.
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia controlará el cumplimiento 

por los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma de las 
obligaciones establecidas en este Título y en sus disposiciones de desarrollo.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá realizar las 
actuaciones inspectoras precisas para el ejercicio de su función de control.

3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, previo informe preceptivo y 
no vinculante de la Agencia Española de Protección de Datos, evaluará la idoneidad de las 
medidas a que se refieren los artículos 89, 90, y 91 adoptadas por los prestadores del 
servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma.

4. El incumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 89.1 letra e) será 
constitutiva de la infracción tipificada en el artículo 157.8, sin perjuicio de la responsabilidad 
penal que pueda derivarse de dicha acción.

5. Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
facilitarán la información requerida y colaborarán con la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia en el ejercicio de las funciones de supervisión y control previstas en este 
artículo.

6. Las previsiones contenidas en este artículo, específicamente las destinadas a 
garantizar una protección de los datos personales de los menores y público en general a los 
que se refieren los artículos 88, 89 y 90, se entenderán sin perjuicio de las funciones y 
potestades que corresponden a la Agencia Española de Protección de Datos de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 47 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Artículo 94.  Obligaciones de los usuarios de especial relevancia que empleen servicios de 
intercambio de vídeos a través de plataforma.

1. Los usuarios de especial relevancia que empleen servicios de intercambio de vídeos a 
través de plataforma se considerarán prestadores del servicio de comunicación audiovisual a 
los efectos del cumplimiento de los principios del título I conforme a lo establecido en el 
artículo 86 y de las obligaciones para la protección de los menores conforme a lo establecido 
en los apartados 1 y 4 del artículo 99. Asimismo, tales usuarios deberán respetar lo 
dispuesto en las secciones 1.ª y 2.ª del capítulo IV del título VI cuando comercialicen, vendan 
u organicen las comunicaciones comerciales que acompañen o se inserten en sus 
contenidos audiovisuales.

Los usuarios de especial relevancia tomarán aquellas medidas adecuadas para el 
cumplimiento de estas obligaciones y utilizarán los mecanismos que el prestador del servicio 
de intercambio de vídeos a través de plataforma pone a su disposición, en particular, los 
establecidos en los artículos 89.1.d) y 91.2.b).

2. A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de usuarios de especial relevancia 
aquellos usuarios que empleen los servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma 
y cumplan de forma simultánea los siguientes requisitos:

a) El servicio prestado conlleva una actividad económica por el que su titular obtiene 
unos ingresos significativos derivados de su actividad en los servicios de intercambio de 
vídeos a través de plataforma;

b) El usuario de especial relevancia es el responsable editorial de los contenidos 
audiovisuales puestos a disposición del público en su servicio.

c) El servicio prestado está destinado a una parte significativa del público en general y 
puede tener un claro impacto sobre él.
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d) La función del servicio es la de informar, entretener o educar y el principal objetivo del 
servicio es la distribución de contenidos audiovisuales.

e) El servicio se ofrece a través de redes de comunicaciones electrónicas y está 
establecido en España de conformidad con el apartado 2 del artículo 3.

3. En ningún caso se entenderán sometidos a las obligaciones del apartado 1 los 
siguientes sujetos:

a) Centros educativos o científicos cuando su actividad entre dentro de sus cometidos o 
esta sea de carácter divulgativo.

b) Museos, teatros o cualquier otra entidad cultural para presentar su programación o 
actividades.

c) Administraciones públicas o partidos políticos con fines de información y de 
presentación de las funciones que desempeñan.

d) Empresas y trabajadores por cuenta propia con el fin de promocionar los bienes y 
servicios producidos o distribuidos por ellas.

e) Asociaciones y organizaciones no gubernamentales con fines de autopromoción y de 
presentación de las actividades que realizan de acuerdo con su objeto.

4. Los usuarios de especial relevancia en los servicios de intercambio de vídeo a través 
de plataforma deberán inscribirse en el Registro estatal de Prestadores de Servicios de 
Comunicación Audiovisual previsto en el artículo 39.

5. A efectos del cumplimiento de las obligaciones previstas en el apartado 1 se 
fomentará la adopción de códigos de conducta de auto y corregulación previstos en el 
artículo 15 por parte de los usuarios de especial relevancia de los servicios de intercambio 
de vídeos a través de plataforma, las asociaciones que los agrupen o sus representantes.

TÍTULO VI
Obligaciones de los prestadores del servicio de comunicación audiovisual 

televisivo

CAPÍTULO I
Protección de los menores

Artículo 95.  Derechos de los menores en el ámbito audiovisual.
1. Los menores tienen derecho a que su imagen y su voz no se utilicen en los servicios 

de comunicación audiovisual sin su consentimiento o el de su representante legal, de 
acuerdo con la normativa vigente.

2. Está prohibida la difusión del nombre, la imagen u otros datos que permitan la 
identificación de los menores en el contexto de hechos delictivos, de emisiones en las que se 
discuta su tutela o filiación, o relativas a situaciones en las que menores hayan sido víctimas 
de violencia en cualquiera de sus manifestaciones.

3. Los datos personales de menores recogidos o generados de otro modo por 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo de conformidad con lo 
previsto en este Capítulo no podrán ser tratados con fines comerciales, como mercadotecnia 
directa, elaboración de perfiles o publicidad personalizada basada en el comportamiento. Sin 
perjuicio de lo anterior, en todo caso el tratamiento de datos de menores quedará sometido a 
lo previsto en la normativa de protección de datos y, en particular, en lo establecido en el 
artículo 8 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, y al artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Artículo 96.  Códigos de conducta para tratamiento adecuado de menores en noticiarios y 
programas de contenido informativo de actualidad.

La autoridad audiovisual competente promoverá entre los prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual televisivo, lineal y a petición, la adopción de códigos de conducta 
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con el fin de dar un tratamiento adecuado a los menores en noticiarios y programas de 
contenido informativo de actualidad en los que:

a) Se informe de que un menor de edad se ha visto involucrado, de cualquier modo, en 
una situación de riesgo o violencia, incluso si no llega a ser un hecho constitutivo de delito.

b) Aparezcan menores en situaciones de vulnerabilidad.

Artículo 97.  Descriptores visuales de los programas audiovisuales.
Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual facilitarán información 

suficiente a los espectadores sobre los programas. A tal efecto, los prestadores utilizarán un 
sistema de descriptores adoptado mediante acuerdo de corregulación de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 15.2, garantizando su utilidad en cualquier dispositivo.

Artículo 98.  Calificación de los programas audiovisuales.
1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo, lineal o a petición, 

están obligados a que los programas emitidos dispongan de una calificación por edades, 
visible en pantalla mediante indicativo visual y fácilmente comprensible para todas las 
personas.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia firmará un acuerdo de 
corregulación, de acuerdo con lo previsto en el artículo 15.2, entre otros, con los prestadores 
del servicio de comunicación audiovisual televisivo, lineal y a petición y con los prestadores 
del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma, garantizando la participación de 
las asociaciones de consumidores y usuarios y de las organizaciones representativas de los 
usuarios de los medios, con el fin de coadyuvar al cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en este artículo.

3. Cuando el acuerdo de corregulación previsto en el apartado anterior pueda afectar a la 
calificación de los programas y a la recomendación de visionado en función de la edad, la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia solicitará a la autoridad audiovisual 
competente, al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales y a los órganos 
correspondientes de la Comunidades Autónomas con competencia en la materia, la emisión 
de un informe preceptivo sobre el mismo.

4. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo, lineal y a petición, 
cumplimentarán los campos de los descriptores de forma que las Guías Electrónicas de 
Programas, previstas en la normativa de telecomunicaciones, y/o los equipos receptores 
muestren la información relativa al contenido de los programas.

5. Los prestadores del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual 
respetarán y mantendrán la información y los descriptores presentes en las Guías 
electrónicas de programas, previstas en la normativa de telecomunicaciones, de los servicios 
que comercializan.

6. Los apartados anteriores no serán de aplicación a los servicios de comunicación 
audiovisual ofertados de forma exclusiva en otro Estado miembro de la Unión Europea 
siempre que el prestador haya demostrado a la autoridad audiovisual competente que la 
protección de los menores frente a contenidos dañinos o perjudiciales se ajusta al nivel de 
protección establecido en el presente artículo.

7. Las autoridades audiovisuales competentes de ámbito autonómico podrán formalizar 
acuerdos de corregulación con los prestadores del servicio de comunicación audiovisual 
autonómico, con objeto de coadyuvar al cumplimiento de las obligaciones establecidas en 
este artículo.

Artículo 99.  Contenidos perjudiciales para el desarrollo físico, mental o moral de los 
menores.

1. Todos los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal, 
abierto y de acceso condicional, y del servicio de comunicación audiovisual televisivo a 
petición facilitarán a los usuarios información suficiente e inequívoca acerca de la naturaleza 
potencialmente perjudicial para el desarrollo físico, mental o moral de los menores de los 
programas y contenidos audiovisuales mediante la utilización de un sistema de descripción 
del contenido, advertencia acústica, símbolo visual o cualquier otro medio técnico que 
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describa la naturaleza del contenido, de acuerdo con el acuerdo de corregulación previsto en 
el artículo 98.2.

2. El servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto tiene las siguientes 
obligaciones para la protección de los menores del contenido perjudicial:

a) Se prohíbe la emisión de programas o contenidos audiovisuales que contengan 
escenas de violencia gratuita o pornografía.

b) La emisión de otro tipo de programas o contenidos audiovisuales que puedan resultar 
perjudiciales para los menores exigirá que el prestador forme parte del código de 
corregulación que se prevé en el artículo 98.2 y disponga de mecanismos de control parental 
o sistemas de codificación digital.

c) Los programas cuya calificación por edad «No recomendada para menores de 
dieciocho años» solo podrán emitirse entre las 22:00 y las 6:00 horas.

3. El servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de acceso condicional tiene 
las siguientes obligaciones para la protección de los menores del contenido perjudicial:

a) Formar parte del código de corregulación previsto en el artículo 98.2.
b) Proporcionar mecanismos de control parental o sistemas de codificación digital.
4. El servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición tiene las siguientes 

obligaciones para la protección de los menores del contenido perjudicial:
a) Incluir programas y contenidos audiovisuales que puedan incluir escenas de 

pornografía o violencia gratuita en catálogos separados.
b) Formar parte del código de corregulación previsto en el artículo 98.2.
c) Proporcionar mecanismos de control parental o sistemas de codificación digital.
5. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto y 

de acceso condicional solo podrán emitir programas relacionados con el esoterismo y las 
paraciencias, basados en la participación activa de los usuarios, entre la 1:00 y las 5:00 
horas, y tendrán responsabilidad subsidiaria sobre los delitos que puedan cometerse y los 
daños que puedan causarse a través de dichos programas.

6. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto y 
de acceso condicional solo podrán emitir programas de actividades de juegos de azar y 
apuestas entre la 1:00 y las 5:00 horas, salvo los sorteos de modalidades o productos de 
lotería cuya comercialización está reservada en exclusiva a los operadores designados al 
efecto por la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de Regulación del Juego, o por la correspondiente 
legislación autonómica, que podrán ser emitidos sin sujeción a la mencionada limitación 
horaria.

Quedan igualmente excluidos de la limitación sobre franjas horarias establecida en el 
párrafo anterior los juegos de concursos emitidos por esos mismos prestadores, según la 
definición de esos juegos dada por la Ley 13/2011, de 27 de mayo, o por la legislación 
autonómica correspondiente, siempre que esos juegos estén conexos o subordinados a la 
actividad ordinaria de esos prestadores y, además, no se utilice su difusión para 
promocionar, de forma directa o indirecta, ninguna otra actividad de juegos de azar o de 
apuestas.

Artículo 100.  Contenido audiovisual especialmente recomendado para menores.
La autoridad audiovisual competente pondrá en marcha actuaciones dirigidas a fomentar 

la producción y emisión de programas especialmente recomendados para menores de edad, 
adaptados a su edad, madurez y lenguaje que promuevan su desarrollo y bienestar integral.

CAPÍTULO II
Accesibilidad

Artículo 101.  Accesibilidad universal al servicio de comunicación audiovisual.
1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual tendrán las siguientes 

obligaciones en materia de accesibilidad:
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a) Mejorar de forma progresiva y continua la accesibilidad a sus servicios de 
comunicación audiovisual.

b) Desarrollar planes de accesibilidad de mejora continua de la accesibilidad de los 
servicios, que deberán ser comunicados anualmente a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia.

c) Financiar las adaptaciones necesarias en sus servicios para prestarlos de forma 
accesible.

d) Garantizar el cumplimiento progresivo de los requisitos de calidad del subtitulado y de 
la audiodescripción conforme a la normativa de calidad española UNE.

e) Garantizar que la incorporación de contenidos signados se realice observando los 
criterios de calidad recogidos por el Centro de Normalización Lingüística de la Lengua de 
Signos Española o, en su caso, por los organismos equivalentes de las Comunidades 
Autónomas que tengan su propia lengua de signos.

f) Fomentar la difusión de comunicaciones comerciales accesibles.
g) Garantizar que los servicios de acceso a través de páginas web, así como los 

contenidos de éstas y las aplicaciones para dispositivos móviles, sean gradualmente 
accesibles.

h) Garantizar que las guías electrónicas de programación previstas en la normativa de 
telecomunicaciones están sincronizadas con los programas que efectivamente se emiten y 
que dichas guías informan señalizando claramente las medidas de accesibilidad de dichos 
programas.

2. Se fomentará el disfrute pleno de la comunicación audiovisual para las personas con 
discapacidad y el uso de buenas prácticas que evite cualquier discriminación o repercusión 
negativa hacia dichas personas.

3. Se garantizará el derecho de las personas con discapacidad a que las informaciones 
relativas a situaciones de emergencia, incluyendo las comunicaciones y anuncios en 
situaciones de catástrofes naturales y crisis de salud pública, se difundan de forma clara, 
comprensible y accesible a través de los servicios de comunicación audiovisual 
correspondientes.

4. Las obligaciones establecidas en este Capítulo no serán exigibles a los prestadores 
del servicio de comunicación audiovisual con un bajo volumen de negocio y con una baja 
audiencia en los términos que se determinen reglamentariamente.

5. Las Comunidades Autónomas podrán regular obligaciones adicionales para los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual de ámbito autonómico.

Artículo 102.  Accesibilidad al servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en 
abierto.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto 
cumplirán las siguientes obligaciones para garantizar la accesibilidad de sus contenidos:

a) Un mínimo de ochenta por ciento de los programas subtitulados desde el inicio de la 
prestación del servicio de comunicación audiovisual y, en todo caso, subtitulado de los 
programas emitidos en el horario de máxima audiencia.

b) Un mínimo de cinco horas semanales de programas en lengua de signos, 
prioritariamente emitidos en el horario de máxima audiencia, entre los que deberán incluir 
noticiarios, programación infantil, programas de contenido informativo de actualidad, 
programas relacionados con los intereses de los consumidores o servicios religiosos.

c) Un mínimo de cinco horas semanales de programas audiodescritos, prioritariamente 
emitidos en horario de máxima audiencia, entre los que deberán incluir películas 
cinematográficas de cualquier género incluido documental y animación, películas para 
televisión de cualquier género incluido documental y animación y series.

2. Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual televisivo lineal en 
abierto cumplirán las siguientes obligaciones para garantizar la accesibilidad de sus 
contenidos:

a) Un mínimo de noventa por ciento de los programas difundidos subtitulados y, en todo 
caso, subtitulado de los programas emitidos en el horario de máxima audiencia.
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b) Un mínimo de quince horas semanales de programas que incluyan lengua de signos, 
prioritariamente emitidos en horario de máxima audiencia, entre los que deberán incluir 
noticiarios, programación infantil, programas de contenido informativo de actualidad, 
programas relacionados con los intereses de los consumidores o servicios religiosos.

c) Un mínimo de quince horas semanales de programas audiodescritos, prioritariamente 
emitidos en horario de máxima audiencia, entre los que deberán incluir películas 
cinematográficas de cualquier género incluido documental y animación, películas para 
televisión de cualquier género incluido documental y animación y series.

3. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto 
mediante ondas hertzianas terrestres podrán emplear los servicios prestados a través de 
televisión conectada para facilitar la accesibilidad a los programas. Estos servicios se 
tendrán en cuenta para computar el efectivo cumplimiento de las obligaciones de 
accesibilidad.

4. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto 
deberán incorporar de manera gradual medidas que fomenten la accesibilidad a los servicios 
que ofrezcan de forma exclusiva para su recepción en otros Estados miembros de la Unión 
Europea.

Artículo 103.  Accesibilidad al servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de 
acceso condicional.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de acceso 
condicional cumplirán las siguientes obligaciones para garantizar la accesibilidad de sus 
contenidos:

a) Un mínimo de treinta por ciento de los programas subtitulados desde el inicio de la 
prestación del servicio de comunicación audiovisual y, en todo caso, subtitulado de los 
programas que puedan resultar de mayor interés para la audiencia.

b) Un mínimo de cinco horas semanales de programas audiodescritos que incluirán 
aquellos que puedan resultar de mayor interés para la audiencia.

c) Incorporación gradual de programas que puedan resultar de mayor interés para la 
audiencia en lengua de signos.

2. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de acceso 
condicional deberán incorporar de manera gradual medidas que fomenten la accesibilidad a 
los servicios que ofrezcan de forma exclusiva para su recepción en otros Estados miembros 
de la Unión Europea.

Artículo 104.  Accesibilidad al servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición.
1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición 

cumplirán las siguientes obligaciones para garantizar la accesibilidad de los contenidos en su 
catálogo:

a) Un mínimo de treinta por ciento de los programas subtitulados desde el inicio de la 
prestación del servicio de comunicación audiovisual y, en todo caso, subtitulado de los 
programas que puedan resultar de mayor interés para la audiencia.

b) Incorporación gradual de programas con audiodescripción y lengua de signos, 
dotados con la debida prominencia en el catálogo.

2. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal a petición 
deberán incorporar de manera gradual medidas que fomenten la accesibilidad a los servicios 
que ofrezcan de forma exclusiva para su recepción en otros Estados miembros de la Unión 
Europea.

Artículo 105.  Mantenimiento de accesibilidad de contenidos audiovisuales o servicios de 
comunicación audiovisual de terceros.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual que difundan programas y 
contenidos audiovisuales producidos por terceros deberán difundirlos manteniendo las 
medidas de accesibilidad que estos lleven incorporadas siempre que se empleen los 
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formatos interoperables acordados por los Códigos de autorregulación que se aprueben 
conforme a lo dispuesto en el artículo 108.

2. Los prestadores del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual 
deberán distribuir dichos servicios manteniendo las medidas de accesibilidad que estos 
lleven incorporadas, siempre que se empleen los formatos interoperables acordados por los 
Códigos de autorregulación que se aprueben conforme a lo dispuesto en el artículo 108. 
Esta obligación también se aplicará a los cesionarios a los que se refiere el artículo 33.2.

Artículo 106.  Control de las obligaciones de accesibilidad a los servicios de comunicación 
audiovisual.

1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia será el organismo 
encargado de controlar el cumplimiento de las obligaciones previstas en este Capítulo a los 
servicios de comunicación audiovisual de ámbito estatal.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia publicará anualmente un 
informe respecto del cumplimiento de las obligaciones de accesibilidad de los prestadores de 
servicios de comunicación audiovisual y de los procedimientos sancionadores finalizados por 
vulneración de las obligaciones previstas en este Capítulo.

3. Las autoridades audiovisuales de las Comunidades Autónomas serán los organismos 
encargados de controlar el cumplimiento de las obligaciones previstas en este Capítulo con 
respecto a los servicios de comunicación audiovisual bajo su competencia.

Artículo 107.  Punto de contacto único.
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia será el punto de contacto a 

disposición del público, para facilitar información y recibir quejas sobre las cuestiones de 
accesibilidad que afecten a los servicios de comunicación audiovisual de ámbito estatal 
reguladas en el presente Capítulo.

Las Comunidades Autónomas podrán crear puntos de contacto a disposición del público 
para facilitar información y recibir quejas sobre las cuestiones de accesibilidad que afecten a 
los servicios de comunicación audiovisual de ámbito autonómico.

Artículo 108.  Autorregulación.
La autoridad audiovisual competente fomentará la adopción de códigos de 

autorregulación por parte de los prestadores del servicio de comunicación audiovisual con el 
fin de alcanzar la accesibilidad universal de dicho servicio y mejorar la calidad de las 
medidas obligatorias. En la elaboración de los códigos se deberá consultar a las 
organizaciones representativas de las personas con discapacidad.

En el caso de que no se hubiera adoptado el código de autorregulación para mejorar la 
calidad de las medidas obligatorias en materia de accesibilidad previsto en el párrafo 
anterior, o de que la autoridad audiovisual competente llegue a la conclusión de que dicho 
código de autorregulación ha demostrado no ser suficientemente eficaz para mejorar la 
calidad de la accesibilidad a los servicios de comunicación audiovisual, el Gobierno 
establecerá dichos requisitos de calidad reglamentariamente tomando como referencia la 
normativa de calidad española UNE y los criterios de calidad recogidos por el Centro de 
Normalización Lingüística de la Lengua de Signos Española.

Artículo 109.  Centros de referencia para la accesibilidad de los servicios de comunicación 
audiovisual de ámbito estatal y autonómico.

1. El Centro Español del Subtitulado y la Audiodescripción (CESyA) y el Centro de 
Normalización Lingüística de la Lengua de Signos Española (CNSLE) del Real Patronato 
sobre Discapacidad constituyen los centros estatales técnicos de referencia en materia de 
accesibilidad audiovisual para personas con discapacidad, en lo referente a los servicios de 
comunicación audiovisual de ámbito estatal.

2. Las Comunidades Autónomas podrán determinar cuáles son los centros autonómicos 
técnicos de referencia en materia de accesibilidad audiovisual para personas con 
discapacidad, en lo referente a los servicios de comunicación audiovisual de ámbito 
autonómico.
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CAPÍTULO III
Promoción de obra audiovisual europea y de la diversidad lingüística

Artículo 110.  Obligación de promover obra audiovisual europea y la diversidad lingüística.
Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo contribuirán al reflejo 

de la diversidad cultural y lingüística del Estado y garantizarán unos niveles suficientes de 
inversión y distribución de las obras audiovisuales europeas en los términos previstos en 
este capítulo.

Sección 1.ª Definiciones aplicables en la obligación de promoción de obra 
audiovisual europea

Artículo 111.  Obra audiovisual europea.
Se considera obra audiovisual europea:
a) Aquellas obras originarias de los Estados miembros de la Unión Europea y aquellas 

otras obras originarias de terceros Estados que sean parte del Convenio Europeo sobre la 
Televisión Transfronteriza del Consejo de Europa, siempre que las obras de los Estados 
miembros no estén sometidas a medidas discriminatorias en el tercer país de que se trate.

Se considera obra originaria la realizada esencialmente con la participación de autores y 
trabajadores que residan en uno o varios Estados de los mencionados en el párrafo anterior 
y siempre que, además, cumpla una de las tres condiciones siguientes:

1.º Que las obras sean realizadas por uno o más productores establecidos en uno o 
varios de dichos Estados.

2.º Que la producción de las obras sea supervisada y efectivamente controlada por uno o 
varios productores establecidos en uno o varios de dichos Estados.

3.º Que la contribución de los coproductores de dichos Estados sea mayoritaria en el 
coste total de la coproducción, y ésta no sea controlada por uno o varios productores 
establecidos fuera de dichos Estados.

b) Las obras coproducidas en el marco de acuerdos relativos al sector audiovisual 
concertados entre la Unión Europea y terceros países que satisfagan las condiciones fijadas 
en los mismos, siempre que las obras de los Estados miembros no estén sometidas a 
medidas discriminatorias en el tercer país de que se trate.

c) Las obras que no sean europeas con arreglo al apartado a), pero que se hayan 
producido en el marco de tratados de coproducción bilaterales celebrados entre los Estados 
miembros y terceros países, siempre que la contribución de los coproductores comunitarios 
en el coste total de la producción sea mayoritaria y que dicha producción no esté controlada 
por uno o varios productores establecidos fuera del territorio de los Estados miembros.

Artículo 112.  Productor independiente.
1. Se considera productor independiente a efectos de este Capítulo a la persona física o 

jurídica que no está vinculada de forma estable en una estrategia empresarial común con un 
prestador del servicio de comunicación audiovisual obligado a cumplir con lo establecido en 
los artículos 117 a 119 y que asume la iniciativa, la coordinación y el riesgo económico de la 
producción de programas o contenidos audiovisuales, por iniciativa propia o por encargo, y a 
cambio de una contraprestación los pone a disposición de dicho prestador del servicio de 
comunicación audiovisual.

2. Se presume que existe una vinculación estable entre un productor independiente y un 
prestador del servicio de comunicación audiovisual cuando son parte del mismo grupo de 
sociedades conforme al artículo 42 del Código de Comercio, o cuando existen acuerdos 
estables de exclusividad que limitan la autonomía de las partes para contratar con terceros.
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Artículo 113.  Película cinematográfica.
Se considera película cinematográfica, a efectos de este título, a las obras audiovisuales, 

tanto largometrajes como cortometrajes, definidas en las letras a), c), y d) del artículo 4 de la 
Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine.

Sección 2.ª Obligación de cuota de obra audiovisual europea y de promoción 
de la diversidad lingüística

Artículo 114.  Obligación de cuota de obra audiovisual europea en los servicios de 
comunicación audiovisual.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo reservarán para 
obras europeas un porcentaje de su programación o de su catálogo, de acuerdo con lo 
previsto en los artículos siguientes.

2. Reglamentariamente se establecerán los supuestos y términos en los que podrá 
eximirse o flexibilizarse el cumplimiento de la obligación establecida en el apartado anterior 
para los prestadores con un bajo volumen de negocio, para los servicios de comunicación 
audiovisual con baja audiencia o para aquellos casos en los que la obligación resulte 
impracticable o injustificada en razón de la naturaleza o del tema del servicio de 
comunicación audiovisual.

Artículo 115.  Cuota de obra audiovisual europea en el servicio de comunicación audiovisual 
televisivo lineal.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal reservarán a 
obras audiovisuales europeas al menos el cincuenta y uno por ciento del tiempo de emisión 
anual de su programación.

2. Como mínimo el cincuenta por ciento de la cuota prevista en el apartado anterior se 
reservará a obras en la lengua oficial del Estado o en alguna de las lenguas oficiales de las 
Comunidades Autónomas. De esta subcuota, el prestador del servicio público de 
comunicación audiovisual de ámbito estatal reservará en todo caso un mínimo del quince por 
ciento a obras audiovisuales en alguna de las lenguas oficiales de las Comunidades 
Autónomas, teniendo en cuenta su peso poblacional y reservando, al menos, un diez por 
ciento para cada una de ellas.

3. Como mínimo el diez por ciento del tiempo de emisión total se reservará a obras 
europeas de productores independientes del prestador del servicio y la mitad de ese diez por 
ciento deberá haber sido producida en los últimos cinco años.

4. Los servicios de comunicación audiovisual televisivos lineales que se ofrezcan para su 
difusión exclusiva en otros Estados Miembros de la Unión Europea por parte de los 
prestadores estarán exceptuados de cumplir con el apartado 2 del presente artículo.

5. El tiempo de emisión a que se refiere el presente artículo se computará con la 
exclusión del dedicado a noticiarios, acontecimientos deportivos, juegos y comunicaciones 
comerciales audiovisuales.

6. En relación con las obligaciones establecidas en el apartado 2, aquellas Comunidades 
Autónomas que tengan lengua oficial podrán regular obligaciones adicionales para los 
prestadores del servicio público de comunicación audiovisual en sus correspondientes 
ámbitos autonómicos.

Artículo 116.  Cuota de obra audiovisual europea en el catálogo del servicio de 
comunicación audiovisual televisivo a petición.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición 
reservarán a obras europeas al menos el treinta por ciento del catálogo.

2. Como mínimo el cincuenta por ciento de la cuota prevista en el apartado anterior se 
reservará a obras en la lengua oficial del Estado o en alguna de las lenguas oficiales de las 
Comunidades Autónomas. De esta subcuota, el prestador del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo a petición de ámbito estatal reservará en todo caso un mínimo del 
cuarenta por ciento a obras audiovisuales en alguna de las lenguas oficiales de las 
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Comunidades Autónomas, teniendo en cuenta su peso poblacional y reservando, al menos, 
un diez por ciento para cada una de ellas.

3. Los servicios de comunicación audiovisual televisivos a petición que se ofrezcan para 
su difusión exclusiva en otros Estados miembros de la Unión Europea por parte de los 
prestadores estarán exceptuados de cumplir con lo dispuesto en el apartado 2.

4. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición 
garantizarán la prominencia de dichas obras europeas en sus catálogos.

5. En relación con las obligaciones establecidas en el apartado 2, aquellas Comunidades 
Autónomas que tengan lengua oficial podrán regular obligaciones adicionales para los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición de ámbito 
autonómico.

Sección 3.ª Obligación de financiación anticipada de obra audiovisual europea 
y promoción de la diversidad lingüística

Artículo 117.  Obligación de financiación anticipada de obra audiovisual europea.
1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal o a petición 

establecidos en España y que prestan sus servicios en España y los prestadores del servicio 
de comunicación audiovisual televisivo lineal o a petición establecidos en otro Estado 
miembro de la Unión Europea que dirigen sus servicios a España estarán obligados a 
financiar anticipadamente obra audiovisual europea.

2. La obligación establecida en el apartado anterior no será exigible a los prestadores 
con un bajo volumen de negocio, a aquellos servicios de comunicación audiovisual con baja 
audiencia ni en aquellos casos en los que la obligación resulte impracticable o injustificada 
en razón de la naturaleza o del tema del servicio de comunicación audiovisual, en los 
términos que se determine reglamentariamente.

3. La cuantía de la obligación de financiación anticipada de obra audiovisual europea 
prevista en el apartado 1 se determinará sobre la base de los ingresos devengados en el 
ejercicio anterior, conforme a su cuenta de explotación, por la prestación de servicios de 
comunicación audiovisual televisivos en el mercado audiovisual español.

4. La obligación prevista en el apartado primero se podrá cumplir a través de la 
participación directa en la producción de las obras, mediante la adquisición de los derechos 
de explotación de las mismas y/o mediante la contribución al Fondo de Protección a la 
Cinematografía cuya gestión le corresponde al Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales conforme al artículo 19.3 de la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine, o 
mediante la contribución al Fondo de fomento de la cinematografía y el audiovisual en 
lenguas cooficiales distintas al castellano recogido en el artículo 36 de dicha Ley.

5. En las coproducciones no se contabilizará a efectos del cumplimiento de la obligación 
de financiación la aportación del productor independiente.

6. La contribución al Fondo de Protección a la Cinematografía por parte de los sujetos 
obligados se computará en primer término como financiación realizada en producción de 
obra audiovisual por parte de productores independientes, salvo indicación en contrario o 
que la cantidad exceda la inversión que deba realizarse por tal concepto.

7. No computará a los efectos de cumplimiento de la obligación de financiación 
anticipada de obra audiovisual europea la producción o la compra de derechos de películas 
que sean susceptibles de recibir la calificación X de conformidad con la Ley 55/2007, de 28 
de diciembre, del Cine.

8. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual de ámbito local que no 
formen parte de una red nacional estarán excluidos de cumplir con la obligación de 
financiación de obra europea.

Artículo 118.  Obligación de financiación anticipada de obra audiovisual europea para 
prestadores del servicio público de comunicación audiovisual televisivo.

1. El prestador del servicio público de comunicación audiovisual televisivo destinará el 
seis por ciento de sus ingresos computables a financiar anticipadamente obra audiovisual 
europea.
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2. El total de la obligación de financiación del prestador del servicio público de 
comunicación audiovisual televisivo deberá respetar las siguientes condiciones:

a) Mínimo de un setenta por ciento deberá destinarse a obras audiovisuales producidas 
por productores independientes, por iniciativa propia o por encargo, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 112, en la lengua oficial del Estado o en alguna de las lenguas oficiales de las 
Comunidades Autónomas. De esta subcuota, el prestador del servicio público de 
comunicación audiovisual televisivo de ámbito estatal reservará, en todo caso:

1.° Un mínimo del quince por ciento a obras audiovisuales en lenguas oficiales de las 
Comunidades Autónomas, teniendo en cuenta su peso poblacional y reservando, al menos, 
un diez por ciento para cada una de ellas.

2.º Un mínimo del treinta por ciento a obras audiovisuales dirigidas o creadas 
exclusivamente por mujeres.

b) Mínimo de un cuarenta y cinco por ciento deberá destinarse a películas 
cinematográficas producidas por productores independientes, por iniciativa propia o por 
encargo, conforme a lo dispuesto en el artículo 112, de cualquier género en la lengua oficial 
del Estado o en alguna de las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas.

c) Mínimo de un doce por ciento deberá destinarse a animación y documentales.
3. Las Comunidades Autónomas con lenguas oficiales podrán regular obligaciones 

adicionales para los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual televisivo 
de ámbito autonómico. Asimismo, por acuerdo entre uno o varios prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual de ámbito autonómico sujeto a la obligación de financiación 
establecida en este capítulo y una o varias asociaciones que agrupen a la mayoría de los 
productores cinematográficos, podrá pactarse mediante convenio la forma de aplicación de 
las obligaciones de financiación previstas en este artículo, respetando las proporciones 
establecidas en el mismo.

Artículo 119.  Obligación de financiación anticipada de obra audiovisual europea para 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo, lineal o a petición.

1. La obligación de financiación anticipada de obra audiovisual europea se modulará 
conforme a la Recomendación de la Comisión Europea, de 6 de mayo de 2003, sobre la 
definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas.

2. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo, lineal o a petición, 
cuyos ingresos computables conforme a lo establecido en el artículo 117.3 sean iguales o 
superiores a cincuenta millones de euros, destinarán anualmente el cinco por ciento de 
dichos ingresos a la financiación de obra audiovisual europea, a la compra de derechos de 
explotación de obra audiovisual europea ya terminada y/o a la contribución al Fondo de 
Protección a la Cinematografía o a la contribución al Fondo de fomento de la cinematografía 
y el audiovisual en lenguas cooficiales distintas al castellano. El total de la obligación de 
financiación del prestador deberá respetar las siguientes dos condiciones:

a) Mínimo de un setenta por ciento deberá destinarse a obras audiovisuales producidas 
por productores independientes, por iniciativa propia o por encargo, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 112, en la lengua oficial del Estado o en alguna de las lenguas oficiales de las 
Comunidades Autónomas. De esta subcuota, el prestador del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo, lineal o a petición, reservará en todo caso:

1.° Un mínimo del quince por ciento a obras audiovisuales en lenguas oficiales de las 
Comunidades Autónomas, teniendo en cuenta su peso poblacional y reservando, al menos, 
un diez por ciento para cada una de ellas.

2.º Un mínimo del treinta por ciento a obras audiovisuales dirigidas o creadas 
exclusivamente por mujeres.

b) Mínimo del cuarenta por ciento deberá destinarse a películas cinematográficas 
producidas por productores independientes, por iniciativa propia o por encargo, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 112, de cualquier género en la lengua oficial del Estado o en 
alguna de las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas.
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3. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo, lineal o a petición, 
cuyos ingresos computables conforme a lo establecido en el artículo 117.3, sean inferiores a 
cincuenta millones de euros y superiores o iguales a diez millones de euros, destinarán 
anualmente el cinco por ciento de dichos ingresos a la financiación de obra audiovisual 
europea, a la compra de derechos de explotación de obra audiovisual europea ya terminada 
o a la contribución al Fondo de Protección a la Cinematografía. El total de la obligación de 
financiación del prestador deberá respetar un mínimo de un setenta por ciento destinado a 
obras audiovisuales producidas por productores independientes por iniciativa propia o por 
encargo, conforme a lo dispuesto en el artículo 112, en la lengua oficial del Estado o en 
alguna de las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas.

4. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo, lineal o a petición, 
cuyos ingresos computables conforme a lo establecido en el artículo 117.3, sean inferiores a 
diez millones de euros quedarán exentos de la obligación.

5. Las Comunidades Autónomas con lenguas oficiales podrán regular obligaciones 
adicionales para los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo de 
ámbito autonómico.

Sección 4.ª Control y supervisión de las obligaciones de promoción de obra 
audiovisual europea

Artículo 120.  Control y seguimiento de la obligación de promoción de obra audiovisual 
europea.

1. El control y seguimiento de las obligaciones contenidas en el presente capítulo 
corresponderá a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en el caso de los 
prestadores de servicios de comunicación audiovisual de ámbito estatal y de los prestadores 
establecidos en otro Estado miembro de la Unión Europea que dirigen sus servicios a 
España, previo dictamen preceptivo del Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales.

2. Reglamentariamente se establecerán el procedimiento, los mecanismos de cómputo y 
la información que podrá recabarse de los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual de ámbito estatal sujetos al cumplimiento de la obligación.

3. En el caso de los servicios de comunicación audiovisual de ámbito autonómico, dicho 
control y seguimiento corresponderá a la autoridad audiovisual autonómica competente.

CAPÍTULO IV
Comunicaciones comerciales audiovisuales

Sección 1.ª Derecho a realizar comunicaciones comerciales audiovisuales

Artículo 121.  Derecho a emitir comunicaciones comerciales audiovisuales.
1. Se considera comunicación comercial audiovisual las imágenes o sonidos destinados 

a promocionar, de manera directa o indirecta, los bienes, servicios o imagen de una persona 
física o jurídica dedicada a una actividad económica, que acompañan o se incluyen en un 
programa o en un vídeo generado por el usuario a cambio de una remuneración o 
contraprestación similar a favor del prestador del servicio de comunicación audiovisual, o 
bien con fines de autopromoción. La publicidad televisiva, el patrocinio, la televenta y el 
emplazamiento de producto son, entre otras, formas de comunicación comercial audiovisual.

2. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual tienen derecho a difundir 
comunicaciones comerciales audiovisuales a través de sus servicios de conformidad con lo 
previsto en este capítulo y en la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, 
así como en la normativa específica para cada sector de actividad.

3. Las comunicaciones comerciales audiovisuales deben estar claramente diferenciadas 
del contenido editorial mediante mecanismos ópticos y/o acústicos y/o espaciales.

4. El nivel sonoro de las comunicaciones comerciales audiovisuales no puede ser 
superior al nivel medio del programa que le precede.
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Artículo 122.  Prohibiciones absolutas de determinadas comunicaciones comerciales 
audiovisuales.

1. Se prohíbe toda comunicación comercial audiovisual que vulnere la dignidad humana, 
fomente la discriminación contra un grupo de personas o un miembro de un grupo por razón 
de edad, sexo, discapacidad, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, 
raza, color, origen étnico o social, características sexuales o genéticas, lengua, religión o 
creencias, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, nacionalidad, patrimonio o nacimiento, 
fomente comportamientos nocivos para la seguridad o fomente conductas gravemente 
nocivas para la protección del medio ambiente.

2. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual que utilice la imagen de las mujeres 
con carácter vejatorio o discriminatorio.

3. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual encubierta que, mediante la 
presentación verbal o visual, directa o indirecta, de bienes, servicios, nombres, marcas o 
actividades, tenga de manera intencionada un propósito publicitario y pueda inducir al 
público a error en cuanto a la naturaleza de dicha presentación.

4. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual subliminal que mediante técnicas 
de producción de estímulos de intensidades fronterizas con los umbrales de los sentidos o 
análogas, pueda actuar sobre el público destinatario sin ser conscientemente percibida.

Artículo 123.  Comunicaciones comerciales audiovisuales que fomenten comportamientos 
nocivos para la salud.

1. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual de cigarrillos y demás productos de 
tabaco, incluidos los cigarrillos electrónicos y sus envases de recarga, y de los productos a 
base de hierbas para fumar, así como de las empresas que los producen.

2. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual de medicamentos y productos 
sanitarios que no respete los límites previstos en la normativa reguladora de la publicidad y 
actividades relacionadas con la salud y, en todo caso, la comunicación comercial audiovisual 
de productos, materiales, sustancias, energías o métodos con pretendida finalidad sanitaria 
que no respete lo previsto en el Real Decreto 1907/1996, de 2 de agosto, sobre publicidad y 
promoción comercial de productos, actividades o servicios con pretendida finalidad sanitaria.

3. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual de bebidas alcohólicas que cumpla 
alguno de los siguientes requisitos:

a) Se dirija específicamente a menores, o presenten a menores consumiendo dichas 
bebidas.

b) Asocie el consumo a la mejora del rendimiento físico o a la conducción de vehículos.
c) Dé la impresión de que su consumo contribuye al éxito social o sexual, o lo asocie, 

vincule o relacione con ideas o comportamientos que expresen éxito personal, familiar, 
social, deportivo o profesional.

d) Sugieran que las bebidas alcohólicas tienen propiedades terapéuticas, o un efecto 
estimulante o sedante, o que constituye un medio para resolver conflictos, o que tiene 
beneficios para la salud.

e) Fomente el consumo inmoderado o se ofrezca una imagen negativa de la abstinencia 
o la sobriedad.

f) Subraye como cualidad positiva de las bebidas su contenido alcohólico.
g) No incluya un mensaje de consumo moderado y de bajo riesgo.
4. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual de bebidas alcohólicas con un nivel 

superior a veinte grados, excepto cuando sea emitida entre la 1:00 y las 5:00 horas.
5. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual de bebidas alcohólicas con un nivel 

igual o inferior a veinte grados, excepto cuando sea emitida entre las 20:30 horas y las 5:00 
horas y fuera de ese horario cuando dichas comunicaciones comerciales audiovisuales 
formen parte indivisible de la adquisición de derechos y de la producción de la señal a 
difundir.

6. La comunicación comercial audiovisual relacionada con el esoterismo y las 
paraciencias solo se podrá emitir entre la 1:00 horas y las 5:00 horas.

7. La comunicación comercial audiovisual relacionada con los juegos de azar y apuestas 
solo podrá emitirse entre la 1:00 y las 5:00 horas, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 8 
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y dentro del respeto a los principios de protección de menores, responsabilidad social y de 
juego responsable o seguro en los términos previstos en la normativa sectorial reguladora de 
las comunicaciones comerciales de ese tipo de juegos. Sólo podrá realizarse comunicación 
comercial audiovisual relacionada con juegos de azar y apuestas de aquellas entidades que 
cuenten con título habilitante para realizar esta clase de actividades en España.

En cualquier caso, se prohíbe la comunicación comercial audiovisual relacionada con 
juegos de azar y apuestas cuando sea emitida junto a programas dirigidos a una potencial 
audiencia infantil.

8. La comunicación comercial audiovisual relacionada con los juegos de azar y apuestas 
se podrá emitir excepcionalmente fuera del horario establecido en el apartado anterior 
siempre que así se determine en la normativa sectorial reguladora de la publicidad sobre 
este tipo de juegos, en los siguientes supuestos:

a) Las comunicaciones comerciales relativas a juegos de lotería.
b) Las comunicaciones comerciales de aquellos tipos de juego que por sus 

características estructurales tengan un menor nivel de afectación frente a los riesgos de la 
actividad de juego.

Artículo 124.  Protección de los menores frente a las comunicaciones comerciales 
audiovisuales.

1. Las comunicaciones comerciales audiovisuales no deberán producir perjuicio físico, 
mental o moral a los menores ni incurrir en las siguientes conductas:

a) Incitar directamente a los menores a la compra o arrendamiento de productos o 
servicios aprovechando su inexperiencia o credulidad.

b) Animar directamente a los menores a que persuadan a sus padres o terceros para 
que compren bienes o servicios publicitados.

c) Explotar la especial relación de confianza que los menores depositan en sus padres, 
profesores, u otras personas, tales como profesionales de programas infantiles o personajes 
de ficción.

d) Mostrar, sin motivos justificados, a menores en situaciones peligrosas.
e) Incitar conductas que favorezcan la discriminación entre hombres y mujeres.
f) Incitar a la adopción de conductas violentas sobre los menores, así como de los 

menores hacia sí mismos o a los demás, o fomentar estereotipos por razón de sexo, raza u 
origen étnico, nacionalidad, religión o creencia, discapacidad, edad u orientación sexual.

g) Promover el culto al cuerpo y el rechazo a la autoimagen mediante comunicaciones 
comerciales audiovisuales de productos adelgazantes, intervenciones quirúrgicas o 
tratamientos de estética, que apelen al rechazo social por la condición física, o al éxito 
debido a factores de peso o estética.

2. Las comunicaciones comerciales audiovisuales sobre productos especialmente 
dirigidos a menores, como los juguetes, no inducirán a error sobre las características de los 
mismos, su seguridad, o la capacidad y aptitudes necesarias en el menor para utilizarlas sin 
producir daño para sí o a terceros, ni reproducirán estereotipos sexistas de conformidad con 
lo previsto en la letra a) del artículo 3 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad.

3. La autoridad audiovisual competente impulsará la adopción de códigos de conducta 
en relación con la comunicación comercial audiovisual inadecuada, que acompañe a los 
programas infantiles o se incluya en ellos, de alimentos y bebidas que contengan nutrientes 
y sustancias con un efecto nutricional o fisiológico, en particular aquellos tales como grasas, 
ácidos grasos trans, sal o sodio y azúcares, para los que no es recomendable una ingesta 
excesiva en la dieta total, con la finalidad de reducir eficazmente la exposición de los 
menores a la comunicación comercial audiovisual de estos productos. En el caso de que no 
se hubieran adoptado códigos de conducta al efecto o de que la autoridad audiovisual 
competente llegue a la conclusión de que un código de conducta o partes del mismo han 
demostrado no ser suficientemente eficaces, el Gobierno establecerá reglamentariamente 
restricciones en cuanto al contenido de los mensajes o su horario de emisión aplicables a 
dichas comunicaciones comerciales audiovisuales con la finalidad de garantizar la protección 
de los menores de edad.
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Artículo 125.  Comunicaciones comerciales audiovisuales con régimen específico.
Sin perjuicio de lo establecido en esta ley, se aplicará la normativa específica a las 

comunicaciones comerciales audiovisuales relativas, entre otras cuestiones, a:
a) Publicidad institucional.
b) Protección del medio ambiente.
c) La seguridad de las personas.
d) Servicios bancarios y financieros.
e) Productos alimenticios.
f) Participación política y propaganda electoral.

Sección 2.ª Tipos de comunicaciones comerciales audiovisuales

Artículo 126.  Anuncio publicitario audiovisual.
Se considera anuncio publicitario audiovisual toda forma de comunicación comercial 

audiovisual de una persona física o jurídica, pública o privada, relacionada con su actividad 
comercial, industrial, artesanal o profesional, con objeto de promocionar el suministro de 
bienes o prestación de servicios, incluidos bienes inmuebles, derechos y obligaciones.

Artículo 127.  Autopromoción.
1. Se considera autopromoción la comunicación comercial audiovisual que informa sobre 

el servicio de comunicación audiovisual, la programación, el contenido del catálogo del 
prestador del servicio de comunicación audiovisual, o las prestaciones del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma, sobre programas, o paquetes de 
programación determinados, funcionalidades del propio servicio de comunicación audiovisual 
o sobre productos accesorios derivados directamente de ellos o de los programas y servicios 
de comunicación audiovisual procedentes de otras entidades pertenecientes al mismo grupo 
empresarial audiovisual.

2. Los mensajes audiovisuales o locuciones verbales ajenos a la programación o a los 
productos accesorios directamente derivados de programas incluidos en las 
autopromociones se considerarán anuncios publicitarios a todos los efectos.

Artículo 128.  Patrocinio.
1. Se considera patrocinio cualquier contribución que una persona física o jurídica, 

pública o privada, no vinculada a la prestación del servicio de comunicación audiovisual o del 
servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma, ni a la producción de obras 
audiovisuales, haga a la financiación del servicio de comunicación audiovisual, del servicio 
de intercambio de vídeos a través de plataforma o de vídeos generados por usuarios o de 
programas, con la finalidad de promocionar su nombre, marca, imagen, actividad o producto.

2. Se podrá patrocinar toda la programación, salvo los noticiarios y los programas de 
contenido informativo de actualidad.

3. El patrocinio respetará las siguientes condiciones:
a) Incluir el nombre, el logotipo, o cualquier otro símbolo, producto o servicio del 

patrocinador al principio, al inicio de cada reanudación posterior a una interrupción y al final 
del programa.

b) No afectar al contenido del programa o comunicación audiovisual patrocinados ni a su 
horario de emisión o presencia en el catálogo de manera que se vea afectada la 
responsabilidad editorial del prestador del servicio de comunicación audiovisual.

c) No incitar directamente a la compra o arrendamiento de bienes o servicios, en 
particular, mediante referencias de promoción concretas a éstos.

Artículo 129.  Emplazamiento de producto.
1. Se considera emplazamiento de producto toda forma de comunicación comercial 

audiovisual que incluya, muestre o se refiera a un producto, servicio o marca comercial de 
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manera que figure en un programa o en un vídeo generado por usuarios, a cambio de una 
remuneración o contraprestación similar.

2. Se podrá realizar el emplazamiento de producto con carácter general en toda la 
programación salvo en los noticiarios y los programas de contenido informativo de 
actualidad, los programas relacionados con la protección del consumidor, los programas 
religiosos y los programas infantiles.

3. El emplazamiento de producto cumplirá las condiciones siguientes:
a) No influir en el contenido editorial ni en la organización del horario de programación ni 

en la del catálogo de una manera que afecte a la responsabilidad e independencia editorial 
del prestador del servicio de comunicación audiovisual.

b) No incitar directamente a la compra o arrendamiento de bienes o servicios ni incluir 
referencias de promoción concretas a dichos bienes o servicios.

c) No conceder una prominencia indebida a los productos de que se trate.
d) Identificar que se trata de un emplazamiento de producto al principio, al inicio de cada 

reanudación posterior a una interrupción y al final del programa cuando dichos programas 
hayan sido producidos o encargados por el prestador del servicio de comunicación 
audiovisual o por una de sus filiales.

Artículo 130.  Telepromoción.
Se considera telepromoción la comunicación comercial audiovisual en la que el 

presentador o cualquiera de los participantes del programa, utilizando el escenario, la 
ambientación y el atrezo del programa, expone las características de un bien o servicio, de 
manera que dicho fragmento no puede ser emitido de manera independiente al programa 
correspondiente.

Artículo 131.  Televenta.
1. Se considera televenta la comunicación comercial audiovisual de ofertas directas al 

público con miras al suministro de bienes o la prestación de servicios, incluidos los bienes 
inmuebles, los derechos y las obligaciones.

2. Los espacios de televenta deberán ser fácilmente identificables como tales por medios 
ópticos y acústicos y tendrán una duración mínima ininterrumpida de quince minutos.

3. Se prohíbe insertar televenta durante los programas infantiles.

Artículo 132.  Servicios de comunicación comercial audiovisual y catálogos de comunicación 
comercial audiovisual.

1. Se considera servicio de comunicación comercial audiovisual la programación 
dedicada en exclusiva a emitir anuncios publicitarios y de televenta.

2. Se considera catálogo de comunicación comercial audiovisual el conjunto de 
programas que se ofrecen a petición y que incluyen exclusivamente anuncios publicitarios o 
televenta.

3. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual tienen derecho a crear 
servicios de comunicación comercial audiovisual y catálogos de comunicación comercial 
previstos en el apartado primero y segundo, respectivamente, sin ninguna limitación 
cuantitativa.

Artículo 133.  Espacios promocionales de apoyo a la cultura europea.
1. Se considera espacio promocional de apoyo a la cultura europea la información 

audiovisual sobre obras audiovisuales en cuya financiación haya participado el prestador del 
servicio de comunicación audiovisual para dar cumplimiento a la obligación de financiación 
anticipada de producción de obra audiovisual establecida en el capítulo III del título VI.

2. Los espacios promocionales de apoyo a la cultura europea estarán separados gráfica 
y acústicamente de los bloques publicitarios y en ellos deberán aparecer necesariamente las 
palabras «cultura europea».
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Artículo 134.  Anuncios de servicio público o de carácter benéfico.
Se considera anuncio de servicio público o de carácter benéfico el que se difunde 

gratuitamente por un prestador del servicio de comunicación audiovisual con un objetivo de 
interés general, por afectar a un bien público que requiera especial protección o promoción.

Sección 3.ª Normativa específica para las comunicaciones comerciales 
audiovisuales en el servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal

Artículo 135.  Comunicaciones comerciales audiovisuales del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo lineal.

Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal tienen derecho 
a emitir comunicaciones comerciales audiovisuales de acuerdo con los límites previstos en la 
sección 1.ª y sección 2.ª y los artículos siguientes.

Artículo 136.  Identificación y diferenciación de la comunicación comercial audiovisual y 
respeto a la integridad del programa.

1. La comunicación comercial audiovisual cuyas características de emisión puedan 
confundir al espectador sobre su carácter publicitario incluirá una sobreimpresión 
permanente y legible con la indicación «publicidad».

2. La comunicación comercial audiovisual emitida en un servicio de comunicación 
audiovisual televisivo lineal observará la debida diferenciación del resto de la programación, 
sin perjuicio de que se puedan utilizar otras técnicas publicitarias distintas del anuncio 
publicitario dentro de un programa cumpliendo siempre con los otros preceptos del presente 
capítulo.

3. La comunicación comercial audiovisual emitida en un servicio de comunicación 
audiovisual televisivo lineal respetará la integridad del programa en el que se inserte y de las 
unidades que lo conforman.

Artículo 137.  Límite cuantitativo a la emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales.
1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal podrán 

emitir comunicaciones comerciales audiovisuales con los siguientes límites cuantitativos:
a) Máximo de ciento cuarenta y cuatro minutos entre las 6:00 y las 18:00 horas.
b) Máximo de setenta y dos minutos entre las 18:00 y las 24:00 horas.
2. Se excluyen expresamente del cómputo previsto en el apartado anterior los siguientes 

tipos de comunicaciones comerciales y contenidos audiovisuales:
a) Marcos neutrales presentes entre el contenido editorial y los anuncios publicitarios o 

de televenta, y entre los propios anuncios publicitarios.
b) Autopromoción.
c) Patrocinio.
d) Emplazamiento de producto.
e) Espacios de promoción de apoyo a la cultura europea.
f) Anuncios de servicio público o de carácter benéfico.
g) Espacios de televenta.
h) Publicidad híbrida, interactiva o prestada mediante televisión conectada.
i) Sobreimpresiones que formen parte indivisible de la retransmisión de acontecimientos 

deportivos y por las que el prestador del servicio de comunicación audiovisual televisivo 
lineal no perciba contraprestación alguna.

3. Cualquier otro tipo de comunicación comercial audiovisual no definida en la sección 2.ª 
se someterá al límite cuantitativo previsto en el apartado 1 de este artículo.
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Artículo 138.  Interrupciones de programas para emitir comunicaciones comerciales 
audiovisuales.

1. La emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales debe respetar la integridad 
del programa en el que se inserta y de las unidades que lo conforman.

2. La transmisión de películas realizadas para televisión (con exclusión de las series, los 
seriales y los documentales), películas cinematográficas y noticiarios podrá ser interrumpida 
para emitir comunicaciones comerciales audiovisuales una vez por cada periodo previsto de 
treinta minutos como mínimo.

3. La transmisión de programas infantiles podrá ser interrumpida para emitir 
comunicaciones comerciales audiovisuales una vez por cada periodo ininterrumpido previsto 
de treinta minutos como mínimo, si el programa dura más de treinta minutos.

4. Se prohíbe insertar comunicaciones comerciales audiovisuales durante la emisión de 
los servicios religiosos.

Artículo 139.  Comunicaciones comerciales audiovisuales en acontecimientos deportivos.
1. Las retransmisiones de acontecimientos deportivos difundidas por prestadores del 

servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal únicamente podrán ser interrumpidas 
para emitir comunicaciones comerciales audiovisuales aisladas cuando el acontecimiento se 
encuentre detenido y siempre y cuando permitan seguir el desarrollo del acontecimiento.

2. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal podrán 
difundir comunicaciones comerciales audiovisuales simultánea o paralelamente a los 
programas a través del uso de la misma pantalla, siempre y cuando su tamaño no dificulte el 
visionado del acontecimiento deportivo y de conformidad con el desarrollo reglamentario.

Artículo 140.  Integridad de la señal.
La inserción de sobreimpresiones, publicidad virtual o superposiciones con fines 

comerciales u otras modificaciones en el servicio de comunicación audiovisual televisivo 
lineal o a petición requerirá el consentimiento expreso del prestador del servicio de 
comunicación audiovisual responsable de dicho servicio, con excepción de aquellas 
superposiciones que sean iniciadas por los usuarios en el ejercicio de sus derechos 
legítimos.

Artículo 141.  Pantalla dividida, sobreimpresiones y publicidad híbrida.
1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal podrán 

difundir comunicaciones comerciales audiovisuales simultánea o paralelamente a los 
programas a través del uso de la misma pantalla, salvo en noticiarios y servicios religiosos.

2. Reglamentariamente se regulará el uso de transparencias, sobreimpresiones, 
publicidad virtual y pantalla dividida en la programación, sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 139 para acontecimientos deportivos.

3. En el caso de que los prestadores de servicios de comunicación audiovisual empleen 
técnicas basadas en publicidad hibrida o interactiva, se deberá respetar las disposiciones 
establecidas en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
de abril de 2016, y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, respecto al consentimiento 
de los usuarios y el tratamiento de sus datos personales.

Sección 4.ª Normativa específica para las comunicaciones comerciales 
audiovisuales en el servicio de comunicación audiovisual a petición

Artículo 142.  Comunicaciones comerciales audiovisuales en el servicio de comunicación 
audiovisual televisivo a petición.

Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición tienen 
derecho a emitir comunicaciones comerciales audiovisuales de acuerdo con los límites 
previstos en la sección 1.ª, sección 2.ª y sección 3.ª, salvo lo previsto en el artículo 137.
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TÍTULO VII
La contratación en exclusiva de la emisión de contenidos audiovisuales

Artículo 143.  El derecho a contratar la emisión en exclusiva de contenidos audiovisuales.
1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual podrán contratar contenidos 

audiovisuales para su emisión en exclusiva en abierto o en acceso condicional, 
reservándose la decisión sobre el horario de emisión, sin perjuicio de lo establecido en la 
normativa reguladora de las competiciones deportivas de carácter profesional.

2. El derecho a emitir en exclusiva contenidos audiovisuales previsto en el apartado 
anterior no se ejercerá de tal modo que prive a una parte sustancial del público residente en 
otro Estado miembro de la posibilidad de seguir acontecimientos calificados de interés 
general para la sociedad.

Artículo 144.  Derecho a la información televisiva relativa a contenidos audiovisuales 
emitidos en exclusiva.

1. El titular del derecho exclusivo para difundir un acontecimiento de interés general para 
la sociedad permitirá a los prestadores del servicio de comunicación audiovisual la emisión 
de un breve resumen informativo en condiciones razonables, objetivas y no discriminatorias.

2. El resumen informativo previsto en el apartado anterior se podrá emitir únicamente en 
noticiarios y programas de contenido informativo de actualidad. En el caso del servicio de 
comunicación audiovisual televisivo a petición solo se podrá emitir dicho resumen informativo 
si el mismo prestador del servicio ofrece el mismo programa en diferido.

3. No será exigible contraprestación alguna cuando el resumen informativo sobre un 
acontecimiento, sobre un conjunto unitario de acontecimientos o sobre una competición 
deportiva se emita en noticiarios y programas de contenido informativo de actualidad, en 
diferido y con una duración inferior a noventa segundos. La excepción de contraprestación 
no incluye, sin embargo, los gastos técnicos necesarios para facilitar la elaboración del 
resumen informativo.

4. Durante la emisión del resumen informativo previsto en el apartado primero deberá 
garantizarse la aparición permanente del logotipo o marca comercial de la entidad 
organizadora y del patrocinador principal de la competición.

5. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo podrán acceder, 
en la zona autorizada, a los espacios en los que se celebre tal acontecimiento.

Artículo 145.  Derecho a la información audiovisual radiofónica relativa a acontecimientos 
deportivos emitidos en exclusiva.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico dispondrán de 
libre acceso a los estadios y recintos para retransmitir en directo los acontecimientos 
deportivos que tengan lugar en los mismos, a cambio de una compensación económica 
equivalente a los costes generados por el ejercicio de tal derecho.

2. La cuantía de la compensación económica será fijada mediante acuerdo de las partes.
3. En caso de discrepancia, corresponderá a la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia resolver el conflicto mediante resolución vinculante, a solicitud de alguna de las 
partes y previa audiencia de las mismas.

4. En caso de que el organizador del evento no esté establecido en España, la obligación 
de acceso recaerá sobre el titular de los derechos exclusivos que asuma la retransmisión en 
directo.

Artículo 146.  Catálogo de acontecimientos de interés general para la sociedad.
1. Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta de la persona titular del 

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y previo informe de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia y de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos, se aprobará un catálogo con vigencia de cuatro años que incluya los 
acontecimientos de interés general para la sociedad que deberán emitirse mediante servicios 
de comunicación audiovisual televisivos en abierto y de ámbito estatal.
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2. El catálogo previsto en el apartado anterior determinará en todo caso si, por razones 
de interés público, los acontecimientos deben ser transmitidos total o parcialmente en 
directo, o en caso necesario, por razones de interés público, total o parcialmente en diferido.

3. El catálogo de acontecimientos de interés general para la sociedad previsto en el 
apartado primero podrá incluir los siguientes acontecimientos:

a) Los juegos olímpicos y paralímpicos de invierno y de verano.
b) Los partidos oficiales de la selección española absoluta masculina y femenina de 

fútbol y de baloncesto.
c) Las semifinales y la final tanto masculina como femenina de la Eurocopa de fútbol y 

del Mundial de fútbol.
d) Las semifinales y finales de la Copa del Rey y de la Copa de la Reina de fútbol.
e) Un partido por jornada de la Liga Profesional de Fútbol de la Primera División y de la 

Primera División femenina RFEF, designado con una antelación mínima de diez días.
f) Grandes Premios de automovilismo que se celebren en España.
g) Grandes Premios de motociclismo que se celebren en España.
h) Participación de la Selección Española Absoluta masculina y femenina en los 

Campeonatos de Europa y del Mundo de balonmano.
i) La Vuelta Ciclista a España.
j) El Campeonato del Mundo de ciclismo.
k) La participación española en la Copa Davis de tenis y en la Copa FED.
l) La participación de tenistas de nacionalidad española en las semifinales y la final de 

Roland Garros.
m) Participación española en los Campeonatos del Mundo y Europa de atletismo y 

natación.
n) Grandes premios o competiciones nacionales e internacionales que se celebren en 

España y cuenten con subvención pública estatal o autonómica.
ñ) Gala de entrega de los Premios Goya a los mejores profesionales de cada una de las 

especialidades técnicas y creativa de la industria cinematográfica.
o) Gala de entrega de los Premios MAX de las Artes Escénicas.
4. Excepcionalmente, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta de la 

persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y previo 
informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y la Comisión Delegada 
del Gobierno para Asuntos Económicos, se podrán incluir en el catálogo previsto en el 
apartado 1 otros acontecimientos considerados de interés general para la sociedad, 
adicionales a los previstos en el apartado anterior.

5. Las Comunidades Autónomas, a propuesta de sus autoridades audiovisuales 
competentes, podrán elaborar catálogos de eventos de interés general para los habitantes 
de su territorio que deberán ser emitidos en abierto por los prestadores bajo su competencia.

6. Cuando en algún acontecimiento incluido dentro del catálogo de acontecimientos de 
interés general participen equipos o personas originarios de una Comunidad Autónoma con 
lengua oficial, se podrán emplear servicios a través de televisión conectada para la 
retransmisión de los mismos en la lengua oficial de dicha Comunidad Autónoma.

7. La aprobación del catálogo de acontecimientos de interés general y las medidas para 
su ejecución se notificarán a la Comisión Europea por la autoridad audiovisual competente.

Artículo 147.  Servicios de comunicación audiovisual televisivo lineal de acceso condicional 
o servicios de intercambio de vídeos a través de plataforma titulares del derecho de emisión 
en exclusiva.

1. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal de acceso 
condicional y los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
que sean titulares del derecho de emisión en exclusiva de un acontecimiento incluido en el 
catálogo previsto en el artículo anterior podrán optar entre emitir en directo y en abierto dicho 
acontecimiento o venderlo a otro prestador para su emisión en abierto y al precio acordado 
entre los interesados.

2. En caso de no recibir ninguna oferta, el prestador titular del derecho de emisión en 
exclusiva estará obligado a emitir el acontecimiento en abierto, sea en directo o en diferido.
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Artículo 148.  Servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto titular de 
derechos de emisión en exclusiva en un ámbito inferior al estatal.

1. El prestador del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto que 
sea titular del derecho de emisión en exclusiva de un acontecimiento incluido en el catálogo 
previsto en el artículo 146 en un ámbito inferior al estatal, tendrá el derecho de emisión en 
exclusiva para su ámbito en todo caso.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, el prestador del servicio de 
comunicación audiovisual televisivo lineal en abierto que sea titular del derecho de emisión 
en exclusiva de un acontecimiento incluido en el catálogo previsto en el artículo 146 en un 
ámbito inferior al estatal deberá vender a un prestador de ámbito estatal o a varios 
prestadores que cubran todo el territorio nacional, la emisión en abierto y en directo de dicho 
acontecimiento, a un precio acordado entre los interesados.

TÍTULO VIII
Política audiovisual estatal

Artículo 149.  Informe del sector audiovisual.
La autoridad audiovisual competente elaborará un informe anual sobre la situación del 

sector audiovisual.

Artículo 150.  Plan Estratégico Audiovisual.
1. Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta de la autoridad audiovisual 

competente y previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y 
de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, se aprobará, cada seis 
años, un plan estratégico audiovisual que incluya, en todo caso, los siguientes apartados:

a) Diagnóstico.
b) Perspectivas de futuro.
c) Líneas de trabajo.
d) Implementación y seguimiento del plan.
2. Los resultados de la implementación del plan previsto en el apartado 1 serán objeto de 

publicación.

Artículo 151.  Fomento del sector audiovisual.
1. La autoridad audiovisual competente elevará al Consejo de Ministros para su 

aprobación, previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, un Plan trienal de ordenación 
e impulso del sector audiovisual, que tendrá como bases fundamentales las siguientes:

a) Contribuir al reflejo de la diversidad cultural mediante el fomento y difusión de las 
obras audiovisuales grabadas, rodadas o producidas en España y, en particular, de las obras 
audiovisuales de productores independientes.

b) Fomentar la igualdad efectiva entre hombres y mujeres en el sector audiovisual 
mediante acciones de apoyo a la formación y promoción profesional de las mujeres y de 
difusión de las obras audiovisuales dirigidas o creadas exclusivamente por mujeres.

c) Promover la internacionalización del sector audiovisual español.
d) Incluir indicadores de rentabilidad social de los servicios de comunicación audiovisual 

como criterio de evaluación para la concesión de incentivos a estos servicios.
e) Promover la competitividad de profesionales y empresas del sector.
f) Impulsar la accesibilidad de las personas con discapacidad a los contenidos 

audiovisuales.
g) Fomentar las actividades de alfabetización mediática, así como de alfabetización 

audiovisual formativa, generadoras de contenidos didácticos y favorecedoras del derecho de 
acceso.

h) Impulsar la formación, capacitación, innovación e investigación audiovisual.
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i) Fomentar la creación, producción y difusión digital del patrimonio social y cultural.
2. Reglamentariamente se regulará el sistema de gobernanza para la elaboración, 

seguimiento de la ejecución y evaluación del plan previsto en el apartado anterior. En el 
diseño, seguimiento y evaluación del plan se utilizarán preferentemente indicadores 
cuantitativos y cualitativos que permitan describir la situación de partida, los resultados 
previstos y finalmente obtenidos, así como proponer medidas correctoras en el caso de que 
no se alcancen los objetivos propuestos. Estos indicadores y las medidas correctoras serán 
de especial importancia para alcanzar una presencia equilibrada de mujeres en el ámbito de 
la dirección y producción de obras audiovisuales.

Artículo 152.  Patrimonio audiovisual.
1. Los archivos audiovisuales de la Corporación de Radio y Televisión Española, SA, 

tendrán una protección especial. La Corporación de Radio y Televisión Española, SA, velará 
por su conservación y la cesión de estos archivos para fines de investigación y su uso 
institucional o comercial.

2. Se fomentará el archivo de los programas audiovisuales por parte de los prestadores 
del servicio de comunicación audiovisual, así como el acceso a los mismos para fines de 
investigación y educativos.

TÍTULO IX
Autoridades audiovisuales competentes

Artículo 153.  Autoridad audiovisual competente.
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital es la autoridad 

audiovisual competente de ámbito estatal en los términos previstos en esta ley y, en todo 
caso, ejercerá las siguientes competencias:

a) Propuesta, elaboración y modificación de las normas en materia audiovisual que se 
consideren necesarias para el cumplimiento de las finalidades de esta ley.

b) Gestión de títulos habilitantes correspondientes a la prestación de servicios de 
comunicación audiovisual de ámbito estatal en los términos de los títulos II y IV.

c) Recepción de comunicación previa de inicio de actividad relativa a la prestación de 
servicios de comunicación audiovisual de ámbito estatal.

d) Llevanza del Registro estatal de prestadores del servicio de comunicación audiovisual, 
de prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma y de prestadores 
del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual.

e) Promoción de la autorregulación y corregulación a nivel nacional, europeo e 
internacional.

f) Promoción de programas especialmente recomendados para menores prevista en el 
capítulo I del Título VI.

g) Propuestas de estrategia audiovisual en los términos del título VIII.
h) Elaboración de un informe anual sobre la situación del sector audiovisual.
2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia ejercerá como autoridad 

audiovisual competente de ámbito estatal el control y supervisión de las obligaciones 
previstas en esta ley, de conformidad con lo establecido en los artículos 9 y 12 de la Ley 
3/2013, de 4 de junio.

3. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia establecerán un marco de colaboración con el fin de dar 
efectivo cumplimiento a las funciones previstas en los apartados anteriores. Este marco de 
colaboración determinará, entre otras cuestiones, el sistema de intercambio de información 
entre ambas autoridades audiovisuales.

4. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual sujetos al ámbito de 
aplicación de esta ley conforme a lo previsto en el artículo 3 están obligados a colaborar con 
las autoridades audiovisuales competentes de ámbito estatal.
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5. Las autoridades audiovisuales competentes de ámbito autonómico ejercerán las 
correspondientes competencias sobre los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual de ámbito autonómico, de conformidad con lo dispuesto en esta ley y en la 
normativa autonómica correspondiente.

TÍTULO X
Régimen sancionador

Artículo 154.  Principios generales.
1. El procedimiento sancionador en materia audiovisual se regirá por lo establecido en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, y su desarrollo reglamentario, y por los principios establecidos en 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, sin perjuicio de lo 
establecido en este título.

2. El plazo máximo de duración del procedimiento será de un año, y el plazo de 
alegaciones previsto en el artículo 76 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, tendrá una 
duración no inferior a un mes.

Artículo 155.  Competencias sancionadoras.
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital ejercerá las 

competencias de supervisión, control y la potestad sancionadora en materia de títulos 
habilitantes para la prestación del servicio de comunicación audiovisual de ámbito estatal y la 
prestación del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma y, en todo caso, 
cuando se trate de infracciones muy graves previstas en el artículo 157.4, 157.5, 157.6 y 
157.7 y cuando se trate de infracciones graves previstas en el artículo 158.1, 158.2 y 158.3, 
y de infracciones leves previstas en el artículo 159.1, si el requerimiento de información fuera 
realizado por el departamento ministerial con competencias en materia audiovisual, y en el 
artículo 159.2.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia supervisará y controlará el 
cumplimiento de lo previsto en esta ley, salvo lo relativo a títulos habilitantes, y ejercerá la 
potestad sancionadora, de conformidad con lo previsto en la Ley 3/2013, de 4 de junio, 
respecto de los siguientes prestadores:

a) Prestadores del servicio de comunicación audiovisual y de prestadores del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma inscritos en el Registro estatal de conformidad 
con el artículo 39 de esta ley.

b) Prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo lineal o a petición 
establecidos en otro Estado miembro de la Unión Europea que dirigen sus servicios a 
España, de conformidad con lo previsto en la sección 3.ª del capítulo III del título VI de esta 
ley.

c) Prestadores del servicio de comunicación audiovisual cuya emisión sobrepase 
voluntaria y deliberadamente los límites territoriales autonómicos.

d) Otros agentes que operan en el mercado audiovisual y tengan obligaciones de 
acuerdo con lo previsto en esta ley.

3. En aquellos casos en que resulte necesario por razón de la especialidad y complejidad 
de determinadas comunicaciones comerciales que fomenten comportamientos nocivos para 
la salud reguladas en el artículo 123 de esta ley, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, en el ejercicio de sus funciones de supervisión, control y sanción, podrá 
solicitar el apoyo y colaboración de los órganos competentes del Estado que tengan 
atribuidas competencias en materia de medicamentos, productos con pretendida finalidad 
sanitaria, o actividades de juego.

4. La autoridad audiovisual competente en cada ámbito autonómico ejercerá las 
competencias de supervisión, control y la potestad sancionadora, de conformidad con su 
normativa reguladora, respecto de los siguientes servicios:
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a) Servicios de comunicación audiovisual de ámbito autonómico, definidos en el artículo 
2.10.

b) Servicios de comunicación audiovisual de ámbito local.
5. La Agencia Española de Protección de Datos ejercerá las competencias de 

supervisión, control y la potestad sancionadora en el caso de que se trate de la infracción 
muy grave del artículo 157.10.

Artículo 156.  Responsabilidad por la comisión de infracciones.
1. Serán responsables por las infracciones previstas en esta ley:
a) Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual definido en el artículo 2.1.
b) Los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma definido 

en el artículo 2.13.
c) Los prestadores del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual 

definidos en el artículo 2.16.
d) Otros agentes que operan en el mercado audiovisual y tengan obligaciones de 

acuerdo con lo previsto en esta ley.
2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, los sujetos enumerados en ese 

apartado deberán conservar durante un plazo de seis meses a contar desde la fecha de 
puesta a disposición del público por primera vez los programas y contenidos audiovisuales, 
incluidas las comunicaciones comerciales y registrar los datos relativos a dichos programas y 
contenidos audiovisuales, incluidas las comunicaciones comerciales.

3. No incurrirá en responsabilidad administrativa el prestador del servicio de 
comunicación audiovisual, ni el prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de 
plataforma, ni el prestador del servicio de agregación de servicios de comunicación 
audiovisual, cuando emitan comunicaciones comerciales audiovisuales elaboradas por 
personas ajenas al prestador y que supongan una infracción de acuerdo con la normativa 
vigente sobre publicidad. No obstante, el prestador del servicio habrá de cesar en la emisión 
de tal comunicación comercial al primer requerimiento de la autoridad audiovisual o de 
cualquier organismo de autorregulación al que pertenezca.

Artículo 157.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
1. La emisión de contenidos audiovisuales que de forma manifiesta inciten a la violencia, 

a la comisión de un delito de terrorismo o de pornografía infantil o de carácter racista y 
xenófobo, al odio o a la discriminación contra un grupo de personas o un miembro de un 
grupo por razón de edad, sexo, discapacidad, orientación sexual, identidad de género, 
expresión de género, raza, color, origen étnico o social, características sexuales o genéticas, 
lengua, religión o creencias, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, nacionalidad, 
patrimonio o nacimiento.

2. La emisión de contenidos audiovisuales que de forma manifiesta favorezcan 
situaciones de desigualdad de las mujeres o que inciten a la violencia sexual o de género.

3. El incumplimiento de las prohibiciones absolutas de las comunicaciones comerciales 
audiovisuales previstas en los apartados 1 y 2 del artículo 122, incluyéndose también lo 
dispuesto al respecto de esas prohibiciones en el artículo 85.1 para los servicios de 
comunicación audiovisual radiofónicos.

4. La prestación del servicio de comunicación audiovisual sin disponer de la 
correspondiente licencia o sin haber cumplido el deber de comunicación previa de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 17 y en los apartados 3 y 4 del artículo 76.

5. La prestación del servicio de comunicación audiovisual basado en una comunicación 
previa sin efectos, por hallarse incursa en alguno de los supuestos previstos en el artículo 
19, incluyéndose también lo dispuesto al respecto en el artículo 76.3 para los servicios de 
comunicación audiovisual radiofónicos.

6. La prestación del servicio de comunicación audiovisual basado en una licencia cuyo 
titular esté incurso en cualquiera de las circunstancias previstas en el artículo 25, 
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incluyéndose también lo dispuesto al respecto en el artículo 76.4 para los servicios de 
comunicación audiovisual radiofónicos y se constate de manera sobrevenida.

7. La celebración de negocios jurídicos de transmisión o arrendamiento de la licencia de 
prestación del servicio de comunicación audiovisual vulnerando lo establecido en el artículo 
32 o en el artículo 80.

8. El incumplimiento de la obligación de tomar las medidas necesarias para la protección 
de los menores en el servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma respecto de 
los programas, los vídeos generados por usuarios y las comunicaciones comerciales 
audiovisuales que puedan perjudicar su desarrollo físico, mental o moral que, en todo caso, 
impidan el acceso a escenas que contengan violencia gratuita o pornografía, previstas en el 
artículo 89.1 letra e).

9. La difusión del nombre, la imagen u otros datos que permitan la identificación de 
menores en el contexto de hechos delictivos o en emisiones que discutan su tutela o 
filiación, vulnerando lo previsto en los artículos 83.1 y 95.2.

10. El incumplimiento de la prohibición de tratar con fines comerciales los datos 
personales de menores recogidos o generados por prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual y prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma 
prevista en los artículos 83.1, 95.3 y 90 respectivamente.

11. El incumplimiento de la prohibición de emitir programas o contenidos audiovisuales 
que contengan escenas de violencia gratuita o pornografía de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 99.2.a).

12. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 99.2.b) para la 
emisión de otro tipo de programas o contenidos audiovisuales que puedan resultar 
perjudiciales para los menores.

13. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 99.3 para la 
protección de los menores del contenido perjudicial.

14. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 99.4 para la 
protección de los menores del contenido perjudicial.

15. El incumplimiento en más de un diez por ciento de la obligación de reservar el 
porcentaje de tiempo de emisión anual destinado a obras europeas establecida en la 
Sección 2.ª del Capítulo III del Título VI.

16. El incumplimiento en más de un diez por ciento de la obligación de financiación 
anticipada de obra audiovisual europea establecida en la sección 3.ª del capítulo III del título 
VI.

Artículo 158.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
1. El incumplimiento de la obligación prevista en el artículo 37.3 de mantener actualizada 

la información obrante en el Registro correspondiente en relación con las participaciones 
significativas previstas en el artículo 38.

2. El incumplimiento de las obligaciones de publicidad del régimen de propiedad 
previstas en el artículo 42.

3. El incumplimiento de la obligación de inscribirse en el Registro previsto en el artículo 
39 por parte de los prestadores del servicio de comunicación audiovisual, de los prestadores 
del servicio de agregación de servicios de comunicación audiovisual, y de los prestadores 
del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma.

4. El incumplimiento de la obligación de tomar las medidas para la protección de los 
menores y del público en general en el servicio de intercambio de vídeos a través de 
plataforma respecto de los programas, los vídeos generados por usuarios y las 
comunicaciones comerciales audiovisuales que puedan perjudicar su desarrollo físico, 
mental o moral, previstas en el artículo 89.1 letras a), b), c), d), f), g), h) e i).

5. El incumplimiento de la obligación de garantizar las medidas de protección en las 
comunicaciones comerciales audiovisuales que comercialicen los prestadores del servicio de 
intercambio de vídeos a través de plataforma, prevista en el artículo 91.1.
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6. El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de protección en las 
comunicaciones comerciales audiovisuales que no comercialicen los prestadores del servicio 
de intercambio de vídeos a través de plataforma, prevista en el artículo 91.2.

7. El incumplimiento de la obligación de que los programas dispongan de una calificación 
por edades, visible en pantalla mediante indicativo visual y fácilmente comprensible para 
todas las personas, previsto en el artículo 98.1.

8. El incumplimiento de la obligación prevista en el artículo 99.2.c) para la protección de 
los menores del contenido perjudicial.

9. El incumplimiento de la prohibición de emitir programas relacionados con el 
esoterismo y las paraciencias, en los términos previstos en los artículos 83.3 y 99.5.

10. El incumplimiento de la prohibición de emitir programas de actividades de juegos de 
azar y apuestas, en los términos previstos en los artículos 83.4 y 99.6.

11. El incumplimiento en un periodo ininterrumpido de un mes de las obligaciones de 
accesibilidad previstas en el artículo 102.

12. El incumplimiento en un periodo ininterrumpido de un mes de las obligaciones de 
accesibilidad previstas en el artículo 103.

13. El incumplimiento en un periodo ininterrumpido de un mes de las obligaciones de 
accesibilidad previstas en el artículo 104.

14. El incumplimiento en un periodo ininterrumpido de un mes de las obligaciones de 
accesibilidad previstas en el artículo 105.

15. El incumplimiento de las prohibiciones absolutas de determinadas comunicaciones 
comerciales audiovisuales previstas en los apartados 3 y 4 del artículo 122.

16. El incumplimiento de las prohibiciones y límites establecidos para las 
comunicaciones comerciales audiovisuales que fomenten comportamientos nocivos para la 
salud, previstas en el artículo 123.

17. La emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales que incumplan las 
previsiones sobre protección de menores establecidas en el artículo 124.

18. La emisión de patrocinios sin cumplir lo previsto en el artículo 128.
19. La emisión de emplazamiento de producto sin cumplir lo previsto en el artículo 129.
20. El incumplimiento de la obligación de identificación de los espacios de televenta 

fijada en el artículo 131.2, así como el incumplimiento de la prohibición de insertar televenta 
durante los programas infantiles establecida en el artículo 131.3.

21. La falta de identificación y diferenciación entre comunicaciones comerciales 
audiovisuales y resto de programación, vulnerando lo previsto en el artículo 136.

22. La emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales por encima de los límites 
establecidos en el artículo 137.

23. La interrupción de programas para emisión de comunicaciones comerciales 
audiovisuales vulnerando lo previsto en los artículos 138 y 139.1.

24. La inserción de sobreimpresiones, publicidad virtual o superposiciones con fines 
comerciales u otras modificaciones sin el consentimiento expreso del prestador del servicio 
de comunicación audiovisual, de acuerdo con lo previsto en el artículo 140.

25. El uso de la pantalla dividida, sobreimpresiones o publicidad híbrida vulnerando lo 
previsto en el artículo 141 y su normativa de desarrollo reglamentario, o lo previsto en el 
artículo 139.2 sobre acontecimientos deportivos.

26. La emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales por prestadores del 
servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición vulnerando los límites previstos en 
el artículo 142.

27. La emisión de comunicaciones comerciales audiovisuales por prestadores del 
servicio de comunicación audiovisual radiofónico y del servicio de comunicación audiovisual 
sonoro a petición vulnerando los límites previstos en el artículo 85.

28. El incumplimiento por parte del titular del derecho exclusivo para difundir un
acontecimiento de interés general para la sociedad del deber de permitir a los otros 

prestadores del servicio de comunicación audiovisual la emisión de un breve resumen 
informativo, en los términos y con las condiciones establecidas por el artículo 144.

29. El incumplimiento de las obligaciones de emisión en abierto y de venta de la emisión 
de los acontecimientos de interés general para la sociedad previstas, respectivamente, en 
los artículos 147 y 148.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 28  Ley General de Comunicación Audiovisual [parcial]

– 509 –



30. La negativa, resistencia u obstrucción que impida, dificulte o retrase el ejercicio de 
facultades de supervisión, control e inspección de la autoridad audiovisual competente, así 
como retrasar injustificadamente la aportación de los datos requeridos por la autoridad 
audiovisual competente por haber transcurrido más de dos meses a contar desde la 
finalización del plazo otorgado en el requerimiento de información.

31. El incumplimiento en un período ininterrumpido de un mes de las obligaciones 
establecidas en el artículo 94 por parte de los usuarios de especial relevancia.

Artículo 159.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
1. El incumplimiento del deber de colaboración establecido en el artículo 153.4, cuando 

no constituya infracción grave.
2. El incumplimiento de las condiciones no esenciales de la licencia.
3. La falta de correspondencia o sincronismo entre la información que sobre un programa 

proporciona la Guía Electrónica de Programas, prevista en la normativa de 
telecomunicaciones, y el programa que el espectador visualiza.

4. El incumplimiento de la obligación de utilizar un sistema de descriptores de los 
programas, previsto en el artículo 97.

5. El incumplimiento de las obligaciones relativas a los descriptores en las Guías 
electrónicas de programas establecidas en los apartados 4 y 5 del artículo 98.

6. El incumplimiento por parte de los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual de las condiciones de emisión del resumen informativo de acuerdo a lo previsto 
en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 144.

7. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 156.2 de conservar 
los programas y contenidos emitidos, incluidas las comunicaciones comerciales, y registrar 
los datos relativos a dichos programas y contenidos, incluidas las comunicaciones 
comerciales.

8. El incumplimiento del resto de deberes y obligaciones establecidas en esta ley, que no 
estén tipificadas como infracciones graves o muy graves.

9. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 94 por parte de los 
usuarios de especial relevancia que no constituyan infracción grave.

Artículo 160.  Sanciones.
1. Las infracciones muy graves serán sancionadas:
a) En el caso de los servicios de comunicación audiovisual televisivos lineales, 

televisivos a petición y de los servicios de intercambio de vídeo a través de plataforma, con 
multa:

1.º De hasta 60.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados conforme 
a lo dispuesto en el apartado 4, sean inferiores a dos millones de euros;

2.º De hasta 300.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados 
conforme a lo dispuesto en el apartado 4, sean superiores o iguales a dos millones de euros 
e inferiores a diez millones de euros;

3.º De hasta 600.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados 
conforme a lo dispuesto en el apartado 4, sean superiores o iguales a diez millones de euros 
e inferiores a cincuenta millones de euros;

4.º De hasta el tres por ciento de los ingresos devengados en el ejercicio inmediatamente 
anterior al de la imposición de la multa conforme a su cuenta de explotación, con un máximo 
de 1.500.000 euros, obtenidos por la prestación del servicio de comunicación audiovisual en 
el mercado audiovisual español, para aquellos servicios cuyos ingresos devengados 
conforme a lo dispuesto en el apartado 4 sean iguales o superiores a cincuenta millones de 
euros.

b) En el caso de los servicios de comunicación audiovisual radiofónico y sonoro a 
petición, con multa de hasta 200.000 euros.

c) Las sanciones previstas en las letras a) y b) de este apartado podrán, además, llevar 
aparejada alguna de las siguientes sanciones accesorias:
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1.º la revocación de la licencia para prestar el servicio de comunicación audiovisual y el 
consiguiente cese de la prestación del servicio cuando el prestador haya cometido la 
infracción muy grave prevista en los apartados 6 y 7 del artículo 157;

2.º el cese de las emisiones, y el precintado provisional de los equipos e instalaciones 
utilizados para realizar la emisión cuando se haya cometido la infracción muy grave prevista 
en los apartados 4 y 5 del artículo 157.

2. Las infracciones graves serán sancionadas:
a) En el caso de los servicios de comunicación audiovisual televisivos lineales, 

televisivos a petición de los servicios de intercambio de vídeo a través de plataforma y de los 
servicios de agregación de servicios de comunicación audiovisual, con multa:

1.º De hasta 30.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados conforme 
a lo dispuesto en el apartado 4, sean inferiores a dos millones de euros;

2.º De hasta 150.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados 
conforme a lo dispuesto en el apartado 4, sean superiores o iguales a dos millones de euros 
e inferiores a diez millones de euros;

3.º De hasta 300.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados 
conforme a lo dispuesto en el apartado 4, sean superiores o iguales a diez millones de euros 
e inferiores a cincuenta millones de euros;

4.º De hasta el uno coma cinco por ciento de los ingresos devengados en el ejercicio 
inmediatamente anterior al de la imposición de la multa conforme a su cuenta de explotación 
con un máximo de 750.000 euros, obtenidos por la prestación del servicio de comunicación 
audiovisual en el mercado audiovisual español, para aquellos servicios cuyos ingresos 
devengados conforme a lo dispuesto en el apartado 4 sean iguales o superiores a cincuenta 
millones de euros.

b) En el caso de los servicios de comunicación audiovisual radiofónico y sonoro a 
petición y de otros agentes que tengan obligaciones de acuerdo con lo previsto en esta ley, 
con multa de hasta 100.000 euros.

3. Las infracciones leves serán sancionadas:
a) En el caso de los servicios de comunicación audiovisual televisivos lineales, 

televisivos a petición, de los prestadores del servicio de intercambio de vídeo a través de 
plataforma y de los servicios de agregación de servicios de comunicación audiovisual, con 
multa:

1.º De hasta 10.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados conforme 
a lo dispuesto en el apartado 4, sean inferiores a dos millones de euros;

2.º De hasta 25.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados conforme 
a lo dispuesto en el apartado 4, sean superiores o iguales a dos millones de euros e 
inferiores a diez millones de euros;

3.º De hasta 50.000 euros para aquellos servicios cuyos ingresos devengados conforme 
a lo dispuesto en el apartado 4, sean superiores o iguales a diez millones de euros e 
inferiores a cincuenta millones de euros;

4.º De hasta el cero coma cinco por ciento de los ingresos devengados en el ejercicio 
inmediatamente anterior al de la imposición de la multa conforme a su cuenta de explotación 
con un máximo de 150.000 euros, obtenidos por la prestación del servicio de comunicación 
audiovisual en el mercado audiovisual español, para aquellos servicios cuyos ingresos 
devengados conforme a lo dispuesto en el apartado 4 sean iguales o superiores a cincuenta 
millones de euros.

b) En el caso de los servicios de comunicación audiovisual radiofónico y sonoro a 
petición con multa de hasta 50.000 euros.

4. La cuantía de las multas previstas en los apartados 1, 2 y 3 tomará como referencia 
los ingresos del servicio de comunicación audiovisual en el que se produjo la infracción en el 
ejercicio inmediatamente anterior al de la imposición de la multa conforme a su cuenta de 
explotación, obtenidos por la prestación de dicho servicio de comunicación audiovisual en el 
mercado audiovisual español.
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5. La resolución sancionadora será objeto de publicación en el Registro audiovisual 
correspondiente en el apartado de cada prestador del servicio de comunicación audiovisual o 
prestador del servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma.

Artículo 161.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones reguladas en esta ley prescribirán, las muy graves, a los tres años; 

las graves, a los dos años, y las leves, al año.
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a computarse desde el día en 

que se hubieran cometido. Interrumpirá la prescripción la iniciación del procedimiento 
sancionador, con conocimiento del interesado. El plazo de prescripción volverá a correr si el 
expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable 
al presunto responsable.

3. En el supuesto de infracción continuada, la fecha inicial del cómputo será aquella en 
que deje de realizarse la actividad infractora o la del último acto con que la infracción se 
consume.

Artículo 162.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años; las 

impuestas por faltas graves, a los dos años, y las impuestas por faltas leves, al año.
2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a computarse desde el día 

siguiente a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 98 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a correr el plazo si aquél está paralizado durante más 
de un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 163.  Medidas provisionales previas al procedimiento sancionador.
1. Con carácter previo a la incoación del procedimiento sancionador, la autoridad 

audiovisual competente podrá acordar, en los casos de urgencia inaplazable y para la 
protección provisional de los intereses implicados, previa audiencia del interesado y de forma 
motivada, la adopción de las siguientes medidas:

a) Cesación de la emisión del programa o contenido audiovisual, cuando existan indicios 
de que es constitutiva de infracción.

b) Advertir al público de la existencia de posibles conductas infractoras y de la apertura 
de un período de información o actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias 
del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento sancionador, así como 
de las medidas adoptadas para el cese de dichas conductas.

2. El responsable deberá informar de su actuación respecto del requerimiento previsto en 
el apartado anterior en los tres días naturales siguientes a la recepción del mismo.

Artículo 164.  Medidas provisionales en el procedimiento sancionador.
1. Una vez iniciado el procedimiento sancionador por alguna de las infracciones 

tipificadas en los artículos 157, 158 y 159, se podrán adoptar medidas provisionales que, de 
conformidad con el artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, podrán consistir en las 
siguientes:

a) Ordenar el cese inmediato de cualquier actividad presuntamente infractora.
b) Confirmar o modificar las medidas provisionales previas adoptadas conforme a lo 

dispuesto en el artículo anterior. Estas medidas provisionales serán válidas durante tres 
meses como máximo, prorrogables por otro período de hasta tres meses.

c) La suspensión provisional de la eficacia del título habilitante y la clausura provisional 
de las instalaciones, en el caso de infracciones muy graves tipificadas en los apartados 5 y 6 
del artículo 157.
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2. Sin perjuicio de los supuestos en los que este precepto fija un plazo máximo de 
duración, las medidas provisionales podrán mantenerse hasta la resolución del 
procedimiento sancionador, siempre que se considere necesario para asegurar la eficacia de 
la resolución final que pudiera recaer.

Artículo 165.  Multas coercitivas por incumplimiento de medidas provisionales.
La autoridad audiovisual competente para resolver el procedimiento sancionador podrá 

imponer multas coercitivas por importe que no exceda de seis mil euros por cada día que 
transcurra sin cumplir con la realización de uno de los actos previstos en el artículo 103.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, por parte del obligado al cumplimiento de las medidas 
provisionales que hubieran sido acordadas.

Las multas coercitivas serán independientes de las sanciones que puedan imponerse y 
compatibles con ellas y no podrán superar los importes máximos para las sanciones 
establecidos en el artículo 160.

El importe de las multas coercitivas previstas en esta disposición se ingresará en el 
Tesoro Público.

Artículo 166.  Graduación de sanciones.
La sanción aplicable se determinará en función de las siguientes circunstancias:
a) Naturaleza e importancia de la infracción, en relación con los principios generales de 

la comunicación audiovisual.
b) Buena fe del responsable cuando el programa, contenido audiovisual o la 

comunicación comercial audiovisual presuntamente constitutiva de infracción contara con un 
informe de consulta previa positivo emitido por un sistema de autorregulación con el que la 
autoridad audiovisual competente tenga un convenio de colaboración de los previstos en los 
artículos 12, 14 y 15.

c) Audiencia del servicio de comunicación audiovisual o del servicio de intercambio de 
vídeo a través de plataforma en el que se cometa la infracción.

d) La reincidencia del prestador del servicio de comunicación audiovisual responsable o 
del prestador del servicio de intercambio de vídeo a través de plataforma, por la comisión en 
el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido 
declarado por resolución firme en vía administrativa.

e) Efecto de la infracción sobre los derechos e intereses del espectador.
f) El beneficio que haya reportado al infractor el hecho objeto de la infracción.
g) El cese de la conducta infractora antes o durante la tramitación del procedimiento 

sancionador.
h) La subsanación inmediata del incumplimiento infractor, la reparación efectiva del daño 

ocasionado por la comisión de la infracción, o la colaboración activa para evitar o disminuir 
sus efectos.

i) El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad.

Disposición adicional primera.  Aprobación del catálogo de acontecimientos de interés 
general para la sociedad.

En el plazo de doce meses desde la entrada en vigor de esta ley se aprobará mediante 
Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta de la persona titular del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital y previo informe de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia y de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, el catálogo de acontecimientos de interés general con una vigencia de cuatro 
años.

Disposición adicional segunda.  Grupo de Autoridades de Supervisión para los Servicios 
de Comunicación Audiovisual.

1. Se crea el Grupo de Autoridades de Supervisión para los Servicios de Comunicación 
Audiovisual, como órgano de cooperación en los términos del artículo 145 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

CÓDIGO DE DERECHO CULTURAL

§ 28  Ley General de Comunicación Audiovisual [parcial]

– 513 –



2. El Grupo de Autoridades de Supervisión para los Servicios de Comunicación 
Audiovisual estará integrado por representantes de las autoridades independientes de 
ámbito estatal y autonómico en el ámbito de los servicios de comunicación audiovisual que 
tengan la responsabilidad primaria de la supervisión de los servicios de comunicación 
audiovisual o, en los casos en que no exista una autoridad u organismo, por otros 
representantes elegidos a través de sus propios procedimientos.

3. Los cometidos del Grupo de Autoridades de Supervisión para los Servicios de 
Comunicación Audiovisual serán los siguientes:

a) Intercambiar experiencias y mejores prácticas sobre la aplicación del marco regulador 
de los servicios de comunicación audiovisual en sus ámbitos de competencia, en particular 
en lo que respecta a las obligaciones de promoción de obra audiovisual europea, 
accesibilidad, la alfabetización mediática, la protección de los menores y el cumplimiento por 
parte de los servicios públicos de comunicación audiovisual de su misión de servicio público.

b) Cooperar e intercambiar información.
c) Intercambiar información y mejores prácticas sobre el funcionamiento de los 

mecanismos desarrollados por los prestadores del servicio de intercambio de vídeos a través 
de plataforma dirigidos a la protección de los usuarios y los menores.

d) Intercambiar información y mejores prácticas sobre el funcionamiento de los 
mecanismos de fomento y promoción de las lenguas oficiales de las Comunidades 
Autónomas previstos en la disposición adicional quinta.

e) Realizar o encargar los informes que considere oportunos sobre la prestación del 
servicio de comunicación audiovisual.

4. El Grupo de Autoridades de Supervisión para los Servicios de Comunicación 
Audiovisual adoptará su reglamento interno.

Disposición adicional tercera.  Medidas para favorecer la producción audiovisual realizada 
por mujeres.

Se fomentará la producción de obras audiovisuales dirigidas o producidas por mujeres 
mediante la convocatoria de ayudas con cargo al Fondo de Protección a la Cinematografía. 
Asimismo, se fomentará la formación, atracción y retención de talento femenino en el sector 
audiovisual, y se llevarán a cabo acciones que permitan a las mujeres el acceso a puestos 
de trabajo en áreas ampliamente masculinizadas, así como en los puestos de mayor 
responsabilidad, de conformidad con lo previsto en el artículo 151.1.

Disposición adicional cuarta.  Protección de datos de carácter personal.
1. El tratamiento de datos personales regulado en la Ley se llevará a cabo conforme a lo 

dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

2. El tratamiento de los datos personales relativos al Registro estatal a que se refiere el 
artículo 39, así como la comunicación de datos del registro a terceros tiene como base 
jurídica el cumplimiento de la obligación legal que corresponde al Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital de mantener un listado con los prestadores de 
servicios de comunicación audiovisual y de servicios de intercambio de vídeos a través de 
plataforma que deberá ser comunicado periódicamente a la Comisión Europea. Asimismo, el 
tratamiento de datos por parte del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital y la cesión de datos por parte de este Ministerio a terceras Administraciones públicas 
tiene como base jurídica el cumplimiento de una misión de interés público y el ejercicio de 
poderes públicos.

Estos datos solo serán comunicados a las Administraciones públicas en el ejercicio de 
sus competencias, cuando sea necesario para la tramitación y resolución de sus 
procedimientos.

3. En cumplimiento del principio de minimización, se inscribirán en el Registro estatal los 
siguientes datos personales tanto de representantes como de los titulares de participaciones 
significativas en el capital de los prestadores de servicios de comunicación audiovisual o de 
servicios de intercambio de vídeo a través de plataforma: Nombre y apellidos, domicilio, 
Documento Nacional de identidad o pasaporte, correo electrónico, y teléfono.
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4. La finalidad del Registro estatal es facilitar el conocimiento de los agentes prestadores 
de los servicios contemplados en esta ley en orden a garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en ella.

5. La fuente de los datos a incorporar en el Registro estatal serán los prestadores del 
servicio de comunicación audiovisual, los prestadores del servicio de intercambio de vídeos 
a través de plataforma y los prestadores del servicio de agregación de servicios de 
comunicación audiovisual.

6. La información sobre Registro estatal en la sede electrónica del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital incluirá una cláusula informativa de tratamiento de 
datos conforme a lo previsto en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, Los prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual que faciliten información al Registro estatal tendrán la obligación 
de facilitar previamente esa información a las personas afectadas conforme al artículo 13 de 
dicho Reglamento.

7. Los datos del Registro estatal serán públicos, de libre acceso y reutilizables en los 
términos establecidos en el artículo 40.

8. El responsable del tratamiento será el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, que garantizará la aplicación de las medidas de seguridad 
preceptivas que resulten del correspondiente análisis de riesgos, teniendo en cuenta que 
dichos tratamientos serán realizados por Administraciones públicas obligadas al 
cumplimiento del Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica.

9. Los datos de carácter personal se conservarán durante el tiempo necesario para el 
cumplimiento de las finalidades previstas en esta ley, así como para atender 
responsabilidades administrativas y jurisdiccionales relacionadas con su tratamiento.

10. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación y cancelación en relación con los 
datos de carácter personal se podrá efectuar en los términos establecidos en la normativa de 
protección de datos de carácter personal, con las excepciones y limitaciones previstas en 
ella.

Disposición adicional quinta.  Promoción de las lenguas oficiales de las Comunidades 
Autónomas.

1. La autoridad audiovisual competente de ámbito estatal y las autoridades competentes 
de aquellas Comunidades Autónomas con lenguas oficiales promoverán la presencia en los 
servicios de comunicación audiovisual televisivos de obras audiovisuales producidas, 
dobladas o subtituladas en las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas.

Asimismo, se fomentará la presencia en los servicios de comunicación audiovisual 
televisivos de aquellas obras audiovisuales que hayan sido producidas por los prestadores 
del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal o autonómico en alguna 
de las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas o que hayan recibido ayudas por 
parte de dichas Comunidades Autónomas o bien que acrediten un nivel de calidad verificado 
por la autoridad audiovisual competente de la Comunidad Autónoma.

El prestador del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito estatal y los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual de ámbito estatal garantizarán en sus 
servicios de comunicación audiovisual temáticos infantiles, y en sus catálogos de programas, 
la incorporación de contenidos audiovisuales especialmente recomendados para el público 
infantil de hasta doce años, doblados en las lenguas oficiales de las comunidades 
Autónomas. Asimismo, estos prestadores ofrecerán contenidos audiovisuales dirigidos al 
público general, doblados o subtitulados en las lenguas oficiales de las Comunidades 
Autónomas.

2. Con la finalidad de fomentar la diversidad lingüística y la presencia de lenguas 
oficiales de las Comunidades Autónomas en los servicios de comunicación audiovisual 
televisivos, las Administraciones públicas podrán establecer programas de ayudas al 
subtitulado o doblaje de las obras audiovisuales en estas lenguas.

Asimismo, la autoridad audiovisual competente, en colaboración con las Comunidades 
Autónomas con lengua oficial, impulsará la aprobación, en un plazo de seis meses desde la 
entrada en vigor de esta ley, de un acuerdo de autorregulación con los prestadores del 
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servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición incluyendo a aquellos prestadores 
que, estando establecidos en otro Estado miembro de la Unión Europea, dirijan sus servicios 
al mercado español, con el fin de fomentar la incorporación en sus catálogos de contenidos 
audiovisuales doblados o subtitulados en las lenguas oficiales de las Comunidades 
Autónomas, prestando especial atención a contenidos audiovisuales dirigidos al público 
infantil hasta doce años.

Sin perjuicio de lo anterior, y con el fin de atender al fomento y protección del uso de las 
lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas promoviendo el doblaje y subtitulado de 
obras audiovisuales en sus lenguas oficiales, se establecerá un fondo de ayudas por parte 
del Estado y las Comunidades Autónomas con lenguas oficiales cuyo importe será 
transferido en su integridad a los organismos competentes de aquellas Comunidades 
Autónomas con lenguas oficiales que los gestionarán conforme a sus competencias. Este 
fondo se dotará con las aportaciones que realice cada Comunidad Autónoma con lengua 
oficial y el Estado, conforme a las disponibilidades presupuestarias aprobadas anualmente.

3. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición deberán 
incorporar en sus catálogos las versiones lingüísticas de aquellas obras audiovisuales que 
ya hayan sido dobladas o subtituladas en alguna de las lenguas oficiales de las 
Comunidades Autónomas, siempre que se pongan a disposición sin contraprestación 
económica, su inclusión sea técnicamente viable y dicho doblaje o subtitulado haya sido 
financiado por la autoridad competente de la Comunidad Autónoma o sea propiedad de los 
prestadores del servicio público de comunicación audiovisual en cada ámbito autonómico o 
bien acrediten un nivel de calidad verificado por la autoridad audiovisual competente de la 
Comunidad Autónoma. La supervisión de los acuerdos para la incorporación de las 
versiones lingüísticas corresponde a la autoridad audiovisual competente en cada caso.

Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición 
mantendrán en el catálogo las obras audiovisuales que hayan sido dobladas o subtituladas a 
las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas durante todo el tiempo en que dicho 
contenido esté presente en el catálogo.

4. Los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo a petición deberán 
garantizar la prominencia de los contenidos audiovisuales producidos, doblados o 
subtitulados en las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas, a través de sistemas 
de búsqueda o de promoción y de facilidades de acceso a las mismas, de acuerdo con los 
datos de geolocalización que dispongan de las personas usuarias residentes en dichas 
Comunidades Autónomas.

Disposición transitoria primera.  Catálogo transitorio de acontecimientos de interés 
general para la sociedad.

En tanto no se apruebe el catálogo de acontecimientos de interés general para la 
sociedad, previsto en la disposición adicional primera, se emitirán en directo y en abierto los 
acontecimientos detallados en el artículo 146.3.d) y e), siempre que haya algún prestador del 
servicio de comunicación audiovisual televisivo en abierto interesado en difundirlo.

Disposición transitoria segunda.  Calificación de programas y recomendación por edad.
En tanto no se apruebe el acuerdo de corregulación previsto en el artículo 98.2, los 

programas se calificarán y recomendarán por edad de conformidad con los siguientes 
criterios:

Apta para todos los públicos
+ 7
+ 12
+ 16
+ 18

X
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Disposición transitoria tercera.  Servicios de comunicación audiovisual televisivos y 
radiofónicos comunitarios sin ánimo de lucro mediante ondas hertzianas terrestres 
preexistentes.

Los servicios de comunicación audiovisual televisivos y radiofónicos comunitarios sin 
ánimo de lucro mediante ondas hertzianas terrestres que acrediten su funcionamiento 
ininterrumpido durante los últimos cinco años, sin haber causado problemas de 
interferencias, y pretendan continuar su actividad, podrán solicitar, en el plazo de seis meses 
desde la entrada en vigor de esta ley, la concesión del correspondiente título habilitante a la 
autoridad audiovisual autonómica competente, conforme a las disponibilidades de espectro 
radioeléctrico. A estos efectos, la autoridad estatal competente en materia de planificación y 
gestión del espectro radioeléctrico reservará el dominio público radioeléctrico necesario para 
la prestación de estos servicios.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio de accesibilidad.
En tanto no entren en vigor las previsiones relativas a la accesibilidad contenidas en el 

capítulo II del título VI conforme a lo establecido en la disposición final novena, continuarán 
vigentes las obligaciones relativas a la accesibilidad establecidas en el artículo 8 y la 
disposición transitoria quinta de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación 
Audiovisual, para los sujetos obligados por dicha Ley.

En tanto no entre en vigor la normativa de desarrollo prevista en el artículo 101.4, se 
entenderán por bajo volumen de negocio aquellos ingresos anuales inferiores a dos millones 
de euros y por baja audiencia aquella inferior al dos por ciento en el caso de los servicios de 
comunicación audiovisual televisivos lineales, y la inferior al uno por ciento en el caso de los 
servicios de comunicación audiovisual televisivos a petición.

Disposición transitoria quinta.  Régimen transitorio de la obligación de promoción de obra 
audiovisual europea.

1. En tanto no entren en vigor las previsiones relativas a la promoción de obra 
audiovisual europea contenidas en la sección 2.ª y en la sección 3.ª del capítulo III del título 
VI conforme a lo establecido en la disposición final novena, continuarán vigentes las 
obligaciones relativas a la promoción de obra audiovisual establecidas en el artículo 5 de la 
Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, para los sujetos 
obligados por dicha Ley.

2. Las disposiciones contenidas en el Real Decreto 988/2015 de 30 de octubre, por el 
que se regula el régimen jurídico de la obligación de financiación anticipada de determinadas 
obras audiovisuales europeas, continuarán vigentes en lo que no se opongan a esta ley 
respecto de la obligación de financiación de obra europea, hasta que entre en vigor la 
normativa de desarrollo correspondiente a esta obligación.

3. En tanto no entre en vigor la normativa de desarrollo correspondiente a esta 
obligación, se entenderá por baja audiencia aquella inferior al dos por ciento en el caso de 
los servicios de comunicación audiovisual lineal, y la inferior al uno por ciento en el caso de 
los servicios de comunicación audiovisual a petición conforme a lo establecido en la 
Comunicación de la Comisión de 2 de julio de 2020, por la que se establecen Directrices en 
virtud del artículo 13, apartado 7, de la Directiva de servicios de comunicación audiovisual 
relativas al cálculo de la proporción de obras europeas en los catálogos a petición y a la 
definición de «baja audiencia» y «bajo volumen de negocios».

Disposición transitoria sexta.  Régimen transitorio de la aportación a la Corporación de 
Radio y Televisión Española.

En tanto no entren en vigor las nuevas previsiones relativas a la financiación de la 
Corporación de Radio y Televisión Española contenidas en la disposición final cuarta 
conforme a lo establecido en la disposición final novena, continuarán vigentes las 
obligaciones relativas a la financiación de la Corporación de Radio Televisión Española 
establecidas en la Ley 8/2009, de 28 de agosto, para los operadores de telecomunicaciones 
de ámbito geográfico estatal o superior al de una Comunidad Autónoma y para los 
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prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisivo de ámbito geográfico estatal 
o superior al de una Comunidad Autónoma.

Disposición transitoria séptima.  Régimen transitorio del Registro estatal de prestadores 
de servicios de comunicación audiovisual.

En tanto no entre en funcionamiento el Registro estatal previsto en el artículo 39, se 
mantiene en vigor el Registro estatal de prestadores de servicios de comunicación 
audiovisual previsto en el artículo 33 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la 
Comunicación Audiovisual, así como las inscripciones efectuadas en el mismo, que serán de 
oficio trasladadas al nuevo Registro.

Disposición derogatoria única.  Alcance de la derogación normativa.
1. Se derogan cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o se opongan a lo 

dispuesto en la presente ley y, en todo caso, las siguientes:
a) Ley 22/1999, de 7 de junio, de modificación de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la 

que se incorpora al Ordenamiento Jurídico Español la Directiva 89/552/CEE, sobre la 
coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros, relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva.

b) Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual.
c) La disposición adicional duodécima de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la 

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.
2. Dejarán de producir efectos los actos que contradigan o se opongan a lo dispuesto en 

la presente ley y, en todo caso, la Resolución de 10 de junio de 2010, por la que se 
constituye el Registro Estatal de Prestadores de Servicios de Comunicación Audiovisual de 
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, publicada en virtud de la Resolución de 
21 de junio de 2010, de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones.

[ . . . ]
Disposición final sexta.  Títulos competenciales y carácter de legislación básica.

Uno. Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.27.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia para dictar las normas básicas 
del régimen de radio y televisión y, en general, de todos los medios de comunicación social, 
sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las 
Comunidades Autónomas, salvo el capítulo 5 del título III, el título VIII y la disposición final 
cuarta que no tendrán carácter básico.

Dos. La Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia, objeto de modificación por la disposición final quinta, seguirá 
amparándose en los títulos competenciales expresados en la Ley citada.

Tres. El título V que se dicta al amparo del artículo 149.1.21.ª de la Constitución 
Española relativo a la competencia exclusiva del Estado en materia de telecomunicaciones.

Cuatro. La disposición final por la que se modifica la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la 
Función Estadística Pública se dicta al amparo del artículo 149.1.31.ª de la Constitución, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de estadística para fines estatales.

Disposición final séptima.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Uno. El Gobierno, a propuesta de la persona titular del Ministerio de Asuntos 

Económicos y Transformación Digital, dictará en el ámbito de sus competencias las 
disposiciones necesarias para la ejecución y desarrollo de lo establecido en la presente ley.

Dos. El Gobierno, a propuesta de la persona titular del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, dictará las disposiciones necesarias para actualizar los 
aspectos cuantitativos de las obligaciones de accesibilidad de los servicios de comunicación 
audiovisual previstas en el capítulo II del título VI.

Tres. El Gobierno, a propuesta de la persona titular del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, dictará las disposiciones necesarias para el desarrollo 
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y aplicación de lo previsto en el artículo 94. En particular, se concretarán los requisitos de 
ingresos y audiencia significativos establecidos en las letras a) y c) del apartado 2 del 
artículo 94, para ser considerado usuario de especial relevancia.

Disposición final octava.  Incorporación de derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorpora a derecho español la Directiva 2010/13/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de 
determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual (Directiva de 
servicios de comunicación audiovisual). Asimismo, mediante esta ley se incorpora a derecho 
español completamente la Directiva (UE) 2018/1808 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 14 de noviembre de 2018, por la que se modifica la Directiva 2010/13/UE sobre la 
coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual, habida 
cuenta de la evolución de las realidades del mercado.

Disposición final novena.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
El artículo 39 entrará en vigor con la aprobación del reglamento que se dicte para 

establecer la organización y funcionamiento del Registro estatal.
Los artículos 88 a 91 del título V entrarán en vigor transcurrido un plazo de tres meses 

desde la entrada en vigor de esta ley.
El artículo 94 entrará en vigor con la aprobación del reglamento que concrete los 

requisitos para ser considerado usuario de especial relevancia.
El capítulo II del título VI entrará en vigor transcurrido un año desde la entrada en vigor 

de la presente ley.
La sección 2.ª del capítulo III del título VI entrará en vigor transcurrido un año desde la 

entrada en vigor de la presente ley.
La sección 3.ª del capítulo III del título VI entrará en vigor en el ejercicio 2023, tomando 

como base los ingresos devengados en el ejercicio 2022.
El artículo 140 entrará en vigor transcurrido un año desde la entrada en vigor de la 

presente ley.
La disposición final cuarta entrará en vigor en el ejercicio 2023.
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§ 29

Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la regulación de la 
Tauromaquia como patrimonio cultural

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 13 de noviembre de 2013

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2013-11837

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO
La Tauromaquia forma parte del patrimonio histórico y cultural común de todos los 

españoles, en cuanto actividad enraizada en nuestra historia y en nuestro acervo cultural 
común, como así lo demuestran las partidas de Alfonso X el Sabio, que ya en el siglo XIII 
contemplaban y regulaban esta materia.

Las fiestas o espectáculos taurinos, incluyen no sólo a las corridas de toros sino un 
numeroso conjunto de tradiciones y festejos populares vinculados al mundo del toro, que a 
su vez comprenden lo que hoy entendemos por «Tauromaquia». Todo esto es signo de 
identidad colectiva, y ello justifica que su preservación corresponda y competa a todos los 
poderes públicos.

El carácter cultural de la Tauromaquia es indiscutible y merece ser preservado como un 
tesoro propio de nuestro país, rico en culturas distintas. Esa específica manifestación cultural 
ha sido, incluso, exportada a otros países que la desarrollan, promocionan y protegen.

La Tauromaquia es una manifestación artística en sí misma desvinculada de ideologías 
en la que se resaltan valores profundamente humanos como puedan ser la inteligencia, el 
valor, la estética, la solidaridad, o el raciocinio como forma de control de la fuerza bruta. A 
ello hay que añadir que forma parte de la cultura tradicional y popular, como conjunto de las 
manifestaciones, conocimientos, actividades y creencias pasados y presentes de la memoria 
colectiva, siendo uno de los puntos de referencia a partir del cual las iniciativas de la 
sociedad se enmarcan en un contexto configurador de la identidad nacional propia, arraigada 
en una pluralidad de formas de expresión popular.

La sociedad española es muy diversa y dentro de esa diversidad encontramos grandes 
aficionados y a su vez muchos ciudadanos que han manifestado su preocupación por el trato 
que reciben los animales durante los espectáculos taurinos. Conscientes de la 
heterogeneidad de la sociedad, también debemos admitir que, actualmente, existe un 
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consenso en la aceptación mayoritaria del carácter cultural, histórico y tradicional de la 
Tauromaquia como parte esencial del Patrimonio Histórico, Artístico, Cultural y Etnográfico 
de España. Como tal, es responsabilidad de los poderes públicos asegurar la libertad del 
creador y, en este caso, del desarrollo de cualquier expresión artística, como es la 
Tauromaquia, y el respeto hacia ella.

La fiesta de los toros y los espectáculos taurinos populares son algo vivo y dinámico, 
sujetos a constante evolución, sin que se puedan hacer conjeturas sobre de qué manera se 
adaptarán a las sensibilidades cambiantes de nuestros tiempos u otros venideros. Esto 
dependerá de que se mantenga la afición popular y de que la misma sea capaz de renovarse 
en las nuevas generaciones de aficionados que son los que, en su caso, deberán mantener, 
actualizar y conservar la fiesta de los toros. Pero en todo caso, será desde la libertad de la 
sociedad a optar y desde la propia libertad que significa la cultura, no cercenando el acceso 
a ésta.

Ahora bien, lo que sí podemos afirmar es que la Tauromaquia conforma un 
incuestionable patrimonio cultural inmaterial español, que no ostentamos en exclusiva, sino 
que compartimos con otros lugares como Portugal, Iberoamérica y el sur de Francia.

Asimismo, hay que resaltar que la Tauromaquia comprende todo un conjunto de 
conocimientos y actividades artísticas, creativas y productivas en torno al espectáculo 
taurino, que van desde la crianza y selección del toro de lidia, a la confección de la 
indumentaria de los toreros (los llamados trajes de luces), la música de las corridas, el 
diseño y producción de carteles, y que confluyen en la corrida de toros moderna y el arte de 
lidiar; y en un diálogo fluido y cercano entre público y artista.

Por tanto, el presupuesto de esta norma es la afirmación de que la Tauromaquia es 
cultura, que comprende otras facetas dignas de protección además del propio espectáculo 
que se concreta en la corrida de toros moderna y, por ello, el reconocimiento de la 
Tauromaquia como patrimonio cultural supera la mera «conexión de los espectáculos 
taurinos con el fomento de la cultura» que afirma la Exposición de Motivos de la Ley 
10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administrativas de espectáculos taurinos.

Pero, además del aspecto cultural, la Tauromaquia tiene una indudable trascendencia 
como actividad económica y empresarial, de dación de bienes y servicios al mercado, 
produce un flujo económico que se traduce en miles de puestos de trabajo.

El espectáculo taurino no es sino el eslabón final de un proceso en el que intervienen y 
se yuxtaponen diversas actividades económicas y sujetos productivos, desde los activos y 
recursos materiales y humanos dedicados a la cría del toro de lidia en el campo, hasta los 
activos y recursos materiales y humanos que intervienen en el espectáculo taurino 
propiamente dicho.

La Tauromaquia constituye un sector económico de primera magnitud, con una 
incidencia tangible en ámbitos diversos y dispersos como son el empresarial, el fiscal, el 
agrícola-ganadero, el medioambiental, el social, el alimentario, el industrial o el turístico, 
entre otros.

En consecuencia, corresponde al Estado ordenar y fijar las directrices y criterios globales 
de ordenación del sector taurino, en su doble e inseparable aspecto de patrimonio cultural de 
carácter nacional y de sector económico y sistema productivo propio y bien delimitado en su 
contenido.

La Tauromaquia es un conjunto de actividades que se conecta directamente con el 
ejercicio de derechos fundamentales y libertades públicas amparados por nuestra 
Constitución, como son las de pensamiento y expresión, de producción y creación literaria, 
artística, científica y técnica. Y resulta evidente que la Tauromaquia, como actividad cultural y 
artística, requiere de protección y fomento por parte del Estado y las Comunidades 
Autónomas.

Es necesario contemplar la protección y regulación de tan importante Patrimonio 
Cultural, Artístico, Social y Económico como una actividad de todos los poderes públicos 
para el servicio a los ciudadanos, por mandato de lo dispuesto en el artículo 44 de la 
Constitución, pues aquellos deben promover y tutelar el acceso a la Cultura, a la que todos 
tienen derecho, y en el artículo 46, que impone a los poderes públicos la obligación de 
garantizar su conservación y promover su enriquecimiento, así como el de los elementos que 
los integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. Por último, debe concluir 
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esta referencia constitucional con la cita del artículo 149.2, que expresa la preocupación del 
legislador constituyente por la preservación y progreso de los valores culturales de la 
sociedad española, y que impone al Estado la obligación de considerar el servicio de la 
cultura como un deber y atribución esencial.

El objeto de la Ley es delimitar la Tauromaquia como parte del patrimonio cultural digno 
de protección en todo el territorio nacional. Esto trae como consecuencia, en un marco de 
colaboración entre las diferentes Administraciones Públicas, un deber general de protección 
y, a su vez, unas medidas de fomento y protección en el ámbito de la Administración General 
del Estado.

Artículo 1.  Concepto de Tauromaquia.
A los efectos de esta Ley, se entiende por Tauromaquia el conjunto de conocimientos y 

actividades artísticas, creativas y productivas, incluyendo la crianza y selección del toro de 
lidia, que confluyen en la corrida de toros moderna y el arte de lidiar, expresión relevante de 
la cultura tradicional del pueblo español. Por extensión, se entiende comprendida en el 
concepto de Tauromaquia toda manifestación artística y cultural vinculada a la misma.

Artículo 2.  Tauromaquia como patrimonio cultural español.
La Tauromaquia, en los términos definidos en el artículo 1, forma parte del patrimonio 

cultural digno de protección en todo el territorio nacional, de acuerdo con la normativa 
aplicable y los tratados internacionales sobre la materia.

Artículo 3.  Deber de protección.
En su condición de patrimonio cultural, los poderes públicos garantizarán la conservación 

de la Tauromaquia y promoverán su enriquecimiento, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 46 de la Constitución.

Artículo 4.  Participación y colaboración entre las Administraciones Públicas.
Para el cumplimiento de los fines a que se refiere el artículo 3, la Comisión Nacional de 

Asuntos Taurinos, creada por la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administrativas 
en materia de espectáculos taurinos, se constituye, bajo la presidencia del Ministro de 
Educación, Cultura y Deporte, en órgano de participación y colaboración de las 
Administraciones Públicas con competencias sobre la Tauromaquia y de los sectores 
vinculados a la misma, con la composición y funcionales que reglamentariamente se 
determinen.

Artículo 5.  Medidas de fomento y protección en el ámbito de la Administración General del 
Estado.

1. De conformidad con lo establecido en los artículos 46 y 44, 149.1, reglas 1.ª y 28.ª, y 
149.2 de la Constitución, es competencia de la Administración General del Estado, 
garantizar la conservación y promoción de la Tauromaquia como patrimonio cultural de todos 
los españoles, así como tutelar el derecho de todos a su conocimiento, acceso y libre 
ejercicio en sus diferentes manifestaciones.

2. Para lograr los fines a que se refiere el apartado anterior, el Gobierno desarrollará las 
siguientes medidas:

a) La aprobación de un Plan Nacional, en el que se recogerán medidas de fomento y 
protección de la Tauromaquia, garantizando el libre ejercicio de los derechos inherentes a la 
misma.

b) El impulso de los trámites necesarios para la solicitud de la inclusión de la 
Tauromaquia en la lista representativa del Patrimonio Cultural inmaterial de la Humanidad a 
que se refiere el artículo 16 de la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
inmaterial aprobada el 17 de octubre de 2003 en París por la Conferencia General de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

c) La actualización de la normativa taurina, a través del marco de colaboración de la 
Comisión Nacional de Asuntos Taurinos.
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d) El impulso de normas y actuaciones que fomenten el principio de unidad de mercado, 
responsabilidad social y libertad de empresa en el ámbito de la Tauromaquia, en 
consideración a los beneficios económicos, sociales y medioambientales que esta actividad 
genera.

e) El impulso y fomento, en colaboración con las restantes Administraciones Públicas, de 
los mecanismos de transmisión de los conocimientos y actividades artísticas, creativas y 
productivas que confluyen en la corrida de toros y el arte de lidiar. Así como potenciar otras 
medidas de identificación, documentación, investigación, valoración y transmisión de este 
patrimonio en sus distintos aspectos.

Disposición final primera.  Reformas normativas y desarrollo reglamentario.
En el plazo máximo de tres meses desde la aprobación de la presente Ley, el Gobierno 

impulsará las reformas normativas necesarias para recoger, dentro de la legislación 
española, el mandato y objetivos de la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial de la UNESCO.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades 
administrativas en materia de espectáculos taurinos.

El artículo 12 de la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administrativas en 
materia de espectáculos taurinos, queda redactado como sigue:

«Artículo 12.  Comisión Nacional de Asuntos Taurinos.
Se crea la Comisión Nacional de Asuntos Taurinos con la composición, funciones 

y procedimiento de actuación que reglamentariamente se determinen.
La Comisión se constituye, bajo la presidencia del Ministro de Educación, Cultura 

y Deporte, en órgano de participación y colaboración de las Administraciones 
Públicas con competencias sobre la Tauromaquia y de los sectores vinculados a la 
misma.»

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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